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Si la función del prólogo es, como creo -al menos en un trabajo fundamen-
talmente académico como el que presento--, situar la obra en su contexto, para 
proporcionar algunas referencias básicas que ilustren a quienes a ella se acercan 
sobre su contenido y, caso de que sea necesario, sobre la personalidad del autor; 
en este caso, puesto que nos encontramos ante una obra inicial en la trayectoria 
profesional de la autora, será oportuno comenzar con su presentación ante los 
lectores, que es tanto como decir con la descripción de su curriculum académico, 
todavía breve pero de indiscutible solidez. 
Conocí a María Luisa González-Cuéllar Serrano cuando, finalizados con bri-
llantez sus estudios de Licenciatura, se dirigió a mí para que dirigiera los estu-
dios de doctorado que se proponía iniciar en la Universidad Carlos III de Madrid. 
Tras obtener una beca para la formación del personal investigador se integró en 
el Area de Derecho Financiero y Tributario de la citada Universidad, en la que 
haría compatible su prioritaria dedicación a la elaboración de la tesis que ahora 
publica, convenientemente reelaborada, con una eficaz colaboración en docen-
cia práctica y en las restantes tareas académicas, que tanto tiempo distraen a 
otras ocupaciones en las Facultades de reciente creación. 
En aquel momento inicial, cuando a finales del curso académico 1992/1993 
acordamos que el trabajo de investigación que había de desarrollar para la obten-
ción del grado de doctor tuviera por objeto los acuerdos, convenios y técnicas 
transaccionales en el Derecho Tributario español, estábamos convencidos de la 
importancia de tales cuestiones y de la necesidad de su estudio sosegado, sobre 
todo en orden a deshacer los equívocos y prejuicios que durante tantos años, 
sobre la base de un erróneo entendimiento de las exigencias de la legalidad tri-
butaria, se habían opuesto a cualquier tipo de discusión sobre esas materias. Lo 
que ni siquiera podíamos imaginar era que unos pocos años después, cuando en 
junio de 1997 defendiera su Tesis doctoral, se habrían incorporado al ordena-
miento tributario español instituciones de clara naturaleza transaccional--como 
los acuerdos previos sobre precios de transferencia del arto 16.6 de la Ley 
43/1995 -y comenzado los trámites para la aprobación de otros preceptos que, 
como el arto 8 del Proyecto de Ley de derechos y garantías de los contribuyen-
tes, pese a ser objeto de crítica por su carácter puramente didáctico 1, constituyen 
un claro signo de la progresiva aceptación de este tipo de técnicas. 
Algo habrán tenido que ver con ello los trabajos publicados en nuestra doc-
trina a lo largo de los años en que esta investigación se ha ido gestando y, de 
modo señalado, los resultados de los seminarios organizados por el Instituto de 
Estudios Fiscales que han visto la luz en la obra colectiva «Convención y arbi-
traje en el Derecho Tributario» 2 que, observados desde la perspectiva del estu-
dio de María Luisa González-Cuéllar parecen confirmar la afirmación de Borges 
de que «cada escritor crea a sus precursores». Porque desaparecidas de nuestro 
sistema tributario las evaluaciones globales y convenios con agrupaciones de 
contribuyentes la admisibilidad de pactos, convenios o acuerdos, se despachaba 
con la simple alegación de la indisponibilidad de las obligaciones tributarias, que 
parecía excusar de mayores análisis; al menos hasta que el Profesor Ramallo 
Massanet replanteara el papel que la voluntad de las partes puede tener en el 
Derecho Tributario 3. 
A partir de aquella fecha, seguramente como consecuencia del influjo ejerci-
do por la Ley 30/1992, aunque por completo al margen del debate sobre su apli-
cación directa en la materia tributaria y, sobre todo, por su engarce con una de 
las líneas de trabajo del Instituto de Estudios Fiscales este tipo de cuestiones 
adquirieron un fugaz protagonismo en nuestro panorama científico, dando lugar 
a la celebración de los seminarios a que me he referido, en cuya organización 
tendría alguna ocasión de colaborar la autora de esta obra, sugiriendo los nom-
bres de algunos de los especialistas extranjeros que finalmente participarían en 
ellos con sus trabajos. Y creo no exagerar afirmando que en tales seminarios y 
trabajos está, de uno u otro modo, el origen de la escasa obra publicada en nues-
tro país sobre estas cuestiones que, además, está en buena medida construida 
sobre la base de las experiencias comparadas 4 y los análisis realizados por la 
doctrina del Derecho Administrativo en tomo a los arts. 88 Y 107.2 de la citada 
Ley 30/1992. 
Lo primero resulta comprensible, aunque quizás deba advertirse que el recur-
so al derecho comparado carece de sentido y se convierte en vana erudición 
cuando su manejo es puramente superficial, sobre la base de un par de trabajos, 
1 Que destaca PALAO TABOADA, c., en su magnífico trabajo Lo «blando» y lo «duro» del 
Proyecto de Ley de derechos y garantías de los contribuyentes, Revista de Contabilidad y 
Tributación, n.O 171, 1997, p. 13. 
2 Cfr. AA.VV., Convención y arbitraje en el Derecho Tributario, IEF-Marcial Pons, Madrid, 
1996. 
3 En su «Prólogo» al libro de ARRIETA MARTÍNEz DE PISÓN, Las actas de la Inspección de los 
Tributos, Civitas, Madrid, 1994, pp. 18 Y ss. 
4 Vid. como muestra la única monografía publicada hasta la fecha, la de SERRANO ANTÓN, F., 
La terminación convencional de procedimientos tributarios y otras técnicas transaccionales, 
Asociación Española de Asesores Fiscales, Madrid, 1996. 
goneraIme~ descriptivos,~que en nada ayudan a comprender la propia realidad, 
cuando no la distorsionan. Emplear el derecho comparado no es, desde luego, 
acumular citas en distintos idiomas con la pretensión de que muchos retazos en 
varias lenguas construyan por sí solos un argumento, sino comprender el siste-
majurídico en el que se incardina una determinada institución para poder eva-
luar en qué medida es trasladable al propio sistema y su regulación ---o la doc-
trina sobre ella construida- pueden orientar en su interpretación o integración. 
y en ese sentido el trabajo que presento me parece ejemplar, pues sin perjuicio 
de manejar con solvencia otros ordenamientos, selecciona como modelo de 
referencia uno de los que nos son jurídicamente más próximos, el alemán, al que 
acude con provecho a partir de su profundo conocimiento del mismo, fruto de 
los estudios realizados durante el curso 1994/1995 en el Instituto de Derecho 
Tributario de la Universidad de Colonia, dirigido por el Profesor Joachim Lang, 
con una beca del Servicio Alemán de Intercambio Académico (DAAD). 
En cuanto a lo segundo, el carácter fronterizo de nuestra disciplina 5 se hace 
evidente en el trabajo de María Luisa González-Cuéllar, que ha tenido que acu-
dir a las doctrinas civil, procesal y administrativa para tomar prestadas las cate-
gorías que les son propias y, así, entender y explicar en términos dogmáticos el 
fenómeno de la finalización convencional de los procedimientos tributarios, que 
no tiene porqué presentar en nuestra materia singularidad alguna respecto a otros 
ámbitos del ordenamiento jurídico-administrativo en los que también rige el 
principio de legalidad. En efecto, la vinculación de la Administración a la ley y 
al derecho, en todos los ámbitos de su actuación y también en los procedimien-
tos tributarios, opera de igual modo cuando el resultado de dicha actuación plas-
ma en un acto administrativo unilateral que cuando se concreta en una transac-
ción; de modo que, por poner un ejemplo, la Administración está igualmente 
vinculada por la ley cuando dicta una liquidación sobre la base del valor de una 
operación, determinado mediante su actuación comprobadora unilateral que 
cuando lo hace sobre la base del valor fijado en un acuerdo previo con el con-
tribuyente. Porque los acuerdos o transacciones sólo operan allí donde la 
Administración actúa o puede actuar mediante actos administrativos unilatera-
les, como alternativa a los mismos, pero tienen el mismo contenido u objeto de 
la actividad unilateral; esto es, el ejercicio de las mismas competencias y potes-
tades y, por tanto, la declaración de la voluntad de la ley en el procedimiento de 
que se trate 6. 
5 En la afortunada expresión de RUIZ GARCÍA, J. R., «Prólogo» al libro de CALDERÓN 
CARRERO, J. M., La doble imposición internacional y los métodos para su eliminación, McGraw-
Hill, Madrid, 1997, p. XIII. 
6 En este sentido PAREJO ALFONSO, L., Eficacia y Administración. Tres estudios, MAP-BOE, 
Madrid, 1995, p. 170. 
En todo caso, nos encontramos ante un trabajo al que habrá de reconocer, 
cuando menos, el mérito de abrir nuevas sendas, de plantear nuevos problemas 
y asumir el riesgo de proponer soluciones en una materia a la que, sin duda, 
habrá que continuar prestando atención en los próximos años. Porque el camino 
abierto por la regulación de los acuerdos previos sobre precios de transferencias 
en el Impuesto sobre Sociedades y la previsión de los denominados acuerdos de 
valoración en el Proyecto de Ley de derechos y garantías del contribuyente, 
parecen marcar una línea de progresiva aceptación de estas instituciones de natu-
raleza transaccional que, pese a todos los recelos, van encontrando un cierto 
reconocimiento 7 y, por ello, deberán ser objeto de nuevos estudios para tratar de 
concretar sus límites y régimen de validez. 
Es obligado reconocer, no obstante, que la terminación convencional de los 
procedimientos resulta de difícil integración en los sistemas tradicionales de 
Derecho administrativo, en los que su admisión produce una cierta desorienta-
ción en la dogmática, que considera que la actuación unilateral de la Adminis-
tración, bajo formas predeterminadas, es garantía de su vinculación a la ley y. al 
derecho. Y sólo como fruto de esa desorientación pueden entenderse afirmacIO-
nes como las contenidas en la memoria que acompañó en su tramitación al Real 
Decreto 537/1997, por el que se aprobó el Reglamento del Impuesto sobre 
Sociedades, que en relación a los acuerdos previos sobre precios de transferen-
cia consideraba que «el principio de indisponibilidad de las obligaciones tribu-
tarias, que deriva del principio constitucional de reserva de ley, impide calificar, 
en sentido estricto, la aprobación de la propuesta como un convenio», pese a que 
se reconocían, de forma simultánea, sus efectos vinculantes para la Administra-
ción tributaria y el sujeto pasivo. 
Tales prevenciones pueden considerarse lógicas, sobre todo en materia tri-
butaria, a la vista de la nefasta experiencia que supusieron los Convenios con 
Agrupaciones de contribuyentes, pero no tienen una justificación sólida en el 
plano teórico 8, como a mi entender acredita la monografía que me honro en pro-
logar; porque la forma que haya de adoptar la actuación administrativa no se 
encuentra constitucionalmente predeterminada, ni nuestro ordenamiento obliga 
a que la Administración ejerza siempre sus potestades de forma imperativa y 
unilateral. Y si nos situamos en el ámbito específicamente tributario, aunque el 
acto de liquidación se tenga por un ejemplo prototípico de acto administrativo 
7 Vid., en este sentido, la Orden de 5 de julio de 1996 por la que se dispuso la publicación 
del Acuerdo del Consejo de Ministros de la misma fecha relativo al desarrollo y ejecución del 
Plan bianual para la mejora del cumplimiento fiscal y la lucha contra el fraude tributario y adua-
nero, que reconocía la necesidad de prestar especial atención, entre otras líneas de trabajo, a la 
relativa al «desarrollo del sistema de acuerdos previos con la Administración tributaria». 
8 aro PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 185. 
unililtera1!), como se indica respecto '3' la tiquidación definitiva en el arto 124.2 de 
la Ley General Tributaria, nada impide que a lo largo del procedimiento que con-
duce.a su dictado se realicen actuaciones convencionales o, si se prefiere, que 
parte del contenido de esos actos unilaterales sea predeterminado de forma vin-
culante para la Administración y los contribuyentes a través de transacciones que 
tendrán el carácter de convenios preparatorios 10. 
En definitiva, no parece que la inserción en los procedimientos tributarios de 
figuras de naturaleza transaccional tenga porqué plantear ningún tipo particular 
de problema desde la perspectiva de la regla de la indisponibilidad y del princi-
pio de legalidad del que deriva, ni mucho menos poner en peligro otros princi-
pios constitucionales tributarios; sobre todo si se recuerda que en nuestro dere-
cho existen ya toda una serie de instituciones -planes de amortización, planes 
de reinversión, etc.--en que la existencia de un acto unilateral de la Administra-
ción, de un acto administrativo finalizador de las correspondientes actuaciones, 
no puede ocultar la vigencia del convenio preparatorio que determina, en todo o 
en parte, el contenido de ese posterior acto unilateral. Y aunque exista un cierto 
prejuicio dogmático sobre los riesgos que para la legalidad tributaria pueda 
suponer la admisión de transacciones en esta materia, lo cierto es que, en último 
extremo, el sometimiento de la Administración a la ley no se garantiza mejor 
cuando su voluntad se manifiesta a través de un acto impuesto unilateralmente 
por los órganos competentes, que cuando se emplean técnicas convencionales, 
que permiten un diálogo sobre los hechos con relevancia tributaria y Su califica-
ción en orden a resolver las incertidumbres o inseguridades planteadas. 
A todas estas cuestiones se refiere extensamente la obra de María Luisa 
González-Cuéllar, que no sólo argumenta de forma convincente sobre la licitud 
de las transacciones, tanto en lo relativo al empleo de la transacción como forma 
de actuación administrativa como en 10 ateniente a su posible contenido (tran-
sacciones sobre los hechos o sobre cuestiones jurídicas), sino que a partir de las 
figuras ya existentes en nuestro derecho trata de reconstruir un régimen jurídico 
completo de las transacciones que tienen lugar en los procedimientos tributarios 
y que, a pesar del título de este trabajo, por lo que llevamos dicho difícilmente 
tendrán el carácter de finalizadoras de los procedimientos en que se integran. 
Lo hace, a mi juicio, de forma rigurosa, acreditando un manejo solvente de 
las fuentes y de los instrumentos y técnicas del investigador de las ciencias jurí-
9 Vid., por todas, las definiciones de CLAVIJO HERNÁNDEZ, F., El acto de liquidación, en 
REDF Civitas, n.O 20, 1978, p. 653, Y de RUIZ GARCÍA, J. R., La liquidación en el ordenamiento 
tributario, Ed. Civitas, Madrid, 1987, pp. 63 Y ss. 
10 En este sentido, RAMALLo MAsSANET, J., La eficacia de la voluntad de las partes en las 
obligaciones tributarias, en AA. vv., Convención y arbitraje ... , cit., p. 244, Y ZORNOZA PÉREZ, J., 
¿ Qué podemos aprender de las experiencias comparadas? Admisibilidad de los convenios, 
acuerdos y otras técnicas transaccionales en el Derecho Tributario español, también en AA. vv., 
Convención y arbitraje ... , cit., p. 171. 
dicas, por mucho que sus opiniones puedan parecer discutibles o resultar direc-
tamente polémicas; yes que, como advirtiera John Locke, en su Ensayo sobre el 
entendimiento humano, «las nuevas opiniones se ven con desconfianza, y usual-
mente encuentran oposición, sin otra razón que el no ser todavía comunes». Pero 
no me corresponde a mí, sino a sus lectores, valorar el trabajo que ahora pre-
sento, pues el hecho de haberlo dirigido hasta su lectura y defensa como Tesis 
doctoral posiblemente me inhabilite a tal efecto, ya que difícilmente podría ser 
imparcial, pues aunque los planteamientos, razonamientos y conclusiones que en 
él se mantienen son mérito y responsabilidad de su autora, me encuentro próxi-
mo a muchas de sus posiciones. 
He de limitarme, por ello, para dar por cumplido mi papel, a realizar algunas 
consideraciones complementarias en tomo al empleo en los procedimientos tri-
butarios de las técnicas transaccionales a que me vengo refiriendo, que usual-
mente suele justificarse en consideraciones de eficacia que es tan habitual como 
injustificable despreciar por su excesivo pragmatismo. Porque el de eficacia es 
un principio jurídico, que forma parte del orden constitucional de valores y nues-
ttajurisprudencia constitucional, pese a su carácter genérico o en gran medida 
indeterminado, considera como un principio vinculante, que se traduce en un 
mandato-deber para la Administración de actuar de acuerdo con él 11; de modo 
que la utilización de técnicas transaccionales en los procedimientos tributarios 
puede, sin vergüenza alguna, justificarse también por razones pragmáticas -y 
no por ello de menor valor jurídico- relacionadas con la eficacia. Razones que 
aparecen relacionadas con la mayor aceptación de la actividad administrativa 
que se consigue mediante el acuerdo o transacción y la consiguiente vinculación 
contractual del ciudadano y la Administración, lo que debe redundar en un 
incremento de la eficacia de dicha actividad y en una consiguiente disminución 
de la conflictividad 12. 
y quizás convenga advertir que si se quiere que la aceptación de dichas téc-
nicas transaccionales produzca sus efectos positivos y no genere disfunciones 
indeseables, será necesario también que se vayan generando nuevas formas de 
comportamiento adecuadas y favorecedoras de la actuación convencional, esto 
es, que se favorezca la implantación de .una nueva cultura administrativa, que 
seguramente demande, a su vez, nuevas formas de organización de la Adminis-
tración tributaria. Realizar esa clase de advertencias en momentos en que la ines-
tabilidad organizativa característica de esa rama de nuestra Administración acaba 
de ponerse de manifiesto ante un nuevo y todavía mal conocido proyecto de 
reforma de los cuerpos de funcionarios que en ella se integran, cuando todavía 
11 Por todos, PARF.JO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 99 Y ss. 
12 Que implica costes que es absurdo desconocer y de cuya importancia da cuenta, pese a las 
dificultades para su evaluación, PASTOR, S., Costes e incertidumbres del sistema fiscal derivados 
de la conflictividad, mimeo, Madrid, 1997, passim. 
no se conocen estudios serios sobre el impacto de la constitución de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, puede parecer temerario; pero conviene 
reconocer abiertamente la importancia de estas cuestiones y comenzar a hacer-
las objeto de reflexión jurídica, aunque sólo sea para no abandonarlas definiti-
vamente a los tratamientos de la doctrina gerencial, cuyas limitaciones para la 
organización de las actividades administrativas, también en el ámbito tributario, 
se han puesto ya suficientemente de relieve 13. 
Porque la ausencia de ese tipo de reflexiones ha propiciado el abandono de las 
cuestiones relacionadas con la organización administrativa al apremio de las cir-
cunstancias o, lo que es igual, ha determinado su solución de acuerdo con criterios 
particulares y, en la mayor parte de las ocasiones, puramente coyunturales. Y como 
tales cuestiones terminan por repercutir directamente sobre los ciudadanos-contri-
buyentes hora ya de que nos planteemos su análisis jurídico, desde el mismo texto 
constitucional, porque en tanto la organización de nuestra Administración tributa-
ria no sea la adecuada a sus tareas presentes, resultará vano cualquier intento de 
incorporar en su funcionamiento nuevas formas de actuación, tendentes a conse-
guir un mayor apoyo social y, consecuentemente, una disminución de los exage-
rados niveles de conflictividad que en los momentos actuales padecemos. 
En definitiva, cuáles sean las nuevas orientaciones que se sigan en esa anun-
ciada reforma de la organización de la Administración tributaria y la cultura 
administrativa que se pretenda implantar, son cuestiones de las que dependerá, 
en muy buena medida, el éxito o fracaso de estas nuevas formas de actuación 
transaccional que han empezado a introducirse en nuestro sistema y que, con 
todas las cautelas que se quiera, deberán todavía desarrollarse en el futuro. 
Porque no nos encontramos ante uno de esos temas de moda, que aparecen con 
gran estrépito y desaparecen sin dejar más huella que unos pocos trabajos de 
dudosa utilidad, sino ante una de las líneas de obligado desarrollo en la gestión 
tributaria de los próximos años, según muestran las cada vez más abundantes 
experiencias comparadas. Para ese desarrollo, el trabajo de María Luisa 
González-Cuéllar Serrano, que por algo ha merecido el Premio de Tesis docto-
rales del Instituto de Estudios Fiscales, constituirá, sin duda, una referencia nece-
saria; porque no se trata de una obra oportunista, «a la moda», que·se limite a dar 
cuenta de las últimas novedades legales, doctrinales o jurisprudenciales, sino de 
una reflexión en profundidad, como corresponde a una investigación desarrolla-
da en el ámbito universitario que no por ello deja de tener una incuestionable uti-
lidad práctica. 
JUAN J. ZORNOZA PÉREZ 
Catedrático de Derecho Financiero y Tributario, 
Universidad Carlos III de Madrid 
13 Vid. PARF.JO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 113 Y SS. 
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INTRODUCCION 
Constituye el objeto del presente trabajo el estudio de la terminación con-
. vencional del procedimiento tributario a través de la fijación transaccional de las 
cuestiones fácticas y jurídicas que integran la obligación tributaria, con la fina-
lidad de preparar el acto de liquidación y hacerlo efectivo. 
Como se deriva de la anterior definición, nuestra investigación se encuentra 
delimitada en dos sentidos. En primer lugar, versa sobre los acuerdos que lleven 
a cabo la Hacienda Pública y el obligado tributario con carácter preparatorio del 
acto de liquidación, que en ningún caso sustituyen tal acto unilateral. Esta nota 
es consecuencia del mandato recogido en el art.24 LGT, que obliga a que la 
potestad liquidatoria se manifieste siempre mediante un acto administrativo. 
A pesar de todo lo anterior, consideramos conveniente titular este trabajo como 
«Los procedimientos tributarios: su terminación transaccional», aun siendo cons-
cientes, como decimos, de que el contrato nunca es una forma de finalización del 
procedimiento tributario, sino un mecanismo de participación de la voluntad 
del ciudadano en el contenido de la resolución administrativa. La adopción de 
este título se debe a la aceptación generalizada de dicha locución para deno-
minar los contratos que estudiamos tanto por el legislador (véase el arto 88 
LRJAPyPAC) como por la doctrina. En segundo lugar, nuestro trabajo se centra 
exclusivamente en los acuerdos transaccionales, esto es, aquéllos en los que el 
resultado pactado es consecuencia de mutuas contraprestaciones entre las partes, 
que se realizan con la finalidad de eliminar una incertidumbre. Como será razo-
nado posteriormente, la exclusión de otro tipo de contratos que también pue-
den determinar el contenido del acto de liquidación, como los convenios de con-
traprestación, se realiza en aras de una mayor claridad del análisis de las tran-
sacciones, las cuales presentan especialidades que justifican un estudio autó-
nomo. 
Varios factores aconsejan el planteamiento de la terminación transaccional 
del procedimiento. En primer lugar, la ausencia de un estudio extenso y profun-
do por los autores españoles, debido seguramente al rechazo que provoca la pro-
pia existencia de las transacciones tributarias en nuestro país. Frente a este situa-
ción dogmática, la práctica recorre su propio camino, mostrando figuras jurídi-
cas que, si bien se recubren de una apariencia no negocial, en realidad ocultan la 
celebración de tales acuerdos 1. A esta incongruencia se suma una confusión en 
los términos empleados por la doctrina y la jurisprudencia al tratar la actividad 
contractual pública y que plantea la pregunta de si nos encontramos ante varias 
figuras jurídicas o ante una sola 2. 
El fenómeno de la terminación convencional del procedimiento ha despun-
tado en el Derecho administrativo común mediante la promulgación de la 
LRJAPyPAC (arts.88 y 107.2), aunque ya con anterioridad nuestro ordenamien-
to jurídico conocía esta forma de actuación 3. 
A pesar de la ausencia de una habilitación similar en relación al procedi-
miento tributario, en nuestra opinión éste no presenta ninguna especialidad res-
pecto del resto de procedimientos administrativos 4 que impida la utilización de 
la forma negocial en su seno 5. Es más, en el concreto ámbito fiscal han existido 
1 En este sentido es remarcable la afirmación realizada por RAMAILo MAsSANET, J., en el 
prólogo a la obra de ARRlETA MARTÍNEZ DE PISON, J., Las actas de la Inspección de los tributos, 
Ed. Cívitas, Madrid, 1994, p. 20, en los siguientes términos: «Quizás cabría pensar en otorgar 
alguna categoría normativa a esa realidad transaccional que se da en el procedimiento inspector 
(la conformidad a la propuesta de liquidación) para romper ese círculo vicioso en que el Derecho 
positivo lo siga ignorando, la doctrina lo rechace y la realidad lo demuestre como un hecho coti-
diano». Véase, igualmente, PAREJO ALFONSO, L., Crisis y renovación en el Derecho público, CEC, 
Madrid, 1991, p. 127; PASTOR PRIETO, S., «Qué hacer con los conflictos fiscales. Un análisis eco-
nómico de las propuestas de Actas de Conformidad», HPE, 132/1995, pp. 225 Y ss. 
2 El arto 88 LRJAPyPAC, que contempla por primera vez de forma general la posibilidad 
de que la Administración lleve a cabo negociaciones con los particulares en el marco del proce-
dimiento administrativo, dispersa estas actuaciones bajo las denominaciones «acuerdos, pactos, 
convenios o contratos». Este fenómeno de falta de claridad terminológica no es exclusivo de 
España; así, respecto a la situación en Francia, CAILLOSE, J., Sur la progression en cours des tech-
niques contractuelles d'administration, en Le droit contemporain des contrats, Ed. Economía, 
París, 1987, p. 90; y, en Alemania, SEER, R., Contratos, transacciones y otros acuerdos en Derecho 
tributario alemán, M. L. González-Cuéllar Serrano, tr., en AA.vv., Convención y arbitraje en el 
Derecho tributario, IEF-Marcial Pons, Madrid, 1996, pp. 135 y ss. También publicado como 
«Vertrage, Vergleiche und sonstige Verstandigungen im deutschen Steuerrecht», Stuw, n.O 3, 
1995, pp. 213 Y ss. 
3 Así, por ejemplo, los convenios de adquisición amistosa regulados en el arto 24 de la Ley 
de Expropiación Forzosa de 16-12-1954; la negociación colectiva en la función pública de la 
Ley 9/1987, de 12 de mayo, de Órganos de representación, Determinación de las Condiciones de 
Trabajo y Participación del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas (arts. 30 y ss.); 
y los convenios urbanísticos, regulados en el arto 155.2 del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 
26 de junio. 
4 PALAO TABOADA, c., Naturaleza y estructura del procedimiento de gestión tributaria en el 
Derecho español, estudio preliminar a la obra de BERllRI, A., Principios de Derecho Tributario, 
vol. III (traducción, estudio preliminar y notas por C. PALAO TABOADA), Editorial de Derecho 
Financiero, Madrid, 1973, p. 20. 
5 AGULLO AGÜERO, A., La introducción en el Derecho tributario español de las fórmulas con-
vencionales previstas en la Ley 30/1992, en AA.vv., Convención ... , cit., pp. 185 Y 186; de la 
misma autora, Recursos no formales y Consell tributari de Barcelona: Una función quasiarbitral, 
en AA.vv., Convención ... , cit., pp. 277 Y ss. 
caHlicriORalmebt4 ·di.e_;~~ .a.acuerdos, como, por ejemplo, los con-
ntQ&1)rograma (art.91 .L6P); el·sistema de evaluaciones globales de bases 
imponibles y de convenios de fijación de cuotas introducido por la Ley de 
ª~forma Tributaria de 26 de diciembre de 1957 y que permaneció en vigor hasta 
ía Ley 34/1980, de 21 de junio 6; los Jurados tributarios, creados por el Real 
~eto de 19 de octubre de 1920 y derogados por la Ley 34/1980, de 21 de 
junio; y el art.211 del Texto Refundido de Disposiciones de Régimen Local 
(Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril), donde se establecía la posi-
bilidad de concertar con las empresas explotadoras de servicios que afectaran a 
Jageneralidad o a una parte importante del vecindario la cantidad a satisfacer en 
concepto de tasas por utilización privativa o aprovechamientos especiales cons-
tituidos en el suelo, subsuelo o vuelo de la vía pública municipal, para lo cual se 
debía tomar como base el valor medio de los aprovechamientos de acuerdo con 
lo que reglamentariamente se estableciera. 
En consecuencia, existen claros antecedentes históricos de actuaciones nego-
ciales entre la Hacienda Pública y el particular. Sin embargo, no hemos consi-
derado conveniente destinar una parte autónoma de este trabajo a su estudio, ya 
que, en realidad, no se corresponden con el fenómeno actual de la terminación 
convencional del procedimiento tributario. En efecto, ninguna de las anteriores 
instituciones se enmarcaba en la relación concreta de la Administración y el obli-
gado tributario con la finalidad de resolver la incertidumbre de una cuestión sur-
gida en el marco de un Derecho completo. Por el contrario, respondían a una 
situación jurídica caótica, en la que la necesidad de pactar con un conjunto de 
ciudadanos derivaba de la propia inexistencia de un ordenamiento jurídico tri-
butario mínimamente coherente. Esta constatación no significa que se hayan 
excluido totalmente de nuestro análisis; antes al contrario, muchas de las con-
clusiones a las que llegó la doctrina al respecto ofrecen gran interés y serán uti-
lizadas a lo largo de nuestra exposición. 
El problema fundamental que plantea el estudio de la terminación transac-
cional del procedimiento tributario es la ausencia de sistematización respecto de 
las distintas instituciones cuyas notas esenciales configuran esta categoría. En 
efecto, no existe en el ordenamiento jurídico español ninguna denominación 
común entre aquéllas que permita suponer su agrupación en un mismo tipo. Para 
realizar esta operación de esclarecimiento ha sido necesario analizar la regula-
ción y los efectos de cada una de las instituciones que parecían, en una primera 
aproximación, tener unas notas comunes. Se trataba, siguiendo el método de 
6 Aunque formalmente es cierto que este sistema se mantuvo en vigor hasta la Ley 34/1980, 
en la práctica había desaparecido mucho antes, como explican ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA, c., 
«Ocaso de la llamada colaboración social de los contribuyentes», Revista de Derecho privado, 
1968, pp. 428 Y ss., Y FuENTES QUINTANA, E., Los principios de la imposición española y los pro-
blemas de su reforma, Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Madrid, 1975, pp. 32 y ss. 
razonamiento circular explicado por LARENZ 7, de englobar todas las inátitu .. 
ciones jurídicas que reunían unas características comunes en un solo tipo: la 
transacción tributaria. 
De este modo, se ha llegado, a través del estudio de las notas esenciales y de 
la regulación de aquellas figuras, a la determinación de un tipo general: la ter-
minación transaccional del procedimiento de aplicación de los tributos. Las ins-
tituciones que ostentan las características comunes que configuran dicho tipo 
son los acuerdos previos sobre precios de transferencia (art.16.6 LIS), los acuer-
dos previos sobre gastos en concepto de contribuciones a actividades de inves-
tigación y desarrollo entre empresas vinculadas (art. 16.4 LIS), los acuerdos 
previos sobre gastos en concepto de apoyo a la gestión entre sociedades vincu-
ladas (art. 16.5 LIS), los acuerdos previos sobre el coeficiente de subcapitali-
zación (art. 20 LIS), los planes de amortización (art. l1.1.d LIS), los planes de 
reinversión (art. 21.2 LIS) y la tasación pericial contradictoria (art. 52.2 LGT Y 
art.139.3 RGR). Mediante el estudio de los efectos jurídicos también ha sido 
posible determinar qué figuras se alejaban significativamente de las notas esen-
ciales de las transacciones y tenían otras que llevaban a su inclusión en una cate-
goría distinta, pese a que aparecían, antes de un estudio en profundidad, como 
posibles transacciones; así, la conformidad a la propuesta de liquidación del ins-
pector actuario es un mero allanamiento por parte del obligado tributario, como 
consecuencia de la vinculación unilateral que se desprende de su realización 
y que descarta que se trate de una transacción que implica en todo caso una 
vinculación de ambas partes; o la propuesta de porcentaje provisional del ré-
gimen especial de determinación proporcional de bases imponibles en el 
Impuesto sobre el Valor Añadido (art. 152. Uno LIVA), que consiste en dos 
actos independientes: una propuesta del particular y la aceptación por parte de 
la Administración, que en ningún momento se unen para generar efectos vincu-
lantes. 
En consecuencia, mediante la abstracción de las notas esenciales de aquellas 
instituciones que presentaban características comunes se ha construido un tipo 
empírico de transacción, a partir del cual se han desarrollado los principios limi-
tadores así como el régimen jurídico que, repetimos, agrupa los puntos esencia-
les de todas aquellas instituciones y que, precisamente, las configura como tran-
sacciones. Ello es importante, porque la elaboración de un conjunto de princi-
pios y de un régimen jurídico propios de las transacciones tributarias sólo puede 
realizarse a partir del convencimiento de la sustancial identidad de todas aque-
llas figuras que presentan características iguales. 
El conocimiento de la verdadera naturaleza jurídica de cada institución aca-
rrea, sobre todo, la ventaja de poder completar el escueto régimen jurídico de 
7 LARENz, K., Metodologia de la ciencia del Derecho, 2.a ed., M. Rodríguez Molinero, tr., 
Ariel, Barcelona, 1980, pp. 194 Y ss. 
cada UDa'.eJlásmediánte laraplicacmu subsidiaria del que corresponde a la 
cátegoria general de las transacciones. 
Una vez clarificado cuál fue el orden de investigación, hemos de aclarar que 
se ha visto invertido en la estructuración de este trabajo en aras a una mayor cla-
ridad. Aun a sabiendas de que ello supone una alteración en el planteamiento del 
estudio de cualquier institución, que ha de partir de su régimen jurídico hasta 
hallar su verdadera naturaleza, consideramos más conveniente comenzar el tra-
bajo intentando aportar un concepto de terminación transaccional del procedi-
miento tributario, si bien el lector ha de tener en cuenta que dicha noción no se 
trata de una construcción apriorística, de un «tipo ideal», sino que se ha elabo-
rado a partir del análisis del régimen jurídico de las figuras que se exponen con 
posterioridad en el último capítulo, esto es, que se configura como un «tipo 
empírico» . 
Como decimos, sistemáticamente nos parece más clarificadora la estructura 
que hemos seguido, partiendo de una definición general del tipo de transacción 
tributaria que nos sirva para su delimitación en relación a otras categorías, sobre 
todo, el acto administrativo (capítulo 1). Tras la conceptualización del objeto de 
nuestro trabajo, se expondrán los principios jurídicos por los que ha de ser enjui-
ciada la licitud de la finalización transaccional del procedimiento (capítulo 11) y 
el régimen jurídico aplicable (capítulo I1I). Por último, analizaremos la integra-
ción de determinadas instituciones jurídicas en el tipo de transacción tributaria, 
así como, en caso afirmativo, el régimen jurídico propio en lo que se desvía del 
general expuesto en el capítulo tercero (capítulo IV). Por supuesto, la desviación 
de dicho régimen particular no puede suponer un alejamiento significativo de las 
notas esenciales de la transacción, pues entonces no podrá afirmarse su perte-
nencia a dicha categoría; tal es el caso, reiteramos, de la conformidad al acta de 
Inspección, de la cual, a pesar de su innegable sustrato negociador, ha de negar-
se su naturaleza transaccional, como consecuencia de la regulación de sus efec-
tos en el RGIT. 
En esta Introducción vamos a intentar dar unas primeras pautas sobre el con-
cepto de terminación transaccional del procedimiento tributario y su delimita-
ción respecto a otras figuras jurídicas. 
En primer lugar, hay que aclarar que el fenómeno de la terminación conven-
cional es diferente a la participación de grupos de ciudadanos en la elaboración 
legislativa de alguno de los elementos de la obligación tributaria. La diferencia 
entre ambas actuaciones negociadoras reside en que la colaboración normativa 
no responde a criterios jurídicos sino políticos o sociales y no está sujeta, en con-
secuencia, a principios rectores 8. Supuestos de la institución que dejamos al 
8 AGULLO AGÜERO, A., La introducción ... , cit., pp. 182 Y ss.; RAMALLo MASSANET, J., La efi-
cacia de la voluntad de las partes en las obligaciones tributarias, enAA.VV., Convención. .. , cit., 
pp. 235 Y ss. También publicado en CT, 76/1995, pp. 79 Y ss. 
margen de nuestro estudio fueron las evaluaciones globales y los convenios de 
fijación de cuotas y, en la actualidad, pueden mencionarse «los acuerdos de la 
Administración tributaria con entidades, instituciones y organismos representa-
tivos de sectores o intereses sociales, laborales, empresariales o profesionales» 
en relación al régimen de estimación objetiva de bases tributarias (art. 96.l.e 
LGT), así como la colaboración de los sectores sociales en la fijación del bene-
ficio medio presunto de la actividad gravada por el Impuesto de Actividades 
Económicas (art. 86.1 Cuarta LRHL) 9. En este sentido ha de tenerse en cuenta 
la propuesta realizada por MARTIN QUERALT 10 en tomo a la introducción de 
mecanismos de participación en el procedimiento de fijación de valores catas-
trales. En resumen, nuestro estudio se limita a la terminación convencional en la 
aplicación de la norma ya elaborada. 
Desde este punto de vista, la terminación convencional se integra dentro de 
la actividad contractual de la Hacienda Pública, junto a los convenios de cola-
boración entre Administraciones y a los contratos administrativos 11. En concre-
to, forma parte de la categoría de contratos de Derecho público, ya que compar-
te la causa de éstos: la consecución del interés público a través de la partici-
pación de la voluntad del ciudadano en la formación de la decisión, de manera 
que el acuerdo versa sobre algún elemento de la relación jurídica que une a la 
Hacienda Pública con el particular. 
Efectivamente, la Administración puede decidir ejercer su potestad tributaria 
de una forma consensuada, dejando al margen sus poderes unilaterales, cuando 
considere que el pacto satisface en mayor medida el interés general que le enco-
mienda el ordenamiento jurídico, concretado en la consecución de una tributa-
ción acorde con la capacidad económica de cada sujeto. 
La Hacienda Pública puede manifestarse tanto mediante la emisión de actos 
unilaterales como de la celebración de contratos, sin que el poder tributario 
pierda su sustantividad. En efecto, aun cuando la Administración fiscal desarro-
lla su potestad de forma concordada no hace dejación de la autoridad que le 
ha sido otorgada para la protección del interés público. Por el contrario, con-
sidera que, en orden a satisfacer este interés, resulta más conveniente tener 
en cuenta la voluntad del obligado tributario en la formación del acto de liqui-
dación 12. 
9 Véase el examen que realiza la STS 2-7-1992 sobre el arto 86.1 Cuarta LRHL. 
10 MARriN QUERALT, J., Comentario al Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Base imponible 
(actualización 1993), Haciendas locales, CISS, tomo 4, p. 788/148. 
11 P ARFJO ALFONSO, L., Eficacia y Administración. Tres estudios, MAP, Madrid, 1995, pp. 169 
Y 170. También publicado enAA.VV., Convención ... , cit., pp. 21 Y ss. 
12 PuGLIESE, F. P., «11 procedimento amministrativo tra autoritá e "contrattazione"», Rivista 
trimestrale di Diritto pubblico, 1971, n.O 4, pp. 1482 Y 1483. En España, PARFJO ALFONSO, L., 
Crisis y ... , cit., pp. 127 Y ss. 
Para comprender este fenómeno ha de partirse de la incapacidad del acto 
administrativo para dar respuesta a la complejidad del Dere~ho Tributario actual. 
El gran número de incertidumbres fácticas y jurídicas que sazonan 'las relaciones 
financieras puede recomendar la participación del ciudadano que ha realizado el 
presupuesto de hecho generador de la obligación tributaria en su esclarecimiento. 
Sin embargo, no se trata de plantear una alternativa al procedimiento tribu-
tario tal y como se encuentra configurado en la actualidad, sino de completarlo 13 
y, sobre todo, de incorporar a aquél actuaciones que en la realidad se están pro-
duciendo al margen de todo control. Ello supondría una mayor garantía de lega-
lidad. No partimos, como puede apreciarse, de una sobreestimación de la nego-
ciación ni de su consideración como base de las relaciones tributarias, sino sólo 
como un medio para, en supuestos muy concretos, proceder a una gestión más 
eficaz y justa 14. 
El papel omnipresente que todavía hoy sigue ostentando el acto unilateral en 
el desarrollo de las actuaciones Administración-ciudadano responde a una con-
cepción ya sobrepasada, en la que las relaciones tributarias se concebían de 
forma desigualitaria. La Hacienda Pública se enfrentaba a los ciudadanos en la 
protección de un interés que en nada convergía con las conveniencias indivi-
duales. Sin embargo, la actual identificación de ambos intereses y la sujeción de 
la Administración al ordenamiento jurídico en la misma medida que el oblígado 
tributario posibilitan la búsqueda conjunta de la solución más justa 15. 
De esta forma, cuando el ordenamiento jurídico así lo prevea (en cumpli-
miento de la reserva de ley del art.105.c CE), la autoridad financiera competen-
te podrá determinar el contenido de la obligación tributaria de forma contractual. 
En determinados supuestos puede no resultar claro si la actuación se ha desarro-
llado concordada o unilateralmente; se tratará de un problema de interpretación 
de la voluntad de las partes que cobra gran importancia debido a las diferencias 
que se derivan según se trate de uno u otro caso respecto a la eficacia vinculan-
te de la actuación, a sus presupuestos de legalidad, a las consecuencias de los 
vicios en que incurra, a las posibilidades de su revocación en el caso de modifi-
cación de las relaciones jurídicas o fácticas y a su ejecución. 
El planteamiento de la colaboración del ciudadano en la fijación del impor-
te de su obligación tributaria se enmarca en la tendencia existente en Estados 
13 AGULLO AGÜERO, A, La introducción. .. , cit., p. 187. 
14 Advierte sobre la imposibilidad de tomar el convenio como base de las relaciones entre la 
Hacienda Pública y el contribuyente, MAlmN QUERALT, J., «Pactos sí... según Derecho», editorial 
de Tribuna fisca~ n.O 72, 1996, p. 6. 
15 Respecto a la igualdad entre el Estado como titular del crédito tributario y el ciudadano 
deudor como consecuencia de la !;lujeción de ambos al Derecho, NAWIASKY, H., Cuestiones fun-
damentales de Derecho tributario, J. Ramallo Massanet, tr., IEF, Madrid, 1982, pp. 52 Y ss.; 
RODRíGUEZ BEREUO, A, Introducción al estudio del Derecho Financiero, IEF, Madrid, 1976, pp. 200 
Y ss., quien expone la evolución de la concepción sobre la relación tributaria desde su considera-
ción como una relación de poder hasta su configuración como una relación obligacional. 
Unidos y algunos países europeos dirigida a la solución de los conflictos de una 
forma concordada. En efecto, se ha llegado al convencimiento de que ello gene-
ra una mayor seguridad y paz jurídicas, a la vez que una mejor garantía de acier-
to en el acto de liquidación. Asimismo, mediante la utilización de estas nuevas 
formas de resolución de controversias tributarias se consigue una descongestión 
de los Tribunales contencioso-administrativos, ya que su naturaleza contractual 
provoca una-vinculación a su contenido por parte de ambos intervinientes, lo que 
veda su futura impugnación ante la jurisdicción 16. 
Es necesario aclarar, en este punto, que no pretendemos realizar un análisis de 
Derecho comparado, por lo que las referencias a las legislaciones extranjeras se 
realizarán en tanto ofrezcan una aportación para solucionar los problemas plante-
ados en Derecho Tributario español. Las importantes regulaciones sobre la ter-
minación convencional y los estudios que se han realizado al respecto en otros 
países intentarán ponerse al servicio de una clarificación de los problemas que en 
España suscita la admisión de las transacciones. En orden a formular propuestas 
que, en la medida de lo posible, sean útiles en el tratamiento de los convenios fis-
cales en nuestro país, hemos creído más conveniente utilizar las experiencias 
extranjeras no de una manera expositiva, sino entresacando lo que en cada mate-
ria sea de interés, aun con la convicción de que ello repercute en una menor com-
prensión global de la situación de las transacciones tributarias en el resto de orde-
namientos. Por el momento, destacamos unas líneas de tendencia, para así partir 
en nuestro estudio de una escueta base conocida que evite reiteraciones. 
El país que se ha decantado de forma más contundente a favor del estableci-
miento de medidas negociales es Estados Unidos, a través de la llamada 
Administrative Dispute Resolution Act, aprobada el 15 de noviembre de 1990. 
En esta ley federal sobre sistemas alternativos de resolución de conflictos admi-
nistrativos se regula y fomenta la incorporación al procedimiento administrati-
vo de los métodos de conciliación, mediación y arbitraje (sección 571 y ss. del 
Título V) 17. En el ámbito tributario 18, existen manifestaciones muy variadas de 
16 TORNOS MAs, J., «Medios complementarios a la resolución jurisdiccional de los conflic-
tos administrativos», RAP, 1995, n.O 136, pp. 149 Y ss. 
17 Traducida por DELGADO PIQUERAS, E, «La "Administrative Dispute Resolution Act" de 
los Estados Unidos: Introducción, traducción y notas», RAP, n.O 131, 1993, pp. 557 Y ss. El uso 
de estas medidas compositivas ha sido recomendado por la Administrative Conference of the 
United States, como expone SERRANO ANTÓN, E, «La terminación convencional de procedi-
mientos tributarios en la experiencia de los Estados Unidos», CT, n.O 78, 1996, p. 91. 
18 Respecto a las negociaciones celebradas a lo largo del procedimiento tributario norteame-
ricano, véase, con carácter general, CLAVIJO HERNÁNDEZ, E, Y MAzORRA MANRIQUE, S., «La ges-
tión tributaria en el ordenamiento tributario norteamericano», REDF, n.O 63, 1989, pp. 335 Y ss. 
Entre los propios autores norteamericanos, GARBIS, M. J., Tax Procedure and Tax Fraud, 3." ed., 
West Publisching Co., St. Paul, Minn., 1992, pp. 140 Y ss.; WRAPPE, S. c., «Advance Pricing 
Agreements: The IRS Rediscovers Altemative Dispute Resolution», Tax notes, vol. 63, n.o 10, 
1994, pp. 1343 Y ss.; BRAND, P., «IRS Altemative Disputes Resolution Techniques», Tax notes, 
vol. 71, n.O 4, 1996, pp. 529 Y ss. 
convenios, entre las que destacan los acuerdos finales (<<Closing ~greement») 
que constituyen una habilitación genérica para el acuerdo. Esta flgur~, (docu-
mentada en los formularios 866 y 906) se encuentra regulada en la seCCIOn 7121 
Internal Revenue Code: «El Secretario o su delegado está autorizado para llegar 
a un acuerdo por escrito con cualquier persona en relación con sus obligacio~es 
en relación con cualquier impuesto y para cualquier período». Junto a este tIpo 
de pacto pueden citarse los «Compromises» (sección 7122 IRC, formulario 
656), los «Consent to assessment» (formulario 870), los «Agreement to assess-
ment» (formulario 870-A) y los acuerdos de garantía (<<Collateral agreement»). 
La fórmula de autorización genérica adoptada en EE.UU resulta, a mi pare-
cer, muy adecuada, pues otorga mayor seguridad jurídica que la. regula~ión 
existente en España, donde las normas habilitadoras de las transaCCIOnes tnbu-
tarias se dispersan por todo el ordenamiento jurídico en lo que parece un inten-
to de disimular la aceptación de las negociaciones en Derecho Tributario espa-
ñol. En nuestro país el legislador parece haberse decantado por la previsión de 
pactos concretos como, por ejemplo, los acuerdos previos sobre precios de trans-
ferencia (art.16.6 LIS) o los planes de amortización (art.11.1.d LIS). Esta postu-
ra provoca una gran dificultad en el estudio de las actuaciones negociales que se 
permiten, lo que conlleva la imposibilidad de establecer sus límites consti~cio­
nales -en especial en lo relativo al principio de legalidad-, así como de fijar su 
régimen jurídico. 
Por su parte, en Europa ofrecen especial interés las legisl.ac~ones alem.~a, 
italiana y francesa. En relación a la primera, la Ley de ProcedImIento AdmmIs-
trativo alemana (en adelante, BVerwVerfG) recoge con precisión la posibilidad 
de celebrar convenios en el marco del procedimiento administrativo común (par. 54 
y ss.). A pesar de ello, y de haberse fraguado entre sus autores la ~ogmá~ic~ ~ás 
completa en relación a los contratos que se celebran en las relaCIOnes JundIco-
tributarias, no se encuentra en su legislación tributaria ningún precepto expreso 
sobre este tema, con excepción del par. 78.3 de la Ordenanza tributaria 19. Dicho 
precepto establece que son interesados en el procedimiento «aquéllos con los 
que la autoridad financiera quiera celebrar o haya celebrado un contrato públi-
co». Sin embargo, para la mayoría de los autores alemanes dicho artículo no sig-
nifica una admisión de la figura contractual en el marco de las citadas relacio-
nes, bien porque consideran que no se trata más que de un error del legislador 20, 
bien porque en su opinión el Parlamento no quiso pronunciarse sobre la licitud 
de aquellos convenios fiscales, sino establecer una mera norma procedimental21 • 
De todas maneras, hay que reconocer, como explica EICH, que la simple men-
19 La Ordenanza tributaria ha sido traducida por C. PALAO TABOADA, IEF, Madrid, 1980. 
20 RrCKU, P., Die Einigung zwischen BehOrde und Privaten im Steuerrecht, Helbing und 
Lichtenhahn, Basel y Frankfurt am Main, 1987, pp. 7 Y ss. 
21 SON11IEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche Vertrag im Steuerrecht, Peter Deubner Verlag, 
Colonia, 1987, p. 8. 
ción de la figura demuestra que las transacciones son posibles en Derecho 
Tributario, aunque el legislador no haya querido establecer una cláusula expre-
sa de admisión mediante el par. 78.3 A022. Con independencia de la discusión 
sobre este precepto, la doctrina alemana admite mayoritariamente la celebra-
ción de convenios entre la autoridad financiera y el particular en tomo a la fija-
ción de los elementos de la obligación tributaria, ubicando estas actuaciones de 
forma primordial en un momento procedimental concreto: la entrevista que se 
desarrolla tras el procedimiento de liquidación con la finalidad de discutir 
los hechos controvertidos y la calificación jurídica de los datos comprobados 
por la Inspección y sus consecuencias tributarias (<<Schlussbesprechung») 
(par. 201 AO)23. Junto a esta manifestación, es posible apreciar de forma clara 
el acuerdo recogido en el par. 364a AO, que prevé la posibilidad de que la 
Administración fije un emplazamiento para intentar solucionar con el contribu-
yente la controversia que ha llevado a éste a interponer un recurso administrati-
vo, con el propósito de evitar la resolución unilateral de la reclamación, lo que 
abriría las puertas de los Tribunales jurisdiccionales al particular. 
En Italia, tras una variable tradición legislativa, el Decreto Ley de 30 de sep-
tiembre de 1994, n.º 564 24, ha recogido dos figuras jurídicas concertadas, la rec-
tificación con la conformidad del contribuyente o concordato individual (arts. 2-bis, 
2-ter y 2-sexies) y el concordato de masa o colectivo (art. 3)25. 
Por su parte, en Francia, el Consejo de Estado apuntó, en su Informe de 
4.2.1993 «Régler autrement les conflicts: conciliation, transaction, arbitrage en 
matiere administrative», la necesidad de establecer métodos alternativos al 
recurso judicial, destacando los procedimientos de conciliación, transacción y 
arbitraje, así como la importancia del recurso previo 26. Este órgano señala cinco 
22 EICH, A., Die tatsiichliche Verstiindigung im Steuerverfahren und Steuerstrafverfahren. 
Dr. Otto Schmidt Verlag, Colonia, 1992, p. 45. En contra, MARTENS, J., «Vergleichsvertrag im 
Steuerrecht?», Stuw, n.O 2/1986, p. 98, para quien la ausencia de admisión explícita de los con-
tratos públicos en el Derecho Tributario significa una intención del legislador de excluir de este 
ámbito la posibilidad de su realización. 
23 SCHICK, w., Comentario al par. 201 AO, núm. 13 y ss., en HÜBSCHMANN y otros, 
Kommentar zur Abgabenordnung und Finanzgerichtsordnung, 10.3 ed., Otto Schmidt, Colonia, 
1991; SEER, R., Contratos, convenios ... , cit., p. 139; del mismo autor, Verstiindigungen in 
Steuerverfahren, T. t, Habilitación inédita, Colonia, 1996, pp. 11 Y ss. 
24 Posteriormente convertido, con modificaciones, en la Ley de 30 de noviembre de 1994, n.O 656. 
25 Este precepto se encuentra modificado por el Decreto-Ley 9-8-1995, convertido con 
modificaciones en la Ley 18-10-1995, n.O 427. Existe un Reglamento que lo desarrolla, de 13-4-
1995, n.O 177. 
26 Conseil d'Estat, Régler autrement les conflicts: conciliation, transaction, arbitrage en malie-
re administrative, La documentation fran~, París, 1993. Véase, sobre la participación de los admi-
nistrados en la toma de decisiones de la Administración francesa, DElAUNAY, B.,L'amélioration des 
rapports entre l'Administration et les administrés, LGDJ, París, 1993, pp. 34 Y SS.; y, en Derecho Tri-
butario, 'fREMEUR, H., La politique publique du contrOle fiscal, Economica, París, 1992, pp. 195 Y ss. 
razones que recomiendan la utilización de medidas concordadas, entre las que 
sobresalen, a nuestros efectos, la preocupación por la prevención de los litigios 
contenciosos, la inquietud sobre la equidad y el acortamiento del tiempo y el 
intento de aproximar la Administración a sus usuario (pp. 14 Y ss., Y 74 Y ss.). 
Ya en 1988, la Societé fran~aise de Droit fiscal recogía una somera evolución de 
las medidas encaminadas a la búsqueda de un acuerdo con el obligado tributario 
y reconocía la expresa voluntad del entonces Director General de Impuestos en 
ese país de utilizar transacciones con la finalidad de evitar que el conflicto lle-
gara a las instancias jurisdiccionales 27. El afán conciliador que impregna las 
relaciones entre el particular y la Hacienda Pública llega al punto de que se prevé 
la posibilidad de recurrir a instancias mediadoras (art. L.59 Livre des procédu-
res fiscales, que menciona como órganos mediadores la «cornmision départa-
mentale des impots directs et des taxes sur les chiffre d' affaires» y la «cornmi-
sion départamentale de conciliation»), si el contribuyente no se adhiere a la 
deuda tributaria fijada por la Administración (art. L.57 del Livre des procédures 
fiscales). 
Por último, hay que destacar la Recomendación emitida por el Comité de 
Ministros del Consejo de Europa de 16 de septiembre de 1986, relativa a las 
medidas dirigidas a prevenir y reducir la sobrecarga de trabajo de los Tribunales. 
En dicho documento se invita a los Estados miembros a compaginar la puesta a 
disposición de los jueces de los medios oportunos con la utilización de meca-
nismos de composición no jurisdiccionales, tanto con anterioridad al proceso 
como insertos en él, con la finalidad de evitar la violación del derecho de todo 
ciudadano a ver atendido su caso en un tiempo razonable, según dispone el art.6 
de la Convención Europea de Derecho Humanos. 
Volviendo a la delimitación conceptual, la terminación convencional del pro-
cedimiento tributario puede producirse a través de diversos contratos de Derecho 
público: los contratos de fijación, los de contraprestación y los acuerdos moda-
les. De entre ellos nosotros nos ocuparemos exclusivamente de los primeros y, 
en concreto, de las transacciones. 
La transacción, en cuanto convenio de fijación, tiene su causa en la elimina-
ción de una incertidumbre. Esta característica la delimita del resto de negocios 
jurídicos que acabamos de mencionar. Por el momento nos basta con señalar que 
la existencia de dicha incertidumbre constituye presupuesto esencial de las tran-
sacciones, de forma que sólo se encuentra legitimada la celebración de estos 
convenios cuando tengan por objeto una cuestión de hecho o de derecho sobre 
la que recae una controversia. 
27 MArliEu-LAssus, M., «La prévention du contentieux», en L'amelioration des rapports 
entre l'Administration fiscales et les contribuables, Actes du colloque de la Societé fran<;aise de 
Droit fiscal, Orleans, 15 y 16 de septiembre de 1988. Publicado en Collection Université d'Orleans, 
Orleans, 1989, pp. 235 y ss. 
Las autoridades tributarias sufren muy frecuentemente incertidumbres tanto 
en relación a los hechos que investigan como al Derecho que tienen que aplicar. 
La cada vez mayor complejidad de las operaciones financieras y del ordena-
miento jurídico puede provocar que los órganos administrativos sean incapaces 
de determinar los acontecimientos tal como fueron o de encontrar la solución 
unívoca deseada por la norma. En estos supuestos, ni la emisión de una resolu-
ción unilateral ni el acuerdo garantizan la corrección de la decisión. Y el conve-
nio presenta la ventaja de la paz jurídica que aporta, como consecuencia de su 
naturaleza vinculante para la Hacienda Pública y, a diferencia del acto adminis-
trativo, para el obligado tributario. Incluso nuestra jurisprudencia ha admitido la 
vinculatoriedad de los convenios de fijación del importe de los tributos, aunque 
sin plantearse su licitud (STS 20-3-1986, en relación a la tasa de recogida de 
basuras). 
Frente a ello, los contratos de contraprestación se encuentran dirigidos al 
mero intercambio de concesiones entre la Administración tributaria y el particu-
lar. Mediante este acuerdo las partes cuantifican una obligación tributaria sobre 
cuyos elementos no recae ninguna incertidumbre 28. En la legislación pueden 
encontrarse ejemplos; así, el arto 221.5 del ya derogado Texto Refundido de 
Disposiciones de Régimen Local, según el cual «en el caso de que un contribu-
yente efectúe aportación a la realización de una obra o servicio sujeta a com-
pensación con las cuotas que estuviere obligado a satisfacer por razón de la 
misma, sólo tendrá la consideración de subvención el exceso de la aportación 
sobre éstas últimas ( ... )>>. 
Es necesario aclarar igualmente que el presente trabajo se centra en las tran-
sacciones sobre la propia obligación tributaria. Esto significa que también 
excluiremos del estudio los pactos sobre cuestiones formales, que se producen 
sobre todo en los procedimientos de inspección y de recaudación y que se limi-
tan a establecer la forma de cumplimiento de la obligación tributaria 29. Como 
supuestos concretos pueden citarse: la negociación de un aplazamiento o frac-
cionamiento del pago del tributo, el momento de las comparecencias o la admi-
sión de la satisfacción de la deuda tributaria a través de la cesión de objetos de 
arte. 
Asimismo, también quedan excluidos de nuestro trabajo los pactos en tomo 
a la propia existencia de la obligación tributaria, a su nacimiento. Los negocios 
jurídicos sobre esta materia son ilícitos 30. Hay que tener presente, sin embargo, 
la dificultad de delimitar la controversia sobre la producción del presupuesto de 
hecho de la obligación tributaria y la relativa a la calificación que le dé el orde-
28 Estos convenios se encuentran admitidos por la jurisprudencia en las SsTS 26-4-1980, 8-
6-1992 Y 16-11-1993, entre otras. Véase también el Dictamen del Consejo de Estado de 24-5-
1978. En la doctrina, RAMALLO MASSANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., pp. 230 Y ss. 
29 RAMALLO MAsSANET, J., La eficacia de la voluntad. .. , cit., p. 93. 
30 SAINZ DE BUJANDA, E, Hacienda y Derecho, T. IV, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 
1966, en especial, pp. 162 Y ss. 
namiento jurídico. El pacto sólo debe estar permitido en el segundo supuesto, ya 
que se trata de aclarar una inseguridad en tomo al sentido de la ley 31. 
Como decimos, las transacciones se celebran con la finalidad, a diferencia de 
los contratos de contraprestación, de dar por concluida una controversia entre las 
partes. Dicha polémica se resuelve mediante el otorgamiento de prestaciones por 
parte de ambos intervinientes. Y es, precisamente, la concurrencia de concesio-
nes mutuas lo que diferencia las transacciones de otros contratos de fijación, 
como la renuncia o el allanamiento. La ausencia de intervención de un tercero 
marca su diversidad con la mediación o la conciliación y, en último lugar, su 
carácter autocompositivo lo separa del arbitraje. 
Por otra parte, es importante señalar que la terminación transaccional tiene 
como finalidad la configuración del acto de liquidación. Frente a la posibilidad 
general de que los contratos de Derecho público sean alternativos o preparato-
rios de la resolución que pone fin al procedimiento 32, en Derecho Tributario sólo 
puede producirse el segundo tipo de convenios, que se caracterizan por prede-
terminar parte del contenido del acto de liquidación, sin sustituirlo. Ello es debi-
do a que la potestad liquidatoria ha de manifestarse siempre mediante acto admi-
nistrativo (art. 124 LGT), como consecuencia de la doble posición que ostenta 
la Administración respecto al crédito tributario, en el sentido de que frente al par-
ticular goza de un derecho de crédito y en relación al ordenamiento jurídico tiene 
el deber de proceder a la imposición cuando se den los presupuestos fijados 
legalmente 33. Pero esto no conlleva la imposibilidad, desde un punto de vista 
procesal, de insertar otras actuaciones definitivas en el procedimiento tributario 
que tengan un carácter preparador del acto de liquidación 34. 
La anterior constatación no significa que en todo caso se produzca un acto 
de liquidación; por el contrario, es muy frecuente que éste no llegue nunca a emi-
tirse, debido a la generalización del sistema de autoliquidaciones. Así, por ejem-
plo, puede citarse el supuesto de un pacto previo sobre precios de transferencia 
entre empresas vinculadas (art. 16.6 LIS), de acuerdo con el cual el sujeto pasi-
vo debe realizar su auto liquidación por el Impuesto sobre Sociedades, que puede 
no ser comprobada nunca por la Administración. 
Para concluir, sólo nos queda reiterar la sistemática expositiva de este traba-
jo, que se divide en dos grandes bloques. El primero se dirige a la comprensión 
de la figura transaccional como medio de finalización del procedimiento tribu-
tario, examinando su concepto, la existencia de principios generales del Derecho 
31 RAMALLO MASSANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 242. 
32 MENÉNDEZ RExArn, A., «Procedimiento administrativo, finalización y ejecución», en 
LEGUINA VILLA, J., Y SÁNlliEZ MORÓN, M., dir., La nueva Ley de régimen jurídico de lasAdminis-
traciones públicas y del procedimiento administrativo común, Ed. Tecnos, Madrid, 1993, p. 262. 
33 RAMALLO MAsSANET, J., La eficacia de la voluntad. .. , cit., p. 244. 
34 PAIAO TABOADA, C., Naturaleza y estructura del procedimiento de gestión ... , cit., pp. 40 
Y ss. 
o específicos del ordenamiento jurídico-tributario limitativos de la recepción de 
esta figura en el Derecho Tributario, así como su régimen jurídico (capítulos 1, 
11 Y 111). La segunda parte, se centra en el concreto estudio de las posibles mani-
festaciones de este contrato en el Derecho Tributario español (capítulo N). 
Resulta conveniente adelantar una defmición de finalización transaccional 
del procedimiento tributario: actuaciones que se insertan en las diversas fases del 
procedimiento tributario e, incluso, fuera de éste, y provocan la fijación de la 
obligación tributaria a través de la búsqueda común por parte de los intervi-
nientes de la eliminación de una situación de litigio existente respecto a los pre-
supuestos fácticos o jurídicos relativos a la relación jurídico-tributaria, median-
te el otorgamiento de recíprocas concesiones 35. 
La exposición de este concepto genérico ---elaborado, repetimos, a partir del 
estudio del régimen jurídico de las concretas instituciones existentes en Derecho 
español- resulta imprescindible para crear un modelo al que comparar las figu-
ras jurídicas que parecen posibilitar una negociación entre la Administración y 
el particular en tomo a las cuestiones, de hecho o de derecho, que componen la 
obligación tributaria. 
35 La confusión existente respecto a la naturaleza jurídica de los convenios tributarios queda 
reflejada en la falta de precisión de algunos autores al estudiar esta materia. Así, por ejemplo, 
GlUUANI FONROUGE, C. M., Derecho financiero, vol. 1, 5. a ed., Ediciones Depalma, Buenos Aires, 
1993, pp. 527 Y ss., contrapone diversas tesis sobre este tema: las que se decantan por su consi-
deración de transacción, de contrato de Derecho público o de negocio jurídico de fijación. A este 
autor puede oponérsele que estas calificaciones no son excluyentes entre sí. Un convenio entre la 
Administración y el contribuyente respecto a los elementos de la deuda tributaria puede ser, al 
mismo tiempo, un negocio jurídico de determinación, por su causa (en concreto, una transacción, 
debido a la existencia de contraprestaciones); y un contrato de Derecho público, como conse-
cuencia del objeto del negocio. 
CAPÍTULO I 
CONCEPTO Y DELIMITACIÓN DE 
LA TERMINACIÓN TRANSACCIONAL 
DEL PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO 
l. INTRODUCCIÓN 
Como hemos explicado en la Introducción preliminar, la inexistencia en el 
ordenamiento jurídico español de una noción de «terminación transaccional del 
procedimiento tributario» nos ha obligado a formular un concepto a través del 
estudio de las instituciones de Derecho Tributario español que presentan carac-
terísticas comunes. 
Así, se llega a la conclusión de que la terminación transaccional del procedi-
miento tributario se alcanza a través de la realización de actuaciones que pre-
sentan notas contractuales. Dicha calificación como contratos deriva de la con-
junción de voluntades que se produce entre la Hacienda Pública y el obligado tri-
butario, que origina el surgimiento de efectos vinculantes para ambos intervi-
nientes. Esta característica diferencia claramente, como posteriormente analiza-
remos, las instituciones que dan lugar a la finalización convencional del pro-
cedimento (como los acuerdos previos sobre precios de transferencia, cuyo 
carácter vinculante se prevé por el arto 24.1 RIS) de los actos administrativos 
(por ejemplo, el acto de liquidación aunque recoja la conformidad del particular, 
respecto de la cual no existe vinculación para la Administración, 10 que excluye 
su naturaleza contractual-arto 60.2 RGIT). 
De forma más específica, la terminación transacción del procedimiento tri-
butario puede clasificarse en dos sentidos, según se tome como referencia el 
objeto del contrato o su causa. Desde el primer punto de vista, pertenece a los 
contratos de Derecho público, por el objeto sobre el que recae: la relación jurí-
dico-tributaria. 
Teniendo en cuenta su causa, es un contrato autocompositivo, pues se dirige 
a la resolución de una controversia sobre un elemento de la obligación tributaria 
a través del otorgamiento de contraprestaciones, de manera que ambas partes se 
vinculan a respetar el contenido del pacto. La naturaleza compositiva marca la 
diferencia con los contratos de Derecho público de contraprestación, cuya fina-
lidad no es la eliminación de una incertidumbre, sino el mero intercambio de bie-
nes o derechos. y, por último, la solución de dicha incertidumbre mediante la 
cesión mutua de prestaciones distingue las transacciones de los negocios jurídi-
cos compositivos unilaterales, en los que sólo uno de los intervinientes cede y, 
en consecuencia, únicamente él queda vinculado. 
11. NATURALEZA CONTRACTUAL DE LAS ACTUACIONES 
CONDUCENTES A LA TERMINACIÓN TRANSACCIONAL 
DEL PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO 
Con carácter previo a la fundamentación de la naturaleza contractual de la 
terminación convencional del procedimiento, es necesario aclarar la posibilidad 
de que se celebren contratos en Derecho Tributario. No resulta ésta una cuestión 
baladí, pues el rechazo al carácter contractual de aquella institución puede par-
tir, en gran medida, de una postura que se oponga a la manifestación de la volun-
tad administrativa a través de un negocio jurídico bilateral. 
En efecto, la posibilidad de que una actuación tributaria tenga forma contractual 
ha sido negada tradicionalmente por la doctrina española, en una postura, cada vez 
más minoritaria, que se manifiesta en contra de la posibilidad de que la Adminis-
tración lleve a cabo negocios jurídicos con los ciudadanos sobre el ejercicio de su 
potestad tributaria a través de la determinación conjunta de las cuestiones fácticas y 
jurídicas que componen la obligación tributaria. Incluso cuando se defiende la con-
veniencia de tener en cuenta la voluntad del obligado tributario a este respecto en 
determinados supuestos se niega a estas «conversaciones» carácter contractual. 
Esta oposición conecta con la tesis que en su día se mantuvo contraria a la 
existencia de figuras jurídicas con naturaleza contractual en el Derecho público 36. 
Sin embargo, la posterior evolución que en este último ámbito se ha desarrolla-
do hasta admitir la existencia de los denominados contratos de Derecho públi-
co 37 no ha tenido ninguna repercusión en el Derecho Tributario, como demues-
tra el hecho de que en España, frente al reconocimiento de actuaciones concor-
dadas en el procedimiento administrativo (art. 88 LRJAPyPAC), no existe un 
pronunciamiento similar dentro del campo de las relaciones tributarias 38• 
36 Así se manifestaron MAYER, O., «Zur vom offentlich-rechtlichen Vertrag», AoR, 3, 1888, 
pp. 1 Y ss.; ROMANO, S., Principii di Diritto Amministrativo Italiano, 3.' ed., Societa Editrice 
libraria, Milán, 1912; CADALBERT, «La natura giuridica del concordato tributario», Riv. dir. fin., 
1940, 11, p. 57; CoCIVERA, B., 11 concordato tributario, Societa Editrice Libraria, Milán, 1948, 
pp. 57 Y ss. 
37 Fue en Alemania (LABAND, P., Das Staatsrecht des Deutschen Reiches, 1, S.' ed., Tübingen, 
1911, pp. 166 Y ss.) donde se reconoció por primera vez la existencia de contratos en el Derecho 
público sobre la base de la evolución de las concepciones en torno a la naturaleza de la relación entre 
el funcionario y el Estado, que era configurada como contractual. Respecto a la literatura italiana 
sobre el tema, véase BERLIRI, A., Principios de Derecho Tributario, vol. III (traducción, estudio pre-
liminar y notas por C. Palao Taboada), Editorial de Derecho Financiero, Madrid, 1973, p. 222. 
38 Como explica ZORNOZA PÉREz, J. J., ¿Qué podemos aprender de las experiencias compa-
radas? Admisibilidad de los convenios, acuerdos y otras técnicas transaccionales en el Derecho 
Tributario español, en AA.VV, Convención. .. , cit., pp. 162 Y ss. (también publicado en CT, 1996, 
pp. 121 Y ss.), la ausencia en nuestro país de una reflexión en torno a la admisibilidad de los con-
venios entre la Administración tributaria y el ciudadano es consecuencia de la experiencia nega-
tiva de las evaluaciones globales de bases imponibles y de los convenios de fijación de cuotas, 
que ha conducido a una «sacralización» del principio de indisponibilidad del crédito tributario. 
Sin embargo, en nuestra opinión, no existe ninguna especialidad en el ámbi-
to fiscal que justifique el rechazo de aquellas figuras negociales. No hay que par-
tir de posturas apriorísticas, sino examinar la doctrina criticada para llegar a la 
conclusión de la superación de sus propias premisas. 
Como punto de arranque es necesario recalcar que la verificación de si la 
actuación administrativa puede adoptar la forma contractual sólo se puede reali-
zar constatando la concurrencia en ella de las notas y esencia que son propias de 
todo contrato. 
A) EL CONTRATO COMO CONCEPTO UNITARIO 
En este sentido, frente a la postura minoritaria que defiende que el contrato 
de Derecho público constituye «una genuina elaboración del Derecho adminis-
trativo que ( ... ) sólo coincide con el contrato civil en el núcleo consensual gene-
rador de los efectos entre las partes» 39, la mayoría de la doctrina mantiene la opi-
nión de que el contrato es una institución jurídica común al Derecho privado y 
al público; un supraconcepto, aplicable a todos los campos jurídicos 40. 
39 MONEDERO GIL, J. l., Doctrina del contrato del Estado, IEF, Madrid, 1977, pp. 292 Y ss.; 
ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA, C., Los convenios como tercera categoría de los contratos del 
Estado, en Homenaje a José Antonio García-Trevijano Fos, Colegio Universitario de Estudios' 
Financieros-Instituto de Estudios de Administración local, Madrid, 1982, p. 458. Fuera de nues-
tro país, CARNEUTITI, F., «Contrato e diritto pubblico», Riv. dir. pubb., 1929, 1, pp. 659 Y ss., según 
el cual el contrato de Derecho público consistía en la combinación de una resolución con un nego-
cio. Como expone GIANNINI, A. D., Instituciones de Derecho Tributario, Tomo I1I, F. Sainz de 
Bujanda, tr., Editorial de Derecho Financiero, Madrid, 1957, p. 207, «las observaciones de 
CARNELU1TI confirman que cuando se habla de un contrato de Derecho público como de un nego-
cio bilateral sustancialmente distinto al contrato de derecho privado, se está en presencia, en rea-
lidad, de dos actos jurídicamente diferentes, aunque concurran armónicamente para la consecu-
ción de un determinado resultado práctico». 
40 GARCÍA DE ENTERRíA, E., «La figura del contrato administrativo», RAP, n.O 41, 1963, p. 115; 
CAsSAGNE, J. c., «Los contratos de la Administración Pública», RAP, n.O 78, 1975, p. 415; 
BASSOLS COMA, M., «Consideraciones sobre los convenios de colaboración de la Administración 
con los particulares para el fomento de actividades económicas privadas de interés público»,RAP, 
n.O 82, 1977, p. 78; COSCULLUELA MONTANER, L., Manual de Derecho administrativo, 7.' ed., 
Ovitas, Madrid, 1996, p. 375. En la doctrina privada, DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., Funda-
'mentos del Derecho civil patrimonial, Tomo 1, 4.' ed., Cívitas, Madrid, 1993, p. 122. En la juris-
prudencia destacan las SsTS 2-2-1978, 10-10-1979, 11-5-1982 Y 7-11-1983. Entre los autores 
extranjeros, APELT, W., «Der verwaltungsrechUiche Vertrag», ADR, tomo 84, 1959, pp. 57 Y ss.; 
FORSTHOFF, E., Tratado de Derecho administrativo, IEP, Madrid, 1958, p. 379; SALZWEDEL, J., 
Die Grenzen der Zuliissigkeit des offentlich-rechtlichen Vertrages, Walter de Gruter, Berlín, 1958, 
p. 29; HAUSElSEN, F., «Unterschiede in den Bindungswirkungen von Verwaltungsakt, offentlich-
rechtlichem Vertrag, gericht1ichem Vergleich und Urteil», NJW, 1963, p. 1331; MAYER, F., Y 
Kopp, F.,Allgemeines Verwaltungsrecht, S.' ed., Booberg, Stuttgart, 1985, p. 258; SONTHEIMER, J., 
·Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 17; VIRGA, P., Voz Teoria generale del Contratto di Diritto 
Pubblico, en Eciclopedia del Diritto, IX, Giuffre Editore, 1961, p. 980; JEZE, G., Principios ge-
nerales del Derecho administrativo, T. I1I, Depalma, Buenos Aires, 1949, pp. 313 Y ss.; BASSA-
En definitiva, el contrato de Derecho público no es más que una manifesta-
ción del concepto general, cuyo enclave en el Derecho público no le otorga nin-
guna peculiaridad en cuanto a su naturaleza jurídica. Así, el contrato se define 
por nuestro Código civil (Derecho común, arto 4.3 Ce) como la «conjunción de 
los consentimientos de dos o más personas con la finalidad de ser fuente de obli-
gaciones entre ellas» 41. 
La constatación del carácter general del concepto de contrato es la base 
imprescindible para un posterior estudio del régimen jurídico de la terminación 
transaccional del procedimiento tributario, que está impregnado de los principios 
existentes en el Derecho contractual privado, si bien siempre con las particulari-
dades provenientes de su inserción en el ámbito jurídico-público. 
Tradicionalmente, la doctrina ha negado la posibilidad de atribuir naturaleza 
contractual a las actuaciones concordadas llevadas a cabo por la Administración 
y el ciudadano debido a la ausencia de las características propias del contrato en 
aquellas actuaciones: la igualdad de las partes y la autonomía de su voluntad res-
pecto al contenido de aqué1 42• Fue OTIO MAYER el autor más representativo de 
esta corriente. En su opinión, cuando la voluntad de las partes recaía sobre un 
objeto público no concurría ni la requerida autonomía de la voluntad de las par-
NI, c., Comentario al arto 11, en ITAllA, v., y BASSANI, M., coord., Procedimiento amministrati-
vo e diritto di acceso ai documenti, Giuffre Editore, Milán, 1991, pp. 246 Y ss. 
Respecto al problema de la diferente naturaleza del contrato administrativo frente al civil, 
véase PARADA VÁZQUEZ, J. R., Derecho administrativo I. Parte general, 8.8 ed., Marcial Pons, 
Madrid, 1996, pp. 349 Y ss., quien expone el carácter unitario de ambas manifestaciones con-
tractuales, consistiendo su dualidad en una mera cuestión procesal. En este sentido, analiza la 
«crisis de la concepción sustancialista del contrato administrativo», JIMÉNEz-BlANco, A., en 
PAREJO ALFONSO, L., Y otros, Manual de Derecho administrativo, vol. 1, 4.8 ed., Ariel Derecho, 
Barcelona, 1996, pp. 631 Y 632. Respecto a la evolución histórica que desembocó en la preten-
dida sustantividad del contrato administrativo frente al privado, cfr., GARCÍA DE ENTERRÍA, E., «La 
figura del contrato ... », cit., pp. 99 Y ss. 
41 DiEz-PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., Fundamentos ... , cit., pp. 115 Y ss., distingue tres con-
ceptos de contratos: A) El supraconcepto, aplicable a todos los campos jurídicos y cuya defini-
ción hemos recogido en el texto (en concreto DiEz-PICAZO expone el concepto legislativo de con-
trato como conjunción de las dos siguientes notas: a) Consentimiento común de dos o más per-
sonas, y b) Del contrato deriva siempre la creación de una obligación que tiene la fuerza de ley 
entre las partes); B) Un concepto de contrato limitado al Derecho privado, que comprende todos 
los negocios jurídicos bilaterales de Derecho privado y, en consecuencia, tanto los de Derecho 
patrimonial como los de Derecho de familia o de sucesiones; C) Por último, el concepto de con-
trato se limita a los negocios jurídicos bilaterales que inciden sobre relaciones jurídicas de natu-
raleza patrimonial (p. 89). También, LAUBADERE, A. de, Traité théorique et pratique des contrats 
administratifs, vol. 1, librairie générale de Droit et de Jurisprudence, París, 1983, pp. 7 Y ss. 
42 Debido a la vinculación inherente entre el tratamiento de la naturaleza jurídica de los con-
tratos de Derecho público y de los convenios tributarios -pues estos últimos se insertan, debido 
a su objeto, dentro de aquéllos-, creemos conveniente analizar en el curso de nuestro estudio, 
basado y encaminado lógicamente al Derecho Tributario, los diversos planteamientos doctrinales 
y jurisprudenciales que alrededor del carácter contractual de las relaciones de la Administración 
común con los ciudadanos se han ido forjando. 
tes ni la paridad jurídica exigibles a todo contrato, debido a la naturaleza de 
subordinación de las relaciones existentes entre la Administración y los ciu-
dadanos 43. En este sentido -proseguía el autor alemán-, si el Estado contrata 
en pie de igualdad con el ciudadano se está realizando un contrato de Derecho 
privado; si, por el contrario, se relaciona con él desde una posición de superiori-
dad nos enfrentaremos a una actuación de diferente naturaleza. Dentro de este 
último supuesto se integraban los así llamados contratos de Derecho público, los 
cuales, consistían, en su opinión, en meros actos administrativos condicionados. 
Estos actos fueron calificados como «actos administrativos de sumisión» 
(<<Verwaltungsakten auf Unterwerfung»), esto es, «actos administrativos unila-
terales que requieren para su validez la previa conformidad del destinatario» 44. 
Como se aprecia, según el planteamiento de MAYER aquellas actuaciones no 
constituían contratos, pues la voluntad del administrador no era un requisito de 
existencia, sino que era un mero requisito necesario para que la Administración 
pudiera actuar lícitamente dentro de la esfera protegida por la reserva de ley. 
Por lo que respecta a la segunda característica esencial en los contratos, y que 
faltaba en las actuaciones administrativas: la autonomía de la voluntad, se nega-
ba su concurrencia, puesto que la Administración sólo podía llevar a cabo las 
actuaciones que le ordenara la ley; mientras que el particular no tenía más posi-
bilidades que aceptar o rechazar la situación propuesta 45. En contra de esta pos-
tura se manifestó LABAND 46, a cuyo parecer el Estado tenía la potestad de actuar 
tanto a través de formas coactivas como mediante fórmulas concertadas: 
«Cuando se afirma que el Estado no puede celebrar un contrato con los ciu-
dadanos (en sentido civilista) porque no se encuentra en igual posición que él, 
sino sobre él, no es un argumento fundado. ¡Justo lo contrario! Porque el Estado 
está en superioridad puede utilizar todas las formas jurídicas según su discrecio-
nalidad, que le parezcan útiles ( ... )>>. 
43 MAYER, O., «Zur Lehre vom offentlich-rechtlichen ... », cit., pp. 1 Y ss. En Italia, la doctri-
na negadora de los contratos en Derecho público estuvo encabezada por ROMANO, S., Principii ... , 
cit., pp. 56 y ss., que limita la incidencia de la voluntad del particular a un mero presupuesto del 
acto administrativo, y VIRGA, P., Voz Teoria generale del contratto ... , cit., p. 980, según el cual 
«no puede darse el entrecruzamiento de facultades hetereogéneas como son, por un lado, los dere-
chos subjetivos del particular, y por el otro, las prerrogativas de la Administración pública». A pesar 
del tenor de sus palabras, este último autor no excluía la voluntad del ciudadano del procedi-
miento administrativo, sino que le atribuía un mero carácter de requisito de eficacia. Sobre la teo-
ría de la relación jurídico-tributaria como una relación de poder, véase BAYONA DE PEROGORDO, 
J. J., Y SOLER ROCH, M. T., Derecho Financiero, 1, librería Compás, Alicante, 1989, pp. 83 y ss. 
44 Según definición de GARCÍA DE ENTERRÍA, E., «La figura del contrato ... », cit., pp. 104 y 
105. 
45 Respecto a la preponderancia absoluta de la voluntad administrativa que provocaba la 
imposibilidad de celebrar un contrato con ella, PEQUINOT, G., «Contribution a la théorie générale 
du contrat administratif», tesis doctoral, Montpellier, 1945 (cit. por CAILWSE, J., «Sur la pro-
gression en cours ... », cit., p. 105, nota 1). 
46 lABAND, P., «Besprechung von: O. Mayer, Theorie des franzosischen Verwaltungsrechts», 
AoR, t. 2, 1887, p. 156. 
Un avance muy importante hacia el reconocimiento de la existencia de los 
contratos en Derecho administrativo, aunque todavía sin aceptarlos, representó 
la teoría del «acto administrativo bilateral» de W. JELUNEK 47. Este autor conci-
bió, con la finalidad de explicar la innegable importancia que la voluntad del par-
ticular tiene respecto a determinadas actuaciones del ente público, un acto en el 
que la colaboración de aquél era requisito de constitución 48. 
En la actualidad, ya no puede rechazarse la posibilidad de que la Adminis-
tración tributaria manifieste su voluntad de forma contractual basándose en la 
ausencia de las notas esenciales de los contratos civiles. Y ello por dos motivos: 
a) en primer lugar, la evolución de las relaciones entre la Administración y los 
particulares, que ha desembocado en la consideración de igualdad entre ellos; y 
b )el replanteamiento de los principios del propio contrato civil, respecto del cual 
ya no se exige la autonomía de la voluntad, por 10 que la falta de soberanía sobre 
las posiciones respectivas 49 no puede utilizarse como argumento contra los con-
47 JELUNEK, W., Verwaltungsrecht, 3.' ed., Lehrmittel-Verlag, Colonia, 1948, p. 252. En 
Francia, el autor que rompió con las tesis contrarias a la existencia de contratos en Derecho públi-
co fue MIELE, G., La manifestazione di volonta del privato nel Diritto amministrativo, Studi 
dell'Instituto di Diritto pubblico e legislazione sociale della R. Universita di Roma, Anonima 
Romana Editoriale, Roma, 1931, para quien la figura contractual en el Derecho administrativo 
surge a través de la realización de dos actos diversos, uno de la Administración y otro del parti-
cular, pero correspondientes entre sí y recíprocamente integrados. De esta forma, la Administra-
ción ostenta un poder discrecional para elegir la forma de exteriorización de su voluntad, esto es, 
a través de un acto unilateral o de un acuerdo (p. 48). 
48 Sin embargo, JELUNEK no negó la existencia de los actos administrativos de sumisión, sino 
que creó una figura paralela en la que la voluntad del ciudadano tenía mayor repercusión, atribu-
yendo a ambos institutos ámbitos de actuación diversos. El ejemplo por excelencia de un acto 
administrativo bilateral lo constituía, en opinión de este autor, la aceptación de la condición de 
funcionario (pp. 250 Y 251). Junto a ello, un acto de sumisión sería aquel acto respecto del cual, 
si bien normalmente la Administración ostenta potestad para dictarlo unilateralmente, en supues-
tos especiales necesita de la aceptación del particular; si falta ésta el acto es ilícito, pero eficaz. 
En concreto, respecto de la disponibilidad por parte de la Administración sobre el crédito tribu-
tario (potestad reconocida, en aquel tiempo, por el par. 76 AO) cuando el particular manifestara 
su consentimiento se pronunciaba JELUNEK en un sentido favorable a su consideración de acto 
administrativo de sumisión, pues si faltara aquella aceptación del obligado tributario el acto sería 
ilícito (es decir, impugnable), pero eficaz. En España, la tesis del acto bilateral fue seguida por 
FERNÁNDEZ DE VELASCO, R., «Relaciones jurídicas bilaterales de origen no contractual», Revista 
General de Legislación y Jurisprudencia, T. 144, 1924. 
Posteriormente, la denominación de «acto administrativo bilateral» fue muy criticada, por-
que se consideró que estaba en contradicción con la naturaleza del acto administrativo que nece-
sariamente es unilateral. En este sentido, BASSOLS, M., «Consideraciones sobre los convenios ... », 
cit., p. 87, Y GARRIDO FAlLA, F., Tratado de Derecho administrativo. Parte general, vol. 11, 9.8 
ed., Ed~ Tecnos, 1989, p. 37, explican cómo, debido a las críticas surgidas contra la denominación 
«acto administrativo bilateral» dicho término ha evolucionado hasta el actual «acto administrati-
vo necesitado de coadyudante», figura creada por FORSTIfOFF, E., Tratado ... , cit., p. 297. 
49 Sobre la ausencia del principio de autonomía de la voluntad en el Derecho Tributario, 
véase-BAYONADE PEROGORDO, J. J., Y SOLER ROCH, M. T., Derecho Financiero ... , cit., 11, p. 25. 
tratos de Derecho público pues se trata de una característica que ya no es recla-
mada ni siquiera en relación a los contratos de Derecho privado. 
En referencia a la primera nota, la posición de la Hacienda Pública y del par-
ticular en la relación tributaria se ha visto modificada como consecuencia del 
cambio sufrido en las relaciones Estado-ciudadano, de tal forma que actualmen-
te se constata la igualdad entre ellos como consecuencia de la sujeción a la ley 
por ambos. 
Las tesis nacidas a fmales del siglo pasado que proclamaban la desigualdad 
entre la Administración y el obligado tributario, y, por 10 tanto, la imposibilidad 
de celebrar contratos en el Derecho público, eran consecuencia lógica del entor-
no político en el que surgieron. La desigualdad de las partes derivaba de la supre-
macía que ostentaba el poder público debido a la tutela que había de desempe-
ñar respecto al interés público, en contra de la defensa de los 'intereses indivi-
duales que los ciudadanos llevaban a cabo; ambos intereses eran irreconciliables. 
En el modelo de Derecho administrativo concebido por MAYER rezuma la con-
sideración de este campo del ordenamiento jurídico como «un sistema de las for-
mas jurídicas de ejercicio del poder de imperio estatal», así como la consiguien-
te concepción del acto administrativo como «una declaración de imperio perte-
neciente a la Administración, que determina para el súbdito 10 que para él deba 
ser de Derecho en el caso concreto» 50. 
Sin embargo, tras la Primera Guerra Mundial se modifica la concepción de 
la Administración, que pasa de representar un papel no intervencionista a osten-
tar una función social activa 51 por la cual se compromete a alcanzar determina-
dos objetivos. Para llevar a cabo esta función requerirá cada vez más la colabo-
ración voluntaria de los administrados. El contrato de Derecho público constitu-
ye un instrumento muy adecuado a tales fines. 
50 En palabras de BAUER, H., «¿Transformación radical en la doctrina del Derecho adminis-
trativo?», Documentación administrativa, n.O 234, p. 136. Véase sobre este tema SÁNCHEZ 
MORÓN, M., La apertura del procedimiento administrativo a la negociación con los ciudadanos, 
en SÁNCHEZ MORÓN, M., Y otros, La apertura del procedimiento administrativo a la negociación 
Con los ciudadanos en la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común, IVAP, Oñati, 1995, pp. 9 Y ss. Entre los autores franceses, 
CAnLoSE, J., «Sur la progression ... », cit., pp. 90 Y 91. 
51 Será APELT, W., Der verwaltungsrechtliche Vertrag, Scientia Verlag Aalen Leipzig, 1920, 
quien desterrará en ese período la polémica en tomo a los contratos de Derecho público. 
Posteriormente este autor publicó «Der verwaltungsrechtliche ... », cit., pp. 249 Y ss., donde expo-
ne las teorías más importantes que hasta el momento se habían elaborado en relación a estos nego-
cios jurídicos; en concreto, las desarrolladas por Otto Mayer, Maz Imboden, KIaus Stem y Jürgen 
Salzwedel. En Italia, es GIANNINI, M. S., El poder público, L. Ortega Álvarez tr., Cívitas, Madrid, 
1991, pp. 141 Y ss., quien destaca la «atenuación de los aspectos más autoritarios de la acción 
administrativa, como consecuencia de la aparición del Estado de pluralidad de clases y que pro-
voca, entre otros factores, la apertura de los procedimientos administrativos a través de los módu-
los convencionales». 
En efecto, la Administración ya no se encuentra hoy día en una posición de 
permanente antagonismo y superioridad frente al individuo, que deja de ser súb-
dito para convertirse en ciudadano 52. La necesidad de diálogo entre ambos se 
corresponde con la concepción que la propia Constitución contiene respecto a la 
posición del ciudadano en el Estado. Por otro lado, existen materias, como los 
derechos fundamentales, respecto a los cuales el Estado no puede incidir si no 
cuenta con el consentimiento del particular, encontrándose éste en una posición 
de superioridad. La Administración sólo ostenta potestades de «imperium» allí 
donde el ordenamiento así lo haya dispuesto 53, como ocurre en el ámbito de las 
relaciones jurídico-tributarias. Al mismo tiempo, las esferas del interés público 
y de los intereses particulares confluyen cada vez más a menudo, sosteniéndose 
actualmente que el interés público «no es otra cosa que el resultado de la com-
posición de múltiples intereses individuales y colectivos existentes en la socie-
dad y cuya tutela, a partir de la voluntad democráticamente expresada por la ciu-
dadanía, es asumida por los poderes públicos» 54. 
Por su parte, la propia Administración y el procedimiento administrativo han 
experimentado una transformación, que ha desembocado en la constatación de 
la necesidad de una actividad concordada en muchas ocasiones para conseguir 
un óptimo cumplimiento de sus funciones 55. 
En el concreto ámbito tributario, RODRÍGUEZ BERElJO 56 explica la evolu-
ción que ha sufrido la relación jurídico-tributaria, desde su consideración como 
una relación de poder hasta configurarse como una relación obligacional. 
Actualmente, la Hacienda Pública está tan sujeta al ordenamiento jurídico como 
el ciudadano; «de esta manera, aunque el tributo se basa en el poder de supre-
macía del Estado soberano, no es una relación de poder o de fuerza ("Abgaben-
gewaltverhaItnis"), porque "la fuerza tributaria frente al contribuyente solamen-
te puede manifestarse dentro del marco del ordenamiento jurídico. El ciudadano 
debe el impuesto porque está previsto en la Ley y en la forma en que ésta lo regu-
52 BAUER, H., «¿Transformación ... ?», cit., p. 136. 
53 PAREJO ALFoNSO, L., Crisis ... , cit., pp. 104 Y ss. 
54 DELGADO PIQUERAS, F., «Las nuevas conquistas del principio constitucional de partici-
pación: Terminación convencional del procedimiento y medios consensuales de solución de con-
flictos administrativos», Revista jurídica de Castilla-La Mancha, n.O 18, 1993, p. 223. 
55 BElUI, G., 11 principio contrattuale nell'attivita amministrativa, en AA.VV., Scritti in 
onore di Massimo Severo Giannin~ vol. 11, Ed. Giuffre, Milán, 1988, pp. 47 Y ss.; BAUER, H., 
«¿Transformación radical ... ?», cit., p. 136. Hasta el propio acto administrativo unilateral ha sido 
objeto de una transformación, como lo prueba la modulación que de su naturaleza unilateral ha 
realizado la LRJAP y PAC en relación, en especial, a la quiebra de la autonomía anónima del acto 
administrativo, a la desaparición del silencio y del reforzamiento del carácter expreso del acto y 
a la creciente importancia de la voluntad del destinatario del acto. Así lo explica BEfANCOR 
RODRÍGUEZ, A, De las disposiciones y actos administrativos, en AA.VV., Comentarios a la Ley 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, Comunidad de Madrid, Consejería de Hacienda, Madrid, 1993, pp. 143 Y ss. 
56 RODRÍGUEZ BEREUO, A, Introducción. .. , cit., pp. 200 Y ss. 
la" 57» (p. 235). En definitiva, la relación tributaria no se concibe ya como 
una relación de poder, sino como una relación obligacional, en la que ambos 
sujetos están en situación de igualdad desde la perspectiva de su sometimiento a 
la ley 58. 
Esta afirmación no debe hacemos olvidar la posición de superioridad que 
ostenta la Administración tributaria como consecuencia del papel de garante del 
bien común que le otorga el ordenamiento jurídico 59. Sin embargo, esta caracte-
rística no elimina la naturaleza contractual de las negociaciones que se realicen 
en tomo a los elementos de la obligación tributaria, aunque sí determina el carác-
ter de subordinación del contrato en los términos que serán expuestos en el epí-
grafe 11 de este capítulo. 
Pero, como hemos apuntado, la admisión de los contratos en las relaciones 
jurídico-públicas no sólo deriva de la evolución experimentada por la Adminis-
tración, sino también es consecuencia del replanteamiento del concepto de con-
trato en el Derecho civil, que ya no reclama la existencia de aquellas notas como 
elementos constitutivos de la figura contractual 60• En efecto, actualmente no es 
posible negar la naturaleza contractual a las actuaciones administrativas debido 
a la ausencia de características cuya vigencia es negada en la actualidad por la 
propia doctrina civilista. Dicho de otro modo, los rasgos que se consideraban 
esenciales en todo negocio contractual y que faltaban en el convenio tributario 
se centraban en puntos que hoy día son rechazados como determinantes a este 
respecto en el Derecho privado: la igualdad de las partes intervinientes del con-
trato, la libertad que éstas ostentaban respecto a su contenido y la contraposición 
de intereses 61. 
En este sentido, hay que destacar que la existencia de nuevas estructu-
ras socio-económicas y políticas en los países de nuestro entorno, derivadas 
57 En palabras de HENSEL, Diritto Tributario, D. Jarach, tr., Giuffré, Milán, 1956 (cit. por 
Rodriguez Bereijo, A, Introducción ... , cit., p. 235). Con anterioridad, NAWIASKY, H., Cuestiones 
fundamentales ... , cit., pp. 52 Y ss. 
58 Véase, al respecto, BAYONA DE PEROGORDO, 1 1, Y SOLER ROCH, M. T., Derecho 
Financiero ... , cit., p. 18. 
59 NAWIASKY, H., Cuestiones fundamentales ... , cit., pp. 52 Y ss.; VALDÉS COSTA, R., 
«Principio de igualdad de las partes de la relación jurídica tributaria», REDF, 1992, n.O 73, pp. 5 
Y ss.; PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 191 Y ss. 
60 Entre nosotros, MAlrríN-REroIITILLO BAQUER, S., «La institución contractual en el derecho 
administrativo: En tomo al problema de la igualdad de las partes»,RAP, n.O 29,1959, pp. 73 Y ss. 
En Italia, BERURI, A, Principios ... , cit., I1I, p. 244; CAILLOSE, 1, «Sur la progression ... », cit., p. 105. 
61 Véase ENTRENA CuEsTA, R., «Consideraciones sobre la teoría general de los contratos de la 
Administración», RAP, n.O 24,1957, pp. 42 Y ss.; BASSOLS CoMA, M., «Consideraciones sobre los 
convenios ... », cit., pp. 79 Y SS., quien menciona el proceso de «desromanización» de que está sien-
do objeto el concepto de contrato; VILlAR PAlASI, 1 L., Y otros, Principios de Derecho administra-
tivo, T. I1I, Sección de publicaciones de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, 
Madrid, 1983, pp. 3 Y ss.; JEZE, G., Principios generales ... , cit., T. I1I, p. 165; del mismo autor, 
Principios generales del Derecho administrativo, T. Iv, Depalma, Buenos Aires, 1950, p. 3. 
del predominio de la Sociedad industrial, ha dado lugar al surgimiento de 
figuras contractuales en las que la autonomía de la voluntad de los ciuda-
danos en el ámbito de la contratación se encuentra limitada 62 o las partes 
están en una situación de clara desigualdad. En algunos de estos supuestos 
ninguno de los intervinientes puede incidir en el contenido del contrato, 
pues éste se encuentra regulado por normas imperativas 63 y, en otros, es 
uno de los intervinientes el que determina la normación de la situación con-
creta, no teniendo el otro más opción que aceptar o rechazar el contrato ofre-
cido 64• 
Como destaca S. MARTÍN-RETORTILLO, el requisito de la paridad hace refe-
rencia no a una «igualdad estática», sino a «una proporcionalidad, una adecua-
ción en la prestación». Señala, asimismo, que de negarse naturaleza contractual 
a los acuerdos llevados a cabo dentro del Derecho público, habría que rechazar 
tal carácter en multitud de contratos privados, que se caracterizan por la desi-
gualdad de la posición de las partes como, por ejemplo, los contratos de adhe-
sión 65. 
Junto a la igualdad de las partes y a la autonomía de la voluntad, fue soste-
nida la necesidad de que los intereses de las partes del negocio jurídico bilateral 
fueran contrapuestos, constituyendo la finalidad del contrato su conciliación. Si 
los motivos en juego eran coincidentes y encaminados a un mismo fin, el nego-
cio jurídico ya no era un contrato, sino un acuerdo o convención 66. La diferen-
cia entre ambas categorías residía en que mientras a través del contrato las par-
62 Como explica GALGANO, F., El negocio jurídico, Blasco Gascó, F. de P. y Prats Albentosa, 
tr., TIrant lo blanch, Valencia, 1992, p. 69, los límites a la autonomía de la voluntad provienen 
del tipo de producción a gran escala que domina la Sociedad industrial y de la exigencia que se 
produce en estas Sociedades de intervención estatal en la regulación del funcionamiento del mer-
cado. 
63 Por ejemplo, los contratos normados o la obligación de contratar para una de las partes. 
GALGANO, F., El negocio ... , cit., pp. 75 Y ss. 
64 Por ejemplo, los contratos de adhesión. Véase en este sentido, LACRUZ BERDFJO, J. L., 
Manual de Derecho civil, 2.' ed., Librería Bosch, Barcelona, 1984, pp. 613 y ss. En Derecho 
administrativo, ENTRENA CuEsTA, R., «Consideraciones sobre ... », cit., pp. 53 y ss. 
65 MARríN-RETOImLLO BAQUER, S., «La institución contractual ... », cit., pp. 96 Y ss. 
66 En este sentido, HAURIOU, M., Principes de Droit public, 2.' ed., Recueil Suey, París, 1916, 
pp. 136 Y ss.; JEZE, G., Principios generales del Derecho administrativo, T. l., Depalma, Buenos 
Aires, 1948, pp. 46 Y ss.; DUGUIT, L., Tratado de Derecho constituciona~ T. l., Ancienne Librairie 
Fontemoing&Cie, París, 1921, p. 283: «El contrato es un acto jurídico constituido por dos decla-
raciones de voluntad, que implica un acuerdo previo. Cada una de estas declaraciones de volun-
tad tiene un objeto diferente; cada una tiene un fin diferente, porque una es determinada por la 
otra. El acto tomado en conjunto tiene por objeto el nacimiento de una situación que aúna a dos 
o dos grupos de personas, entre las cuales nace una relación de acreedor a deudor ( ... ). Cada per-
sona o cada grupo de personas están en diferente situación y tienen intereses opuestos, siendo el 
uno acreedor y el otro deudor.» 
tes intentan alcanzar una composición de sus diferentes intereses, mediante el 
acuerdo «su común dirección encuentra en el negocio un medio de actuación 
práctica» hacia un propósito común 67. 
Siguiendo esta definición, la terminación transaccional del procedimiento se 
incluiría dentro de los acuerdos, ya que la autoridad fiscal y el obligado tribu-
tario persiguen una misma causa, la resolución de una incertidumbre. 
Sin embargo, no puede aceptarse esta categoría jurídica como aglutinadora 
de figuras no contractuales, pues no constituye esencia del contrato la contrapo-
sición de intereses, como 10 demuestra la actual aceptación en el Derecho civil 
de la naturaleza contractual de aquellas instituciones mediante las cuales las par-
tes persiguen un objetivo común 68. Como explica BASSOLS COMA 69, el contrato 
civil ha experimentado una desromanización, pues ha ido perdiendo su carácter 
de vehículo para solucionar posturas antagonistas y contradictorias hasta adqui-
67 DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., Fundamentos ... , cit., T. 1, p. 77, sistematiza las cate-
gorías creadas por la doctrina italiana y alemana. La primera se limitaba a diferenciar entre con-
tratos y acuerdos, mientras los autores alemanes establecieron cuatro tipos de negocios plurila-
terales: a) El contrato (Vertrag), que coincide con el concepto que hemos reflejado en el texto; 
b) Actos conjuntos (Gesamtakte), en los que «varias personas que no se enfrentan como partes, 
sino que forman en conjunto una sola parte, cooperan para alcanzar un mismo resultado jurídico, 
emitiendo declaraciones de voluntad paralelas» (Díez-Picazo pone el ejemplo de varios copro-
pietarios que constituyen una servidumbre sobre una finca en común); c)Acuerdos o decisiones 
(Beschlüsse), que se diferencian de los actos conjuntos en que el acuerdo no requiere la declara-
ción de todos los participantes, sino sólo de la mayoría, y d) Convenio o convención (Vereinbarung), 
que constituye un «negocio jurídico plurilateral, en el cual las partes declarantes no se enfrentan 
entre sí como portadores de unos intereses contrapuestos y por consiguiente no emiten unas 
declaraciones intrínsecamente diferentes, sino que sus declaraciones son coincidentes e iguales». 
Para profundizar sobre la doctrina alemana, véase JEWNEK, G., System der subjectiven 6ffentli-
chen Rechte, Scientia Verlag, Aalen, 1964, pp. 193 Y 194. Respecto a la literatura italiana, cfr. 
GALGANO, F., El negocio jurídico ... , cit., pp. 189 Y ss. 
68 Son los llamados contratos con fmalidad común, como, por ejemplo, el.contrato de socie-
dad. DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEaN, L., y GULLÓN BALLESlEROS, A., Sistema de Derecho civil, 
vol. 11, 7.' ed., Tecnos, Madrid, 1995, p. 35. GALGANO, F., El negocio jurídico ... , cit., p. 190, con-
sidera que la «concordancia de intereses e identidad del fin ya no pueden ser considerados como 
caracteres incompatibles con el concepto de contrato, del cual se tiende a acentuar, por el contra-
rio, la función de "instrumento técnico-jurídico de colaboración económica entre los sujetos" 
(comillas del autor que cita a Osn, voz Contrato, en Noviss.dig.it., p. 477) que aquel desarrolla 
en todo caso ( ... )>>. En Alemania, SON'IHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 19, critica 
esta institución, pues, a su juicio, la sistematización de figuras jurídicas mediante la formación de 
conceptos jurídicos no es un fin en sí mismo, sino un mecanismo de solucionar los problemas 
jurídicos que en la práctica se presentan; y debido a la heterogeneidad de figuras que se com-
prenden bajo la denominación de Vereinbarungen, este concepto no aporta ninguna solución prác-
tica. 
69 BASSOLS CoMA, M., «Consideraciones sobre los convenios de colaboración ... », cit., pp. 79 
Y ss. 
rir una naturaleza de instrumento de colaboración entre varias personas que 
desean alcanzar un fm común. 
A pesar de ello, todavía gran parte de la doctrina y de la jurisprudencia 
tributaristas siguen utilizando el término «acuerdos» o «convenios» para de-
signar los pactos relativos a la terminación convencional del procedimiento 
tributario, en una postura reacia a calificarlos según su verdadera naturaleza 
jurídica, que es la contractual. En nuestra opinión, para enfrentarse a los peli-
gros que pueda suponer la utilización de la figura que analizamos y situarla 
en una realidad clara de seguridad jurídica es necesario aceptar su natu-
raleza jurídica, pues sólo así podremos estudiar los medios que el Derecho 
nos concede para hacer un uso satisfactorio y adecuado al ordenamiento jurídico. 
Por lo tanto, al no poder seguir afIrmándose que sea característica esencial 
del contrato la oposición de intereses entre las partes, la búsqueda de un objeti-
vo común entre la Administración tributaria y el contribuyente (la fijación de los 
elementos inciertos de la obligación tributaria) no es esgrimible como argumen-
to en contra de la naturaleza contractual de éstos. 
B) ELACUERDO D~ VOLUNTADES: ESENCIA DEL CON1RATO. 
DIFERENCIACION CON OTRAS INSTITUCIONES JURIDICAS 
Una vez aclarada la posibilidad de que la Hacienda Pública manifieste su 
voluntad a través de formas contractuales, es necesario ofrecer los datos preci-
sos para poder identifIcar los supuestos en que tal situación se produzca. Para 
ello ha de partirse de que el problema de la determinación de la naturaleza de las 
actuaciones tendentes a la fIjación de la obligación tributaria no puede resolver-
se de forma general y absoluta, sino que ha de estudiarse según el supuesto con-
creto. Como manifIesta BERLIRI 70 «puede admitirse perfectamente que la regla-
mentación dictada para un tributo conduzca a reconocer al concordato naturale-
za contractual, mientras que la disciplina de otro tributo lleve a conclusiones 
opuestas». 
Por lo tanto, la Administración tributaria puede fijar un elemento de la obli-
gación fIscal de forma unilateral o contractual. Cuándo nos encontremos ante 
uno u otro supuesto es un problema de interpretación del sentido de las voluntad 
de cada parte interviniente; ésta ha de ser la directriz que guíe la operación con-
creta. Ante cada caso habremos de preguntarnos si el contenido del negocio jurí-
dico se basa en la voluntad común de las partes, es decir, si éstas tuvieron inten-
ción de vincularse o no mediante la emisión de sus declaraciones de voluntad 
concordadas. Será, en consecuencia, una calificación que habrá de hacerse 
70 BERLIRl, A, Principios ... , cit., vol. I1I, p. 222. 
supuesto por supuesto, mediante la interpretación de la voluntad de las partes 71. 
La respuesta que se dé será de gran importancia, pues de ella derivará la na-
turaleza jurídica (acto o contrato), su eficacia vinculante (unilateral o bilate-
ral), así como su régimen jurídico, en lo que no se encuentre expresamente re-
gulado. 
En efecto, el núcleo del contrato lo constituye el consentimiento de las par-
tes respecto a la producción de determinados efectos jurídicos vinculantes. 
Como explica DÍEZ-PICAZO 72, el contrato resulta de la conjunción de dos notas: 
a) el consentimiento común de dos o más personas; b) del contrato deriva siem-
pre la creación de una obligación que tiene la fuerza de ley entre las partes. En 
consecuencia, sin voluntad de obligarse no nace el vínculo jurídico. Así lo esta-
blece el arto 1254 Cc: «El contrato existe desde que dos o más personas con-
sienten en obligarse, respecto de otra u otras, a dar alguna cosa o prestar algún 
servicio» 73. 
Como puede apreciarse, no basta con que exista un acuerdo de voluntades. 
Es necesario que éste sea generador de una situación jurídica vinculante para 
ambos contratantes, de forma que los derechos y obligaciones que se establecen 
entre las partes se basen en la voluntad concordada de éstas 74. Esta nota dife-
71 En este sentido, ULE, C. H., y LAUBINGER, H.-W., Verwaltungsverfahrensrecht, Cad 
Heymanns, Colonia, 1977, p. 271; BÜCHNER, V., Die Bestandskraft verwaltungsrechtlicher 
Vertriige, Wissenschaftlicher Fachverlag, Düsseldorf, 1979, pp. 7 Y 8; SOllMPF, c., Der verwal-
tungsrechtliche Vertrag, Duncker&Humblot, Berlín, 1982, pp. 30 Y 31; GUSY, H., «Offentlich-
rechtliche Vertriige zwischen Staat und Bürgen», DVB1, 1983, p. 1224; MAUER, H., Allgemeines 
Verwaltungsrecht ... , cit., p. 306; BoNK, H. J., Comentario al par. 54 VerwVerfG, en STELKENS, P., 
y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz, C. H. Beck'she Verlagsbuchhandlung, Munich, 1993, p. 
1222; BACHOF, O., y otros, Verwaltungsrecht, 1, Verlag C. H.Beck'she, Munich, 1994, p. 346. 
72 DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., Fundamentos ... , cit., p. 89. 
73 La calificación de la voluntad de las partes como elemento esencial del negocio jurídico 
es criterio unánime en toda la doctrina. Véase, entre muchos, CASTRO y BRAVO, F. de, El negocio 
jurídico, Cívitas, Madrid, 1985, p. 25. Para profundizar en la evolución de la consideración de la 
voluntad de las partes como eje del contrato, véase DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., Y GULLÓN 
BALLEsTEROS, A, Sistema. .. , cit., n, p. 30. El acuerdo de las partes constituye requisito básico, 
pues «comprende en su expresión a los otros requisitos de validez del contrato, sobre los que 
recae» (STS 13-5-1963). Sin embargo, no hay que olvidar que el acuerdo de voluntades sólo pro-
ducirá el efecto jurídico del origen del vínculo contractual si a él se adlIieren los requisitos del 
objeto determinado, posible y lícito, la causa y, en determinados supuestos, la forma (art. 1261 Ce). 
El Propio Código civil, en su artículo 1261, establece que «el consentimiento se manifiesta por 
el concurso de la oferta y de la aceptación sobre la cosa y la causa que han de constituir el con-
trato». 
74 Así lo ha declarado de manera muy expresiva la STS 30-9-1963: «Siendo el fundamental 
de l?s ~equisitos del negocio jurídico la declaración de voluntad, hasta el punto de que el con-
sentimiento es el alma del contrato». Véase, fuera de España, en relación al contrato de Derecho 
público, D' ALFONSO, E., «ll concordato tributario», Riv.Dir.PubbL, 1935, pp. 456 Y SS.; SON'IHEI-
MER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 42; BoNK, H. J., Comentario al par. 54 VerwVerfG, 
en STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 1221. 
rencia el contrato tributario de actuaciones unilaterales, como los actos adminis-
trativos necesitados de colaboración, en las que a pesar de intervenir el ciudada-
no en su contenido no existe un acuerdo creador de obligaciones 75. 
La voluntad de las partes que constituye la esencia del contrato ha de enten-
derse en un sentido subjetivo: la declaración de voluntad exterioriza la intención 
de los contrayentes de producir determinados efectos jurídicos, de quedar vin-
culados a esa regulación 76. Al emitir su declaración, las partes son conscientes 
75 Tradicionalmente se ha defendido como elemento definidor del contrato la influencia de 
la voluntad de ambos contratantes sobre el contenido del negocio jurídico. Basándose en esta tesis 
algunos autores rechazan la posibilidad de que la Hacienda Pública y el particular lleven a cabo 
negocios contractuales en el ámbito de las relaciones de Derecho público, pues, en su opinión, ni 
el obligado tributario ni la Administración tienen autonomía de la voluntad para poder integrar el 
contenido de una actuación. Como consecuencia del principio de legalidad, se rugumenta, el eje-
cutivo ha de someterse estrictamente al dictado de las leyes. En lo que respecta al particular, se 
proclama la ausencia de incidencia que su voluntad representa sobre el contenido de la actuación. 
Sin embargo, a nuestro parecer, la exigencia de libertad de incidencia en la regulación por parte 
de los intervinientes en una actuación tributaria es un criterio erróneo, totalmente superado en el 
Derecho privado. Además, hay que destacar que el ciudadano es libre para contratar o no; y res-
pecto a la Administración, aquella máxima no excluye su autonomía, sino que «simplemente limi-
ta su ámbito de decisión». VILLAR PAlASI, 1. L., Y otros, Principios ... , cit., T. I1I, p. 5, exponen 
cómo la ley constituye para la Administración en el marco de sus relaciones contractuales «el 
marco en el interior del cual debe moverse para la gestión del interés público». 
Consideramos conveniente insistir en que aquella postura se ubica en una concepción histó-
rica actualmente superada. La visión del principio de autonomía como la libertad de configurar 
el contrato sin más límites que la ley y la moral no encuentra hoy día sentido, ante la aparición 
de múltiples figuras contractuales en el Derecho privado en las que la voluntad de las partes tiene 
una incidencia muy escasa, o nula, respecto al contenido de aquél. Por ejemplo, en un arrenda-
miento el precio del bien puede estar fijado imperativamente por la ley. La doctrina civilista (PUIG 
BRUTAU, 1., Compendio de Derecho civi~ vol. II, Bosch, Barcelona, 1987, p. 282) diferencia, en 
este sentido, entre los contratos de negociación bilateral y los de adhesión, según las partes se 
encuentran en una posición de igualdad respecto a la influencia sobre el contenido de la regula-
ci6n o no. Ambos tipos de negocios jurídicos se califican de contratos. En el otro extremo pue-
den encontrarse actos administrativos sobre cuyo contenido el ciudadano tiene una gran inciden-
cia, como ocurre con los «actos administrativos necesitados de colaboración». En palabras tex-
tuales de SONTHElMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 42 Y ss.: «La posibilidad del ciu-
dadano de influir en el contenido regulador, es independiente de la forma jurídica» (p. 43). Por 
otra parte, aquella tesis no tiene en cuenta los ámbitos de discrecionalidad que el legislador atri-
buye a la Administración para el cumplimiento de sus fines y que son, como veremos en el capí-
tulo segundo dedicado al principio de legalidad, en el campo donde son concebibles los contra-
tos tributarios en opinión de parte de la doctrina. 
76 Ya FORSTHOFF, E., Tratado ... , cit., p. 372 Y ss., manifestaba esta postura claramente. En 
palabras del autor, «la imposición unilateral de obligaciones estatales por medio de las funciones 
de creación normativa y ejecutiva se complementan en cierta medida por medio de aquellos actos 
jurídicos bilaterales que se dan en forma de contratos, convenios, acuerdos o como se les quiera 
llamar, todos los cuales tienen en común el emanar de la manifestación de una voluntad coinci-
dente de las partes». Se aprecia en esta concepción, por lo tanto, que la nota característica de los 
contratos es la emanación de la vinculación respecto de las partes de la voluntad común de éstas. 
de su voluntad de vincularse recíprocamente. En este sentido se expresa LACRUZ 
quien, en relación a los contratos privados en los que el contenido se encuentra 
imperativamente fijado por la ley, defiende que «para ser contrato basta con que 
el acuerdo haya sido concluido con intención de hacer nacer las obligaciones 
esenciales que derivan de él, aunque la regulación de tales obligaciones escape 
a la libre iniciativa de los contratantes» 77. 
En definitiva, la Administración puede optar 78 entre crear una vinculación 
unilateral emitiendo un acto o llevar a cabo la regulación de la situación indivi-
dual con el consentimiento del particular, de forma que la voluntad de éste y la 
de la propia Hacienda Pública se dirijan al establecimiento de las consecuencias 
jurídicas y, por 10 tanto, de esa voluntad conforme se derive una eficacia vincu-
lante para ambas partes. El sentido de la voluntad de las partes es el criterio de 
diferenciación. 
La Memoria del Proyecto de rus expone a este respecto que «el principio de 
indisponibilidad de las obligaciones tributarias, que deriva del principio consti-
tucional de reserva de ley, impide calificar, en sentido estricto, la aprobación de 
la propuesta (de acuerdo previo sobre los precios de transferencia) como un con-
venio, si bien, considerando los efectos vinculantes para la Administración tri-
butaria y el sujeto pasivo, su naturaleza se aproxima notablemente a la de un 
acuerdo preparatorio del acto administrativo de liquidación». Como puede apre-
ciarse, a pesar del error del que parte al contraponer el principio de legalidad y 
los convenios (que será objeto de estudio en el capítulo segundo), es importante 
retener la relación que establece entre el acuerdo y los efectos vinculantes para 
las partes. 
En concordancia con el criterio de la interpretación de la voluntad de las par-
tes en tomo al establecimiento de un vínculo común, la doctrina anglosajona 
niega naturaleza contractual a los «acuerdos» realizados entre el inspector actua-
rio y el obligado tributario en Estados Unidos, denominados «Waiver of 
Restrictions an Assessment and Collection of Deficiency in Tax and Acceptance 
of Overassessment» (renuncia a las restricciones de la liquidación y cobro de una 
cuota adicional y aceptación de la liquidación en exceso) (Formulario 870). 
Como su nombre indica, se trata de meras renuncias por parte del ciudadano a 
la notificación formal del descubrimiento de deuda (también llamada carta de los 
noventa días -«Ninety-day letter»-), pero no vincula a la Administración, que 
77 LACRUZ BERDEJO, J. L., Manual de Derecho civil ... , cit., p. 611. Muy gráficamente, 
CASTRO y BRAVO, F. DE, Derecho civil de España, Cívitas, Madrid, 1984, p. 621, nota 6, explica 
que algunos negocios jurídicos (los abstractos, los de disposición o los de adhesión) «conservan 
el significado de negocio más que por el ámbito de libertad dejado a la voluntad, por el valor bási-
co que se da a la voluntad, en cuanto a su significación y eficacia». 
78 En el capítulo segundo (epígrafe I1.D) estudiaremos los requisitos que del principio de 
legalidad se derivan en relación a la potestad de decisión entre la utilización de las formas unila-
teral o contractual por parte de la Hacienda Pública. 
puede modificar la cuota fijada incluso tras la emisión del consentimiento por 
parte del órgano superior encargado de revisar el <<pacto» (el supervisor del 
grupo y el personal de calidad) 79. 
En consecuencia, será el criterio de la voluntad jurídica de vincularse el que 
habrá de utilizarse para delimitar, en primer lugar, el contrato de aquellas figu-
ras que constituyen meras actuaciones administrativas sin intención de vincular-
se (por ejemplo, las consultas no vinculantes, los pactos o las meras informacio-
nes). En segundo lugar, dentro de las instituciones que sí persiguen la creación 
de una obligación para la autoridad, habrá que examinar si ésta nace de la volun-
tad unilateral de la Administración (acto administrativo) o, por el contrario, de la 
conjunción de su voluntad con la del particular, respecto al cual también se ori-
gina una vinculación. Como señala SEER so, «la constatación de la voluntad 
en ese sentido y la determinación de su contenido es una cuestión de interpreta-
ción del supuesto concreto y depende de la intención del receptor de la actua-
ción». 
Este es, precisamente, el criterio que A. D. GIANNINI empleó para negar la 
naturaleza contractual de los concordatos italianos existentes en su época. En su 
opini.ón, en ellos coexistían dos voluntades: por un lado, la Administración que 
eJercItaba su potestad legal; por otro, la del particular, que actuaba como condi-
ción previa. En ningún momento, prosigue este autor, se fundían ambas volun-
tades en una común, que sea la «fuente autónoma» de las recíprocas obligacio-
nes de las partes; por el contrario, ambas permanecían jurídicamente separadas: 
«La una constituye el despliegue de un poder y da vida a una resolución; la otra 
constituye la condición para que dicha resolución pueda ser dictada en aquel 
momento y con los efectos indicados» 81. 
En último lugar, es importante resaltar que, como en cualquier otro contrato, 
no es necesario que la eficacia del contrato público derive de la voluntad de las 
partes. Aquélla puede hacerse depender de condiciones externas a la voluntad de 
los contrayentes, como por ejemplo la aprobación de una autoridad interesada, 
lo que ocurre en Derecho Tributario español en virtud del arto 39 LGP82. 
1. Diferenciación general respecto a los actos administrativos 
Es necesario destacar que, si la esencia del contrato reside en el acuerdo de 
voluntades, su diferenciación respecto de los actos administrativos ha de hacer-
se desde esta perspectiva y no por sus presupuestos de legalidad o sus efectos 
79 GARBIS, M. J., Y otros, Tax procedure. .. , cit., pp. 140 Y ss. 
80 SEER, R., Contratos, transacciones ... , cit., pp. 135 Y 136. 
81 GIANNINI, A. D., 1 concetti fondamentali del Diritto tributario, UTET, Turín, 1956, p. 316. 
82 En el mismo sentido, en Derecho administrativo alemán, el par. 58 VerwVerfG. 
jurídicos. Además, este último criterio convertiría la cuestión en un «círculo 
vicioso» 83. 
Partiendo de esta premisa, algunos autores utilizan como criterio diferencia-
dor entre los contratos y los actos unilaterales la influencia del particular en la 
formación del negocio jurídico, de forma que califican como contrato toda 
actuación administrativa en cuya formación pueda influir el ciudadano 84. La ine-
ficacia de este criterio se pone de manifiesto cuando se enfrenta a la existencia 
de diversos actos administrativos en los que la voluntad del ciudadano es rele-
vante no ya sólo como presupuesto de eficacia del propio acto, sino en relación 
a su contenido, o, asimismo, cuando la Administración se vincula a dictar un 
acto administrativo en un sentido determinado. Para la doctrina que encuentra el 
rasgo diferenciador entre contrato y acto administrativo en el grado de partici-
pación del ciudadano respecto al contenido de la regulación en cuestión, tal dife-
renciación puede resultar en ocasiones imposible, como ocurre respecto de los 
denominados actos administrativos «necesitados de colaboración», en los cuales 
se requiere la voluntad del ciudadano 85. 
Se trata, en nuestra opinión, de una postura equivocada, pues -junto a la 
existencia de aquellos actos en los que la voluntad del ciudadano puede ser deci-
siva-, no puede afirmarse que sea una característica intrínseca de los contratos 
la influencia de las partes en su estructuración, tal como ya hemos explicado y 
demuestran múltiples ejemplos de contratos de Derecho privado en los cuales 
sólo uno de los intervinientes tiene la posibilidad de elegir entre la aceptación y 
el rechazo de la oferta. Por ello, algún autor ha reprochado a esta tesis el basar-
se en postulados deficientes desde una perspectiva dogmática e inútiles en la 
práctica, superados por el Derecho civil 86. 
En definitiva, el grado o la posibilidad de influencia por parte del ciudadano 
es independiente de la forma jurídica empleada 87. 
83 WEISS, E, Der offentlich-rechtliche Vertrag im Munsterentwurf einer Verwaltungsverfah-
rensgesetz-Bestandsaufnahme und Kritik, tesis doctoral, Tübingen, 1971, p. 17; SClllMPF, c., Der 
verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 33. 
84 JEUlNEK, W., Verwaltungsrecht ... , cit., p. 253. Véase la explicación recogida en la nota 75. 
85 Un ejemplo de acto administrativo necesitado de colaboración lo encontramos en Derecho 
español en las acciones concertadas, según GALLEGO ANABITARTE, A., La acción concertada: nue-
vas y viejas técnicas jurídicas de la Administración. Contribución a la distinción entre la resolu-
ción y el contrato administrativo, en Libro Homenaje al profesor Juan Galván Escutía, Uni-ver-
sidad de Valencia, 1980, pp. 191 Y ss. 
86 BossE, W., Der subordinationsrechtliche Verwaltungsvertrag als Handlungsform offentli-
cher Verwaltung, Duncker und Humblot, Berlín, 1975, p. 32. 
87 La influencia del ciudadano en el contrato y en el acto puede ser idéntica. Así, SCHMIDT-
SAlZER, J., «Grundfragen des Vertragsrechts im Zivil-und Verwaltungsrecht», NJW, 1971, pp. 5 
Y SS.; BoSSE, W., Der subordinationsrechtliche ... , cit., pp. 33 Y ss.; SClllMPF, C., Der verwal-
tungsrechtliche ... , cit., p. 37; KNACK, H. J., Verwaltungsverfahrensgesetz, 3." ed., Carl Heymann 
Verlag, Colonia, 1989, par. 54, núm. 5.1. 
Como hemos explicado en el epígrafe anterior, la diferenciación entre actos 
administrativos (entre ellos, los necesitados de colaboración) y los contratos de 
Derecho público reside en criterios subjetivos. El criterio delimitador entre 
ambas figuras jurídicas se reduce a un problema de interpretación 88: será nece-
sario realizar un proceso interpretativo con la finalidad de conocer si la voluntad 
de las partes, al emitir sus declaraciones, se dirigió al establecimiento de una vin-
culación recíproca, de forma que las manifestaciones de voluntad sean la base de 
la eficacia vinculante, o, por el contrario, se limitó a la emisión de un acto por 
parte de la Hacienda Pública y a su aceptación por el ciudadano, sin intención de 
fundar su eficacia vinculante en la conjunción de sus voluntades; pues incluso 
en los actos administrativos necesitados de colaboración los efectos jurídicos se 
originan de la voluntad unilateral de la Administración89• 
La esencia del contrato se halla en el nacimiento de los efectos vinculantes 
de las voluntades concordadas de la Hacienda Pública y del ciudadano, quienes 
han emitido aquélla con la intención (problema de interpretación) de quedar vin-
culados recíprocamente. Aquí se encuentra la ventaja que, en determinados 
supuestos, otorga la utilización de contratos, pues el ciudadano queda vinculado 
al contenido de la regulación. 
Si el único criterio que determina la pertenencia de un negocio jurídico a la 
categoría de los actos o de los contratos se centra en la interpretación de la volun-
tad de las partes, el intérprete debe ajustarse al contenido de las declaraciones y 
sólo servirse de elementos ajenos a éstas con una finalidad de mera ayuda, y en 
ningún caso para sustituir aquella interpretación. Este problema se plantea con 
88 BOSSE, W., Der subordinationsrechtliche ... , cit., p. 30; SCHIMPF, C., Der verwaltungsrech-
tliche ... , cit., p. 38; TSCHASCHNIG, Die Nichtigkeit subordinationsrechtlicher Vertriige nach dem 
VwVjG, Peter Lang, Frankfurt am Main, 1984, p. 26; SON11lElMER, J., Der verwaltungsrechtli-
che ... , cit., p. 53; BoNK, H. J., en STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit., 
p. 1226; OBERMAYER, K., Kommentar zum Verwaltungsverfahrensgesetz, 2.' ed., Luchterhand, 
Colonia, 1990, p. 816; BACHOF, O., y otros, Verwaltungsrecht ... , cit., p. 795; SEER, R., 
Verstiindigungen ... , cit., pp. 70 Y ss. En palabras de ULE, C. H., y LAUBINGER, H.-w., 
Verwaltungsverfahrensrecht ... , cit., p. 271: «Decisivo (para determinar si en un supuesto concre-
to se ha realizado un contrato o se ha emitido un acto unilateral) sólo puede ser la voluntad decla-
rada de las partes: Sólo cuando desean celebrar un contrato de Derecho público, cuando expresan 
voluntad contractual, puede perfeccionarse un contrato de Derecho público». En Italia, GAR-
GIULO, U., JI concordato tributario, Casa Editrice Dott Eugenio Jovene, Nápoles, 1947, pp. 139 
Y ss. 
89 Para conocer cuál fue la voluntad de la Administración y del particular cobra especial rele-
vancia la plasmación del negocio jurídico por escrito. Por otra parte, en opinión de BoRNHAUPT, 
K. J. von, «Tatsiichliche Verstiindigung in Schiitzungsfállen», BB, 1985, p. 1591, la fuerza vincu-
lante del convenio para el ciudadano no nace del acuerdo de voluntades sino de la renuncia al 
recurso. A este autor le replica FROSTER, «Tatsiichliche Verstiindigung» in Schiitzungsfállen, en 
SCHWARZ, Kommentar zur AO, Rudolf Haute Verlag, Freiburg im Breisgau, pp. 11 Y ss., que la 
ausencia de fundamentación del recurso deriva, justamente, de las declaraciones de voluntad 
concordadas (véase, también, RÓSSLER, G., «Tatsiichliche Verstiindigung in Schiitzungsfállen», 
BB, n.O 16, 1986, p. 1075). 
especial interés en relación a la presunción de que toda actividad administrativa 
constituye un acto. En opinión de SCHIMPF, en el Derecho público actual existe 
una equiparación entre ambos negocios que impide sostener la existencia de 
aquella presunción. Incluso en los supuestos en que la utilización de los contra-
tos sea ilícita, esta ilicitud no es un prueba por sí sola de la voluntad de la 
Administración de llevar a cabo una actuación unilateral, y en ningún caso puede 
sobreponerse a la interpretación de la voluntad de las partes 90• 
En conclusión, lo que deseamos extraer de esta exposición es que una actua-
ción de fijación de algún elemento de la obligación tributaria puede producirse 
de forma unilateral o contractual. Cuándo nos encontremos ante uno u otro 
supuesto, será un problema de interpretación del sentido de las voluntades de la 
Hacienda Pública y del ciudadano interesado. 
Desde este punto de vista han de estudiarse las diferentes figuras jurídicas 
mediante las que se fijan los elementos de la obligación tributaria. Así, diversos 
autores italianos 91 defendieron la consideración de los concordatos existentes en 
su época sobre el crédito tributario como actos administrativos unilaterales, pues 
no apreciaban la existencia de una convergencia de voluntades de la que emanara 
la vinculación, sino una adhesión del particular a la decisión de la Administración. 
En su opinión, consistían en dos actos independientes, uno del contribuyente, y 
otro de la Hacienda Pública, es decir, dos fuentes diferentes de obligarse. En este 
sentido, PuGLlESE lo definió como «un negocio transaccional, que asume el carác-
ter de acto administrativo unilateral, válido independientemente de la adhesión del 
contribuyente, pero eficaz únicamente por efecto de tal adhesión» 92. En contra de 
esta postura, BERLIRI afirmó la naturaleza bilateral del concordato «fruto de la cola-
90 SCHIMPF, C., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 39 Y ss. Junto a las dos tesis explicadas 
coexisten otras teorías, como la sustentada por SALZWEDEL, J., Die Grenzen. .. , cit., pp. 48 Y ss. 
Este autor diferencia los actos necesitados de consentimiento de los contratos de Derecho públi-
co según la Administración obtenga una contraprestación que no podría haber exigido de forma 
imperativa o según exista una situación atípicjl. de intereses. Al criterio de SALZWEDEL puede opo-
nerse que ni el contrato puede abrir a la Administración la posibilidad de obtener contrapresta-
ciones no previstas en el ordenamiento jurídico, ni es sostenible que el contrato deba reducirse a 
la regulación de situaciones atípicas, puesto que dicha forma de actuación no se encuentra en una 
situación de subordinación respecto al acto unilateral (BULLINGER, M., Vertrag und Verwaltung-
sala, W. Kohlhammer Verlag, Stuttgart, 1962, pp. 34 Y ss.). 
91 GIANNINI, A. D., I concetti fondamentali ... , cit., p. 316; PuGLIESE, M., Instituciones de 
Derecho tributario, Alfonso Cortina, tr., Fondo de Cultura, Méjico, 1976, p. 189. En Francia, 
MORANGE, J., «La nature juridique des actes d'imposition», Revue de Science et de Législation 
Financieres, 1950, pp. 540 Y ss. 
92 PuGLIESE, M., Instituciones ... , cit., p. 189. En parecidos términos GIANNINI, A. D., I con-
cetti fondamentali ... , cit., p. 316, manifestó que «las dos voluntades, la de la Administración y la 
del administrado, permanecen jurídicamente distintas, siendo la primera la del ejercicio de un 
poder y dando vida a una resolución, y la segunda, la condición para que dicha resolución pueda 
ser emanada en un momento determinado y con unos efectos concretos». Como posteriormente 
estudiaremos, en opinión de PuGLIESE el concordato era una transacción, pero no lo concebía en 
el sentido civilista, sino como institución totalmente diversa a aquélla y propia del Derecho públi-
boración de la Oficina y del contribuyente y no de dos actos distintos. No hay dos 
declaraciones distintas, cada una con su propio contenido, sino una declaración 
con un contenido único: la determinación del imponible» 93. 
En España, el empleo de este mecanismo de interpretación lleva a afirmar 
la naturaleza contractual de los derogados convenios con agrupaciones de 
contribuyentes y de las evaluaciones globales. Respecto a los primeros, en opi-
nión de SAINZ DE BUJANDA 94, gozaban de naturaleza contractual pues seper-
feccionaban sólo mediante el acuerdo de voluntades sobre la fijación de las 
cuotas entre la Administración y los contribuyentes, representados todos ellos 
en la Comisión Mixta, quedando ambas partes vinculadas a la regulación pac-
tada 95. La afirmación de esta naturaleza contractual es debido a que «reú-
nen todos los requisitos que en Derecho se exigen para estar en presencia de 
un auténtico negocio jurídico bilateral o, más precisamente, de un contra-
to ( ... ): consentimiento de los contratantes, objeto cierto que sea materia del con-
trato y causa de la obligación que se establezca» (p. 220). En relación a 
las evaluaciones globales de bases imponibles, también manifestó aquel 
co y que, a diferencia de la transacción que se produce en las relaciones jurídico-privadas, no 
tiene carácter contractual, sino de acto unilateral. Según este autor el carácter transaccional del 
concordato no se encontraba rechazado por constituir dicho concordato un acto administrativo, 
pues aquel carácter transaccional es independiente de la forma empleada: «Efectivamente, un 
acto administrativo, aun cuando no posea las características de un convenio de transacción en sen-
tido técnico, pues puede tener la misma causa y el mismo fin de un negocio transaccional, pero 
para que lo fuera, la eficacia del acto quedaría subordinada a una manifestación ulterior de con-
sentimiento por parte del particular afectado» (p. 300). 
A nuestro parecer, y en contra de lo mantenido por Pugliese, sí es posible la traslación de con-
ceptos como la transacción, del ámbito jurídico privado al público, con las modificaciones en 
cuanto a su régimen jurídico derivadas de las características propias de la esfera donde se inser-
ten. Por otra parte, no es posible que un acto administrativo tenga carácter transaccional; una 
actuación unilateral puede ser una renuncia o un allanamiento, pero nunca una transacción, pues 
este negocio jurídico, por su propia naturaleza y debido a la existencia de contraprestaciones, tiene 
siempre naturaleza contractual. (Véase, en este sentido, la crítica que realiza a la tesis de Pugliese 
GARGIULO, u., Il concordato ... , cit., p. 148.) 
93 BERURI, A., Principios ... , cit., T. I1I, p. 235. A pesar de reconocer el carácter bilateral del 
concordato, este autor negó su naturaleza contractual. En su opinión, dicha figura jurídica con-
sistía en un acto administrativo bilateral. 
94 SAINZ DE BUJANDA, E, Hacienda ... , cit., T. Iv, pp. 218 Y ss. 
95 En contra MORENO TORRES, J. L., «Los convenios y evaluaciones globales como negocio 
jurídico administrativo», VIII SEDF, 1960, consideraba que se trataba de dos actos administrativos, 
uno de trámite (la propuesta del convenio que emanaba de un órgano administrativo, la Comisión 
Mixta) y otro definitivo (la decisión de la autoridad superior). Ala tesis de Moreno Torres, Sainz de 
Bujanda replicó que los convenios ostentaban naturaleza contractual porque existía un acuerdo de 
voluntades entre dos partes integradas dentro de la Comisión Mixta, de cuya eficacia dependía la 
aprobación de la autoridad superior: «Constituyen negocios bilaterales de Derecho público entre la 
Administración financiera y las agrupaciones de contribuyentes, que se perfeccionan por el acuer-
do de voluntades de ambas partes contratantes, representadas en el seno de las Comisiones Mixtas, 
y cuya eficacia se subordina a la aprobación de la autoridad administrativa superior» (p. 219). 
autor 96 su naturaleza contractual pues «la colaboración de los contribuyentes no 
se limita a suministrar datos e informes a la Administración, para que ésta 
resuelva, sino en resolver conjuntamente con los funcionarios la fijación de las 
bases imponibles, a través de decisiones adoptadas separadamente por ambas 
partes, y cuya coincidencia provoca la adopción del acuerdo, esto es, la celebra-
ción del convenio de evaluación global» (p. 236) 97. Por lo que respecta a los 
Jurados tributarios, ha de negarse, por el contrario, el carácter contractual, como 
consecuencia de la falta de conjunción entre la voluntad de la Administración y 
de los contribuyentes. Como explica PAlAO TABOADA 98, se trataba de órganos 
administrativos, cuya función residía en la fijación de valores inciertos dentro 
del procedimiento de gestión (arts. 51 y 147 LGT). A pesar de su composición 
mixta, que podría llevar a afirmar su carácter convencional, no debemos con-
fundimos, pues en realidad no existían dos voluntades (por una parte, la 
Hacienda Pública y, por otra, los particulares), sino tantas voluntades como 
miembros del Jurado, el cual ni siquiera estaba vinculado a las decisiones de 
cada parte. Además, los vocales no funcionarios que formaban parte del Jurado 
eran elegidos directamente por el Ministerio de Hacienda (O.M. de 31 de julio 
de 1964, ap. 5). Estas características, junto a la nota definitiva que reside en el 
carácter funcionarial del Presidente del Jurado con voto de calidad (art. 151.2 
LGT), determinaban su carácter administrativo 99. 
96 SAINZ DE BUJANDA, E, Hacienda ... , cit., T. Iv, pp. 228 Y ss. 
97 En contra, MORENO TORRES, J. L., «Los convenios ... », cit., mantuvo la naturaleza de acto 
administrativo unilateral de estas figuras, ya que consideraba que las juntas de evaluación eran 
órganos de la Administración. Así, sus resoluciones se configuraban como un acto administrati-
vo emitido por un órgano colegiado, las juntas de evaluación global. También se manifestaron en 
contra de la naturaleza transaccional García Trevijano y Cortés Domínguez, quienes, al igual que 
Moreno Torres, calificaban a las evaluaciones globales como actos administrativos unilaterales. 
El primero (GARcÍA-TREvuANO Fos, J. A., «Las evaluaciones globales y la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo», RDFHp, n.O 46, 1962, pp. 487 Y ss.) argumentaba que la Administración 
actuaba de forma vinculada, «acertando lo que existe en la realidad». En su contra puede men-
cionarse que cuando la Administración llevaba a cabo los convenios no intentaba descubrir la ver-
dad, sino una cierta realidad, como reconoce COIITÉS DOMÍNGUEZ, M., «Las estimaciones objeti-
vas», RDFHp, n.O 54, 1964, pp. 454 Y ss. Por su parte, este último autor, afirma la naturaleza uni-
lateral de las evaluaciones globales como consecuencia de los sujetos que intervienen en ella, en 
el sentido de que la obligación no nace del acuerdo, porque los contribuyentes no quedan vincu-
lados a lo convenido por los comisionados, que no son verdaderos representantes. En opinión de 
SAINZ DE BUJANDA, E, Hacienda ... , cit., p. 240, dicha representación sí existía. 
98 PALAO TABOADA, C., «Declaración de incompetencia de los Jurados», REDF, 1974, n.O 3, 
pp. 646 y ss. 
99 Véase, entre otros, JUAN PEÑALOSA, J. L. DE, Los Jurados fiscales, en VII Semana de 
Estudios Financieros, 1959, p. 21; PÉREZ DE AYALA, J. L., Y GONZÁLEZ, E., Curso de Derecho tri-
?utario (1I), Ed. de Derecho Financiero, Madrid, 1976, pp. 173 Y ss.; PEMÁN MEDINA, P., Los 
Jurados tributarios en el Derecho positivo vigente, enAA.VV., Estudios de Derecho Tributario, 
vol. 1I, IEF, Madrid, 1979, p. 1487, quien explica gráficamente que «como dice la Ley, la com-
posición mixta de los Jurados tiene por objeto asegurar su pericia en los asuntos de su compe-
tencia, para que puedan adoptar los acuerdos en conciencia y equidad. Los intereses de los con-
En la actualidad, la búsqueda de una voluntad conjunta como elemento deter-
minante de los convenios tributarios provoca que se llegue a la conclusión de la 
ausencia de naturaleza contractual de figuras como la conformidad, sobre la que 
los autores se debaten entre su carácter unilateral o bilateral. Sin perjuicio del 
estudio que se realiza en el capítulo cuarto (epígrafe I1I.A.2), es necesario men-
cionar que, en nuestra opinión, se trata de un acto unilateral de adhesión del obli-
gado tributario al contenido del acta de Inspección, como consecuencia de los 
términos de los arts. 55 y 61.2.2.2 párrafo RGITHlo, que configuran esta institu-
ción como un allanamiento del particular a lo fijado por el inspector. 
Por último, es interesante hacer mención de las contestaciones vinculantes a 
las consultas tributarias, que se encuentran expresamente establecidas en el arto 
107.4 Y 107.5 LGT Y cuyo desarrollo reglamentario se ha llevado a cabo a tra-
vés del Real Decreto 404/1997, de 21 de marzo 101. El paralelo entre esta figura 
tribuyentes se defienden ante los Jurados mediante la actuación de aquéllos directamente en el 
procedimiento (alegaciones, pruebas, recursos, etc.), y los puntos de vista de la Administración 
se ponen de manifiesto a través del expediente de gestión y mediante los informes que precepti-
vamente han de emitirse acerca del mismo». En definitiva, continúa este autor, los Jurados tribu-
tarios eran «órganos colaboradores de la Administración fiscal, insertos en la misma, pero fun-
cionalmente independientes de ella», cuya misión consistía «en definir situaciones fácticas o jurí-
dicas tomando sus acuerdos en conciencia y en base a criterios de equidad» (p. 1480). 
Por su parte, algunos autores atribuyeron a los Jurados fiscales carácter arbitral, basándose 
sobre todo en la irrecurribilidad de sus decisiones. En este sentido, LóPEZ BERENGUER, J., Los 
jurados tributarios, Ed. de Derecho Financiero, Madrid, 1%3, pp. 29 Y SS., Y «La organización 
de los Jurados tributarios», REDFyHp' n.O 77, 1968, pp. 1077 Y ss. En nuestra opinión, esta carac-
terística de inimpugnabilidad era consecuencia de la motivación de las decisiones que adoptaba 
sólo en conciencia, lo que imposibilitaba su revisión por un órgano que basara sus decisiones en 
Derecho. De forma clara, la naturaleza arbitral queda excluida por la ausencia de un tercero ajeno 
a la relación tributaria, ya que, como hemos explicado, todos los vocales eran elegidos por el 
Ministerio de Hacienda. 
100 PAlAO TABOADA, C., «Naturaleza y efectos jurídicos de la conformidad del contribuyen-
te con las actas de la Inspección», HPE, n.O 21, pp. 163 Y SS.; del mismo autor, «El nuevo proce-
dimiento de Inspección tributaria», HPE, n.O 80, 1983, pp. 22 Y ss., Y «El Reglamento de la Ins-
pección: Una disposición tardía e insuficiente», Gaceta fiscal, n.O 37, 1986, p. 133, ha sido el 
máximo defensor de la naturaleza bilateral de la conformidad (Decreto de 8 de julio de 1965), 
calificándola como «acto de comprobación consensual de las bases imponibles y demás elemen-
tos necesarios para su posterior liquidación». El criterio de este autor era acertado en la época en 
que escribió los citados trabajos, en la que la conformidad consistía en un acuerdo integrado por 
una declaración del obligado tributario y otra del inspector, en el que se fijaban de forma defini-
tiva los elementos fácticos fundamento de la imposición con eficacia vinculante para ambas partes. 
101 El arto 107 LGT contempla, tras la nueva redacción dada por la Ley 25/1995, de 20 de 
julio, cinco excepciones al carácter meramente informativo de las consultas. Por su parte, el arto 7 
del Proyecto de Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes se expresa en los siguientes 
términos: «1. Los contribuyentes podrán formular a la Administración tributaria consultas debi-
damente documentadas respecto al régimen, la clasificación o la calificación tributaria que en 
cada caso les corresponda. 2. La Administración tributaria deberá contestar por escrito las con-
sultas así formuladas. Dicha contestación tendrá carácter vinculante para la Administración tri-
butaria en la forma y en los supuestos previstos en la Ley General Tributaria y en las leyes pro-
y los contratos tributarios es evidente, pues en ambas la Hacienda Pública qued3; 
obligada a adoptar una determinada postura ante una situación concreta, a reali-
zar una determinada interpretación o aplicación de la norma al supuesto de 
hecho en cuestión 102. La confusión es mayor cuando el convenio no es finaliza-
dor del procedimiento administrativo, sino que tiene carácter de trámite --como 
ocurre con la terminación transaccional del procedimiento tributario--, pues en 
este supuesto la Administración se compromete a dictar un acto en un sentido 
determinado; el mismo fenómeno que si dicta una promesa vinculante. 
Dicha semejanza es tal que algunos autores, como BAUR, afirman que el 
convenio sobre la fijación del crédito tributario es una promesa vinculante 
-entendida como la declaración vinculante de la Administración financiera res-
pecto al tratamiento de un supuesto de hecho pasado o futuro--, a la que se adhie-
re una vinculación para el obligado tributario derivada del principio de buena fe 103. 
Sin embargo, el contrato tributario y la contestación a consulta constituyen 
figuras jurídicas distintas, si bien la delimitación de ambas no es siempre clara. 
La diferencia se encuentra, una vez más, en la esencia de la figura contractual: 
el consentimiento. La vinculación a la contestación de la consulta deriva de la 
facultad interpretativa de la Administración y de su voluntad de auto limitarse 
(<<Selbstbindung») 104, mientras que la obligatoriedad del cumplimiento de lo 
establecido en un convenio encuentra su fundamento en la voluntad concordada 
de las partes 105. La Hacienda Pública puede elegir el instrumento a través del 
pias de cada tributo.» Cfr. ZORNOZA PÉREZ, J. 1., «Significado y funciones de las consultas a la 
Administración en materia tributaria», CT, n.O 50, 1984, pp. 217 Y ss.; del mismo autor, Las con-
sultas a la Administración en la Ley General Tributaria, en AA.vv., Comentarios a la Ley 
General Tributaria y líneas para su reforma (Homenaje a Fernando Sainz de Bujanda), vol. 11, 
IEF, Madrid, 1991, pp. 1385 Y ss. 
102 De esta manera diferencia WEISENSEE, c., <<Auskunft, Zusage und Vereinbarung im 
Steuerrecht überblick über die gegenwartige Rechtslage», DStZ, 1964, p. 180, entre la consulta y la 
mera información, pues mientras ésta consiste en la manifestación de una interpretación jurídica, en 
una declaración de ciencia, la consulta constituye, junto a una declaración de ciencia, una de voluntad. 
103 BAUR, U., «Vereinbarungen in der Schlussbesprechung-\brteile und Risiken», BB, n.o 9, 
1988, p. 606. Este autor no limita su concepto de promesa a la contenida en los par. 204 a 208 AO, 
sino que hace referencia con ella a la figura de la promesa vinculante existente en todo el Derecho 
administrativo. Como pone de manifiesto EICH, A., Die tatsachliche ... , cit., p. 22, Baur, en reali-
dad, concibe el convenio tributario como un contrato pues mantiene que «la Administración fman-
ciera y el obligado tributario emiten declaraciones acordadas vinculantes, cada uno en relación a 
la declaración correspondiente del otro»; esto no es otra cosa que la descripción de la conclusión 
de un contrato. Por su parte, la vinculatoriedad de la consulta vinculante se deriva de la propia 
consulta, en cuanto acto administrativo. No es necesario acudir al expediente de la buena fe. En 
este sentido, 'I'IPKE, K, Y LANG, J., Steuerrecht, 14." ed., Dr. Otto Schmidt, Colonia, 1994, p. 690. 
104 ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Interpretación administrativa y consulta tributaria (consideracio-
nes sobre la reforma del arto 107 de la Ley General Tributaria)>>, REDF, 47/48, 1985, p. 498. 
lOS En este sentido, WEISENSEE, C., Auskunft, Zusage ... , cit., p. 180; SONTIffilMER, 1., Der ver-
waltungsrechtliche ... , cit., p. 23; SPANNOWSKY, W., Grenzen des Verwaltungshandelns durch ~r­
triige undAbsprache, Duncker&Humblot, Berlín, 1994, pp. 46 Y 57. 
cual quiere comprometerse; la ventaja de la utilización del contrato consiste en 
que el ciudadano también queda vinculado a su contenido 106. 
Por el contrario, algunos autores mantienen otros criterios de diferenciación, 
como la proyección que tienen las consultas vinculantes hacia el futuro. En su 
opinión, mientras éstas sólo hacen referencia a supuestos de hecho de realización 
futura, los contratos de Derecho público constituyen discusiones sobre la incer-
tidumbre de situaciones ya realizadas 107. En contra de esta postura puede ale-o 
garse que ni las contestaciones vinculantes pierden su naturaleza jurídica por 
proyectarse sobre sucesos ya pasados, ni los contratos por contemplar supuestos 
de hecho por realizar 108. Antes al contrario, el ordenamiento jurídico admite 
tanto que las consultas se planteen con posterioridad al presupuesto de hecho 
(aunque no tendrán efectos eximentes; arto 107 LGT) como que los contratos tri-
butarios se celebren con anterioridad a aquel momento (como, por ejemplo, los 
acuerdos previos sobre precios de transferencia, arto 16.6 LIS). 
Por lo tanto, la única diferencia entre las actuaciones convencionales que dan 
lugar a la finalización transaccional del procedimiento tributario y las consultas 
vinculantes radica en la voluntad de las partes, de forma que si éstas desearon 
que los efectos vinculantes nacieran de la voluntad concordada de ambas, nace-
rá el contrato, con independencia de si el presupuesto de hecho ya ha sido reali-
zado o no; mientras que si es sólo la Administración la que se autovincula a sus 
interpretaciones manifestadas a solicitud del obligado tributario se tratará de un 
supuesto de consulta. 
2. Diferenciación general respecto a los co~venios no vinculantes 
Junto a los actos administrativos y los contratos, la Hacienda Pública lleva a 
cabo «convenios» o «pactos» con los particulares cuya vinculatoriedad es 
106 Como manifiesta SEER, R., Contratos, transacciones ... , cit., p. 136, la promesa se dife-
rencia del contrato por su unilateralidad, es decir, en la elección por parte de la autoridad de vin-
cularse unilateralmente; «se produce una autoobligación administrativa unilateral de comportar-
se jurídicamente en el futuro en un determinado sentido. Frente a ello, el receptor de la promesa 
no se obliga a nada, debido a lo cual el obligado tributario puede hacer valer en todo momento 
un tratamiento del supuesto de hecho que difiera de la promesa, sin estar obligado a recurrir antes 
ésta». En el mismo sentido, con anterioridad, MAYER, G., Die Zusage nach delAbgabenordnung 
1977, Tesis doctoral, Berlín, 1991, p. 63. 
107 HARIz,« Vereinbarungen zwischen dem Finanzamt und den Steuerpflichtigen, besonders 
im Zusarnmanhang mit Betriebsprüfungen», DR, 1963, p. 2; KRAUSHAAR, R, Bindung der 
Finanzverwaltung an Vereinbarungen über Sachverhaltsbeurteilungen im Rahmen einer steuerli-
chen Aussenprüfung, en Steuerberaterkongressreport 1986, C. H. Beck'sche Verlagsbuchhand-
lung, Munich, 1986, pp. 158 Y ss.; EICH, A., Die tatsiichliche Verstiindigung ... , cit., p. 22; TlPKE, K, 
Y LANG, J., Steuerrecht, 14.' ed., Dr. Otto Schmidt, Colonia, 1994, p. 693. Estos autores apoyan 
sus argumentos en la jurisprudencia del BFH (BStBl 1961 III 562), según la cual sólo son vin-
culantes las promesas que hacen referencia a sucesos futuros. 
108 SONIHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 48. 
excluida. por las partes, que consisten en meras declaraciones de intención res-
pecto a elementos fácticos o a la interpretación y aplicación del ordenamiento 
jurídico 109. 
Es, como hemos venido resaltando hasta ahora, el criterio subjetivo el que 
determina que, ante la ausencia de ánimo vinculatorio respecto a una determi-
nada regulación establecida por las partes, no sean un contrato. En realidad, no 
se trata de ninguna figura jurídica, sino de meras declaraciones de intención 110, 
de actuaciones administrativas materiales 111. Sin embargo, de estas conversacio-
nes o declaraciones de intenciones puede surgir una vinculación para los inter-
vinientes por el principio de buena fe. 
En este sentido, la Hacienda Pública puede dictar un acto de liquidación con 
un contenido diverso al recogido en el convenio no vinculante, en cuyo caso sólo 
corre el riesgo de que el acto se declare inválido por desviación de poder si dicha 
modificación no responde a una justificación motivada en orden a una mejor 
protección del interés público 112. 
Por otro lado, su posible ilicitud ha de ser examinada de manera aislada, de 
forma que su antijuridicidad no tiene ningún efecto en el acto administrativo 
posterior que la contemple. Sin embargo, esta afirmación encuentra una excep-
ción en el supuesto de que dicho convenio incurra en un vicio de procedimien-
to; en este caso, tal defecto procedimental transciende a la legalidad del poste-
rior acto de liquidación 113. 
Un ejemplo de convenios no vinculante en el ordenamiento jurídico español 
lo encontramos en los planes sobre la imputación temporal de ingresos y gastos 
a efectos del Impuesto sobre Sociedades. El arto 19 LIS regula la posibilidad de 
establecer criterios distintos al devengo mediante un acuerdo entre la Hacienda 
Pública y el obligado tributario; sin embargo, ni esta Ley ni el Reglamento del 
109 ErusCHEN, H. U., Y MARTENS, W.,Allgemeines Verwaltungsrech~ 8.' ed., Walter de Gruyter, 
Berlín, 1988, comentario al par. 35; MAURER, H.,Allgemeines Verwaltungsrecht ... , cit., comenta-
rio al par. 15; STOBER, R, Comentario al parágrafo 57, en BACHOF, O., Y otros, Verwaltungsrecht ... , 
cit., SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., pp. 69 y ss., quien distingue dentro de los convenios no vin-
culantes o pactos (Absprache), diferentes categorías, esto es, tratos preliminares (Vorverhandlungen), 
Arragement y Agreement, que se diferencian entre ellos por su tramitación oral o escrita. Sin 
embargo, en mi opinión las tres denominaciones hacen referencia a una misma figura jurídica. En 
el mismo sentido, SEER, R, Contratos, transacciones ... , cit., p. 136; del mismo autor, Verstiin-
digungen. .. , cit., pp. 556 y ss., donde realiza un profundo estudio sobre esta figura. 
110 La figura de los convenios no vinculantes en el ámbito jurídico-público ha sido recogida 
por el arto 88 LRJAP Y PACo 
111 Así las clasifican STOBER, R, y GoNZÁLEZ-VARAS, l., «Las actuaciones materiales o téc-
nicas», Revista de estudios de la Administración local y autonómica, 1995, n.O 267, pp. 573 y ss. 
112 GIANN1NI, M. S., Diritto amministrativo, vol. 2, 3.' ed., Dott. A. Giuffre Editore, Milán, 
1993, p. 150; ColzA, P., «Sull'ambito applicativo degli accordi sostitutivi di provvedimenti», 
Rivista amministrativa, 1994, n.o 5, p. 582. 
113 SPANNOWSKY, W., Grenzen. .. , cit., p. 451. 
Impuesto sobre Sociedades atribuyen eficacia vinculante al pacto alcanzado, al 
contrario de lo que ocurre en relación a los acuerdos previos sobre precios de 
transferencia (art. 24 RIS). 
3. Diferenciación general respecto a los actos condicionados o actos-condición 
Aunque en el Derecho Tributario español no se pueden encontrar ejemplos 
de actos-condición, su contraposición a la terminación transaccional del proce-
dimiento tributario resulta clarificadora para conocer mejor ésta. 
El acto unilateral condicionado se define como «aquél dictado por la 
Administración en directa aplicación de normas, que está destinado a regular las 
relaciones recíprocas entre aquélla y un particular siempre que éste haya dado su 
voluntario consentimiento» 114. Como se puede apreciar, es muy difícil delimitar 
esta figura del convenio tributario, hasta el punto de que algunos autores 115 en-
cuentran una diferencia meramente terminológica entre ellas y propugnan una 
refundición de los dos términos en un mismo epígrafe: los contratos de Derecho 
público, ya que «la esencia de ambos esquemas es idéntica». 
En nuestra opinión, la frontera entre ambas actuaciones es, de nuevo, la 
voluntad de las partes. En el acto-condición la situación jurídica surge de la ley, 
limitándose la Hacienda Pública a aplicar a un individuo una situación preesta-
blecida en el ordenamiento jurídico 116. Tal acto no constituye ni configura nunca 
el contenido de la relación jurídica, sino que se limita a aplicar a un supuesto 
concreto una normativa establecida por la ley con carácter general y previo. Por 
el contrario, en el convenio la situación jurídica nace del propio negocio bilate-
ral, la Administración y el obligado tributario fijan la deuda mediante el estable-
cimiento concertado de cuestiones de hecho o de derecho cuya determinación es 
imposible a través de la aplicación del ordenamiento jurídico debido a la incer-
tidumbre existente. 
114 JEZE, G., Principios ... , cit., T. 1, pp. 48 Y ss. defme los actos-condición como aquéllos que 
«no crean por sí mismos (como en el caso del contrato) una situación jurídica particular, sino que 
su mecanismo jurídico consiste en hacer aplicable a un individuo determinado una situación jurí-
dica previamente establecida con carácter abstracto y general (por Ley o Reglamento)>>. En el 
mismo sentido, MONEDERO, J. l., Doctrina del contrato ... , cit., p. 118. 
115 MONEDERO, 1. l., Doctrina del contrato ... , cit., p. 118. 
116 Véase, GARRIDO FAllA, F., Tratado de Derecho administrativo ... , cit., vol. n, pp. 37, 40 Y ss. 
Mediante la tesis del acto-condición se hace referencia a los convenios tributarios de contrapres-
tación y no a los de fijación de la deuda impositiva. En efecto, respecto de aquéllos el problema 
de su naturaleza contractual se plantea, sobre todo, por la dificultad de encontrar una causa con-
tractual, como expone GARCÍA DE ENrERRíA, E., Y otros, Curso de Derecho administrativo, 1, 7.8 ed., 
Cívitas, 1995, p. 655. En la doctrina francesa, LAUBADERE, A de, Traité theorique ... , cit., vol. 1, 
pp. 62, 434 Y ss. A pesar del interés del tema no consideramos conveniente extendemos en él, por 
la confusión que se produciría respecto de nuestro objeto de estudio, que se limita a los conve-
nios de fijación. 
ffi. EL OBJETO DE LOS CONTRATOS CONDUCENTES 
A lA TERMINACION TRANSACCIONAL DEL 
PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO: 
contrato de Derecho público de subordinación 
Los contratos que dan lugar a la terminación convencional del procedimien-
to tributario ostentan una doble naturaleza. Por un lado, constituyen actuaciones 
administrativas procesales, puesto que se realizan en el seno del procedimiento 
administrativo, desarrollando una regulación preparatoria de la resolución admi-
nistrativa final 117. Por otro, tiene una eficacia jurídico-material, al incidir en el 
establecimiento, modificación o supresión de una relación jurídico pública, lo 
que determina su calificación de contratos de Derecho público. 
Desde este último punto de vista, los contratos objeto de nuestro estudio se 
comprenden dentro de la categoría de contratos de Derecho público debido a su 
objeto 118: la relación jurídico-tributaria 119. 
Sin embargo, la definición de los propios contratos de Derecho público no es 
clara 120, pues en ella se integran una gran variedad de contratos que parecen no 
117 Como será analizado, los contratos de fijación transaccionales de la obligación tributaria 
sólo pueden tener naturaleza preparatoria o de trámite (capítulo tercero, epígrafe n). 
118 El objeto de los contratos es definido por DiEz-PICAZO y PONCE DE LEóN, L., Y GULLÓN 
BALLESTEROS, A, Sistema ... , cit., vol. II, p. 43, como «un bien susceptible de valoración econó-
mica que corresponde a un interés de aquéllos (los contratantes)>>. 
119 SAINZ DE BUJANDA, F., Hacienda ... , cit., T. IV, pp. 212 Y ss.; MORENO TORRES, J. L., «Los 
convenios ... », cit., pp. 7 Y ss., quien a pesar de negar, como ya hemos expuesto, el carácter con-
tractual de los convenios fiscales, afirma que en el supuesto de ostentar dicha naturaleza se inclui-
rían dentro de los contratos de Derecho público de subordinación; MONEDERO GIL, J. l., Doctrina 
del contrato ... , cit., p. 70. Entre los autores administrativistas, MARrÍN-REroRTILLü BAQUER, S., 
<<La institución contractual en el Derecho administrativo ... », cit., RAP, n.O 29, 1959 Y bibliografía allí 
citada; GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Y FERNÁNDEZ, T.-R., Curso ... , cit., 1, pp. 649 Y ss. En este senti-
do se pronuncia unánimemente la doctrina y la jurisprudencia alemanas en relación a los conve-
nios sobre los hechos en el procedimiento tributario (tatsachliche Verstandigung). Así, por ejem-
plo, la Sentencia del FG de Hamburgo de 4-12-1991 (EFG 1992, pp. 379 Y ss.); SlERN, K., «Zur 
Grundlegung einer Lebre des offentlich-rechtlichen Vertrages», VerwArchiv, 1958, p. 112; 
ScmMPF, C., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 115. Respecto al predominio de la teoría del 
objeto como criterio determinante de clasificación de los contratos entre los de Derecho público 
y los privados, véase, BÜCHNER, v., Die Bestandskraft ... , cit., p. 8, Y SPANNOWSY, W., Grenzen ... , 
cit., pp. 111 Y ss. En Italia, TEsORO, G., Principii di diritto tributario, Macri, Bari, 1938, p. 196; 
~BRLIRI, A, /1 concordato fiscale: contratto di diritto pubblico, Biblioteca della Corte dei Conti 
ID Sede Giurisdizionale, Officine Grafiche, Mantero, Tívoli, 1941, pp. 5 Y ss. 
120 El objeto de los contratos de Derecho público es muy variado. En la mayoría de los 
supuestos consisten en relaciones jurídicas, pero también pueden ser normas y competencias 
(SAlZWEDEL, J., Die Grenzen. .. , cit., pp. 53 Y ss.). Por otro lado, el contrato de Derecho público 
no se circunscribe exclusivamente al Derecho administrativo, sino que igualmente se extiende al 
ámbito internacional y constitucional, como explican FORSTIlOFF, E., Tratado ... , cit., p. 372, Y 
MARliN-REroRTILLü BAQUER, S., «La institución contractual ... », cit., p. 68. Para calificar a los 
tener más en común que su no pertenencia a los contratos administrativos o a los 
privados 121. 
Esta falta de exactitud la muestra la Ley de Contratos del Estado, cuyo arto 3.d 
excluye de su ámbito de aplicación «los convenios de colaboración que, con 
arreglo a las normas específicas que los regulan, celebre la Administración con 
personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado, siempre que su objeto no 
esté comprendido en los contratos regulados en esta Ley o en normas adminis-
trativas especiales». 
TEsORO ofreció una definición de los contratos de Derecho público muy acer-
tada, con el fin de justificar la inclusión del Concordato dentro de esta categoría, 
como «una relación de Derecho público de carácter sinalagmático, en la que los 
efectos típicos del mismo derivan directamente de la reunión del consentimiento 
del órgano administrativo y del contribuyente». En la concepción desarrollada 
por este autor se observan dos fundamentos muy importantes: en primer lugar, 
considera que el Concordato es un contrato al surgir los efectos vinculantes direc-
tamente del acuerdo de voluntades; por otro lado, le agrupa por su objeto (<<rela-
ción de Derecho público»), dentro de los contratos de Derecho público 122. 
contratos de Derecho público que se desarrollan dentro del ámbito administrativo -distinguién-
dolos de los que tienen como objeto relaciones internacionales o constitucionales-, algún autor 
alemán ha manifestado la conveniencia de sustituir en este ámbito la terminología «contrato de 
Derecho público» (offentlich-rechtliche Vertrag; empleada en la BVwVfG) por «contrato admi-
nistrativo» (verwaltungsrechtliche Vertrag) (BÜCHNER, V., Die Bestandskraft ... , cit., pp. 9 Y ss.; 
SClllMPF, C., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 26 Y ss., Y 44 Y ss.). Sin embargo, a nuestro 
parecer, la existencia en Derecho español de contratos entre la Administración y los ciudadanos 
que versan sobre bienes y servicios existentes en el mercado, mediante un intercambio de presta-
ciones y que, debido al orden jurisdiccional por el que son enjuiciados los problemas que respecto 
a ellos se plantean, son calificados de forma unánime como «contratos administrativos», reco-
mienda la utilización del término «contrato de Derecho público» para designar los negocios que 
nos ocupan, si acaso puntualizando que pertenecen a la sub categoría de aquéllos que tienen como 
objeto exclusivamente las relaciones jurídico-administrativas. 
121 MONEDERO GIL, J. l., Doctrina del contrato ... , cit., p. 70. En este mismo sentido, BoNK, 
H. J., en STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 1215, quien expresa las 
dificultades de construir una sistemática unitaria a todos los contratos públicos. 
En tomo a la posibilidad de formular una teoría general de todos los contratos llevados a cabo 
por la Administración y los particulares, véase MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S., «La institución 
contractual ... », cit., pp. 62 Y ss. Por otra parte, PAREJO ALFONSO, L., Objeto, ámbito de aplicación 
y principios generales de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas. Las rela-
ciones interadministrativas, en AA.vv., Comentarios a la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, Comunidad de Madrid, 
Consejería de Hacienda, Madrid, p. 28, destaca la separación normativa que se produce entre el 
contrato administrativo y el de Derecho público, al encontrarse la previsión de éste dentro de la 
LRJAP y PAC (art. 88), a pesar de la independencia de las normativas correspondientes a los 
actos administrativos unilaterales (LRJAP y PAC) Y de la contratación administrativa (Ley de 
Contratos del Estado). 
122 TEsORO, G., Principii ... , cit., p. 196. En el mismo sentido, BERLIRI, A., Il concordato fis-
cale ... , cit., pp. 5 Y ss., Y OBERMAYER, K, Kommentar zum ... , cit., p. 817. 
Con independencia de la polémica en tomo a la procedencia de construir una 
teoría general que englobe a todos los contratos de Derecho público, hay que 
destacar que la característica unitaria de todos ellos es su objeto: constituyen ins-
trumentos de gestión administrativa respecto a relaciones jurídico-públicas, de 
desarrollo de las potestades administrativas. 
En efecto, frente a los contratos administrativos y privados 123, cuya finalidad 
se dirige al intercambio de bienes y servicios entre la Hacienda Pública y los ciu-
dadanos, los contratos de Derecho público constituyen una técnica de adminis-
trar. En palabras de GARCÍA DE ENTERRÍA, mientras los dos primeros «suponen la 
utilización por parte de la Administración de instrumentos contractuales dentro 
del ámbito específico de las relaciones patrimoniales que son comunes a todos 
los sujetos de Derecho», «los conciertos no suponen ningún ejemplo de colabo-
ración patrimonial entre partes, ( ... ), sino, por el contrario un simple acuerdo 
sobre la medida de una obligación, o de una ventaja, típicas de una relación de 
sumisión jurídico-pública previamente establecida entre la Administración y la 
persona con quien ella conviene» 124. 
En concreto, por 10 que respecta a su diferenciación con los contratos admi-
nistrativos, mientras éstos constituyen una fórmula de colaboración de los par-
ticulares con las tareas propias de la Administración, en los contratos de Dere-
cho público --en palabras de S. MARTÍN-RETORTILLO 125_ «la posición del 
particular que interviene es del todo distinta: interviene de forma directa en 
las condiciones y formación del contrato que se concluye y se diría que w pa-
pel que el mismo juega no está reducido a la simple manifestación de una 
adhesión. Son voluntades -prosigue este autor- que se vinculan en su pureza, 
sin que la una absorba a la otra. Hay sí una diferente posición originaria de 
las partes; se diría que la Administración y el particular hablan, ambos libre-
mente, desde pedestales situados a distinta altura. Pero esta diferencia no trans-
ciende de ahí. Además esa situación desigual en la posición originaria, no im-
pide que la voluntad privada entre en la formación del acto contractual y se 
mantenga en el mismo con igual título y valor que la voluntad de la Administra-
ción». 
El fundamento de los contratos de Derecho público se centra en la mayor efi-
cacia que representa para la gestión pública si se desarrolla con la colaboración 
123 La primera diferencia que se observa entre los contratos administrativos y los de Derecho 
público consiste en la diversa intensidad con la que han sido tratadas. En efecto, mientras los pri-
meros han sido estudiados en profusión en aquellos países donde se conoce (Francia y España), 
los convenios de Derecho público han sufrido históricamente un menor desarrollo por la doctri-
na administrativista (DELGADO PIQUERAS, F., La terminación convencional del procedimiento 
administrativo, Aranzadi, Pamplona, 1995, p. 91). 
124 GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Curso ... , cit., T. 1, pp. 648 Y 649. En el mismo sentido, GARCÍA 
ORI'EGA, P., Manual de contratos del Estado, 3." ed., Espasa Calpe, Madrid, 1987, p. 245. 
125 MARríN-RETOImLLO BAQUER, S., «La institución contractual ... », cit., pp. 77 Y 78. 
de los particulares 126. Mediante su empleo la Hacienda Pública renuncia a llev~ 
a cabo sus potestades de imposición unilateral y, buscando una mayor eficacia 
administrativa, intenta alcanzar el interés público a través del establecimiento de 
una solución consensuada con el ciudadano; solución que, en el supuesto de que 
no pueda acordarse, será impuesta unilateralmente por aquélla haciendo uso de 
las potestades que para ello le haya otorgado la ley 127. 
Para comprender la conveniencia de la participación del ciudadano en el pro-
cedimiento tributario ha de partirse de que el Estado no puede realizar los obje-
tivos que la Constitución le ha encomendado y que le atribuyen el carácter de 
social mediante órdenes dirigidas a los particulares, sino que necesita del apoyo 
de éstos en el ejercicio de sus competencias para llevar a cabo su función de una 
forma eficaz. Es precisamente el tránsito de Estado liberal de Derecho a Estado 
social y democrático de Derecho 10 que provoca, como expone PAREJO ALFONSO 128, 
un abandono de la consideración del acto administrativo y, por 10 tanto, de la 
voluntad unilateral e imperativa de la Administración, como instrumento único 
de acción del ente público. Efectivamente, en el Estado social actual se produ-
cen una serie de circunstancias que propician la utilización de los contratos de 
Derecho público. Estas son, como enumera aquel autor, la asunción por el 
Estado de funciones garantizadoras del bienestar de los particulares; un desdi-
bujamiento de la contraposición entre interés público e intereses particulares; la 
crisis de la ley y la posibilidad de que el ciudadano se sitúe en una posición de 
igualdad o, cuando entran en juego los derechos fundamentales, incluso de 
superioridad frente a la Administración. 
No obstante, admitiendo la necesidad del empleo de los contratos de Derecho 
público como medio de gestión administrativa, es aconsejable advertir contra su 
empleo abusivo, como realiza PARADA V ÁZQUEZ 129, quizás de una forma extrema: 
«Parece como si la Administración se avergonzara de su condición de poder 
público y de la imposición unilateral de su voluntad sobre los particulares o sobre 
otras Administraciones inferiores y necesitara del consenso de unos y otras para 
126 GARCÍA DE ENfERRÍA, E., Y FERNÁNDEZ, T-R., Curso ... , cit., 1, p. 649. Fuera de España, 
SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 21. Por otra parte, FORS11IOFF, E., Tratado ... , 
cit., p. 378, destacó la irrelevancia de la condición de las partes, pudiendo existir contratos de 
Derecho público entre particulares. 
127 Recordemos en este punto las palabras de MARTíN-REroRTILLO BAQUER, S., «La institu-
ción contractual ... », cit., p. 78: «Constituyen relaciones entre la Administración pública y los par-
ticulares que se resuelven en una forma contractual, pero que si por determinadas circunstancias 
no llegan a concluirse, la Administración puede normalmente alcanzar ex lege los mismos efec-
tos de forma unilateral. Se diría que la Administración, antes de querer imponer, intenta gentil-
mente llegar a un posible acuerdo con el particular.» Del mismo modo, el par. 54 de la Ley ale-
mana de Procedimiento Administrativo (BVerwG) autoriza a la Administración a «en vez de dic-
tar un acto administrativo, concertar un convenio con aquella persona a la que de otro modo diri-
giría el acto administrativo». 
128 PAREJO ALFONSO, L., Crisis y renovación ... , cit., pp. 17 Y ss. 
129 PARADA V ÁZQUEZ, R., Derecho administrativo ... , cit., T. l., p. 269. 
cumplir incluso con sus funciones soberanas, produciéndose así una necesidad de 
compromiso que lleva a un uso generalizado e intensivo de la concertación». 
En conclusión, dentro del fenómeno de contractualización de la gestión 
administrativa se inserta la terminación convencional del procedimiento y, en 
consecuencia, los convenios tributarios dirigidos a la fijación de los componen-
tes fácticos y jurídicos de la relación jurídico-tributaria. 
Por otra parte, las relaciones contractuales entre la Hacienda Pública y el con-
tribuyente en orden a establecer los elementos inciertos de la obligación ~ri~uta­
ria se configuran como de subordinación 130, debido a la postura de supenondad 
que aquélla ostenta en el marco de sus relaciones con el ciudadano en materia tri-
butaria. Superioridad que se refleja en el poder de determinación de la deuda tri-
butaria con amplios márgenes de apreciación en múltiples supuestos, como por 
ejemplo, siempre que la base impo?ible del impuesto tome como referenci~ el 
valor de mercado 131. Frente a este tIpo de contratos, se definen los de coordma-
ción como aquéllos en los que las dos partes se encuentran en situación de igual-
dad, 10 que ocurre cuando se relacionan dos Administraciones 132. La diferen-
ciación entre ambos tipos de negocios jurídicos resulta de gran importancia, pues 
determina un diverso régimen de legitimidad según la clasificación en que se 
incluya al contrato, así como distintas consecuencias en relación a su ilicitud 133. 
Sin embargo, tal distinción no puede basarse en la relación de igualdad o 
desigualdad entre los contratantes, puesto que todo contrato se basa en una rela-
ción igualitaria, incluso cuando interviene la Hacienda Pública, como conse-
cuencia de su sujeción al ordenamiento jurídico 134. La única superioridad que 
ostenta la Administración deriva del papel que la ley le otorga de garante del 
interés común 135. Sobre este razonamiento han surgido posturas partidarias de 
desterrar el término «contrato de subordinación» 136. 
130 SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 22. Los contratos de subordinación 
entre la Administración y los particulares fueron aceptados en España por MARTÍN-REroRTILLO 
BAQUER, S., «La institución contractual ... », cit. 
13l RAMALLO MAsSANET, J., La eficacia ... , cit., pp. 221 Y ss. 
132 La propia Constitución española prevé la posibilidad de acuerdos entre las CC.AA 
(art.145.2). Entre las normas que regulan estos pactos cabe citar el arto 4.3 RGR: «La Agencia 
Estatal de la Administración Tributaria se encargará de la gestión recaudatoria de los recursos de 
derecho público de otras Administraciones públicas nacionales cuando dicha gestión se le enco-
miende por Ley o por convenio.» En el ámbito internacional, los convenios interadministrativos 
están contemplados, por ejemplo, en el Modelo de Convenio de la OCDE de 1977 para evitar la 
doble imposición (art. 26). 
133 OBERMAYER, K., «Der nichtige offentlich-rechtliche Vertrag nach paragraf 59 VwVfG», en 
Maunz, T., Verwaltung und Rechtsbindung (Festschrift zum hundertjiihrige Bestehen des 
Bayerischen Verwaltungsgerichtshofes), Richard Booberg Verlag, Munich, 1979, pp. 275 Y ss.; 
SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., pp. 200 Y ss. 
134 RODRÍGUEZ BEREUO, A., Introducción ... , cit., pp. 200 Y ss. Fuera de España, PüTTNER, G., 
«Wider den 6ffentlich-rechtlichen Vertrag zwischen Staat und Bürger», DVB~ 1982, pp. 124 Y ss. 
135 PAREJO ALFoNSO, L., Eficacia ... , cit., p. 212. 
136 PüTrNER, G., «Wider den offentlich-rechtlichen ... », cit., pp. 124 Y ss. 
En nuestra opinión, la terminología «contrato de coordinación-contrato de 
subordinación» puede mantenerse si se ubica su diversidad en un criterio no 
basado en una relación formal de igualdad o desigualdad de las partes, sino en 
la posibilidad de que la Administración (yen el supuesto de que el contrato de 
Derecho público se realice entre dos Administraciones, una de ellas) pueda ejer-
citar su potestad de forma unilateral o, por el contrario, necesite de la voluntad 
de la contraparte de manera imprescindible para regular la materia, no teniendo 
potestad para realizarlo ella sola 137. 
En concordancia con esta tesis, los contratos tributarios de fijación de la pre-
tensión tributaria que dan lugar a la fmalización convencional del procedimiento 
se califican como de subordinación, pues la Hacienda Pública puede ejercer 
su potestad unilateralmente a través del establecimiento de la cuestión incierta 
sin tener en cuenta la voluntad del obligado tributario 138, a pesar de 10 cual con-
sidera más conveniente resolver dicha cuestión con la participación del ciuda-
dano 139• 
137 MENÉNDEZ RExACH, A., Los convenios entre Comunidades Autónomas: Comentario al 
art 145.2 de la Constitución, Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1982, 
pp. 77 Y ss.; PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 176. En Alemania, SCHIMPF, c., Der verwal-
tungsrechtliche ... , cit., pp. 69 Y ss.; MAYER, E Y Kopp, E, Allgemeines Verwaltungsrecht, 
5. ª ed., Boorberg, Stuttgart, 1985, p. 262; BoNK, H. 1, Comentario al par. 54 VerwVerfG, en 
STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 1234. Esta postura se encuentra res-
paldada por el par. 54, segundo párrafo VerwVerfG: «La autoridad especialmente puede, en vez 
de dictar un acto administrativo, concertar un convenio de Derecho público con aquella persona 
a la que de otro modo dirigiría el acto administrativo.» 
138 La constatación de la posibilidad de que la Administración imponga su voluntad unilate-
ralmente, llevó a MORENO TORRES, 1 L., «Los convenios ... », cit., a rechazar la naturaleza con-
tractual de las evaluaciones globales. Frente a este argumento CORTES DOMÍNGUEZ, M., «Las esti-
maciones ... », cit., p. 455, mantuvo que ello constituye una característica de todo contrato de 
subordinación, como ya había defendido MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, S., «La institución ... », 
cit., pp. 59 Y ss., al afirmar que los contratos de Derecho público consisten en «una relación entre 
la Administración pública y un particular que se resuelve en una fórmula contractual-un acuer-
do de voluntades-, pero que si, por determinadas circunstancias, no llega a concluirse, la 
Administración puede normalmente alcanzar ex lege los mismos efectos de forma unilateral». 
139 CORDÓN EZOUERRO, T., «Los acuerdos previos sobre precios de transferencia (AP.A) (1)), 
Carta Tributaria. Monografías, n.2 249, 1996, p. 10. 
IV. lA CAUSA DE LOS CONTRATOS CONDUCENTES 
A lA TERMINACION TRANSACCIONAL DEL 
PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO: 
negocio jurídico de rljación transaccional 
A) NEGOCIO JURÍDICO DE FIJACIÓN 
El punto más problemático en relación al carácter contractual de los acuer:-
dos que provocan la terminación convencional del procedimiento tributario con-
siste en el enlace causal de las prestaciones 140, entendido como el propósito 
común de la Hacienda Pública y el particular de alcanzar un determinado resul-
tado mediante la realización del negocio jurídico 141. 
Como expone PAREJO ALFONSO 142, el concepto de causa del negocio jurídico 
ha de ser modulado cuando interviene la Administración, en el sentido de que 
«en la terminación convencional del procedimiento administrativo el propósito 
común perseguido por las partes no puede ser otro que el legalmente prefijado a 
la concreta actividad administrativa de que se trate (a través de la configuración 
de la potestad ejercitada) y, por tanto y en último término, el interés general». 
En concreto, la terminación convencional del procedimiento tributario puede 
realizarse mediante la celebración de distintos contratos de Derecho público que 
se distinguen entre ellos por su causa. Como principales tipos podemos enume-
rar: a) acuerdos de fijación; b) acuerdos de intercambio; c) acuerdos modales, 
que regulan la forma o modalidad de cumplir una obligación o ejercitar un dere-
cho; d) acuerdos «normativos», que serán integrados en el contenido de una 
norma jurídica; y e )acuerdos de composición de intereses entre una pluralidad 
de sujetos afectados por un procedimiento 143. 
140 En este sentido, GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Y FERNÁNDEZ, T.-R., Curso ... , cit., T. 1, p. 655. 
141 DiEz-PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., Y GULLóN BALLESTEROS, A, Sistema ... , cit., vol. 11, 
pp. 47 y 48. 
142 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 191. 
143 SÁNCHEZ MORÓN, M., «El régimen de los actos y los recursos en la Ley de régimen jurídico de 
las Administraciones públicas y del procedimiento administrativo común», Ciudadanos y reforma 
administrativa, Cátedra <<.Joaquín Ruiz-Giménez» de estudios sobre el Defensor del Pueblo, 
Universidad Carlos ID de Madrid, Getafe, 1994, pp. 26 Y 27. El único ordenamiento que realiza una 
diferenciación similar es el alemán, en los par. 54 y ss. BVerwVerfG, que contempla los 
Vergleichvertriige (transacciones) y los Austauschvertage (de intercambio). Si bien la Ley italiana de 
7 de agosto de 1990, de nuevas normas en materia de procedimiento administrativo y de derecho de 
acceso a los documentos administrativos, también contempla los contratos de Derecho público en su 
art. 11, se trata de una claúsula genérica de admisión que engloba a todos ellos. Junto a los contratos 
de fijación y de intercambio, la doctrina alemana afirma la existencia de contratos de Derecho públi-
co innominados, tales como contratos de servicios, de establecimiento de normas, de préstamo y decla-
raciones de voluntad unilaterales que requieren garantía jurídico-funcionarial (véase BACHOF, O., y 
otros, Verwaltungsrecht .. , cit, p. 348. BoNK, H. J., en STELKENs, P. ,y otros, Verwaltungsverfahrens-
gesetz. .. , cit, pp. 1253 Y 1254; SCHIMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 69 y ss.). 
Los más relevantes de los citados, a nuestros efectos, son los convenios de 
fijación y los de contraprestación. Los primeros se encuentran dirigidos a la fija-
ción de una relación jurídica controvertida 144. Por su parte, en los de contra-
prestación o intercambio la Administración y el ciudadano unen sus voluntades 
con otra finalidad: la de intercambio de prestaciones 145, como por ejemplo, las 
acciones concertadas 146 o la concesión por parte de un Ayuntamiento de una 
exención fiscal a las empresas que se asienten en su demarcación 147. También 
se ha regulado en la Ley de Presupuestos un supuesto de contrato de intercam-
bio; en concreto, el arto 16.4 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y de Orden Social, prevé una deducción en la cuota del 
Impuesto sobre Sociedades de las inversiones realizadas en bienes del activo 
material destinadas a la protección del medio ambiente y consistentes en insta-
laciones que eviten la contaminación atmosférica, etc, siempre que dichas inver-
siones estén incluidas en «programas, convenios o acuerdos con la 
Administración». Es decir, se le ofrece al sujeto pasivo como contraprestación 
144 MENÉNDEZ RExArn, A, en LEGUINA VILlA, J. Y SÁNOIEZ MORÓN, M. (directores), La 
nueva Ley de régimen jurídico de las Administraciones públicas y del procedimiento administra-
tivo común, Ed. Tecnos, Madrid, 1993, p. 265, los denomina «convenios de composición». 
145 En contra de este criterio de diferenciación se pronuncian ScmcK, W., Vergleiche und sons-
tige Vereinbarungen zwischen Staat und Bürger im Steuerrecht, C.H.Beck'sche Verlagsbuch-
handlung, Munich, 1967, p. 25, Y MOHR, H., «Austauschvertrage mit Steuerbehorden», NJW, 
1978, n.Q 16/17, pp. 790 Y ss., quienes mantienen que el criterio diferenciador entre los contratos 
transaccionales y los de intercambio reside en la relación de las contraprestaciones a que se com-
prometen las partes respecto a la relación impositiva en sí; de este modo, cuando la prestación es 
ajena a la imposición, constituirá un contrato de intercambio, mientras que si afecta directamen-
te a aquélla será una transacción. Sin embargo, en nuestra opinión, tal y como expone 
SON1HEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 35 Y p. 38, nota 73, la nota diferenciadora 
entre los contratos de fijación y los de contraprestación no reside en el grado de vinculación de 
las prestaciones al tributo, sino en que exista o no una divergencia entre las partes respecto a la 
cuestión jurídica o de hecho. 
146 Sobre las acciones concertadas, véase SAlAS HERNÁNDEZ, J., «El régimen de acción con-
certada», RAP, n.Q 56, 1968, pp. 435 Y ss. Sin embargo, GALLEGO ANABITARIE, A, La acción con-
certada ... , cit., pp. 191 Y ss., mantiene el carácter de resolución unilateral necesitada de colabo-
ración de las acciones concertadas. En efecto, la propia naturaleza contractual de las acciones 
concertadas y de los contratos-programa es discutido. Así, GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Y FERNÁN-
DEZ, T.-R., Curso ... , cit., T.I, p. 656, los califican como actos administrativos de sumisión, que 
suponen una creación unilateral de obligaciones por el súbdito realizadas ante la Administración: 
el motivo subjetivo de esa creación no llega a integrar en sentido técnico una verdadera causa 
contractual (Verwaltungsakten auf Unterwerfung). 
147 La jurisprudencia conoce de muchos supuestos de contratos de contraprestación, respecto 
de los que siempre ha proclamado su carácter vinculante para los intelVinientes. Así, la STSJ de 
Madrid de 7-5-1996 declara la necesidad de respetar un acuerdo firmado entre el Ayuntamiento 
de Madrid y una entidad privada por el que la empresa quedaba exenta de la Tasa por ocupación 
del subsuelo por la red de distribución a cambio de la prestación del selVicio de abastecimiento a 
través del aprovechamiento especial de las galerías de selVicios municipales y de la reversión de 
todas las instalaciones y tuberías al transcurso de noventa y nueve años o al tiempo de rescate. 
una deducción en su Impuesto sobre Sociedades si él, a su vez, realiza una acti-
vidad beneficiosa para el interés común. 
La contraposición dogmática que estamos realizando entre ambos contratos 
no debe llevarnos a pensar que son excluyentes entre sí; un contrato de fijación 
puede ser, al mismo tiempo, un convenio de contraprestación 148. 
Nuestro estudio se limita a los supuestos en que la terminación convencional 
del procedimiento se alcanza mediante un negocio jurídico de fijación, esto es, 
cuando la Hacienda Pública soluciona de forma definitiva una incertidumbre a 
través de la participación del particular en el procedimiento. No consideramos 
conveniente llevar a cabo un análisis que comprenda también a los contratos de 
intercambio por la diferencia que presentan ambos tipos de terminación con-
vencional, sobre todo por lo que respecta a su licitud. Desde este último punto 
de vista, los convenios de intercambio presenta menos problemas, pues se rigen 
estrictamente por el principio de legalidad, de modo que la Hacienda Pública 
sólo puede pactar el otorgamiento de una concesión cuando así esté previsto en 
el ordenamiento jurídico. Frente a ello, si esa misma concesión se acuerda en el 
seno de una transacción su otorgamiento no está contemplado en las normas; es 
más, dicha previsión por parte del ordenamiento jurídico sería imposible, como 
consecuencia de la causa de estos negocios jurídicos de fijación, dirigida a la 
resolución de una incertidumbre que mediante la aplicación del Derecho no se 
puede aclarar. Sobre la incidencia del principio de legalidad en las transacciones 
volveremos detalladamente en el capítulo segundo. Por el momento sólo nos 
interesa retener que la diferenciación entre ambas clases de contratos de Derecho 
público proviene de su causa. 
En definitiva, debido a su causa, las actuaciones que agrupamos en este tra-
bajo se insertan dentro de los llamados contratos declarativos o de fijación 149, 
cuya finalidad genérica se centra en la búsqueda de una solución a la controver-
sia existente entre las partes, que evite o ponga término a la inseguridad, median-
te la fijación de la relación jurídica 150. En palabras de GARCÍA DE ENTERRÍA 151, 
el negocio jurídico de fijación concreta «el alcance de obligaciones que proce-
den de otra fuente, pero que no las crean, que eliminan la incertidumbre sobre su 
extensión y régimen». 
148 ULE, C. H., Y LAUBlNGER, H.-W., Verwaltungsverfahrensrecht .. , cit., p. 280. 
149 CARNELUITI, E, Instituciones del proceso civi~ vol. 1, Sentís Melendo, S., tr., Ed. jurídicas 
Europa-América, Buenos Aires! p. 112. En nuestro país, PAlAO TABOADA, c., «El nuevo proce-
dimiento ... », cit., pp. 13 y ss.; NÚÑEz PÉREZ, G. G., «La actividad administrativa de comproba-
ción tributaOa», REDF, n.Q 53, 1987, pp. 52 Y ss.; MANTERO SAENZ, A, Inspección. Documenta-
ción, en AA.vv, Comentarios a la Ley General Tributaria ... , cit., p. 1713. En la doctrina admi-
nistrativa, GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Y FERNÁNDEZ, T.-R., Curso ... , cit., T. 1, p. 655. 
150 En este sentido, el TS señaló, en su Sentencia de 16-6-1962, la configuración de la tran-
sacción como un contrato liquidatorio. Por su parte, la contestación vinculante a la consulta ha 
sido también calificada como un negocio de fijación por MANTERO SAENZ, A, «La consulta vin-
culante», REDFyHP, n.Q 122, 1976, p. 349. 
151 GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Y FERNÁNDEz, T.-R., Curso ... , cit., T. 1, p. 655. 
En concreto, la causa del contrato de fijación que da lugar a la terminación 
del procedimiento es la autocomposición 152 de un conflicto derivado de la incer-
tidumbre existente en relación a un elemento de la obligación tributaria 153. 
Efectivamente, las partes buscan, mediante la realización de aquel acuerdo, la 
eliminación por ellas mismas de una situación fáctica o jurídica de controversia 
relativa a la fijación del supuesto de hecho o de cuestiones jurídicas referentes a 
la obligación tributaria. La mayoría de ejemplos a este respecto se encuentran en 
los problemas de calificación de los hechos en orden a su inserción en el presu-
puesto de hecho del tributo 154 y en las valoraciones de los bienes objeto de la 
obligación fiscal. Desde el primer punto de vista, la elaboración legislativa del 
hecho imponible manifiesta en muchas ocasiones una gran vaguedad en los tér-
minos, que requiere un proceso de calificación de los concretos hechos. Muestra 
paradigmática de este fenómeno es el Impuesto de Actividades Económicas, en 
relación al cual puede citarse, entre otras, la STSJ de la Rioja de 7-2-1995 que, 
en contra del criterio de la Administración (reflejado en la Contestación de la 
DGT de 7-4-1995 -Gaceta fiscal n.º 141,1996, p. 88-), determina que la acti-
vidad de los subagentes de seguros se encuentra sujeta al impuesto al asumir 
éstos la obligación de responder del buen fin de determinadas operaciones, por lo 
que realizan el hecho imponible del IAE descrito en el arto 79 y completa~o en 
el arto 80 LRHL. Asimismo, también es objeto de frecuente controverSia la mser-
ción de una actividad en el hecho imponible del IVA, la inserción de la actividad 
en cuestión en un determinado régimen del IVA 155 o en los epígrafes del IAE 156 
152 Fue CARNELUTI1, F., Sistema de Derecho procesal civi~ 1, N. Alcalá-Zamora y S. Sentís Me-
lendo, tr., Uteha Argentina, Buenos Aires, 1944, pp. 197 Y SS., n.Q 55, el autor que empleó por primera 
vez el ténnino «autocomposición» en el sentido que DOS interesa. Sobre esta figura, véase también,Al..cArÁ-
ZAMORA y CASTllLO, N., Proceso, autocomposición y autodefensa, Imprenta Universitaria, Méjico, 1947. 
153 COQVERA, B., 11 Concordato ... , cit.; BERLIRI, A., Principios ... , cit., vol.lII, p. 207, que atri-
buyen al concordato la función de eliminar la incertidumbre resultante de la liquidación. En 
Alemania, BliND, J., Die Voraussetzungen für den Abschluss Verwaltungerichtlicher Vergleiche, 
Tesis doctoral, Stuttgart, 1970, pp. 158 Y ss., Y SCHIMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., 
p. 85. Así se ha reconocido, en España, en relación a los convenios expropiatorios; en este senti-
do, las Sentencias 2-1-1980 y 10-7-1981, se expresan de la siguiente manera: «Aunque la potes-
tad expropiatoria tiene su fundamento en la ley y no en el convenio, éste se dirige a precisar el 
alcance de una obligación previamente constituida, que resulta de la existencia de una relación 
especial de sujeción». Posteriormente analizaremos el sentido que ha de atribuirse a la incerti-
dumbre, presupuesto de los negocios jurídicos de fijación (capítulo segundo, U.C.l). 
154 Respecto a la calificación de los hechos imponibles, PAlAO TABOADA, c., «Notas a la Ley 
25/1995, de 20 de julio, de modificación parcial de la Ley General Tributaria», Estudios Finan-
cieros, n.Q 155, 6/1996, pp. 17 Y ss. 
155 Como puede apreciarse en las contestaciones a consultas de 20-11-1994, 7-9-1994, 2-2-
1995 -er, n.Q 76, 1995, pp. 163 Y ss. 
156 STSJ de Catalufta de 7-12-1995, Gaceta fiscal, n.Q 141, 1996, pp. 117 Y ss. Contestaciones 
a consultas de 30-6-1995 y 20-7-1995, er, n.Q 76,1995, pp. 163 Y 165. En relación a las incerti-
dumbres jurídicas que se plantean en el IAE y su posible resolución convencional, RODRÍGUEZ-
BEREUO LEóN, M., La configuración jurídica del Impuesto sobre actividades económicas, trabajo 
inédito, Area de Derecho Financiero y Tributario, Universidad Autónoma de Madrid, 1996. 
y la concesión de una exención del IAE 157. Por. último, citaremos, sin á~imo de 
exaustividad, la inseguridad que plantean térmmos como «gasto dedUCIble» 158, 
«bienes afectos» 159 o «coste real» 160. 
Por lo que se refiere a la valoración de los elementos configuradores de la 
base imponible, es, sin duda, el ámbito donde se plantean más incertidumbres, 
como consecuencia del grado de indeterminación con que son definidas y de la 
falta de una coherencia entre las diferentes valoraciones existentes en Derecho 
español en relación a un mismo bien o derecho 161. De entre todos los criterios de 
valoración se significan, por la inseguridad que encierran, el valor de mercado 
(art. 18 LISD; arto 98 RISD; arto 47 TRITPAJD; arts. 91 y 120 ss. RITPAJD; 
arts.18, 19 y 24 LIP; arts. 27. Uno.f y 46.Tres LIRPF; arto 79. Uno LIVA); el 
coste real (art. 103 LRHL); en relación al valor en aduanas, el valor de tran~ac­
ción de mercancías idénticas (art. 41a del Reglamento CEE 1244/80), el meto-
do denominado del «último recurso» (art. 2.3 del Reglamento CEE 1224/80) que 
consiste en la utilización de criterios razonables cuando el valor de aduana no 
pueda fijarse por ninguno de los métodos establecidos al efecto. ~e entre to~~s 
estos criterios destaca el valor de mercado por la mayor frecuencIa que es utili-
zado por el ordenamiento jurídico; así, por ejemplo, en el cálculo de la base 
imponible del ISD (art. 9 LISD), para la determinación del valor de determina-
157 Véase, en este sentido, STSJ de Castilla-La Mancha de 27-9-1996, que interpreta los suje-
tos beneficiarios de una exención mencionados en el arto 83.l.d LRHL de tal manera que exclu-
ye los centros educativos no oficiales. 
158 En este sentido, la SAN de 23-7-1996 considera gasto deducible en el Impuesto sobre 
Sociedades aquél que, a pesar de tener un «animus donandi», se realiza con una intencionalidad 
que no es la propia de la donación, como es la obtención de un beneficio futuro. 
159 Así, la STSJ de Castilla-La Mancha de 12-6-1996 interpreta la exención del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles concedida a los bienes propiedad del Estado afectos a los servicios peni-
tenciarios (art. 64.a LHL) de tal forma que alcanza sólo a los bienes en que se desarrollan efecti-
vamente las actividades propias del servicio penitenciario, pero no a aquellos otros bienes en que se 
realicen actividades que, aun siendo necesarias para el servicio de aquéllas, no están directamente 
relacionadas con las mismas, como centros directivos y viviendas de los funcionarios de prisio-
nes. A una conclusión contraria llega la STSJ de Madrid de 17-5-1996 en relación a un edificio 
de viviendas situado en un Cuartel de la Guardia Civil, respecto del que sí concede la exención del 
arto 64.a LRHL por considerarlo afecto a la seguridad ciudadana, al construir toda la finca una 
unidad inescindible que comprende todos los edificios incluidos en el recinto amurallado del cuartel. 
160 En relación al «coste real y efectivo de la construcción, instalación u obra», que constitu-
ye la base imponible del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras (art. 103 LHL) ha 
establecido la STSJ de Extremadura de 14-6-1996, entre otras, que no incluye el importe de los 
honorarios del arquitecto y del aparejador, así como las partidas correspondientes a gastos gene-
rales, beneficio industrial, IVA y el importe al que pudiera ascender el estudio sobre seguridad e 
higiene. 
161 RAMAILo MAsSANET, J., Y PEÑUELAS REIXACH, U., Ponencia General. La determinación de 
la base imponible en la propiedad inmueble, XLV Congreso Internacional de Derecho Financiero 
y Tnbutario, Cahiers de droit fiscal international, vol. LXXVI a, Barcelona, 1991, pp. 19 Y ss.; 
CARROBE GENE, M., Introducción, en AA.VV., Valoración en Derecho tributario, IEF, Madrid, 
1991, pp. 12 Y 13. 
dos bienes en el IP (arts. 18, 19 Y 24 LIP) o en la fijación de la base imponible 
del ITP (art. 10 TRITPAJD). 
Por ello, el ámbito de la valoración es el más propicio para llevar a cabo 
actuaciones convencionales, que se celebran con la finalidad de fijar un valor 
incontrovertido y seguro para las partes. No existe un valor unívoco para cada 
bien. Como explica SEER 162, «a cada valoración sirve de base una transacción, 
de manera que aquélla depende de las posibilidades de transigir que sean acce-
sibles a la persona que realiza la valoración. Esta se moverá dentro del marco de 
este ámbito de decisión cuando desee encontrar el valor correcto subjetivo. Hace 
ya un siglo que el experto en balances Hermano VEIT SIMÓN reconoció que el 
valor de una cosa "no es ni una característica de la misma, ni mucho menos un 
hecho, sino una cuestión de opinión". Sin embargo, no todo juicio expresado 
sobre el valor es defendible teniendo en cuenta las condiciones legales exis-
tentes. A pesar de ello, hay normalmente un amplio margen de valores defendi-
bles en la determinación del valor, con independencia de los términos de la 
norma, dentro del cual la Administración y el obligado tributario pueden llevar 
a cabo acuerdos». 
Teniendo esto en cuenta, lógicamente la mayoría de las manifestaciones de 
terminación convencional del procedimiento español van referidas al estableci-
miento de valores inciertos. Este es el caso, como analizaremos en el capítulo 
cuarto, de los acuerdos previos sobre precios de transferencia (art. 16.6 LIS), los 
acuerdos previos sobre los gastos en concepto de retribuciones a actividades de 
investigación y desarrollo y en concepto de apoyo a la gestión (art. 16.4 Y 16.5 
LIS) prestados entre empresas vinculadas, los acuerdos previos sobre el coefi-
ciente de subcapitalización (art. 20 LIS), los planes de amortización (art. l1.1.d 
LIS) Y la tasación pericial contradictoria (arts. 52 LGT Y 139.3 RGR). Por el 
contrario, destacan por tener un objeto distinto a la valoración los planes espe-
ciales de reinversión (art. 21.1 LIS), que versan sobre los plazos de la reinver-
sión, y los planes sobre la imputación temporal (art 19.2 LIS), cuyo objeto es la 
fijación de un criterio distinto al devengo para imputarse los gastos e ingresos. 
Una vez constatada la existencia de múltiples incertidumbre en el Derecho 
Tributario español, es necesario retomar el hilo de nuestra argumentación en 
relación a la finalidad de la terminación convencional del procedimiento 
mediante la celebración de un contrato que elimine esas inseguridades. 
Parte de la doctrina ha negado carácter contractual a las actuaciones con-
tractuales que estudiamos bajo el argumento de la ausencia de un nexo causal 
entre las voluntades de las partes pues, bajo su punto de vista, la obligación tri-
butaria nace de la norma y no de la intención de los contrayentes, que no pue-
den producir ninguna incidencia sobre aquel origen. Así, algunos autores 163 
manifiestan la diferente naturaleza jurídica del contrato de Derecho público fren-
162 SEER, R., Contratos, transacciones ... cit., pp. 143 Y 144. 
163 MONEDERO, 1.1., Doctrina del contrato ... cit., pp. 254 Y ss. 
te al civil, debido a que el origen de la obligación administrativa (en nuestro 
caso, tributaria) se encuentra en el ordenamiento jurídico y no en el mutuo con-
senso entre las partes. En este sentido, se llega a afmnar que el contrato de 
Derecho público es una modulación del acto administrativo. El argumento ma-
nejado reside en que «la fuerza vinculante no surge del concurso de voluntades, 
como en el Derecho civil, sino de la potencialidad jurídica que emana del acto 
administrativo»; «la voluntad del particular es un requisito pero no la causa del 
vínculo contractual» 164. 
El error de esta doctrina consiste, precisamente, en hacer residir la causa del 
contrato en el nacimiento de la obligación tributaria. La conjunción de volunta-
des de la Hacienda Pública y el particular no persigue la creación de la obliga-
ción tributaria, pues ésta, efectivamente, surge directamente de la ley. El contra-
to declarativo no busca, a diferencia de otros negocios jurídicos, una modifica-
ción de la relación jurídica existente entre las partes, sino la fijación de una rela-
ción que ha llegado a ser incierta 165. 
La declaración contenida en tales contratos puede bifurcarse o bien en una 
declaración de ciencia mediante la cual el sujeto manifiesta su convencimiento 
sobre la existencia de un hecho o de un derecho (por ejemplo, la confesión), o 
bien en una declaración de voluntad que fija los elementos inciertos de una rela-
ción jurídica y persigue la evitación de un pleito 166. Este último es el supuesto 
de la terminación transaccional del procedimiento tributario. 
En efecto, el presupuesto de las negociaciones entre la Hacienda Pública y el 
particular consiste en la divergencia sobre una cuestión de hecho o la interpreta-
ción de una cuestión jurídica; y su fmalidad, la aclaración de dicha controversia. 
Por otra parte, la calificación del convenio fiscal como un negocio declarati-
vo no es mantenida por la totalidad de la doctrina. El argumento más importan-
te que se esgrime en contra de ella reside en la negación de la existencia de los 
propios negocios de fijación que, al perseguir la mera fijación de una situación 
anterior, no ostentarían las notas esenciales de cualquier negocio jurídico, es 
decir, la modificación, nacimiento o extinción de una relación jurídica 167. 
A nuestro parecer, el negocio declarativo sí reúne las características esencia-
les de los negocios jurídicos, tal y como defiende GULLóN BALLESTEROS. En 
164 MONEDERO,1. l., Doctrina del contrato ... , cit., pp. 256 Y 257. 
165 GULLóN BALLESTEROS, A., La transacción, en Tratado práctico y crítico de Derecho civil, 
T. XLIII, vol. 2.º, Instituto Nacional de Estudios Jurídicos, Madrid, 1964, p. 61. Fuera 
de España, VON TuHR, A., Derecho civil. Teoría general del Derecho civil alemán, vol. 111, 
Ed. Depalma, Buenos Aires, 1947, p. 280. 
166 VON TIruR., A., Derecho civil ... , cit., pp. 279 Y 280. 
167 En esta línea, FURNO (citado por Gullón Ballesteros, A., La transacción, en Tratado prác-
tico ... , cit., p. 64), se expresa en los siguientes términos: «No se puede conciliar la idea de fija-
ción que se liga natural y obviamente a la idea de una cosa que existe, y que no debe con esto no 
modificarse ni cesar de existir, con la idea de negocio, ligada al concepto de autonomía privada, 
de la eficacia innovativa, de la novedad jurídica». 
efecto, aquél «produce unos efectos jurídicos evidentes en cuanto muda la situa-
ción precedente, en cuanto dota de unos efectos y le restituye una eficacia que 
antes no tenía como consecuencia de la incertidumbre» 168. Según este autor, el 
problema reside en que el negocio de fijación no es más que una construcción 
dogmática, llevada a cabo para englobar bajo un mismo término diversas figu-
ras cuya causa común reside en la aclaración de relaciones jurídicas inseguras 169. 
A pesar de esta posible artificiosidad, creemos conveniente utilizar el térmi-
no «negocio declarativo» o «negocio de fijación» para hacer referencia a todas 
aquellas figuras que comparten la misma causa: la autocomposición mediante la 
eliminación de una situación litigiosa fijando los hechos o la regulación jurídica 
controvertidas de una manera clara e indiscutible entre las partes. Estos negocios 
son el allanamiento y la renuncia (unilaterales) y la mediación, la conciliación y 
la transacción (bilaterales) 170. Y de entre todos ello, nosotros nos centramos en 
las instituciones jurídicas que tienen naturaleza transaccional. 
B) NEGOCIO JURÍDICO TRANSACCIONAL 
La resolución de los conflictos entre las partes (en 10 que a nosotros nos inte-
resa, la fijación de los elementos inciertos de hecho o de derecho, cuya toma en 
consideración dará lugar al establecimiento de la obligación tributaria con una 
determinada configuración) puede realizarse, como acabamos de exponer, 
mediante diversos negocios jurídicos. Sin embargo, nuestro estudio dejará al 
margen todos aquéllos que, si bien provocan la fijación de la obligación imposi-
tiva, no contienen la nota contractual o son participados por un tercero. 
Así, nos centraremos en aquellas figuras negociales que constituyen un con-
trato, pues en ellas la obligación tributaria se fija de común acuerdo entre el obli-
gado tributario y la Hacienda Pública a través de un mutuo sacrificio. A estos 
negocios jurídicos se les denomina transacciones 171 y son defmidos por el 
168 GULLóN BALLESTEROS, A., La transacción, en Tratado práctico ... , cit., pp. 64 Y ss. 
169 En el mismo sentido, PELAEZ, F. J., La transacción. Su eficacia procesal, Bosch, Casa 
Editorial, Barcelona, 1987, p. 23. 
170 GIMENO SENDRA, V., en MORENO CATENA, V., y otros, Introducción al Derecho procesal, 
Colex, Madrid, 1996, p. 25. 
171 Reconocen la calificación de transacción a las diversas figuras jurídicas que en cada orde-
namiento jurídico y en cada momento han establecido una fijación consensuada de los elementos 
de la obligación tributaria, ALBIÑANA GARCíA-QUlNTANA, C., «La llamada acta de invitación», La 
acción administrativa y fiscal, n.º 381, 1948, pp. 4 Y ss.; MENÉNDEZ REXACH, A., en LEGUlNA 
VILLA, J., Y SÁNCHEZ MORÓN, M., dir, La nueva Ley ... , cit., p. 266; véase, Dictamen del Consejo 
de Estado 24-5-1978. Fuera de España, MIELE, G., Le manifestazioni ... , cit., p. 45; D' ALFONSO, 
E., «11 concordato ... », cit., pp. 456 Y ss; CARNELUTII, F., Instituciones ... , cit., vol. 1, p. 112; 
GARGIULO, U., Il concordato ... , cit., pp. 166 Y ss.; BERLIRI, A., Principios ... , cit., T. I1I, pp. 22Q Y 
221; QUARTA, Commento alta lege sulla ricchezza mobile, vol. n, p. 489 (citado por BERLIRI, A., 
Principios ... , cit., T. I1I, p. 221); EsSER/WEYERS, Schuldrecht, T. n, Parte especial, 7.ªed., C. F. Müller 
JuristischerVerlag, Heidelberg, 1991, p. 365. 
Código civil español (art. 1809) como «un contrato por el cual las partes, dando, 
prometiendo o reteniendo cada una alguna cosa, evitan la provocación de un 
pleito o ponen término al que había comenzado». CASTÁN ha criticado a este pre-
cepto su falta de claridad respecto a la recíp~oca concesión de derechos existen-
te en la transacción, que constituye la esencia de este negocio jurídico y 10 dife-
rencia de otros afmes 172. 
En efecto, en la transacción la causa no es la mera voluntad de las partes de 
poner fin a la controversia en tomo a una situación fáctica o jurídica insegura 
que dará lugar al establecimiento de la deuda tributaria en una determinada cuan-
tía, sino que se integra, asimismo, por la realización de dicha autocomposición 
mediante las recíprocas concesiones entre las partes 173, a diferencia del resto de 
negocios de fijación. Es la exigencia de las contraprestaciones mutuas 10 que 
determina el carácter contractual de la transacción 174 y 10 integra dentro de los 
contratos bilaterales 175. 
Sin embargo, la cesión de las respectivas pretensiones no es requisito sufi-
ciente de las transacciones, sino que ha de concurrir, igualmente, la voluntad de 
172 CASTÁN TOBEÑAS, l, Derecho civil español, común y foral, 9.ª ed., T. 1, vol. 1, Instituto 
Editorial Reus, Madrid, 1955, p. 773. 
173 En este sentido, destacan GARGIULO, U., Il concordato ... , cit., p. 156; D' ALFONSO, E., «11 
concordato ... », cit., p. 459. En España, GULLóN BALLESTEROS, A., La Transacción, en Tratado 
práctico ... , cit., p. 35; LUNA SERRANO, A., La ineficacia de la transacción, en Anales de la Aca-
demia Matritense y del Notariado, T. XXIII, Madrid, 1980, pp. 107 Y ss., que ha desarrollado la 
concepción de la causa de estos autores con la siguiente definición: «La causa del contrato de 
transacción es la composición de un conflicto de intereses en razón de una controversia existen, 
te entre las partes, cuya solución o liquidación asumen los mismos interesados evitando provocar 
un pleito o acabando, mediante su acuerdo, el que ya habían comenzado y realizan mediante recí-
procas concesiones, dando, prometiendo o reteniendo cada uno de ellos alguna cosa». En contra 
de la exaltación de la contraprestación como esencia de la transacción se ha manifestado VON 
1'HuR, A., Derecho civil ... , cit., p. 228, en opinión del cual el elemento central de este contrato 
coincide con el del resto de negocios declarativos: la búsqueda de la eliminación de una situación 
incierta. La existencia de contraprestaciones tiene, según este autor, una relevancia secundaria, 
pues «también quien efectúa el reconocimiento espera que la situación jurídica segura que pro-
duce le traerá ciertos beneficios, que con frecuencia sólo difícilmente pueden distinguirse de la 
contraprestación característica de la transacción. La contraprestación que en la transacción condi-
ciona el reconocimiento del derecho litigioso, sólo es un indicio muy evidente del verdadero pro-
pósito declaratorio (creación de un estado jurídicamente seguro) de las partes» (p. 298, nota 103). 
174 CARNELUTTI, F., «La transazione e un contratto?», Rivista di dir. proc., 1953,1, p. 185, negó 
el carácter contractual de la transacción, alegando que estaba formado por dos negocios hetero-
géneos: una renuncia y un reconocimiento, que no se fundían entre sí. En contra, GULLóN 
BALLEsTEROS, A., La transacción, en Tratado ... , cit., pp. 45 Y ss., objeta el carácter contractual de 
la transacción derivado del [m común que las partes persiguen, de su causa: la eliminación del 
litigio a través de concesiones; y que da una unidad a ambos negocios que, efectivamente, se pro-
ducen en el seno de esta figura jurídica. 
175 PELAEZ, F. J., La transacción ... , cit., p. 52; GULLóN BALLESTEROS, A., La transacción, en 
Tratado práctico ... , cit., p. 47. 
las partes de eliminar una situación de litigio mediante dichas prestaciones. Así 
ha manifestado el Consejo de Estado, en su Dictamen 24-5-1978, que «no hay 
intercambio para que no exista litigio, antes bien! como éste ~xiste? presen~e o 
latente se conviene el intercambio». Como postenormente sera analIZado, dIcha 
situaci6n de controversia presente o latente se refleja en la incertidumbre res-
pecto a un elemento de la obligación tributaria. que no. pu:de ~er aclara~o 
mediante los medios normales de forma proporcIonal. SI eXISte mtercamblO, 
pero no litigio, el contrato será de contraprestación. 
La transacción constituye un negocio jurídico bilateral debido a la concu-
rrencia de contraprestaciones, lo que la diferencia de otros negocios jurí~icos de 
fijación, como la renuncia o el allanamiento 176. Un supuesto de allanamIento en 
Derecho Tributario español es la conformidad del obligado tributario a la pro-
puesta de liquidación, ya que, como ampliaremos en el capí~o cuarto, se trata 
de una declaración unilateral del particular en orden a adhenrse a la propuesta 
del inspector actuario, la cual, en consecuencia, provoca efectos vinculantes 
exclusivamente respecto al primero. 
Por otra parte, su delimitación respecto del arbitraje tambi~? resulta ~uy 
sencilla, pues mientras la transacción es un contrato autocomposItIvo, el arbItra-
je es una método de heterocomposición. Más difíc~ res~lta la distinción con ~a 
mediación y la conciliación, que también son negOCIOS bilaterales autocomposI-
176 La determinación de frente a qué tipo de negocio autocompositivo nos encontremos ha de 
resolverse en el caso concreto teniendo en cuenta las diversas notas que caracterizan a cada uno. 
La renuncia y el desistimiento se encuentran recogidas en el ámbito jurídico administrativo en la 
LRJAPyPAC (arts. 87 Y 91). Véase, sobre ellos, MENÉNDEZ RExACH, A., en LEGUINA VILlA, J., Y 
SÁNCHEZ MORÓN, M., dir, La nueva Ley ... , cit., pp. 255 Y ss.; TABOAS BENTANACHS, M., 
Finalización del procedimiento y ejecución forzosa de los actos administrativos, en AA.vv, 
Administraciones Públicas y Ciudadanos (Estudio sistemático de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, deRlAPyPAC), Ed. Praxis, Barcelona, 1993, pp. 589 Y ss. En el Derecho civil, ~­
ZAMORA y CASTILLO, N., Proceso ... , cit., pp. 72, 75 Y ss.; ENNECCERUS, L., Derecho de obhga~ 
ciones, vol. n, 2.1 parte, Ed. Bosch, Barcelona, 1966, p. 851; EspÍN, D., Manual de Derecho civil 
españo~ vol. I1I, Ed. Revista de Derecho Privado, Madrid, 1983; PELAEZ, E J., La transacción. .. , 
cit., p. 53. CARNELLUTTI, F., Sistema. .. , cit., 1, p. 198, define la renuncia y el desistimiento como 
especies de autocomposición unilateral llevadas a cabo por el ciudadano; mientras la primera ~~ 
siste en «el abandono de la pretensión», de forma que el particular hace dejación de la pOSIbili-
dad de obtener el derecho, es decir, abandona el derecho material que constituye el fundamen~ 
de la pretensión; el reconocimiento es «el abandono de la discusión», quedando a salvo la poSl-
bilidad de plantear la cuestión en un nuevo procedimiento. . ' ' 
Como resalta GuASP, J., Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, Ed. Aguilar, Madrid, 
1943, p. 163, el hecho de que la renuncia o el desistimiento del particular no ponga fin al proce-
dimiento sino que se requiera un acto de la Administración aceptándolos no altera su naturaleza 
unilateral, pues dicha aceptación es una condición de eficacia, pero no de existencia de estas figu-
ras. Esta afirmación será retomada en el capítulo cuarto al analizar la conformidad, como argu-. 
mento favorable a la consideración de esta figura jurídica como un acto unilateral del obligado 
tributario que en ningún caso da lugar a una actuación bilateral. 
tivos. La nota diferenciadora se desprende de que en ellos, aunque no de una 
manera vinculante, participa un tercero 177. 
Resumiendo, el presente trabajo se reduce al análisis de los negocios jurídicos 
de fijación que dan lugar a la terminación convencional del procedimiento tribu-
tario y que comparten la misma causa: la eliminación de la controversia respecto 
a la fijación de la relación jurídico-material tributaria mediante contraprestacio-
nes que hacen posible determinar en último término mediante una actividad con-
sensuada la cuantía de la deuda tributaria ya nacida. Es claro que, a pesar del rece-
lo de la doctrina y la jurisprudencia en utilizar esta terminología, su naturaleza 
jurídica es transaccional 178. Cabe citar como ejemplo de transacción que se cele-
bran entre la Hacienda Pública y el obligado tributario, los acuerdos previos sobre 
precios de transferencia (art. 16.6 LIS), en los cuales ambas partes ceden en sus 
posiciones iniciales para llegar a un valor de mercado incontrovertido. 
El reconocimiento de naturaleza transaccional a los convenios fiscales que 
estudiamos resulta de gran importancia pues esta constatación provoca, como 
hemos señalado anteriormente, que se encuentren sujetos a condiciones o presu-
puestos diferentes del resto de contratos públicos. Así, la incertidumbre que jus-
tifica la celebración de la transacción tributaria origina la ausencia de incidencia 
del principio de legalidad en cuanto al contenido permitido de dichos convenios. 
In GlMENO SENDRA, v., en CoRTÉS DoMÍNGUEZ, v., Y otros, Procesos civiles especiales, Colex, 
Madrid, 1996, p. 454; TORNOS MAS, J., «Medios complementarios ... », cit., pp. 169 Y ss. Sobre la 
conveniencia del mecanismo de la mediación para resolver las diferencias entre la Administración 
y el contribuyente véase, en la doctrina francesa, ROCA, E DE, Y ROUGIE, J.-M., Précontentieux 
fiscal, Eyrolles, París, 1992. 
178 Ejemplo de este recelo es la Sentencia del BFH 11-12-1984, que tras haber aceptado la 
naturaleza contractual de los convenios tributarios, así como su licitud y efectos vinculantes cuan-
do recaigan sobre cuestiones de hecho, utiliza el término «tatsachliche Verstandigung», a pesar 
de que late en toda la sentencia el reconocimiento de su naturaleza transaccional. En este senti-
do, EICH, A., Die tatsiichliche ... , cit., p. 20. En nuestro país, MORENO TORRES, J. L., «Los conve-
nios ... », cit., negó carácter transaccional a las evaluaciones globales existentes en aquel momento 
con el argumento de la ausencia de la nota de las contraprestaciones. Si bien este autor reconoce 
que en la realidad se produce una cesión por la Administración y por el contribuyente (las tran-
sacciones, en palabras de Moreno Torres, «sancionan de hecho, además, una recíproca concesión 
de las partes que intervienen en aquéllas. La Hacienda renuncia a una porción del crédito que la 
ley reconoce a su favor, en atención a una serie de ventajas -simplificación del procedimiento 
liquidatorio, seguridad anticipada en el cobro de sus derechos, etc.-, mientras que el contribu-
yente que renuncia al derecho a recurrir la cifra que se le asigne puede también ofrecer a la 
Hacienda condiciones de pago que supongan a ésta una ventaja, etc»), aduce que «la circunstan-
cia de que una institución puede desvirtuarse de hecho no autoriza a atribuir a la estructura con-
cebida por la ley la naturaleza viciosa que, en un caso concreto, haya podido asumir» (pp. 20 Y 21). 
En contra de la postura de este autor español, cabe alegar, como ha hecho SAINZ DE BUJANDA, E, 
Hacienda. .. , cit., p. 238, que las contraprestaciones que se producen en el desarrollo de las nego-
ciaciones no son producto de una desvirtuación de la figura jurídica concebida por la ley, sino su 
propia esencia, pues mediante la transacción no se persigue la verdad material, ya que ésta se des-
conoce y nunca puede llegar a alcanzarse, sino el establecimiento de una verdad pactada. 
Resultaría imposible establecer como límite la regulación del ordenamiento jurí-
dico si, justamente, la transacción tributaria se celebra con la finalidad de acla-
rar el sentido de dicha regulación 179. 
Parte de la doctrina ha rechazado la existencia de transacciones en el seno del 
procedimiento tributario esgrimiendo diversos argumentos. En este sentido, en 
primer lugar se opone el principio de indisponibilidad de la obligación tributaria 180. 
Se alega que si las transacciones implican por su propia esencia una disposición 
sobre el objeto del contrato, la Hacienda Pública no goza de un poder que le per-
mita disponen sobre la deuda. Como será estudiado en el capítulo segundo, 
correspondiente a la licitud de los negocios jurídicos transaccionales (epígrafe 1), 
este motivo no es esgrimible para negar la existencia de los contratos fiscales 
pues, aunque fuera cierto que el principio de indisponibilidad supusiera una limi-
tación de las transacciones, este límite se referiría al contenido del contrato y no 
a la utilización de su forma. Así, empleando la máxima de la indisponibilidad del 
crédito tributario podría concluirse, en su caso, que el contenido de una transac-
ción es ilícito, pero no que esté vedada la utilización de este negocio jurídico en 
el ámbito tributario. 
En segundo lugar, la propia inclusión de la transacción en la categoría de los 
negocios declarativos ha sido puesta en duda por algunos autores, que mantie-
nen el carácter constitutivo de dicho contrato. En su opinión, mediante la tran-
sacción se elimina la relación jurídica anterior y se crea una situación nueva con 
un contenido fijado mediante las contraprestaciones 181. El fundamento de esta 
tesis, llamada constitutiva, se basa en la negación de la existencia de un poder de 
las partes para fijar sus relaciones. Dicha potestad, según esta teoría, correspon-
de siempre a un tercero Guez o árbitro). 
Frente a esta tesis, la mayoría de los autores sostienen que la transacción es 
siempre un negocio jurídico declarativo, debido a que «los derechos y obliga-
ciones de las partes no han de considerarse que tienen su causa en la transacción 
en sí, sino en la fuente primaria que ha sido completada» 182. La transacción se 
179 SCHIMPF, e., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 85. 
180 Entre otros, FERREIRO LAPiITZA, J. J., «Las funciones liquidadoras de la inspección de los 
tributos», REDF, 1976, n.Q 11, pág. 422 Y ss.; PÉREZ DE AYALA, J. L., Y GONZÁLEZ, E., Curso ... , 
cit., T. 11, p. 117; CALERO RODRÍGUEZ, J. R, La conformidad del sujeto pasivo con los actos de 
inspección, enAA.vv, Estudios de Derecho tributario, vol. 11, IEF, Madrid, 1979, pp. 1445 Y ss.; 
MARTÍNEZ LAFuENTE, A, La condonación de las sanciones tributarias, IEF, Madrid, 1980, p. 69; 
OAvuo HERNÁNDEZ, E, Y MAzoRRA MANruQUE, S., «La gestión tributaria ... », cit., p. 335, nota 71. 
181 En este sentido, GIURGIANNJ, Il negozio de accertamento, pp. 270 Y ss. (citado por GuUón 
Ballesteros, A., La transacción, en Tratado ... , cit., p. 62). 
182 SANAHUJA, «Consideraciones sobre el contrato de transacción y principales cuestiones que 
plantea», RDP, 1945, p. 230; Moxo RUANO, «Notas sobre la naturaleza jurídica de las transac-
ciones», RDP, 1950, pp. 673 Y SS.; GULLÓN BAILESTEROS, A, La transacción, en Tratado prácti-
co ... , cit., p. 71. Las SsTS 9-3-1948 y 3-5-1958 afIrman que la causa de la transacción es dar cer-
tidumbre a una relación incierta. En Alemania han tratado el llamado «Feststellungsvertrag», 
limita a fijar el contenido de una relación ya nacida, eliminando no ya la 
relación jurídica discutida, sino la controversia 183. No hay intención de trans-
ferir o adquirir un derecho, sino de renunciar a una pretensión. Por otra parte, 
los defensores de la naturaleza declarativa de la transacción se oponen al 
argumento de que las partes no tienen poder de disposición sobre sus dere-
chos. Así, se preguntan, cómo se puede afmnar que no está capacitado para 
aclarar o fijar una relación jurídica quien sí tiene capacidad para modificar-
la. No es congruente que quien puede lo más (modificar), no pueda lo menos 
(fijar) 184. 
ENNEccERus, L., Tratado de Derecho ... , cit., vol. 11, 2.11 parte, p. 858; REBMANN, K, Y 
SÁCHER, E J., Münchener Kommentar. Bürgerliches Gesetzbuch. Schuldrecht, Parte especial, T. 2, 
e. H. Beck'sche Verlagsbuchhandlung, Munich, 1986, p. 1078; LARENz, K, Lehrbuch des 
Schuldrechts, T. 1, Parte general, 14.1 ed., e. H. Beck'sche Verlagsbuchhandlung, Munich, 1987, 
p. 94; EsSER!WEYERS, Schuldrecht ... , cit., T. 11, p. 365. El problema de la determinación de la 
naturaleza constitutiva o declarativa de las transacciones sufre una intensificación en el Derecho 
Tributario. En este ámbito, algunos autores rechazan la califIcación de los acuerdos entre la 
Administración y los particulares sobre la obligación tributaria como «negocios jurídicos decla-
rativos» por la naturaleza constitutiva que todos estos negocios ostentan. Al ser la fInalidad 
de todo negocio declarativo, en su opinión, la constitución de una obligación nueva, aquellos 
convenios tributarios no pueden ser calificados como tales pues no tienen la finalidad «de susti-
tuir con una regulación contractual la obligación legal de la relación impositiva, ni siquiera de 
completar ésta con aquélla, sino que sirve tan sólo para encauzar el procedimiento liquidatorio 
hacia su conclusión», GIANNINI, A D., Instituciones ... , cit., p. 206. En efecto, la finalidad de los 
convenios insertos en el procedimiento tributario no se dirige a la sustitución de la relación jurí-
dico-tributaria, sino a la fijación de sus elementos inciertos. Como los negocios jurídicos decla-
rativos responden justamente a esta fmalidad, es totalmente coherente su inserción en esta cate-
goría. 
183 OGAYAR AYLLÓN, T., en AiBALADEJO, M., Derecho civil, T. 11, vol. 2.Q, 8.1 ed., Bosch, 
Barcelona, 1989, p. 8, califica como totalmente acertada la Resolución de la D.G. de los R de 6-
12-1947, que declara que «la transacción como contrato implica un acuerdo de voluntades entre 
las partes para zanjar las diferencias existentes entre ellas y evita que surja un pleito o pone fm al 
que había comenzado; cuando es pura tiene carácter declarativo de la propiedad, no traslativo ni 
constitutivo de derechos». 
184 GULLÓN BALLESTEROS, A, La transacción, en Tratado práctico ... , cit., p. 61. El mante-
nimiento de una u otra tesis tiene trascendencia en relación con la distinción entre la transac-
ción y la novación (contenida en los arts. 1203 y ss. Ce). En opinión de los autores que defien-
den la naturaleza declarativa de la transacción, se trata de figuras jurídicas distintas, ya que 
la transacción se limita a fijar una relación jurídica anterior, aunque en determinados supues-
tos algunos autores que mantienen esta postura (GULLÓN BALLESTEROS, A, op. cit., p. 77; 
BARBERO, D., Sistema del Derecho privado, IV, S. Sentis Melendo, tr., Ediciones Jurídi-
cas Europa-América, Buenos Aires, p. 545) admiten que mediante la transacción se produzca 
un efecto novativo. Por contra, para la teoría constitutiva la transacción implica siempre 
una novación, como consecuencia lógica de la consideración que esta tesis sustenta de la tran-
sacción como productora en todo caso de una modificación o sustitución de la realidad pre-
existente. 
Sin embargo, algunos de los propios autores que defienden la tesis declarati-
va admiten la posibilidad de que la transacción tenga, en determinados supues-
tos, naturaleza constitutiva. Como expone GULLÓN BAllESTEROS 185, la transac-
ción sólo será constitutiva respecto a las contraprestaciones que realicen las par-
tes y que no fueron aducidas en la controversia 186. Como posteriormente anali-
zaremos 187, esta circunstancia es imposible en Derecho público, pues constituye 
requisito de licitud de tal negocio que las prestaciones se refieran siempre a la 
relación jurídica controvertida. Por 10 tanto, toda transacción tributaria será 
declarativa. 
Como último argumento relevante contra la existencia de transacciones en el 
seno del procedimiento tributario se ha alegado la imposibilidad de trasladar 
figuras propias del Derecho privado al ámbito jurídico-público, en concreto, la 
transacción 188. Según los autores que mantienen esta postura, la posición de 
supremacía de uno de los intervinientes obliga a crear categorías propias del 
Derecho público. 
En nuestra opinión, por el contrario, el legislador puede utilizar nociones 
propias del Derecho civil para regular la materia tributaria. Como expone 
185 GUlLÓN BALLESIEROS, A, La transacción, en Tratado práctico ... , cit., p. 72. Así se define la 
transacción compleja como aquélla en la que se produce un doble efecto: declarativo, por lo que 
se refiere al recíproco reconocimiento de derechos; y traslativo, por lo que atañe a la atribución de 
derechos de una parte a otra, en materia que no constituía objeto de la controversia. Igualmente, 
RUIZ SERRAMALERA, R., Derecho civi~ vol. II, Universidad Complutense, Madrid, 1982, p. 440. 
Por otra parte, frente a autores que, como GUlLÓN BALLESlEROS, afirman la posibilidad de que 
la transacción ostente diversas naturalezas juridicas, declarativa o constitutiva, PElAEZ, E J., La 
transacción ... , cit., p. 110, mantiene que dicho negocio juridico ha de tener una naturaleza unita-
ria y concreta En su opinión, no se puede buscar la esencia de la transacción en los diferentes 
contenidos que este negocio es capaz de integrar, sino en la causa del contrato, en la búsqueda de 
la eliminación de la controversia mediante contraprestaciones. Así, afirma que «el origen de todas 
las polémicas doctrinales en tomo a la naturaleza de la transacción, está en tomar como punto de 
referencia el contenido de los acuerdos transaccionales; tan variados que han creado las diferen-
tes teorías existentes en esta materia. Lo que realmente interesa a las partes es terminar el con-
flicto; el modo de materializarlo es algo accesorio y siempre en función de la necesidad de eli-
minar definitivamente la litigiosidad, de ahí la diversidad de contenidos» (p. 112). Peláez cita, en 
su apoyo, la jurisprudencia del TS, Sta. 14-5-1982 y a PuIG BRUTAU, J., Fundamentos del Derecho 
civil, T. 11, vol. 11, Bosch, Barcelona, 1956, p. 573, que afirma que «la transacción es un contrato 
COn un sentido perfectamente unitario pero de un contenido posiblemente complejo». 
186 Junto a las tesis declarativa y constitutiva se encuentra también en relación a la naturaleza 
jurídica de las transacciones la teoría traslativa, aunque tiene mucha menor importancia. Dicha 
postura afirma la existencia de una transferencia de derechos de una parte a la otra. Ha sido fuerte-
mente criticada, argumentándose que no puede transmitirse algo que se discute (PElAEZ, E, La 
transacción ... , cit., p. 106). Para un estudio de las diferentes teorías existentes en tomo a la natu-
raleza jurídica de las transacciones, véase GULLóN BALLESlEROS, A, La transacción, en Tratado 
práctico ... , cit., pp. 53 Y ss. 
187 Capítulo segundo, epígrafe II.C.3.c. 
188 En este sentido, CALERO RODRÍGUEZ, J. R., La conformidad. .. , cit., p. 1443. Fuera de 
España, PuGLIESE, M., Instituciones ... , cit., p. 296. 
RAMALLo MAsSANET, en algunos casos el concepto tendrá la misma validez en 
ambos sectores del ordenamiento jurídico y en otros la interpretación será dife-
rente según se proyecte sobre relaciones privadas o tributarias 189. La transacción 
tributaria pertenece a esta última categoría, que aunque conceptualmente coinci-
de con una transacción realizada entre particulares, tiene en algunos puntos una 
regulación propia y diferente a la civil en orden a alcanzar el interés público per-
seguido por el ordenamiento fiscal. Sólo en los casos en que falte dicha norma-
tiva autónoma será aplicable 10 previsto en el Derecho privado. Como será ana-
lizado a 10 largo del capítulo tercero, el régimen jurídico de las transacciones tri-
butarias ha de ser construido a partir de las directrices y principios ya estructu-
rados del Derecho civil, aunque con las modificaciones derivadas de su inserción 
en el ámbito jurídico-público. Las peculiaridades propias del Derecho público 
imponen unas limitaciones extraordinarias a dichos negocios en relación a su 
contenido y a los requisitos de licitud de la forma o al régimen jurídico. Como 
expone el Consejo de Estado, en el Dictamen de 8-3-1984, «la peculiaridad de 
la transacción administrativa reside más bien en las formalidades y garantías que 
ha de revestir y que se cifran fundamentalmente en el preceptivo dictamen del 
Consejo de Estado» 190. 
Considero de interés apuntar las palabras literales de RAMALLO MASSANET en 
relación a los conceptos dentro de los que consideramos incardinable la transac-
ción: «Hay conceptos e instituciones que si bien se han ido formando histórica-
mente en el Derecho civil no han llegado a tener una validez homogénea para 
todo el ordenamiento jurídico (vgr. capacidad, domicilio, prescripción, etc.), 
siendo posible que el Derecho Tributario los regule, al menos en parte, de modo 
distinto a su regulación civil originaria. El intérprete, ante este caso, únicamen-
te podría acudir a la regulación civil de estos institutos generales de modo sub-
sidiario. Así, por ejemplo, el juez tributario tiene que aplicar la prescripción 
189 RAMALLo MASSANET, 1, «Derecho fiscal frente al Derecho civil: Discusión en tomo a la 
naturaleza del Derecho fiscal entre L. Trotabas y E Geny», Revista de la Facultad de Derecho de 
la Universidad Complutense de Madrid, vol. XVII, n.Q 46, Madrid, 1973, pp. 20 Y ss. Aparte de 
estos dos supuestos el autor menciona dos tipos de conceptos que no plantean ninguna dificultad 
e? su interpretación: A) Los conceptos que sólo están contemplados en el Derecho Tributario (por 
qemplo, renta); B) Los conceptos que son válidos para todo el ordenamiento jurídico (por ejem-
plo, contrato). 
190 En el mismo sentido, CmRULU, P., Y SlELLA RICHTER, P. , Voz Transazione, en Eciclopedia 
del Diritto, vol. XLIV, Giuffre editore, 1992, p. 867. Entre nosotros, GARCÍA DE ENlERRÍA, E., «La 
figura del contrato ... », cit., pp. 99 Y ss., según el cual «las instituciones del Derecho administra-
~~ no necesitan tener una singularidad radical respecto de las que son propias del Derecho 
CIVil», (p. 111) siendo objeto cuando se desarrolla en el ámbito juridico-público de meras «modu-
laciones», debido a «las peculiaridades funcionales de la Administración como organización 
colectiva característica» y a «su giro o tráfico peculiar y propio» (p. 116). El Consejo de Estado 
se ha pronunciado expresamente a favor de la admisión de la transacción en el ámbito de las rela-
~ones.Administración-particular (Dictamen de 1-3-1984), afirmando incluso que las leyes adrni-
DlStrativas que contemplan la transacción se limitan a establecer requisitos formales, contem-
plando el Código civil su contenido. 
según se encuentra regulada en la Ley General Tributaria y no en el Código civil; 
y en aquel punto en que dicha Ley General no contenga norma alguna sobre la 
prescripción podrá acudir al Código civil y ver si la regulación que el citado 
Código hace de este punto, silenciado por la Ley General, podría ser aplicable a 
la prescripción de los derechos tributarios. Y esta condición-"si podría ser apli-
cable"- consiste en ver si se acomoda o contradice la intención y finalidad de 
la regulación tributaria, por el interés que el Derecho Tributario protege y no por 
el fundamento en que el expresado Derecho se asienta. Estos conceptos consti-
tuirían un fondo jurídico común pero no de homogénea aplicación: la institución 
es la misma (vgr. prescripción, nulidad, recursos, etc.) pero su regulación puede 
ser en parte divergente: divergencia que nace del distinto fin o interés que cada 
rama del Derecho persigue» (p. 21). 
Por último, resulta muy importante destacar que la transacción sólo podrá 
llevarse a cabo cuando exista un litigio entre las partes, al ser la causa de este 
contrato la eliminación de una situación controvertida, evitando de este modo el 
proceso o poniendo término al ya comenzado 191. Junto a ello, es necesaria la 
concurrencia de la voluntad de las partes de sustituir aquella situación por una 
relación cierta, mediante --en el supuesto concreto de las transacciones-la rea-
lización de contraprestaciones mutuas 192. 
En efecto, la finalidad de la transacción se centra en la ordenación de una 
situación incierta, sustituyéndola por otra cierta mediante el otorgamiento de 
contraprestaciones. Conviene reiterarlo, para recalcar que la causa de este con-
trato no se encuentra en la aclaración de dicha situación litigiosa, en una bús-
queda de la verdad material, sino en el establecimiento de una verdad formal. 
Este criterio llevó a BERLIRI, a negar el carácter transaccional de los concordatos 
existentes en su época. En su opinión, la transacción no tiene como causa «la de 
arrojar luz sobre una situación oscura», sino «la de ordenar y regular las rela-
ciones entre las partes, renunciando a eliminar aquella oscuridad» 193. La impor-
191 LARENz, K, Lehrbuch. .. , cit., p. 94. En el mismo sentido, PALAO TABOADA, c., «El 
Reglamento de la inspección ... », cit., pp. 132 Y ss., aunque este autor hace referencia a la confor-
midad existente antes de la actual legislación, los fundamentos jurídicos son trasladables a una 
teoría general del contrato tributario. El par. 55 BVerwVerfG define los convenios tributarios de 
fijación transaccionales como aquellos negocios basados «en la adecuada ponderación de los 
hechos o situación jurídica para eliminar la incertidumbre de mutuo acuerdo con el interesado». 
192 La necesidad de que concurran estos tres elementos es opinión unánime en la doctrina y en 
la jurisprudencia. MORENO TORRES, J. L., «Los convenios ... », cit., p. 19; PAREJO ALFoNSO, L., 
Eficacia. .. , cit., pp. 181 Y 182; AGULW AGÜERO, A, La introducción. .. , cit., pp. 185 Y 186; 
RAMALW MAsSANET, J.,La eficacia de la voluntad. .. , cit., p. 223; ZoRNOZAPÉREZ, J., ¿Qué pode-
mos aprender. .. , cit., pp. 171 Y ss. La jurisprudencia espafiola se ha pronunciado abundantemen-
te en esta materia: SsTS 8-3-1962, 26-4-1963, 6-11-1965, 29-4-1966,10-6-1968 Y 26-6-1969. 
193 BERURI, A, Principios ... , cit., I1I, pp. 223 Y ss.: «Colocándose en la situación normal de 
sus respectivas pretensiones, está lejos de su propósito realizar una puntual y fiel determinación 
de la realidad jurídica, sino que, más bien, a través de la solución práctica alcanzada por ell~ 
tienden precisamente a evitar las dilaciones y las dificultades de una comprobación jurisdiccio-
nal: así como está también lejos de su propósito el determinar necesariamente una modificación 
tancia de esta tesis es que puede servir para diferenciar la transacción de los 
negocios jurídicos de comprobación. Mientras mediante aquel contrato no se 
busca la verdad, pues ésta se desconoce y es imposible de alcanzar, en los nego-
cios de comprobación sí se persigue la comprobación de la situación real. En 
estas últimas actuaciones se produce el mismo efecto que aplicaba BERLIRI res-
pecto al concordato, en el sentido de que el legislador pretende, mediante esta 
figura, que se compruebe la verdadera situación, y no el establecimiento de un 
instrumento mediante el cual la Administración y el particular dispongan de sus 
pretensiones, llegando a una situación pactada mediante mutuas contrapresta-
ciones: «La causa del concordato no es la eliminación del litigio mediante parti-
culares concesiones, sino la comprobación de la situación real en base a la cual 
la ley quiere que se determine el impuesto» (p. 277). «En definitiva -prosigue 
BERLIRI-, el concordato no es una transacción precisamente porque el legisla-
dor no la ha configurado como un medio para liquidar pretensiones opuestas, 
sino como un medio para arrojar luz sobre una situación oscura» (p. 231). 
Por lo tanto, la causa de la transacción reside en la evitación del pleito, no en 
el descubrimiento de la verdad que, en realidad, se desconoce. Importa llamar la 
atención sobre este dato, que induce a conceptuarlo como un negocio de fijación 
y no de comprobación, de donde se derivarán importantes consecuencias en el 
régimen sancionador aplicable y en la ausencia de incidencia de una eventual 
posterior clarificación de la verdad material. 
de la situación jurídica anterior ( ... ). Lejos de querer la comprobación, las partes, con la transac-
ción, intentan, por el contrario, evitar la comprobación mediante una solución práctica que, ope-
rando únicamente en el plano de las pretensiones, prescinde del alcance efectivo de la realidad 
jurídica en que se mueve la controversia». El concordato, por el contrario, -continua Berliri-, se 
basaba en una comprobación conjunta de la realidad. Sin embargo, esta tesis tiene, a nuestro pare-
cer, un fallo, que consiste en la consideración de que mediante la transacción la Administración 
y el ciudadano deciden renunciar a la búsqueda de la verdad. Por el contrario, a la celebración de 
d~cho contrato se llega cuando no es posible conocer la situación fáctica o jurídica. La construc-
CIón de Berliri pondría en peligro los más elementales valores constitucionales. 
CAPÍTULO II 
LICITUD DE LA TERMINACIÓN 
TRANSACCIONAL DEL 
PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO 
l. IMPORTANCIA DE LA DISTINCIÓN 
ENTRE LA FORMA Y EL CONTENIDO 
DE LAS TRANSACCIONES TRIBUTARIAS 
La problemática principal de las transacciones que tienen lugar en las rela-
ciones jurídicas de subordinación, como la tributaria, deriva de la conexión entre 
la potestad necesaria para celebrar dichos contratos y el poder de disposición 
sobre el objeto del negocio jurídico, ya que aquélla presupone este poder. La 
celebración de la transacción sólo será posible si se admite que la 
Administración goza de unas facultades dispositivas sobre el objeto del contra-
to, la obligación tributaria. 
Gran parte de la doctrina niega la licitud de las transacciones como actua-
ciones tendentes a la fijación de cuestiones relativas al crédito tributario, basán-
dose en la supuesta existencia en nuestro ordenamiento jurídico de una prohibi-
ción de disposición sobre el crédito tributario por parte de la Hacienda Pública 
(principio de indisponibilidad). Consecuencia de esta premisa sería la imposibi-
lidad de celebrar transacciones, al no gozar la Administración de la requerida 
disposición sobre el objeto del contrato 194. 
Sin embargo, la tesis expuesta parte de una errónea premisa, pues extrae la 
prohibición de existencia de estos contratos de máximas que, en realidad, cons-
tituyen límites relativos a su contenido. 
En efecto, para comprender el problema de la licitud de las transacciones en 
sus justos términos es necesario distinguir entre la licitud de la forma y la lega-
lidad del contenido, tal y como admiten actualmente gran parte de los autores 
194 Entre otros, FERREIRO LAPAlZA, J. J., «Las funciones liquidadoras ... », cit., pp. 422 Y ss.; 
PEREZ DE AYALA, J. L., Y GONZÁLEZ, E., Curso ... , cit., T. 11, p. 117; CAlERO RODRÍGUEZ, J. R., La 
conformidad ... , cit., p. 1445; MARTÍNEZ LAFuENrE, A, La condonación ... , cit., p. 69; CLAvuo 
HERNÁNDEZ, F. Y MAzoRRA MANRIQUE, S., «La gestión tributaria ... », cit., p. 335, nota 71: 
TORREGROSA 1 CARNE, M.D., El procedimiento de gestión y la Ley 30/92, en PONT MESlRES, M., 
coord., Incidencia en los procedimientos tributarios de la Ley 30/1992 de Régimen jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, Marcial Pons, 
Madrid, 1995, p. 85. Entre los autores alemanes, MARTENS, J., <<Vergleichsvertrag ... », cit., p. 97; 
HEUN, W., «Die zuliissigkeit tiffentlich-recht1icher Vertriige im bereich der Kommunalabgaben», 
Dov, 1989, p. 1053; T1PKE, K., Die Steuerrechtsordnung, Dr. Otto Schmidt, Colonia, 1993, p. 30; 
SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., pp. 429 Y ss. En Argentina, GIUUANI FONROUGE, C. M., 
Derecho ... , cit., p. 527. 
195 En el ámbito del Derecho administrativo común destacan GóTz, v., «Hauptprobleme des 
alemanes 195. Ambas cuestiones son independientes, al igual que sucede en el 
Derecho privado, como lo demuestra el hecho de que la utiliz~ción de la forma 
contractual pueda ser lícita con independencia de que el conterudo de un contra-
to singular sea contrario al ordenamiento jurídico. Pero no por ello dejará de 
ostentar naturaleza contractual. 
Las consecuencias de esta diferenciación son importantes desde el punto de 
vista de los límites constitucionales que inciden en uno y otro ámbito. Frente a 
la doctrina criticada que, al no realizar la delimitación propuesta, con~de la 
misma intensidad al principio de legalidad respecto a la forma y al conterudo de 
las transacciones tributarias, distinguiendo entre la forma y el contenido de las 
transacciones se llega a la conclusión de una diferente incidencia de esa máxima 
según se proyecte sobre uno u otro campo. 
Así, la licitud del empleo de una transacción tributaria deriva de la pr~via habili-
tación legal de esta forma de actuación consensuada, como consecuenCIa de la re-
selVa de ley que establece el arto 105.c CE respecto del procedimiento administrativo 
y de la concurrencia de los presupuestos del propio contrato. Pero no ~á opo-
nerse a la utilización del convenio su incidencia sobre un matgen de actuacIón regla-
da, pues esta cuestión se relacionará en todo caso con el contenido de la transacción. 
La diversa influencia del principio de legalidad en el enjuiciamiento de la 
forma y del contenido de las transacciones llega a tal grado que ni siquiera actúa 
como límite respecto del segundo campo, como será explicado p.osteriorment~. 
Su vigencia queda restringida al ámbito de la forma. Ello es debIdo a la propia 
incertidumbre que es la causa de la transacción y que provoca que no pueda opo-
nerse como límite una regulación jurídica cuyo sentido se desconoce y se inten-
ta consensuar a través del acuerdo. 
En primer lugar analizamos la licitud de la forma transaccional puesto que, 
si llegamos a la conclusión de que el ordenamiento jurídico prohíbe la utiliza-
ción de los contratos por parte de la Administración tributaria, exigiendo que 
toda actuación se desarrolle de manera singular e imperativa, no será necesario 
entrar a estudiar el ámbito permitido a su contenido. 
vetwaltungsrechtlichen Vertrages», Jus, 1970, n.O 1, pp. 1 Y ss.; BLECKMANN, A, «Subordinations-
rechtlicher Vetwaltungsvertrag und Gesetzmiissigkeit der Vetwaltung», VerwAreh, n.O 63, 1972, 
pp. 404 Y ss.; BoSSE, w., Der subordinationsreehtliehe ... , cit., pp. 47 Y ss.; KRAUSE, P., 
Rechtsformen des Verwaltungshandelns, Duncker&Humblot, Berlín, 1974, p. 217; S~F, c., 
Der verwaltungsreehtliehe ... , cit, p. 170; MEYER, II Y BoRGs-MACIEJEWSKI, H., Comentario al par. 
54, en Verwaltungsverfahrensgesetz, 2.8 ed., Metzner, Frankfurt a.M., 1982, pp. 66 Y ss.; KNACK, 
H. J., Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit, comentario al par. 54, pp. 676 Y ss.; MA~ ll, <J)er 
Vetwaltungsvertrag-Probleme und Moglichkeiten», DVB~ 1989, pp. 798 Y s~.; del IDlSmo autor, 
Allgemeines Verwaltungsreeht .. cit, p. 304; OBERMAYER, K., Kommentar. .. , elt, p. 827; BoNK, H. 
J., en S1ELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit, pp. 1251 .y ss.; ~, y;., 
«Contratos y convenios entre la Administración y particulares», D~ume?taeión. At!"nnzstrattva, 
235/236, pp. 55 Y ss. Los autores tributaristas que han defendido dIcha diferenclac~ón ~~, entre 
otros, SoNTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliehe ... , cit, pp. 75 Y ss.; RICKlJ, P., Dle Emlgung ... , 
cit., pp. 105 Y ss.; FISCHER, comentario al par. 38, nm. 12, p. 26, en H~, W., y otros, 
Kommentar. .. cit.; LANG, 1., en TIPKE, K. Y LANG, 1., Steuerreeht ... elt., p.98; SEER, R. 
Verstiíndigungen. .. cit., pp. 161 Y ss. 
Como expondremos a continuación, ni la CE ni el resto de las fuentes nor-
mativas vedan dicha forma de actuación aunque exigen que exista una habilita-
ción normativa previa que justifique su empleo. 
ll. LICITUD DE LA TRANSACCION COMO FORMA 
DE ACTUACION ADMINISTRATIVA EN 
EL PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO 
Durante muchos años se negó la existencia de formas de actuación nego-
ciadas en las relaciones jurídico-públicas de subordinación 196, debido a la 
imposibilidad de que se dieran en ellas los requisitos esenciales de todo con-
trato. 
Pero una vez que se acepta la posibilidad teórica de que los negocios jurídi-
cos contractuales se incardinen en aquellas relaciones y, en concreto, en las tri-
butarias, surge la cuestión referente a la existencia o no de un precepto constitu-
cional contrario a su utilización y, en caso de respuesta negativa, a las condicio-
nes que del principio de legalidad se derivan. 
La Constitución no establece ningún mandato en contra de la forma transac-
cional. Antes al contrario, dicha figura parece surgir como una exigencia deri-
vada de principios constitucionales tales como la eficacia, la participación y la 
seguridad jurídica, que se desarrollan dentro de un Estado social y democrático 
de Derecho. 
Ni siquiera la Ley General Tributaria contiene una prohibición en este sen-
tido. La única referencia que existe en el ordenamiento jurídico español con-
tra las transacciones sobre la obligación tributaria se encuentra en la Exposición 
de Motivos del Reglamento General de la Inspección de los Tributos: «El 
acta de conformidad no puede en absoluto concebirse como el resultado de 
una transacción. Tal concepción se ve impedida no sólo, y sería bastante, por 
el carácter ex lege de la obligación tributaria ( ... »>. Sin embargo, este re-
chazo ha de relativizarse teniendo en cuenta la norma que lo recoge -un 
mero reglamento- y su ubicación dentro de la misma, la Exposición de Mo-
tivos. 
196 Como expusimos en el capítulo anterior, esta corriente tuvo su máximo defensor en 
MAYER, O., «Zur Lebre vom ... », cit., pp. 1 Y ss. 
A) ADMISIBILIDAD CONSTITUCIONAL DE 
LAS TRANSACCIONES TRIBUTARIAS 
Tradicionalmente se ha considerado que el acto administrativo, es decir, el 
ejercicio de las potestades públicas de forma unilateral e imperativa, constituía 
la única forma de actuación de la Administración 197. 
Sin embargo, esta idea pertenece a un modelo de Estado ya sobrepasado. 
Frente a ello, la calificación que la propia Norma Suprema realiza del Estado 
como social (art. 1) parece implicar la aceptación de instrumentos consensuales 
que posibiliten a la Hacienda Pública el cumplimiento que la nueva concepción 
le impone, a pesar de la ausencia de mención expresa por su parte a este respec-
to. En efecto, el contrato de Derecho público surge como una necesidad deriva-
da de la realización de los cometidos que la propia Constitución ha encomenda-
do a los poderes públicos. Como explica FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ 198, «una 
Administración para la que el orden social es un mero dato exterior y ajeno a 
ella, puede constituirse sobre la base del imperium, pues su operativa cotidiana 
se reduce a mantener ese orden que le viene dado frente a quienes ocasional-
mente pretenden alterarlo. Pero cuando la tarea ya no se reduce a esto y la 
Administración se transforma en una instancia conformadora del propio orden, y 
hace suyo el empeño de asegurar la propia infraestructura de la existencia indivi-
dual y social, mandar no basta. Es preciso convencer, sumar voluntades ( ... )>> 199. 
De este modo, se rompe la identificación entre actuación administrativa y 
acto unilateral, al demostrarse la insuficiencia de éste último 200. Esto no supone 
197 Así lo explica BAUER, H., «¿Transformación radical ... », cit., p. 14I. 
198 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., «Administración imperativa y Administración concertada 
en la vida económica», El nuevo Derecho de la empresa, Madrid, 1989, pp. 51 Y ss. 
199 En palabras de GARCÍA DE ENTERRiA, E. Y de FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R., Curso ... , cit., 
T. l., p. 650, «en el fondo de este deseo late una intuición válida, que tiene su origen en una consta-
tación igualmente exacta: La extraordinaria rigidez de un Ordenamiento construido a la medida de 
una Administración que manda e impone. Esta rigidez no se ha sentido como una carga en tanto 
que la Administración ha reducido su actividad a la salvaguardia del orden público y al sosteni-
miento de unos pocos servicios públicos, de acuerdo con los más puros planteamientos del libe-
ralismo del pasado siglo. Hoy, en cambio, una vez rotas las antiguas barreras entre el Estado y la 
Sociedad y asumida por la Administración la tarea de conformar un orden social más justo, esa 
rigidez constituye una grave limitación. Mandar y sancionar a través de decisiones unilaterales y 
ejecutorias, sistema plenamente eficaz cuando se trata de imponer el orden y de asegurar el respe-
to a la ley, es insuficiente, sin embargo, para polarizar las energías sociales en orden a la consecu-
ción de los objetivos propuestos en los planes económicos. El acto unilateral asegura eficazmente 
la sumisión, pero es incapaz de suscitar el entusiasmo y el deseo de colaboración». En el mismo sen-
tido, entre otros, ROMERO HERNÁNDEZ, E, «Los conciertos urbanísticos atípicos», Revista de Dere-
cho urbanístico, n.o95, 1985, pp. 32 y ss. En Derecho Tributario, ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA, c., 
«Comportamientos dilatorios de la gestión tributaria», HPE, n.O 16,1972, pp. 131 Y 132. 
200 BASSANl, c., Comentario al arto 11 de la Ley de 7 de agosto de 1990, en ITALIA, v., y 
BASSANl, M., coord., Procedimiento amministrativo e diritto di acceso ai documenti, Giuffré edi-
tore, Milán, 1991, p. 329. 
el quebrantamiento del procedimiento administrativo, sino simplemente la inser-
ción en él de una medida alternativa que lo desarrolla según las directrices 
impuestas por la evolución de la sociedad. 
En este sentido, la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones 
administrativas es, como expone PAREJO ALFONSO, el único remedio 201 para evi-
tar las disfuncionalidades derivadas de la incoherencia entre los postulados que 
teóricamente se atribuyen a nuestro Estado y las transformaciones que en la rea-
lidad éste ha sufrido. Junto a ello, ya MERKL202 recalcaba que la participación del 
particular en el procedimiento administrativo que le afectara era la mejor garan-
tía del respeto de sus derechos. 
El principio de participación fue introducido por nuestra Norma Fundamental 
de 1978, respondiendo a una exigencia derivada de la existencia de un Estado, ya 
no sólo social y de Derecho, sino también democrático 203. A partir de ese momen-
to, <~unto a la legalidad y la eficacia, que ha sido tradicionalmente los valores que 
desde hace ya un siglo han venido informando nuestras leyes de procedimiento 
administrativo, hay que situar ahora, a idéntico nivel, el valor participación, que 
lejos de desmerecer o disminuir aquellos, está llamado a potenciarlos» 204. 
La ausencia de mención expresa en la Constitución de la participación del 
ciudadano en el procedimiento administrativo no es, en opinión de la mayoría de 
los autores, significativa 205. Esta máxima extrae su vigencia directamente de la 
calificación del Estado como social y democrático de Derecho. Es más, según 
GARCÍA DE ENTERRÍA la fórmula del arto 23 (<<Los ciudadanos tienen derecho a 
participar en los asuntos públicos, directamente o ... ») ha de entenderse referida 
al procedimiento administrativo 206. 
201 Junto con la descentralización. PAREJO ALFONSO, L., «La participación en el Estado 
social», Actualidad administrativa, 1987, n.o 5, p. 228. En el mismo sentido, GARCÍA DE 
ENTERRÍA, E., Curso de Derecho Administrativo, 11, 4.a ed., Cívitas, Madrid, 1993, p. 435. 
202 MERKL, A, Teoría General del Derecho Administrativo, Editorial Revista de Derecho 
Privado, Madrid, 1935. 
202 MARríN-REToImLW, L., La participación en la Administración pública. Principios y lími-
tes en «La participacióID>, Anuari de la Facultat de Dret, Estudi General de Lleida, 1985; PAREJO 
ALFONSO, L., «La participación ... », cit., p. 230; FERNÁNDEZ RODRlGUEZ, T. R.,. Los principios 
constitucionales del procedimiento administrativo, en Gobierno y Administración en la 
Constitución, vol. 1, IEF, Madrid, 1988, p. 105; PÉREZ MORENO, A, «Crisis de la participación 
administrativa», RAP, n.o 119, 1989, p. 13I. 
204 FERNÁNDEZ RODRlGUEZ, T. R., Los principios constitucionales ... cit., p. 106. 
205 SÁNCHEZ BlANCO, A, «La participación como coadyudante del Estado social y democrático 
de Derecho»,RAP, 1989, n.O 119, p.142; DEwADOPIQUERAS, E,La terminación. .. cit., p.160, nota 270. 
206 GARCÍADE ENTERRiA, B., Curso ... ,cit .. , pp. 435 Y 436. Este autor hace referencia también, 
en ~poyo de su tesis, al contenido del arto 105 del Anteproyecto de Constitución, que remitía al 
legislador la regulación de «la participación de los ciudadanos en la formación de las decisiones 
administrativas que les afecten». Aunque esta fórmula ha sido sustituida por la actual redacción 
de aquel precepto (<<La ley regulará la audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de 
organizaciones y asociaciones reconocidas en la ley, en el procedimiento de elaboración de las 
disposiciones administrativas que les afecten»), el espíritu de la norma es el mismo. 
Por lo tanto, el principio de participación reclama la ampliación de la inter-
vención del ciudadano en la actividad administrativa y constituye una base legi-
timadora de las actuaciones consensuales de la Administración W7. 
Pero, ha de aclararse que la oportunidad de tener en cuenta la voluntad de los 
particulares en el procedimiento administrativo no responde exclusivamente a 
una finalidad protectora de éstos frente a la decisión de la Administración, sino 
igualmente --o, como señala FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ 208, incluso de forma más 
preponderante-- a la consecución del interés público. 
En efecto, la legitimidad del poder público se fundamenta, en concurrencia 
con la base democrática, en la eficacia con que cumpla los mandatos estableci-
dos en la Norma Fundamental 209. En el procedimiento tributario, así como en el 
resto de los procedimientos en que la Administración desarrolla una potestad de 
«imperium», la eficacia se manifiesta principalmente en relación a la consecu-
ción del fin asignado por la Constitución, esto es, la realización del interés gene-
ral. En este plano de autoridad, la Administración ha de dirigir toda su actuación 
a alcanzar ese objetivo predeterminado por la ley, que en Derecho Tributario se 
concreta en la consecución de una tributación acorde con el principio de capaci-
dad económica con el menor coste posible, lo que conlleva una disminución de 
W7 Como expone SÁNCHEZ MORON, M., La participación del ciudadano en la 
Administración pública, CEe, Madrid, 1980, pp. 167 Y 168, la participación administrativa se 
bifurca en participación procedimental (aquélla en la que el interesado permanente apartado del 
aparato administrativo, interviniendo en momentos puntuales) y la orgánica (en la cual el ciuda-
dano se integra en aquel aparato mediante formas permanentes e institucionalizadas). Respecto a 
la intervención del ciudadano en el procedimiento tributario, véase LóPEZ MARTíNEZ, J., «Nuevas 
relaciones entre la Administración tributaria y los administrados, repercusiones jurídico-dogmá-
ticas», Rev. de la Facultad de Derecho de la Universidad de Granada, 1989-92, n.o 17-20, pp. 51 
Y ss.; SERRANO ANroN, F., La terminación convencional de procedimientos tributarios y otras téc-
nicas transaccionales, Asociación Española de Asesores Fiscales, Madrid, 1996, pp. 72 Y 73. 
Fuera de España, BlECKMANN, A., «Der Verwaltungsvetrag als Handlungsmittel der Europiiischen 
Gemeinschaften», DVBI, 1981, p. 893; MAURER, H., «Der Verwaltungsvertrag ... », cit., p. 806; 
DAUBER, G., Moglichkeiten und Grenzen Kooperativen Verwaltungshandeln, en Wandel der 
Handlungsformen im offentlichen Recht, Bremen, 1991, p. 89; SPANNOWSKY, W., Grenzen des ... , 
cit., p. 38. 
208 FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T.R., Los principios constitucionales ... , cit., p. 110. 
209 Véase, SAINZ MORENO, F., «Reducción de la discrecionalidad: el interés público como 
concepto jurídico», REDA, n.O 8, 1976, pp. 63 Y ss., en opinión del cual «la satisfacción del inte-
rés público constituye uno de los fines del Estado y justifica la existencia de la organización admi-
nistrativa». También, del mismo autor, «Sobre el interés público y la legalidad administrativa», 
RAP, no82, 1977, pp. 439 y ss. Por su parte, el principio de eficacia obliga a laAdrninistración a 
perseguir la realización de los intereses generales. Por ello «concreta y sirve y, más aún, hace ope-
rativo, en el plano administrativo (que es el decisivo justamente desde el valor de la realización 
efectiva), el significado propio del Estado social»: PAREJO ALFONSO, L., «La eficacia como prin-
cipio jurídico de la actuación de la Administración pública», Documentación Administrativa, 
n.O 218-219, p. 31; del mismo autor, «La participación en el Esta-do ... », cit., p. 230, Y Eficacia ... , 
cit., pp. 89 y ss. 
la conflictividad 210. La eficacia en los medios empleados para conseguir ese fin 
(es decir, la eficiencia 211) no posee un papel central a la hora de analizar la efi-
cacia de una actuación de la Administración de «imperium» 212. El cumplimien-
to de la máxima constitucional no se produce sólo con la consecución de una 
optimización de los recursos empleados, sino también, y con carácter protag(}-
ni sta, en la realización del objetivo expresado en la ley. 
De esta manera se vinculan los principios de eficacia y participación, sobre 
el convencimiento de que actualmente no es posible llevar a cabo una gestión 
eficaz a través de actos imperativos de la Administración 213; por el contrario, 
ésta sólo puede cumplir los fines asignados por la Constitución de forma eficaz 
a través de la intervención de los ciudadanos en el desarrollo de las actuaciones, 
y en ocasiones, incluso mediante la sustitución de los actos unilaterales por con-
tratos de los que deriva una vinculación para aquéllos. Como expone LóPEZ 
MARTÍNEz 214, las actuaciones de colaboración de los particulares con la 
Administración tributaria responden más que al principio de participación «a la 
necesidad de los distintos órganos administrativos de contar con la colaboración 
de los particulares para realizar las distintas funciones a ellos asignados». El pr(}-
pio Consejo de Estado admite que la transacción entre la Administración y los 
particulares puede constituir un servicio al interés público, pues ahorra tiempo y 
dinero (Dictamen de 29.4.1982)215. 
La alta complejidad de la realidad social, así como la gran amplitud del cono-
cimiento sobre los datos y circunstancias del ciudadano exigido a la Adminis-
tración si desea satisfacer el mandato constitucional de una tributación acorde 
210 En este sentido, STS 76/1990, de 26 de abril; RODRÍGUEZ BEREUO, A., «El sistema tribu-
tario en la Constitución (Los límites del poder tributario en la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional»>, REDC, 1992, n.o 36, pp. 21 Y ss.; BAENA AGUIIAR, A., Y otros, La Agencia 
Tributaria frente al contribuyente: Régimen jurídico y problemas de constitucionalidad, Ed. Co-
mares, Granada, 1993, p. 33. 
211 PAREJO ALFONSO, L., «La eficacia ... », cit., p. 19, define la eficiencia como una «subespe-
cie de la eficacia, que incorpora la perspectiva de la relación medios-objetivos para prescribir el 
grado óptimo de la misma». 
212 PAREJO ALFONSO, L., «La eficacia ... », cit., pp. 60 Y ss. En Alemania, DEGENHARf, C., «Das 
Verwaltungsverfaluen zwischen Verwaltungseffizienz und Rechtsschutzauftrag», DVBI, 1982, 
p.880. 
213 En 1991 un grupo de trabajo del Instituto de Estudios Fiscales señaló la conveniencia de 
elaborar «un plan estratégico para la modernización» de la Administración tributaria que iniciara 
un cambio en la lucha por el cumplimiento fiscal. Entre las medidas que se proponían se encon-
traba la introducción de nuevas relaciones entre la Hacienda Pública y los contribuyentes «ten-
dentes a superar el tradicional predominio del autoritarismo burocrático como imagen de la 
Hacienda Pública tradicional». BERMEJO RAMOS, J., Y otros, «La modernización de la Adminis-
tración Tributaria. Estrategia de lucha por el cumplimiento fiscal», Cuadernos de Formación, 
Inspección de Tributos, 1991, n.O 16, p. 6. 
214 LóPEZ MAKfÍNEZ, J., «Nuevas relaciones ... », cit., p. 52. 
215 Sobre la ausencia de identificación entre consecución del interés público y acto unilate-
ral, véase GIANNINI, M.S., Diritto amministrativo ... , cit., p. 421. 
con la capacidad económica de cada sujeto, hacen necesaria la colaboración del 
propio ciudadano, tal como expone ZORNOZA PÉREZ 216. Esta colaboración 
extiende la participación del particular desde los deberes de información, decla-
ración, etc., hasta al propio desarrollo del procedimiento mediante la celebración 
de acuerdos. Además, en opinión de este autor, dichos convenios no habrían de 
limitarse al establecimiento de las comparecencias del obligado tributario o a la 
forma de exhibición de su documentación, sino a la fijación de hechos relevan-
tes desde el punto de vista impositivo. 
No hay que olvidar que la celebración de una transacción sólo se encuentra 
legitimada cuando concurre una incertidumbre, esto es, en los supuestos en que 
la Administración se encuentra objetivamente incapaz de resolver la inseguridad; 
con esta premisa de desconocimiento de la situación, ya sea fáctica o jurídica, en 
principio responderá en mayor medida a criterios de justicia y corrección la deci-
sión sobre esta situación dudosa realizada con colaboración del ciudadano. En 
efecto, la fijación unilateral de los elementos inciertos de la obligación tributaria 
no garantiza una mayor protección del interés social y, por el contrario, la inter-
vención de la voluntad del particular puede otorgar más garantías de corrección 
en el acto de liquidación o, al menos, más rapidez en el procedimiento así como 
un grado más alto de eficacia al suponer el nacimiento de la vinculación para el 
obligado tributario. Es importante incidir en esta última nota, pues la utilización 
del convenio presenta la ventaja, frente al acto, de la disminución de las posibili-
dades de su impugnación por aquél, al provocar la vinculación del ciudadano al 
contenido de la transacción, debido a su carácter contractual 217• 
Por lo tanto, la posibilidad de fijar consensuadamente con el ciudadano los ele-
mentos inciertos relativos a su obligación tributaria supone un instrumento al ser-
vicio del interés común. En efecto, en determinados supuestos la participación pro-
tege en mayor medida los intereses de los particulares a los que les iría destinado 
en otro caso el acto, a la vez que consigue una mayor justicia en las decisiones, una 
mayor aceptación de éstas por el conjunto de la sociedad 218, así como un incre-
216 ZORNOZAPÉREZ, J. J., ¿Qué podemos aprender ... , cit., p. 167. Destacan, también, la nece-
sidad de la colaboración con el particular, CASADO OllERO, G., «Un nuevo modelo de relaciones 
con la Administración tributaria», HPE, n.O 68, 1981, pp. 151 Y ss.; LóPEZ MARTÍNEz, J., «Nuevas 
relaciones ... », cit., pp. 51 Y ss. Entre los autores alemanes, SEER, R., Contratos, transacciones ... , 
cit., pp. 138 Y ss. 
217 En contra, TIPKE, K., Y KRUSE, H. W., Abgabenordunung. Finanzgerichtsordnung. 
Kommentar zur AO 1977 und FGO, comentario al par. 85 (actualización 1994), Otto Schmidt, 
Colonia, 1996, nro. 11. En el mismo sentido, GROSSE, T., «Die Schlussbesprechung -ein orienta-
lischer Bazar?», StBp, 3/1986, p.60, se opone a la idea de que la paz jurídica y la eficacia impo-
sitiva se encuentren mejor garantizadas mediante las transacciones que por actuaciones unilate.-
rales de la Administración. En su opinión, si las partes se atienen al contenido del contrato, la efi-
cacia vinculante no tendrá ninguna importancia; por el contrario, sí habrá de ser tenida en cuen-
ta cuando la Administración dicte un acto apartándose de lo convenido o el particular recurra el 
acto administrativo si bien éste se ajustaba a lo dispuesto en la transacción, pero en estos supues-
tos habrá de ser el juez el que obligue a las partes a comportarse según sus pactos. 
218 Como expone SERRANO ANTON, E, La terminación. .. , cit., p. 58, nota 117, la evasión y el frau-
de fiscal son mayores cuanto más se apoyen las relaciones tributarias en una concepción autoritaria. 
mento de la economía procesal, al provocar más rapidez en la propia actuación 
administrativa y un descongestionamiento de los Tribunales económico-adminis-
trativos 219 y de los Tribunales contencioso-administrativos 220. Desde este último 
punto de vista, la conveniencia de establecer la transacción como alternativa al acto 
administrativo se incardina dentro de la toma de conciencia de la crisis que afecta a 
la justicia contencioso-administrativa. El derecho a la tutela judicial efectiva, que com-
prende la resolución de la controversia en un tiempo razonable (STC 197/1993, de 
14 de junio), se encuentra lesionado como consecuencia de la tardanza de los 
Tribunales en el pronunciamiento de sus Sentencias. Frente a esta situación, una 
forma muy efectiva de garantizar el derecho del arto 24 CE es la ubicación de medi-
das complementarias al propio proceso en el procedimiento de gestión previo 221. 
219 La Memoria de la Administración tributaria de 1992 destaca el exagerado número de 
asuntos pendientes en los Tribunales económico-administrativos: 153.274 en los Regionales y 
Locales y 11.444 en el Central. De los primeros sólo fueron estimados el 34 %, y de los tramita-
dos por el Tribunal económico-administrativo central el 21,5 %. 
220 En este sentido, PARIDO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 173 Y 174; KREBs, W., «Contratos 
y convenios entre la Administración ... », cit., pp. 59 Y ss. En la Memoria elevada a las Cortes por 
el CGPJ correspondiente a 1993 se cifra el número de asuntos ingresados en la Sala de lo conten-
cioso del TS en 18.000, de los que una cuarta parte se referían a asuntos tributarios; y en 72.000 
en los Tribunales Superiores de Justicia. Es remarcable el estudio llevado a cabo por PASTOR 
PRIElD, S., Causas y costes de la litigiosidad en materia tributaria: La experiencia existente y las 
alternativas para la resolución óptima de los conflictos en materia tributaria Ponencia expuesta en 
el Seminario «La finalización convencional de los procedimientos tributarios y otras técnicas tran-
saccionales para la resolución de conflictos», IEF, mayo 1955. Recogida en el Acta del Seminario, 
Doc 4/95, IEF, p. 52. En este trabajo PASTOR PRIETO analiza la labor jurisprudencial de los 
Tnbunales contencioso-administrativos, y llega al resultado de que se produce un intervalo medio 
de casi dos años en el 56% de los casos entre la fecha de entrada del asunto en el tribunal y la fecha 
del pronunciamiento de la Sentencia. Véase, asimismo, los datos suministrados por EWRRIAGA 
PISARIK, G., «Algunos datos para la evolución del sistema actual», FERNÁNDEZ CuEVAS, J., «La 
perspectiva de los Tribunales económico-administrativos» y BEXI'O BLANCO, D., «La perspectiva 
de la Agencia Estatal de la Administración tributaria», comunicaciones a la intervención de S. 
Pastor Prieto «Causas y costes de la litigiosidad en materia tributaria: La experiencia existente y 
las alternativas para la resolución óptima de los conflictos en materia tributaria», recogidas en el 
Acta anterionnente citada Doc 4/95, pp. 58 Y ss. Fuera de España, SCHERBZBERG, «Grungfragen 
des verwaltungsrechtlichen Vertrages», Jus, 1992, n.O 3, pp. 205 Y ss.; DELAUNAY, B., L'amelio-
Tation ... , cit., quien destaca las funciones técnica y política de la participación, en el sentido de que 
ésta contribuye tanto a mejorar la calidad de la decisión como a facilitar su ejecución; Dictamen 
del Consejo de Estado francés, Reglés autrement les conflicts ... , cit., en especial pp. 74 Y ss. 
La celebración de transacciones no sólo sirve a la eficacia cuando tienen lugar dentro del pro-
cedimiento administrativo, sino también cuando se implantan en la fase del recurso ante los 
Tribunales económico-administrativos o en la fase del contencioso. Así lo expone BIRK, D., 
«Effizienz im fmanzgerichtlichen Verfahren», Stuw, 1993, p. 296. 
221 Sobre este tema véase, entre otros, BASSOLS CoMA, M., «Consideraciones sobre los con-
troles extrajurisdiccionales de la Administración: en tomo a la refonna del estatuto del "media-
teur" francés», RAP, n.' 82, 1977, pp. 381 Y ss.; GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Hacia una nueva justi-
cia administrativa, Cívitas, Madrid, 1989; TORNOS MAS, 1., «La situación actual del proceso con-
tencioso-administrativo», RAP, n.O 122, 1990, pp. 103 Y ss.; del mismo autor, «El arbitraje en el 
Derecho administrativo: Posibilidades de esta figura jurídica», Butlleti Tribunal arbitral de 
Barcelona, 1955, n.O 6, pp. 13 Y 14 Y «Medios complementarios ... », cit., pp. 149 Y ss.; ROCA 
MARríNEz, J. M., Arbitraje e instituciones arbitrales, Ed. Bosch, Barcelona, 1992, pp. 24 y ss. 
La implantación de mecanismos compositivos no significa limitar la protec-
ción judicial, lo que contravendría los arts. 24 y 106 CE, sino complementar las 
garantías judiciales con otros mecanismos que den satisfacción a las pretensio-
nes de los administrados y permitan, indirectamente, mejorar el funcionamiento 
de la propia justicia administrativa 222• Ello se traduciría en ventajas tanto para el 
interés general (mejora del sistema judicial) como para el ciudadano que recurre 
(obtención de una respuesta rápida y adecuada a su pretensión), como ha mani-
festado la STC 217/1991, de 14 de noviembre: «Este tribunal ha declarado reite-
radamente la compatibilidad con el derecho a la tutela judicial efectiva de la exi-
gencia de trámites previos al proceso, como son los de conciliación o de recla-
mación administrativa previa (por todas, STC 60/1989, las que en ellas se citan 
y también, por su proximidad al presente caso, la STC 162/1989). De un lado, 
porque en ningún caso excluyen el conocimiento jurisdiccional de la cuestión 
controvertida, ya que únicamente suponen un aplazamiento de la intervención de 
los órganos judiciales; y, de otro, porque son trámites proporcionados y justifi-
cados, ya que su fin no es otro que procurar una solución extraprocesal a la con-
troversia, lo cual resulta beneficioso tanto para las partes, que pueden resolver 
así de forma rápida y acomodada a sus intervenciones el problema, como para 
el desenvolvimiento del sistema judicial en su conjunto que ve aliviada su carga 
de trabajo». 
Junto a estos beneficios, la terminación transaccional del procedimiento tam-
bién garantiza la seguridad jurídica en sus tres dimensiones, extraídas por la STC 
27/1981: a) conocimiento y certeza del Derecho positivo; b) confianza de los 
ciudadanos en las instituciones públicas y en el orden jurídico en general, en 
cuanto garantes de la paz social; c) previsibilidad de los efectos que se derivan 
de la aplicación de las normas y de las propias acciones o de las conductas de 
tercer?s. ~~o. explica RODRÍGUEZ ~EREI:T0223, la salvaguardia del principio de 
segundad Jundlca en el Derecho Tnbutano se revela especialmente importante 
«por ~l enorme v~lumen, la extremada variabilidad de la legislación fiscal, 
sometIda a un contmuo proceso de adaptación y cambio, y su carácter a menu-
do asistemático y carente de buena técnica jurídica, que dificulta no sólo su 
conocimiento y comprensión, sino también, lo que es más importante cuando se 
trata de la aplicación de los tributos, su previsibilidad, de modo que el contribu-
~ente pueda ajustar su comportamiento económico al coste previsible de los 
lffipuestos, d~ manera que p~eda calcular de antemano la carga tributaria y pagar 
los menores lffipuestos pOSIbles que las leyes le permitan. En suma, lo que ha 
dado en llamarse la "planificación fiscal"». La seguridad jurídica que otorga el 
convenio tributario puede apreciarse sobre todo en los acuerdos que tienen como 
objeto un elemento incierto de la obligación tributaria cuyo presupuesto de 
222 Informe del Consejo de Estado francés Régler. .. cit., pp. 13 y SS.; TORNOS MAs, J., «Medios 
complementarios ... », cit., p. 152. 
223 RODRÍGUEZ BEREUO, A., «El sistema tributario ... », cit., pp. 35 Y 36. 
hecho se realizará en el futuro; en estos casos, como los acuerdos previos sobre 
precios de transferencia, la determinación vinculante de la cuestión insegura 
otorga al particular mayor seguridad jurídica, el cual podrá calcular el coste de 
sus operaciones mercantiles de forma cierta anticipadamente, sin temer una 
modificación posterior de su tributación, que conllevaría una alteración del coste 
de sus productos. 
Como puede apreciarse, la celebración de transacciones tributarias no sólo 
protege intereses particulares, sino también el bien común. En este sentido, si 
bien puede alegarse que la Hacienda Pública está obligada a desarrollar el pro-
cedimiento con la sola finalidad de ejecutar los objetivos estatales de manera 
objetiva y que, por lo tanto, no puede tener en cuenta intereses particulares del 
caso concreto, es posible que la conveniencia de celebrar una transacción se 
derive de la salvaguardia de aquellos objetivos estatales, para así garantizar un 
interés común, como es la paz jurídica. 
Además, ya no puede mantenerse una visión de la Administración como 
defensora del interés público frente a los intereses de los ciudadanos. En este 
sentido, PAREJO ALFONSO pone de relieve la difuminación de las fronteras entre 
el interés público y los intereses particulares de los ciudadanos 224. En realidad, 
el interés público «no es otra cosa que el resultado de la composición de múlti-
ples. intereses individuales y colectivos existentes en la sociedad y cuya tutela, a 
partu de la voluntad democráticamente expresada por la ciudadanía, es asumida 
por los poderes públicos» 225. Como ha manifestado el TC en múltiples 
Sentencias, «el Estado social significa la ausencia de neta diferenciación y con-
traposición de la organización pública y la privada, siendo connatural al mismo 
la continuidad del tejido organizativo desde lo claramente privado hasta lo indu-
bitadamente público» 226. Dentro de esta corriente cobran importancia los térmi-
nos de la Exposición de Motivos de la LGT: «El planteamiento liberal de la ges-
tión tributaria como un proceso en el que se enfrentan y contraponen el contri-
buyente individualizado y la Administración, tiene que ser por fuerza superado 
para convertirse en un procedimiento de colaboración a un fin común». 
224 PAREJO ALFONSO, L., Crisis... cit., pp. 104 Y ss. Entre los autores tributaristas, LóPEZ 
MARTÍNEz, J., «Nuevas relaciones ... », cit., pp. 52 Y 53; LoZANO SERRANO, C., «La actividad ins-
pectora y los principios constitucionales», Impuestos, 1990, T.I., pp. 1223 Y ss. En Francia, 
C:AILLOSE, ~., Sur la progresión ... cit., pp. 116 Y ss. En Italia, PAJNO, A., «Riflessioni e suggestio-
ru a proposlto della Legge 7 agosto 1990 Nr. 241 a due anni dalla sua entrata in vigore~, Diritto 
processuale amministrativo, 1993, n.O 3, pp. 664 Y ss. 
225 DELGADO PIQUERAS, E, «Las nuevas conquistas ... », cit. p. 223. Con anterioridad, SAINZ 
MOREN~, E, «Reducción de la discreccionalidad ... », cit., p. 73, definió el interés público como la 
«expresión de aquello que los intereses privados tienen de común ( ... ). El valor positivc que refleja 
el co~c:pto d~ interés público deriva de la preeminencia que lo público tiene sobre lo privado, no por 
ser dlStmto, smo por ser general». En concreto, «el interés público se sustenta en los intereses pri-
vados de cada persona, pero no en todos, sino en aquellos que ésta comparte con los demás». 
226 SSTC 32/1981, de 28 de julio; 62/1983, de 11 de julio; 18/1984, de 7 de ferrero; 23/1984, 
de 20 de febrero; 83/1984, de 24 de julio, y 67/1985, de 24 de mayo. 
Por otra parte, mediante la disminución de la conflictividad que supondría la 
transacción tributaria se evitarían unos costes que, como destaca PASroR PruEro227, 
se concretan en los de investigación y detección del sujeto infractor, los de «per-
secución» (examinar y contestar los recursos administrativos o contenciosos 
interpuestos), los de enjuiciamiento (derivados de la actividad de los Tribunales 
económico-administrativos y jurisdiccionales) y los costes de cobro final (eje-
cución de decisiones). 
Pero, como se ha señalado, a pesar de estas constataciones, la Administración 
sigue anclada en sus relaciones con los ciudadanos en postulados propios del 
Estado liberal de Derecho, sobre la falsa creencia de las suficientes garantías 
prestadas por un principio de legalidad por el que el ente público se limita a eje-
cutar los dictados de la ley. En la actualidad tal gestión meramente aplicativa ya 
no es factible y es consecuencia de un principio de legitimación del poder públi-
co que se manifiesta exclusivamente a través del mecanismo electoral y del con-
trol por medio de la opinión pública totalmente insuficientes hoy día 228. 
En este punto es interesante mencionar la Ley norteamericana de 1990 sobre 
Resolución de Conflictos Administrativos (<<Administfanve Dispute Resolution 
Act» 229), cuya Sección 2 «Fundamentos» marca una tendencia legislativa explícita: 
«El Congreso considera que: 1. El procedimiento administrativo, incorporado 
en el capítulo 5 del título 5 del Código de los Estados Unidos (United States Code) 
y otras leyes, está destinado a ofrecer UnoS medios rápidos, técnicos y asequibles 
para resolver conflictos como una alternativa a litigar ante los tribunales federa-
les; 2. Los procedimientos administrativos se han hecho crecientemente formales, 
costosos y largos con el resultado de innecesarios costes de tiempo y Una decre-
ciente probabilidad de alcanzar Una resolución consensual de las disputas; 3. Los 
medios alternativos de resolución de conflictos han sido usados en el sector pri-
vado durante muchos años y, en las apropiadas circunstancias, han producido 
decisiones más rápidas, menoS costosas y menOS controvertidas; 4. Dichos méto-
dos alternativos pueden conducir a resultados más creativos, eficientes y pruden-
tes; 5. Dichos métodos alternativos pueden ser usados ventajosamente en una 
amplia variedad de programas administrativos; 6. La autorización explícita para 
'2:l7 PASTOR PruEro, S., Disuasión óptima de la evasión fiscal y costes de imposición de las 
sanciones tributarias, Universidad Carlos III de Madrid e Instituto de Derecho y Economía, 
1993, pp. 26 Y 27; del mismo autor, «Qué hacer con los conflictos ... », cit., pp. 225 Y ss., quien 
llega a la conclusión de la conveniencia de celebrar dichos convenios para reducir los conflictos 
fiscales y, con ellos, los costes que acarrean. En Alemania, EHLERS, B., «Warum gibt es im 
Steuerredlt keine Vergleiche?», DStR, 1965, p. 64; ScmCK, w., Vergleiche ... , cit., p. 32; BlSEK, N.-Z., 
Der offer.tliche Vertrag nach dem Musterentwurf eines Verwaltungsverfahrensgesetzes in der 
Fassung von 1963, in der Münchener Fassung von 1966 und dem schleswig-holsteinischen 
Landesverwaltungsgesetz, tesis doctoral, Müster, 1970, p. 63; BoSSE, W., Der subordinations-
rechtliche ..• cit., p. 43; EICH, A., Die Tatsiichliche ... , cit., p. 8. También la jurisprudencia ale-
mana se ha uronunciado favorable a la consideración de las transacciones como instrumentos al 
servicio de i< paz jurídica: BFHE 11-12-1984 (BStBl.lI 1985, p. 358). 
228 pAREJ,) ALFONSO, L., «La participación en el Estado ... », cit, p. 228. 
229 Traducida y comentada por DELGADO PIQUERAS, F., «La administrative dispute ... », cit. 
el uso de técnicas bien contrastadas de resolución de conflictos eliminará la ambi-
güedad de la potestad de las agencias conforme a la legislación existente; 7. Las 
agencias federales podrán no sólo recibir el beneficio de técnicas que fueron 
desarrolladas en el sector privado, sino que también podrán tomar la iniciativa en 
el mayor desarrollo y perfeccionamiento de dichas técnicas y 8. La disponibilidad 
de un amplio abanico de procedimientos de resolución de conflictos, y una cre-
ciente comprensión del más efectivo uso de dichos procedimientos, mejorará la 
actuación del Gobierno y el mejor servicio al público». 
La admisión de la transacción provoca, como ha sido mencionado, el logro de 
un sistema tributario más justo como consecuencia de los elementos antes expues-
tos. Pero este efecto no sólo se aprecia tomando como referencia el sistema en gene-
ral, sino también el caso concreto en el que la Hacienda Pública celebra una tran-
sacción con el obligado tributario. Ante una valoración incierta, por ejemplo, los 
órganos inspectores sólo transigirán respecto a la fijación de una cantidad que no 
hubieran podido establecer de modo unilateral 230. 
No obstante, hay que tener en cuenta que en el arto 103 CE se ponen en cone-
xión las notas de objetividad, imparcialidad, legalidad y eficacia como princi-
pios del procedimiento administrativo (<<La Administración pública sirve con 
objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de efi-
cacia ( ... ), con sometimiento pleno a la ley y al Derecho»). En efecto, las autori-
dades no pueden encaminar su actividad hacia la consecución de una mayor efi-
cacia, economía o celeridad, desdeñando las garantías que han de cumplimen-
tarse para que el procedimiento administrativo se desarrolle con el mayor respe-
to para el interés público y los derechos de los ciudadanos. El empleo de conve-
nios en el marco del procedimiento administrativo ha de servir a una más eficaz 
satisfacción del interés público, pero siempre dentro del marco de la legalidad 231 • 
230 En contra de esta idea se ha manifestado FERREIRO LAPXfZA, J. J., «Las funciones liqui-
dadoras ... », cit., p. 426, pues en su opinión la celebración de transacciones implica siempre una 
recaudación menor que a la que la Administración hubiera llegado de forma unilateral. La crítica 
que puede efectuarse a este autor es que no tiene en cuenta que la Hacienda Pública transige por-
que no puede determinar el elemento en cuestión. Si llegara a fijar este elemento sin el consenso 
del obligado tributario establecería la cuantía o la interpretación más beneficiosa para éste, pues 
de otro modo el acto de liquidación será fácilmente revocado por los Tribunales. 
231 ZoRNOZA PÉREZ, J. J., ¿Qué podemos aprender ... , cit., p. 175. Entre la doctrina adminis-
trativa, GARCÍA-TrREVUANO Fas, J. A, <<Aspectos de la Aministración económica», RAP, n.O 12, 
1953, p. 16; FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, T.-R., Los principios constitucionales ... , cit., p.ll1; PAREJO 
ALFONSO, L., «La eficacia ... » cit., pp. 48 Y 49; TABOAS BENTANACHS, M., Finalización del proce-
dimiento ... cit., p. 575; SÁNCHEz MORÓN, M., El régimen de los actos ... cit., p.23; DELGADO PIQUE-
RAS, F., La Terminación ... , cit., p.162 y ss. Como expone PAREJO ALFONSO, L., Estado social y 
Administración pública. Los postulados constitucionales de la reforma administrativa, Cívitas, 
Madrid, 1983, p. 100, «la tensión que late en el entero Estado entre legitimación (a través del plu-
ralismo político y la sumisión al Derecho) y eficacia (satisfacción de los objetivos sociales: máxi-
ma igualdad posible en cada momento en la distribución de los bienes materiales y culturales) se 
hace especialmente acusada en el ámbito administrativo». También se ha pronunciado la juris-
prudencia en este sentido, STS de 20-5-1987. 
Tal precepto es interpretado por el TC como «una remisión a la decisión del 
legislador ordinario respecto de aquellas normas, medios e instrumentos en que 
se concrete la consagración de la eficacia» (STC 22/1984, de 17 de febrero). 
Algunos autores, como BUUlNGER232, se oponen a la aceptación del contra-
to de Derecho público como una necesidad de la Sociedad actual. En su opinión, 
las exigencias derivadas de la calificación del Estado como social no pueden 
suponer un debilitamiento del Estado de Derecho, también reconocido en las 
Constituciones. Sin embargo, esta supuesta contradicción entre Estado social 
-en especial en 10 relativo a la eficacia de la actual Administración- y el 
Estado de Derecho que se ha planteado alguna doctrina, en realidad no se pro-
duce. En este sentido se ha pronunciado PAREJO ALFONSO 233, según el cual «el 
problema de la eficacia administrativa no consiste en optar entre los elementos 
de la disyuntiva: Derecho y eficacia, sino en determinar las condiciones en que 
la actuación de la Administración, siendo conforme a Derecho, sea también efec-
tiva, idónea para la satisfacción real de los intereses generales. Consecuente-
mente, el Estado de Derecho no facilita soporte alguno a un ambiente hostil a la 
eficacia, demanda tan sólo la precisión jurídica de este principio». 
Resultan muy expresivas las palabras de este último autor español: «No exis-
te, en principio, contradicción irreductible entre la participación de que ahora se 
trata y la legalidad de la actuación administrativa. Porque no por ser participada 
(en términos de convenida o acordada) ésta ha de romper necesariamente su 
lógica constitucional. Es más, la participación considerada no sólo no es contra-
dictoria con las exigencias del Estado de Derecho, sino que puede contribuir 
positivamente a la realización de una de las más importantes de tales exigencias 
-la seguridad jurídica- en el campo administrativo. Pues facilita considera-
blemente -gracias al carácter convenido de la regulación de las relaciones jurí-
dico-administrativas- la estabilidad y el cumplimiento de éstas, al reducir su dis-
ponibilidad unilateral por una de las partes (especialmente la Administración)>> 234. 
B) EXIGENCIAS DERIVADAS DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
La actividad contractual pública se inserta, como el acto, en el procedimien-
to, ya sea con carácter preparatorio o finalizador de aquél 235. Como expone 
GARCÍA DE ENTERRÍA, el procedimiento es un complejo de actos, instrumentales 
232 BULLINGER, M., Vertrag ... , cit., pp. 17 Y ss. 
233 PAREJO ALFONSO, L., «La eficacia ... », cit., pp. 32 Y 33. Véase, también, MARTÍN REBOu.o, 
L., «La Administración de garantías: Vigencia y limitaciones», Revista del Centro de Estudios 
Constitucionales, n.o 13, 1992, p. 32. 
234 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia y AdministraciÓn. .. , cit., p. 175. 
235 En este sentido, el arto 88 LRJAPyPAC establece que las Administraciones Públicas 
podrán celebrar acuerdos ( ... ), pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los 
procedimientos administrativos o insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, 
a la resolución que les ponga fin». 
o auxiliares del acto final, que gozan de sustantividad jurídica independiente 236. 
Entre estas actuaciones se encuentran los contratos de Derecho público. 
Por su naturaleza de actuaciones procedimentales, las transacciones tributa-
rias que analizamos se encuentran comprendidas dentro del ámbito de aplicación 
del arto 10S.c CE, el cual establece una reserva de ley respecto a la regulación del 
«procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos» 237. 
En consecuencia, su utilización sólo será posible cuando una ley los contemple 
expresamente 238. 
En efecto, aunque la CE parece establecer una reserva sólo respecto de los 
actos, ello es debido a que el constituyente no se planteó la posibilidad de que la 
Administración se manifestara mediante otra forma de actuación. Una vez que 
hemos aclarado la necesidad del contrato de Derecho público, hay que conside-
rarlo integrado en el mandato del arto 10S.c, pues el sentido último de este pre-
cepto es el de establecer una reserva de formas de actuación administrativas. 
A este respecto, es importante destacar que el TC (SsTC 22/1984, de 17 de 
febrero y 144/1987, de 23 de septiembre) ha reconocido que es función dellegis-
lador la determinación de las normas, medios o instrumentos en que se concre-
te la formulación del principio de eficacia. Esta reserva de ley garantiza tanto 
una mejor defensa de los derechos e intereses de los ciudadano, como el mejor 
acierto y eficacia en las decisiones de la Administración 239. 
Como ya hemos mencionado, algunos autores, como BULUNGER 240, han recha-
zado la licitud del contrato en las relaciones Administración-ciudadano debido a la 
creencia de que dicha forma supone por sí misma una violación al principio de 
legalidad, puesto que la libertad negocial que conlleva se encuentra, en su opinión, 
en irreconciliable contradicción con aquella máxima. Sin embargo, a nuestro jui-
cio, esta postura no es compartible, ya que la actuación administrativa es tan sus-
ceptible de limitación por el principio de legalidad cuando se desarrolla mediante 
un acuerdo con los ciudadanos como cuando es ejercida de forma unilateral 241. 
236 GARCÍA DE ENTERRiA, E. Y FERNÁNDEZ, T.-R., Curso ... , cit., T. l., p. 538. 
237 La LRJAP Y PAC ha recogido este mandato en el arto 53.1: «Los actos administrativos 
que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio o a instancia del interesado, se produci-
rán por el órgano competente ajustándose al procedimiento establecido». 
238 MENÉNDEZ REXACH, A., Los convenios entre Comunidades Autónomas ... , cit., pp. 263 a 
365; PAREJO ALFONSO, L., «La eficacia ... », cit., pp. 48 Y 49; DELGADO PIQUERAS, E, La termina-
ción convencional ... , cit., p. 163, quien deriva del arto 105.c CE la exigencia de que el ejercicio 
de potestades públicas mediante contratos se desarrolle en el seno y conforme a la disciplina del 
procedimiento administrativo. Sobre el ámbito del arto 105 CE, véase GoNZÁLEZ PÉREZ, J., Y 
GONZÁLEZ NAVARRO, E, Régimen jurídico de las Administraciones públicas y procedimiento 
administrativo C01T!ún (Ley 30/1992, de 26 de noviembre), Cívitas, Madrid, 1993, pp. 64 Y ss. 
239 STS de 24 de abril de 1985. Entre los autores, NÚÑEz PÉREZ, G.G., «La actividad admi-
nistrativa de comprobación tributaria», REDF, 1987, n.O 53, p. 41; GONZÁLEZ PÉREZ, J. y 
G0NZÁLEZ NAVARRO, Régimen jurídico ... , cit., p. 163. 
240 BULUNGER, M., Vertrag ... cit., p. 255. 
241 En este sentido, BOSSE, W., Der subordinationsrechtliche ... , cit., p. 40. 
Es necesaria una ley que habilite a la Administración a ejercitar su potestad 
a través de un contrato 242. El hecho de que estos negocios públicos se lleven a 
cabo en el seno de las relaciones tributarias no supone ninguna limitación aña-
dida respecto a las existentes en el ámbito administrativo común. La reserva de 
ley del arto 105.c CE se extiende al procedimiento administrativo, sin que exis-
tan peculiaridades según el ámbito en el que éste se desarrolle. 
El rechazo a la realización de la actividad tributaria de forma consensuada deri-
va de la postura contraria a dichos contratos en el Derecho administrativo común 
surgida a finales del siglo pasado y especialmente representada por MAYER, como 
explicamos en el capítulo sobre la naturaleza jurídica de los convenios tributarios 
(epígrafe lA). Sin embargo, mientras las tesis relativas a este último ámbito fueron 
evolucionando hasta la admisión del contrato en el seno del procedimiento admi-
nistrativo, el rechazo cuando se trata de relaciones tributarias se estancó en aquella 
ideología. El argumento sostenido por los autores que defienden la ilicitud de estos 
contratos en Derecho Tributario continúa centrándose en el principio de legalidad. 
En su opinión, esta máxima tiene mayor fuerza en este ámbito que en el resto del 
Derecho administrativo, por 10 que estaría justificada la licitud de la actividad con-
sensuada en este último campo y no en el propio de las relaciones tributarias. 
El error de esta doctrina reside, de nuevo, en la confusión entre forma y con-
tenido de las actuaciones administrativas. Si bien es cierto que respecto al con-
tenido de las mismas existe una reserva de ley respecto del Derecho Tributario 
(art. 31.3 CE) más estricta que las establecidas para otros campos jurídicos, ello 
supondrá una restricción al contenido de la actuación. La forma se encuentra 
limitada por el arto 105.c CE, que no singulariza al Derecho Tributario. 
242 En contra de esta postura la mayoría de los autores alemanes mantienen que en su 
Derecho interno no se deriva de la Constitución ni una reserva de ley, ya que no se considera que 
la forma contractual sea «esencial», en el sentido exigido por el BVerfG para entender existente 
una reserva de ley, ni una exigencia de habilitación previa para que la Administración pueda 
actuar contractualmente. Una vez que disfruta de una potestad puede elegir desarrollarla median-
te acto o contrato, según le parezca más conveniente; es una decisión discrecional de la 
Administración, siempre que no exista una disposición que prohíba la utilización de la forma con-
tractual. Estos autores extraen su tesis del contenido del par. 54 BVerwVerfG: «Mientras una norma 
no disponga lo contrario, una relación jurídica de Derecho público puede ser creada, modificada 
o anulada mediante contrato de Derecho público (. .. )>> y del parágrafo 10 de esta misma Ley: «En 
ausencia de disposiciones jurídicas que regulen la forma del procedimiento, éste no se vincula 
a formas determinadas. Se desarrollará sencilla y eficazmente». En este sentido, UIE, C.H., 
y LAUBINGER, H.-W., Verwaltungsverfahrensrecht ... , cit., p. 277; STELKENS, P. y otros, Verwal-
tungsverfahrensgesetz. .. cit., p. 1275; SPANNOWSY, W, Grenzen. .. cit, pp. 123 Y ss. Sobre la dis-
cusión doctrinal a este respecto en Derecho Tributario, véase SONTIIElMER, J., Der verwaftungs-
rechtliche ... , cit., pp. 77 Y ss. Por su parte, en Derecho italiano, el arto 11 de la Ley de 7 de agosto 
de 1990 sólo exige habilitación normativa para los contratos finalizadores del procedimiento, es 
decir, sustitutivos del acto administrativo. Por lo tanto, los acuerdos negociales que se integren en 
el procedimiento, sin ponerle fin, no requieren dicho requisito. Sin embargo, en nuestra opinión 
no existe un criterio para hacer esta diferenciación de exigencias, puesto que al tener el contrato 
preparatorio fuerza vinculante determina el contenido del acto de liquidación. 
En consecuencia, pueden admitirse las transacciones tributarias siempre que 
se respeten las exigencias de dicha máxima, concretadas en dos niveles: 
A) En primer lugar es necesario que una norma atribuya a la Hacienda 
Pública la potestad sobre una determinada materia. La Administración no goza 
de más potestades que las que le atribuya el ordenamiento jurídico (tesis de la 
vinculación positiva). El rango de la norma habilitante depende de que la actua-
ción administrativa se desenvuelva en una materia reserva a ley o no. La vincu-
lación de la Administración, también cuando la actuación que realiza tiene natu-
raleza tributaria, a «la ley y al Derecho» es plena, de forma que aquélla sólo 
ostentará las potestades que le hayan sido conferidas por el ordenamiento jurídi-
co. En efecto, en un Estado de Derecho como el implantado en España tras la 
promulgación de la Constitución de 1978, todos los poderes del Estado -legis-
lativo, ejecutivo y judicial- reciben sus potestades de la Norma Suprema. 
A pesar de ello, ésta concede una primacía al Parlamento, debido a su conside-
ración de órgano titular de legitimación directa, que no ostenta el Gobierno, así 
como por las garantías que proporciona el procedimiento legislativo frente a las 
formas productoras de actuaciones del resto de los poderes 243• Esta concepción 
se traduce en la existencia de diversas reservas de ley en materias, como la tri-
butaria, cuyo tratamiento se considera susceptible de precisar aquella protección. 
Sin embargo, en estos supuestos la exigencia de que la habilitación provenga de 
una ley en sentido formal es consecuencia de un mandato sobre normación y no 
del principio de legalidad, que determina la vinculación al ordenamiento jurídi-
co sin hacer distinción entre las distintas fuentes de él. 
Por 10 tanto, el principio de legalidad implica la existencia de una habilita-
ción normativa, expresa y específica, previa a la actuación administrativa (uni-
lateral o concordada), de forma que «no hay en Derecho español ningún espacio 
franco o libre de ley, en que la Administración pueda actuar con un poder ajurí-
dico y libre ( ... ). El Derecho condiciona y determina, de manera positiva, la 
acción administrativa, la cual no es válida si no responde a una previsión nor-
mativa» 244. Pero esta habilitación no ha de estar contenida en una ley formal, 
sino que puede estar integrada en cualquier fuente del ordenamiento. 
Así, la Administración es considerada como mero poder de ejecución de las 
disposiciones contenidas en el ordenamiento jurídico. En consecuencia, no exis-
te ningún ámbito -ni siquiera respecto de las materias no reservadas a ley-
sobre el que el poder ejecutivo pueda disponer autónomamente, sin base norma-
tiva: el Derecho administrativo no es sólo la «conditio sine qua non», sino «con-
ditio per quam» 245. 
243 GARCÍA MACHO, R., Reserva de ley Y potestad reglamentaria, Ariel Derecho, Barcelona, 
1988, pp. 162 Y ss. 
244 GARCÍA DE ENTERRíA, E., Y FERNÁNDEZ, T.-R., Curso ... , cit., T. l., pp. 428 Y ss. 
245 MERKL, A., Teoría general ... , cit., p. 211. 
Esta postura parte de una visión de la Hacienda Pública vinculada al Derecho 
desde su mismo nacimiento. De esta manera, «los órganos que integran la 
Administración y la competencia misma de esos órganos son y existen, en suma, 
en tanto se instituyen por el orden jurídico, no como un facto natural desligado 
del Derecho» 246, diferenciándose así desde el mismo comienzo de los indivi-
duos. «y si es el Derecho -el Derecho administrativo-- el que instituye los 
órganos y atribuye la competencia no hay términos hábiles para desconocer que 
la función del Derecho administrativo es la de determinar, condicionar a la 
Administración; no simplemente limitarla». 
En el ámbito tributario, por 10 tanto, la Hacienda Pública sólo podrá llevar a 
cabo actuaciones cuando el ordenamiento jurídico contenga una habilitación 
expresa en ese sentido. Respecto a las materias reservadas a ley dicha habilita-
ción deberá contenerse en una ley formal, mientras que en el restante campo del 
Derecho Tributario será suficiente con que aquélla venga contemplada en cual-
quiera de las fuentes del ordenamiento jurídico. 
B) Concedida dicha potestad, ésta habrá de desarrollarse mediante un pro-
cedimiento previsto en la ley. En concreto, el arto 105.c CE establece una reser-
va de ley respecto del procedimiento a través del cual deben producirse los actos 
administrativos. Como ya hemos analizado, también el contrato de Derecho 
público se inserta dentro de este procedimiento, por 10 que su utilización debe 
estar prevista por una ley. En otro caso, la Administración deberá ejecutar sus 
potestades mediante actos unilaterales. 
En consecuencia, una vez que la Administración tributaria goza de una potes-
tad, ha de ejercitarla mediante el procedimiento establecido por la ley. Si ésta 
guarda silencio respecto a la utilización de convenios, ha de entenderse que esta 
forma de actuación es ilícita en el supuesto concreto, como consecuencia de la 
reserva de ley en la regulación del procedimiento. 
En el Derecho administrativo común la exigencia del arto 105.c CE ha quedado 
cumplimentada, en parte, con la promulgación de la LRJAPyPAC, que en su arto 88 
prevé la posibilidad de celebrar contratos de Derecho público dentro del procedi-
miento. Y decimos que sólo satisface parcialmente el mandato constitucional porque 
el arto 88 no tiene eficacia directa, sino que se remite a otras normas posteriores 247. 
246 BALLBE, M., voz «Derecho administrativo», en Nueva Enciclopedia Jurídica, Seix, Tomo 
1, Barcelona, 1950, p. 63. 
247 Entre los autores que no consideran suficiente dicho precepto, teniendo en cuenta que 
remite la licitud de la forma contractual a las distintas normas que regulen cada concreto contra-
to de Derecho público, PARADA V ÁZQUEZ, R., Derecho administrativo ... , cit., 1, p. 261; TABOAS 
BENTANACHS, M., Finalización del procedimiento ... , cit., p. 576; GoNZÁLEZ PÉREZ, J., Y 
GONZÁLEZ NAVARRO, F., Régimen jurídico ... , cit., p. 967; MENENDEZ RExArn, A, en LEGUINA 
VILLA, J., Y SÁNCHEZ MORÓN, M., dir., La nueva Ley de régimen jurídico ... , cit., p. 263 Y ss. Este 
último autor, sin embargo, deja fuera de esta necesidad los convenios de trámite no vinculantes 
debido al servicio que prestan al principio de eficacia y al nulo riesgo que suponen para la lega-
lidad pues no predeterminan el contenido del acto. Por último, SÁNCHEZ MORÓN, M., La apertu-
ra del procedimiento administrativo ... , cit., p. 14. 
La aplicación en el procedimiento tributario de la previsión de la LRJAPyPAC 
es dudosa, debido a la exclusión contenida en la DisposiciónAdicionaI5.ª de la 
LRJAPyPAC, según la cual «los procedimientos administrativos en materia tri-
butaria y, en particular, los procedimientos de gestión, liquidación, comproba-
ción, investigación y recaudación de los diferentes tributos se regirán por su nor-
mativa específica y, subsidiariamente, por las disposiciones de esta Ley» 248. En 
nuestra opinión, y tal como mantiene AGULLO AGÜERO 249, el arto 88 (y el 107) es 
plenamente vigente en el procedimiento tributario, como con-secuencia del 
vacío normativo que existe respecto a la materia regulada por aquel precepto, 
que provoca que resulten de aplicación las disposiciones subsidiarias. 
Por el contrario, opinan que el arto 88 Ley 30/92 satisface el principio de legalidad, teniendo 
una eficacia directa, sin ser necesarias posteriores habilitaciones para que la Administración 
pueda actuar mediante contratos, DELGADO PIQUERAS, F., Terminación convencionaL.., cit., 
p. 187, según el cual «la alusión "a la disposición que lo regule" no implica necesariamente dife-
rir su eficacia, sino más bien dejar abierta a esa disposición especial la posibilidad de adecuar de 
manera variable en cada ámbito sectorial el carácter vinculante, alcance, efectos y régimen jurí-
dico». Y argumenta en su favor el rechazo que se produjo a la enmienda n.Q 494 presentada por 
el Grupo Popular que establecía una prohibición de contratar salvo en los casos previstos por el 
ordenamiento (BOC Senado, Serie 11, n.Q 85 c) de 16 de septiembre de 1992, p. 144). En el mismo 
sentido, Asís ROIG, A DE, Disposiciones generales sobre los procedimientos administrativos, en 
AA.vv, Comentarios a la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, Comunidad de Madrid, Consejería de Hacienda, Madrid, 
1993, pp. 205 Y 206, aunque reconoce que dicha postura es discutible. 
248 En opinión de PAREJO ALFONSO, L., Objeto y ámbito de aplicación de la Ley de Régimen 
Jurídico ... , cit., p. 33, la reducción del procedimiento administrativo regulado en la LRJAPyPAC 
a la categoría de subsidiario respecto al procedimiento tributario (así como de los procedimien-
tos para la imposición de sanciones en el orden social y para la extensión de actas de liquidación 
de cuotas de la Seguridad Social) constituye un contrasentido, pues aquella regulación debería ser 
«un mínimo institucional común» para todos los procedimientos. En efecto, la LRJAPyPAC 
debería responder a la exigencia contenida en el art 149.1.18 CE respecto a la existencia de un 
procedimiento administrativo común, definido como «el conjunto de los principios, técnicas y 
preceptos de obligado acatamiento por todas las Administraciones públicas», en palabras de 
LóPEZ MENuDO, F., «Los principios generales del procedimiento administrativo», RAP, 1992, 
pp. 19 Y ss. Sobre esta base, expone PONT MESTRES, M., Una aproximación a modo de introduc-
ción acerca de la significación de la Ley 30/92 en el marco de los procedimientos tributarios, en 
PONT MEsTRES, M., coord., Incidencia en los procedimientos ... , cit., pp. 27 Y ss., que mientras las 
normas relativas al procedimiento son subsidiarias, las que hacen referencia al régimen jurídico 
de la Administración pública son de directa aplicación al ámbito tributario, pues sólo así se garan-
tiza el carácter instrumental de la Administración al interés público y el respeto a las garantías. 
Esto es, si en un procedimiento tributario existen normas de régimen jurídico de la 
Administración contrarias a la LRJAPyPAC prevalecerán éstas en todo caso. Este autor cita en 
apoyo de su tesis la STS 22.1.1993. En concreto, serán de aplicación subsidiaria los Títulos VI Y 
VII (procedimiento administrativo común) y directa el resto de los Títulos, exceptuando el VIII. 
249 AGULW AGÜERO, A, La introducción ... , cit., p. 184; de la misma autora, Recursos no for-
males ... , cit., p. 277. 
Sin embargo, y también como admite esta autora 250, en la práctica la discu-
sión carece de eficacia práctica, ya que aunque se admita la incidencia de aquel 
precepto en las relaciones tributarias, no tendría ningún efecto jurídico debido a 
su naturaleza meramente programática. 
Por 10 tanto, la cuestión se centra en conocer si existen habilitaciones legales 
que posibiliten la actuación contractual de la Administración en el seno del pro-
cedimiento tributario. La habilitación puede dirigirse en dos sentidos: o bien, 
estableciendo una autorización general que contemple la posibilidad de celebrar 
transacciones cuando concurran determinadas circunstancias; o bien, a través de 
habilitaciones concretas para cada supuesto. 
En la primera tendencia se encuentra el Derecho Tributario norteamericano, 
donde el capítulo 74, Sección 7121 IRC dispone como habilitación genérica que 
«el Secretario o su delegado está autorizado para llegar a un acuerdo con cual-
quier persona en relación a sus obligaciones en relación con cualquier impuesto 
y para cualquier período» 251. Se trata de los llamados «closing agreement», cuyo 
propósito se bifurca en dos sentidos: a) por una parte, en habilitar al contribu-
yente y a la Administración para resolver una controversia tributaria de forma 
definitiva en relación a cualquier período anterior a la fecha del acuerdo y pro-
250 AGULLO AGÜERO, A, La introducción ... , cit., p. 184; de la misma autora, Recursos no for-
males ... , cit., p. 278. 
251 Véase, SALTZMAN, M. l., fRS. Practice and procedure, WG, Boston, 1981, pp. 9.44 Y ss.; 
GARBIS, M. J., Y otros, Tax procedure ... , cit., pp. 147 Y ss. En Derecho administrativo común nor-
teamericano dicha autorización se encuentra en el par. 582 de la Ley sobre Resolución de 
Conflictos Administrativos de 1990 (<<Administrative Dispute Resolution Act») (traducida y 
comentada por DELGADO PIQUERAS, F., La «Administrative dispute ... , cit.), que a diferencia de la 
sección 7121 IRe establece determinados límites a la potestad de transacción de la Adminis-
tración: «a) Una agencia puede usar un procedimiento de resolución de conflictos para la resolu-
ción de un asunto en controversia que afecte a un programa administrativo, si las partes están de 
acuerdo en tal procedimiento. b) Una agencia no considerará usar un procedimiento de resolución 
de conflicto cuando: 1. Se requiera una resolución definitiva o interpretativa del asunto con valor 
de precedente, y semejante procedimiento no es probable que sea aceptado como un precedente 
interpretativo; 2. El asunto implique o pueda afectar a trascendentes cuestiones de política del 
Estado que requieran procedimientos adicionales antes de que una resolución final pueda ser 
tomada, y tal procedimiento probablemente no serviría para desarrollar un programa recomenda-
do para la agencia; 3. El mantenimiento de criterios establecidos sea de especial importancia, de 
modo que las variaciones entre decisiones individuales no sean aumentadas y semejante procedi-
miento probablemente no alcanzaría coherentes resultados entre las decisiones individuales; 4. El 
asunto afecte significativamente a personas u organizaciones que no sean parte en el procedi-
miento; 5. Un expediente público completo del procedimiento sea de especial importancia, y un 
procedimiento de resolución de conflicto no pueda producir semejante expediente; 6. La agencia 
deba mantener jurisdicción continua sobre el problema, con autoridad para alterar la disposición 
del asunto a la luz del cambio de estructuras, y un procedimiento de resolución de conflicto inter-
feriría con el cumplimiento por la agencia de ese requisito. c) Los medios alternativos de resolu-
ción de conflicto autorizados bajo este subcapítulo son procedimientos voluntarios que comple-
mentan y no limitan otras técnicas disponibles de la agencia de resolución de conflictos». 
teger al ciudadano de una reapertura posterior de la investigación sobre la mate-
ria objeto de pacto; y b) por otro lado, concretar el tratamiento de una cuestión 
en años posteriores a la celebración del acuerdo. 
A favor de que el legislador español adoptase esta idea puede decirse que, al 
igual que ocurre con los actos unilaterales, respecto a los cuales no es necesario 
que el ordenamiento jurídico autorice para cada toma de decisión la posibilidad 
de dictar un acto, también el contrato puede ser admitido con carácter general, 
pudiéndose utilizar desde ese momento por la Administración cuando 10 consi-
dere oportuno, una vez que una norma le ha otorgado la potestad sobre la mate-
ria y concurran los presupuestos del negocio. 
Sin embargo, no parece ser la postura adoptada en España, donde ya existen 
habilitaciones concretas. Lo que en todo caso sí convendría es que se estable-
ciera una regla general sobre el régimen jurídico de todas las transacciones tri-
butarias que, lógicamente, debe ser en esencia el mismo. Este análisis es reali-
zado en un capítulo posterior del presente trabajo, donde se examinan las dife-
rentes manifestaciones de actuaciones negociadas entre la Administración y el 
particular en el procedimiento. 
Por el momento sólo interesa señalar dónde se contemplan habilitaciones 
concretas de transacciones; así, el arto 16.6 LIS (acuerdos sobre precios de trans-
ferencia), arto l1.1.d LIS (planes de amortización), arto 21.1 LIS (planes de rein-
versión), arto 19.2 LIS (planes sobre la imputación temporal) y arts. 52.2 LGT Y 
139.3 RGR (tasación pericial contradictoria). 
Es importante reiterar que no se deriva de los diversos principios constitu-
cionales prohibición alguna de utilización de la forma contractual. Por el con-
trario, esta actividad constituye una exigencia de los principios de eficacia y par-
ticipación. La Constitución española establece, exclusivamente, la necesidad de 
que dicha forma de actuación se encuentre -al igual que la unilateral- con-
templada en la ley (art. 105.c CE). 
En conclusión, una actuación de la Administración mediante contrato puede 
infringir el ordenamiento jurídico de la misma manera que mediante un acto. La 
utilización de la forma contractual por la Administración no representa ningún 
peligro que el empleo del acto desconozca, pues la forma de exteriorización es 
neutral desde el punto de vista del principio de legalidad. 
C) LOS PRESUPUESTOS DE LA TRANSACCIÓN TRffiUTARIA 
Junto a las exigencias derivadas de los principios constitucionales, la licitud 
de la forma transaccional requiere, asimismo, la verificación de los presupues-
tos propios de las transacciones. Estos son: la existencia de un litigio; la inten-
ción de las partes de eliminar este litigio, sustituyendo la situación de incerti-
dumbre por otra incontrovertida y la realización de mutuas concesiones para 
alcanzar esta finalidad 252. 
1. Existencia de una relación incierta o litigio 
Presupuesto de la transacción es la existencia de una controversia o litigio al 
que las partes quieren poner fin. Por ello, ostenta gran importancia determinar 
qué ha de entenderse por litigio. 
Además, es justamente la incertidumbre y, en concreto, la necesidad de eli-
minarla para garantizar la paz jurídica, la nota que justifica la ausencia de inci-
dencia del principio de legalidad respecto al contenido de las transacciones. Esto 
las diferencia del resto de contratos de Derecho público, cuyo contenido se 
encuentra totalmente sujeto al ordenamiento jurídico de forma que la 
Administración sólo puede realizar las prestaciones previstas en la ley: éste es el 
supuesto de los convenios de colaboración por los cuales un Municipio se obli-
ga a eximir o reducir la deuda tributaria de una empresa si se establece en su 
demarcación territorial; sólo cuando esta prestación esté prevista por el ordena-
miento jurídico podrá realizarse. Por el contrario, la prestación a la que la 
Hacienda Pública se compromete en las transacciones no se atiene a ninguna 
previsión normativa concreta pues responde a una situación de incertidumbre 
que se trata de solucionar a través del convenio. 
252 En este sentido, SsTS 8-3-1962, 2fr4-1963, 6-11-1965, 29-4-1966, 10-6-1968 Y 26-6-1969. 
Dictámenes del Consejo de Estado de 14-2-1963, 11-3-1976, 14-7-1977,24-5-1978,22-3-1979, 
23-12-1980,23-4-1981,16-7-1981,24-7-1982, 7-7-1983, 3-11-1988, 28-4-1988, 31-5-1990 Y 
9-7-1992. Entre los autores, MORENO TORRES, J.L., «Los convenios ... », cit., p. 7; PAREJO AL-
FONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 181 Y 182; AGULLO AGÜERO, A, La introducción. .. , cit., pp. 185 Y 
186; RAMALLO MASSANET, l, La eficacia de la voluntad. .. , cit., p. 223; ZoRNOZA PÉREZ, 1 l, 
¿Qué podemos aprender. .. , cit., pp. 171 Y ss.; SERRANO ANTÓN, F., La terminación. .. , cit., p. 85. 
En la doctrina civil, entre otros muchos, RUGGIERO, R. de, Instituciones de Derecho civi~ vol. n, 
R. Serrano Suñer y 1 Santa-Cruz Teijeiro, tr., Ed. Reus, Madrid, 1931, p. 618; CASTAN TOBEÑAS, l, 
Derecho civil ... , cit., pp. 772 Y ss.; ENNECCERUS, L., Derecho de obligaciones, vol. 11, 2.A parte, 
Bosch, Barcelona, 1966, pp. 849 Y SS.; ÜGAYAR y AYLLON, T., Comentario a los arts.1809 a 1821 
del Código civil, en ALBALADEIO GARCÍA, M., dir., Comentarios al Código civil y compilaciones 
forales, Ed. Revista de Derecho privado, Madrid, 1983, pp. 3 Y ss.; ALBALADEIO GARCÍA, M., 
Derecho civil ... , cit., p. 437; PELAEZ, F. l, La transacción. .. , cit., p. 6. En Italia, GARGIULO, U., Il 
concordato ... , cit., p. 151. Y, por último, en Francia es resaItable el Dictamen del Consejo de 
Estado francés, Régles autrement les conflicts ... , cit., pp. 51 Y ss. 
Como explica RAMALLo MASSANET25\ «es ante esa incertidumbre, pues, ante 
la que la voluntad de las partes -que están en pie de igualdad en la relación obli-
gacional- podría producir efectos despejando dicha incertidumbre y, además, 
evitando conflictos ulteriores. En última instancia, que la incertidumbre sobre un 
elemento de la obligación se despeje sin necesidad de acudir a un conflicto -
recurso- y que la resolución de esa incertidumbre pueda producirse por el acuer-
do entre las partes dando eficacia a la voluntad concorde de las mismas». 
El Código civil defme la transacción como el contrato por el cual las partes, 
dando, prometiendo o reteniendo cada uno alguna cosa, evitan la provocación de 
un pleito o ponen fin al que ya habían iniciado (art. 1.809). 
El contrato de transacción sólo podrá emplearse, por lo tanto, para dirimir 
una situación incierta 254, que acarrea la posibilidad de un litigio (<<temor litis»). 
El litigio ha sido defmido por CARNELUTTI como el conflicto de intereses 
cualificado por la pretensión de uno de los interesados y la resistencia de otro 255, 
o bien, en una formulación más extensa, como «el conflicto jurídicamente tras-
cendente, que constituya el punto de partida o causa determinante de un proce-
so, de una autocomposición o de una autodefensa» 256. 
Es importante destacar que no es suficiente, como presupuesto legitimador 
de la transacción, el mero conflicto de intereses, sino que este conflicto ha de 
versar sobre la tutela jurídica de los intereses de cada interviniente, en el senti-
do de que éstos fudamenten su pretensión jurídicamente. Es decir, cada sujeto 
interviniente debe buscar la tutela jurídica, fundamentando su pretensión en el 
ordenamiento jurídico 257. Como explica de forma gráfica DÍEz-PICAZ0258, elliti-
gio abarca un doble conflicto: a) un conflicto de intereses y b) un conflicto sobre 
la tutela jurídica de estos mismos intereses. 
Sin embargo, esta situación de controversia en las transacciones ha sido 
interpretada de diferente forma en la doctrina y en la jurisprudencia. 
253 RAMALLO MASSANET, l, La eficacia de la voluntad de las partes ... , cit., p. 223. 
254 El Consejo de Estado ha rechazado la existencia de transacciones debido a la ausencia 
de incertidumbre en la relación jurídica (Dictámenes de 24-5-1978, de 23-4-81, de 4-3-1982, de 
3-11-1988, de 28-4-1988 y de 9-7-1992). 
255 CARNELUTTI, F., Sistema de Derecho procesaL.., cit., pp. 4 Y ss. 
256 ALcALÁ-ZAMoRA, N., Proceso, autocomposición. .. , cit., p. 17. 
257 DiFZ-PICAZO y PONCE DE LEóN, L., Y GUUÓN BALLESTEROS, A, Sistema ... , cit., vol. n, p. 501, 
describen la diferencia entre las situaciones de conflicto de intereses y de litigio con un ejemplo muy 
expresivo: «Si A y B disienten acerca del precio de una cosa, estamos ante un conflicto de intereses 
simple. Pero si A. comprador, estima que no ha de pagar intereses por encima de un determinado tipo 
porque así lo dice el contrato, y B entiende que debe pagarlos porque su derecho se apoya precisa-
mente en el contrato que A ha interpretado mal, estamos ante una controversia jurídica, porque cada 
parte pretende una determinada tutela jurídica para su interés en no pagar o en cobrar.» 
258 DiFZ PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., El arbitrio de un tercero en los negocios jurídicos, 
Bosch, Barcelona, 1957, p. 93. 
Así, algunos autores han visto en la causa de estos negocios la existencia de 
una «res dubia» 259, es decir, una situación de inseguridad por parte de los con-
trayentes acerca de la certeza de sus alegaciones respecto a las circunstancias 
fácticas o a la regulación jurídica. 
Frente a esta tesis, parte de la doctrina radica la causa en la composición de 
la litis (teoría de la «res litigiosa»). Es la propia controversia la que provoca la 
incertidumbre, de modo que no se requiere la duda de las partes respecto a sus 
pretensiones. Aquéllas pueden tener la certeza absoluta de la corrección jurídica 
o fáctica de sus alegaciones y, sin embargo, acudir a la transacción, es decir, a la 
fijación de una situación incontrovertida. Así, la inseguridad requerida nace del 
choque de pretensiones 260. Esta es la postura adoptada por el Código civil espa-
ñol. En este sentido, la STS 3-5-1958 afirma que constituye característica de la 
transacción «poner fin a la incertidumbre sobre la relación jurídica ( ... ), la tran-
sacción versa sobre una cuestión dudosa, lo que ha de entenderse no por el valor 
racional de la duda, sino por su valor real nacido de la contradicción de juicio de 
las partes». Es decir, la situación incierta se encuentra generada por el conflicto 
entre los intervinientes, pero no se requiere que cada pretensión en sí sea dudosa. 
259 Véase la exposición que de estas ideas realiza GULLÓN BALLESTEROS, A., La transac-
ción ... , cit., pp. 8 Y ss. Por otra parte, dentro de la tesis de la «res dubia», CARNELUTTI planteó una 
teoría que se aparta de sus premisas, pues relaciona la «res dubia» con una relación jurídica incier-
ta en vez de con una controversia, pues en su opinión la transacción se realiza en una fase previa 
a la controversia, en la que existe una mera relación incierta. En contra de esta postura ha opues-
to GULLÓN su artificiosidad. 
260 DÍEZ-PICAZo y PONCE DE LEÓN, L, El arbitrio ... , cit., p. 93; GULLÓN BALLESTEROS, A., La 
transacción. .. , cit., p. 29; BARBERO, D., Sistema del Derecho ... , cit., pp. 551 Y ss.; ALBAlADFJO 
GARCÍA, M., Derecho civil ... , cit., p. 437. Este último autor expresa que «lo único que realmente 
importa es que se trata de una relación controvertida, y que lo de ser dudosa sólo importa en cuan-
to da pie a la controversia». La diferencia fundamental entre la tesis de la «res dubia» y la de la 
«res litigiosa» reside en los efectos que se derivan de las transacciones basadas en alegaciones que 
una o ambas partes saben erróneas e infundadas (litis temeraria). Para los autores que defienden 
la necesidad de una duda -ya sea objetiva o subjetiva- por parte de los intervinientes respecto a 
la certeza de sus pretensiones, la ausencia de dicha duda (el convencimiento de la injustificabili-
dad de su pretensión) elimina la causa del negocio jurídico de fijación. Por el contrario, para la doc-
trina que radica la causa en el conflicto surgido por la contraposición de alegaciones, la certeza jurí-
dica de las partes respecto a la ausencia de fundamentación de sus pretensiones constituye un vicio 
del consentimiento (litis temeraria). También se manifiestan discrepancias, según la tesis que se 
adopte, respecto de la transacción efectuada sobre pleito decidido por sentencia firme (art. 1819 
Ce), o las realizadas con posterioridad a una transacción. Para la doctrina de la «res dubia» en 
ambos casos falta la causa. Mientras que para los otros lo que existe es un vicio del consentimien-
to, un error: se cree que la situación es litigiosa cuando en realidad no lo es. Esto provocaría la anu-
labilidad de la transacción, pero no su nulidad, pues existe «causa transigendi»: las partes transi-
gen en la creencia --errónea- de que existe un conflicto entre ellas. Véase, PELAEz, E J.,La tran-
sacción. .. , cit., pp. 23 Y 41, según el cual, «las partes como consecuencia de la pretensión de una 
y la oposición de la otra entran en conflicto (controversia) surgiendo una incertidumbre a raíz de 
sus posturas enfrentadas. Esta es la única incertidumbre que contempla nuestro ordenamiento 
independientemente de que la relación controvertida sea dudosa o no». 
Sin embargo, en el Derecho público, la limitación que, debido a los princi-
pios de legalidad, de igualdad y de investigación, sufre el poder dispositivo de la 
Administración en sus relaciones jurídico-públicas, hace imperar la tesis de la 
«res dubia». No es suficiente con que las partes reclamen la tutela jurídica sobre 
sus pretensiones contrapuestas, sino que los mismos contratantes han de padecer 
una inseguridad real acerca de la corrección de sus posiciones. 
Esta situación queda muy bien reflejada en Derecho alemán, donde el par. 779 
del Código civil (BGB) expresa que la transacción puede recaer sobre una polé-
mica o una incertidumbre (<<der Streit oder die Ungewissheit der Parteien über 
ein Rechtsverhaltnis») de las partes sobre una relación jurídica. Hasta tal punto 
el legislador civil germano se aleja de la tesis de la «res dubia» que equipara la 
incertidumbre sobre la relación jurídica a la circunstancia de que sea insegura la 
efectividad de una pretensión (<<wenn die Verwirldichung einer Anspruchs unsi-
cher ist») 261. 
Frente a esta clara regulación en el ámbito privado, el par. 55 de la Ley ale-
mana de procedimiento administrativo (VerwVerfG) (precepto regulador de las 
transacciones en el Derecho público) menciona exclusivamente la eliminación 
de la incertidumbre como base legitimadora de una transacción entre la 
Administración y el ciudadano cuando concurra una incertidumbre (bestehende 
Ungewissheit), sin hacer referencia a la mera existencia de una polémica entre 
ellos. 
En el mismo sentido, el Derecho Tributario norteamericano también estable-
ce como presupuesto ineludible del pacto entre la Hacienda Pública y el contri-
buyente que este último demuestre la existencia de una incertidumbre en los 
hechos o en la ley aplicable 262. 
Por lo tanto, requisito constitutivo de la transacción es que se produzca un 
conflicto entre los intervinientes sobre la tutela jurídica de sus intereses, esto 
es, un litigio. La exigencia de esta nota lleva a negar naturaleza transaccional a 
los convenios concursales, cuya aplicación en el Derecho Tributario recoge el 
arto 129.4 LGT. En efecto, es característica común de dichos acuerdos concursa-
les la ausencia de un verdadero litigio, en el sentido de que entre el deudor y el 
acreedor no se plantea ningún conflicto sobre la relación jurídica por el que cada 
uno exija la protección de su respectiva posición. Por el contrario, los intervi-
nientes en el convenio concursal buscan un beneficio común. Tanto los acree-
dores como el deudor conocen con exactitud la cuantía de la deuda, pero tam-
bién saben que éste no puede pagarla en su totalidad en los plazos fijados; por 10 
que se llega a una solución concertada sobre la forma de pago y/o la cuantía. 
261 Por ejemplo, se tienen dudas sobre la obtención de la reclamación debido a dificultades 
de prueba, a una jurisprudencia vacilante o a la inseguridad en la ejecución de la pretensión. 
REBMANN, K. Y SACKER, J., Münchener Kommentar. .. , cit., p. 1077. 
262 Según expone SERRANO ANTóN, E, La terminación ... , cit., p. 54. 
Junto a este presupuesto de litigio, cuando la transacción se realiza en el 
marco de las relaciones tributarias se añade como requisito que la Hacienda 
Pública y el obligado tributario ostenten una incertidumbre respecto a la certeza 
de sus propias pretensiones 263. 
Frente a la opinión de algunos autores, que han rechazado la posibilidad de 
que el particular sufra una duda respecto a su situación tributaria 264, debe afIr-
marse que aunque el ciudadano se haya percatado con exactitud de la realización 
del hecho generador de la obligación tributaria, puede sufrir vacilaciones res-
pecto a la valoración exacta de algún elemento de aquel presupuesto 265. 
La existencia de tales inseguridades es muy frecuente en la aplicación del 
Derecho Tributario y se presentan en relación al esclarecimiento de los hechos, 
a su calificación y valoración o a la aplicación de las consecuencias jurídicas 
previstas en la norma. La cada vez mayor complejidad de las situaciones fácti-
cas con relevancia tributaria y de las propias normas desemboca en la imposibi-
lidad en muchos casos de tener un conocimiento certero de los elementos de 
hecho y de derecho del presupuesto de hecho. 
Si falta el conflicto jurídico entre las partes o éstas están seguras acerca de la 
certeza de sus respectivas posiciones, el contrato que lleven a cabo no será una 
auténtica transacción, por lo que el enjuiciamiento de la licitud de su contenido 
no se realizará mediante los criterios propios de la transacción, sino del resto de 
los contratos de Derecho público, que como estudiaremos posteriormente se 
encuentran sujetos al principio de legalidad. En este sentido se pronuncia el 
Informe de la Intervención General del Estado de 17.11.1995, en el que se exa-
mina el proyecto de Real Decreto por el que se aprueba la formalización de un 
acuerdo transaccional entre la Hacienda Pública estatal y la Cruz Roja española. 
La Intervención rechaza la consideración de este negocio como una transacción 
debido a la ausencia de controversia entre las partes en tomo a la existencia o a 
la cuantía del crédito tributario de que era deudora la Cruz Roja 266. En efecto, 
ambas partes se habían limitado a pactar los bienes con los que la institución 
benéfica resolvía el pago de la obligación tributaria 267, por lo que el Informe se 
pronuncia en los siguientes términos: 
263 GARGIULO, D., Il concordato ... , cit., pp. 151 Y ss. 
264 CADALBEIU, «11 concordato fiscale», Foro Lomb., 1939, p. 173 (citado por GARGIULO, D., 
Il concordato ... , cit., p. 153, n.18). 
265 GARGIULO, D., Il concordato ... , cit., p. 153. 
266 En el mismo sentido se manifiesta la Intervención General de la Administración del 
Estado en su Dictamen de 17-10-1995, en relación a una supuesta transacción que querían cele-
brar el Estado, la Caja Rural de Jaen y las Cajas Rurales integrantes del Consorcio Nacional de 
Cajas Rurales. 
267 En concreto, el Proyecto de Real Decreto disponía en su arto 1: «Se autoriza a la formali-
zación de un Convenio extrajudicial entre la Hacienda Pública Estatal de una parte y la Cruz Roja 
Española de otra, que contenga las siguientes cláusulas: 
Primero: Reconocimiento de crédito. 
«De todo lo anterior parece deducirse únicamente la existencia de un crédito 
tributario de la Hacienda Pública Estatal frente a la Cruz Roja Española, sin que 
exista ningún tipo de controversia entre ambas partes en tomo a dicha cuestión, ni 
en lo que se refiere a la propia existencia de la deuda, ni en lo concerniente a su 
cuantía, por lo que, a juicio de este Centro fiscal no concurre en el supuesto con-
templado una relación jurídica dudosa o controvertida que se pretenda eliminar a 
través del acuerdo transaccional. 
Por el contrario, a juicio de este Centro fiscal, más parece que el negocio jurí-
dico va dirigido a una dación en pago de deuda, e incluso podría ir dirigido, en 
parte, a una condonación de deuda, teniendo en cuenta que la tasación de los 
inmuebles -efectuada únicamente por empresas independientes a instancias de 
la Cruz Roja Española- no cuantifica claramente el valor de los mismos, como 
se pone de manifiesto en la Memoria al señalar que «arrojan un valor total que 
oscila entre 935.825.832 pesetas y 1.536.439.341 pesetas.» 
Una vez sentado lo anterior, sólo queda por destacar que no es necesaria la 
existencia de litigio en sentido procesal. Es suficiente la concurrencia de una 
situación incierta, aunque las partes no la hayan residenciado ante el juez 
(Dictamen del Consejo de Estado de 9-7-1992). 
a) Objeto de la transacción: las cuestiones de hecho y de Derecho 
La incertidumbre cuya eliminación es la causa de las transacciones puede 
recaer sobre cuestiones de hecho o jurídicas 268. Las primeras buscan la elimina-
ción de una duda respecto a la existencia o inexistencia de un hecho determi-
nante para la producción de las consecuencias jurídicas previstas en la norma, 
La Cruz Roja adeuda a la Hacienda Pública Estatal en concepto de cuotas, recargos y san-
ciones la cantidad de 1.047.685.060 pesetas más los intereses de demora que dichas deudas han 
devengado. 
Segundo: Transacción. 
1. La Hacienda Pública Estatal, transige y liquida definitiva y únicamente el pago del crédi-
to frente a la Cruz Roja Española a que se refiere la cláusula anterior. 
2. La Institución Cruz Roja Española da en pago a la Hacienda Pública Española que hace 
suyos los siguientes inmuebles: ... » 
268 SAlZWEDEL, J., Die Grenzen ... , cit., pp. 120 Y 121. Así lo reconoce, igualmente, la Ley ita-
liana de 30.11.1995, que al regular la rectificación con la conformidad del contribuyente extien-
de el ámbito de aplicación de esta figura a determinados aspectos de la base imponible, esto es, 
a la «existencia», la «estimaciófi», la «necesidad de los gastos» y la «imputación al período impo-
sitivo». Como explica MOSCHEITI, E, Las posibilidades de acuerdo entre la Administración [man-
ciera y el contribuyente en el ordenamiento italiano, PIÑA GARRIDO, M. D., tr., en AA.vv., 
Convención ... , cit., pp. 117 Y ss. (también publicado como «Posibilita di accordo tra Arnminis-
trazione finanziaria e contribuyente», il Fisco, 1995), mientras los dos primeros elementos son 
cuestiones de hecho, la necesidad del gasto y la imputación al período impositivo constituyen 
cuestiones jurídicas. Con anterioridad, en este último país, GARGIULO, u., Il concordato ... , cit., 
p. 151. 
esto es, la fijación del crédito tributario. Mediante la transacción sobre cuestio-
nes jurídicas la controversia se plantea en relación a la configuración jurídica del 
presupuesto de hecho 269. 
Sin embargo, la delimitación entre los conceptos «cuestión de hecho» y 
«cuestión de derecho» no es clara. Una defmición de los primeros podría con-
sistir en «acontecimientos externos o internos, que son o fueron perceptibles» 270 
o, como expresa LARENz271, «todo lo que tiene un lugar determinado en el tiem-
po». Por lo tanto, la cuestión fáctica se enclava dentro del supuesto acontecido. 
Por su parte, las cuestiones de Derecho se definen como la valoración y clasifi-
cación de lo acontecido conforme a criterios del orden jurídico 272; su ubicación 
se encuentra dentro de la operación de subsunción de los hechos realizados y 
descubiertos. 
En este sentido, es importante dejar constancia de la clarificadora tesis de 
ALEIÑANA GARCÍA QUINTANA 273. Según expone dicho autor, la actividad de la 
Hacienda Pública en los procedimientos de gestión se bifurca en la constatación 
del supuesto de hecho y en la aplicación de la norma. Esta última fase se mani-
fiesta, claramente, como una actividad jurídica, sin presentar matices que la dife-
rencien de la aplicación del resto del ordenamiento jurídico. Mayores problemas 
plantea la constatación del supuesto de hecho, en sus tres dimensiones: a) com-
probación de su existencia y dimensión; b) valoración de sus elementos inte-
grantes, y c) calificación a efectos de aplicación de la norma. Por lo que respec-
ta a la comprobación, se trata de una cuestión de hecho, consistente en «consta-
tar la existencia del elemento o de los elementos que integren aquél (el supues-
to de hecho) así como de verificar el número, medida, peso, de los objetos mate-
269 Junto a estas dos formas, algunos autores alemanes plantean la existencia de otro tipo de 
transacción, la llamada «transacción sobre las cuestiones jurídicas condicionada a los hechos» 
(<<tatsachenbedingte Rechtsvergleich»); en este sentido, STEINHOFF, «Der Vergleich im Sozial-
versicherungsrecht», JZ, 1936, p. 972, Y MELLWITZ, A., Comentario a la Sentencia del BVerwG 
de 28-3-1962, DVBl, 1962, p. 603. Sin embargo, a esta tesis opone SCIllMPF, c., Der verwal-
tungsrechtliche ... , cit., p. 89, que no se trata más que de un supuesto de transacción sobre los 
hechos, caracterizada por una motivación --eliminar las consecuencias indeseadas que tendría la 
aplicación de las reglas de la carga de prueba- que, en realidad, afecta a todas las transacciones 
cuyo objeto son las cuestiones fácticas. En el mismo sentido, BEINHARDT, G., «Der offentlich-
rechtliche Vertrag im deutschen und franzosischen Recht», VerwArch, 55, 1964, pp. 299 Y SS.; 
SCHRODER, J., Der Prozessvergleich in den verwaltungsgerichtlichen Verfahrensarten, Dun-
cker&Humblot, Berlín, 1971, pp. 92 Y ss. 
270 ULE, C. H., Verwaltungsprozessrecht, C.H.Beck'sche Verlagsbuchhandlung, Munich, 
1971, p. 196. 
271 LARENz, K., Lehrbuch ... , cit., p. 196. Véase, igualmente, ROSENBERG, L., Zivilpro-
zessrecht, C.H.Beck'sche Verlagsbuchhandlung, Munich, 1993, pp. 645 Y ss. 
272 LARENZ, K., Lehrbuch ... , cit., p. 197. 
273 ALBIÑANA GARCÍA-QmNrANA, c., Los problemas de hecho en la aplicación de los 
impuestos. Estudio preliminar a la obra de N. CARRAL LARRAURI, y ARIAs VElASCO, J., Manual 
de Procedimientos tributarios, Santillana, Madrid, 1967, pp. XVI Y ss. 
riales constitutivos del mismo ( ... ). Tampoco cabe duda de que los errores come-
tidos en esta tarea son "materiales" o "de hecho", pues versa sobre supuestos de 
hecho y se desarrolla según unidades métricas aplicadas a cosas o bienes sus-
ceptibles de ser pesados, medidos o contados» (p. XVII). En cuanto a la valora-
ción de los elementos integrantes (art. 52.1 LGT), se trata de una «materia regla-
da en cuanto la Ley establece los medios de valoración» (p. XVIII). Por fm, la 
calificación del supuesto de hecho es la actividad que presenta mayores proble-
mas, aunque en opinión de ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA es una cuestión de 
hecho, porque mediante su realización no se interpreta la norma, no se atribuye 
sentido a la normativa que debe ser aplicada, sino que se trata de una operación 
previa a la aplicación de la ley. Ello no obstante, «es cierto que la calificación o 
valoración cualitativa del supuesto de hecho y la interpretación de la norma son 
tareas interrelacionadas y que se insertan en la aplicación de la Ley, pero se trata 
de operaciones distintas que importa diferenciar teórica y positivamente (oo.). Ha 
de aceptarse que la determinación de cualquier hecho real en un proceso de apli-
cación de la norma, ha de estar orientada por la contextura del supuesto de hecho 
previsto en la propia norma. La adecuación "hecho real" a "hecho normativo" 
exige manipular en el supuesto de hecho que en cada caso ofrezca la realidad. 
No cabe duda que esta manipulación ha de estar dirigida o determinada por los 
elementos o circunstancias integrantes del presupuesto legal. Pero al abocetar 
"hecho real" no deja de consumarse una operación fáctica» (pp. XIX Y XX). 
Como decíamos, la dificultad de diferenciar entre las cuestiones de hecho y 
las de derecho es todavía mayor en el ámbito tributario, dentro del cual se mues-
tra claramente en la valoración de los hechos imponibles donde la fijación de los 
hechos y la aplicación del Derecho se entremezclan 274. Este es el caso de los gas-
tos deducibles, respecto a los cuales constituye una cuestión fáctica su existen-
cia o su cotización y una cuestión jurídica su consideración como partida dedu-
cible 275. También se aprecia la interconexión entre ambas cuestiones en los 
supuestos de calificación; así, por ejemplo, la determinación de un comerciante 
como minorista a efectos de su inclusión en el régimen especial del recargo de 
equivalencia, que se realiza mediante mecanismos de calificación jurídica 276. 
La Sentencia del BFH 11-12-1984 277, basándose en la separación temporal 
existente entre la investigación de los hechos y la aplicación del Derecho, man-
274 Así lo puso de relieve, en relación a la actividad de los Jurados tributarios, PALAO 
TABOADA, c., «Declaración de incompetencia ... », cit., p. 653. La diferenciación entre cuestiones 
de hecho y jurídicas en relación a estos órganos era importante, porque los acuerdos que recaye-
ran sobre las primeras no eran recurribles, mientras que los que se hubieran extendido a elemen-
tos de Derecho sí lo eran. Como explica PALAO TABOADA, «estimar un elemento relevante a efec-
t~s de la liquidación del tributo es una actividad que no puede reducirse a una simple constata-
CIón de hechos, sino que en ella las consideraciones fácticas y jurídicas son inseparables». 
275 SEER, R., Contratos, transacciones ... , cit., p. 143; ZoRNOZA PÉREZ, J. J., ¿Qué podemos 
aprender ... , cit., pp. 173 Y 174. 
276 Contestación a consulta de 2-2-1995, en er, n.2 76, 1995, p. 163. 
277 BStB1.1985 11, pp. 354 Y ss. 
tuvo la diversa influencia que ambos aspectos representan para el crédito tribu-
tario. Sobre esta premisa, declara contrarias al principio de legalidad y, en con-
secuencia, ilícitas las transacciones sobre la interpretación del Derecho, por la 
incidencia que tienen respecto al crédito tributario. Por el contrario, en su crite-
rio estos mismos negocios respecto de los hechos sí son lícitos, ya que no cons-
tituyen ninguna afectación para el crédito tributario 278. 
Sin embargo, en nuestra opinión, no tiene sentido la diferenciación entre la 
licitud de los contratos relativos a cuestiones fácticas y a jurídicas basada en la 
diversa afección al crédito tributario. La relación jurídico-tributaria se encuentra 
condicionada de la misma manera por las modificaciones sobre el Derecho que 
por las variaciones sobre los hechos, pues nace cuando se realice el presupuesto 
de hecho previsto en la norma (art. 28 LG1). De ello se deriva que cualquier 
transacción sobre el supuesto de hecho produce efectos necesariamente sobre la 
existencia y la cantidad del tributo, y se proyecta sobre el crédito tributario 279. 
Además, no tendría ningún sentido una transacción sobre cuestiones fácticas 
controvertidas cuya modificación no alterara el crédito tributario. Si la preten-
sión tributaria permanece intacta la regulación convencional sería superflua y 
sólo conllevaría un gasto innecesario de tiempo y trabajo. 
No sólo resulta criticable la distinción establecida por el BFH entre las cues-
tiones fácticas y jurídicas según su influencia en el crédito tributario, sino que 
también es errónea la propia premisa en la que se basa de separación temporal 
entre investigación de los hechos y aplicación del Derecho. La irrealidad de 
dicho planteamiento se refleja, por ejemplo, en el hecho de que el inspector de 
Hacienda en el curso de una inspección selecciona de entre todos los elementos 
del supuesto de hecho exclusivamente aquéllos que pueden ser relevantes para 
la imposición. 
Por otro lado, se alega la imposibilidad de separar ambos ámbitos, pues una 
incertidumbre sobre los hechos implica necesariamente una incertidumbre 
«secundaria» respecto a las cuestiones jurídicas e, igualmente, la transacción 
sobre las circunstancias de hecho influirá necesariamente sobre la aplicación del 
278 Esta Sentencia se enmarca, en este punto, en la jurisprudencia general del BFH (Véase 
25-2-1925-RFHE 16,1.3; 20-10-1925-RFHE 18,92,94,95; 12-7-1963-BStB1II 1963,794; 5-10-
1990 (BStBl1991, p. 45); Y 6-2-1991 (DStR 1991, 1047). Muchos autores alemanes apoyan esta 
tesis, como BLUMENSTEIN, E., «Das Verstiindigungsprinzip in der Steuerveranlagung», Archiv für 
schweizerischesAbgaberecht, 17,1948/49, p. 10. En la Sentencia de 11-1-1963 (BStBl III 1963, 
180), el BFH admitió, sin embargo, la licitud de las transacciones sobre cuestiones jurídicas. 
Un supuesto en el que el BFH (BFHE 62,230) contempla una transacción sobre cuestiones 
fácticas es el siguiente: La valoración y la amortización de un patrimonio empresarial era incier-
ta. La autoridad financiera reconoció la valoración realizada por el contribuyente, mientras éste 
admitió una prórroga de aquella amortización. 
279 GROSSE, T., «Die Schlussbesprechung ... », cit., p. 58; MILANTz, J. E., «Die tatsiichliche 
Verstandigung im Steuerrecht», INF, 13/1986, pp. 302 y ss.; EICH, A, Die tatsiichliche ... , cit., 
p. 21; WIESE, T., «Die Bindungswirkung der tatsachlichen Verstiindigung», BB, 1994, p. 33. 
Derecho 280. BÜHLER Y SAUER 281 matizan, por todo ello, que la diferencia entre 
I «cuestión de hecho» y «cuestión de derecho» se reduce a una diferencia entre 
estimación fáctica y jurídica de los hechos. Enunciando de una forma simplifi-
cadora el complejo problema puede mantenerse que a las cuestiones fácticas per-
tenece cada decisión que responda a la pregunta «¿qué ocurrió?», mientras a las 
cuestiones de Derecho las que se relacionen con el interrogante «¿qué establece 
el ordenamiento jurídico a ese respecto?». 
En el mismo sentido, ScmCK 282 mantiene el carácter jurídico de todas las 
cuestiones, pudiendo diferenciarse sólo entre las cuestiones jurídicas que tienen 
en primer plano la interpretación de la ley y las cuestiones jurídicas que tienen en 
primer plano la investigación del supuesto de hecho. 
b) Objetividad de la incertidumbre 
La limitación del poder dispositivo de la Administración derivada de los 
principios de oficialidad, igualdad, seguridad jurídica e investigación no sólo 
provoca la exigencia de que el litigio causa de la transacción sea una verdadera 
situación de duda de las partes acerca de sus alegaciones, sino que tal incerti-
dumbre ha de ser objetiva. 
En este sentido, el Consejo de Estado ha manifestado, en su Dictamen de 
3-11-1988, que «el desasosiego y la inquietud del interesado no provocan, por sí 
solos, que la relación jurídica de que se ha venido hablando quede afectada, ya 
que ésta debe juzgarse y decidirse a la luz de la estructura objetiva de la relación 
en cuestión ( ... ), y no en función de la particular posición e intereses subjetivos 
de las partes por ella afectadas». 
La objetividad de la transacción sólo es exigible cuando recaiga sobre una 
cuestión fáctica que no se encuentre en un ámbito de fijación o sobre una cues-
tión jurídica sometida a derecho imperativo. Si la cuestión que se intenta aclarar 
está ubicada dentro de un ámbito de fijación (cuestión fáctica) o de discreciona-
lidad (cuestión jurídica) de la Hacienda Pública, la incertidumbre podrá ser 
meramente subjetiva, debido al menor peligro que las transacciones representan 
en estos supuestos para los principios de investigación y legalidad respectiva-
mente. En efecto, si el ordenamiento jurídico le otorga a la Administración tri-
butaria poder de fijación o discrecionalidad respecto a una cuestión, no supone 
280 En este sentido, GARGIVW, v., JI concordato ... , cit., p. 152; BLUMENSTEIN, E., «Das Vers-
tindigungsprinzip ... », cit., p. 3; GRÓSSE, «Die Schlussbesprechung ... », cit., p. 58; SON1HElMER, J., 
Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 120 Y 121; OBERMAYER, K., Kommentar zum ... , cit., pp. 834 
Y 935; Duss, M., «Zwischen Norm und Sachverhalt»,ASA, 1990/91, p. 76; EICH, A, Die tatsiich-
liche ... , cit., p. 21. 
281 BÜHLER, E. Y otros, Die Abgrenzung der Tat- von der Rechtsfrage in der Rechtsprechung 
des Reichsfinanzhofs, Siegburg, 1937, pp. 21 Y ss. 
282 ScmCK, W., Vergleiche und sonstige ... , cit., p. 33. 
ninguna diferencia respecto del principio de legalidad que aquélla decida entre 
las diversas opciones que la norma le ofrece unilateralmente o contando con la 
voluntad del obligado tributario. Eso sí, que no se requiera objetividad en la 
incertidumbre no significa que ésta no deba concurrir; el recurso a la transacción 
sólo es posible cuando exista una duda, ya recaiga sobre una cuestión reglada o 
discrecional, como consecuencia de la propia definición de transacción. Debido 
a la amplitud del campo que en el marco de las relaciones jurídico-tributarias 
cubre el Derecho imperativo y a la escasez de ámbitos de fijación en relación a 
las cuestiones de hecho, cobra mayor importancia el tratamiento de la objetivi-
dad de la incertidumbre que la mera subjetividad. 
Por otra parte, la objetividad no constituye un elemento conceptual de la tran-
sacción, sino un requisito de legitimidad exigible cuando dichos contratos se 
produzcan sobre un objeto de Derecho público situado fuera de un ámbito de 
fijación (cuestiones de hecho) o integrado en un ámbito reglado (cuestiones jurí-
dicas) 283. En consecuencia, la transacción será posible siempre que los contra-
tantes padezcan una incertidumbre subjetiva, pero sólo será lícita cuando esta 
duda sea objetiva. 
La objetividad de la «res dubia» se traduce en la exigencia de que dicha dis-
crepancia tenga una causa fundada racionalmente 284, de forma que cualquier 
observador objetivo y que tenga los conocimientos requeridos a las partes en 
cada supuesto, no pudiera llegar a un conocimiento seguro e inequívoco. La 
incertidumbre meramente subjetiva se basa en la imperfección del conocimien-
to del Derecho o de la investigación del supuesto de hecho por parte del contra-
tante, por lo que es evitable. Por el contrario, la incertidumbre objetiva encuen-
tra su fundamento en la imperfección del ordenamiento jurídico o del esclareci-
miento posible del supuesto de hecho; por ello, no es remediable para los con-
tratantes en el caso concreto. 
Con esta referencia, al ciudadano se le exige que su pretensión se encuentre 
libre de «obstinación, capricho subjetivo y opinión necia» 285. 
283 A este respecto, SALZWEDEL, J., Die Grenzen ... , cit., p. 194; SanCK, W., Vergleiche und 
sonstige ... , cit., p. 34; SanMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 223 Y ss. 
284 En este sentido, SsTS de 14-12-1898, 20-10-1954 Y 3-5-1958; Dictamen del Consejo de 
Estado de 1.3.1989. Fuera de España, ya GIANNlNI, A. D., Instituciones ... , cit., p. 203, al explicar 
el concordato tributario existente en aquella época en Italia (contemplado en la Ley 5-1-1956), 
menciona que el legislador lo ha previsto «tan sólo respecto a aquellas situaciones de hecho -pre-
supuesto del tributo- o a aquellas bases imponibles que, no estando por sí mismas exactamente 
definidas, no pueden delimitarse más que por medio de una valoración realizada con criterios 
empíricos o técnicos». En Alemania, MEYER-HEsEMANN, W., «Die ZuHissigkeit gesetzesinkon-
gruenter verwaltungsrechtlicher Vergleichsvertrage und Prozessvergleiche», DVB~ 1980, p. 871; 
MÚLLGAARD, Comentario al par. 55, en KNACK, H. J., Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 518; 
SONTHEIMER, 1, Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 26; SAlZWEDEL, 1, Die Grenzen. .. , cit., 
p. 120; SEER, R., Verstiindigungen ... , cit., pp. 288 y ss. 
285 STELKENS, P., Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit., p. 1280. 
Respecto de la Hacienda Pública se reclama que haya agotado todas las posi-
bilidades de investigación para llegar al conocimiento de la situación fáctica o 
jurídica exigible en cada supuesto. Sin embargo, el deber de la autoridad tribu-
taria de conocer el supuesto de hecho y las cuestiones jurídicas no es ilimitado, 
sino que debe ser relacionado con el principio de proporcionalidad: en cada 
supuesto determinará si la continuación de la actividad unilateral en orden a 
esclarecer la incertidumbre provoca o no una desproporción entre el empleo de 
tiempo y trabajo y las posibilidades de éxito. En ningún caso se requiere un estu-
dio experto que rebase los conocimientos que le son exigibles en cada caso con-
creto 286• 
La objetividad por parte de la Administración se concreta, por lo tanto, en la 
imposibilidad de salir de la incertidumbre valiéndose de sus propios medios; es 
decir, no le es exigible consulta a un experto o perito para solucionar la duda 287. 
Ya en 1976 FERREIRO LAPATZA 288 explicaba cómo la normativa de las actas 
de invitación (Real Orden de 27-3-1927) permitía la celebración de transaccio-
nes cuando existiera una situación de incertidumbre en relación a un elemento 
de hecho o de derecho de la obligación tributaria. Esta incertidumbre tenía que 
ser objetiva, es decir, «si el legislador ha llegado, después de un examen minu-
cioso, a un grado de certeza aceptable sobre los hechos imponibles realizados no 
tiene nada que "proponer" al administrado ( ... ). Pero el legislador sabe que la 
falta de medios personales y el gran número de casos que deben ser objeto de 
actuación inspectora hacen imposible un análisis meticuloso y detallado de cada 
uno de estos supuestos»; sobre estos casos --explicaba este autor- el ordena-
miento jurídico sí permite la transacción. 
Por otra parte, no basta con que una sola de las partes sufra la incertidumbre, 
sino que es necesario que tanto la Administración como el obligado tributario 
tengan dudas sobre la certeza objetiva de sus pretensiones 289. En consecuencia, 
si el ente público considera indiscutible su posición debe decidir unilateralmen-
te de acuerdo a esta convicción. 
La objetividad de la incertidumbre garantiza que en ningún caso la Hacienda 
Pública utilice la negociación para ahorrarse molestias en relación a su deber de 
conocer el derecho e interpretarlo o en relación a su deber de investigación del 
supuesto de hecho. Al igual que destacamos la necesidad de tener en cuenta el 
principio de proporcionalidad, no hay que olvidar que la terminación conven-
cional del procedimiento no ha de emplearse como un mecanismo para econo-
286 SALZWEDEL, 1, Die Grenzen ... , cit., p. 194; ULE, C. H., Y LAUBINGER, H.-W., Verwaltungs-
verfahrensrecht ... , cit., p. 280; SlELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 1281. 
1117 SALZWEDEL, 1, Die Grenzen. .. , cit., pp. 194 y 195. 
288 FERREIRO LAPXfZA, 1 1, «Las funciones liquidadoras ... », cit., pp. 424 y 425. 
1119 Al contrario de lo que se requiere en Derecho civil. Véase REBMANN, K., Y otros, Mün-
chener Kommentar. .. , cit., comentario al par. 779, p. 1077; MÓLLGAARD, en KNACK, H. J., Der 
verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 688; BONK, H.J., en SlELKENS, P., y otros, Verwaltungs-
verfahrensgesetz ... , cit., p. 1279. 
mizar medios en relación a la investigación del supuesto de hecho o a la subsun-
ción de éste en la norma. El mismo principio de proporcionalidad provoca que 
la transacción sólo se justifique cuando la prosecución de la investigación no 
conduzca a ningún resultado o el alcance de éste suponga un coste despropor-
cionado. 
La existencia de una incertidumbre objetiva debe apreciarse en el caso con-
creto, fijando el grado exigible a la Administración en el establecimiento del 
supuesto de hecho o en el esclarecimiento de la cuestión jurídica según la difi-
cultad de la tarea y de los medios de que la autoridad disponga para cumpli-
mentarla. Una fórmula rígida y general que sirva para enjuiciar todos los casos 
no es posible. 
Conviene resaltar la exigencia de objetividad de la incertidumbre pues éste 
es, como veremos, el dato esencial que habrá de utilizarse para enjuiciar la lici-
tud de las transacciones, tanto respecto a cuestiones de hecho como jurídicas y, 
por 10 tanto, el único medio de garantizar que la Hacienda Pública sólo transija 
cuando los principio de investigación (transacción sobre los hechos) y legalidad 
(transacción respecto a las cuestiones jurídicas) se vean garantizados. Mediante 
la objetividad de la incertidumbre se encuentran cumplidas las exigencias que 
SAINZ DE BUJANDA 290 reclamaba para afirmar la licitud de los contratos de 
Derecho público en la fase de la liquidación, esto es, que «la verdad material 
tenga posibilidades de prevalecer, en la práctica, sobre la verdad formal pacta~ 
da». Y ello es así porque dicha verdad material prevalece siempre, ya que sól(] 
se recurre a una verdad formal cuando aquélla es imposible de conocer. 
Sobre la base de la exigencia ineludible de incertidumbre, ha de rechazarse 
la calificación de un negocio jurídico como transacción cuando las partes tienen 
certeza sobre sus posiciones jurídicas respectivas, pero dudan del éxito de S\I 
reclamación si ésta se residencia ante los Tribunales. A este respecto, acabamos 
de señalar que en Derecho privado sí se admite como presupuesto de la transaO' 
ción la mera polémica sobre la relación jurídica, que se equipara con la incertj.l 
dumbre en relación a la obtención de la reclamación, debido, por ejemplo, a difi· 
cultades de prueba, a una jurisprudencia vacilante o a la inseguridad en la ej~ 
cución de la pretensión 291. Sin embargo, en el ámbito de las relaciones jurídico: 
públicas ha de concurrir, necesariamente, una inseguridad en tomo a la posiciÓl;l 
jurídica mantenida, 10 que elimina la posibilidad de que la Administración tri-
butaria celebre una transacción, cediendo en una postura que considera cierta el! 
290 SAINZ DE BUJANDA, F., Hacienda ... , cit., T. IV, p. 25l. 
291 En este punto es interesante resaltar el estudio realizado por PASTOR PRIETO, S., Causa! 
Y costes de la litigiosidad en materia tributaria ... , cit., p. 52, sobre una muestra de Sentencias de 
los Tribunales contencioso-administrativos dictadas en 1992, según la cual menos de un tercio de 
las Sentencias fueron falladas a favor de la Hacienda Pública, frente al 50% en las que resulh 
vencedora tomando como referencia el conjunto de las materias. Desde la vertiente del ciudada 
no, el 61% de los Pronunciamientos jurisprudenciales en materia tributaria le favorecían, frente 
al 41 % de esa índole en el resto de las Sentencias. 
tomo a los hechos que realmente acontecieron o a una interpretación legal indis-
cutible, alegando que sufre dudas acerca del triunfo de dicha postura en una 
eventual reclamación contenciosa. 
Teniendo en cuenta la anterior afirmación, consideramos errónea la tesis de 
la Intervención General del Servicio Jurídico del Estado (Dictamen de 
25.4.1990), que amplía la posibilidad de transigir a los supuestos en que la 
Administración no tiene ninguna duda sobre la corrección de sus planteamien-
tos respecto a la cuestión fáctica o jurídica, pero conoce la situación de incerti-
dumbre que sufre el particular y es consciente de las dificultades que en un posi-
ble proceso tendría respecto a la prueba desde el punto de vista del supuesto de 
hecho o respecto al predominio de la interpretación jurídica por ella mantenida, 
debido a la existencia de decisiones jurisprudenciales divergentes. En nuestra 
opinión, posibilitar la transacción en tales supuestos provoca la concesión de una 
libertad a la Hacienda Pública para apartarse de los principios de investigación 
y legalidad de forma descontrolada, mediante la mera alegación de un posible 
fracaso judicial. En conclusión, sólo se debe permitir la transacción tributaria 
cuando la dificultad de la prueba o las divergentes interpretaciones jurispruden-
ciales aplicables al caso concreto o la ausencia de dichas interpretaciones pro-
voque una inseguridad objetiva acerca de la corrección de la postura de ambas 
partes. En los demás casos, la Administración está obligada a llegar a una prue-
ba cierta y a defender jurídicamente su postura. 
c) La transacción sobre relacionesjurídicasfuturas 
El objeto de todo contrato debe ser posible, lícito y determinado, pero no se 
exige que sea actual, sino que puede existir en el momento de la celebración del nego-
cio jurídico o producirse con posterioridad La transacción no es una excepción292• 
En consecuencia, todos los contratos de Derecho público pueden tener como 
objeto supuestos de hecho o relaciones jurídicas futuras o posibles. Sin embargo, 
los derechos u obligaciones establecidos en el contrato deben basarse en un presu-
puesto de hecho determinado, no pudiendo comprender sólo meras hipótesis 293. 
La premisa de las transacciones consiste en la existencia de una incertidum-
~re; si la Administración logra demostrar que ésta -ya sea respecto a las cues-
tiones fácticas, ya sea respecto a las interpretaciones jurídicas-, se producirá en 
el futuro, cuando se realice el supuesto de hecho, la transacción será posible. Sin 
~bargo, el contenido de dicho negocio jurídico debe atenerse a una preestima-
Clón razonable 294. En este sentido, si, por ejemplo, la duda recae sobre la valo-
292 Sobre la posibilidad de llevar a cabo contratos sobre objetos futuros en el ámbito civil, 
véase ÜGAYAR y A YLLON, T., El contrato de compromiso y la instituci6n arbitra~ Ed. Revista de 
Derecho privado, Madrid, 1977, p. 38. 
293 BoNK, H. J., en STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit., p. 1247. 
294 SAlZWEDEL, 1., Die Grenzen. .. , cit., p. 208; SanCK, W., Vergleiche und sonstige ... , cit., p. 37. 
ración de un precio de transferencia, su determinación previa pactada habrá de 
atenerse a criterios razonables, teniendo en cuenta el valor mínimo y máximo 
real de las empresas en cuestión, etc. Si no se respeta este límite, la transacción 
será ilícita 295. 
2. Voluntad de solucionar el litigio 
La transacción ha de ser un medio para eliminar la incertidumbre sobre la 
cuestión fáctica o jurídica a través de una ponderación concordada de la situación 
controvertida 296• En consecuencia, si no existe tal discrepancia, por ejemplo por-
que una de las partes convence a la otra de la corrección de sus argumentos, 
abandonando esta última su propia pretensión, no se produciría una transacción. 
Es muy importante destacar esta nota, porque sólo la búsqueda de la elimi-
nación del litigio justifica una relajación del principio de legalidad, de forma que 
éste opera no como «un límite rígido que es preciso respetar, sino como un res-
paldo a la autonomía de las partes» 297. 
Por ello, si la Hacienda Pública cede en su posición con una finalidad distin-
ta a la resolución de la controversia, la actuación administrativa es ilícita en 
cuanto otorgue al obligado tributario una prestación no contemplada en el orde-
namiento jurídico 298. 
En conclusión, la transacción sólo se produce en aquellos supuestos en que 
las contraprestaciones son el motivo de la fijación consensuada concreta de la 
situación incierta, de forma que si no se hubieran producido dichas contrapres-
taciones cada parte perseveraría en sus pretensiones 299. 
La mera existencia de un recurso administrativo ya basta para entender que 
se busca la eliminación del litigio si se lleva a cabo una negociación, según ha 
establecido el Consejo de Estado en su Dictamen de 6-10-1983. 
295 Por el contrario, algún autor niega la existencia de transacciones sobre presupuestos de 
hecho futuros, TRAYTER, J. M., El arbitraje en el Derecho administrativo tras la Ley de Régimen 
Juódico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en 
SÁNCHEZ MORÓN, M. Y otros, La apertura ... , cit., p. 45. Fuera de nuestro país, STRECK, M., «Die 
tatsachliche Verstiindigung in der Praxis», Stuw, 1993, p. 367, quien, sin embargo, admite la ex" 
tensión de los efectos vinculantes de un contrato llevado a cabo sobre un supuesto de hecho pre-
sente mientras éste se desarrolle en peóodos impositivos futuros. Véase también, FG Saarland de 
26-4-1989 (EFG 1989, p. 410) Y FG Baden-Württemberg de 26-3-1992 (EFG 1992, p. 706). 
296 Dictamen del Consejo de Estado de 9-7-1992. 
297 Dictamen del Consejo de Estado de 1-7-1982. En contra de que el ánimo de los contra-
tantes sea presupuesto de la transacción, GARGIULO, U., JI concordato ... , cit., pp. 166 Y 167. 
298 OBERMAYER, K, Kommentar zum ... , cit., p. 838. 
299 BUND, J., Die Voraussetzungen ... , cit., p. 164. 
300 De este modo, la transacción constituye un entramado de reconocimiento y renuncia, 
cuyo nexo son las contraprestaciones. Como ya ha sido explicado en el capítulo anterior, la esen-
cia de las transacciones reside precisamente en la existencia de contraprestaciones. 
Por otro lado, la causa de la transacción es la paz jurídica, de forma que se 
resuelve una situación incierta mediante su fijación concordada. En cuanto este 
contrato verse sobre cuestiones fácticas, los intervinientes no desean aclarar lo 
realmente acontecido, sino convenir una situación que no puede ajustarse a la 
verdad material, porque ésta se desconoce. Por ello la transacción es un negocio 
de fijación y no de comprobación. 
3. Reciprocidad de las concesiones 
Junto a la incertidumbre y la voluntad de solucionar el litigio, las transaccio-
nes añaden como requisito a la causa de los negocios jurídicos de fijación a los 
que pertenecen (la eliminación del litigio) la nota de las contraprestaciones 300. 
La causa de la transacción consiste, en definitiva, en «la composición de la litis 
mediante una parcial renuncia a las propias pretensiones» 301, como ha recogido 
el arto 1809 CC 302• 
Por lo tanto, elemento esencial de la transacción es la fijación de la situación 
litigiosa mediante el sacrificio parcial por parte de los intervinientes de sus pre-
tensiones. Esto supone un límite a la libertad de los contratantes, ya que éstos «tie-
nen que hallar una solución partiendo de la premisa de una reducción en sus pre-
tensiones, o un sacrificio a cambio del reconocimiento por entero de una de ellas» 303. 
Así, si no existen las mutuas prestaciones, es decir, si sólo una de las partes 
renuncia a su pretensión o reconoce la pretensión de la otra, no existirá transac-
ción, sino una renuncia o reconocimiento 304. . 
301 CARNELUTI1, F., «Sulla causa della transazione»,R.D.Co, 1941, p. 575. 
302 El arto 1809 Ce establece como requisito de la transacción que las partes «den, prometan 
o retengan alguna cosa». Dicha fórmula ha de ser entendida como la exigencia de que las partes 
sacrifiquen sus pretensiones en la controversia. 
303 GULLÓN BALLES1EROS, A., La transacción, en Tratado práctico ... , cit., p. 63. 
304 El Consejo de Estado español ha negado la denominación de transacciones a negocios juó-
dicos que la Administración le presentaba para su aprobación por considerar que les faltaba la carac-
terística esencial de la recíproca concesión (Dictamen 28-5-1978). Si sólo una de las partes cede, 
constituye una renuncia de derechos por su parte (Dictamen 28-5-1978). PElAEZ, F., La transac-
ción. .. , cit., p. 50. Tal Y como afIrma Moxo RUANO, «Notas sobre la naturaleza .. », cit., p. 678: «Si 
se afIrma el análisis de la transacción se descubre un núcleo o protoplasma esencial y unos fre-
cuentes, derivados fIlamentos -actos-- de conexión. Como en la célula del tejido nervioso. El 
mecanismo esencial, nuclear, consiste en una renuncia a una pretensión, que produce la liberación 
de un derecho contrario (llamado por la técnica reconocimiento, a veces). Y por parte del titular de 
este derecho contrario, otra renuncia a una pretensión aneja, que produce asimismo la liberación del 
derecho primeramente considerado ( ... ). Aquí se da el sinalagma genético perfecto. Sin una renun-
cia no se da otra». Respecto a la exigencia de contraprestaciones, véase en la doctrina alemana, 
VOIGT, K von, Auskilnfte, Zusagen und Vereinbarungen im Steuerrech~ tesis doctoral, Mainz, 
1968, p. 108; EsSER/WEYERS, Schuldrecht..., cit., p. 365; BoNK, H. J., Comentario al par. 55, en 
STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., pp. 1281 Y ss. En Italia, GARGlULO, u., 
JI concordato ... , cit., pp. 155 Y ss. 
Sin embargo, en opinión de RICKLI 305, la exigencia de las contraprestaciones 
no tiene ningún significado. Según este autor, es imposible saber si éstas se han 
realizado porque en la mayoría de los supuestos se desconoce la posición de la 
que partían la Hacienda Públita y el particular, con la excepción de las transac-
ciones que se producen dentro del proceso judicial pues ya se sabe el p~nt~ de 
partida de la Administración tributaria que está recogido en el acto de liqUIda-
ción. En contra de este criterio, a nuestro parecer sí es posible conocer las pos-
turas iniciales del obligado tributario y de la Administración, pues en todo caso 
existe una propuesta de una u otra parte, donde queda recogida aquella preten-
sión. Así, por ejemplo, en los planes de amortización (art. 11 LIS) y en los acuer-
dos previos sobre precios de transferencia (art. 16.6 LIS), el ciudadano somete 
una propuesta a la autoridad fiscal (arts.5.1 y 16 RIS, respectivamente). Y, en la 
tasación pericial contradictoria (art. 52.2 LGT) el contribuyente se enfrenta a una 
valoración ya realizada por la Hacienda Pública. 
La importancia de la bilateralidad de las prestaciones reside en la eficacia 
que suponen respecto a los fines que mediante la transacción se pretenden alcan-
zar. Debido a su carácter contractual, mediante este negocio jurídico se consigue 
una vinculación por parte de la Hacienda Pública y del ciudadano que evita el 
derroche de tiempo y de trabajo. 
En efecto, el contrato es el único instrumento que permite una vinculación 
bilateral de las partes. Por ello su importancia no puede ser sustituida por con-
versaciones no vinculantes ni con regulaciones unilaterales por parte de la 
Administración. 
a) Disponibilidad sobre las contraprestaciones 
La indisponibilidad por parte de la Administración sobre el crédito tributa-
rio es el criterio más utilizado para oponerse a la licitud de las transacciones 
en el procedimiento fiscal. Sin embargo, éste es un problema que no atañe a la 
mera existencia de estos contratos (licitud de la forma), sino al contenido per-
mitido. 
La transacción requiere un poder de disposición sobre el objeto respecto al 
que las partes realizan sus contraprestaciones. Esto significa que la Hacienda 
Pública tiene que ostentar un poder dispositivo sobre el crédito tribut~o, pues 
sólo así podrá negociar sobre esta materia. Se trata, como puede apreCIarse, de 
una cuestión relativa al contenido lícito de la transacción, en el sentido de que 
sólo donde la Administración disfrute de tal facultad, podrá extenderse aquel 
contrato. Teniendo esto en cuenta, remitimos el análisis de la crítica expuesta al 
apartado correspondiente a la licitud del contenido. 
305 RICKU, P. , Die Einigung ... , cit., p. 15. 
b) Requisitos de licitud de las contraprestaciones 
Una vez constatada la existencia de las contraprestaciones como elemento 
integrante de los presupuestos de la transacción, es necesario enjuiciar su licitud. 
Las contraprestaciones sólo serán conformes a Derecho cuando cumplan con 
los requisitos que a continuación se exponen y que no forman parte de los pre-
supuestos de los negocios transaccionales, de forma que su ausencia no provoca 
la inexistencia de dicho contrato, sino su ilicitud 306. En realidad, esta diferen-
ciación no es muy relevante, pues el efecto jurídico, tanto de la ausencia de un 
presupuesto de la transacción como de un requisito de licitud de tales presu-
puestos, es la nulidad del contrato, como será estudiado en el capítulo tercero, 
correspondiente al régimen jurídico (epígrafe V). 
a') Principio de equivalencia y principio de proporcionalidad 
Frente a la inexistencia en Derecho civil de un mandato por el que las pres-
taciones hayan de ser equivalentes 307, en el ámbito jurídico-público el principio 
de equivalencia deriva del principio de legalidad y se traduce en un límite al 
abuso de derecho aplicable a todos los contratos de Derecho público 308. 
En concreto, esta máxima exige la concordancia entre la prestación de la 
autoridad y la del ciudadano, de forma que ha de existir una relación fin-medio 
entre la celebración del negocio jurídico y el objeto perseguido por tal actuación. 
Tal concordancia se producirá sólo cuando se constate que la contraprestación es 
un medio para el logro de aquella finalidad. El cumplimiento del principio que 
nos ocupa ha de ser enjuiciado en cada supuesto concreto, dependiendo del 
ámbito en que se proyecte, pues el grado de causalidad exigido entre aquellos 
elementos está en relación con el campo de actuación de la Hacienda Pública. 
En consecuencia, todo contrato de Derecho público ha de cumplimentar tres 
exigencias de licitud derivadas de la prohibición de desequilibrio: los mandatos 
de concreción y proporcionalidad y la prohibición de abus0 309• El primero exige 
que quede suficientemente definida en el contrato la finalidad de la prestación a 
306 SCHIMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 274. 
307 ALcA.LA-ZAMORA y CASTILLO, N., Proceso, autocomposición. .. , cit., p. 84; DÍEZ-PrCAZO, L., 
y GUlLÓN, A, Sistema ... , cit., vol. 11, p. 491. En la doctrina alemana, REBMANN, K., Y otros, 
Münchener Kommentar. .. , cit., p. 1077; EsSER/WEYERS, Schuldrecht. .. , cit., p. 366. 
308 SONTHElMER, 1., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 159; SPANNOWSKY, W., Grenzen. .. , 
cit., pp. 339 Y ss., aunque él mismo reconoce que dicha prohibición se manifiesta con más inten-
sidad en relación a los contratos de Derecho público de contraprestación, por ser éstos los más 
Propicios a su infracción. El par. 56 BVerwVerfG ha recogido la prohibición de desequivalencia 
expresamente respecto a los contratos de contraprestación en los siguientes términos: «La con-
traprestación debe ser proporcionada a las circunstancias y estar en objetiva consonancia a la 
prestación de la autoridad pactada en el convenio». 
309 SPANNOWSKY, W., Die Grenzen. .. , cit., p. 343. 
la que el ciudadano se obliga. Por otro lado, el mandato de proporcionalidad 
impone que el particular que contrata con la Administración asuma una presta-
ción adecuada, es decir, que guarde consonancia con la de la autoridad. Por su 
parte, la necesidad de consonancia entre las prestaciones garantiza la exclusión 
de una actuación abusiva por parte de los contratantes. 
Importa destacar que el principio de proporcionalidad no se traduce en una 
exigencia de igualdad de las prestaciones. El Consejo de Estado español ha 
manifestado que la transacción no exige igualdad de las prestaciones debido a la 
flexibilidad que caracteriza a dicho negocio (Dictamen de 23-12-1982, que cita 
en su apoyo la STS 14-3-1955)310. 
Por otro lado, tanto el principio de equilibrio como el de proporcionalidad 
manifiestan una vertiente objetiva y otra subjetiva31l• El componente objetivo se 
manifiesta en la protección que estos mandatos otorgan al interés general, al 
impedir la «venta de derechos de soberanía» 312. Pero junto a ello, se intenta 
garantizar el respeto al interés individual del ciudadano, evitando que se vea 
compelido por la autoridad fiscal a aceptar prestaciones inadecuadas en la rela-
ción jurídica concreta. 
b') Relación entre los principios de equivalencia y de proporcionalidad 
y la máxima «volenti non fit iniura» 
Sin embargo, resulta problemático el enjuiciamiento de la licitud de aquellas 
contraprestaciones que, si bien no se encuentran en equilibrio o son despropor-
cionadas, han sido aceptadas libremente por el ciudadano al celebrar el contrato 
de Derecho público. 
En este sentido, se plantea la cuestión de en qué medida puede servir la 
voluntad del contribuyente para obligarse a determinadas prestaciones cuya 
imposición unilateral está vedada a la Administración. Este podría ser el supues-
to en que el particular y la autoridad fijan la obligación tributaria incierta en una 
cuantía claramente beneficiosa para esta última y cuya imposición unilateral 
hubiera sido imposible por falta de pruebas e, incluso, de clara adecuación a la 
realidad. 
En nuestra opinión, la aceptación voluntaria por el ciudadano no legitima las 
actuaciones cuya realización está prohibida a la Hacienda Pública. El principio 
310 En el dictamen exigido por el arto 39 LGp' el Consejo de Estado entra a juzgar si la tran-
sacción resulta beneficiosa económicamente. Un parámetro que utiliza es el principio de buena 
administración (art. 3 LCE) (Dictámenes de 1-7-1982 y 23-12-1982). Entre la doctrina alemana, 
ULE, C. H., y LAUBINGER, H. W., Verwaltungsprozessrecht ... , cit., p. 280; MEYER, H., Y otros, 
Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 519. 
311 SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., p. 390. 
312 BUUJNGER, M., Vertrag ... , cit., p. 112. 
«volenti non fit iniura» no tiene ninguna relevancia en el marco de las relacio-
nes jurídico-públicas debido a la concurrencia, junto al interés personal de los 
contratantes, de otros valores a cuya protección también se encuentra dirigido el 
Derecho administrativo, en concreto, el interés general, reflejado en la exigencia 
de que cada uno tribute de acuerdo con su capacidad económica, así como en la 
garantía de los terceros involucrados o de las normas jurídicas en aplicación 313. 
c') Relación de las contraprestaciones con la cuestión incierta objeto 
de la controversia 
Como último requisito de licitud de las contraprestaciones ha de destacarse 
la exigencia de que la incertidumbre y las contraprestaciones de una transacción 
de Derecho público hagan referencia a la relación jurídica controvertida, de 
forma que las partes no pueden comprometerse a través de una transacción a rea-
lizar prestaciones que no tienen ninguna incidencia en aquélla 314. Así por ejem-
plo, en los acuerdos previos sobre precios de transferencia la Administración no 
puede ceder más que en cuanto a la valoración incierta; por ello sería ilícita la 
transacción por la que la autoridad fiscal aceptara la propuesta del obligado tri-
butario íntegramente, a cambio de la realización por parte del contribuyente de 
una determinada actividad, como por ejemplo el establecimiento de métodos 
industriales que eviten la contaminación. Tampoco sería lícita la aceptación por 
parte del particular de la valoración pretendida por la Administración en relación 
a los precios de transferencia a cambio de una exención en el pago del IVA, a no 
ser que una ley habilitara a la Hacienda Pública para ello. En realidad, más que 
313 En este sentido, THIEME, W., «Der verfassungswidrige Verwaltungsvertrag», NJW, 1974, 
pp. 2201 Y ss.; BÜCHNER, V., Die Bestandskraft ... , cit., p. 41; SACHS, M., «Volenti non fit iniu-
ria», VerwArch, tomo 76, 1985, pp. 398 Y ss. En contra, SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., 
pp. 393 Y ss., según el cual sí es posible la modulación de los principios de equilibrio y de pro-
porcionalidad y de las normas de competencia objetiva a través de la aplicación de la máxima 
«volenti non fit iniura». 
314 RAMALw MASSANET, 1., La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 245. En este sentido se pro-
nuncia la jurisprudencia y doctrina alemanas; BVerwGE 49,364 (NJW 1976, 686); SALZWEDEL, J., 
Die Grenzen ... , cit., p. 196; BLIND, J., Die Voraussetzungen ... , cit., p. 165; ERISCHEN, H.-U, 
«Rechtsfragen des verwaltungsrechtlichen Vertrages», l-érwArch, 68, 1977, pp. 66 Y ss.; SCHIMPF, c., 
Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 87 Y 233; EICH, A., Die tatsiichliche Verstiindigung ... , cit., 
pp. 40 Y 41; BoNK, H. J., Comentario al par. 55, en STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfah-
rensgesetz ... , cit., pp. 1279 Y 1280. 
A diferencia de esta situación, en las transacciones civiles las contraprestaciones pueden 
hacer referencia a un elemento ajeno a la incertidumbre. GULLÓN BALLESTEROS, A., La transac-
ción, en Tratado práctico ... , cit., p. 44. Como señala PELAEZ, F. J., La transacción ... , cit., p. 48, 
la doctrina diferencia entre transacciones simples (las recíprocas concesiones se realizan sobre el 
objeto de la discusión) y las transacciones complejas (se incluyen elementos ajenos a la relación 
litigiosa). Véase, igualmente, la STS 21-10-1977. En Alemania, PECHER, Comentarlo al par. 779, 
en REBMANN, K., Y otros, Münchener Kommentar. .. , cit., p. 1076. 
de ilicitud habría que hablar de inexistencia de transacción, por lo que la licitud 
de las contraprestaciones que no tengan relación con la controversia debería ser 
examinado estrictamente a la luz del principio de legalidad. 
Como ya hemos apuntado, y aunque volveremos sobre ello, nos interesa des-
tacar que la existencia de una cuestión incierta justifica que, a través de la tran-
sacción, las partes se comprometan a contraprestaciones no contempladas expre-
samente por el ordenamiento jurídico. En efecto, a diferencia del resto de con-
tratos de Derecho público y, por supuesto, del acto administrativo, cuando la 
Hacienda Pública transige no se encuentra reducida al establecimiento de las 
prestaciones contenidas en las leyes, ya que justamente la transacción se celebra 
como consecuencia de la imposibilidad de conocer los hechos que realmente 
acontecieron o el sentido de la norma respecto a la cuestión. Esta postura deriva 
de la tesis que considera que el límite de la transacción se encuentra en sus pro-
pias premisas, por lo que será ilícita toda contraprestación que no se justifique 
como eliminador de incertidumbre. 
Para explicar esta afirmación podemos utilizar la figura de la'conformidad a 
la propuesta de liquidación, donde el obligado tributario consigue una reducción 
en la sanción. Este beneficio no tiene ninguna relación con el objeto de la con-
formidad: la fijación de la deuda tributaria, por lo que su licitud no deriva de la 
causa de la conformidad, sino de su regulación por la ley (art. 82.3 LGT). 
Aunque hemos utilizado la conformidad como ejemplo de la relación necesaria 
entre el objeto de la transacción y las contraprestaciones, es necesario dejar clara 
nuestra postura favorable a la consideración de esta figura jurídica como un alla-
namiento 315. 
En consecuencia, si ambas partes, o una de ellas, prometen una prestación no 
contemplada en las leyes para solucionar una incertidumbre que no tiene ningu-
na relación con aquélla, su licitud no puede basarse en la necesidad de la tran-
sacción. Este supuesto puede ser un contrato de intercambio, pero entonces las 
contraprestaciones sólo son lícitas cuando se ajusten al Derecho, pues no existe 
ninguna incertidumbre que justifique la indiferencia hacia los principios de inves-
tigación y legalidad; esto es, se conoce con precisión la verdad material o el man-
dato normativo aplicable, por lo que la Administración sólo puede otorgar las 
prestaciones que marque con claridad la ley. En conclusión, la indiferencia de las 
transacciones respecto a la lesión del ordenamiento jurídico no se extiende a las 
promesas de prestaciones cuyo otorgamiento no tiene nada que ver con la resolu-
ción de la incertidumbre de la que esos contratos de Derecho público se ocupan. 
La exigencia de que las prestaciones hagan referencia siempre a la cuestión 
controvertida no excluye la posibilidad de que una de las prestaciones se refiera 
a hechos y otra a cuestiones jurídicas si la incertidumbre engloba ambos tipos de 
cuestiones 316. 
315 Ver capítulo cuarto I1I.A.2. 
316 MÓILGAARD, en KNACK, H. J., Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 688. 
Por otro lado, en el supuesto de las transacciones que contienen diversas pre-
tensiones controvertidas no es necesario que cada prestación haga referencia a la 
controversia en cuestión, sino que basta con que cada parte ceda en algún punto 
de sus pretensiones iniciales, abandonando por ejemplo totalmente una de ellas 
para conseguir como contraprestación el reconocimiento íntegro de otra 317. 
Junto a ello, es posible que la Hacienda Pública y el sujeto pasivo celebren 
un convenio que sea, en parte, transacción y, en parte, contrato de contrapresta-
ción. Se trata de las llamadas «transacciones mixtas» 318. Sobre la parte del con-
trato que no guarda la relación exigida entre contraprestación e incertidumbre 
serán aplicables las normas generales de los contratos de Derecho público, y no 
ya las específicas de la transacción. Piénsese, por ejemplo, en un acuerdo previo 
sobre precios de transferencia en el que junto a la fijación del valor de mercado 
incierto (transacción; arto 16.6 LIS) se pacta una deducción en la cuota íntegra 
del Impuesto sobre Sociedades del 10 % de las inversiones realizadas por el suje-
to pasivo en bienes del activo material destinadas a la protección del medio 
ambiente (contrato de contraprestación; arto 35.4 LIS, según redacción del arto 16 
de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y 
del Orden Social). 
En resumen, en el supuesto de la terminación transaccional del procedi-
miento tributario la relación entre las contraprestaciones y la cuestión incierta es 
total. Las contraprestaciones se circunscriben a la fijación del elemento contro-
vertido que dará lugar a la obligación tributaria en una determinada cuantía, 
como, por ejemplo, la cesión en la valoración del precio de transferencia y en la 
tasación pericial contradictoria o en la depreciación del bien en los planes de 
amortización. Es necesario aclarar que la obligación de dictar el acto de liquida-
ción en el sentido pactado así como la renuncia al recurso por parte del obliga-
do tributario no constituyen las contraprestaciones del negocio jurídico, sino sus 
consecuencias jurídicas derivadas de la eficacia vinculante que emana del con-
trato. 
D) DISCRECIONALIDAD DE LAADMINISTRACIÓN PARA 
REALIZAR LAS TRANSACCIONES TRIBUTARIAS 
Una cuestión muy debatida se centra en el carácter de la potestad de la auto-
ridad tributaria respecto a la celebración de transacciones, una vez que se ha 
constatado la existencia de una habilitación normativa que conceda a la 
Administración la posibilidad de ejercitar su potestad mediante la transacción. 
317 BUND, J., Die Voraussetzungen ... , cit., p. 165. 
318 MEYER, H., Y BORGs-MAcIEJEWSKI, H., Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., Comentario 
al parágrafo 55, núm. 18. 
A nuestro parecer, la elección del acto o del contrato está condicionada a su 
instrumentalidad. Como expone MElLAN GIL, el empleo de ambas formas jurí-
dicas no se encuentra sujeto a «razones dogmáticas, esenciales, exigidas por la 
naturaleza de las cosas o de las situaciones». Es «algo mucho más pragmático. 
Que la Administración actúe a través del acto unilateral o del contrato, se expli-
ca por las finalidades que persiga en cada caso y está condicionada por el con-
texto ideológico o político o económico'de cada ordenamiento o de cada cir-
cunstancia» 319. 
Por lo tanto, la Hacienda Pública goza de discrecionalidad en la decisión de 
celebrar una transacción o pronunciarse sobre la cuestión incierta de forma uni-
lateral e imperativa 320. Esta resolución de la Administración ha de asentarse en 
criterios de proporcionalidad 321. 
Es necesario aclarar que este poder dif¡crecional no se manifiesta respecto de 
la objetividad de la incertidumbre. Frente ,a esta postura, parte de la doctrina ale-
mana defiende, a nuestro parecer erróneamente, que la potestad de la 
Administración para decidir la celebración de la transacción se encuentra dentro 
de los presupuestos de este negocio jurídico, lo que conlleva la atribución de la 
319 MElIAN GIL, 1 L., «La actuación contractual de la Administración pública española. Una 
perspectiva histórica», RAP, n.Q 99, 1982, p. 10. Por su parte, VIUAR PALASI, 1 L., Y VULAR 
EzcuRRA, 1 L., Principios ... , cit., T. 111, p. 36, han calificado este fenómeno como «una demos-
tración del principio de mutabilidad de las técnicas administrativas». 
. 320 El arto 88 Ley 30/92, establece que «Las Administraciones Públicas podrán celebrar ... ». 
Esta cláusula puede entenderse como una concesión de discrecionalidad. A favor del carácter dis-
crecional, PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 190. En Alemania, GuSY, H., «Offentlich-
rechtliche Vertrage ... », cit., p. 1223; KREBS, W., «Contratos y convenios ... », cit., p. 67. En contra, 
otros autores mantienen la ausencia de discrecionalidad una vez que la situación de incertidum-
bre ha sido verificada. En este sentido, si la Administración constata la existencia de una incerti-
dumbre objetiva está obligada a actuar de forma concordada con el ciudadano si éste realiza una 
adecuada proposición. En este último sentido, ULE, e. H., y otros, Verwaltungsverfahrensrecht ... , 
cit., p. 281, quien propone una lectura del último inciso del par.55 BVerwVerfG en cierta forma 
correctiva. Dicho artículo dice literalmente que «un contrato de Derecho público ( ... ) puede cele-
brarse, cuando la autoridad considere proporcional según su discrecionalidad la realización de la 
transacción para la eliminación de la incertidumbre» (wenn die Behorde den abschluss des 
Vergleichs zur Beseitigung der Ungewissheit nach flichtigemassen Ermessen für Zweckmassig 
hiilt). La lectura que ULE realiza es la siguiente: «Un contrato de Derecho público ( ... ) puede cele-
brarse, cuando la eliminación de la incertidumbre conllevara un dispendio desproporcionado» 
(wenn die Behebung der Ungewissheit einen unverhiiltnismassigen Aufwand erfordem würde), 
En EE.UU., la sección 7121, reguladora de los «closing agreements», no obliga a celebrar tales 
acuerdos con el contribuyente, sino que deja la decisión a la discrecionalidad de la Administra-
ción; véase SALTZMAN, M. I.,IRS. Practice ... , cit., p. 9-45. 
321 En este sentido se pronuncia la doctrina alemana sobre la base del par. 54 VerwVerfG (<<La 
autoridad puede, en vez de dictar un acto administrativo, concertar un convenio de Derecho públi-
co ... ). OBERMAYER, K, Kommentar zum .. , cit., p. 838; ULE, e. H. y otros, Verwaltungsver-
fahrensrecht ... , cit., p. 281, quien mantiene que la proporcionalidad no es un requisito de la tran-
sacción, sino que delimita la potestad de decisión de la transacción, una vez que aquellos requi-
sitos existen. 
determinación del carácter objetivo de una incertidumbre a la autoridad pública. 
En su opinión, quedaría a discrecionalidad de la Hacienda Pública la calificación 
de una incertidumbre como objetiva, es decir, la inconveniencia de continuar con 
el procedimiento de investigación debido a la desproporción entre el derroche de 
tiempo y trabajo que ello supondría y los resultados que podrían alcanzarse322. 
Esta tesis es rechazable debido a su incorrección metodológica, ya que sitúa 
la discrecionalidad en los presupuestos de hecho de la transacción. La Hacienda 
Pública no puede decidir discrecionalmente sobre la concurrencia o no de obje-
tividad en la incertidumbre. La Administración se limita a decidir, una vez cons-
tatada la duda objetiva, si resulta más conveniente resolverla mediante un acto o 
un contrato 323. 
Por otra parte, la atribución de la decisión sobre la existencia de incertidum-
bre conduciría a la «evaporación» de la objetividad de ésta. Además, la apre-
ciación de desproporción entre el trabajo y el tiempo que supondría la continua-
ción de la investigación y los posibles resultados constituye un concepto jurídi-
co indeterminado. En este sentido, sólo hay una solución posible querida por el 
ordenamiento jurídico; sólo una decisión correcta sobre el carácter objetivo de 
la incertidumbre, por lo que su determinación no queda a la libre voluntad de la 
Administración. Unicamente cuando se constate esta nota, entrará la potestad 
discrecional de la Hacienda Pública para decidir si soluciona dicha situación 
mediante la emisión de un acto unilateral o la celebración de un contrato. 
SPANNOWSY 324 ha defendido la inclusión de la discrecionalidad en los presu-
puestos de hecho, pues en su opinión en otro caso el mal uso de esta potestad no 
sería fiscalizable por el juez, que ha de limitarse ha verificar la concurrencia de 
los presupuestos de la transacción. Como veremos en el capítulo tercero (epí-
grafe V.E.), el control que realiza el Tribunal contencioso-administrativo es limi-
tado, en efecto, pues no puede entrar a conocer del contenido del contrato tran-
saccional, pero ello no impide que enjuicie no sólo la existencia de los presu-
puestos determinantes de dicho negocio, sino su licitud, donde se incluye el uso 
de la discrecionalidad. La posibilidad de que el juez controle ambos aspectos 
conduce a la irrelevancia, en este punto, de la clasificación de la discrecionali-
dad, pues su mal uso provocará en todo caso la nulidad del negoci0 325. 
322 KNACK, H. 1, Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 690; BoNK, H. 1, en STEL-
KENS, P., Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., pp. 1282 Y ss., Y 1329. 
323 MEYER, H., Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 521; SCHIMPF, e., Der ver-
waltungsrechtliche ... , cit., p. 248. 
324 SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., pp. 211 Y ss. 
325 Como será estudiado (capítulo tercero, epígrafe V), en nuestra opinión las causas de nuli-
~d pueden clasificarse en las derivadas de la ausencia de los presupuestos de la transacción (por 
ejemplo, no concurrencia de incertidumbre o de contraprestaciones) y en las originadas por una 
conducta ilícita respecto a ellos (por ejemplo, cuando la incertidumbre no sea objetiva, o las con-
traprestaciones no se relacionen con el objeto de la controversia). En este último supuesto estaría 
el mal uso de la discrecionalidad por parte de la Administración, es decir, la celebración de una 
transacción cuando no sea conveniente. 
Una vez constatada la incertidumbre objetiva, la autoridad tributaria no se 
encuentra en ningún caso obligada a llevar a cabo una negociación con el par-
ticular 326. A ella le corresponde, discrecionalmente, la decisión de actuar de 
forma concordada o, por el contrario, imponer su voluntad unilateralmente. Esta 
libertad se aprecia, por ejemplo, en los pactos sobre precios de transferencia o en 
los planes de amortización que son propuestos por el obligado tributario, pero a 
cuya celebración la Administración no se encuentra obligada. En estos supues-
tos, tras el examen previo de la propuesta, la Hacienda Pública decide si está jus-
tificada la incoación del procedimiento tendente a la conclusión del acuerdo, 
como disponía de forma clara el arto 19.1 Proyecto de ruS: «La Administración 
tributaria examinará, con carácter previo, la propuesta formulada al objeto de 
determinar si, considerando su contenido y las operaciones a las que se refiere, 
está justificado el procedimiento de la valoración de las citadas operaciones con 
carácter previo por no existir un mercado organizado referido a las mismas» 327. 
Frente a la negativa de la Administración de celebrar el acuerdo, se plantea la 
cuestión de si el ciudadano puede recurrir la decisión directamente o debe espe-
rar a que se dicte el acto de liquidación; si el ordenamiento jurídico no se pro-
nuncia al respecto, la actuación denegatoria es impugnable 328; en otros supues-
tos, como los acuerdos previos sobre precios de transferencia se determina 
expresamente la imposibilidad de recurrir la decisión singular de la 
Administración, teniendo que esperar el particular a que se dicte el acto de liqui-
dación para impugnar éste (art. 23 ruS). Por otro lado, el silencio de la 
Administración sobre la conveniencia de iniciar la negociación se entiende como 
silencio positivo (art. 19.1 ruS). 
Por su parte, todos los supuestos de transacciones existentes en Derecho 
Tributario español se proponen por el particular (planes de amortización, tasa-
ción pericial contradictoria), por 10 que no se plantea la obligación de transigir 
para el ciudadano. Sin embargo, si admitiéramos, como sería recomendable, la 
posibilidad de celebrar transacciones dentro del procedimiento de liquidación 
cuando el inspector actuario se enfrentara a una incertidumbre objetiva y propu-
siera al particular la negociación, éste tampoco estaría obligado a aceptarla 329. 
En este sentido se ha pronunciado el TC en múltiples Sentencias a favor del 
carácter facultativo de los medios compositivos (SsTC 217/1991, de 14 de 
noviembre; 355/1993, de 29 de noviembre y 174/1995, de 23 de noviembre). De 
otra forma se estaría infringiendo el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE) 
326 P ARruO ALFONSO, L., Eficacia y Administración. .. , cit., pp. 190 Y 191. 
327 Aunque la redacción definitiva contenida en el arto 18 RIS no es tan clara como la del 
Proyecto, se percibe también la atribución a la autoridad fiscal de una potestad discrecional en el 
sentido estudiado. 
328 En este sentido, CAAMAÑo ANIDo, M. A, La Tasación Pericial Contradictoria en Materia 
Tributaria, Cedecs, Barcelona, 1995, p. 82, en relación a la tasación pericial contradictoria. 
329 Así, CAYON GALlARDO, A, Prólogo a la obra de F. Serrano Antón, La terminación con-
vencional ... , cit., p. 8. 
como consecuencia de la limitación de las causas de impugnación alegables por 
el particular frente a tales pactos. Ya SAINZ DE BUJANDA apuntaba la injusticia 
que suponía el carácter obligatorio del régimen de evaluación global existente en 
el Impuesto sobre los rendimientos del trabajo personal respecto de los profe-
sionales. Textualmente, la Ley de 26.12.1957 establecía, en su arto 47.4, que 
«anualmente se fijará a los profesionales la base íntegra de imposición, con 
carácter obligatorio, mediante el régimen de evaluación global». Como explica 
ese autor, «la norma tributaria que niega a los profesionales la facultad de opción 
que se otorga a los industriales y comerciantes no sólo entra en colisión con el 
principio de capacidad de pago, sino que establece una discriminación entre los 
contribuyentes, a efectos del régimen de evaluación de bases, que pugna con un 
elemental sentido de la justicia y de la dignidad profesional» 330. 
E) EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y LA FORMA CONTRACTUAL 
Las transacciones tributarias no representan por sí mismas ningún peligro 
para el principio de igualdad del arto 31.1 CE, esto es, para la consecución de un 
sistema tributario que reparta la carga impositiva según la capacidad económica 
de cada sujeto 331. Antes al contrario, como explica ZoRNOZA PÉREZ, esta nueva 
técnica de administrar repercute en una mayor justicia tributaria en su conjunto, 
en la medida en que su contribución «a mejorar la eficacia y economía en la 
actuación administrativa, facilitando la practicabilidad de las normas, termina-
rían por repercutir en una aplicación más general de las leyes tributarias ( ... ). 
Porque los mecanismos convencionales a que hemos hecho referencia, al per-
mitir a la Administración ahorrar esfuerzos en la determinación y prueba de 
hechos con trascendencia tributaria de difícil acreditación, liberarían los recur-
sos necesarios para otras atenciones, como la investigación intensiva de casos 
especialmente significativos o el aumento de la frecuencia con que se realizan 
inspecciones, incrementando así la justicia del conjunto del sistema» 332. 
330 SAINZ DE BUJANDA, F., Hacienda y Derecho, T. I1I, Instituto de Estudios Políticos, 
Madrid, 1963. pp. 271 y ss. 
331 Es conveniente dejar apuntada la doctrina del TC relativa a que la capacidad económica 
no constituye el único criterio determinante de la igualdad o desigualdad de una situación tribu-
taria. Por el contrario, pueden resultar constitucionales desigualdades no basadas exclusivamen-
te en aquel principio (SsTC 27/1981, de 20 de julio, y 221/1992, de 1 de diciembre). En la doc-
trina, véase, con anterioridad a los pronunciamientos del Alto Tribunal, PALAO TABOADA, c., 
Apogeo y crisis del principio de capacidad contributiva, en Estudios jurídicos en homenaje al 
profesor Federico de Castro, vol. n, Tecnos, Madrid, 1976, pp. 410 Y ss. Y, con posterioridad, 
MARTÍN DELGADO, J. M., «Los principios de capacidad económica e igualdad en la Constitución 
española de 1978», HPE, n.Q 60, 1979, pp. 92 y 93; PALAO TABOADA, C., «Los principios de 
capacidad económica e igualdad en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español», 
REDF, n.a 88, 1995, pp. 629 y ss. 
332 ZoRNOZA PÉREZ, J. l, ¿ Qué podemos aprender. .. , cit., pp. 175 y 176. En el mismo senti-
do, SERRANO ANTÓN, F., La terminación ... , cit., pp. 70 y 71. 
En consecuencia, la utilización de los contratos como forma de actuación 
administrativa no supone un trato desigual entre los ciudadanos desde el punto 
de vista de su contribución al sostenimiento de la carga tributaria del Estado de 
acuerdo con la capacidad económica de cada uno. 
Frente a ello, la decisión concreta de transigir con un particular y no con otro 
sí puede constituir una desigualdad en la aplicación de la ley. Desde este punto 
de vista, la infracción se sitúa en la máxima del arto 14 CE, que proclama la apli-
cación igualitaria del ordenamiento jurídico a todos los ciudadanos o, 10 que es 
10 mismo, la prohibición de discriminaciones arbitrarias 333. Esta constatación 
333 La relación de los arts. 14 y 31.1 CE ha sido muy debatida, como prueba la vacilante juris-
prudencia del TC. En efecto, el Alto Tribunal declaró en un primer momento que el reconoci-
miento en el artículo 31 CE del principio de igualdad significaba que éste tenía un significado 
específico, distinto del principio de igualdad general del artículo 14 CE, cuyo contenido esencial 
se ha identificado tradicionalmente con el derecho fundamental de la persona a no sufrir discri-
minaciones jurídicas arbitrarias; y «ello porque la igualdad que aquí se reclama va íntimamente 
enlazada al concepto de capacidad económica y al principio de progresividad, por lo que no puede 
ser, a estos efectos, simplemente reconducida a los términos del artículo 14 CE» (STC 27/1981, 
de 20 de julio). En el mismo sentido, la STC 17/1987, de 17 de febrero, establece que «aunque en 
el Auto en el que se propone la cuestión, las normas constitucionales relativas a la igualdad se 
citan todas ellas conjuntamente, no es impertinente señalar que no todas tienen el mismo carác-
ter y el mismo alcance. Así, el artículo 1.1 menciona la igualdad junto con la libertad, la justicia 
y el pluralismo político como uno de los valores superiores del ordenamiento jurídico. En cam-
bio, el artículo 14, como es bien sabido, en un capítulo dedicado a los derechos y libertades, con-
sagra la llamada igualdad ante la Ley y la interdicción de discriminaciones por razón de naci-
miento, raza, religión o cualquiera otra condición o circunstancias personal o social, mientras que 
en el artículo 31.1 el principio de igualdad, junto con el de progresividad y el de capacidad eco-
nómica, es considerado como criterio inspirador del sistema tributario. Estos preceptos, el artícu-
lo 14 y el31 ( ... ) son reflejo del valor superior consagrado en el artículo 1, pero no tienen todos 
ellos el mismo alcance, ni poseen la misma eficacia. Esta razón aconseja examinar separadamente 
si existe una violación específica del derecho a la igualdad ante la Ley consagrado en el artícu-
lo 14, como violación autónoma, respecto de la relativa a si existe o no violación del principio de 
igualdad inspirador del sistema tributario indisolublemente enlazado con el principio de legalidad 
que en la materia rige». Sin embargo, esta concepción inicial del principio de igualdad del arto 31 
CE, entendido como específico en materia tributaria e indefectiblemente asociado al principio de 
capacidad económica, ha sido sustituida por la concepción de que en el ámbito tributario el prin-
cipio de igualdad puede manifestarse a través de una doble vía, tal como expone de forma muy 
expresiva el Auto del TC de 22 de febrero de 1993: resulta obligado «diferenciar las violaciones 
específicas y autónomas del derecho a la igualdad ante la Ley, reconocida en el arto 14, de las que 
afecten a la igualdad y los restantes principios inspiradores del sistema tributario a que alude el 
arto 31.1 CE. Deben por ello rechazarse aquellas demandas de amparo en que, so pretexto de la 
invocación formal del arto 14 CE Y sin un enlace subsumible en el marco de este precepto, lo que 
realmente se denuncia es una vulneración de los principios de capacidad económica, de justicia, 
igualdad y progresividad del arto 31.1 CE» (véase también las SsTC 209/1988, de 10 de noviem-
bre y 45/1989, de 20 de febrero). En la literatura, ZoRNOZA PÉREZ, J. J., <<Aspectos constitucio-
nales del régimen de tributación conjunta en el I.R.P.E (Comentario a la STC 45/1989, de 20 de 
febrero»), REDC, n.2 27, 1989, pp. 184 Y ss.; RODRÍGUEZ BEREIJO, A., «El sistema tributario en 
la Constitución ... », cit., pp. 45 Y ss.; MARíN-BARNUEVO FABo, D.,La protección del mínimo exis-
tencial en el ámbito delIRPF, Colex, Madrid, 1996, pp. 16 Y ss. 
resulta de gran importancia, porque posibilita la interposición del recurso de 
amparo por parte de los obligados tributarios que consideren que la decisión de 
la Hacienda Pública de actuar unilateral o bilateral en el desarrollo de sus rela-
ciones fiscales constituye un trato desigual en relación a otro particular. 
En concreto, la decisión sobre el empleo de un contrato de Derecho público 
supondrá una lesión al principio de igualdad cuando el supuesto, específica-
mente analizado, manifieste un tratamiento desigual injustificado, es decir, una 
decisión arbitraria en relación al comportamiento de la Administración con otro 
ciudadano, si en ambos casos concurren los presupuestos de la transacción. En 
este punto es necesario tener en cuenta la doctrina del TC, que realiza las 
siguientes precisiones (Sentencia 76/1990, de 26 de abril): 
«a) No toda desigualdad de trato en la ley supone una infracción del artículo 
14 de la Constitución, sino que dicha infracción la produce sólo aquella desigual-
dad que introduce una diferencia entre situaciones que pueden considerarse igua-
les y que carece de una justificación objetiva y razonable; b )el principio de igual-
dad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuencias 
jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la utili-
zación o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca de 
fundamento racional; c)el principio de igualdad no prolube al legislador cualquier 
desigualdad de trato, sinO sólo aquellas desigualdades que resulten artificiosas o 
injustificadas por na venir fundadas en criterios objetivos y suficientemente razo-
nables de acuerdo can criterios o juicios de valor generalmente aceptados; d)por 
último, para que la diferenciación resulte constitucionalmente lícita no basta con 
que lo sea el fin que can ella se persigue, sino que es indispensable además que 
las consecuencias jurídicas que resultan de tal distinción sean adecuadas y pro-
porcionadas a dicho fin, de manera que la relación entre la medida adoptada, el 
resultado que se produce y el fin pretendido por el legislador superen un juicio de 
proporcionalidad en sede constitucional, evitando resultados especialmente gra-
vosos o desmedides». 
También resulta expresiva la STC 8/1986, de 21 de enero: 
«El artículo 14 CE no implica la necesidad de que todos los españoles se en-
cuentren siempre, en todo momento y ante cualquier circunstancia, en condicio-
nes de absoluta igualdad (STC 83/1984, entre otras). Sin perjuicio del deber de 
todos los poderes públicos de procurar la igualdad real, el derecho fundamental 
que el artículo 14 confiere a todos los españoles lo es a la igualdad jurídica, es 
decir, a no soportar un perjuicio -o una falta de beneficio-- desigual e injustifi-
cado en razón de los criterios jurídicos por los que se guía la actuación de los 
poderes públicos. Naturalmente, se trata de los criterios jurídicos normativos, COn-
tenidos en las normas jurídicas, así como los criterios jurídicos adoptados para la 
aplicación de las normas, puesto que, como tantas veces ha señalado este TC, 
la igualdad a que se refiere el artículo 1410 es ante la ley y ante la aplicación de la 
ley. Lo que na protege dicho precepto constitucional, como derecho constitucio-
nal, es la legítima aspiración a la igualdad material o de hecho, frente a desigual-
dades de trato que no derivan de criterios jurídicos discriminatorios, sino de otras 
circunstancias objetivas y razonables». 
ID. LICITUD DEL CONTENIDO DE LAS TRANSACCIONES 
TRIBUTARIAS 
Resulta muy importante plantear coherentemente este problema y afrontar su 
incidencia respecto al tan manido principio de indisponibilidad tributaria. Así se 
evitará la elaboración de construcciones artificiales que sólo consiguen tratar la 
cuestión de forma errónea o dar soluciones ajenas a nuestra dogmática jurídica 334. 
Construcciones de las que son claro ejemplo las realizadas por nuestra jurispru-
dencia, que llega a afIrmar que el pacto tributario debe ser examinado desde una 
óptica distinta al principio de legalidad (STS 5-4-1991 335) o que fundamenta 
la vinculatoriedad del acuerdo tributario llevado a cabo entre un Ayuntamien-to 
y un particular en el enriquecimiento injusto por parte del primero (STS 26-4-
1980 336). 
Para partir de una base clara ha de constatarse que la licitud de la regulación 
llevada a cabo por los contratos de Derecho público se encuentra condicionada 
por su respeto al principio de legalidad. En consecuencia, mientras el contenido 
del contrato haga referencia a una materia sujeta a Derecho imperativo, aquél 
deberá venir totalmente determinado por el ordenamiento jurídico y, en concre-
334 Véase la crítica que realiza en este sentido ZORNOZA PÉREZ, 1 1, ¿Qué podemos apren-
der. .. , cit., pp. 163 Y 164. 
335 En este pronunciamiento el TS hace referencia a la validez de una cláusula contenida en 
un contrato de contraprestación elaborado por un Ayuntamiento y una empresa, en virtud de la 
cual la sociedad quedaba exenta del pago de toda clase de tributos que gravaran el edificio que 
deseaba construir en la localidad. A cambio se establecían determinadas concesiones que benefi-
ciaban al Ayuntamiento, como la reversión del edificio construido al término de la concesión 
administrativa a favor de la Corporación. El TS mantiene que «el alcance de los beneficios fis-
cales concertados en el ámbito de una concesión administrativa ha de considerarse desde una 
perspectiva diferente de los arts. 9 y 10 WT, que parten de la naturaleza pública de la relación 
jurídico-tributaria e impiden al acreedor la disponibilidad singular de su crédito. Pues bien, en el 
supuesto contemplado en este proceso, el beneficio se inserta en un complejo económico-jurídi-
co como una más de las contraprestaciones que ha de recibir el concesionario a cambio de las 
obligaciones que él asume y cuya supresión unilateral alteraría irremediablemente el equilibrio 
económico tenido en cuenta por las partes al contratar, alteración unilateral tanto más rechazable 
cuanto deriva de la invocación de una nulidad que, de ser cierta, derivaría de la propia parte que 
la alega para beneficiarse de ella a costa del concesionario» (en este mismo sentido se volvió a 
pronunciar la STS de 25-5-1992 respecto a un litigio existente entre las mismas partes que las per-
sonadas en la Sentencia de 5-4-1991 y por la misma cláusula determinante de la exención, aun-
que en relación a un impuesto diferente). 
336 En concreto, el TS analizaba un pacto entre un Ayuntamiento y un ciudadano en virtud 
del cual este último cedía al municipio unos terrenos a cambio de la exención del Impuesto de 
Plus Valía en el momento en que se vendieran el resto de terrenos propiedad del cedente. Como 
decimos, el Tribunal fundamentó la vinculación del acuerdo -del que el Ayuntamiento quería 
desligarse- en el enriquecimiento injusto de que disfrutaría el Estado y en la imposibilidad de 
que la parte que ha provocado el vicio de nulidad alegue su existencia para evitar el cumplimiento 
del pacto. 
to, por la ley si sobre aquella cuestión recae una reserva de ley. Es decir, la 
Administración sólo podrá apartarse de la regulación normativa cuando disfrute 
de una potestad discrecional o de un ámbito de fIjación en relación a la conse-
cuencia jurídica o a la situación fáctica, respectivamente, objeto del contrato. 
Sobre la base de la diferenciación entre forma y contenido se llega a la con-
clusión de que el principio de legalidad manifIesta, como se aprecia en la des-
cripción efectuada en el párrafo anterior, la misma intensidad respecto al conte-
nido de los contratos públicos que respecto al de los actos administrativos337• Por 
lo tanto, la vinculación al ordenamiento jurídico de los primeros coincide con la 
exigida a los actos unilaterales, de manera que desde este punto de vista no exis-
ten particularidades que diferencien ambas formas de actuación, que se limitan 
a ejecutar el Derecho correspondiente a la situación jurídica en cuestión. 
Sin embargo, la propia esencia de las transacciones distingue estos negocios 
del resto de contratos de Derecho público en cuanto al límite a su contenido. 
A diferencia de los convenios de contraprestación y demás contratos públicos, 
que se limitan a aplicar el ordenamiento jurídico a la relación jurídica concreta, 
la transacción crea una fIcción al realizar dicha ejecución, pues se descono-
cen los hechos que realmente acontecieron o el sentido legal de la cuestión jurí-
dica. 
Con la fInalidad de afrontar de una manera más coherente el estudio del con-
tenido lícito de las transacciones, hay que diferenciar entre las que versan sobre 
cuestiones de hecho y aquéllas relativas a cuestiones jurídicas. 
Respecto a las primeras es evidente la imposibilidad de aplicar los límites 
propios de otros contratos públicos, pues es función exclusiva de la transacción 
el esclarecimiento de los hechos acontecidos en la realidad con la finalidad de 
subsumirlos en un presupuesto de hecho legal 338• Por otro lado, ni siquiera cons-
tituye límite del contenido de las transacciones así efectuadas el principio de 
legalidad, sino el de investigación 339. 
Por su parte, la posibilidad de llevar a cabo negocios transaccionales respec-
to a cuestiones jurídicas resulta más problemática. Su límite (al contrario de lo 
que hemos mencionado en relación a las transacciones sobre cuestiones de 
hecho) sí ha de ser estudiado desde la perspectiva del principio de legalidad, 
337 BliND, 1, Die Voraussetzungen ... , cit., p. 159; ULE, C.-H., y LAUBINGER, H.-W., 
Verwaltungsverfahrensrecht .. , cit., p. 277. En nuestro país defiende el principio de legalidad como 
límite a los convenios urbanísticos, de forma que sólo podrán celebrarse sobre materias disponi-
bles, ROMERO HERNÁNDEZ, F., «Los conciertos urbanísticos ... », cit., p. 889. 
338 Como expresa BliND, 1, Die Voraussetzungen. .. , cit., p. 181, un acuerdo sobre la exis-
tencia de presupuestos fácticos para una pretensión sólo es concebible en la forma de las tran-
sacciones. 
339 BliND, 1, Die Voraussetzungen ... , cit., pp. 173 Y ss; BoSSE, W., Der subordinationsrech-
tliche ... , cit., p. 72; KRAUSHAAR, R., Bindung der Finanzverwaltung ... , cit., p. 153; GROSSE, T., 
«Die Schlussbesprechung ... », cit., p.59. 
como consecuencia de la exigencia constitucional de que la Administración 
aplique el Derecho. 
En opinión de parte de la doctrina 340, las transacciones tributarias sobre cues-
tiones de Derecho están excluidas debido a la inadmisibilidad de que una norma 
se interprete y aplique según la voluntad de las partes. Sin embargo, contra esta 
postura puede alegarse que en estos negocios también pueden concurrir los pre-
supuestos de licitud de las transacciones, en concreto, una incertidumbre objeti-
va cuya resolución unilateral no suponga una garantía de mayor acierto que la 
decisión consensuada. Así ha quedado de manifiesto en algunos supuestos, en 
los que la calificación jurídica otorgada por la Administración a unos hechos en 
orden a su subsunción en el hecho imponible de un tributo o en alguna de las 
categorías que la ley establezca en relación a este hecho imponible resulta con-
tradictoria con la mantenida por los Tribunales. Este es el caso ya citado de la 
actividad de los subagentes, que en opinión de la DGT no están sujetos al IAE 
por no suponer ejercicio libre de la profesión (contestación a consulta de 7-4-
1995 341) Y que, por el contrario, según la STSJ de La Rioja, de 7-2-1995, sí 
deben tributar por tal impuesto ya que asumen el riesgo con su propio patrimonio. 
Por su parte, otros autores admiten las transacciones tributarias, pero sólo en 
los ámbitos de discrecionalidad342• Así, el campo permitido de estos negocios 
340 ARRAEz GARCÍA, A, «Las nuevas relaciones tributarias», Gaceta fisca~ n.2 141, 1996, 
p. 210; GIANNINI, A D., Instituciones ... , cit., p. 204; PuGUESE, M., Instituciones ... , cit., p. 294, 
aunque como él mismo reconoce, esta prohibición de transigir sobre cuestiones jurídicas deriva 
de un mandato de la ley, no siendo unánime la posición doctrinal al respecto. En Alemania, MELL-
WITZ, A, Comentario a la Sentencia del B~rwG de 28-3-1962 ... , cit., p. 603; SCHRAMM, T., 
«Norminterpretation der Executive im Vergleichswege?», MDR, 1963, p. 889; BEINHARDT, G., 
«Der offentlich-rechtliche ... », cit., p. 230; WEITEMEYER, K., Der verwaltungsprozessuale 
Vergleich, Tesis doctoral, Offenbach AM., 1966, nota 224. 
341 Gacetafisca~ n.2 141, 1996, p. 88. 
342 La doctrina española ha limitado tradicionalmente el ámbito de desarrollo de los contra-
tos públicos a las potestades discrecionales. SAINZ DE BUJANDA, F., Hacienda ... , cit, T. IV, 
pp. 172 Y ss.; SAINZ DE BUJANDA, F., dir., Notas de Derecho financiero, T. 1, vol. 2_2, Seminario 
de Derecho Financiero de la Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1976, pp. 305 Y ss.; 
ARRIETA MARTÍNEz DE PISON, J., Las actas ... , cit., pp. 368 Y ss. Entre los autores de Derecho 
administrativo, CLAVERO ARÉVALO, M. F., Consideraciones generales sobre la vía gubernativa, 
en Estudios dedicados al profesor Garcfa Oviedo, con motivo de su jubilación, Universidad de 
Sevilla, Sevilla, 1954, pp. 227 Y 228; del mismo autor, «Posibilidades de transacción con la 
Administración local», REVI, n.2 74, 1957, pp. 161 Y ss., Y Estudios de Derecho administrativo, 
Instituto García Oviedo, Universidad de Sevilla y Editorial Cívitas, Madrid, 1992, pp. 188 Y ss.; 
GoNZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa, 
Cívitas, Madrid, 1987, pp. 1061 Y ss.; SÁNCHEZ MORÓN, M., El régimen de los actos ... , cit., 
p. 24; del mismo autor, La apertura del procedimiento ... , cit, p. 16 Y La terminación convencio-
nal de los procedimientos administrativos, en AA.vv., Convención. .. , cit., p. 81; DELGADO 
PIQUERAS, F., La terminación convencional ... , cit., pp. 192 Y ss., el cual, sin embargo, apunta la 
tesis alemana de suavización del principio de legalidad cuando el contrato de Derecho público 
tenga naturaleza transaccional (p. 52); FERNÁNDEZ MONTALVO, R., La jurisdicción contencio-
so-administrativa ante la revisión de los actos fruto de la transacción entre las partes: alcance de 
jurídicos será el mismo que el del reste de contratos de Derecho público y que 
el de los actos unilaterales. 
Por el contrario, en nuestra opinión el límite de estos negocios bilaterales no 
puede encontrarse, por su propia esencia, en el principio de legalidad, sino en la 
concurrencia de una incertidumbre objetiva. De esta forma se singularizan las 
transacciones respecto a los restantes contratos de Derecho público, justificando 
un desconocimiento de aquella máxima por parte de la Administración debido a 
razones derivadas de los principios de paz y seguridad jurídica cuando exista una 
incertidumbre 343. Si el desvío del ordenamiento jurídico no estuviera justificado 
ante una situación de duda, la existencia de las transacciones no tendría sentido, 
pues no podrían llevar a cabo su finalidad: el logro de la paz jurídica mediante 
la eliminación de una situación de incertidumbre jurídica, de forma que se eli-
mine la posibilidad de pleito en el futuro a la vez que se evita una desproporción 
en los medios de solucionar aquella controversia. En este sentido parece pro-
nunciarse el Consejo de Estado español, según el cual, en una transacción las 
partes «gozan de una mayor libertad para fijar los términos y el contenido del 
acuerdo, pues en tal caso, la legalidad no opera como un límite rígido que es pre-
ciso respetar, sino como un respaldo a la autonomía de la voluntad de las partes» 
(Dictamen de 1-7-1982). 
A) TRANSACCIONES TRIBUTARIAS SOBRE CUESTIONES 
FACTICAS: EL PRINCIPIO DE INVESTIGACIÓN 
1. Concepto del principio de investigación 
La Administración está obligada a investigar de oficio el supuesto de hecho 
producido en la realidad, con la finalidad de determinar su subsunción en una 
norma concreta y aplicar las consecuencias jurídicas que el ordenamiento prevé 
para los supuestos en que se realice la actividad descrita en aquella norma. Así 
10 establece el arto 109 LGT, desarrollado por diversos preceptos dirigidos direc-
la actuación revisora. Análisis del arto 76 del Proyecto de Ley Reguladora de la Jurisdicción con-
tencioso-administrativa, enAA.vv., Convención. .. , cit., p. 101. Entre la doctrina alemana, desta-
Can EHLERS, H., Warum gibt es ... ?, cit., pp. 64 Y ss.; KNACK, H. J., «Der offentlich-rechtliche 
Vertrag im Musterentwurf eines Verwaltungsverfahrensgesetzes», DVB~ 1965, pp. 710 Y ss.; 
REBMANN, K., Y SACKER, 1., Münchener Kommentar. .. , cit.; FROTSCHER, «Tatsachliche 
Verstandigung ... », cit., pp. 11 Y ss.; HAUEISEN, F., «Die Bestandskraft verwaltungsgerichtlicher 
Vergleiche», DVB~ 1968, n.2 8, p. 287; SPANNOWSKY, W., Grenzen. .. , cit, p. 432. 
343 Entre otros, BUND, 1., Die Voraussetzungen ... , cit., p. 160; SCHIMPF, c., Der verwal-
tungsrechtliche ... , cit., pp. 218 Y ss. 
tamente a la Inspección que será la encargada nonnalmente de llevar a cabo estas 
actuaciones (arts.140 LGT y 2.a y 10 RGIT, entre otros muchos)344. 
En concreto el arto 109 impone que «1. La Administración comprobará e 
investigará los hechos, actos, situaciones, actividades, explotaciones y demás 
circunstancias que integren o condicionen el hecho imponible. 2. La comproba-
ción podrá alcanzar a todos los actos, elementos y valoraciones consignados en 
las declaraciones tributarias y podrá comprender la estimación de las bases 
imponibles, utilizando los medios a que se refiere el artículo 52 de esta Ley». 
El principio de investigación constituye una exigencia derivada del Estado 
de Derecho, que ha de estar vinculado a los principios de legalidad e igualdad. 
Como consecuencia de la obligación que tienen las autoridades tributarias de 
recaudar los tributos con igualdad de confonnidad a las leyes, el procedimiento 
impositivo se encuentra dominado por el principio de investigación 345. Un escla-
344 Es necesario mencionar en este punto la tesis de PALAO TABOADA, c., Naturaleza y 
estructura del procedimiento ... , cit., pp. 20 Y SS., relativa a la inexistencia de una actividad pro-
batoria en el procedimiento tributario de gestión. Esta idea se basa en la diversidad que puede 
apreciarse entre las naturalezas de las actividades instructoras de tal procedimiento y del proceso 
judicial, debido a que en el primero la Hacienda Pública es juez y parte: «Lo cierto es que la 
Administración cuando aplica la ley impositiva no prueba en sentido estricto los hechos que jus-
tifican la emanación del acto de liquidación, sino que comprueba (¡accertal) que se han dado los 
presupuestos que la legitiman ( ... ). Serán después los órganos jurisdiccionales, administrativos o 
contenciosos, los que verifiquen a posteriori la corrección de la comprobación realizada por la 
Administración, y en esta instancia es donde tanto Administración como administrados o contri-
buyentes deben probar, aquí sí, sus alegaciones en favor y en contra de la legitimidad o ilegiti-
midad de la actuación administrativa» (p. 22). Veáse, incidiendo en la idea de Palao Taboada, 
AGULLO AGÜERO, A., La comprobación de valores. Comentario crítico al artículo 52 de la Ley 
General Tributaria, en AA.VV., Comentarios a la Ley General Tributaria y líneas para su refor-
ma (Homenaje a Fernando Sainz de Bujanda), vol. 1, IEF, Madrid, 1991, pp. 847 Y ss.; MARíN:' 
BARNUEVO FABO, D., Presunciones y técnicas presuntivas en Derecho tributario, McGraw-Hill, 
Madrid, 1996, pp. 5 y ss.; del mismo autor, «La naturaleza de la actividad probatoria desarrolla-
da en los procedimientos tributarios», Fisco, n.º 74(75, 1996, pp. 57 y ss., y «La distribución ~ 
la carga de la prueba en Derecho Tributario», REDF, n.O 94,1997, pp. 185 Y ss., el cual señala erf 
la primera obra citada (pp. 25 Y ss.) la incidencia que suponen en la actividad probatoria las pectt' 
liaridades que presenta el procedimiento tributario. Estas especialidades (entre las que puedB 
citarse la ausencia de conocimiento directo por parte de la Hacienda Pública de los hechos cuyJ 
realización origina el presupuesto de hecho) provocan un distanciamiento de la Administración 
que da lugar al establecimiento de una serie de deberes por parte del obligado tributario en orden 
a poner en conocimiento de la Hacienda Pública los hechos con relevancia fiscal. 
345 Rmz GARCÍA, J. R., La liquidación en el ordenamiento tributario, Cívitas, Madrid, 1987;; 
pp. 157,202 Y ss.; PALAO TABOADA, c., La prueba en el procedimiento de gestión tributaria, ~ 
AA.VV., Comentarios a la Ley General Tributaria ... , cit., vol. n, p. 1450; PONT MESTRES, M.~· 
Comprobación y liquidación, en AA.VV., Comentarios a la Ley General Tributaria ... , cit., vol. n:, 
p. 1413. En Alemania, WITIMANN, R., «Mitwirkungspflicht und Aufkliirungspflicht in der AO;, 
Reduktion der Mitwirkungspflicht durch finanzbehOrdliches Verhalten», StuW, 1/1987, p. 36;' 
TIPKE, K., y KRUSE, H. w., comentario al par. 88, nm. 1 (actualización de 1994), Abgabenord-, 
nung ... , cit.. Sobre la incidencia del respeto al procedimiento administrativo en relación a la acla' 
ración de los hechos, véase PITsCHAS, R., Verwaltungsverantwortung und Verwaltungsveifahren, 
C.H.Beck'sche Verlagsbuchhandlung, Munich, 1990, pp. 687 y ss. 
recimiento de los hechos dependiente de las partes no podría garantizar aquellas 
máximas. 
Una tributación legal e igualitaria, en los términos exigidos en el arto 31.3 CE, 
sólo se ve asegurada si se basa en una correcta decisión, que presupone una acla-
ración lo más completa y acorde con la realidad del supuesto de hecho. Por ello, 
únicamente se alcanzará una decisión correcta que garantice la imposición de-
seada por la ley a través de la realización íntegra del principio de investigación, 
que lleve al esclarecimiento de la verdad material 346. Expresado de otra manera, 
si la fmalidad del procedimiento tributario es el logro de una tributación de 
acuerdo a los dictados del ordenamiento jurídico, esta meta sólo se alcanzará 
mediante una fase procedimental previa en la que se investiguen los hechos 
sobre los que se debe basar la decisión de la Administración. 
Esta máxima obliga a los órganos administrativos a investigar la realidad, a 
fm de detenninar su sub sunción en el presupuesto de hecho contemplado por la 
ley. Por lo tanto, el esclarecimiento de los hechos precede a la subsunción de 
éstos dentro del presupuesto de hecho descrito en la nonna y a la posterior apli-
cación de las consecuencias jurídicas en ella previstas 347. La diferenciación entre 
investigación de la realidad y la subsunción de ésta en la nonna es de gran 
importancia para detenninar la ausencia de incidencia del principio de legalidad 
material respecto a la primera. En efecto, la existencia o no de ámbitos de enjui-
ciamiento en el presupuesto de hecho (a través del establecimiento de conceptos 
jurídicos indeterminados) o de ámbitos de discrecionalidad en la consecuencia 
jurídica no tiene ninguna incidencia respecto a la actividad de investigación 
sobre los hechos y, en consecuencia, tampoco en relación a la licitud de las tran-
sacciones sobre las cuestiones fácticas, debido a su anterioridad en el tiemp(i). 
Aun cuando la nonna establece aquellos ámbitos, no se puede prescindir de un 
exacto conocimiento del supuesto de hecho. Así, por ejemplo, la detenninación 
de si un gasto se ha producido o no y en qué cuantía es una cuestión previa e 
independiente a su calificación como deducible. 
En conclusión, al no tener el principio de legalidad material ninguna incidencia 
respecto a las transacciones sobre las cuestiones fácticas, el ámbito lícito de éstas no 
puede limitarse según se proyecten en Derecho imperativo o dispositivo 348. La con-
346 PALAO TABOADA, c., «Naturaleza y efectos ... », cit., p. 163. En Alemania, KNACK, H. J., 
Comentario al par. 24, Verwaltungsveifahrensgesetz.,., cit., p. 259; Kopp, F. O., Comentario al 
par. 24, Verwaltungsgerichtsordnung, C.H.Beck'sche Verlagsbuchhandlung, Munich, 1992; STEL-
KENS, P., Y otros, Comentario al par. 24, Verwaltungsveifahrensgesetz ... , cit.. 
347 LARENZ, K., Methodenlehre der Rechtswissenschaft, Springer-Lehbuch, Berlín, 1992, 
pp. 166 Y ss. 
348 Como expresa gráficamente BLIND, J., Die Voraussetzungen ... , cit., p. 180: «la investiga-
ción del supuesto de hecho es neutral respecto del carácter del Derecho a aplicar». Por el contra-
rio, SALZWEDEL, J., Die Grenzen ... , cit., p. 218, en congruencia con su tesis favorable a limitar las 
transacciones sobre hechos mediante el principio de legalidad, relaciona su licitud según versen 
sobre Derecho dispositivo o imperativo. 
cesión de potestades de enjuiciamiento o discrecionales o, por el contrario, el 
establecimiento de una regulación imperativa, no determinan el modo ni la 
forma de investigar. 
Debido a ello, no se pueden equiparar las transacciones que se realizan sobre 
los hechos y aquéllas cuyo objeto son conceptos jurídicos indeterminados con-
tenidos en el presupuesto de hecho de la norma 349. Mientras que las primeras son 
cuestiones fácticas cuya licitud se examina bajo el prisma del principio de inves-
tigación, las últimas se encuentran inmersas en el proceso de subsunción (cues-
tiones jurídicas) y, por 10 tanto, son enjuiciadas desde la perspectiva del princi-
pio de legalidad. 
Centrándonos en los hechos, el principio de investigación establece dos man-
datos 350. Uno, negativo, descarta la dependencia de la aclaración de los hechos 
respecto de las aportaciones de las partes. La otra exigencia, positiva, confiere a 
la Administración el deber de esclarecer el supuesto de hecho sin vinculación a 
aquellas aportaciones. En consecuencia, la autoridad financiera está obligada a 
aclarar el supuesto de hecho con la finalidad de conseguir una imposición igua-
litaria y legal. Para ello ha de investigar los hechos con todos los medios de que 
disponga, hasta eliminar toda incertidumbre 351. Sin embargo, en determinados 
supuestos o bien esta supresión es imposible o bien la continuación de las acti-
vidades investigadoras conllevaría un gasto de tiempo y trabajo desproporcio-
nado a los resultados esperados, es decir, existe una incertidumbre objetiva. Sólo 
la constatación de una duda de este tipo puede justificar su eliminación median-
te la transacción. 
2. Ámbito del principio de investigación 
Como decimos, del arto 109 LGT se deriva que la investigación que la 
Administración ha de desarrollar tiene como objeto el supuesto de hecho, es 
decir, los hechos. 
Los hechos pueden definirse como los «sucesos externos o internos, que pue-
den ser percibidos materialmente: acontecimientos o situaciones pasados o pre-
sentes, que tienen lugar predominantemente en el mundo exterior, aunque tam-
bién pueden ser mentales (por ejemplo, un conocimiento o una intención del 
349 Equiparación que sí realiza SALZWEDER, J., Die Grenzen ... , cit., p. 195. 
350 WITTMANN, R., Mitwirkungspflicht ... , cit., p. 36. 
351 En este punto se inserta el incumplimiento del deber de colaboración del obligado tribu-
tario. Esta falta no es requisito bastante para considerar que existe una duda objetiva y proceder 
a la transacción. Es necesario que a la ausencia de colaboración se le una la imposibilidad de 
conocer la situación tributaria por otro medio (art. 64 RGIT), pues no hay que olvidar que el deber 
de investigación es un mandato dirigido a la Administración, y no a los ciudadanos. SÓHN, 
Comentario al par.88, en HÜBSCHMANN, W., y otros, Kommentar. .. , cit., pp. 26 Y ss. 
obligado tributario, como el ánimo de obtener beneficios), que integran el pre-
s!lpuesto de hecho de la norma jurídica aplicable» 352. También pueden ser inves-
tI.gados los hechos ~potéticos, negativos e imposibles 353. Y, junto a los hechos 
smgu.lares, se encuentran las máximas de la experiencia (hechos generales) que 
tambIén pueden ser objeto de investigación 354. ' 
. P?,r otro lado~ el a~; 109 LGT amplía la exigencia de comprobación e inves-
tlgaclOn a «la estimaclOn de las bases imponibles». La Hacienda Pública no sólo 
está obliga~a a v~~ificar .0 descubrir lo~ datos fácticos, sino que ha de compro-
bar la. cuantificaclOn realIZada por el sUjeto pasivo, «utilizando los medios a que 
se refie~e el.~rt. 52 de esta Ley» (art. 109.2 LGT), es decir, los correspondientes 
a.la estlmaClon de valores. A pesar de que también se integra dentro del proce-
dImiento de comprobación, constituye un procedimiento autónomo 355. Es 
importante diferenciar la comprobación y la investigación de los supuestos de 
hecho de la estimación, pues ésta última no consiste en constatar hechos, sino en 
valorarlos 356. 
. ~mo consecuencia del principio <dura novit curia» los principio o normas 
Jurí~cas no son objeto d~ investigación, estando el juez (o la Administración) 
?bliga.do a conocerlos. Sm embargo, en supuestos excepcionales la actividad 
mvestigadora puede recaer sobre estas normas, por ejemplo, cuando se trata de 
Derecho extranjero o consuetudinario o de normas ya derogadas357. 
3. El principio de proporcionalidad 
La exigencia de investigación no es ilimitada, sino que se encuentra relativi-
zada por el principio de proporcionalidad. Ello significa que si la continuación 
de la actuación investigadora administrativa condujera a una situación de des-
prop~rció~ entre el resultado .obtenido y otros parámetros -como el dispendio de 
tra?aJo y tlempo- ha de conSIderarse que sobre el deber de investigar prevalece 
~l mterés general a un procedimiento que respete el principio de proporciona-
lidad. 
352 TIPKE, K., Y KRUSE, H. W., Comentario al par. 88, OT, enAbgabenordnung ... , cit., p. 24. 
Por otra parte, en el procedimiento tributario sólo pueden ser investigados los hechos con rele-
,:ancia tributaria, es decir, «todos aquellos que influyen o pueden influir en la decisión de la auto-
ndad financiera», SOHN, Comentario al par. 88, en HÜBSCHMAN W. Kommentar. cit. p.12. " ... , , 
::: S?HN, Comenta~o al par. 88, en lIÜBSCHMANN, w., y otros, Kommentar. .. , cit., p. 11. 
SOHN, Comentario al par. 88, en HUBSCHMANN, w., y otros, Kommentar. .. , cit, pp. 12 Y 13. 
355 Res~ecto a la autonomía del procedimiento de comprobación y el de valoración, como 
con~:cuencla de su objeto y de los medios empleados, véase AGULLO AGÜERO, A, La compro-
baclOn de valores ... , cit., pp. 843 Y ss. 
356 P ALAO TABOADA, c., La prueba en el procedimiento de gestión. .. , cit., pp. 1.454 Y ss.; 
PONT MEsTRES, M., Comprobación y liquidación ... , cit., p. 1.416 Y ss. 
357 ROSENBERG, L., Zivilprozessrecht ... , cit., p. 648. 
En tales casos, debido a la imposibilidad de conocer la situación que real-
mente aconteció o a la desproporción que produciría la continuación de las pes-
quisas, se considera que existe una incertidumbre objetiva la cual justifica y es 
causa de la transacción, que realizará en mayor medida el interés general 358. 
Determinados fenómenos actuales, como la mayor vinculación de la tributa-
ción a supuestos de hecho de realización futura, la dificultad de fijar de forma 
cierta los valores de los bienes, así como las dificultades de los medios de prue-
ba para esclarecer los hechos, provocan la existencia de un gran número de situa-
ciones controvertidas, cuyo esclarecimiento es cada vez más costoso para la 
Administración 359. 
Cuándo puede el ente público dejar de investigar una situación, procediendo 
a su fijación mediante la transacción con el ciudadano, es una cuestión que ha de 
resolverse casuísticamente, mediante la aplicación del principio de proporciona-
lidad: la Administración, ante el supuesto concreto, puede llegar a la conclusión 
de que la continuación de la investigación infringiría aquella máxima, pues daría 
lugar a una situación de desproporción entre el resultado que presumiblemente 
se obtendrá y el gasto de tiempo y trabajo y las posibilidades de éxito, así como 
a la alta posibilidad de que pueda producirse un litigio si dicta un acto en contra 
del obligado tributario 360. En estos supuestos se considera que respecto a la 
situación objeto de la investigación hasta ese momento existe una incertidumbre 
objetiva, cumpliéndose el supuesto de la transacción. La utilización de dicho 
negocio jurídico se encontrará plenamente justificada, debido al ahorro de tiem-
po y trabajo que conlleva, además de la desproporción que evita entre estos fac-
tores y el resultado al que la continuación de la investigación hubiera conducido. 
Ya PALAO TABOADA, en relación a los Jurados tributarios, apuntó la nota de la 
proporcionalidad. En su opinión, la imposibilidad de estimar de forma exacta la 
358 En este sentido se configuró la intervención de los Jurados tributarios, a los que sólo podía 
acudirse cuando los órganos de gestión se encontraran ante la imposibilidad objetiva de compro-
bar la existencia de los elementos fácticos relevantes. Véase PAIAO TABOADA, C., «Declaración 
de incompetencia ... », cit., pp. 647 Y ss. En relación a las transacciones tributarias se pronuncia la 
mayoría de la doctrina alemana: Entre otros, TIPKE, K, y KRUSE, H. W., Comentario al par. 88 
OT (actualización de 1994), Abgabenordung ... , cit., núm.6; BLIND, J., Die Voraussetzungen ... , 
cit., p. 170 Y ss.; ULE, C. R, Y LAUBINGER, R-W., Verwaltungsverfahrensrecht. .. , cit., p. 281; 
BRAUN, W., «Wandel in den Handlungsformen der Leistungsverwaltungs»,BayVB~ 1983, p. 227; 
MARTENS, J., «Vergleichsvertrag ... », cit., pp. 99 y ss.; SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtli-
che ... , ci~ p. 29; EICH, A, Die tatsiichliche ... , cit., p. 48; STELKENS, en STELKENS, P., y otros, 
Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., par. 24; SOHN, Comentario al par. 88, en HÜBSCHMANN, W., 
y otros, Kommentar. .. , cit., p. 42; SEER, R., Verstandigungen ... , cit., pp. 487 Y ss. En la jurispru-
dencia alemana, Sentencia del BFH de 11-12-1984 (BStBl. 11 1985, pp. 354 Y ss.). 
359 A este respecto, ZORNOZA PÉREZ, J. J., ¿Qué podemos aprender. .. ?, cit., p. 167. La juris-
prudencia alemana se ha pronunciado al respecto en BFH 11.121984 (BStB11985 II, pp. 354 y ss.). 
360 Como expuso la STS 8-3-1962, no se requiere ni la existencia de un pleito actual ni la 
amenaza de un pleito inminente, sino sólo su posibilidad En Alemania, BONK, H. J., en STEL-
KENS, P., Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit., p. 1281. 
~ituación .t?butaria del particular por los órganos de gestión, que provocaba la 
mtervencI~~ de los Jurados fiscales, «no tiene que ser absoluta, sino que basta 
q~e las dificultades que se oponen a una comprobación exacta sean lo sufi-
CIentemente grandes como para que ésta no pueda exigírseles a los órganos de 
gestión» 361. 
En concreto, la objetividad de la incertidumbre se refleja en que cualquier 
tercero con los conocimientos exigidos en cada supuesto a la Hacienda Pública 
no podría llegar al esclarecimiento del supuesto de hecho o conseguirlo sólo tras 
un derroche de tiempo y trabajo injustificado 362• 
Efectivamente, la exigencia de que la Administración prosiga su investiga-
ción en orden a una posible aclaración total e incontrovertida del supuesto de 
hecho y de la situación jurídica puede no ser racional. En muchas ocasiones ni 
siquiera se alcanzaría este resultado. ' 
Si la incertidumbre no es objetiva, pues pudo solucionarse mediante la utili-
zaci~n de medios de prueba a través de un procedimiento de investigación pro-
porCIOnal al resultado deseado a juicio de cualquier sujeto con los conocimien-
tos exigibles a la Administración, no se producirá la causa de la transacción ni, 
por 10 tanto, la justificación de la búsqueda del establecimiento concordado de 
la situación. Si no hay incertidumbre, la licitud de las prestaciones que se reali-
cen serán examinadas a la luz del principio de investigación. En definitiva, la 
inobservancia de esta máxima cuando no se dan los requisitos de la transacción 
no se encuentra justificada 363. 
Por supuesto, la posibilidad de celebrar una transacción no exime a la 
Hacienda Pública de su deber de investigación 364. Sólo una vez agotado el pro-
cedimiento establecido en el ordenamiento jurídico en orden a la subsunción de 
l~ ~contecido en el presupuesto de hecho de la norma está legitimada para tran-
SlgIT. 
361 PAIAO TABOADA, C., «Declaración de incompetencia ... », cit., p. 652. En relación a las 
transacciones, SoNTIIEIMER, 1, Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 29; CrAUSEN, Comentario al 
par. 24, nro. 31, en KNACK, R J., Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit.; MOLLGAARD, en KNACK, R 1, 
Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 689; STELKENS, P., Comentario al par. 24, nro.9, en STEL-
KENS, P., Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit. 
362 BLIND, J., Die Voraussetzungen. .. , cit., p. 175. Así lo ha expresado, la jurisprudencia ale-
mana (BVerwGE de 17.89,94), al admitir la licitud de las transacciones sobre cuestiones de hecho 
cuando «la eliminación de las incertidumbres fácticas conlleven probablemente un derroche des-
proporcionado y sin embargo no se espere de ellas una seguridad suficiente». 
363 BLIND, J., Die Voraussetzungen ... , cit., p. 172; ULE, C. n, y LAUBINGER, H.-W., 
Verwaltungsverfahrensrecht ... , cit., p. 282; PrrsCHAS, R., Verwaltungsverantwortung ... , cit., p. 730. 
364 SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 29; KNACK, H. 1, Verwaltungsver-
fahrensgesetz. .. , cit., par. 55; ScmMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 224. Todos ellos 
exponen que la posibilidad de eliminar una deficiencia en la aclaración del supuesto de hecho 
mediant~ su fijación concertada no libera a la Administración de su obligación de investigar hasta 
consegwr un grado suficiente de convencimiento sobre la realidad. 
Este tema ha de relacionarse con la actual polémica en tomo a la limitación 
de la obligación de investigación por criterios de economía procesal. Y la cues-
tión se agudiza en relación al procedimiento tributario debido a que éste, por su 
característica de proceso de masas, se encuentra en medio de una zona de ten-
siones entre la exigencia, por un lado, de que la Administración lleve a cabo las 
funciones que el ordenamiento jurídico le encomienda de forma sencilla, rápida, 
proporcional y barata y, por otro, el principio de legalidad 365. Sin embargo, la 
proporcionalidad no sólo ha de enjuiciarse a través de criterios de economía, ya 
sea ésta procesal o de otro tipo, sino que también ha de tenerse en cuenta el inte-
rés público. De esta forma, se dan situaciones en las que, aunque se constate que 
el desarrollo de las investigaciones va a dar a lugar a una desproporción entre el 
resultado obtenido y el trabajo o el tiempo empleados o las posibilidades de 
éxito, su continuación viene exigida por el interés público, que reclame, por 
ejemplo, una resolución clara e incontrovertida del supuesto. Como ya ha sido 
expuesto, la determinación de cuándo es justificable la realización de una tran-
sacción ha de ser realizada ante el caso concreto, teniendo en cuenta todos los 
factores concurrentes. 
Por otra parte, la incertidumbre no puede residir únicamente en el particular. 
Esto es, la transacción no se encuentra justificada cuando la Administración fija 
unos hechos sabiendo que no son los que en realidad han acontecido. En este 
sentido, la duda del ciudadano, si la Hacienda Pública no la comparte, es intras-
cendente 366. 
4. Ambito lícito de los negocios jurídicos transaccionales sobre 
los supuestos de hecho tributarios 
Como puede apreciarse, en nuestra opinión, la Hacienda Pública está legiti-
mada para celebrar transacciones sobre cuestiones fácticas siempre que consta-
te la concurrencia de una incertidumbre. 
Sin embargo, ésta no es una tesis unánime en la doctrina, ya que parte de ella 
limita el campo de aplicación de las transacciones a los llamados «ámbitos de 
fijación» (Feststellungsspielraume). A su parecer, fuera de estos ámbitos, si la 
incertidumbre sigue subsistiendo tras la investigación, el procedimiento ha de 
fmalizar siempre mediante la emisión de un acto unilateral que contenga una 
estimación indirecta. A continuación exponemos esta tendencia, para posterior-
mente razonar nuestra oposición a ella y la postura que defendemos. 
365 WmMANN, R., «Mitwirkungsptlicht...», cit., p. 39. 
366 STEIN, «Der Verwaltungsvertrag und die Gesetzmassigkeit der Verwaltung», AoR, 86, 
1961, p. 329; SCHICK, w., Vergleiche und ... , cit., p. 34; BISEK, N. Z., Der offentlich-rechtliche ... , 
cit., p. 75. 
a) Tesis que mantiene la licitud de las transacciones exclusivamente 
en los ámbitos de fijación 
Dentro del procedimiento de investigación del supuesto de hecho se distin-
guen los ámbitos de fijación, que se producen cuando la propia norma prevé un 
margen de aproximación al supuesto de hecho, debido a la imposibilidad de esta-
blecer reglas que permitan una comprensión objetivamente correcta de dicho 
supuesto 367. 
En primer lugar es importante diferenciar estos ámbitos de los de discrecio-
nalidad. Dicha distinción es clara porque en el marco de la investigación del 
supuesto de hecho no es posible la atribución de potestades discrecionales, pues 
la aplicación del Derecho no se producirá hasta un estadio posterior, una vez que 
los hechos estén esclarecidos y, por 10 tanto, sea posible su subsunción dentro de 
una norma y la aplicación de consecuencias jurídicas. En definitiva, la diferencia 
entre la discrecionalidad y la fijación radica en que mientras mediante la prime-
ra existen diversas decisiones jurídicas cuya elección es siempre lícita, en la 
segunda sólo existe un supuesto de hecho al que la Administración ha de apro-
ximarse. Por ello se dice que la discrecionalidad es un problema de opción entre 
varias decisiones lícitas, y la fijación es una cuestión de aproximación al supues-
to de hecho realizado 368. 
A pesar de esta diversidad, entre los dos ámbitos existe una similitud en la 
búsqueda de la decisión, reflejada en la existencia en la práctica, en ambos casos, 
de varias decisiones correctas. Ello posibilita, en opinión de algunos autores, el 
traslado de la argumentación desarrollada en tomo a las transacciones en el 
marco de las consecuencias jurídicas (donde, también a su parecer, sólo se per-
mite la negociación en las materias donde exista una discrecionalidad), a las pro-
ducidas respecto al presupuesto de hecho (fijación) 369. Consiguientemente, la 
transacción se limita a las cuestiones respecto de las cuales el ordenamiento jurí-
dico conceda un ámbito de fijación. 
Dichos ámbitos de fijación concurren en los supuestos de hecho para cuya 
determinación la ley concede un ámbito de valoración (Bewertungsspielraum), 
un ámbito de estimación de la prueba (Beweiswürdigungsspielraum) o un ámbi-
to de estimación (Schatzungsspielraum, par.l62 AO; 96 FGO). Ejemplos con-
cretos de ámbitos de fijación son la estimación del volumen del aprovecha-
miento o explotación privado no documentado de un inmueble que también se 
destina a fmes empresariales; la apreciación de la vida útil de bienes económicos 
367 EICH, A, Die tatsiichliche ... , cit., p. 35. 
368 EICH, A, Die tatsiichliche ... , cit., p. 36. 
369 EICH, A, Die tiitsiichliche ... , cit., p. 30. Como posteriormente estudiaremos, los autores 
que como EICH, delimitan las transacciones a aquellos ámbitos donde esté previsto por el orde-
namiento (ámbitos de fijación), también mantienen la misma exigencia respecto a las cuestiones 
de Derecho (ámbitos de discrecionalidad). 
en relación a la amortización por deterioro o la fijación del valor de mercado de 
un bien. Por 10 tanto, siguiendo esta tesis se admite la licitud de los acuerdos pre-
vios sobre precios de transferencia, que determinan el valor de mercado del pre-
cio de transferencia; de los planes de amortización, los cuales fijan el deterioro 
de un bien; o de la tasación pericial contradictoria, que establece el valor de mer-
cado de un bien o derecho. 
En todos estos supuestos, la fijación del supuesto de hecho no se basa sólo 
en criterios objetivos, sino también en criterios subjetivos, debido a la existencia 
de ámbitos de fijación, sin los cuales las estimaciones, valoraciones (bewertun-
gen) o valoraciones de la prueba no se conciben. Esta fijación basada en crite-
rios subjetivos propicia en mayor medida que las realizaciones de supuestos de 
hecho comprobables objetivamente las diferencias de opinión entre la 
Administración tributaria y el particular 370. 
Si, por el contrario, la ley no concede el mencionado ámbito de fijación el 
supuesto de hecho deberá determinarse de manera objetiva. Puede ocurrir que, a 
pesar de dicha objetividad, la investigación de tales hechos no conduzca a su 
conocimiento exacto o conlleve consecuencias contrarias al principio de pro-
porcionalidad. En estos supuesto no cabrá la transacción sobre los hechos con-
trovertidos, sino que la Hacienda Pública deberá llegar unilateralmente a un 
resultado mediante la aplicación de la estimación indirecta 371. 
Como puede apreciarse, el ámbito permitido por esta doctrina para el conte-
nido de las transacciones es el mismo que el otorgado en relación a la libertad de 
fijación por parte de la Administración cuando ésta resuelve la investigación de 
forma unilateral (márgenes de fijación). El principio de legalidad, al igual que 
ocurre cuando las actuaciones se desarrollan respecto a consecuencias jurídicas, 
no plantea mayores exigencias cuando la aproximación al supuesto de hecho se 
realiza contractualmente 372. 
Tampoco infringe el principio de seguridad jurídica las transacciones mien-
tras se mantengan en los límites de la fijación, pues si el establecimiento de un 
supuesto de hecho no puede ser realizado de forma objetiva, la previsión por 
parte del ciudadano de la actuación de los órganos inspectores será la misma ya 
se fije aquél mediante acto o mediante contrato 373. 
En contra de esta postura se manifiestan algunos autores que consideran 
imposibles las transacciones incluso en los ámbitos de fijación. En este sentido, 
SOHN 374 y TlPKE 375, si bien admiten la existencia de conversaciones e incluso la 
370 EICH, A., Die tatsiichliche ... , cit., p. 6. 
371 EICH, A., Die tatsachliche ... , cit., p. 7. 
372 EICH, A., Die tatsiichliche ... , cit., p. 38. 
373 EICH, A., Die tatsachliche ... , cit., p. 39. 
374 SCHúN, comentario al par. 78 (actualización de 1990), en HÜBSCHMANN, W., y otros, 
Kommentar. .. , cit., nm. 39. 
375 TIPKE, K., Y KRUSE, H. W., Comentario al par. 85 (actualización de 1994), nm. 11, 
Abgabenordunug ... , cit. 
posibilidad de convencimiento de una parte a la otra sobre su punto de vista res-
pecto a la comprobación o a la estimación, niegan que éstas tengan naturaleza 
transaccional. Sin embargo, admiten una diferencia según sobre quién recaiga la 
carga de la prueba; pues siempre respetará en mayor medida el principio de lega-
lidad la transacción cuando la prueba incumba a la Administración. En concre-
to, un argumento de la doctrina que se ha manifestado contra la celebración de 
transacciones en relación al esclarecimiento de las cuestiones fácticas reside en 
la ausencia de disponibilidad por parte de la Hacienda Pública y de los ciudada-
nos sobre las reglas de apreciación y de carga de la prueba. En su opinión, ante 
un supuesto imposible de resolver a través de los medios de prueba han de apli-
carse en todo caso las reglas de la carga de la prueba o de la estimación 376. Esta 
postura se basa de forma fundamental en la ausencia de contemplación por parte 
del ordenamiento jurídico de la posibilidad de transigir como medio para elimi-
nar incertidumbres respecto a un hecho; el Derecho Tributarlo sólo conoce como 
medios para solucionar una controversia a este respecto la reducción de la medi-
da de la prueba, las reglas de la carga de la prueba y la estimación. Sin embar-
go, como apreciamos, la crítica expuesta por estos autores hace referencia a una 
ilicitud de las transacciones como medio de resolver incertidumbres sobre 
supuestos de hechos en cuanto a su forma y no por el contenido. En efecto, estos 
negocios jurídicos no serán posibles en tanto el ordenamiento jurídico no los 
contemple, como exigencia derivada del principio de legalidad sobre el procedi-
miento administrativo (art. 105.3 CE), pero no porque la materia en sí no sea sus-
ceptible de negociación. 
b) El principio de pazjuridica: admisión de las transacciones respecto 
a todas las cuestiones fácticas del presupuesto de hecho de 
la obligación tributaria 
A nuestro parecer, la tesis arriba analizada es rechazable, pues, en realidad, 
no supone una garantía del principio de investigación. Ante un hecho incierto la 
Hacienda Pública nunca podrá establecer la realidad tal y como realmente acon-
teció, ni mediante la estimación unilateral, ni mediante la celebración de una 
transacción 377. 
376 T:IPKE, K, Y KRUSE, H. W., Comentario al par. 85 (actualización de 1994), nm. 11, 
Abgabenordunug ... , cit.; HAUEISEN, F., «Unterschiede in den Bindungswirkungen von VelWal-
tungsakt, offentlich-rechtlichem Vertrag, gerichtlichem Vergleich und Urteil», NJW, 1963, p. 1331; 
GROSSE, T., «Die Schlussbesprechung ... », cit., p. 59. 
377 En este sentido, BUND, 1., Die Voraussetzungen. .. , cit., p. 175; SoNTIIEIMER, 1., Der ver-
waltungsrechtliche ... , cit., p. 121; BIRK, D., «Effizienz ... », cit., p. 302; VON W AlLIS, Comentario 
al par. 162 OT (actualización 1989), en HÜBSCMANN, W., y otros, Kommentar. .. , cit., nm. 5 y ss. 
La doctrina alemana emplea el término «Wahrscheinlichk:eit». SCHlMPF, c., Der verwaltungs-
rechtliche ... , cit., p. 223, donde emplea el término «gesetzeskongruent». En efecto, una transac-
ción tienen las mismas posibilidades de llegar a un resultado incongruente desde el punto de vista 
normativo que la aplicación de las reglas de la carga de la prueba. 
Una vez sentada esta afirmación, los principios de paz jurídica y de eficacia 
favorecen la sustitución de la estimación unilateral por la negociación. En este 
sentido, ZoRNOZA PÉREZ 378 ha manifestado la ausencia de una mayor garantía 
para el ciudadano mediante la emisión de un acto unilateral cuando existe una 
cuestión controvertida, pues en estos supuestos el principio de legalidad no se 
encuentra más respetado si la Administración dicta un acto que si la incertidum-
bre se solventa de forma concordada con el ciudadano. 
Además, debido al alejamiento de la realidad que se produce mediante todos 
estos institutos, la transacción se justifica por la vinculación que provoca res-
pecto al particular por la que se elimina la posibilidad de su recurso. Por el con-
trario, si la Hacienda Pública determina la cuestión fáctica unilateralmente, el 
obligado tributario no se encuentra vinculado a la fijación así realizada por 10 
que estará legitimado para recurrir el acto administrativo unilateral donde se 
contenga dicha fijación 379. Así, la posibilidad de transigir en el procedimiento 
administrativo sirve a los principios de economía procedimental y al de propor-
cionalidad. 
La concurrencia de un margen de fijación tendrá, sin embargo, una relevan-
cia en cuanto al carácter de la incertidumbre exigible. Si la autoridad fmanciera 
desea transigir una cuestión sobre la que existe un ámbito de fijación, la incerti-
dumbre podrá ser meramente subjetiva, es decir, que si bien hay un conflicto de 
intereses entre las partes (requisito ineludible de la transacción), éste es resolu-
ble de una forma proporcionada. Al igual que ocurre respecto de las cuestiones 
jurídicas con los ámbitos de discrecionalidad, el peligro que supone la nego-
ciación en estos campos es mucho menor, ya que el pacto se moverá en un ámbi-
to restringido y demarcado por el ordenamiento jurídico y que, además, coin-
cide con el que disfrutaría la Administración si decidiera actuar de forma uni-
lateral. 
Importa aclarar que la adopción de la tesis que limita el contenido lícito de 
las transacciones a los ámbitos de fijación o el seguimiento de la mantenida por 
nosotros no lleva a grandes diferencias prácticas en relación al ordenamiento 
378 ZoRNOZA PÉREZ, J.1., ¿Qué podemos aprender ... , cit., p. 167. 
379 En opinión de FROTSCHER, «Tatsachliche Verstiindigung ... », cit., p. 11, ante una situación 
de incertidumbre la decisión unilateral de la autoridad tributaria contendría una solución peor y 
más insegura que la transacción; por lo tanto «el entendimiento sobre los hechos no sólo no infrin-
ge los principios de justicia y tipicidad de la imposición, sino que los sirve». En contra, TIPKE, K., 
Y KRUSE, H. w., Comentarlo al par. 85 (actualización de 1994), nm. 11, Abgabenordnung ... , cit. 
La ley italiana de 30-11-1994, n. º 656, que regula junto a la figura de la «rectificación con la 
conformidad del contribuyente», la «conciliación judicial», establece que este último instituto 
sólo puede llevarse a cabo cuando la controversia «afecte a cuestiones que no puedan resolverse 
con pruebas ciertas». Es decir, «si la pretensión del Fisco no se basa en pruebas ciertas, si reina 
la incertidumbre sobre los fundamentos de tal pretensión, el acuerdo sobre la delimitación de la 
pretensión de la Administración no se opone al principio de legalidad; es, así, más contraria a tal 
principio una pretensión no basada en pruebas ciertas», en palabras de MOSCHETIT, F., La posi-
bilidad de acuerdo ... , cit., p. 128. 
jurídico tributario español. Y ello es así porque en nuestro Derecho la mayoría 
de las transacciones tributarias que tienen como objeto una cuestión de hecho 
vers~ sobre ámbitos de fijatión. En este sentido, podemos citar los acuerdos 
preVIOS sobre precios de transferencia, los cuales fijan el valor de mercado de un 
precio de transferencia; si estos pactos no llegan a celebrarse es la 
Administración la que fija unilateralmente el valor para 10 cual disfrut~ de un 
amplio espectro en cuanto a la concreción de la decisión. Lo mismo ocurre con 
l~ tasación pericial contradictoria, que si no se lleva a cabo, la Hacienda Pública 
dI~ta un. a~t~ unilateral sobre un ámbito de fijación concedido por el ordena-
mIento JundICO: el valor de mercado. A pesar de esta constatación creemos 
necesa.?0 decantarnos po~ una de las dos posturas y aclarar la licitud' de que el 
conterndo de las transaCCIOnes se extiende a todas las cuestiones de hecho con 
in~ependencia de si sobre ellas la ley concede o no un ámbito de fijación. Y ello 
es Impo~te p.~rque, de esta manera, se comprenden instituciones como los pla-
~e~ de remve~sIOn, respecto de los cuales el ordenamiento jurídico sólo prevé un 
umco conterndo, pero sobre los que es posible que recaiga una incertidumbre 
que provoque la imposibilidad de fijar con certeza ese contenido. y, en segundo 
lugar, la relevancia de asumir esta tesis también se manifiesta en la admisión de funn:as ha?ilitaciones legales en relación a cuestiones de hecho que presenten 
una mcertIdumbre, con independencia de si se integran dentro de un ámbito de 
fijación o no. De esta forma se entiende mejor la propuesta que desarrollamos en 
el capítulo cuarto respecto a la implantación de la terminación transacción en el 
procedimiento de in.spección, al estilo de la «Schlussbesprechung» alemana, en 
l~ q~e en una entre~Ista con el obligado tributario el inspector ponga en su cono-
CImIento todas las mcertidumbres que no haya podido resolver, para solucionar-
las con él de una forma concordada. 
. P~r otra part~, ~lgunos autores excluyen la posibilidad de transigir sobre las 
mcertIdumbres fachcas cuando los hechos puedan ser fijados mediante una cola-
boración del ciudadano y la carga de la prueba recaiga sobre éste 380. De este 
modo se evita que obligado tributario reacio a colaborar con la Hacienda Pública 
~ vea favoreci?o por la imposibilidad de descubrir los hechos debido a su pro-
PIO comportamIento. En efecto, en este supuesto no es posible celebrar una tran-
sacción porque falta la objetividad de la incertidumbre, pues el ciudadano cono-
ce la realidad tal como se produjo. La autoridad fmanciera acudirá entonces a la 
estimación indirecta. 
Por último, es importante destacar que la transacción sobre el supuesto de 
hecho no puede conducir a resultados abiertamente disconformes con la realidad 381. 
Me?ian~e su cel~bración las ~arte~ no pueden «elaborar» un hecho según su con-
vernenCla. DebIdo a las eXIgenCIas derivadas de su inclusión en el Derecho 
público, el contenido de la transacción ha de ajustarse a una razonabilidad. 
380 SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., p. 215. 
381 Sentencia del BFH 11-12-1984 (BStB1.1985 n, p. 354 y ss.). 
B) TRANSACCIONES TRIBUTARIAS SOBRE CUESTIONES 
JURÍDICAS: EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
Respecto a la licitud de las transacciones que tienen como objeto cuestiones 
jurídicas existe una postura mayoritaria en España que considera el principio de 
legalidad como límite de estos negocios jurídicos, de forma que sólo podrán 
celebrarse sobre las cuestiones en relación a las cuales el ordenamiento jurídico 
conceda un ámbito de discrecionalidad, al igual, por otra parte, que el resto de 
contratos de Derecho público y los actos administrativos. 
Sin embargo, como explicamos en relación a las cuestiones de hecho, en 
nuestra opinión el único criterio de licitud de las transacciones consiste en la 
concurrencia de una controversia, sin tener relevancia si ésta se proyecta res-
pecto de un aspecto regulado imperativa o discrecionalmente más que en cuan-
to a la exigencia de que la incertidumbre sea objetiva en el primer caso. La razón 
que nos induce a este criterio es la ausencia de una mayor protección al interés 
público cuando la Hacienda Pública resuelve unilateralmente una duda relativa 
al sentido de una norma jurídica imperativa. Antes al contrario, el acto adminis-
trativo presenta la desventaja de que su contenido -que tampoco garantiza su 
adecuación a la verdadera voluntad del ordenamiento jurídico-- no vincula al 
obligado tributario. 
1. El principio de legalidad como límite de las transacciones 
sobre cuestiones jurídicas 
La primera postura mencionada entiende que el principio de legalidad, que 
sirve de base al dogma de la indisponibilidad del crédito tributario, conduce a 
afirmar que los contratos de Derecho público transaccionales sólo son lícitos 
dentro de los límites de la legalidad más estricta. 
En un primer momento, la doctrina 382 afrrmó la ilicitud de todas las transac-
ciones sobre las cuestiones jurídicas que se plantearan en torno al establecimien-
to de la deuda tributaria, como consecuencia del principio de legalidad. La exigen-
cia constitucional de que el tributo sea recaudado de acuerdo con la ley excluía, 
en opinión de los defensores de esta postura, la posibilidad de que la Hacienda 
382 En este sentido, KAPP, R., «Vergleich (Vereinbarungen) über Steueransprüche», DStZ. 7. 
1942, p. 75; GIANNINI, A. D., Instituciones .... cit .• p. 204; MAASSEN, K., Regelungen mit dem 
Finanzamt (Auskünfte. Zusagen und Vereinbarungen im Steuerrecht), Dr. Otto Schmidt, Colonia, 
1959, pp. 64 Y SS.; BECKER, E., y otros, Reichsabgabenordnung. Kommentar. Cad Heymanns 
Verlag, Colonia, 1965, comentario al par. 220; PAUUCK, H., «SteueIVereinbarungen und Vergleiche 
im Steuerrecht», luS, 1966, p. 21; PuGLIESE, M., Instituciones ... , cit., p. 294. 
Pública fijara los elementos de la obligación tributaria de forma concordada con 
el particular. 
Sin embargo, posteriormente ha surgido una corriente doctrinal que rechaza 
la identificación entre indisponibilidad del poder tributario e indisponibilidad de 
las facultades liquidadoras y acepta la celebración de transacciones sobre las 
cuestiones jurídicas respecto de las cuales el legislador conceda a la Administra-
ción un poder discrecional 383 • 
Como expone el autor que concibió esta idea, BERLIRI 384, «una cosa es reco-
nocer que la obligación tributaria puede ser reducida, aplazada modificada, etc., 
y otra decir que ello puede ser realizado cuantas veces la Administración lo esti-
me op~rtuno, o, por el contrario, sólo en los límites y en los casos taxativamen-
te preVIstos en las le~es ( ... ). Dado que el establecimiento del tributo queda reser-
vado a la ley, ~s Ob~lO que la Administración fmanciera no puede disfrutar jamás 
de u~ poder dI~creclOnal ~n orden a los elementos esenciales de la obligación tri-
butana, es deCIr: a l~s sUjetos pasivos, a la individualización del presupuesto de 
hecho cuya realIzaCIón hace nacer a dicha obligación y a los criterios en base a 
los cuales se determina su cuantía (alícuota y parámetro). Por tanto, sólo sobre 
los restantes as~c~os de l~ obligaci~n tri?utaria (por ejemplo, modo y tiempo de 
pago) puede eXIstIr, en VISta del sIlenCIO del legislador, una discrecionalidad 
administrativa» . 
SAINZ DE BUJANDA 385 completa la explicación de BERLIRI extendiendo el 
razonamiento sobre las potestades discrecionales a las negociales, identificando 
en la práctica ~l ~bito permitido de ambas: «la advertencia del profesor italia-
no es certera, SI bIen debe completarse con las indicaciones que acaban de hacer-
se, esto es, con la imposibilidad constitucional de que sobre tales elementos (los 
rese~~dos .a, ley), .pued~ tampoco disfrutar de facultades negociales la 
AdrmmstraclOn pubhca, m aun en el caso de que la ley ordinaria le señale los 
, ~83 La doctrina ha circunscrito tradicionalmente el ámbito de desarrollo de los contratos 
pubhcos a las potestades discrecionales (véase la literatura citada en la nota 342). En Italia, el 
ordenamiento jurídico administrativo ha recogido expresamente esta tendencia; la Ley 241/1990, 
de 7 de agosto, «nouvi norme in materia di procedimento administrativo e di diritto di acceso ai 
d~umenti arnministrativi» (traducida por FANLO LoRAS, A., RAP, n.º 124, 1991, pp. 461 Y ss.), 
dispone es su arto 11 que «recibiendo las observaciones y propuestas presentadas según el arto 10 la Admini . , , 
. straclOn procedente puede concluir, sin perjuicio de los derechos de terceros, y persi-
gul~do .en todo caso el interés público, acuerdos con los interesados a fin de determinar el con-
terndo discrecional de la resolución [mal o bien, en los casos previstos por la ley, en sustitución 
de ésta». Entre los autores italianos que comentan esta norma puede consultarse PETRILLO 
A.M., ~<Gli accordi. ~~strati~i ?ella legge 7 agosto 1990 N. 241, relativa al1a disciplina dei 
procedimento ammmlstrativo», Rlvlsta amministrativa della Repúbblica italiana 1992 n º 11-12 p. 1617. ' ,. , 
384 BERLIRI, A., P:-incipios de Derecho Tributario, vol. 11 (traducción, estudio preliminar y 
notas de N. Amorós Rica y E. González García), Editorial de Derecho Financiero Madrid 1971 pp. 166 Y 167. ' , , 
385 SAINZ DE BUJANDA, F., Hacienda .... cit., T. IV, pp. 172 Y 173. 
casos y lúnites en que pueda hacerlo. Las facultades de disposición de la 
Administración, en el campo de la obligación tributaria, no pueden extenderse 
en ningún caso -esto es, exista o no autorización legal- más allá del ámbito 
acotado por el principio fundamental de «reserva de ley». 
A pesar del avance que las elaboraciones de estos autores supusieron hacia 
el reconocimiento de las transacciones tributarias, en nuestra opinión su base 
dogmática es incorrecta. Y no discutimos en este momento la reducción de los 
convenios al ámbito de los poderes discrecionales, sino la identificación de ese 
ámbito con los elementos no reservados a ley. 
En este sentido, los aspectos sobre los que recae una reserva de ley y aqué-
llos respecto de los cuales la Administración sólo ostenta un poder reglado no 
pueden confundirse 386. El principio de legalidad se desdobla, en un Estado de 
Derecho, en la reserva de ley (arts. 31.3,53 y 104.2 CE, entre otros) y en el prin-
cipio de legalidad en sentido estricto (art. 9.3 y 103 CE)387. Esta última vertien-
te establece un mandato de juridicidad, es decir, una vinculación de la 
Administración a la ley y al Derecho, de manera que todas sus actuaciones han 
de ser conformes con el ordenamiento jurídico. 
En concreto, MERKL señala la conveniencia de no confundir el principio de 
legalidad (concebido como reserva de ley) y el principio de juridicidad (enten-
dido como exigencia de adecuación de la actuación administrativa al Derecho), 
puesto que «el principio de legalidad es un caso especial de aplicación del prin-
cipio de juridicidad. La ley no es más que una entre las fuentes jurídicas; la lega-
lidad, por 10 tanto, una juridicidad cualificada. Así el principio de legalidad pre-
supone el otro principio, pero el principio de juridicidad no condiciona de modo 
alguno el de legalidad)) 388. 
De esta manera, mientras el principio de legalidad de la Administración 
constituye una exigencia general a todas las actuaciones de ésta, la garantía adi-
cional que se manifiesta mediante la reserva de ley sólo recae sobre aquellas 
actuaciones que incidan en los campos jurídicos expresamente mencionados por 
386 La diferenciación entre ambos institutos se planteó ante el surgimiento de la potestad 
reglamentaria de la Administración, pues cuando las leyes en sentido formal constituían la única 
fuente normativa, la reserva de ley y el principio de legalidad se identificaban, determinando la 
exigencia de que la Administración estuviera habilitada en sus actuaciones. Ver, en este sentido, 
TORNOS MAs, l, «La relación entre la ley y el reglamento: Reserva legal y remisión normativa; 
Algunos aspectos conflictivos a la luz de la jurisprudencia constitucional», RAP. n.º 100-102, vol. 1, 
1983, pp. 473 Y ss.; Y GARCÍADE ENTERRÍA, E., Y FERNÁNDEZ, T-R., Curso ...• cit .. 1, pp. 421 Y ss. 
387 Frente a la tesis más extendida, PAREJO ALFONSO, L., Las bases constitucionales del 
Derecho administrativo (1), en PAREJO ALFONSO, L., Y otros. Manual .... cit .. vol. 1, pp. 61 Y ss., 
considera que los arts. 97 y 103.1 no pueden reconducirse a un contenido unitario. En opinión de 
este autor, mientras el primer precepto hace referencia a los límites del Gobierno, el segundo se 
dirige a la Administración, de forma que cuando aquél actúe en su condición de órgano político-; 
constitucional se encuentra vinculado de una forma más intensa. 
388 MERKL, A., Teoría general.... cit .. p. 212. 
la Constitución. Nuestra Ley Suprema ha sido consciente de la necesidad de 
someter algunas materias a una protección «reforzada)) mediante la reserva de 
ley, que constituye una mandato de regulación a través de normas con rango 
de ley formal dirigido al propio Parlamento 389. El mandato de reserva de ley tri-
butaria expresa la exigencia de que el establecimiento de obligaciones tributa-
rias, a través de la fijación de los presupuestos de hecho cuya realización da 
lugar al nacimiento de aquélla, sea competencia exclusiva del Parlamento 390. Es 
decir, constituye una norma sobre la normación, una regla jurídica de compe-
tencia, que acota la potestad normativa del Estado. 
Teniendo en cuenta todo esto, el límite de las actuaciones materiales de la 
Administración, unilaterales o negociadas, sólo puede encontrarse en el princi-
pio de juridicidad Y a este respecto conviene afirmar que nuestra Norma 
Fundamental no contiene ningún criterio que diferencie el principio de legalidad 
de la Administración en sentido amplio y el de la Hacienda Pública. En efecto, 
mientras que los arts.31.3 y 133.1 Y 3 CE imponen una reserva de ley respecto 
al establecimiento de «prestaciones personales o patrimoniales de carácter públi-
CO)), no existe un precepto constitucional que singularice, en cualquier sentido, 
la vinculación de la actividad tributaria de la Administración a la ley en materias 
389 Rechazamos la tesis que defiende la existencia de una reserva de ley global en la 
Constitución española de 1978, defendida, entre otros autores, por GARRORENA MORALES, A, El 
lugar de la ley en la Constitución española, Madrid, 1980. Las razones expuestas por OrTo, 1. 
de, Derecho constitucional. Sistema de fuentes, Ariel Derecho, Barcelona, 1987, pp. 155 Y 156, 
para negar la validez de la anterior doctrina nos parecen plenamente convincentes: el argumento 
empleado por aquellos autores se centra en el artificial traslado de las estructuras ideadas por la 
doctrina alemana, sin tener en cuenta las diferencias que caracterizan a ambos sistemas constitu-
cionales. En efecto, mientras la Ley Fundamental de Bonn contempla meras reservas de ley gené-
ricas (arts. 2, 14 Y 80), sobre las que los autores alemanes han tenido que realizar construcciones 
doctrinales con la finalidad de ampliar su ámbito, la Constitución española recoge dicha institu-
ción con una profusión que elimina cualquier intento de extensión. 
390 Creo innecesario entrar a conocer de la polémica suscitada tras la aprobación de la 
Constitución Española de 1978 sobre el sentido de la escueta fórmula «con arreglo a ley», emple-
ada en el arto 31.3, pues se trata de una discusión actualmente superada. Hoy día es unánime la 
idea de que el constituyente quiso reservar a ley votada en el Parlamento el establecimiento de 
«prestaciones personales o patrimoniales de carácter público». En relación a aquella polémica 
puede verse UsARTE, J., «El principio de legalidad en el proyecto de Constitución de 1978», 
REDF, n.Q 19, 1978, quien contrapone la parquedad del término utilizado por el arto 31.3 de la 
actual Constitución con el utilizado en el arto 9 del Fuero de los Españoles (<<ley votada en 
Cortes»). Según este autor, la voluntad del constituyente al imponer la reserva de ley tributaria en 
e~s térm~os ~e la de no impedir que las Comunidades Autónomas «dicten sus propias dispo-
SICIOnes tributanas con valor de ley( ... ). Parece evidente que la exigencia de Ley votada en Cortes 
h~biese. cortado de raíz reivindicaciones y expectativas de los grupos autonomistas en el orden 
tributano, con los consiguientes problemas para el consenso constitucional». El TC ha dado por 
~ncluida la polémica, estableciendo que las reservas de ley constitucionales no se refieren exclu-
Sivamente a ley emanada del Parlamento nacional, sino que asimismo pueden ser cumplidas por los 
órganos legislativos de las Comunidades Autónomas (Sentencia 37/1981, de 16 de noviembre). 
no reservadas a regulación parlamentaria respecto del sometimiento al ordena-
miento jurídico en el resto de la actuación administrativa 391. 
Junto a la vertiente señalada del principio de legalidad, relativa a la imposi-
bilidad de que la Administración actúe sin hablilitación previa, es necesario 
señalar el mandato de aplicación «<Anwendungsgebot») contenido en esa misma 
máxima, que expresa, en palabras de 1iPKE, que «la ejecución de la ley no está 
a disposición de la Administración, sino que exista una obligación de ejecución. 
La Administración debe hacer todo para trasladar a la realidad la voluntad del 
legislador. Las autoridades tributarias no están sólo obligadas a liquidar y a 
recaudar los impuestos legalmente debidos en tanto no exista una autorización 
en contra. La ley no es sólo límite sino también impulso de los actos adminis-
trativos ... No sólo está prohibida la imposición externa a las leyes, sino también 
la no imposición a pesar del mandato legal»392. 
Una vez aclarada la distinción entre reserva de ley y potestad imperativa, se 
puede resumir la tesis que estudiamos en este epígrafe en la admisión de las tran-
sacciones tributarias sobre las cuestiones respecto de las que la Administración 
391 BAYONADE PEROGORDO, J. J., Y SOLER RoCH, M. T., Compendio de Derecho tributario, 
Librería Compás, Alicante, 1991, p. 64. En opinión de estos autores, mientras la reserva de ley en 
Derecho tributario se encuentra marcada con una connotación muy particular, el principio de 
legalidad de la Administración en ese mismo campo jurídico no es más que «la manifestación de 
un principio general del Derecho Administrativo». Ver, en este mismo sentido, ALoNSO 
GoNZÁLEZ, L. M., Jurisprudencia constitucional tributaria, IEF-Marcial Pons, Madrid, 1993, 
p. 82. En Alemania, ElCH, A., Die tatsiichliche ... , cit., p. 23 y la jurisprudencia (BVerfGE en su 
Sentencia 13, 318 (328). 
En contra de la postura que aquí se mantiene -favorable a la posibilidad de que las normas 
otorguen a la Administración potestades discrecionales--, se manifiesta parte de la doctrina 
(CALVO ORIEGA, R., «Consideraciones sobre los presupuestos científicos del Derecho fmancie- . 
ro», HPE, n.Q 1, 1970, pp. 123 Y ss.; XAVIER,A., «Tipicidad y legalidad en el Derecho tributario», 
RDFHp, n.Q 120, 1975, pp. 1276 Y ss.; GARCÍAAÑoVEROS, J., «Los poderes de comprobación, la 
actividad de liquidación y la discrecionalidad de la Administración Financiera», REDF, n.Q 76, 
1992, pp. 597 y ss.). En este sentido, se alega la exigencia derivada de un principio de legalidad 
tributaria reforzado frente al que se aplica en el Derecho administrativo, de regulación por ley for-
mal de todos los elementos del tributo, debido a la mayor intensidad con que se proyecta el prin-
cipio de seguridad jurídica y la necesidad de proteger la confianza en el Derecho Tributario. Ello 
excluye la discrecionalidad del administrador, el cual obtendrá la decisión del caso concreto «por 
mera deducción de la propia ley, limitándose ... a subsumir el hecho en la norma, independiente-
mente de cualquier libre valoración personal». Como fundamento legislativo a la tesis manteni-
da por estos autores podría alegarse el arto 7 WT, sin embargo, a nuestro parecer, este argumen-
to se vería desvirtuado por los siguientes motivos: en primer lugar, la WT es una norma pre-
constitucional, por lo que tras la promulgación de la Norma Fundamental ha de ser interpretada 
conforme a ésta; desde este razonamiento, no me parece aceptable que aquellos ámbitos que la 
CE ha querido excluir del mandato de reserva de ley y de tipificación, se vean limitados por una 
norma anterior a ella; y, además, seguramente el arto 7 al calificar a la actividad de gestión de 
reglada lo hizo en el sentido de establecer la posibilidad de que fuera impugnable ante los 
Tribunales. 
392 TIPKE, K., Die Steuerrechtsordnung ... , cit., p. 165. 
ostente un poder discrecional, siempre que una norma jurídica le haya otorgado 
la potestad genérica para ello 393. Así, cuando el ordenamiento jurídico conceda 
a la Hacienda Pública la posibilidad de elección entre varias consecuencias jurí-
dicas (discrecionalidad) una vez realizado el presupuesto de hecho que provoca 
el nacimiento de éstas, dicha elección puede realizarse de forma unilateral 
(mediante acto administrativo) o a través de la transacción con el particular, sien-
do idénticas las posibilidades de actuación dentro de este ámbito con indepen-
dencia de la forma de actuación que se desarrolle. 
., En. todo .caso, la norma que ~tribuye la potestad de dictar actos de disposi-
CIon dIscreCIonales ha de cumplIr los requisitos de ser expresa y específica, lo 
que se traduce en la ordenación reglada de los siguientes elementos 394: a) por su 
393 Es importante recalcar la exigencia, derivada del principio de legalidad, de que la com-
~tencia disposi~va sea atribuida por el ordenamiento jurídico, incluso en los supuestos de que 
dicha competenCia se desarrolle con carácter discrecional, puesto que, como ya ha sido analiza-
do, la Administración no ostenta más potestades que aquéllas que le han sido atribuidas por el 
ordenamiento jurídico. GARCÍADE ENTERRÍA, B., Y FERNÁNDEZ, T-R., Curso ... , cit., T. 1, p. 443, 
han expresado esta idea de forma muy gráfica: «No hay, pues, discrecionalidad al margen de la 
Ley, sino justamente sólo en virtud de la Ley y en la medida en que la Ley haya dispuesto». Por 
su parte, la UCA de 27 de diciembre de 1956 acogió una concepción renovadora respecto a la 
anteriormente existente -cuyo máximo exponente fue la Ley de 22 de junio de 1894--, según 
l~ cual la discrecionalidad surgía siempre que no existiese norma que regulare la potestad en cues-
~ó~. ~mo requisito añadido se exigía que dicha norma previa estableciera un derecho para el 
mdiVlduo. De esta manera «lo reglado lo era sólo en tanto en cuanto por norma administrativa 
anterior se establezca un derecho en favor del particular; o lo que es igual, existe libertad para la 
Administración allí donde una ley, un reglamento u otro precepto administrativo no reconocen un 
derecho a favor de alguien»,. Por el contrario, la UCAde 27 de diciembre de 1956 establece que 
«!a discrecion~idad ... surge cuando el ordenamiento jurídico atribuye a algún órgano competen-
Cia para apreCiar, en un supuesto dado, lo que sea de interés público ... por delegar ... en la 
Administración la configuración según el interés público del elemento del acto de que se trata». 
De este modo, «la ausencia de previsión normativa, el silencio legal sobre algún concreto aspec-
to de la actuación administrativa ya no legitima, sin más, el ejercicio discrecional de la potestaID>, 
tal como expone Mozo SEOANE, A., La discrecionalidad de la Administración pública en 
España, Ed. Montecorvo, Madrid, 1984, pp. 105 y 192 y ss. Véase esta obra para un análisis en 
profundidad de los antecedentes históricos, así como de la regulación actual de la discrecionali-
dad. En el mismo sentido se pronuncia la Ordenanza Tributaria alemana en su par. 5, al disponer 
que «Cuando la autoridad financiera esté facultada para actuar discrecionalmente, deberá ejerci-
tar su potestad discrecional de conformidad con el fin de la habilitación y con respecto a los lími-
tes legales de la discrecionalidad». De esta manera, «la ley no es un mero límite de la actividad 
administrativa, sino que ésta sólo es posible, en definitiva, por consecuencia de una atribución 
legal: la falta de ley no da lugar a un problema de discrecionalidad, sino a un problema de lagu-
na legal que hay que suplir e integrar» (CLAVERO ARÉvALO, M., «La doctrina de los principio 
gene)rales del Derecho y las lagunas del ordenamiento administrativo»,RAP, n.Q 7,1952, pp. 88 
Y ss .. 
394 En este sentido se pronuncia la Exposición de Motivos de la Ley de 27 de diciembre de 
1956, reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa. GARCÍA DE ENTERRíA, E., «La 
lucha contra las inmunidades del poder eri el Derecho administrativo», RAP, n.Q 38, p 168; STS 
de 9 de marzo de 1993. 
propia naturaleza, la existencia de la potestad; b) la extensión concreta de esta 
potestad; c) la competencia para ejercerla, y d) el fin para el que dicha potestad 
se otorga. De este modo los Tribunales pueden fiscalizar el correcto ejercicio de 
la discrecionalidad por parte de la Administración mediante la técnica del con-
trol de la desviación de poder, pues aquélla tiene que realizar las actividades para 
las que cuente con poder discrecional sujetándose siempre a la finalidad esta-
blecida en la norma correspondiente o, en todo caso, a la finalidad pública, de la 
utilidad o interés general. El resto de elementos pueden ser delegados a la esti-
mación subjetiva de la Administración, aunque algunos de ellos pueden ser 
eventualmente reglados: a) formas determinantes para el ejercicio de la potestad 
y b) el fondo. 
En resumen, respecto de una materia regulada de forma imperativa no caben 
actuaciones contractuales porque la Administración debe sujetarse estrictamen-
te a 10 establecido por el ordenamiento jurídico, 10 que elimina cualquier campo 
de negociación. En relación a una cuestión sobre la que la Hacienda Pública sí 
goce de potestades discrecionales la actuación podrá realizarse mediante acto o 
contrato, según considere el ente público más adecuado. Dentro del ámbito de la 
discrecionalidad no se derivan del principio de legalidad exigencias añadidas 
respecto a las transacciones 395; esto es, el campo de actuación de éstas será el 
mismo que el de los actos, pues no tendría justificación el acotamiento de mate-
rias que, si bien respecto de los actos administrativos son discrecionales y como 
tales pueden ser recogidas por aquéllos, están vedadas a las transacciones. El 
principio de legalidad no exige esto. 
Así, por ejemplo, sería perfectamente lícito que el ordenamiento jurídico 
habilitara a la Administración a transigir con el obligado tributario sobre el 
medio por el que se va a realizar la comprobación de valores, ya que el arto 52.1 
LGT contempla una lista de mecanismos entre los que la Hacienda Pública 
puede elegir de forma discrecional. 
Por su parte, también desde el punto de vista del principio de seguridad jurí-
dica se defiende la licitud de las transacciones en este ámbito, por la ausencia de 
influencia que aquél tiene en esta regla. Al efectuarse la transacción dentro del 
marco fijado por la norma, la consecuencia jurídica permanece tan previsi-
ble para el ciudadano como si la Hacienda Pública actuara mediante acto uni-
lateral 396 . 
En conclusión, si la Administración transige dentro de sus potestades discre-
cionales la transacción será lícita a no ser que cometa desviación de poder, es 
decir, que sea utilizada para fmes distintos de los previstos por el ordenamiento 
jurídico. 
395 EICH, A, Die tatsachliche ... , cit., p. 34. 
396 EICH, A., Die tatsachliche ... , cit., p. 35. 
2. Los propios presupuestos de la transacción como límite respecto 
a las transacciones sobre cuestiones jurídicas 
a) La admisión de la transacción sobre cuestiones tributarias reguladas de 
forma imperativa o discrecional siempre que concurran los presupuestos 
de la transacción, en especial, la incertidumbre 
., Frente a la tesis que acabamos de exponer, a nuestro parecer la propia fun-
cI~n de la t:~n~ac;i?n ~ro~oca que ~ste contrato pueda tener como objeto cual-
qUIer cuestlOn ~undIca. mCIert.a, con mdependencia de que sea una materia regu-
lada de forma ImperatIva o dIscrecional397. 
Ninguna ~orma puede contemplar las situaciones de forma completa y clara, 
por 10 que es ImpoSIble llevar a cabo una única interpretación correcta de la ley. 
En todo componente del ordenamiento jurídico existe un ámbito de concreción 
dentro del ~al-y, por 10 tanto, no sólo en los de discrecionalidad- es posibl~ 
la transacclOn398. 
. Den.tro ~e este ~~i,to de incertidumbre respecto a la voluntad del ordena-
~Iento .JurídIc~ la emISIon de un acto unilateral puede generar una situación pre-
VIa ~e mseguridad ~a:a el ~~icular, que desconoce cuál será la interpretación 
elegIda por la AdmmIstraclOn 399. Por su parte, la fijación concordada de una 
397 En t ·d 
es e sentl o, ZORNOZA .PÉREZ, 1 1, ¿Qué podemos aprender. .. ?, cit., pp. 160 Y ss.; 
RAMALLo MASSANET, J.,La eficacza de la voluntad ... , cit., pp. 221 Y ss., en especial p. 241. Entre 
los autores alem~es, SALZWEDEL, 1, Die Grenzen. .. , cit, pp. 228 Y ss.; S:rEIN, «Der Verwal-
tungsvertra~ ... », Cit., p. 328; KOTTKE, 1, System des subordinatiosrechtlichen Verwaltungsver-
trag~s, teSIS doct~ral, Hamburgo, 1966, p. 44; SCHICK, W., Vergleiche und sonstige 
Verembarungen ... , CIt., pp. 25 Y ss.; HAUEISEN, F., «Die Bestandskraft ... » cit. p. 287· VOIGT K 
von A ki1.1+ . 12 " , , , us n!,e .. :, Cit., pp. . 2 Y ss.; BLIND, J., Die Voraussetzungen ... , cit., pp. 158 Y ss.; BoSSE, W., 
Der subordmatlOnsr~cht[¡che ... , cit., pp. 70 Y ss.; ULE, CH., y LAUBINGER, H. W., Verwaltungs-
verfahrensrecht ... , cit., p. 282; SCHIMPF, C, Der verwaltungsrechtliche... cit. pp. 229 Y ss . 
TsCHAsCHNI D· N· h . /re. . "., 
c. G, le IC tlg It ... , CIt.: pp. 81 Y ss.; SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , 
It, pp. 114 Y ss.; VOGEL, K, VergleIch und Gesetzmassigkeit der Verwaltung im Steuerrecht en 
~andelsrecht und Steue"echt (Festschrift fur Dr.Dr.h.c.Georg Dollerer), IDW-Verlag GmbH, 188, p. 677; KNACK, H. 1, Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit., p. 690; OBERMAYER K 
ommentar zum ... , cit., p. 838; MAUER, H., Allgemeines ... , cit. p. 326· STELKENS P y o~os' 
Verwaltungsverfi'ah . . '" ., , . rensgesetz ... , CIt., comentano al par. 55, nm. 11. Esta tesis es sostenida asi-
IDlSmo, por.el BVerwG, en sus Sentencias 49,364; 17, 93f; 14, 105. En Italia parece decan'tarse 
en este sentIdo, GARGIULO, v., Il concordato ... , cit., p. 157. 
398 En este sentido :xpone ZORNOZA PÉREZ, J. J., Las consultas a laAdministraciÓn. .. , cit., 
:. 13~6 y 13.87, la t~lId~a recepción ~ue tuvo en e~ Derecho público la idea relativa a la existencia 
v:os sentidos atnbmbles a una mlSm~ norma, mcluso en la aplicación del Derecho imperativo. 
u darí RAMALLo ~SSANET, La eficaCia de la voluntad ... , cit., pp. 222 Y 223. Esta inseguridad ~ e a salvada me?Iante la figura de las consultas vinculantes. Sin embargo, a pesar de la garan-
de que la cons.ulta vmcul,ante repr~sentaría respecto al principio de seguridad jurídica, el empleo 
las ~ansa~lOnes es m~ converuente por la vinculación bilateral que de ellas se deriva es decir 
: o~ga ~a solo a la HaCIenda Pública, sino igualmente al particular. En relación a la n~sidad d~ 
ns ta vmculante, véase ZORNOZA PÉREZ, 1 J., Las consultas a laAdministración ... , cit., p. 1389. 
cuestión jurídica cuyo sentido no se deriva de forma ~~voca de. la norma garan-
tiza en mayor medida la paz jurídica que el estab~eclffilento ~ateral por parte 
de la autoridad financiera que, además, tampoco tlene ~r que corresponder con 
la voluntad del legislador pues la cuestión es controvertIda 400. 
En este sentido pueden extraerse del ordenamiento jurídico tributario espa-
ñol múltiples ejemplos de incertidumbre, tanto en. 10 q~: se refiere a las valora-
ciones (art. 79.1 UVA 016.6 US), como a la ~~clon ~~ hechos o ~nd~~­
tas (art. 79 LHL), atribución de rentas a un pen~do lffipoSltlVO~ determma~IO~ 
del carácter deducible de un gasto (gastos deducIbles de profesIOnales en regl-
men de estimación directa), etc. 
Mediante la transacción se extrae del «dominio» de la Hacienda Públi~ }a 
resolución unilateral de la incertidumbre que no asegura una mayor correCClon 
que si se tiene en cuenta la voluntad del obligado tributario. De esta fo~a se 
evita convertir, en la práctica, la resolución de la duda en una esfera de discre-
cionalidad de la Administración. En este último sentido, expone ZoRN?ZA ~REZ 
401 que «el sometimiento de la Administración -y .singularme~te la tríbutarla-
a la ley, no se garantiza mejor a través de un acto lmpu:st~ umlateralm~nte por 
los órganos competentes, que mediante el empleo de tecmcas co~vencIOna~~s, 
que permiten un diálogo sobre las cuestiones controvertidas en. la mt~rpretacIOn 
de las leyes que resulten aplicables, en orden a resolver las mcertldumbres o 
inseguridades planteadas y que, por ello, se muestran particularmente ad~cuadas 
para la solución de problemas complejos. En ~fecto, por poner solo un ejemplo, 
a pesar del carácter excesivamente reglamentlsta de la Ley del ~mpu~sto sobre 
la Renta de las Personas Físicas ( ... ), la noción de elementos patnmomales afec-
tos a una actividad empresarial o profesional (art. 6.uno URPF ~ arto 1 RIRP~, 
no es absolutamente inequívoca, máxime una vez que. se a?mlt~, la afectaClon 
parcial o limitada a aquella parte de los elementos patrlffiomales . que realmen-
te se utilice en la actividad de que se trate" (art. 1 tres RIRPF), m tlene por qué 
ser determinada de manera más conforme a la legalida~ a través de ~a actua-
ción unilateral de la Administración que a través de un diálogo establecIdo con el 
contribuyente que permita despejar el halo de indeterminación de ese concepto»~. 
Al contrario que respecto de los márgenes de discrecionali~a~ d~n?e la tesIS 
explicada en el apartado anterior considera lícitos estos negOCIOS Jundicos, en el 
400 Así lo ha reconocido en Alemania el OFD de MÜllster, de 9.12.1991: «~ialme?te, e~ 
los supuestos tributarios insignificantes debe constatar:'~ en las incert~dumbres ~actícas o Jun~ 
cas si se manifiesta defendible un arreglo de la pretenslOn con la finalIdad de evItar el recurso . 
401 ZORNOZA PÉREz, U., ¿Qué podemos aprender. .. ?, cit, p. 167.. d. 
402 En el mismo sentido se pronuncia RAMALLO MASSANET, J., La eficaCia de la volunta .. , 
cit., p. 245: «Dada la técnica jurídica utilizada por el ordenamien~o en la formulación de los co; 
ceptos jurídicos, las incertidumbres que ella produce afectan por Igual al acreedor y al deudor .e 
tributo, no habiendo, a estos efectos, razoneS suficientes para que sea el acreedor el que despele 
unilateralmente dicha incertidumbre en lugar de hacerlo conjuntamente con el deudor a través 
un negocio de fijación». 
ámbito de concreción sólo existe una decisión posible. La norma no contiene 
diversas soluciones, sin embargo la única decisión que contempla es susceptible 
de diversas interpretaciones debido a la imposibilidad del precepto para recoger 
la totalidad de las facetas de la situación. 
De esta forma, se amplía el campo de licitud de las transacciones, de mane-
ra que las contraprestaciones que realizan las partes con la finalidad de fijar la 
cuestión no se encuentran sólo admitidas respecto de la elección entre las diver-
sas posibilidades otorgadas por el ordenamiento jurídico (potestad discrecional), 
sino que se extienden a la fijación de cualquier concepto que, con independen-
cia de dónde se encuentre ubicado, presente una incertidumbre. 
Como expone SAINZ MORENO 403, los conceptos jurídicos indeterminados no 
son una categoría apriorística, sino que cualquier concepto puede resultar incier-
to en su significado. Así, mientras que en la actuación discrecional la 
Administración disfruta de la posibilidad de elegir entre diversas alternativas 
igualmente válidas teniendo en cuenta criterios de oportunidad o conveniencia, 
en la aplicación de los conceptos jurídicos indeterminados debe encontrar la 
única solución que la ley considera correcta (SsTS de 16 de febrero de 1977, 25 
de enero de 1978, 12 de diciembre de 1979 y 13 de julio de 1984). Esta única 
solución puede ser hallada por las autoridades tributarias de forma unilateral o 
consensuada. 
En este sentido explica RAMALLo MAsSANET 404 como «es la misma ley la 
que, al no ser plena o completa -lo cual constituye, por otra parte, el problema 
de la limitación del lenguaje para aprehender la realidad-, deja zonas discre-
cionales y no regladas, utiliza conceptos jurídicos indeterminados, normas en 
blanco, términos que pueden ser llenados con distintos contenidos. Es la propia 
ley la que nos coloca ante supuestos de hecho o elementos del hecho imponible 
inciertos que hay que concretar con pruebas que pueden ser también contradic-
torias. Si bien la ley no autoriza a negociar o a transigir, utiliza unas definicio-
nes legales --con lo que, recordémoslo, cumple el principio de reserva- inde-
terminadas que producen incertidumbre entre las partes y cuya resolución está, 
hoy por hoy, siempre en manos del acreedor y, en última instancia, del órgano 
judicial correspondiente». 
Es importante incidir en que no debe confundirse la interpretación de la 
norma con la utilización de potestades discrecionales, pues en estos últimos 
ámbitos no existe «per se» una incertidumbre respecto al espíritu de la ley. En el 
ejercicio de sus potestades discrecionales la Administración puede llevar a cabo 
contratos de Derecho público con el ciudadano para fijar la consecuencia jurídi-
ca q:ue se escoge dentro de las ofrecidas por el ordenamiento jurídico, y estos 
403 SAlNZ MORENO, F., Conceptos jurídicos, interpretación y discrecionalidad administrati-
va, Cívitas, Madrid, 1976, pp. 191 Y ss. Respecto a la diferenciación entre discrecionalidad y con-
ceptosjurídicos indeterminados, véase PAREJO ALFONSO, L., y otros, Manual ... , cit., vol. 1, p. 377. 
404 RAMALLo MAsSANET, J., La eficacia de la voluntad .. , cit., pp. 234 Y 235. 
negocios serán lícitos pues respetarán el principio de legalidad; pero sólo cuan-
do exista una incertidumbre respecto a la atribución normativa de esa potestad 
discrecional, estará legitimada la celebración de una transacción, que además ya 
no se mantendrá dentro del ámbito establecido en la norma, pues éste se desco-
noce. 
En consecuencia, la tesis que defendemos se diferencia de la doctrina que 
encuentra el límite de las transacciones en el principio de legalidad en que equi-
para la posibilidad de llevar a cabo estos negocios jurídicos respecto al Derecho 
imperativo y dispositivo, exigiendo la existencia de una incertidumbre. Esta idea 
conlleva una ampliación del ámbito de las transacciones, pues éstas se pueden 
reflejar en una potestad imperativa, pero supone una cierta limitación respecto a 
las transacciones sobre Derecho dispositivo pues no las justifica en todo caso por 
el mero hecho de tener como objeto una potestad dispositiva, sino que exige que 
la interpretación del sentido de la ley en relación a dicha potestad sea contro-
vertida. Enlazar transacción y discrecionalidad no tiene, por lo tanto, sentido: si 
la Administración y el ciudadano convienen la determinación de una conse-
cuencia jurídica contenida dentro del ámbito de discrecionalidad previsto por la 
ley, el negocio será lícito, pero no se verificará la causa de la transacción, sino 
de cualquier otro contrato de Derecho público. 
En este sentido, la Administración no tiene un poder discrecional en relación 
a la imputación temporal de ingresos y gastos, que necesariamente han de atri-
buirse al período en que se devenguen (art. 19.1 LIS). Pero, la propia LIS prevé 
la posibilidad de que se fije un criterio diferente mediante un convenio (art. 19.2). 
Como puede apreciarse no existe una potestad discrecional y, sin embargo, la ley 
permite la celebración de un pacto cuando exista una incertidumbre. 
Sin embargo, sí puede apreciarse una diferente intensidad en las exigencias 
reclamadas según recaiga la transacción sobre Derecho imperativo o dispositi-
vo. Mientras en el primer supuesto la incertidumbre ha de ser objetiva 40\ si el 
negocio jurídico tiene como objeto una cuestión inserta en el Derecho dispositi-
vo la incertidumbre podrá ser meramente subjetiva. Ello es debido a la menor 
puesta en peligro del principio de legalidad que se produce en el segundo caso406• 
Por su parte, algunos autores 407 alegan como argumento contra la posibilidad 
de realizar transacciones en tomo a una cuestión jurídica la inexistencia de una 
405 EICH, A, Die tatslichliche ... , cit., p. 28, opositor de esta tesis, alega, entre otros argumen-
tos que iremos exponiendo, la incorrección de denominar a esta incertidumbre «objetiva», pues 
surge de la imposibilidad de las partes de extraer la consecuencia jurídica contenida en la ley, pero 
no de que la propia norma prevea más de una. 
406 SALZWEDEL, J., Die Grenzen. .. , cit., pp. 194 Y ss. Y 218 Y ss. 
407 En Italia, PuGLIESE, M., Instituciones ... , cit., pp. 305 Y ss. En la doctrina alemana, MElL-
WITZ, A, Comentario a la Sentencia del BVerwG de 28-3-1962 .. , cit., p. 603; BEINHARDT, G., 
«Der offentlich ... », cit., p. 230; SCHRAMM, T., «Norrninterpretation ... », cit., p. 889; WEITEMEYER, K., 
Der verwaltungsprozessuale ... , cit., nota 224; METELMANN, H., «Die Vertretung von BehOrde im 
Verwaltungsprozess», DVB~ 1995, p. 247. 
incertidumbre .respecto a las cuestiones jurídicas que justifique la necesidad de 
llev~ a cabo dICho~ contratos,. pues, en su opinión, la Administración debe proce-
der sI~~pre a ~a mterpretacIOn y a una regulación correspondiente a esa inter-
pretacIOn. Segun el ~ar~cer de esta parte de la doctrina, no existe ningún supues-
to en que el descubn.mIento d~ la volu.ntad dI} la ley sea imposible: «La técnica 
del Derecho proporcIOna medIOS suficIentes para resolver los casos dudosos sin 
necesi,!!d d~ ~volucr~ a la ley impo~itiva en una serie de negocios transaccio-
nales» . ~I bIen admiten que es poSIble que tras un proceso de esclarecimien-
to del sentIdo de la ley, la Administración no haya conseguido aclararlo la vía 
adecuada par~ }leg~ a una interpretación conforme al ordenamiento jurídico no 
es .la trans~IOn, smo «la d~ promover la aclaración de los textos legislativos o 
dejar a los tnbunales la decIsIon de la controversia» 409. 
Frente a esta tesis, la práctica nos demuestra la concurrencia de numerosos 
supuestos en que se produce u~ ince~dumbre jurídica. Así por ejemplo, pode-
mos en~ontrar en el ~erecho ~nbut~?o español todos aquellos casos en que es 
necesan~, una operacIOn de calificacIOn de los hechos producidos en orden a su 
su~sun~Io~ ~n el presupuesto de hecho descrito de forma incierta por el ordena-
mIento JundIco o en que el legislador remite el criterio de valoración de un bien 
o d~recho al valor normal del mercado o al precio que un tercero independiente 
hubIera pactad~ (por ejemplo, en los precios de transferencia). También se plan-
tean controverSIas en los casos en que toman relevancia elementos afectos como 
entre muchos otros ejemplos, la aplicación al caso concreto de la noción d~ 
elementos patrimoniales afectos a una actividad empresarial o profesional 
(art. 61 LIRPF) o de locales directa o indirectamente afectos a la actividad de 
que se trate para el cálculo de las cuotas provinciales y nacionales del IAE 
(~eg1a 14.1. de la Instrucción). Han de mencionarse, asimismo, los gastos dedu-
c.Ibles, como el concepto de partidas deducibles en los rendimientos empresa-
nales (art. 42 LIRPF); los gastos de dirección y generales de administración 
(art. 317 RIS -RD 2631/1982-); y las provisiones (arts.72, 77, 78, 81, 82 y 
84 RIS -RD 2631/1982-). En relación a los gastos deducibles la STSJ de 
Ca~aluña, de 8.6.1990, ha señalado que para la determinación de los' gastos nece-
sano~ -que son «un criterio ciertamente genérico o indeterminado» «habrá de 
acudlfse a criterios de pertinencia y normalidad, atendiendo a las cir~unstancias 
de cada gasto en particular». 
En consonancia con lo que fue explicado en relación a las cuestiones de 
hecho, s~ produ~irá la incertidumbre objetiva requerida para transigir sobre el 
~:recho lffiper~t~v~ c~~do el empleo de tiempo y dinero que exigiría la aclara-
Clon de la cuestIOn Jundlca supongan una desproporción con el resultado que se 
esperara obtener 410. 
408 PuGLIESE, M., Instituciones ... , cit., p. 306. 
409 PuGLIESE, M., Instituciones ... , cit., p. 306. 
410 BISEK, N.-Z., Der offentlich. .. , cit., p. 80. 
En contra de esta postura, BOSSE 411 mantiene la exigencia de una limitación 
más fuerte en relación a las transacciones que versen sobre cuestiones de dere-
cho que las que se aplican sobre cuestiones fácticas, pues en otro caso se daña-
ría el principio de seguridad jurídica. Este autor concreta que en el supuesto de 
que la incertidumbre objetiva recaiga sobre una cuestión fáctica, la. decisión de 
transigir por parte de la Administración refuerza la confianza del CIUdadanO en 
ella. Si, por el contrario, la Hacienda Pública tiene que reconocer que es incapaz 
de resolver una cuestión de derecho y que, debido a esto, recurre a la transac-
ción, se perturbará aquella fe. 
No basta, en opinión de BOSSE, una mera desproporción; no es posible rela-
cionar la licitud de las transacciones sobre cuestiones jurídicas y el principio de 
proporcionalidad. Sólo admite la cele~~ación d~ estos contratos en caso~ tasados, 
esto es, cuando no exista una aclaraclOn sufiCIente por parte de los Tnbunales, 
debido a la existencia de pronunciamientos judiciales difrrentes respecto a una 
cuestión jurídica sobre la cual todavía no se ha producido una unificación o un 
pronunciamiento por una alta instancia o cuando ha de aplicarse Derecho con-
suetudinario o extranjero cuya fijación es imposible o muy difícil. Unicamen-
te en estos supuestos puede afirmarse la concurrencia de una incertidumbre ob-
jetiva. 
En nuestra opinión, la constatación de un ámbito de posibilidades de tran-
sacción menor respecto a las cuestiones jurídicas (en comparación a la amplitud 
de los negocios jurídicos que de esta naturaleza pueden producirse sobre las 
cuestiones fácticas) se encuentra en las menores posibilidades de que exista una' 
incertidumbre objetiva en relación a la interpretación de la voluntad de la norma; 
imperativa que respecto a la existencia de unos determinados hechos, cuyo 
esclarecimiento es imposible o desproporcional debido a las dificultades de la' 
prueba 412. 
411 BoSSE, w., Der subordinationsrechtliche ... , cit., p. 72. En el mismo sentido, MEYER, H.ol 
Y otros, Verwaltunsverfahrensgesetz ... , cit., p. 518; MÓlLGAARD, en KNOCK, H-J., Abgabenord~; 
nung, 3.1 ed., Cad Heymanns Verlag, Colonia, 1986: p. 688; OBE~YER,~, ~omment~r zum .• , , 
cit., p. 836. El BFH en su Decisión 76, 489, declaro, com~ ex~pc:o.n a su Junsp~denC1a ~~tra­
ria a la licitud de las transacciones que versen sobre cuestiones Jundicas, la legaltdad del slgwen-
te supuesto: un obligado tributario tenía derecho a deducirse en los años próximos los pagos qud 
realizara a su ex-mujer, sobre cuya cuantía existía un incertidumbre en la regulación legal. El Pa(-i 
ticular y la Administración llevaron a cabo una transacc~ón por la qll;e aq~~l renunciaba a la¡ 
deducción de una parte de los pagos que efectuara a su mUjer y a la continuaclOn del recurso; potj 
su parte, la autoridad tributaria aplicó la deducción correspondiente sobre. la cuantía pactada. 
Como hemos mencionado anteriormente, la jurisprudencia del BFH ha SIdo constante en su 
rechazo a las transacciones sobre las cuestiones jurídicas; esta decisión no cons~tuye propiame~te 
una excepción, pues la eficacia vinculante del negocio no se deriva de la «lex mter partes», siDO 
del principio de buena fe, con lo que deja abierta la polémica sin pronunciarse. 
412 BLIND, J., Die Voraussetzungen. .. , cit., p. 188. 
Por otra parte, en relación a la incertidumbre exigible, ésta nunca podrá ale-
garse cuando la propia Administración haya dictado disposiciones interpretati-
vas en tomo a la concreta cuestión 413. 
Resulta interesante examinar la tesis de VOGEL, según el cual la Hacienda 
Pública puede aceptar la interpretación realizada por el particular sin estar con-
vencida de su corrección, porque considere conveniente abandonar su propia 
postura por razones de paz jurídica o de economía procesal. Como aquel autor 
explica «dentro de este ámbito de imprecisión no le está prohibido a la 
Administración modificar su interpretación de la ley y dejarse convencer de la 
sostenida por el obligado tributario» 414, siempre que se trate de un punto de vista 
defendible o razonable. 
La crítica fundamental que se le puede hacer a esta doctrina es la ausencia 
del presupuesto de la transacción. Efectivamente, si una parte se deja convencer 
por la interpretación de la otra y plasman en un contrato el contenido de sus con-
versaciones, ese negocio no es una transacción, pues ya con anterioridad a su 
celebración había quedado eliminada la incertidumbre, faltando, por lo tanto, el 
presupuesto de dicho acuerdo. El cambio en la posición original de la parte con-
vencida constituye la base del negocio, pero no su contenido, por lo que, ade-
más, no puede hacerse depender de una contraprestación. El abandono de aque-
lla postura no puede ser considerada como una contraprestación que justifique 
otra prestación de la contraparte. Falta, por lo tanto, la exigencia de que median-
te la transacción las partes eliminen la incertidumbre a través de las contrapres-
taciones 415. 
En consecuencia, la transacción sólo tendrá lugar cuando se dé la circuns-
tancia de la perseverancia de cada parte en sus posiciones originarias (lo que 
incluye la interpretación que otorgue a las normas) si no fuera por la existencia 
de contraprestaciones. Es decir, ningún interviniente convence al otro; ambos 
apartan la incertidumbre que sufren por la sola razón de las contraprestaciones. 
Si las contraprestaciones se pactan tras el convencimiento por una de ellas de la 
corrección de la interpretación de la otra parte ya no serán el motivo de dicha 
dejación y, por lo tanto, no se habrá producido tal negocio jurídico bilateral. 
413 SCHICK, W., Vergleiche ... , cit., pp. 34 Y ss. 
414 VOGEL, K., Vergleich und Gesetzmiissigkeit. .. , cit., p. 689. 
415 En este mismo sentido se expresó BERLIRI, A, Principios ... , cit., T. I1I, p. 220, según el 
cual «el presupuesto de cualquier concordato es una divergencia entre el contribuyente y la ofi-
cina de los impuestos acerca de la valoración de un bien o de una situación juridica: si la oficina 
reputa exacto el punto de vista del contribuyente, la valoración que éste ha realizado de aquel bien 
o de aquella situación ( ... ) no hay necesidad de llegar a ningún concordato, ya que la oficina pro-
cede al acto de imposición asumiendo como base de éste la situación declarada por el contribu-
yente y comprobada como exacta por ella. Igualmente no hay necesidad de concluir un concor-
dato cuando el contribuyente reconoce exacto el punto de vista, la valoración realizada por la ofi-
cina ( ... ). Al concordato se llega, por tanto, sólo cuando partiendo de dos posiciones más o menos 
lejanas, las partes llegan a una valoración que casi nunca coincide con la de una de las partes». 
En Alemania, BUND, J., Die Voraussetzungen. .. , cit., p. 164; EICH, A, Die tatsiichliche. .. , cit., p. 40. 
Por supuesto, tampoco será lícita la transacción cuando una de las partes 
tenga certidumbre sobre la cuestión jurídica 416 o, en el ámbito del Derecho impe-
rativo, la Hacienda Pública pueda tener dicha seguridad mediante la continua-
ción de una investigación que no condujera a una desproporción de trabajo y 
tiempo. 
En conclusión, al ser el límite de las transacciones la existencia de una rela-
ción jurídica incierta que se soluciona mediante contraprestaciones, dicho ne-
gocio sí será examinado bajo el prisma del principio de legalidad en dos supues-
tos 417: A) cuando las partes se hayan puesto de acuerdo con anterioridad a su 
celebración; es decir, cuando la transacción no sea el vehículo de eliminación del 
litigio. En este caso, la licitud de las contraprestaciones realizadas por las partes 
es enjuiciada por su respeto al principio de legalidad, al no estar ya justificado 
el riesgo de un apartamiento del Derecho establecido por causas de paz jurídica 
o de seguridad jurídica, pues estos principios no se encontraban en peligro al 
estar solucionada la incertidumbre con anterioridad a la transacción, y B) si el 
ente público tiene certidumbre respecto a su pretensión o puede tenerla sin gran-
des dificultades. En ambos casos la regulación legal es cierta o incontrovertida, 
por lo que la Administración sólo podrá ceder en el marco de una potestad dis-
crecional. 
Como resumen podemos decir que la incertidumbre sobre una cuestión 
sometida a Derecho imperativo ha de ser irresoluble o conllevar su esclareci-
miento un dispendio de medios y tiempo tal que la continuación de las investi-
gaciones infrinja el principio de proporcionalidad. De ningún modo la Hacienda 
Pública puede llevar a cabo transacciones con la fmalidad de economizar traba-
jo, evitándose la investigación del supuesto de hecho y su subsunción, así como 
el esclarecimiento de las cuestiones jurídicas. La incertidumbre que justifica la 
transacción no se basa en criterios de comodidad, que llevarían a una verdadera 
infracción del principio de legalidad. La transacción sólo está justificada cuando 
dicha violación no se produce debido al verdadero desconocimiento de la situa-
ción fáctica o legal. Una relajación de esta exigencia pondría en peligro el Estado 
de Derecho, cuyo respeto sólo queda garantizado a través de la acotación de las 
transacciones sobre Derecho imperativo a los supuestos en que la duda sea obje-
tiva en el sentido estudiado. 
b) Ausencia de infracción del principio de legalidad 
Parte de la doctrina que mantiene la licitud de las transacciones en el 
Derecho imperativo observa una contradicción entre el principio de legalidad y 
la garantía de la paz y de la seguridad jurídica. Contradicción que resuelven 
416 STEIN, Der Verwaltungsvertrag ... , cit., p. 330; ScHICK, W., Vergleiche ... , cit., p. 34. 
417 BUND, J., Die Voraussetzungen ... , cit., p. 163. 
admitiendo la prevalencia de las segundas máximas respecto de la primera en los 
supuestos en que existe una incertidumbre 418. 
En su opinión, en estos casos, el interés general que se refleja en evitar un 
gasto de trabajo y tiempo desproporcionado, justifica y legitima una actuación 
que tiene el riesgo de arrojar un resultado contrario al Derecho imperativo. Así, 
SI tanto la Hacienda Pública como el obligado tributario desconocen cuál es la 
ve!dadera intención del ordenamiento jurídico en este punto, el riesgo para el 
prmcipio de legalidad se encuentra justificada por la garantía de la paz jurídica. 
~equisito imprescindible de legitimación es, una vez más, la existencia de una 
mcertidumbre, pues si ésta no existe y por parte de la Administración se tiene 
seguridad respecto a la voluntad de la norma la utilización de la transacción 
~n.stituirá un supuesto de ar?itrariedad, una desviación de poder, pues se estará 
utIlIzando para fmes no preVIstos por el ordenamient0 419• 
Como resumen de esta tesis resultan elocuentes las palabras del Tribunal 
contencioso-administrativo alemán (BVerwG): «la transacción está dotada del 
privilegio de la indiferencia hacia la infracción de la ley» 420. 
. .En contra ~e dicha d?ctrina se ha objetado la imposibilidad de limitar el prin-
CIpIO d~ ~egalidad ~edIante los de paz y seguridad jurídicas. El componente 
democra~Ico. co~~em~o en el primero impide que el crédito tributario sea fijado 
por una ~StI"!CI?~ dIversa al Parlamento 421. Por otra parte, el propio principio 
de segur~dad JundIca se encuentra comprendido dentro del de legalidad 422. En 
este sentIdo, el fundamento del principio de legalidad consiste en la posibilidad 
de ~rev~~ión por parte del ciudadano del tributo que le gravará y su cuantía, y la 
realizaClon de esta garantía no se consigue mediante la fijación consensuada de un 
presupuesto de hecho dudoso o de unas consecuencias jurídicas inciertas. Si estos 
elementos son inciertos no cabe hablar de mayor o menor seguridad jurídica. 
A nuestro parecer esta crítica se salva partiendo de la ausencia de una pon-
deración entre aquellos principios; no es necesario justificar una limitación del 
principio de legalidad a través de las máximas de seguridad y paz jurídicas, pues 
no eXIste en las transacciones ninguna colisión entre ellos. Hay que tener en 
cuenta que la celebración de este contrato fuera de los ámbitos de discrecionali-
dad se realiza una vez que la Hacienda Pública ha agotado las posibilidades de 
418 SAIZWEDEL, 1., Die Grenzen ... , cit., p. 194; ScmcK, W., Vergleiche ... , cit., p. 34; 
SONTHElMER, 1., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 116. Del mismo modo se ha pronuncia-
do el BVerfGE, 2, 380 (403): «La paz y la seguridad jurídicas son de una importancia tan cen-
tral para el Estado de Derecho que a causa de ellos debe ser posible una decisión quizás in-
correcta.» 
419 BUND, J., Die Voraussetzungen. .. , cit., p. 184. 
420 BVerwGE 49, 365. En el mismo sentido, BVerwGE 14, 105. En la doctrina alemana, 
MEYER-HEsEMANN, w., Die Zuliissigkeit gesetzesinkongruenter. .. , cit., pp. 872 Y ss.; SCmMPF, 1., 
Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 244 Y ss.; SPANNOWSY, W., Grenzen. .. , cit., p. 214. 
421 TIPKE, K, Y LANG, 1., Steuerrecht..., cit., p. 28; EICH, A., Die tatsachliche ... , cit., p. 30. 
422 TlPKE, K, Y LANG, 1., Steuerrecht. .. , cit., p. 28. 
aclarar la incertidumbre sobre la voluntad reflejada por la norma en las conse-
cuencias jurídicas y llega a la conclusión de la imposibilidad de eliminar la duda 
o de la desproporcionalidad que la búsqueda de dicha aclaración conllevaría. Es 
decir, la solución querida por el legislador es objetivamente imposible de acla-
rarse, por lo que la fijación unilateral por la autoridad fiscal de una interpreta-
ción incierta tampoco reflejará la voluntad del ordenamiento jurídico, pues ésta 
se desconoce 423. 
En este sentido se pronuncia RAMA.LLo MAsSANET: <<Ante la exigencia de que 
determinados elementos del tributo sean establecidos por la ley, ésta puede cum-
plir su misión pero no solucionar totalmente el problema. Así, por ejemplo, la 
ley cumple el principio regulando la base imponible del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles tanto si establece que está constituida por los metros cuadrados como 
si dice que lo está por el valor catastral, siendo, sin embargo, bien diferentes los 
problemas de concreción de una u otra magnitud. Es más, posiblemente sea la 
evolución en el perfeccionamiento de los criterios o parámetros que utiliza el 
legislador en relación a principios constitucionales como el de capacidad econó-
mica lo que les haya hecho perder rotundidad y fijeza en aras de una mayor "jus-
ticia" ( ... )>>. Sobre esta base, continúa el autor tributarista, «no sólo es compati-
ble la eficacia de la voluntad de las partes de la obligación tributaria con el prin-
cipio constitucional de legalidad sino, que, además, aquella eficacia colabora en 
el perfeccionamiento de dicho principio» 424. 
Como expresábamos respecto de las transacciones sobre el establecimiento 
de hechos controvertidos, la constatación de la imposibilidad de fij ar la voluntad 
de la norma constituye el punto esencial del tema. Si ni la solución unilateral de 
la Administración ni la concordada con el ciudadano pueden plasmar la inter-
pretación correcta de la norma (o la fijación de los verdaderos hechos), el empleo 
de la transacción se encuentra favorecido pues supone una mayor garantía de la 
paz y seguridad jurídicas, debido a la vinculación que respecto a esa fijación 
nace para el particular así como a la mejor aceptación social que dicha solución 
tendrá. 
En el Estado social y democrático de Derecho actual el principio de legali-: 
dad no puede constituir el único criterio legitimador de la actuación administra-
tiva, como consecuencia de la incapacidad del ordenamiento jurídico para con-
templar todas las soluciones de manera inequívoca. Las normas contienen regu-
laciones insuficientes o confusas que dan lugar a situaciones de incertidumbr~ 
423 En este sentido, ZoRNOZA PÉREZ, J.J., «Significado y funciones de las consultas ... », cit., 
p. 227, quien se cuestiona en relación a las consultas que la Administración haga un uso más ade-
cuado de su facultad interpretativa cuando no se encuentra vinculado a la decisión. MANTERO 
SAENZ, A., La valoración por perito, XXV Semanas de Estudios de Derecho Financiero, IEF, 
Madrid, 1990, p. 231, realiza una pregunta que podríamos trasladar al tema de los convenioS: 
«¿por qué las reglas de la sana crítica son más sanas cuando las utiliza la Administración que 
cuando las utiliza el contribuyente a través de su perito?». 
424 RAMALLo MAssANET, J., La eficacia de la voluntad. .. , cit., p. 224. 
que la .~dmi~istració~ ha de resolver. Sobre esta premisa, indiscutible hoy día, 
la partIcIpaclOn del CIUdadano se muestra como un instrumento imprescindible 
de consecución de eficacia en la gestión por parte de los poderes públicos y, por 
lo tanto, de legitimidad. Es mediante esta participación como la Hacienda Pú-
b~ca ha de reemplazar las imperfecciones de la norma, porque ante una regula-
CIón legal confusa se garantiza en mayor medida el Estado social y de Derecho 
a través de la eliminación de aquella incertidumbre con la colaboración del par-
ticular y con la consiguiente vinculación de éste a la regulación concordada, que 
mediante una regulación unilateral e imperativa por parte de la Administración. 
Así se alcanzarán ~os.~alidades, ~~o hem~s expuesto reiteradamente: en pri-
mer lugar, mayor JustICIa en la deCiSIón y mejor aceptación social de ésta; y, en 
segundo lugar, la descongestión de la Administración y de los Tribunales a tra-
vés de la vinculación del ciudadano a la resolución. ' 
Como expresa CoING 425, «el ordenamiento jurídico es ordenamiento de paz 
(.) La Paz. Y el Derecho vienen juntos, el Derecho trae la paz, y el estableci-
mIento de esta es presupuesto para el despliegue del Derecho. Siempre que éste 
se desarrolle, se desprende de la lucha violenta, que sustituye por una solución 
pa~í!ic~». Pero cuando el Derecho se manifiesta insuficiente, debido a una regu-
laclOn Incompleta, no puede ser la propia ley la que enjuicie la licitud de la 
actuaci?n administrativa, sino otros parámetros, como la eficacia, la paz jurídi-
ca o la Igualdad. 
No es, por lo tanto, que mediante la transacción se pellllita una infracción del 
principio de legalidad. El núcleo del razonamiento consiste en la ausencia de 
violación de dicha máxima porque se desconoce lo que el ordenamiento jurídi-
co ha dispuesto 426. 
Como ya hemos mencionado, dicho desconocimiento no puede ser atribuido 
a la ineficacia de la Administración para aclarar la situación ya que la incerti-
dumbre exigida para transigir ha de ser objetiva en relación a las cuestiones 
sobre las que la Hacienda Pública no tenga poder discrecional, es decir, ha de 
nacer de la propia insuficiencia de la norma para dejarse conocer mediante un 
procedimiento de investigación proporcional. Pero este requisito (la existencia 
de u~a verd.adera incertidumbre atribuible a la norma) no deriva del principio de 
legalidad, SInO que constituye una premisa de la transacción. 
Así: la objetividad de la incertidumbre es el único criterio que justifica la 
ause~cIa de incidencia del principio de legalidad y, en consecuencia, la legiti-
maClOn de las transacciones en aquellos supuestos en que el esclarecimiento de 
la cu~st~ón jurídica sea imposible o desproporcionado. Como exponíamos con 
~t~nondad, la concurrencia de esta premisa es irrenunciable, pues su descono-
CImIento provocaría la utilización de transacciones por meros motivos de como-
425 CoINO, H., Grundzüge der Rechtsphilosophie, 3.1 ed., Berlin&Walter de Gryter&Co, 
Berlín, 1976, p. 134. 
426 En este sentido, BLIND, J., Die Voraussetzungen ... , cit., p. 168. 
didad, provocando, ahora sí, una infracción del principio de legalidad. Cuándo 
una incertidumbre sea objetiva, ha de determinarse casuísticamente. 
La esencia que provoca esta particularidad de las transacciones reside en la 
existencia de contraprestaciones: ante una situación incierta, la autoridad finan-
ciera y el ciudadano se apartan de sus pretensiones, cediendo cada una con la 
finalidad de establecer una regulación cierta, aunque no coincidente con la real, 
pues ésta es imposible de hallar. 
Por 10 tanto, el desvío por parte de la Administración de su pretensión 
inicial mediante el otorgamiento de una concesión no puede infringir 
el principio de legalidad, pues debido a la incertidumbre objetiva existente se 
desconoce o bien la regulación legal aplicable o bien la propia realidad acon-
tecida, que conlleva igualmente a una incertidumbre respecto al Derecho a apli-
car. 
Esta parece ser, asimismo, la interpretación del arto 88 LRJAPyPAC al posi-
bilitar la celebración de contratos de Derecho público «siempre que no sean con-
trarios al Ordenamiento Jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de 
transacción». Si el legislador considerara el principio de legalidad como límite a 
las transacciones este precepto contendría una redundancia, pues las materias no 
serían susceptibles de transacción por infringir, precisamente, el ordenamiento 
jurídico. Sin embargo, si se interpreta desde la perspectiva que nosotros defende-
mos, la cláusula del arto 88 tiene pleno sentido: podrán realizarse contratos den-
tro del procedimiento administrativo siempre que éstos no sean contrarios a las 
normas jurídicas, a excepción de las transacciones que por su propia esencia jus--
tifican el desconocimiento de 10 establecido por el ordenamiento y que serán ilí-
citas en aquellas «materias no susceptibles de transacción», es decir, cuando se 
proluban expresamente para un ámbito determinado o cuando no se den las pre-
misas de este tipo de contratos. 
Por otra parte, y como ya explicamos en relación a las transacciones sobre 
cuestiones de hecho, los intervinientes en la transacción no pueden fijar un con-
tenido que se encuentre en total contradicción con el Derecho 427. Es decir, ha de , 
mantenerse dentro de los límites de la razonabilidad. 
427 Así lo ha establecido el BFH en su sentencia de 11.12.84 y, respecto al Derecho admi-
nistrativo común, el BVerwG en sus Sentencias 14-11-75 (DOV 1976, pp. 311 Y ss.); y el FG de 
Hamburgo en la Sentencia de 4-12-1991 (EFG 1992, pp. 379 Y ss.). En la doctrina, BACHOF, O., 
y otros, Verwaltungsrecht ... , cit., l.; WEISS, E, Der offentlich-rechtliche ... , cit., p. 49; ULE, C. H., 
Y LAUBINGER, H.-W., Verwaltungsverfahrensrecht ... , cit, p. 282. 
C) EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y EL CONTENIDO LÍCITO 
DE LOS CONTRATOS DE DERECHO PÚBLICO 
TRANSACCIONALES SOBRE EL CRÉDITO TRffiUTARIO 
Junto a l~ concurrencia de sus presupuestos legitimadores, el ámbito lícito de 
las transaCCIOnes depende de la garantía de una imposición igualitaria entre los 
obligados tributarios 428. 
Desde esta perspectiva puede plantearse la siguiente situación: la Hacienda 
~blica ha fijado una cuestión en un determinado sentido (por ejemplo la deducibi-
li~ de un gasto y su ~tía) de forma unilateral o bilateral respecto a un sujeto 
pasIV.O, y ~n otro contribuyente que presenta un presupuesto de hecho idéntico al 
anten~r ~~ de forma concordada llegando a un resultado diferente, que provoca 
una tributaClon mayor o menor. As~ ante dos supuestos de hecho idénticos debe 
analizarse si en el caso concreto la Administración ha seguido un criterio razonable 
que justifique el trato desigual En este punto nos remitimos para evitar reiteracio-
nes, al análisis desarrollado al tratar el principio de igualdad y' la forma transaccional 
En cualquier caso resulta claro que la transacción tributaria no supone por sí 
misma una lesión al principio de igualdad del arto 14 CE, ni como consecuencia 
de su empleo ni por su posible contenido. Desde este último punto de vista, 
aque~la máxima puede lesionarse de igual manera que cuando la Hacienda 
PúblIca desarrolla la imposición unilateralmente en dos supuestos concretos. 
Como explica CAYON GALlARDO, el peligro de un trato desigual también puede 
producirse en relación a las actuaciones unilaterales, en las que «no todos los 
~cionarios tienen los mismos criterios de interpretación y aplicación de las 
mIsmas ~ormas» 429. Además, hay que tener en cuenta la libertad de que disfru-
ta el partIcular para dar su consentimiento al acuerdo si éste no le satisface 430. 
Incluso en opinión de los autores que mantienen la limitación de las transac-
cione~ a través del principio de legalidad, estos negocios no infringen el de igual-
dad SIempre que se mantengan dentro de los ámbitos de discrecionalidad 431. En 
contra de ello, a nuestro parecer, la lesión del principio de igualdad por parte de 
los contratos de Derecho público es independiente del ámbito jurídico sobre el 
que se proyecten. En efecto, una transacción ilícita puede resultar totalmente res-
petuosa con aquel principio; así como un negocio lícito puede ser impugnable 
por producir una situación de desigualdad injustificada 432. 
428 SEER, R., Verstiindigungen ... , cit, pp. 285 y ss. 
429 CAYON GALlARDO, A, Prólogo a la obra de E Serrano Antón ... , cit., p. 8. 
430 CAYON GALlARDO, A, Prólogo a la obra de E Serrano Antón ... , cit., p. 8. 
431 EICH, A, Die tatsiichliche ... , cit., p. 29. En contra, PuGUESE, Instituciones ... , cit, p. 303, 
nota 15, en cuya opinión toda transacción sobre cuestiones jurídicas es ilícita entre otras razones 
ya an~das, porque ~ infringiría el principio de igualdad «si en cada caso individual, según cir~ 
CUllStanClas de hecho mdeterrninadas y la habilidad negociadora del contribuyente la norma tri-
butaria pudiera aplicarse en forma más o menos completa». 
432 SALZWEDEL, J., Die Grenzen. .. , cit, p. 128. 
Hay que admitir, sin embargo, que las exigencias de licitud de las transac-
ciones tributarias deben intensificarse cuando se plantean en relación a una cues-
tión de Derecho, debido al mayor número de supuestos que se encuentran afec-
tados por la solución a que se llegue. Mientras las cuestiones fácticas sólo hacen 
referencia a un supuesto concreto, las que recaen sobre una cuestión jurídica y 
dan lugar a una determinada interpretación normativa pueden afectar a numero-
sas personas, por lo que el principio de igualdad se encuentra en mayor peligro. 
En consecuencia, cuando la incertidumbre tenga como objeto una cuestión de 
Derecho el grado de agotamiento de la actuación administrativa en orden a su 
aclaración ha de ser mayor, para así tratar de evitar un tratamiento desigual entre 
los posibles afectados. 
CAPÍTULO III 
RÉGIMEN JURÍDICO DE 
LA TERMINACIÓN TRANSACCIONAL 
DEL PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO 
l. REGULACIÓN LEGAL 
A) APLICACIÓN DEL DERECHO TRIBUTARIO 
No existe en Derecho Tributario una regulación unitaria del régimen jurídi-
co de las transacciones, sino sólo normas concretas, como los arts. 39 LGP, 16.e 
liS, o 52 LGT, entre otros. Tal ausencia es consecuencia lógica del rechazo 
hacia la propia existent;ia de estos contratos de Derecho público, que ha llevado 
al legislador a limitarse a establecer dispersas figuras jurídicas, a las que ni 
siquiera se atreve a calificar como transacciones y, mucho plenos, atribuirles un 
régimen jurídico correspondiente a su verdadera naturaleza jurídica. 
Para construir tal régimen ha de partirse tanto de la naturaleza jurídica de la 
institución, esto es, del reconocimiento de su esencia contractual, como de su 
pertenencia al ámbito jurídico-público. Esta constatación provoca la necesidad 
de acudir a las normativas del Derecho administrativo común y del Derecho civil 
(Derecho supletorio, arts. 9.2 LGT Y 4.3 Ce, respectivamente). 
Esto no descarta, sin embargo, la utilización de las normas jurídico-tributa-
rias. El propio Derecho administrativo se remite, al regular los contratos de 
Derecho público, a las disposiciones propias de los actos unilaterales, cuya regu-
lación contiene especialidades en el Derecho Tributario que han de ser transferi-
das al régimen jurídico de las transacciones cuando se desarrollan en tal ámbito. 
B) APLICACIÓN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO 
Los contratos de Derecho público y, en concreto, las transacciones entre la 
Administración y los ciudadanos que recaigan sobre relaciones jurídico-públi-
cas, se encuentran contemplados en el arto 88 LRJAPyPAC. 
En opinión de AGULLO AGÜERO 433 dicha habilitación y la escueta regulación 
contenidas en ella son aplicables al Derecho Tributario como consecuencia de la 
Disposición Adicional 5. ª de la propia Ley, que otorga a su normativa carácter 
subsidiario respecto a los procedimientos tributarios. 
Por lo tanto, en los supuestos en los que la celebración de transacciones entre 
la Administración tributaria y el ciudadano esté permitida (ya se trate de una 
433 AoUlLO AOÜERO, A., Recursos no formales ... , cit., p. 277. 
habilitación concreta o genérica) el régimen jurídico por el que dichos convenios 
se rigen subsidiariamente es el regulado por las leyes administrativas, mientras 
no se lleve a cabo una normación dentro del propio Derecho Tributario. Es más, 
allí donde la regulación contenida en la Ley 30/1992 configure el procedimien-
to administrativo en su núcleo esencial-en las garantías procedimentales esen-
ciales del ciudadano-- su aplicación será directa aun en el caso de regulación 
expresa por el ordenamiento tributario. Desde este último punto de vista, resul-
ta muy importante aclarar qué es «procedimiento común», pues la totalidad de 
las normas que se integren en esta calificación serán aplicables a todos los pro-
cedimientos, incluido el tributario. La LRJAPyPAC responde en este punto al 
mandato contenido en el arto 149.1.18 CE en tomo al establecimiento de un con-
junto de normas básicas a las que debe ajustarse la totalidad de los procedi-
mientos administrativos, de forma que el ciudadano goce de las mismas garan-
tías procedimentales con independencia de la instancia administrativa a la que se 
diriga 434. Como establece muy gráficamente la STC 23/1993, de 21 de enero, 
«que este extremo del procedimiento administrativo deba resultar "común" en 
todo el Estado, en el sentido querido por el artículo 149.1.18 de la Constitución, 
se justifica en la necesidad de que esa garantía mínima que redunda en el bene-
ficio de los administrados juegue por igual para todos los españoles». En este 
mismo sentido, la STC 227/1988 entiende por «común» la determinación de los 
principios o normas que, por un lado, defmen la estructura general del iter pro-
cedimiental de la actividad jurídica de la Administración y, por otro, prescriben 
las garantías generales en el seno del procedimiento, con independencia de la 
434 En este sentido, LóPEZ MENuoo, F., «Los principios generales ... », cit., p. 67; MARTÍN-
RETOJITILLO BAQUER, S., «Reflexiones sobre el "procedimiento administrativo común"»,RAP, n.a 
131, 1993, pp. 7 Y ss.; PARFJO ALFoNSO, L., Objeto y ámbito de aplicación ... , cit., pp. 19 Y ss.; 
GONZÁLEZ I'ÉREZ, J., y GONZÁLEZ NAVARRO, F., Comentarios a la Ley 30/92 ... , cit., pp. 141 Y 142. 
En el Derecho tributario, STS 22-1-1993 y, entre los autores, MAR1iN QUERALT, J., «La aplicación 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en los procedimientos administrativos en materia tribu-
taria», Tribuna fiscal, 1993, n.Q 32, pp. 37 y ss.; LóPEZ RAMos, «Reflexiones sobre el ámbito de 
aplicación de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas», RAP, 1993; PONT 
MESTRES, M., Una aproximación, a modo de introducción acerca de la significación de la Ley 
30/1992 en el marco de los procedimientos tributarios, en PONT MESTRES, M., coordinador, 
Incidencia en los procedimientos ... , cit., pp. 27 y ss.; CALDERÓN OYA, c., Los procedimientos 
derivados de los artículos 153 a 162 de la Ley General Tributaria y la Ley 30/1992, en PONT 
MESTRES, M., coord., Incidencia ... , cit, pp. 199 Y ss.; TORREGROSA 1 CARNE, M. D., El procedi-
miento de gestión y la Ley 30/1992, en PONT MESTRES, M., coord., Incidencia ... , cit., p. 66; OJITIZ 
CALLE, E., La Agencia Estatal de Administración Tributaria, tesis doctoral inédita, Universidad 
Carlos III de Madrid, Getafe, 1996, pp. 372 y ss., quien razona cómo no es posible encontrar en la 
CE un título competencial que atribuya al sector tributario un carácter excepcional que conlleve la 
exclusión de la aplicación de las normas básicas recogidas en la Ley 30/1992 a este ámbito. En 
efecto, los arts.149.1.1 y 149.1.14, que son los que podrían esgrimirse en este sentido, están diri-
gidos a otra finalidad. En este sentido se pronuncia también la RfEAC de 21-6-1995: «La impro-
cedencia de aplicación subsidiaria, dentro del procedimiento de revisión en materia económico-
administrativa, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, no puede significar que los Tribunales eco-
nómicos hayan de desconocer los principios constitucionales que amparan a los contribuyentes». 
materia sobre la que se desarrolle dicho procedimiento. La especialidad de la 
materia sólo justificará un aumento de aquellas garantías, nunca una disminu-
ción. Según veremos posteriormente, esta constatación tiene gran repercusión en 
relación a las causas de nulidad de las transacciones. 
Volviendo al arto 88 LRJAPyPAC, como hemos señalado no recoge más que 
parcialmente los principios por los que ha de regirse la aplicación de los conve-
nios de Derecho público. Una regulación más amplia de éstos se encuentra en la 
Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas 
(LCAP), sobre todo por 10 que respecta a su régimen de ineficacia. 
En relación a esta última Ley podría alegarse la exclusión que el arto 3.1.d LCAP 
establece para «los convenios de colaboración que, con arreglo a las normas 
específicas que los regulen, celebre la Administración con personas físicas o 
jurídicas de derecho privado, siempre que su objeto no esté comprendido en los 
contratos regulados en esta Ley o en normas administrativas especiales». Por 
otra parte, la DisposiciónAdicional4.iI inserta en el ámbito de la Ley a «los con-
tratos que se formalicen al amparo de 10 establecido en el arto 88 de la 
LRJAPyPAC» sólo «cuando tengan por objeto materias reguladas en la presen-
te Ley». Sin embargo, el arto 3.2 dispone la aplicación subsidiaria de los princi-
pios de la LCAP «para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse». 
En definitiva, como consecuencia de la naturaleza contractual de los conve-
nios que estudiamos resulta clara la aplicación de las normas propias de los con-
tratos administrativos en tanto el ordenamiento tributario no establezca un régi-
men jurídico propio 435. 
En las materias respecto de las cuales no exista regulación prevista ni en el 
ámbito tributario ni en el administrativo, el régimen aplicable tiene que ser com-
pletado sobre la base de la regulación de los actos administrativos y de los con-
tratos de Derecho privado. 
y en este punto se plantea el problema de la conveniencia de trasladar auto-
máticamente la normativa del régimen jurídico de los actos administrativos a los 
contratos de Derecho público o, por el contrario, crear un sistema propio. En pri-
mer lugar, es necesario señalar que los principio básicos que fundamentan la 
validez de las transacciones en Derecho administrativo son los mismos que en el 
resto de contratos de Derecho público. Por ello, es concebible una teoría que 
englobe a todos ellos, remarcando las especialidades que se deriva de la parti-
cular naturaleza de cada uno 436. 
A este respecto, la doctrina se ha dividido entre los autores que mantienen la 
traslación del régimen de eficacia de los actos administrativos al campo de las 
435 El Consejo de Estado reconoció expresamente la aplicación supletoria de la Ley de 
Contratos del Estado para la transacción de Derecho público (Dictamen de 8-3-1984). 
436 S1EIN, Der Verwaltungsvertrag ... , cit., p. 329; BISEK, N.-Z., Der Offentlich-rechtliche ... , 
cit., p. 65; BÜCHNER, V., Die Bestandskraft ... , cit., p. 125. 
figuras negociales administrativas 437, y aquellos otros que niegan esta posibili-
dad por la diferencia de presupuestos entre ambas figuras jurídicas, que condu-
ce a la necesidad de crear un sistema de validez propio de los contratos de 
Derecho público 438• 
Como las tesis mantenidas han centrado su discusión de forma absoluta en 
tomo al tratamiento de la invalidez de las transacciones de Derecho público y, 
en concreto, en la posibilidad de trasladar las causas de nulidad y anulabilidad 
de los actos a los contratos, consideramos conveniente posponer el estudio de 
aquellas teorías al momento en que expongamos dicho tema. Sin embargo, ade-
lantamos nuestra opinión favorable a la autonomía del régimen jurídico de los 
contratos de Derecho público, esto es, a la exigencia de una regulación indepen-
diente y propia. 
437 SÁNCHEZ MORÓN, M., El régimen de los actos ... , cit., p. 25; FERNÁNDEZ MONTALVO, R., 
La jurisdicción contencioso-administrativa ... , cit., p. 101; STEIN, Der Verwaltungsvertrag ... , cit., 
pp. 330 Y SS.; PETERS, H., Verwaltung ohne gesetzliche Ennachtigung?, en Festschrift für Hans 
Huber, 1961, pp. 154 Y SS.; MARrENS, J., «Nonnenvollzug durch Verwaltungsakt und 
Verwaltungsvertrag», AoR, 1964, pp. 456 Y SS.; ULE, C. H., y BECKER, E, Verwaltungsverfahren 
im Rechtsstaat, Bemerkungen zum Musterentwurf eines Verwaltungsverfahrensgesetzes, 1964, 
pp. 70 Y SS.; KüTI'KE, J., System des subordinatiosrechtlichen ... , cit., pp. 76 Y SS.; PIEPER, G., 
«Zulassigkeit und Funktion des offentlich-rechtlichen Vertrages irn VerhaItnis von Staat und 
Bürger, insbesondere irn Vergleich zur Funktion des Verwaltungsaktes», DVB~ 1967, pp. 11 Y SS.; 
HAUSEISEN, F., Die Bestandskraft ... , cit., p. 287; del mismo autor, Zur Zuliissigkeit, Wirksam-
keit ... , cit., pp. 122 Y SS.; BISEK, N.-Z., Der offentlich-rechtliche ... , cit., p. 17; GÓTZ, V., 
Hauptprobleme des verwaltungsrechtlichen ... , cit., p. 5; del mismo autor, «Der rechtswidrige ver-
waltungsrechtliche Vertrag», DoV, 1973, p. 302; SCHENKE, W.-R., «Der rechtswidrige 
Verwaltungsvertrag nach dem Verwaltungsverfahrensgesetz», Jus, 1977, p. 282; FRANK, G., 
«Nichtigkeit des substituierenden Verwaltungsvertrages nach dem Verwaltungsverfahrensgesetz 
(VwVfG)>>, DVB~ 1977, pp. 682 Y SS.; OBERMAYER, K, Der nichtige offentlich-rechtliche. .. , cit., 
pp. 278 Y ss. 
438 En este sentido, PARFJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit, p. 206; DELGADO PIQUERAS, F., La 
terminación convencional..., cit., p. 181; SERRANOANroN, E, La terminación ... , cit., p. 87. Fuera 
de nuestro país, APELT, W., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 213 Y ss.; IMBODEN, M., Der 
verwaltungsrechtliche Vertrag, Helbing&Lichtenhahn, Basel, 1958, pp. 97 Y ss.; SALZWEDEL, J., 
Die Grenzen ... , cit, p. 108; RupP, H. H., «Zum Anwendungsbereich des verwaltungsrecht1ichen 
Vetrages», JuS, 1961, p. 61; BULLINGER, M., Vertrag ... , cit., p. 81; BEINHARDT, G., Der offentlich-
rechtliche ... , cit, pp. 153 Y ss.; SCHICK, W., Vergleiche und sonstige ... , cit, p. 45; MAURER, H., 
«Das Verwaltungsverfahrensgesetz des Bundes», JuS, 1976, p. 495; RENCK, L., Reseña al libro 
de Wolfgang Bosse «Der subordinationsrecht1iche Verwaltungsvertrag als Handlungsfonn offen-
tlicher Verwaltung», BayVB~ 1976, pp. 95 Y ss.; BÜCHNER, V., Die Bestandskraft ... , cit., pp. 49 Y 
ss.; SClllMPF, C., Der verwaltungsrechtliche ... , cit, pp. 257 Y ss.; SONTHEIMER, J., Der verwal-
tungsrechtliche ... , cit., p. 198; REcKERs, H., Gesetzwidrige und gesetzesabweichende Regelungen 
in Verwaltungsvertriigen zwischen Bürger und Staat, Tesis doctoral, Tübingen, 1988; STELKENS, P., 
y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., par. 59, nota marginal 1. 
C) APLICACIÓN DEL DERECHO CIVIL 
Por lo que respecta al Derecho civil, sus disposiciones sobre los contratos 
son aplicables de forma subsidiaria a las transacciones que se producen en el 
procedimiento tributario, como consecuencia de la naturaleza universal de la 
categoría contractual 439 y, en concreto, de la consideración de dicho negocio 
jurídico como una actuación que posibilita la igualdad entre ambas partes -el 
obligado tributario y la Administración--440• Esta paridad se refleja en el man-
dato de la «igualdad de armas» de los dos intervinientes, que trae como conse-
cuencia diversas manifestaciones --de Derecho material y procesal- a lo largo 
del desarrollo de las actuaciones negociadoras. 
En este sentido, el Consejo de Estado, en su Dictamen de 1 de marzo de 1984, 
ha manifestado que el contenido de las transacciones en Derecho administrativo está 
regulado por el Derecho civil. La regulación que de ellas se efectúa en el ámbi-
to jurídico-administrativo afecta sólo a los requisitos para su válida celebración. 
A pesar de la corrección del anterior planteamiento, la igualdad entre la 
Hacienda Pública y el obligado tributario en la celebración de transacciones no 
puede ser mantenida de forma estricta. Ello es debido a la inevitable influencia 
que tiene, respecto a la relación contractual, la diversa posición de ambas partes 
fuera de dicha relación 441, como consecuencia del papel de garante del interés 
público que la Administración ostenta en el desarrollo de todas sus funciones, 
incluso la contractual 442. Consiguientemente, se plantean problemas de aplica-
ción de una figura, como el contrato, nacida en el seno de un ordenamiento 
caracterizado por el imperio de la autonomía de la voluntad de las partes, en otra 
rama del Derecho donde esta nota no existe 443, sino que por el contrario la vin-
culación a la ley se desarrolla directamente sobre la forma de actuación. 
439 FORS1HOFF, E., Tratado de Derecho ... , cit., p. 379. En este sentido, el arto 11.2 de la Ley ita-
liana de 7 de agosto de 1990, de nuevas nonnas en materia de procedimiento administrativo y de 
derecho de acceso a los documentos administrativos (traducida por A. FANW LoRAS, en RAP, 
n.O 124, pp. 461 Y ss.), expone que a los acuerdos de Derecho público que celebra la Administración 
con el ciudadano en el seno del procedimiento administrativo para determinar el contenido discre-
cional de la resolución final «se les aplicará, salvo disposición en contrario, los principio del Código 
civil en materia de obligación y contratos en cuanto sean compatibles con los mismos». 
440 KORMANN, K, System des rechtsgeschiiftlichen Staatsakte, Verlag von Julius Springer, 
Berlín, 1910, p. 30; SPANNOWSKY, W., Grenzen. .. , cit., p. 233. 
441 ÁRIÑO ORI'ÍZ, G., «El contenido de la relación contractual: sus principios infonnadores», 
Documentación Administrativa, n.o 121, 1968, pp. 27 Y 28; SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., 
pp. 233 Y 234. 
442 GIANNINl, M. S., El poder público ... , cit., pp. 150 Y 151; PARFJO ALFoNSO, L., Eficacia ... , 
cit., pp. 205 Y ss. 
443 En este sentido, BURMEISTER, J., Infonne sobre el segundo objeto de asesoramiento del 
Deutsche Staatsrechtslehrertagung: Vertrage und Absprachen zwischen der Verwaltung und 
Privaten, Veroffentlichungen der Vereinigung der Deutchen Staatsrechtslehrer, Walter de Gruyter, 
Berlín/Nueva York, 1993, p. 212. 
Consecuencia de las anteriores consideraciones es el carácter limitado de la 
subsidiariedad del ordenamiento privado ante la ausencia de regulación especí-
fica en el Derecho administrativo contractual. Como manifiesta SPANNOWSKY 444, 
«la aceptación ilimitada de la función del Derecho contractual civil como mate-
rial de integración de las lagunas del Derecho contractual público es inconcilia-
ble tanto con el dualismo del ordenamiento jurídico como con el carácter del 
contrato de Derecho público como forma jurídica de la Administración». En 
concreto, este autor encuentra la justificación principal a la limitación de la apli-
cación del Derecho civil en la fuerte vinculación de la Administración a los prin-
cipios de proporcionalidad y equivalencia y a los derechos fundamentales. 
Lo que resulta evidente es que los principios generales del Derecho privado 
han de ser recibidos por el Derecho contractual administrativo en tanto no con-
curran necesidades especiales que recomienden una regulación especial 445. 
Y, precisamente, en qué medida hayan de ser modificadas las normas civiles 
contractuales cuando se proyecten sobre el Derecho público constituye el obje-
to actual de nuestro estudio. 
En concreto, las normas civiles en esta materia no pueden ser aplicadas sin 
llevar a cabo en el caso concreto un examen de compatibilidad entre ambas 
situaciones de intereses; esto es, por un lado, la regulada en el ordenamiento pri-
vado y, por otro, la existente en el ámbito público que se encuentra carente de 
regulación por parte del Derecho Tributario. 
En conclusión, el régimen jurídico propio de los contratos de Derecho públi-
co será el resultado de armonizar los principios jurídicos del Derecho civil y del 
Derecho público 446. De esta forma, ante la ausencia de una normativa propia de 
aquellos negocios, se ha de acudir a los principios y reglas de uno y otro orde-
namiento, teniendo en cuenta cuando se crea conveniente la aplicación de los 
preceptos del Derecho administrativo que la transacción tributaria es un contra-
to, y, cuando acudamos al Derecho civil que el objeto de tal figura contractual es 
público. Esta situación se refleja, fundamentalmente, en una tensión entre los 
principios de legalidad y de libertad contractual. 
444 SPANNOWSKY, W., Grenzen. .. , cit., p. 235. En el mismo sentido, KRAUSE, P. , «Die 
Willenserkliirungen des Bürgers im Bereich des offentlichen Rechts», VerwArch, 1970, pp. 329 Y 
ss.; PuNKE, J., Verwaltungshandeln durch Vertrag, Tesis doctoral, Kiel, 1989, pp. 22 Y ss. 
445 IMBODEN, M., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 94. 
446 BÜCHNER, V., Die Bestandskraft ... , cit., pp. 127 Y ss.; TSCHASCHNIG, Die Nichtigkeit ... , 
cit., p. 13; MAYER, F., Y Kopp, F., Allgemeines Verwaltungsrecht ... , cit., p. 267. En opinión de 
SÁNCHEZ MORÓN, M., El régimen de los actos ... , cit., el régimen general aplicable a estos conve-
nios será el de los actos administrativos, con las salvedades determinadas por las particularidades 
propias de los contratos. 
ll. CARÁCTER PREPARATORIO DEL ACTO 
DE UQUIDACIÓN 
El arto 88.1 LRJAPyPAC contempla la posibilidad de que los contratos de 
Derecho público o bien sean finalizadores del procedimiento administrativo447 o 
bien se inserten en él con carácter preparatorio del acto administrativo resoluto-
rio, tengan efectos vinculantes o no 448. 
Sin embargo, los convenios finalizadores del procedimiento de liquidación 
están e~c~uidos en el Derecho Tributario, debido a la propia naturaleza de dicho 
procedimIento, en el que la potestad liquidatoria ha de manifestarse siempre 
m~diante un acto admi~strativo (~. 124.2 LGT). En efecto, el obligado tribu-
~o puede ayudar a fijar las cuestIOnes relacionadas con la obligación tributa-
na, p~ro nll;n~~ puede participar en el acto de liquidación propiamente dicho 449• 
~ta lffi~sIbilidad ya fue señala por ScmCK, quien destacó el carácter obligato-
no que tIene para la Administración la emisión de aquel acto unilateral 450. 
E~o no significa, por otra parte, que una vez concluido el procedimiento tri-
butano quede vedada la celebración de transacciones, que se pueden desarrollar 
p!ocesal o extraprocesalmente y que nunca sustituyen al acto administrativo, 
SInO que preparan una nueva exteriorización de la potestad liquidatoria. 
La exigencia de que el procedimiento de liquidación tributario finalice me-
diante acto unilateral tampoco impide que parte del contenido de éste haya sido 
• 447 La transacción constituye una forma de terminación del procedimiento, junto a la resolu-
Ción, a la renuncia o al desistimiento. 
448 Dicho precepto dispone textualmente que tales actos pueden «tener la consideración de 
~al~adores de los procedimientos administrativos o insertarse en los mismos con carácter pre-
VIO, vmculant~ o .no, a la resolución que les ponga fin». Esta distinción ha sido recogida del arto 
11 d~ !a ~y Italiana de 7 de agosto de 1990, de nuevas normas en materia de procedimiento 
adm~trati~o y de dere~ho de acceso a los documentos administrativos, que establece que «la 
A~~tracIó.n ( ... ) podra establecer acuerdos con los interesados al objeto de determinar el con-
te~do discreCIOnal de la resolución final o incluso, en los casos previstos por las leyes, en susti-
tuClón de aquéh>. Según GlANNINI, M.S., Diritto amministrativo ... , cit., pp. 431 Y ss., existen tres 
categorías de convenios: A) Accesorios al acto; B) Auxiliares del acto' C) Sustitutivos del acto. ~n ...... ~ , ~ MAsSANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., pp. 243 Y 244; SERRANO 
ANTóN, F., La terminación. .. , cit., p. 61. 
450 ScmCK, W., Vergleiche ... , cit., p. 31. En el Derecho alemán esta exigencia está reflejada 
~~amentalmente en el parágrafo 155 AO (<<Mientras no se disponga otra cosa, los impuestos se 
liqUl~án por la au~ridad financiera mediante un acto de liquidaciÓn» ), por lo que resulta incon-
u:overtld~ la e~cluslon .d.e las transacciones finalizadoras del procedimiento. Las únicas transac-
ClOnes tributanas perrrutIdas son las que se insertan en el procedimiento administrativo, COn natu-
rale~ de contratos obligatorios (Verpflichtungsvertrlige), excluyéndose los contratos dispositivos 
(E~un~vertrlige). La ~igencia de los tipos contractuales obligatorios y dispositivos (reflejos 
del prmC1plO de abstraCCIón), propios del Derecho civil, son trasladables según la doctrina ale-
mana, al ámbito contractual del Derecho público. Sobre la vigencia y re~uisitos en este campo, 
SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., p. 237; SEER, R., Verstiindigungen. .. , cit., pp. 501 Y ss. 
detenninado previamente de forma vinculante por la Administración y el particu-
lar. Como afirma ZoRNOZA PÉREZ, en los acuerdos sobre precios de transferencia, 
planes de amortización e inversión «el hecho de que su aprobación final tenga lugar 
a través de un acto unilateral de la Administración, de un auténtico acto admi-
nistrativo, no debe hacer perder de vista la existencia de un convenio preparatorio 
que tennina por detenninar el posterior contenido del correspondiente acto» 451. 
El acuerdo no sustituye nunca la potestad liquidatoria de la Hacienda 
Pública, sino que se limita a reemplazar la fijación unilateral de singulares ele-
mentos fácticos o jurídicos determinantes para dicha liquidación. Como explica 
M. S. GIANNINI 452, que la voluntad de la Administración expresada mediante un 
acto unilateral se forme mediante módulos convencionales celebrados con los 
particulares (o con otra Administración) no repugna a la naturaleza autoritaria 
del acto. 
Es posible que las transacciones preparatorias no se ubiquen en el procedi-
miento de liquidación, sino que pueden celebrarse en distintas fases. Así lo expli-
ca PARIDO ALFONSO, quien alega lo dispuesto en el arto 3.1.d LCAP, que habilita 
a la Administración a celebrar convenios de colaboración sobre el ejercicio de 
sus competencias, al permitir la realización de cualquier tipo de convenio de 
colaboración con personas físicas o jurídicas 453. Estos pactos preparatorios del 
propio procedimiento son calificados como preacuerdos 454 y como ejemplos de 
ellos pueden citarse los acuerdos sobre precios de transferencia o los planes de 
amortización. La celebración de los negocios jurídicos preparatorios de la liqui-
dación descansa en la posibilidad de escalonar una decisión administrativa obje-
tiva y temporalmente 455. 
Por su parte, los convenios preparatorios no vinculantes no aportan, tal y 
como reconoce RAMALLo MASSANET 456, ninguna ventaja, debido a la ausencia 
451 ZoRNOZA PÉREZ, J.J., ¿Qué podemos aprender. .. , cit., pp. 161 Y ss. En el mismo sentido, 
RAMALLo MAsSANET, J., La eficacia de la voluntad. .. , cit., p. 244. Entre los autores tributaristas 
alemanes que han tratado este tema destacan BAUER, H. J., Der Vergleich im Steuerveranlagungs-
verfahren (Inagural-Dissertation zur Erlangung der Doktorwürde der juristischen Fakultlit det . 
Ruprecht-Karl-Universitlit Heidelberg), Mannheim, 1969, pp. 68 Y ss.; SONTHEIMER, J., Der ver-
waltungsrechtliche ... , cit., pp. 161 Y ss.; RICKLI, P. , Die Einigung ... , cit.; SEER, R., Contratos, 
convenios ... , cit., pp. 137 Y ss. 
452 GIANNINI, M. S., Diritto amministrativo ... , cit., p. 151. 
453 PARIDO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 180, nota 68 y 183 Y ss. En palabras de este 
autor, «si bien es cierto que el artículo 88 LRjAPyPAc limita la capacidad de la Administración 
para acordar por razón del desarrollo formalizado o procedimental de su actividad, no lo es menos 
que -con carácter general-la LCAP (art. 3.1.d) habilita a aquélla a concluir con personas incluso 
privadas todo tipo de convenios de colaboración, por lo que éstos pueden tener por objeto tam-
bién la colaboración en el ejercicio por la Administración de sus competencias». 
454 PARIDO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 183. 
455 FLücK, J., Die Erfüllung des offentlich-rechtlichen Verpflichtungsvertrages durch 
Verwaltungsakt, Schriften zum Offentlichen Recht, tomo 485, Berlín, 1985, pp. 16 Y ss. 
456 RAMALLo MAssANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 244. 
de efectos sobre el acto posterior 457. Sin embargo, ha de tenerse en cuenta que, 
si bien no tienen un carácter determinante, condicionan el contenido del acto 
administrativo en la medida en que éste no podrá apartarse de lo acordado sin 
justificación motivada. En otro caso, los Tribunales apreciarán desviación de 
poder y es posible que el contrato produzca efectos por el principio de buena fe. 
En conclusión, la nota común a las transacciones, con independencia de la 
fase en que se celebren, es su naturaleza preparatoria del acto de liquidación. En 
ningún caso el convenio lo sustituye, ni siquiera cuando se celebra con pos-
terioridad a la emisión de dicho acto. Este es el supuesto de los convenios que 
tienen lugar en el procedimiento de revisión, los cuales no remplazan al acto de 
liquidación ya emitido, sino que se limitan a modificarlo, obligando a la 
Administración a dictar otro, en su caso. Por lo tanto, preparan una segunda 
manifestación del poder liquidatori0 458• 
Aparte del criterio del momento procedimental en que se celebren, las tran-
sacciones también pueden clasificarse según su ubicación respecto a la realización 
del presupuesto de hecho que provoca el nacimiento de la obligación tributaria: 
1. Transacciones que se celebran con anterioridad a la realización 
del presupuesto de hecho 
Estos convenios tienen como objeto el tratamiento futuro de una situación 
fáctica o jurídica. Por su propia naturaleza, siempre se encuentran ubicados antes 
del procedimiento de liquidación, que sólo puede iniciarse cuando se haya pro-
ducido el presupuesto de hecho generador de la obligación tributaria. 
Es el supuesto de los acuerdos sobre los precios de transferencia. En concreto, el 
arto 16 US establece que «los sujetos pasivos podrán someter a laAdministración tri-
butaria una propuesta para la valoración de operaciones efectuadas entre personas o 
entidades vinculadas con carácter previo a la realización de las mismas». 
2. Transacciones que se celebran mientras se desarrolla el presupuesto 
de hecho 
Sólo pueden producirse en aquellos presupuestos que no sean instantáneos. Su 
objeto será o bien situaciones ya producidas o bien que tendrán lugar en el futuro. 
457 La doctrina acepta su licitud incluso cuando una norma no los prevea, como excepción a 
la exigencia de habilitación legal previa como presupuesto de la utilización de contratos públicos, 
MENÉNDEZ RExACH, A., Procedimiento administrativo, finalización ... , cit., pp. 263 Y ss. Una pos-
tura más restrictiva cercenaría la eficacia administrativa sin motivos justificados, pues la existen-
cia de estos convenios no representan ningún riesgo para el principio de legalidad. Por otra parte, 
no es posible ni lógico limitar el intento por parte de la Administración tributaria y del ciudadano 
de llegar a una interpretación unitaria. ScmCK, Comentario al par. 204 AO, en HÜBSCHMANN, W., 
y otros, Kommentar zur. .. , cit .. 
458 RICKLI, P. ,Die Einigung ... , cit., pp. 10 Y ss. 
3. Transacciones que se celebran tras la realización del presupuesto 
de hecho 
Estos acuerdos siempre hacen referencia a situaciones ya producidas, como, 
por ejemplo, la conformidad a la propuesta de liquidación, los acuerdos concur-
sales 459 o la tasación pericial contradictoria. 
En resumen, mientras que las transacciones celebradas cuando el presupues-
to de hecho de la obligación tributaria todavía no se ha producido siempre se ubi-
can con anterioridad al procedimiento de liquidación (por ejemplo, los acuerdos 
previos sobre precios de transferencia), cuando el hecho imponible ya ha tenido 
lugar las partes pueden convenir sobre los elementos que a éfse refieran y sean 
inciertos antes de la apertura de dicho procedimiento (así, los planes de amorti-
zación), en el transcurso del mismo (la tasación pericial contradictoria) o con 
posterioridad a su conclusión (los convenios concursales). 
La transacción vincula a las partes desde el momento de su celebración. Esta 
sujeción se refleja para el ciudadano en la imposibilidad de recurrir el acto de 
liquidación si éste recoge el contenido del negocio, y para la Hacienda Pública 
en la exigencia de integrar aquel pacto en el acto de liquidación posterior. O bien, 
si se trata de una transacción que no está integrada en un procedimiento de ges-
tión, la vinculación obliga al ciudadano a tributar de acuerdo con el pacto y a la 
autoridad fiscal a respetar dicha tributación. 
El principal problema que se plantea en este punto consiste en la conexión 
entre la transacción que fija una determinada cuestión incierta y el acto de liqui-
dación que eventualmente la recoge 460, sobre todo en 10 que se refiere al trata-
miento de la invalidez. Aunque esta cuestión es objeto de un desarrollo más deta-
llado en este mismo capítulo, por el momento adelantamos que la aparente inje-
rencia que la transacción parece producir en el acto unilateral puede resolverse 
concibiendo el acto de liquidación como una forma de actuación que es suscep-
tible de integrar una doble regulación: por un lado, aquélla a la que la Hacienda 
Pública ha llegado de forma unilateral; por otro, la que ha sido determinada de 
forma consensuada con el obligado tributario. De esta manera, se aprecia clara-
mente cómo mientras la impugnación de cualquiera de los dos contenidos del 
acto de liquidación tiene que realizarse mediante los mismos mecanismos, esto 
es, los establecidos para la forma de exteriorización (que, en ambos casos, es el 
acto de liquidación), la validez de cada uno ha de ser enjuiciado de forma diver-
sa, correspondiendo en un caso a la normativa propia de los actos administrati-
vos y, en el otro, a la de los contratos. 
459 Aunque como posteriormente expondremos, ninguna de las dos figuras jurídicas tiene 
naturaleza transaccional (véase el capítulo cuarto). 
460 Eventualmente ya que es posible que nunca se dicte tal acto de liquidación, porque la 
autoridad financiera no compruebe la situación tributaria del particular con el que ha celebrado 
una transacción anteriormente. 
Por último, como consecuencia de la prohibición de que las transacciones 
sean finalizadoras del procedimiento de liquidación, aquel contrato sólo puede 
determinar parcialmente el contenido del acto de liquidación, tal y como expli-
ca PARFJOALFONS0461. Si, por el contrario, se permitiese que el convenio pudie-
ra establecer el contenido de tal acto unilateral de forma exhaustiva se estaría 
desvirtuando el mandato, dando entrada a una verdadera terminación conven-
cional del procedimiento, con la consecuencia añadida de que la Administración 
gozaría de las potestades de que es titular cuando actúa unilateralmente. 
ID. lA VALIDEZ 
La validez de los contratos de Derecho público transaccionales que se cele-
bran entre la Administración y los ciudadanos como medio de autocomposición 
de sus diferencias -ya sea integrados en el procedimiento administrativo, como 
fuera de él-, está subordinada al cumplimiento de los requisitos propios de la 
transacción regulada en el Código civi1 462• 
El arto 1.817 Cc dispone el sometimiento de la transacción a las reglas gene-
rales de validez de los contratos; es decir, la producción de efectos jurídicos se 
encuentra subordinada a la concurrencia de los requisitos establecidos en el 
arto 1261 CC: consentimiento de los contratantes, objeto cierto que sea materia 
del contrato y causa de la obligación que se establezca. A estos elementos hay 
que añadir, en determinados supuestos, el cumplimiento de una forma determi-
nada. 
Si un negocio jurídico transaccional adolece de la ausencia de alguno de 
estos elementos, es inválido; de él no deriva ninguna fuerza vinculante. Esta san-
ción, que se manifiesta a través de la nulidad y de la anulabilidad, será analiza-
da posteriormente (epígrafe V). 
A) EFECTOS 
1. Vinculación de las partes a lo pactado 
a) Origen de la vinculación 
Aunque puede parecer una tautología, conviene comenzar afirmando que, 
como consecuencia de su naturaleza transaccional, los contratos de Derecho 
461 P ARruO ALFoNSO, L., Eficacia. .. , cit., p. 180. 
462 GIMENO SENDRA, v., Y otros, Derecho procesal administrativo, Ed. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1993, p. 510. 
público entre la Administración y el particular preparatorios de parte del conte-
nido del acto de liquidación tienen la fuerza vinculante propia de estos contra-
tos, establecida en el arto 1816 Ce. Prueba de la necesidad de aclarar este punto 
es la postura tradicionalmente mantenida que afirmaba que los efectos vincu~an­
tes del contrato para las partes nacían del principio de buena fe 463, estableCIen-
do una sujeción supuesto por supuesto. En realidad, la utilización de este expe-
diente para provocar el nacimiento de una sujeción a los pactos por parte de la 
Administración tributaria y proteger, así, al sujeto que había confiado en la 
actuación de los órganos inspectores derivaba de la ausencia de consideración de 
estos convenios como verdaderos contratos. 
Nuestra jurisprudencia se ha mantenido tradicionalmente en esta pauta, mos-
trándose reacia a afrontar con carácter general el problema de la validez o efica-
cia de los convenios tributarios. Se han buscado criterios que, ante el caso con-
creto planteado, condujeran a la solución más justa, pero sin establecer princi-
pios que fueran aplicables a la totalidad de los supuestos con la misma naturale-
za jurídica 464. El TS ha recurrido a los más rebuscados planteamientos, como los 
expuestos en las SsTS de 26-4-1980, 5-4-1991, 25-5-1992 Y 8-6-1992. Como 
ejemplo resumiremos la doctrina expuesta en la STS 27-12-1990: 
463 En este sentido se pronunciaron las primeras sentencias del BFH (20.10.25 -RFHE 18, 
pp. 92 Y ss.-; 25.9.56 -BStBl. 1965 I1I, p. 341-; 11.1.63 -BStBl.1963 I1I, p. lB?-: 7.2.75 
-BStBl. 1975 n, p. 361), así como algunos autores, BWMENSTEIN, E., «Das Verstandigungs-
prinzip ... », cit., pp. 8 Y ss.; CLAuss, «Steuerzahler und Finanzamt», BB, 1960, p. 835; SCHMID, H., 
«Zur Rechtswirksamkeit von Auskünften, Bescheinigungen und Vertragen irn Kommunalabga-
benrecht», KStZ, 1984, p. 66. Como afirma ScmCK, w., Vergleiche und sonstige ... , cit., p. 85, de 
esta manera se permitía entrar por la puerta de atrás lo que mediante el principio de legalidad se 
rechazaba (<<En la jurisprudencia del Tribunal Financiero Federal causa especial extrañeza que 
niegue siempre tales convenios teóricamente, y sin embargo los admita en la práctica no p~ 
veces, dejando entrar a través de la puerta de atrás de la buena fe lo que previamente había barn-
do con las férreas bases del principio de legalidad de la Administración»). Es importante desta-
car que los convenios tributarios en Derecho alemán han sido creados por la jurisprudencia, que 
se ha preocupado de determinar el efecto vinculante de éstos, prescindiendo de cuestiones C?m~ 
su licitud o na,turaleza jurídica y que la fundamentación de los efectos vinculantes en el pnnCl-
pio de buena fe era debido a su consideración de actos ilícitos, ya que debido a esta ilicitud la 
vinculación no podía surgir de ellos mismos. Véase la crítica a la concepción del BFH en tomo 
a la vinculación derivada de la buena fe en MARTENS, J., «Vergleichsvertrag ... », cit., pp. 9~ 
y ss.; RÓSSLER, G., «Tatsachliche Verstandigung und Rechtsmittelverzicht», DStZ, 1988, p. 375~ 
del mismo autor «Nochma1s: Tatsiichliche Verstandigung», DB, 1991, pp. 2458 Y ss.; WEDElS-
TÁDT, A. V., «Tatsachliche Verstandigung», DB, 1991, p. 515; Y WIESE, T., «Die Bindun~­
wirkung ... », cit., p. 333. Sin embargo, no puede afirmarse que la doctrina en tomo a la efi~la 
vinculante de los contratos de Derecho público derivada de su naturaleza contractual sea reCIen-
te, pues ya en 1964 APELT defendió esta tesis en Der verwaltungsrechtliche Vertrag ... , cit., 
pp. 206 Y ss. 
464 Así lo explica ZORNOZAPliREZ, J. J., ¿Qué podemos aprender. .. , cit., pp. 163 Y 164, e~ 
relación a los contratos de Derecho público de contraprestación. 
«El acuerdo mencionado fue notificado a los particulares sin que se impug-
nara o contra el mismo se interpusiera recurso alguno por lo que el convenio es 
válido por ambas partes y tiene verdadera eficacia al ~o haber sido rescindido o 
anu~ad,o posteriormente, ni puede considerarse nulo porque viole ningún precep-
to Jun~co ( ... ) po~ lo. que genera para ambas partes -Administración y 
Comumdad de propletanos- derechos y obligaciones, mientras no se rescinda 
( ... ). Ya que íntimamente ligado con el principio de buena fe se encuentra el de los 
act?s. propios ( ... ). La. Sala en virtud de lo manifestado considera que existen los 
sufiCientes ~ctos proPI?S d~l,Ayuntamiento ( ... ) como para entender que cualquier 
acto contrano a. e~ta sltuaclOn debe adoptarse con las necesarias garantías jurídi-
cas para el adminiStrado y declarar por tanto la irrevocabilidad o desconocimien-
to unilateral del contrato por la Administración, sin observar las garantías legales, 
( ... ). de tal ~odo que el Ayuntamiento sólo podría eximirse de tales obligaciones, 
o bIen acudiendo a la vía de la lesividad, o bien dentro de la órbita contractual 
utilizando las acciones resolutorias en debida forma». ' 
Frente a la posición expuesta, y una vez asumido el carácter contractual de 
la terminación transaccional del procedimiento, ya no es necesario acudir al 
principio de buena fe para proteger al ciudadano. La eficacia vinculante, tanto 
respecto de la Hacienda Pública como del particular, nacerá del propio negocio, 
al constituir la característica de ser «lex inter partes» la nota que define al con-
trato y, por 10 tanto, donde hay que buscar la obligación de los intervinientes de 
atenerse al contenido de 10 pactado. 
La esencia del contrato tributario reside en la voluntad de la Administración 
y del particular en vincularse a una determinada regulación llevada a cabo por 
ellos. Por 10 tanto, allí donde reconozcamos esta figura, la vinculatoriedad nace-
rá del propio contrato (<<pacta sunt sevanda») 465. De otro modo se vería perjudi-
465 Así lo ha reconocido la STS de 12.121983 respecto a un convenio de acción concertada 
celebrado entre la Administración y la Unión de Empresas Siderúrgicas por el que se concedía a 
ésta última un crédito oficial con un interés que posteriormente la Hacienda Pública intentó alte-
rar de forma unilateral. La propia jurisprudencia alemana modificó su criterio en la Sentencia del 
BFH ,de 11-12-1984 (BSTBI.II, 1985, p. 354). En este sentido, en la doctrina española, SÁNCHEZ 
MORON, M., La terminación convencional de los procedimientos ... , cit., p. 84; SERRANO ANTÓN, F. 
La terminación. .. , cit., p. 87. Fuera de España, APELT, w., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 206; 
EICHHORN, G., Vereinbarung im Steuerrecht, ihre Arten, Voraussetzungen und Wirkungen, en BEC~R, E., Y otros, Vierteljahresschrift für Steuerrecht und Finanzrecht, Carl Heymanns Verlag, 
Berlín, 1?31, p. 223; STERN, K, «Zur Grundlegung ... », cit., 1958; MAASSEN, K, Regelungen mit 
dem ... , clf., p. 69; KOTTKE, 1., System des subordinatiosrechtlichen. .. , cit., p. 68 Y ss.; SONTHEI-
MER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 63; RrCKLI, P. ,Die Einigung ... , cit., p. 137; FROTS-
?JER, ~omentario al par. 162, en Schwarz, Kommentar zur Aa, Rudolf Haufe Verlag, Freiburg 
1m Brelsgau; IwANEK, S .. ~ «Aufhebung der Bindungswirkung einer tatsiichlichen Verstandigung», 
DStR, 38/93, p. ~397; ~OSSLER, G., «Die tatsachliche Verstandigung im Steuerrecht», DB, 1985, 
p: 1861 y ss., qwen cntlca además, los efectos de basar la vinculación de las partes en el princi-
p~o de buena fe, pues ofrece a aquél que desee apartarse del convenio un amplio campo de obje-
Clones que le permiten un distanciamiento de éste de forma lícita, es decir, sin infringir la buena fe, 
cada la finalidad misma de las transacciones, esto es, el establecimiento de la paz 
jurídica junto a la eficacia 466. 
Respecto del recurso al principio de buena fe, es necesario aclarar que sólo cuan-
do el contrato sea ilícito (porque, por ejemplo, recaiga sobre materias incontroverti-
das) o de la voluntad de las partes se derive el deseo de no celebrar un contrato, será 
posible acudir a su alegación para imponer el sometimiento a lo pactado467• 
La vinculación de los intervinientes al contrato --consecuencia de la «lex 
inter partes»- queda reflejada desde la perspectiva de la Hacienda Pública en 
la exigencia de respetar que la tributación del particular se atenga a lo pactado y, 
en ocasiones, a dictar un acto de liquidación que recoja el contenido de la tran-
sacción. Esta eficacia vinculante ya se señalaba en la Ley de 26 de diciembre de 
1957, cuyo arto 36 determinaba que «los contribuyentes gravados con arreglo a 
las normas de un convenio, no serán objeto de actuación inspectora posterior por 
los conceptos tributarios y períodos comprendidos en el mismo, y quedarán exi-
midos de cualquier obligación no ratificada expresamente». Sin embargo, en 
realidad la importancia de este contrato reside en la vinculación que de él deri-
va para el contribuyente, que se manifiesta en la obligación de ~~utar se~n l? 
convenido o si la transacción ha tenido lugar dentro del procedimIento de hqm-
dación, en l~ imposibilidad de recurrir el acto de liquidación que recoge la obli-
gación tributaria fijada de forma concordada. 
Con el criterio expuesto se rechazan aquellas otras tesis que fundamentan la 
eficacia vinculante de la transacción tributaria en diversos argumentos, como la 
renuncia al recurso, su naturaleza de consulta vinculante o el carácter irrepetible 
de la inspección. Contra la correlación entre contrato e imposibilidad de r~so 
por parte del obligado tributario se manifiesta BORNHAUPT, según el ~ualla llliDl-
pugnabilidad de la transacción deriva. ex~lusivamente de. la ren~cla al r.e,curso 
del particular 468• Sin embargo, este cnteno no es mantemble; la vmculaclO~ del 
ciudadano deriva de su voluntad de celebrar un contrato, no de la renunCIa al 
junto al entorpecimiento procesal que supondría en. a~uellos supuestos en ~ue el F~~gericht 
decidiera la inexistencia de efectos vinculante y se eliminaran, en consecuenCIa, las fijaClones rea-
lizadas respecto a los supuestos de hecho de difícil averiguación, con lo que el Tribunal debería 
investigarlos de nuevo. Por último, expone ROSSLE~ la imposibilidad de ~ue existier~ ef~ 
vinculantes cuando ninguna de las partes desee segurr respetando el convemo, pues aqm no eXIS-
tiría una violación del principio de buena fe. 
466 WIESE, T., «Die Bindungswirkung ... », cit., p. 334. . 
467 SoNrHEIMER, 1, Der verwaltungsrechtliche. .. , cit., p. 56, nota 68; MAURER, H., AUgemel-
nes Verwaltungsrecht ... , cit., pp. 339 Y ss. 
468 BoRNHAUPT, K. 1 von, «Thtsachliche Verstiindigung ... », cit., pp. 1591 Y ss. Este autor apoya 
su razonamiento en la consideración de regla especial que supone el parágrafo 354 AO frente al 
principio «pacta sunt servanda» (par. 354AO; l.«Podrá renunciarse a la inte~sición del recur-
so una vez dictado el acto administrativo. También podrá formularse la renunCla al presentar una 
declaración-liquidación, para el caso de que el impuesto no sea liquidado en disconformidad con 
ésta. La renuncia hace inadmisible el recursO. 2. La renuncia se formulará por escrito ante la auto-
ridad financiera competente o se consignará en el acta y no podrá contener otras manifestaciones. 
Si con posterioridad se alegara la ineficacia de la renuncia, se aplicará en lo procedente el pará-
recurso, que es una declaración ajena al Derecho material. Entre ambos puntos 
de vista existe una gran diferencia: según el defendido por BORNHAUPT, el recurso 
presentado por el obligado tributario sería ilícito; por el contrario, con la tesis de 
la renuncia como consecuencia de la vinculación nacida de la voluntad contrac-
tual, la interposición de un recurso provocaría su mero carácter improcedente 469. 
La finalidad de la transacción se alcanzará del mismo modo contenga ésta 
una renuncia al recurso o no. En efecto, aunque las partes no pacten tal cláusula 
quedarán igualmente vinculadas al contenido de la transacción y, por lo tanto, el 
particular no podrá recurrir el negocio jurídico por causas distintas de las que se 
refieren a su propia validez 470. 
b) Significado de la vinculación 
El arto 1.816 Ce dispone que «la transacción tiene para las partes la autoridad 
de cosa juzgada, pero no procederá la vía de apremio sino tratándose del cum-
plimiento de la transacción judicial». 
Ante esta regulación se plantea la cuestión de si la fuerza de la transacción 
corresponde a la de cualquier otro contrato (art. 1091 Ce) o equivale a la de una 
sentencia. En opinión de gran parte de la doctrina 471, debido a su finalidad (la 
eliminación de una incertidumbre) constituye una institución análoga a la sen-
grafo 110, apartado 3»). A esta tesis se opone ROSSLER, G., «Tatsii.chliche Verstandigung in 
Schlitzungsfiillen ... », cit, p. 1076, entre otros motivos, por la confusión que late entre los princi-
pios o derechos materiales y procesales: si el parágrafo 354 AO es una regla especial -aspecto 
que no está demostrado-- sólo podrá servirle de base, como regulación procesal, un principio 
general del Derecho procesal, y no la máxima <<pacta sunt servanda». 
469 FROTSOIER, Comentario al par. 162, en SCHWAR, Kommentar zur AO ... , cit., p. 12; 
RÓSSLER, G., «Tatsachliche Verstandigung im Schatzungsfállen ... », cit., p. 1075, quien además 
señala la desprotección que sufriría la Administración cuando el obligado tributario no renuncia-
ra al recurso, a pesar de celebrar la transacción, pues sería a éste último al que le correspondería 
decidir en todo caso la existencia o no de eficacia vinculante de lo pactado. 
470 ScmCK, W., Vergleiche und sonstige ... , cit., p. 40; KRAUSHAAR, R., Bindung der 
Finanzverwaltung ... , cit., p. 157; KNEpPPER, K.H., «Der Vergleich im Steuerrecht», BB, 1986, 
p. 170; SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 26 Y 27; FRoTSCHER, Comentario 
al par. 162, en ScHwARZ, Kommentar zur AO ... , cit.; ROSSLER, G., «Nochmals: Tatsachliche 
Verstandigung ... », cit., p. 2458; STRECK, M., «Die tatsachliche Verstlindigung in der ... », cit., p. 368, 
quien sin embargo llama la atención sobre la escasez de supuestos en que el ciudadano se inten-
ta apartar del pacto, frente a la inmensidad de supuestos en que la Administración dicta un acto 
de liquidación en un sentido diferente al convenido. 
471 GARcíA-GoYENA, Concordancia, Motivos y Comentarios, Tomo IV, Madrid, 1852, p. 135 
(citado por Peláez, F. 1, La transacción ... , cit., p. 146); GULLóN BAlLESTEROS, A, La transac-
ción ... , cit,. pp. 139 Y ss.; DÍEz-PlCAW, L. Y GULLóN BALLEsTEROS, A, Sistema ... , cit., p. 496; 
RUGGIERo, R. de, Instituciones ... , cit., p. 522; ÜGAYAR YA YILON, T., Comentario al arto 1816 del 
Código civil, en ALBALADEJO, M., dir, Comentarios ... , cit., pp. 57 y ss.; PElAEZ, F. 1, La tran-
sacción. .. , cit., pp. 144 Y ss. En la jurisprudencia, destacan las SsTS 7-12-1929; 5-1-1954 Y 26-4-
1%3. En contra se manifiesta ALBALADEJO, M., Derecho civil ... , cit., T. n, p. 386, según el cual 
la equiparación a la sentencia se reduce a la transacción judicial, mientras que la extrajudicial pro-
duce los mismos efectos que cualquier otro contrato. 
tencia. Ello deriva de la mayor sujeción de las partes a la transacción que a cual-
quier otro negocio jurídico, que se refleja en la imposibilidad de plantear el con-
tenido de aquel contrato ante los Tnbunales. Si uno de los contratantes recurre la 
transacción, el otro puede oponerle la «exceptio rei per transactionem finitae» 472. 
Esto no se traduce en una equiparación entre la Sentencia y la transac?ó~. 
La mayoría de los autores admiten que cuando el arto 1.816 Cc empl~a ~l termI-
no «autoridad de cosa juzgada» está utilizando una «metáfora» para mdicar que 
la vinculación que nace de la transacción para las partes no se reduce a la gene-
ral del arto 1.091, pues en otra caso no sería más que una mera redundancia 473. 
El sentido del arto 1.816 reside en la vinculación que respecto a las partes e, 
incluso, al propio juez se deriva de este contrato, que no pueden modificarlo aun-
que consideren su contenido inadecuad0 474• 
En consecuencia, y como ya ha sido expuesto, el obligado tributario y la 
Hacienda Pública se obligan a respetar que la tributación del primero se realice 
conforme con lo pactado. De esta forma, en los supuestos en que se emita poste-
riormente un acto de liquidación éste tiene de recoger el contenido de la tran-
sacción; y en los supuestos en que no se produzca tal acto administrativo la 
Administración respetará el comportamiento del particular acorde con las pau-
tas del convenio. En este sentido se pronuncia expresamente la sección 7121 
IRC norteamericano, que contiene la habilitación genérica para convenir y que 
establece que en los supuestos en que se convenga el acuerdo será determinante 
y no podrá ser modificado excepto cuando se haya producido fraude o engaño. 
Ello no elimina la posibilidad de impugnar ante el órgano jurisdiccional la 
transacción por causas de invalidez, ni acudir a los Tribunales con la finalidad 
de hacer ejecutar lo pactado. Lo que se encuentra restringido es la impugnación 
del contenido del negocio jurídico, como consecuencia de su propia finalidad (la 
eliminación de la controversia); esto es lo que significa que la transacción sea 
Sentencia entre las partes 475. Así se ha manifestado la STS de 10-4-1985: 
472 Por el contrario, PuGUESE, M., Instituciones ... , cit., p. 296, sobre la base de la diferencia 
entre el concordato y la transacción civil, afinna que aquél no tiene autoridad de cosa juzgada, de 
forma que la Administración puede modificar unilateralmente lo dispuesto en el contrato .. Esta 
tesis parte de un fundamento erróneo: la atribución al convenio tributario de una naturaleza diver-
sa a la de la transacción de Derecho privado. 
473 GULLóN BALLESTEROS, A, La transacción. .. , cit., p. 60. 
474 En este sentido, STS 10.4.1960 y 26.4.1963. 
475 Como expresa LUNA, La ineficacia de la transacción. .. , cit., pp. 145 Y 146, «sería incongruente 
que el ordenamiento, una vez delineado el tipo contractual encaminado a e~tar la prov~ón de un 
pleito o poder ténnino al que ya habían comenzado, no tomase medidas encaminadas a ~tizar la e~ 
tividad de la propia función contractual: en el caso de la transacción, y en consecuellClll C<llla funCión 
que le es propia, la legislación no considera suficiente proclamar la vinculación de los contratantes ~ las 
consecuencias propias del acuerdo que han alcanzado (como hace para los su~uestos re ~trataCl6n, 
en el arto 1.091 del Código civil), sino que les conmina a no replantear la cuestión que ha ~Jado de ser 
litigiosa y ha sido liquidada, dando a su convenio la misma fuerza preclusiva de la sentenCIa firme ( ... ). 
En este sentido, el ordenamiento sólo puede aceptar una vuelta a la litigiosidad en aquellos supuestos en 
que no podría dejar de admitirlos porque lo contrario supondría un resquebrajamiento del propio sistema». 
«Aun cuando la autoridad de cosa juzgada que el arto 1.816 Cc atribuye a la 
trans~cción no puede. identificarse totalmente con los efectos de la cosa juzgada 
propIa de las SentenCIas firmes, dado que la posibilidad legal de impugnar la tran-
sacción en que intervenga error, dolo, violencia o falsedad de documentos con el 
riesgo de nulidad, se contrapone la irrevocabilidad de tales Sentencias; tiene, sin 
embargo, de común, a los fines que aquí interesan, que los mismos elementos sub-
jetivos y objetivos que delimitan la cosa juzgada material, delimitan también la 
«exceptio pacti» o excepción de transacción, con idéntica consecuencia de vincu-
!ar el ~rgano jurisdicci?~~l del posterior proceso, bien en su aspecto negativo de 
l~pedlr una nueva declslOn sobre el fondo, bien en su aspecto positivo de condi-
ClOnarla» . 
Es necesario recalcar que la equiparación de la transacción a la Sentencia se 
redu~e. ~ s~ ~n~ión de autocomposición de conflictos. Por lo que respecta a su 
condicIOn JundIca y a sus efectos existen grandes diferencias 476, entre las que 
destaca la falta de fuerza ejecutiva de las transacciones, de forma que si una de 
las partes (en nuestro caso, el obligado tributario) desea hacer cumplir a la otra 
lo pactado (la emisión de un acto de liquidación con un contenido determinado) 
debe acudir al juez 477. 
Por último, conviene mencionar la posibilidad de que la eficacia de las 
transacciones se reduzca al desarrollo de la potestad liquidatoria corres pon-
die~te a un perí~do imp~sitivo o que se extienda a varios. Lo normal, según 
el tIpo de operaCIOnes objeto de acuerdo, es que la aplicación del negocio jurí-
dico se extienda a varios años, debido a los costes que conlleva la negociación; 
un ejemplo de este último fenómeno son los acuerdos sobre precios de transfe-
renCIa, respecto de los que la LIS proclama su validez durante tres años (art. 16.6 
LIS). 
47~ Así lo reconocen SANAHUJA, «Consideraciones sobre el contrato ... », cit., pp. 230 Y SS.; 
GULLON BALLESTEROS, A, La Transacción ... , cit., p. 139; ALBALADFJO, M., Derecho civil ... , cit., 
pp. 386 y ss. 
477 Este mecanismo no es extraño al Derecho civil, donde también se admite la vinculación ~l contrato de promesa, «pues si bien es cierto que la jurisprudencia tiene declarado que la acti-vlda~ d~ !as partes, en orden a la formalización de lo pactado, no puede sustituirse por la autori-
dad Jud~Ci~I, cuand~ se trate de simples contratos de promesa que requieren nueva expresión del 
consentimiento, :u tiempo de otorgarse el contrato verdadero y perfecto, tal doctrina -como dice 
la Sta de 19 nOViembre 1963- tiene la forzosa excepción en el contrato de transacción que, con-
forme al arto 1.809 Ce, puede llevarse a cabo «dando, prometiendo o reteniendo» cada parte 
alguna ~sa, pues en este caso lo prometido forma parte un contrato, tan eficaz por sí mismo, que 
la propla.l~y en el arto 1:8~6 le concede la autoridad de la cosa juzgada, por lo que es perfecta-
mente eXIgible su cumplnmento» (ÜGAYAR y AYLLóN, T., Comentario a los arts.1809 a 1821 del 
Código civil, enALBALADFJo, M., 00, Comentarios ... , cit., p. 61). 
2. Eficacia de la transacción tributaria frente a terceros 
En el Derecho privado las transacciones sólo generan efectos entre las par-
tes, siendo «res inter alios acta» para los terceros 478. 
Esta ausencia de efectos se encuentra basada tanto en la naturaleza contrac-
tual de la transacción -que hace entrar en aplicación el arto 1.257 Ce-, como 
en su equiparación a la Sentencia, cuya relatividad provoca que los sujetos no 
partícipes en la litis no se encuentren afectados 479. 
El problema que se plantea en el ámbito d~ las relaciones ju~dico-p~blicas 
es el relativo a los supuestos en que el contemdo de la transacclOn consIste en 
una interpretación jurídica del supuesto concreto: ¿queda la Administración vin-
culada a seguir esa interpretación en los futuros supuestos iguales a aquél en que 
se celebró la transacción? Así, por ejemplo, si la Hacienda Pública y el ciudada-
no transigen sobre el carácter deducible de un gasto, ¿ha de considerarse desde 
ese momento deducible en otras liquidaciones? 
Frente al extendido criterio afIrmativo en relación a las contestaciones vin-
culantes a las consultas tributarias 480, la cuestión no es tan clara cuando se trata 
de transacciones. Aquellas consultas constituyen interpretaciones ofIciales, deri-
vadas de las facultades interpretativas de la Administración 481, Y en cuanto tales 
sólo pueden ser modifIcadas de forma justifIcada, pu~s d~ otro m~o se afecta-
ría al principio de igualdad y de interdicción de la arbltranedad 482. S~n embarg~, 
cuando la Hacienda Pública transige no está ejerciendo facultades InterpretatI-
vas, sino que mediante cesiones en su propio criterio interpretativo llega a una 
conclusión que no responde ni a la postura mantenida por el ciudadano ni a la 
sostenida por ella misma. 
Por ello, a nuestro parecer, un particular no podrá exigir a la autoridad fInan-
ciera que se comporte en el sentido fIjado en una situación anterior mediante una 
transacción con otro obligado tributario. La razón se centra en que no se puede 
afIrmar que la pauta establecida constituya un criterio. int~rpretati~o de la 
Administración. Por el contrario, fue el resultado de una sltuaclOn partIcular, en 
la que se produjeron cesiones coyunturales en circunstancias muy concretas. 
478 OGAYAR Y AYLLÓN, T.,EI contrato de compromiso ... , cit., pp. 62 Y ss.; DÍEZ-PlCAZO, L, 
Y GUUÓN BALl.ESlEROS, A, Sistema. .. , cit., n, p. 496, quienes, sin embargo, consideran exager.ada 
la posibilidad de oponer la transacción a los que estén unidos al transigente por vínculos de solida-
ridad y entre los que estén en régimen de indivisibilidad En la jurisprudencia, STS de 14-6-1911. 
479 GUlLÓN BALLESTEROS, A., La Transacción ... , cit., pp. 142 Y ss. 
480 ZoRNOZA PÉREZ, J. J., Las consultas a la Administración. .. , cit., pp. 1408 Y 1409. 
481 ZoRNOZA PÉREZ, 1. J., «Interpretación administrativa y consulta tributaria ... », cit., p. 498. 
En este sentido explica este autor cómo las facultades interpretativas de la Administra~ón tribu-
taria pueden ejercitarse de diversas formas, entre las que se encuentran las contestaClOnes a las 
consultas (p.482). .. . 
482 MExlAALGAR, J., Las consultas tributarias, enAA.VV., Estudios de Derecho tributarw, 
vol. 2, IEF, 1979, p. 1278. 
Retomando el ejemplo que exponíamos anteriormente, si ante la incertidum-
bre de la naturaleza deducible de un gasto en una situación concreta el órgano 
administrativo llega a la conclusión de la conveniencia o proporcionalidad de 
ceder en su posición y fIjar dicho carácter de mutuo acuerdo -aceptando, asi-
mismo, la contraprestación del particular-, la conclusión a la que se llegue (por 
ejemplo, la naturaleza deducible del gasto y su fIjación en una determinada cuan-
tía) no podrá esgrimirse por otro obligado tributario en sus relaciones tributarias 
con la Administración. Esta no ha querido interpretar la ley, en el sentido de deter-
minar la voluntad del ordenamiento jurídico en tomo a la deducibilidad de aquel 
gasto o no, sino que se ha limitado a considerar la conveniencia de resolver una 
incertidumbre, teniendo en cuenta las circunstancias que concurrían en el supues-
to concreto y la proporcionalidad de la decisión, mediante un acuerdo con el ciu-
dadano, fruto del cual resulta una conclusión determinada. Ante la aparición de la 
misma incertidumbre en otro supuesto será difícil que concurran iguales circuns-
tancias que en el caso anterior; y, aunque así fuera, la Hacienda Pública podría 
considerar desproporcionada la utilización de una transacción para resolver la 
cuestión; de ahí que no pueda afIrmarse apriorísticamente que esté obligada a 
transigir también en la constelación de supuestos similares. 
No nacen de la transacción, por lo tanto, efectos respecto a terceros. Esto no 
signifIca que la Administración pueda actuar de diversos modos frente a distin-
tos obligados tributarios de forma injustificada; si ha pactado la deducibilidad de 
un gasto en un supuesto concreto deberá motivar cualquier posterior decisión de 
no llevar a cabo una transacción en otra situación en la que concurran iguales 
características o, si considera conveniente celebrar este contrato, las razones que 
le llevan a no admitir la fijación de aquella deducibilidad. Pero ello no es con-
secuencia de la existencia de una vinculación generada en la anterior transac-
ción, sino de la prohibición general de arbitrariedad de las decisiones adminis-
trativas. Esta igualdad se puede canalizar técnicamente a través del precedente 
administrativo; en este sentido, la RTEAC de 3 de noviembre de 1992 ha esta-
blecido, respecto de la celebración de los planes de amortización, el necesario 
respeto por parte de la Administración a los criterios mantenidos en anteriores 
planes relativos al mismo sector y a elementos de idéntica naturaleza. Cualquier 
alteración de la postura seguida en otros supuestos similares debe ser motivada. 
B) REQUISITOS DE LA TRANSACCIÓN TRIBUTARIA 
Como consecuencia del reconocimiento de la naturaleza contractual de las 
transacciones tributarias, los elementos esenciales de esta figura son los mismos 
que los de cualquier otro contrato: consentimiento de los contratantes, objeto y 
causa (art. 1261 CC)483. 
483 Así lo señala la STS de 2-7-1956 respecto a los contratos administrativos. 
1. Requisitos subjetivos: El consentimiento 
Los intervinientes en una transacción han de disponer del objeto del contra-
to, lo que significa que el particular ha de tener capacidad para llevar~~ a cabo y 
la autoridad que transige debe ser competente formalmente para emItIr un acto 
que contuviera las disposiciones contempladas en la transacción 484. 
a) Capacidad y legitimación del particular 
Las reglas sobre capacidad de los particulares intervinientes en la transacción 
han de entenderse remitidas a la norma general sobre capacidad de obrar en el 
procedimiento de liquidación, establecida en el arto 26 RGIT485, cuyo apartado 
primero establece que «tendrán capacidad de obrar ante la inspección de l~s 
Tributos las personas que la ostenten con arreglo a las normas de Derecho PrI-
vado ( ... )>>. 
Sin embargo, la concurrencia de capacidad no es requisito suficiente para 
conceder al sujeto la posibilidad de ser parte en la transacción. A ello se añade 
la exigencia de que disfrute del poder de disposición sobre el objeto del contra-
to, como consecuencia de la regla «transigire est alienare» 486. 
En efecto, es requisito imprescindible para la celebración de transaccio-
nes que el obligado ostente una vinculación personal con la situación fácti-
ca o jurídica incierta, lo que se traduce en una exigencia de interés perso-
nal y directo 487. De esta forma, se encuentran legitimados los particulares 
cuya esfera jurídica (consistente en derechos subjetivos o intereses legítimos) 
tenga relación con el objeto del procedimiento o relación jurídico-procedimen-
tal 488. 
Junto a estas precisiones respecto a la legitimidad de los particulares, tam-
bién ha de aclararse que la naturaleza procedimental de los contratos en que la 
capacidad de obrar se manifiesta limita aquélla a los sujetos que sean interesa-
484 En este sentido, la Sentencia del BVerwG de 28-3-1962 (BVerwGE 14, 103; DVBl60, 
600). . 
485 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 194, respecto a la capacidad exigida para los pac-
tos mencionados en el arto 88 LRJAPyPAC. En este ámbito ha de aplicarse la regla general del 
arto 30 de la misma Ley. 
486 Véase Moxo RUANO, «Notas sobre la naturaleza jurídica ... », cit., p. 693; CASTÁN 
TOBEÑAS, J., Derecho civil..., cit., p. 783; GULLÓN BALLESTEROS, A, La Transacción ... , cit., 
~~ . 
487 Respecto a este requisito en las consultas, ZoRNOZA PÉREZ, J. J., Las consultas ... , CIt., 
p.1390. 
488 PAREJO ALFONso, L. y otros,Manual..., cit., p. 439. 
dos en el procedimiento 489. Así, por ejemplo, respecto de la tasación pericial 
contradictoria ---cuya naturaleza es transaccional- ya en 1977 GARCÍA TORRES 490 
atribuía la legitimación para promover la tasación pericial contradictoria a «todo 
interesado personal, directo y legítimo». En este marco, los arts.40 y 91 del 
RlSD y del RlTPAJD, respectivamente, atribuyen la legitimación para promo-
ver la tasación pericial contradictoria a los interesados; mientras la LGT(art. 51) 
sólo hace referencia a los sujetos pasivos. 
Interesados son los sujetos mencionados en el arto 24 RGIT cuando la tran-
sacción se celebre en el procedimiento de liquidación; los establecidos en el arto 
10 RGR si tiene lugar en el procedimiento de recaudación; si se produce en el 
de revisión, se considerarán afectados los expuestos en los arts. 6 RD. 2244/1979 
y 11 R.D. Legislativo 2795/1980; yen el procedimiento de reclamaciones eco-
nómico-administrativas los mencionados en el arto 30 Real Decreto 391/1996, de 
1 de marzo 491. 
Los sujetos pasivos, retenedores y obligados al ingreso a cuenta son titulares 
de relaciones jurídico-tributarias independientes entre sí 492 y pueden llevar a 
489 Como explica PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 194 Y 195, «la naturaleza proce-
dimental de la técnica estudiada -unida a su objeto: la participación en la actividad administra-
tiva misma- implica de suyo la concreción de esa capacidad general por razón del interesa-
miento en un determinado procedimiento administrativo». Este mismo autor concreta lo que ha 
de entenderse por «afectado» por el convenio: A) Los sujetos que hayan iniciado el procedi-
miento; B) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, hayan comparecido voluntaria y legíti-
mamente en él; C) Los que aunque no hayan comparecido, sean titulares de derechos que puedan 
resultar afectados (p. 195). 
490 GARCÍA ToRRES, l, Sobre un tema de arbitrio de tercero en el Derecho público: Notas 
para una reconstrucción dogmática de la Tasación pericial contradictoria, enAA.vv, Estudios de 
Derecho tributario, vol. 1, IEF, Madrid, 1979, pp. 785 Y 786. 
491 'fEJERlZO LóPEZ, J. M., «El principio de tutela judicial efectiva y los procedimientos tri-
butarios», REDF, 1994, n.2 82, pp. 271 Y 272, expone la rigidez del concepto de interesado en el 
ámbito trlbutario frente a la amplitud con que se pronuncia a este respecto la LRJAPyPAC (art. 31). 
Veáse sobre este tema, en el ámbito de la tasación pericial contradictoria, GARCÍA-MONCO, A M., 
La tasación pericial contradictoria, Tecnos, Madrid, 1994, pp. 20 Y SS.; CAAMAÑOANIDO, M. A, 
La Tasación Pericial Contradictoria en Materia Tributaria, Cedes, Barcelona, 1995, pp. 71 Y ss. 
492 El sujeto pasivo debe satisfacer la obligación tributaria por excelencia, el pago del tributo. 
Por su parte, los retenedores y obligados al ingreso a cuenta son titulares de una obligación inde-
pendiente, instrumental, que surge de la realización de un supuesto de hecho diferente al hecho 
imponible del tributo, con un objeto también diverso (el ingreso anticipado) y que se extingue una vez 
cumplimentada la obligación, esto es, el ingreso a cuenta o la retención (cfr. MARríN QUERALT, l, 
Y LoZANO SERRANO, c., Curso de Derecho financiero y tributario, 7.ª ed., Tecnos, Madrid, 1996, 
pp. 312 Y ss.). En cuanto a la repercusión, el sujeto pasivo es el que repercute y, en consecuencia, 
el único legitimado para celebrar transacciones. La persona que en realidad satisface la cantidad 
(el repercutido) no tiene ninguna relevancia tributaria y la repercusión económica que sufre del 
tributo no altera la relación sujeto pasivo-Administración. En consecuencia, sólo el sujeto pasivo 
--el repercutidor- está legitimado para celebrar transacciones sobre la deuda tributaria de la que 
es titular. Véase, al respecto, MENÉNDEZ MORENO, A, Los sujetos pasivos de la obligación tri-
butaria, en AA.vv., Comentarios a la Ley General..., cit., vol. 1, pp. 503 Y 504. 
cabo acuerdos exclusivamente sobre los ámbitos que son propios a sus obliga-
ciones. Del mismo modo, las personas sujetas a deberes de colaboración, aun-
que no son titulares de ninguna obligación pecuniaria, pueden celebrar transac-
ciones en relación a esos deberes cuando sus límites no sean claros y ambas par-
tes puedan aportar contraprestaciones. 
En 10 que respecta a los sucesores de las deudas tributarias (a~. lOA RG.R~, 
a los responsables y a los adquirentes y transmitentes de explotacIOnes y actIvI-
dades económicas, se encuentran obligados al pago del tributo, por 10 que 
podrán transigir sobre los elementos concernientes a esta obligación aunque sólo 
cuando se les pueda considerar interesados en el procedimiento en cuestión. Así, 
por ejemplo, el responsable subsidiario no estaría legitimado para transigir en el 
procedimiento de inspección, pues no se le considera interesado hasta el de 
recaudación, una vez que se ha declarado fallido al deudor principal (art. 10 
RGR). A diferencia de los responsables solidarios, a los que el arto 24.1.e RGIT 
sí considera interesados en el procedimiento de inspección «desde que sean 
requeridos por la Inspección para personarse en el procedimiento». 
Cabe plantearse la legitimidad del tercero que paga la deuda tributaria de un 
obligado tributario como consecuencia de un pacto entre ellos. Según explica 
CAAMAÑo ANIDo 493, si bien es cierto que el arto 36 LGT provoca la ausenCIa de 
efectos de cualquier alteración en la obligación tributaria derivada de un contra-
to privado, la STS de 13-3-1987 ha admitido la legitimidad del tercero en la 
interposición del recurso. Sobre la base de la doctrina jurisprudencial no se 
encuentran motivos para impedir que el tercero sea parte de la transacción. 
Por 10 que respecta al trasmitente, el arto 46.2 TRITPAJD le legitima expre-
samente para solicitar la corrección de los valores comprobados por la Hacienda 
Pública mediante la tasación pericial contradictoria que, reiteramos, es una tran-
sacción. 
Otro problema a examinar es el de los efectos de la transacción llevada a 
cabo por uno de los obligados tributarios en relación a otros obligados que pue-
den verse afectados por la misma relación jurídica. Por ejemplo, ¿tiene eficacia 
la determinación de una cuestión de hecho o de derecho realizada por la 
Administración y el contribuyente para el responsable que subsidiariamente 
habrá de pagar la deuda? ¿Y, en el mismo supuesto, para el retenedor cll:ando 
quiere determinar ese mismo elemento en su relación particular con la HaCIenda 
Pública? 
Antes de exponer nuestra postura a este respecto, es necesario mencionar la 
exigencia de audiencia a todos los interesados en el procedimiento cuando se 
desee celebrar una transacción, para que el resto de obligados tributarios decida 
si desea suscribir el convenio de manera que el elemento controvertido en cueS-
tión quede fijado de la forma establecida en aquel negocio. Si esta audiencia no 
493 CAAMAÑO ANIDo, M.A., La Tasación ... , cit., pp. 75 Y 76. 
se produce, la propia transacción es ilícita 494. Con la finalidad de salvaguardar 
la igualdad de todos los interesados BETANCOR RODRÍGUEZ 495 recomienda que 
dicha propuesta de transacción sólo surja una vez transcurrido el trámite de 
audiencia e información pública 496. Teniendo en cuenta todas las alegaciones 
que se hayan producido en dicho trámite, la autoridad competente decide sobre 
la conveniencia de celebrar un convenio. Si llega a una conclusión afirmativa, 
da trámite a todos los interesados para que se manifiesten a favor o en contra de 
la realización de la transacción, en el entendimiento de que sólo el que contrate 
con la Administración queda vinculado al convenio. 
Es decir, si tras el trámite de audiencia, la Hacienda Pública considera con-
veniente la realización de un acuerdo con el contribuyente, ha de dar audiencia 
a todo sujeto interesado en el procedimiento, para que pueda adherirse a él. En 
palabras de PAREJO ALFONSO 497, «puede concluirse, pues, que deben ser necesa-
riamente consultados sobre la procedencia de la celebración del acuerdo admi-
nistrativo consensual y el contenido posible de éste y, por tanto, pueden ser parte 
en d!c~o acuer~o, junto con la Administración pública,\todas cuantas personas 
-publicas o pnvadas- tengan capacidad de obrar conforme al arto 30 LRjAP 
Y PAc, sean interesadas en el correspondiente procedimiento administrativo y 
tengan la condición de parte en éste, bien, por ser titulares de derechos que vayan 
a resultar afectados por el acuerdo a celebrar, bien por haber comparecido opor-
tunamente en dicho procedimiento en tanto que interesados simples». 
En relación a la incidencia de la fijación consensuada de algún elemento relevante 
por uno de los obligados tributarios y la Hacienda Pública, en mi opinión no nace nin-
guna vinculación para el resto de obligados 498. Tanto si se trata de titulares de la misma 
relación jurídica 499 como de diversas (contribuyente, retenedor, contnbuyente solida-
. ~ - - - - - - - - - - .-~ - - '" 
494 Así lo explica PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 196. 
495 BETANCOR RODRíGUEZ, A., De las disposiciones y actos administrativo ... , cit., p. 151. 
496 El trámite de audiencia previo a la resolución establecido por el arto 84 LRJAPyPAC es pre-
ceptivo asimismo en el procedimiento de liquidación cuando la liquidación fijada por el inspector no se 
adecua a los datos declarados por el sujeto pasivo. En este sentido, TORREGROSA 1 CARNE, M. D., El 
procedimiento de gestión. .. , cit, p. 83. El arto 22 del Proyecto de Ley de Derechos y Garantías de los 
contribuyentes establece que «en todo procedimiento de gestión se dará audiencia al interesado, antes 
de redactar la propuesta de resolución, para que pueda alegar lo que convenga a su derecho. 2. Se 
podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en 
cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado». 
497 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 195. 
498 La posibilidad de que un interesado no suscriba el pacto ha sido expuesto por PAREJO 
ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 196. En este sentido se ha pronunciado el arto 90.2 LRJAPyPAC 
en relación al desistimiento y a la renuncia. 
499 En efecto, la transacción llevada a cabo por el sujeto pasivo no vinculará al responsable. 
Como expone PuGLIESE, M., Instituciones ... , cit, p. 291; ni el sujeto pasivo ni el responsable tie-
nen la facultad de disponer del interés ajeno. En consecuencia, ambos deben celebrar conjunta-
mente la transacción y, si ésta ha sido concluida por uno sólo de ellos, el otro tendrá que adherirse. 
rio 500) 10 establecido por uno de ellos no vincula al resto. Ello es consecuencia de 
la ausencia de poder de disposición sobre los intereses del resto de obligado tribu-
tarios. 
Desde este punto de vista, la RTEAC de 13 de enero de 1993 ha limitado la 
legitimación para solicitar la celebración de un plan de amortización respecto a 
unas instalaciones que eran propiedad de una agrupación de empresas al sujeto 
pasivo, por considerar que éste es el verdadero interesado en la celebración de 
tal acuerdo. Siguiendo este criterio establece que «la solicitud de un Plan 
Especial de Amortización es una actuación ante la Administración Tributaria 
para la cual, lógicamente, sólo estará legitimado el sujeto pasivo, es decir, la 
agrupación a través de sus órganos de representación y no unilateralmente cual-
quiera de los partícipes propietarios, ya que las consecuencias de dicha actuación 
afectan globalmente a la agrupación y no a uno o algunos de sus integrantes». 
Ello es consecuencia de la exigencia legal de que la amortización de los activos 
de la agrupación, medie o no un plan de amortización, se realice de acuerdo con 
un criterio único, cualquiera que sea la participación en la propiedad de los mis-
mos de las distintas sociedades que integran la agrupación y se incardine en una 
única contabilidad (art. S.c Ley 18/1982, Reguladora del Régimen Fiscal de las 
Agrupaciones Temporales de Empresas). 
Por supuesto, las transacciones pueden realizarse mediante representan-
te (arts. 43 LGT Y 27.3 RGIT), que debe ostentar un poder expreso. Así, el 
arto 27.3 RGIT establece que para «suscribir las actas que extienda la Inspección 
de los Tributos y para los demás actos que no sean de mero trámite por afectar 
directamente a los derechos y obligaciones del obligado tributario, la represen-
tación deberá acreditarse validamente». Y ello porque, aun cuando los convenios 
insertos en el procedimiento son meros actos de trámite, determinan de forma 
directa el contenido de la liquidación final 501 • 
La nota relativa a que el sujeto que transige tenga una vinculación directa 
con el objeto de la transacción, provoca la exigencia de que sólo se encuen-
tren legitimadas personas individualizadas, y no, por el contrario, colectivos. 
Grupos tales como organizaciones empresariales o profesionales no ostentan. 
un interés único, sino que dicho interés se individualiza en cada miembro, res-
pecto del cual sí puede plantearse una situación de incertidumbre. Si la duda 
hace referencia a una cuestión fáctica, es materialmente imposible que se plan-
tee respecto a todos los componentes del colectivo de la misma manera. Si la 
incertidumbre se plantea en relación a una cuestión jurídica, el resultado al que 
se llegaría englobando en su seno a todos los componentes de un colectivo de 
500 En relación a la ausencia de vinculación de la transacción celebrada por un contribuyen-
te solidario respecto al resto de contribuyentes, PuGUESE, M., Instituciones ... , cit., p. 292. 
501 En este sentido, ARRIETA MARrÍNEz DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., p. 244, en relación a 
la influencia de las actas de conformidad en el acto final. 
forma generalizada constituiría, en realidad, una disposición general interpre-
tativa 502• 
b) Órganos administrativos competentes 
La Administración goza de plena capacidad para contratar y autonomía para 
obligarse (art. 4 LCAP). Sin embargo, más allá de esta premisa, no se encuentra 
en Derecho español ninguna norma que establezca el criterio determinante del 
órgano competente para la celebración de los contratos de Derecho público 503. 
La cuestión del consentimiento de la Administración «se resuelve, en definitiva, 
en un problema de procedimiento y de competencia» 504. 
Como ha señalado JEZE, la validez subjetiva de un contrato depende de que 
«se haya concluido entre partes capaces y agentes públicos competentes, y, en 
particular, que la autoridad pública que haya celebrado el contrato tenga compe-
tencia para concluirlo» 505. 
A este respecto, el arto 88.4 LRJAPyPAC establece que «los acuerdos que se 
suscriban no supondrán alteración de las competencias atribuidas a los órganos 
administrativos». Es decir, la autoridad que sea competente por razón de la mate-
ria y el territorio para la emisión de la actuación unilateral será la responsable de 
la realización de la transacción que se desarrolle en ese ámbito 506. 
502 En este sentido, respecto de las consultas ZoRNOZA PÉREZ, J. J., «Interpretación ... », cit., 
p. 470; del mismo autor, Las consultas ... , cit., p. 1.391; En contra, DELGADO PIQUERAS, F., La 
Terminación ConvencionaL.., cit., p. 78. En relación a las negociaciones que se produzcan en la 
fase normativa, la fijación consensuada de la regulación jurídica produce su aplicación general 
como consecuencia de la naturaleza normativa del acuerdo. En esta colaboración se enmarca el 
arto 96 WT, como expone RAMALLo MAsSANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., pp. 235 y ss. 
503 Así, el arto 88 de la LRJAPyPAC se limita a expresar «las Administraciones Públicas 
podrán celebrar acuerdos ... » 
504 GARRIDO FALlA, F., Tratado de Derecho ... , cit., p. 49. 
505 JEZE, G., Principios generales ... , cit., vol. IV, p. 9. En el mismo sentido se pronuncian la 
jurisprudencia y la doctrina alemanas, según las cuales la naturaleza vinculante del contrato de 
Derecho público depende, por parte de la Administración, de que tome parte en él un funciona-
rio competente: Sentencia del BFH de 5-1O-1990-I1I R 19/88 (BStBl1991 11,45) Y Sentencia del 
FG de Hamburgo de 4-12-1991 11 125/89 (EFG, 1992, pp. 379 Y ss.); STRECK, M., «Die tatsach-
liche Verstiindigung in der Praxis ... », cit., p. 367. 
506 En este sentido, AsIS ROIG, A de, Disposiciones generales sobre los procedimientos ... , 
cit., pp. 165 Y ss.; DELGADO PIQUERAS, F., Terminación convencionaL.., cit., p. 77, explicando la 
legislación italiana al respecto; GARRIDO FALlA, F., Tratado ... , cit., p. 50, quien 'hace referencia 
a los contratos administrativos. En Derecho español, en los procedimientos de determinación de 
la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas, resulta coinpetente para llevar a 
cabo acuerdos sobre la cuantía de la indemnización la autoridad instructora. Fuera de nuestro país, 
destaca WEDELSTÁDT, A v., «Tatsachliche Verstiindigung ... », cit., p. 516, así como el BFH en su 
sentencia de 5-10-1990 (DB 1991, p. 213 Y BStBl.II, 1994, p. 45). 
En consecuencia, la competencia de la Hacienda Pública para negociar se 
rige por las mismas directrices que determinan la competencia de las actuacio-
nes singulares, de los actos administrativos. Sobre esta base, consideramos 
importante la consideración casuística de la competencia para transigir depen-
diendo de la fase procedimental en la que se desarrolle el contrato; en especial, 
porque la ausencia de competencia por parte del órgano administrativo que cele-
bra la transacción constituye un vicio que acarrea la nulidad del contrato. 
Vamos a analizar con un poco más de detalle la competencia respecto de las 
transacciones que se celebren dentro del procedimiento de liquidación. Los con-
tratos que se ubican en otras fases no presentan problemas, pues la competencia 
viene determinada legalmente (así, el arto 5.9 RIS en relación a los planes de 
amortización o el arto 25 RIS respecto de los acuerdos previos sobre precios de 
transferencia). 
Partiendo de que existiera una admisión legal de las transacciones dentro del 
procedimiento de liquidación ---que todavía no se ha producido--, el órgano 
competente para concluirlas sería la Inspección de los Tributos, pues a ella está 
atribuida «la investigación de los hechos imponibles para el descubrimiento de 
los que sean ignorados por la Administración» (art. 140 LGT). 
El problema en este ámbito se plantea respecto a qué funcionario concreto es 
el competente para realizar la transacción: ¿el inspector actuario, que es el que 
lleva a cabo las actuaciones de inspección, o el inspector-jefe que dicta el acto 
de liquidación? 
En nuestra opinión, el órgano competente para perfeccionar los negocios 
jurídicos con los particulares con la finalidad de fijar la deuda tributaria es el ins-
pector-jefe, pues en él reside la potestad liquidatoria 507. 
Sin embargo, este funcionario no es el encargado de realizar la investigación, 
que recae sobre el inspector actuario 508. En el curso de las actuaciones de com-
Por otro lado, sólo podrán ser parte de la transacción los entes considerados 
<<Administración pública», es decir, Administración general del Estado, Administraciones auto-
nómicas, entidades de la Administración local, Entidades de Derecho público vinculadas o inde-
pendientes de cualquiera de las anteriores y corporaciones de Derecho público. DELGADO PIQUE-
RAS, E, La Terminación Convencional ... , cit., p. 184, nota 300. 
507 Así, el arto 60 RGIT establece la competencia del Inspector-jefe para dictar el acto defi-
nitivo de liquidación. Del mismo modo, a este funcionario le corresponde la competencia para 
declarar correcta la situación del obligado tributario, a pesar de los términos del arto 49.1 ROn 
como señala ARRIETA MARTÍNEz DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., p. 261. Es posible que el 
Inspector-jefe delegue su competencia de dictar el acto de liquidación (art. 60 ROn). 
508 El RGIT ha introducido como garantía para el obligado tributario la separación de órga-
nos encargados de las actividades de inspección y de liquidación (art.6O). Del primer ámbito se 
encarga el inspector actuario y del segundo el inspector-jefe. Hay que recordar que el arto 91 LGT 
remite la determinación de la competencia por razón de la materia. La fundamentación de este 
principio se basa en la garantía que ofrece al particular, pues evita que la liquidación sea emitida 
por un órgano que, al haber estado en contacto con el obligado y con su situación tributaria, osten-
te posturas parciales a favor o en contra de aquél, como han manifestado reiteradamente el Te 
probación e investigación surgen las cuestiones que la Administración tiene que 
resolver para poder liquidar y donde, asimismo, se plantea la necesidad de solu-
cionar dichas cuestiones de forma unilateral o consensuada. Por ello, aunque el 
inspector-jefe ostenta la competencia para perfeccionar la transacción, debe ser 
el actuario el encargado de llevar a cabo las conversaciones conducentes a la rea-
lización de dicho contrato, así como a la fijación de su contenido, que formaliza 
en la propuesta de liquidación (art. 49 RGIT). Es más, el obligado tributario 
queda vinculado al cumplimiento de lo pactado desde el momento en que el ins-
pector actuario formaliza su propuesta en el acta de Inspección, como a conti-
nuación examinamos. 
Ello es, por otra parte, lo más conveniente, debido a la cercanía que se pro-
duce entre este funcionario y el particular en el desarrollo de la actuación ins-
pectora, que da lugar a múltiples conversaciones. El obligado tributario tiene el 
derecho ---que se convierte en deber si la Hacienda Pública se lo reclama- de 
estar presente en todas las actuaciones que realiza la Inspección. Esto es, el ins-
pector actuario trabaja junto al particular. Es más, todas las actas se extienden 
ante este sujeto. Ello provoca, sin duda, la realización de múltiples contactos a 
lo largo del procedimiento 509. 
Que el inspector actuario incluya en su propuesta de liquidación, junto a la 
fijación de los hechos y de las regulaciones jurídicas a las que haya llegado de 
forma unilateral, la determinación consensuada de aquellos datos cuya aclara-
ción resulte imposible o desproporcionadamente costosa, deriva del conoci-
miento que tiene de la situación del obligado tributario, pues es el que ha lleva-
do a cabo las actuaciones inspectoras 510. 
(Ss 113/1987, de 29 de junio; 145/1988, de 12 de julio; 44/1985; 145/1988) y el TS (Ss. de 8 de 
mayo de 1991; 27 de mayo de 1988, 25 de junio de 1990; 4 de abril de 1991). La aplicación de 
dicho principio llega a la imposibilidad de dictar la liquidación tributaria por· parte de los 
Inspectores-jefes que hayan realizado actuaciones inspectoras, debido a necesidades del servicio 
apreciadas por el Ministerio de Economía y Hacienda. En estos casos el acto de liquidación ha de 
ser emitido por otro Inspector-Jefe (art. 60.1.2.2 ap. RGIT). La vigencia de dicho máxima deriva 
de su contemplación explícita en el ROn con independencia de la discusión en torno a su exi-
gibilidad en el procedimiento tributario; véase, ARruETA MARríNEZ DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., 
pp. 336 y 337. 
509 En este sentido, PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 183, admite la conclusión de 
pactos parciales a lo largo del procedimiento. 
510 En este sentido, respecto al Derecho alemán, IWANEK, S., <<Aufhebung der ... », cit., p. 1395. 
En contra se han manifestado la jurisprudencia alemana, Sentencia del BFH de 5-1-1990 (BStBl. n, 
1991, p. 45), Y OFD Hannover de 2-7-1992 (Stbg 1993, n.Q 1, p. 35), así como parte de la doctri-
na, ROSSLER, O., «Tatsachliche Verstandigung in Schatzungsfállen ... », cit., p. 1075, que otorgan 
la competencia al órgano encargado de llevar a cabo la liquidación en los supuestos en que las 
funciones de inspección y liquidación están separadas. En un sentido parecido se está desarro-
ll~do la situación jurídico tributaria en Italia, donde a pesar de que la «rectificación con confor-
nudad», creada por el Decreto-Ley de 30 de noviembre de 1994, n.2 564, se configura como un 
acto administrativo al que el obligado tributario otorga su conformidad, se ha introducido un pro-
cedimiento contradictorio previo a la resolución, donde las partes dialogan. 
Esta sería a nuestro parecer la regulación más adecuada en relación a ~as tr~­
sacciones. Además, si bien es cierto que no existe en nuestro Derecho Tnbutano 
una normativa en este sentido, creemos que esta propuesta no se apart~ ~: los 
principios que rigen el procedimiento tributari? actual~ con l? que la ad~IsIon d: 
los convenios entre la Administración y el obligado tnbutario no tendna por que 
suponer una transformación excesiva de nuestro Derecho vigente. 
Por esta solución se decanta el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones públicas en materia de responsabilidad patrimonial (RD 429/l~3, 
de 26 de marzo), cuyos arts. 8 y 15 disponen la posibilidad de que, en cualqUIer 
momento anterior al trámite de audiencia, el órgano instructor proponga al com-
petente la terminación convencional del procedimiento. 
y ésta es también la postura adoptada por el ordenamiento norteamericano, 
que otorga la competencia para concluir ~l contrato al Director d~l I?is~!o, aun-
que es el inspector el encargado de realizar una propuesta d~ liqUIdaCI?n (<<90 
day letter») cuando considere que ha agotado todas las ~atenas ~usce~tIbles de 
investigación. Una vez emitida dicha propuesta, el .0blIgado tnbutarI? puede 
plantear el acuerdo, que si llega a prosperar se formaliza en el Formulano 870 y 
se comunica al Director de Distrito. El pacto contenido en este documento no es 
firme hasta que haya finalizado la revisión interna de que es objeto realizada por 
los órganos superiores 511. 
Resulta muy interesante el análisis que realiza DEWADO PIQUERAS:12 s~bre 
la naturaleza jurídica de la propuesta de acuerdo lograda en~~ la ~?tondad ms-
pectora y el interesado. Coincidimos con este autor en su califIcaCIon como pre-
contrato unilateral, ya que sólo origina la vinculación del ciudadano, pero no la 
de la Administración respecto a la cual sólo nacerá una vez que el órgano com-
petente para concluir el pacto dé su consentimiento. 
2. Requisitos objetivos 
a) El objeto 
Durante mucho tiempo, y aún actualmente, se ha negado la legalidad de las 
transacciones con el argumento de la ilicitud de su contenido, al r~c~er so?!e un 
objeto -la definición del interés público- respecto del cual la AdmmIstr~clOn no 
tiene potestad para actuar libremente. Sin embargo, como ya fue an~~do~ ~l 
ordenamiento jurídico no se opone a la utilización de aquellos. negOCIOS J~di­
cos respecto al crédito tributario cuando se den unas determmadas premIsas, 
511 Véase CLAVIJO HERNÁNDEZ, F., Y MAZORRA MANRIQUE, S., «La gestión tribu~a ... », 
cit., pp. 335 Y SS.; GATES, B. E., How to represent your client before the IRS, McGraw-Hill Book 
Company, 1983, pp. 65 Y SS., en especial 71 y ss. 
512 DELGADO PIQUERAS, F., La terminación ... , cit., p. 218. 
como es la existencia de una incertidumbre respecto a las circunstancias fácticas 
o jurídicas que configuran un concreto crédito. 
El objeto de negociación ha de ser posible, lícito y determinado 513 (arts. 1271 
a 1273 Cc). 
b) Causa 
Como ha sido expuesto reiteradamente a 10 largo de este trabajo, la causa de 
la transacción reside en la satisfacción del interés público que el ordenamiento 
jurídico encomienda a la Hacienda Pública y que en la celebración de estos 
negocios se refleja en la evitación de un litigio surgido o por surgir mediante la 
recíproca concesión de prestaciones. 
Según explica PAREJO ALFoNSO 514, la causa es el elemento esencial de los 
acuerdos procedimentales por dos motivos: a) como consecuencia de la natura-
leza contractual de tales convenios (arts.1274 y 1275 Cc); y b) por el carácter 
finalista de la actividad administrativa (arts.103.1 y 106.1 CE). 
Las transacciones tributarias afectan al ejercicio de potestades administrati-
vas 515, por 10 que se encuentran sujetas al régimen jurídico propio de toda acti-
vidad administrativa. En concreto, la finalidad de aquel negocio sólo puede ser 
la fijada por el ordenamiento jurídico: la persecución del interés público. 
Siguiendo a aquel autor, hay que señalar que cualquier motivación de los inter-
vinientes en el contrato diversa a la establecida en la ley y que aparten a la acti-
vidad administrativa que desarrollan de su finalidad hace la causa ilícita y, 'por 
tanto, la transacción. 
3. Requisitos formales 
a) Forma y adecuación al procedimiento 
En el ámbito administrativo, el arto 55 LRJAPyPAC dispone que los «actos 
administrativos se producirán por escrito a menos que su naturaleza exija o per-
mita otra forma más adecuada de expresión y constancia». Esta presunción a 
513 Respecto a la determinabilidad, su ausencia provoca que el negocio que contempla el 
objeto indeterminado no sea más que unas meras conversaciones preparatorias de un contrato 
donde ya sí se concretará el objeto; USARTE ÁLVAREZ, c., Principios de Derecho civi~ T. I1I, 
3.B ed., Trivium, Madrid, 1995, p. 36. 
514 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... cit, p. 191. 
515 Hay que recalcar que la actividad sigue siendo administrativa, participando el particular 
en el ejercicio de potestades administrativas. 
favor de la consideración de la forma escrita como requisito «ad solemnitatem» 
puede trasladarse a los contratos de Derecho público que se celebren en el seno 
del procedimiento tributario 516. 
En nuestra opinión, la necesidad de que las transacciones tributarias se for-
malicen por escrito deriva, en aquéllas que se celebran en el procedimiento de 
liquidación, de su inclusión en el acta de Inspección. Así, la exigencia de que 
dicha acta se refleje en un documento escrito conlleva el traslado de esta norma 
a los convenios, por su propia ubicación procedimental. 
La utilización de la forma escrita sirve a la paz y a la seguridad jurídicas, 
pues evita una posterior polémica en tomo al contenido de la transacción o, 
incluso, en relación a la existencia de una voluntad de vincularse por el ciu-
dadano 517. Por estas razones afirma KOTfKE 518 que aunque un ordenamiento 
jurídico no imponga la forma escrita para los contratos de Derecho público de 
forma expresa, este requisito ha de ser siempre cumplimentado. 
También -y como consecuencia de su eventual inclusión en el acta de 
Inspección- se exige la firma de la persona con quien se transige (art. 54 
RGIT), así como la identificación y la firma del funcionario que suscribe el pacto 
(art. 49.b y 54 RGIT). Su ausencia provocaría la nulidad de las actuaciones, al 
ser elementos esenciales 519. 
516 Esta es la opinión de DELGADO PIQUERAS, F., «Las nuevas conquistas del principio ... », 
cit., p. 225, respecto a los contratos previstos en la LRJAPyPAC a pesar de no mencionarse nada 
en esta norma. En Derecho alemán algunos autores mantienen la conclusión contraria, alegando 
que si bien la BVerwVerfG prevé, en su parágrafo 57, la exigencia de que el contrato de Derecho 
público se celebre por escrito «siempre que una norma jurídica no disponga lo contrario», este 
mandato no es trasladable al campo tributario. Ello es debido a la exclusión que las relaciones 
jurídico tributarias sufren del ámbito de aplicación de aquella Ley y de la consiguiente ausencia 
de aplicación de sus prescripciones y la vigencia de los principios generales del Derecho admi-
nistrativo, que en relación a la forma de exteriorización de los contratos no prescriben la celebra-
ción por escrito (SoNTIIEIMER, J., Der verwaltwlgsrechtliche. .. , cit., pp. 194 Y 195). Sin embar-
go, la OFD de Hannover de 2.7.1992 (STbg 1993, n.2 1, p. 35) al regular la forma en la que los 
convenios en materia tributaria deben realizarse, menciona su fijación por escrito y con firma de 
las partes. Fuera de Alemania también se exige la formalización de las transacciones por escrito. 
En este sentido, respecto al Derecho argentino GIULIANI FONROUGE, C. M., Derecho financiero ... , 
cit., 1993, p. 527. Igualmente, la ley italiana de 7 de agosto de 1990 establece que los acuerdos 
se formalicen por escrito, «bajo sanción de nulidad» (art. 11.2). 
517 RUPPEL, A, «Die tatsachliche Verstandigung mit dem Finanzamt -Vorteil oder 
Nachteil?», DStR, 1985, p. 686; KRAUSHAAR, R, Bindung der Finanzverwaltung ... , cit., p. 157; 
SONTHEIMER, J., op. cit., pp. 194 Y 195, quienes consideran recomendable la utilización de la 
forma escrita por razones prácticas, como, por ejemplo, la prueba del contenido del negocio; así 
como el BFH 28.4.1983 IV R 122/79 (BStBl.I1, p. 567). Otros autores alemanes, incluso 
defienden la exigencia -no ya la mera recomendación- de reflejar las transacciones por escri-
to, WEDELSTÁDT, A, «Tatsachliche Verstiindigung ... », cit., p. 516; SEER, R, Verstiindigungen. .. , 
cit., pp. 433 Y ss. 
518 KOTTKE, J., System des subordinatiosrechtlichen ... , cit., p. 70. 
519 ARRIETA MARríNEZ DE PIsÓN, J., Las actas ... , cit., p. 237. 
Especial importancia cobra la indicación de los elementos en base a los cua-
l~s s~ ha lleva~o a c~bo ~~ conve~o. ~l cumplimiento de esta exigencia posibi-
litara la poste.n0r aplica.clOn ,de~ prmcIpi~ ~e desaparición de la base del negocio 
cuando las ClfcunstancIas factIcas o Jundicas que se tuvieron en cuenta en el 
mo~ento de celebrar la transacción se hayan alterado sustancialmente. Si no se 
tuv~er~ ,constancia de los presupuestos originarios, sería imposible justificar su 
vanaClon 520. 
.Por 10 que respecta al procedimiento, la infracción de sus reglas es causa de 
nulIdad de la transacción 521. 
b) La aprobación de otra autoridad. La notificación y publicación 
de la transacción. El consentimiento de terceros 
La razón de agrupar estos requisitos en un solo epígrafe se basa en que todos 
ellos so~ presupuestos de efi~acia, y no de legalidad 522. Conviene separar 
las condICIones que son esenCIales al contrato de aquellas otras accidentales 
que se configuran como suspensivas de la eficacia del negocio jurídico, a no 
ser que el ordenamiento jurídico les atribuya la cualidad de presupuestos de lega-
lidad. 
La suspensión de la eficacia de los actos administrativos está prevista en el 
art .. 57 LRJAPyPAC: «La eficacia quedará demorada cuando así 10 exija el con-
ternd~ del acto o esté .supeditada a su notificación, publicación o aprobación 
supenoD>. En este sentIdo se entiende que el contrato es perfectamente válido, 
pero no produce efectos hasta que aquellos requisitos no se realicen. 
.c¿.an~o la transa~ión .~e celebra dentro del procedimiento de liquidación, la 
notIficaclOn y la publicaclOn se encuentran ligadas a la ubicación de este con-
trato dentro del acto de liquidación. En estos casos, la exigencia de notificación 
de la trans~cción nace de los propios arts. 124 y 125 LGT. Al igual que el resto 
del.C?nterndo del acto de liquidación, el convenio no es eficaz hasta que no sea 
notificado de forma correcta al interesado. En consecuencia, hasta ese momen-
to no comienza a correr el plazo establecido para el recurso. En el caso de las 
act~s de conformidad, la liquidación se entiende comunicada al obligado tribu-
tana con la propia firma del acta. 
Lo mismo ocurre respecto a la publicación. El arto 88.2 LRJAPyPAC esta-
blece el requisito de la publicación del contrato de Derecho público cuando su 
naturaleza y las personas a las que estuviera destinado así 10 exigieran. En opi-
520 BERURI, A, Principios ... , cit., I1I, p. 274. 
521 En Der~h~ alemán, el C?ntrato de Derecho público debe desarrollarse con arreglo a las 
regl~~ de proc,edumento esta~lecldas en la ~VerwVerfG para los actos administrativos (par. 62). 
GARCIA DE ENTERRIA, E., Y FERNANDEZ, T.-R, Curso ... , cit., T. 1, pp. 555 Y ss.; SPAN-
NOWSKY, W., Grenzen ... , cit., p. 202. 
nión de PARIDO ALFONSO 423, su cumplimentación será perceptiva siempre que el 
convenio sea sustitutivo del acto unilateral, y en el supuesto de que se trate de un 
contrato preparatorio cuando tenga carácter vinculante y el ordenamiento jurídico 
obligue a la publicación del acto administrativo finalizador del procedimiento. Siguien-
do este criterio, no se exigirá la publicación de la transacción inserta en el procedi-
miento de liquidación, pues las leyes tributarias no ordenan la publicación ni del 
acta de Inspección donde se formaliza, ni del acto administrativo donde se recoge. 
Por su parte, importa señalar que frente a estos dos anteriores requisitos, la 
aprobación de otra autoridad y el consentimiento de los terceros afectados se 
refieren a la propia transacción en sí misma considerada y con independencia de 
que en un momento futuro llegue a insertarse en el acto de liquidación. 
El arto 39.1 LGP contiene, como manifestación del requisito que exponemos, 
la suspensión de la eficacia de toda transacción judicial o extrajudicial sobre los 
derechos de las Haciendas Públicas, así como el sometimiento a arbitraje de las 
contiendas que se susciten respecto a ellos, hasta que se dicte Decreto acordado 
en Consejo de Ministros, previa audiencia del de Estado en pleno (en el mismo 
sentido, arto 10.16 LRJAE), incluso en el supuesto de las CC.AA. 
Al igual que ocurre con los actos administrativos, la sujeción de una tran-
sacción a la aprobación de otra autoridad no constituye un requisito de licitud, 
sino de mera eficacia. El contrato se entiende perfeccionado desde el mismo 
momento en que el órgano compente expresa su aprobación, constituyendo el 
requisito de acuerdo del Consejo de Ministros una condición de eficacia524• 
Se plantea, en este punto, la cuestión de si resulta imprescindible la aproba-
ción del Consejo de Ministros en todas las transacciones que se realicen en rela-
ción al crédito tributario, pues una interpetación estricta del arto 39 conduciría a 
la imposibilidad de llevar a la práctica la terminación transaccional del procedi-
miento tributario, como consecuencia de un excesivo formalismo. El propio arto 39, 
en su apartado 2, establece una relajación de este régimen cuando la Hacienda 
523 P ARFJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit, p. 178. 
524 Así lo ha establecido la STS de 10.6.1978, respecto del acuerdo del Consejo de Ministros 
en relación a los convenios de determinación del justiprecio previsto en el arto 25 del Reglamento de 
Expropiación Forzosa (Decreto de 6-4-1957). Por el contrario, el Consejo de Estado, en sus Dic-
támenes de 8-3-1984 y 28-4-1983, sólo considera perfeccionado el contrato una vez que el Con-
sejo de Ministros ha emitido el correspondiente Decreto, entendiendo que hasta ese momento sólo 
existe un mero proyecto o estudio preparatorio. Ya SAINZ DE BUJANDA, F., Hacienda ... cit, pp. 243 
Y 244, explicaba cómo la aprobación de la autoridad administrativa superior en los convenios con 
contribuyentes era un requisito de eficacia y no de validez. En Derecho alemán el parágrafo 58.2 
BVerwVerfG establece que si la transacción requiere la ratificación o autorización de otra autori-
dad, el convenio sólo será eficaz cuando ésta se produzca. En este sentido, MAYER, F., Y Kopp, F., 
Allgemeines Verwaltungsrecht .. , cit., p. 269. De una manera mucho más acertada se pronuncia, 
respecto del ámbito procesal, el arto 7 de la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica 
al Estado e Instituciones Públicas, que establece como requisito de validez de las actuaciones 
desarrolladas por los Abogados del Estado conducentes a un allanamiento o a un desistimiento, 
la «autorización expresa de la Dirección del Servicio Jurídico del Estado que deberá previamente, 
en todo caso, recabar informe del Departamento, Organismo o entidad pública correspondiente». 
Pública suscriba acuerdos en procesos concursales previstos en las secciones 1.ª 
y 8.ª del título XII y en la sección 6.ª del título XIII de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y en la Ley de Suspensión de Pagos de 26 de julio de 1922. En estos 
supuestos se requerirá únicamente autorización del órgano del Ministerio de 
Economía y Hacienda que se determine reglamentariamente. 
En nuestra opinión, el reforzamiento de garantías formales del arto 39.1 LGP 
no resulta justificado. Una vez aclarado nuestro parecer, hemos de admitir que 
no es posible realizar una interpretación correctiva de aquel precepto, sino que 
debería ser el legislador el que lo modificara. En este sentido ALBIÑANA GARCÍA-
QUINTANA 525 apunta un criterio de relajación, en el sentido de que podría ale-
garse la no aplicación del requisito contenido en tal precepto cuando las tran-
sacciones tuvieran lugar antes de que el inspector-jefe dictara el acto de liquida-
ción, pues mientras no se dicte este acto administrativo no nace, en realidad, 
el «derecho» de la Hacienda Pública a que hace referencia el arto 39. Sin embar-
go, y según explica el propio autor, esta interpretación no es admisible: la LGP 
no se refiere en tal precepto a derechos como créditos cifrados y exigibles, pues 
en estos casos la transacción sólo se plantea en relación al ejercicio o a la ejecu-
ción de esos derechos, y no al derecho propiamente dicho que ya está estableci-
do y no necesita, en consecuencia, ser esclarecido. Además, hay que recordar 
que los arts. 4, 5 Y 5 de las Leyes de Administración y Contabilidad de la 
Hacienda Pública de 1850, 1870 y 1911, respectivamente, que son los prece-
dentes inmediatos del arto 30 LGP, hacían referencia no a los derechos de la 
Hacienda Pública, sino directamente a «las contribuciones e impuestos públicos». 
Por su parte, la intervención del Consejo de Estado respecto a las transac-
ciones se dirige a la comprobación de la corrección formal del procedimiento 
seguido en dichos contratos y de la concurrencia de los requisitos jurídicos cons-
titutivos de estos negocios jurídicos y a la valoración de las contraprestaciones 
pactadas por las partes (Dictámenes de 24-5-1978, 23-12-1982 y 9-7-1992). 
. .Por último, la transacción, al igual que todo contrato de Derecho público que 
lDclda sobre derechos de terceros, sólo adquirirá eficacia cuando el tercero se 
adhiera por escrit0 526• Sin embargo, en opinión de parte de la doctrina 527 la vin-
culación de la eficacia del convenio a la aprobación de los terceros afectados no 
tiene sentido, pues resulta superficial a la vez que provoca inseguridad jurídica. 
Según el parecer de estos autores, dicho tercero sólo puede verse perjudicado por 
el acto finalizador del procedimiento que nunca será el contrato. La actuación 
525 ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA. c., «Los pactos con la Hacienda pública española», 
Tapia, n.2 84, p. 4. 
526 SÁNCHEZ MORÓN, M., «El régimen de los actos y los recursos administrativos ... », cit., 
p. 27. El parágrafo 58.1 BVerwVerfG contempla esta exigencia: «Un convenio de Derecho públi-
co que afecte derechos de terceros sólo es eficaz a partir de la aprobación por escrito de los ter-
ceros afectados». 
527 Ver, por todos, REDEKER, K., «Die Regelung des offentlich-rechtlichen Vertrages im 
Musterentwurf», DoV, 1966, pp. 543 y ss. 
que produce la interferencia en la esfera del individuo ajeno es el acto de liqui-
dación, y no la transacción que no es más que parte de su contenido. Por 
otro lado, alegan que se crearía una gran inseguridad pues frecuentemente re-
sulta muy incierto quién es perjudicado por una actuación de la Administra-
ción, por lo que la eficacia del convenio se encontraría durante largo tiempo 
en suspenso mientras los posibles perjudicados se fueran dando a conocer 528. 
En nuestra opinión, si bien este último criterio es compartible en los supuestos 
de transacciones ubicadas dentro de un procedimiento de liquidación, no es 
defendible cuando el contrato tiene lugar fuera de dicho procedimiento, como 
por ejemplo los planes de amortización, debido a la posibilidad de que no llegue 
a dictarse el acto de liquidación y, por lo tanto, el tercero no tenga objeto de 
impugnación. En las transacciones que se celebran fuera de aquella fase, el orde-
namiento jurídico exige normalmente que se dicte un acto administrativo, cuya 
función se reduce, en la práctica, a «recubrir» el acuerdo de una forma de exte-
riorización unilateral (art. 5.6 RIS, en relación a los planes de amortización). 
A nuestro juicio, como decimos, resulta necesario que el tercero se adhiera a tal 
acto unilateral o, si éste no es exigible, a la transacción, ya que incide directa-
mente en sus derechos y es posible que no sea dictado un acto de liquidación. Si 
no se exigiera la adhesión del tercero a la transacción (o al acto administrativo 
que lo recoge) se le dejaría en una situación de indefensión si posteriormente no 
se dictara el acto de liquidación. 
IV. EJECUCIÓN 
El arto 1.816 Cc dispone, como ha sido expuesto a lo largo de este capítulo~ 
que «la transacción tiene para las partes la eficacia de cosa juzgada, pero no pro' 
cederá la vía de apremio sino tratándose del cumplimiento de la transacción juc& 
cial». Esto significa que la equiparación que se produce entre Sentencia y traril 
sacción en relación a la imposibilidad de acudir al juez con la intención de revP4 
sar el contenido del contrato no se extiende a los efectos ejecutivos propios de li 
resolución judicial. 
Los intervinientes sólo podrán compeler a la otra parte al cumplimiento de lq 
pactado mediante los medios comunes a todo contrato, salvo que consista en una 
528 En este sentido interpretan GoNZÁLEZ PÉREz, J., y GoNZÁLEZ NAVARRO, F., Régimen 
jurldico de las Administraciones ... , cit., pp. 968 y 969, el arto 88 LRJAPyPAC, que no mencio--
na al interesado al tratar los pactos terminadores del procedimiento. En opinión de estos autores 
no cabe la intervención en los convenios de los posibles afectados, cuyos derechos quedan sa&. 
vaguardados mediante el establecimiento de determinadas limitaciones a los propios pactos por 
la ley. 
transacción judicial. No existe, por lo tanto, un derecho de ejecución derivado 
del contrato directamente 529, como se deduce del arto 1429 LEC 530. 
Este criterio, indubitado en lo que se refiere a las transacciones civiles es 
considerado extensible poralgunos autores cuando estos contratos tienen l~gar 
en el desarrollo de un procedimiento administrativo. Así, en opinión de 
DELGADO PIQUERAS 531 la utilización por parte de la Administración de fórmulas 
convencionales excluye la poSibilidad de esgrimir las potestades típicas de una 
relación de supremacía que el ordenamiento jurídico le atribuye cuando actúa 
unilateralmente. 
Siguiendo esta tesis, si una de las partes no quiere realizar su contrapresta-
ción 532 o se aparta del cumplimiento del contrato 533 la otra ha de acudir a los 
Tribunales para conseguir el cumplimiento del negocio por la contraparte. El 
juez no podrá entrar en el fondo de la transacción, sino que se limitará a obligar 
al sujeto incumplidor a la realización de su obligación. En consecuencia, en caso 
de incumplimiento de la transacción por uno de los intervinientes, el otro no 
puede ejecutar de manera coactiva el contenido del contrato, sino que ha de diri-
girse al juez con la finalidad de conseguir un título ejecutivo. Esta exigencia no 
sólo tiene aplicación respecto del obligado tributario, sino también para la 
Administración, que no puede exigir por ella misma el acatamiento de la tran-
sacción mediante la emisión de un acto administrativo. 
A pesar de la regla general de la inejecutabilidad directa por las partes de las 
~ansacciones defendida por DELGADO PIQUERAS, este autor mantiene la posibi-
lidad de que los contrayentes acuerden su sometimiento a la ejecución inmedia-
ta, que para la Administración significará la utilización de sus potestades de eje-
529 GULLÓN BALLESTEROS, A., La Transacción. .. cit., pp. 139 Y SS., STS 3-11-1911. En 
Alemania, STICH, R. «Das Verwaltungshandeln», lus, 1964, p. 384. 
530 Si la transacción es judicial, su cumplimiento podrá exigirse mediante la vía de apremio, 
q~e será la vía de apremio administrativa si el infractor es el ciudadano; y el procedimiento de 
eJ.ecución de sentencias de los arts.l03 y SS., si es la Administración quien incumple el contrato. 
Sm embargo, la transacción judicial no goza de la totalidad de los efectos de cosa juzgada, pues 
tal negocio jurídico puede rescindirse cuando se haya incurrido en algún vicio del consentimien-
to (art. 1.817 Ce), ocultación maliciosa (art. 1.818 Ce) o cosa juzgada (art. 1.819 Ce). 
531 DELGADO PIQUERAS, F., La terminación ... , cit., pp. 179 y 181. Fuera de España, 
SoNlHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche. .. , cit., p. 207; BoNK, Comentario al par. 61, en STEL-
KENS, P., Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit.; ULE, C. H .. Y LAUBINGER, H.-W., ~rwal­
tungsverfahrensrecht ... , cit., pp. 566 y ss.; SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., p. 2OB. 
532 El supuesto de que uno de los intervinientes no quiera cumplir su contraprestación no 
pued~ <tarst: en las transacciones tributarias porque la contraprestación se integra dentro del obje-
to de mcertldumbre, de forma que en lo que las partes ceden es, precisamente, en sus posturas en 
tomo a la fijación de la situación incierta. 
533 Este es el supuesto que puede plantearse en las transacciones tributarias. Ante la emisión 
por parte d~ la ~tración de un acto de liquidación con un contenido diverso al establecido por 
la transaCCIón, el CIudadano podrá exigir el respeto al contrato, esto es, que el acto recoja aquel 
contenido. 
cución forzosa, y para el particular la posibilidad de acudir directamente al trá-
mite de ejecución de sentencias contencioso-administrativas 534. El estableci-
miento de formas de ejecución, así como de cláusulas penales, de afianzamien-
to, de causas de extinción y de rescisión constituyen manifestaciones de la liber-
tad contractual 535 • 
Parte de la doctrina ha llamado la atención sobre el peligro que conlleva el 
uso del sometimiento a la ejecución inmediata, debido a la posibilidad de que 
ciudadanos no informados debidamente sean perjudicados al entregarse a ella 
con precipitación 536. Sin embargo, en opinión de SPANNOWSKY el problema no 
10 plantea la mera existencia de esta institución, sino el riesgo que surge de un 
mal uso de ella a través de una práctica administrativa que infrinja el principio 
de igualdad y que sólo se constatará cuando supuestos similares sean tratados de 
diversa forma sin justificación. Esta posibilidad de abuso ha de ser limitado 
mediante la implantación de medidas tales como la representación a través de un 
abogado o la necesidad de ratificación por parte de la autoridad superior del 
órgano que celebró el contrato 537. 
Frente a la posición expuesta, a nuestro juicio, cuando la Administración 
transige no se desprende de todas sus potestades, entre las que se encuentra la 
ejecución forzosa. Como mantiene PAREJO ALFONSO, la naturaleza contractual de 
estos negocios jurídicos no elimina su carácter de actuación administrativa. La 
Administración, aunque renuncie a resolver unilateralmente una cuestión, sigue 
534 DEWADO PIQUERAS, E, La terminación convencionaL, cit., p. 179. La legislación ale-
mana también contempla esta posibilidad, en su par.61.1 VerwVerfG: «(1) Las partes pueder 
someterse a la ejecución inmediata de un convenio de Derecho público en el sentido del parágrafe 
54, punto 2. En este caso, la autoridad debe estar representada por el jefe de la misma, su repre-
sentante legal o un funcionario público que reúna las condiciones del parágrafo 110, punto 1, de: 
la Ley de la Magistratura alemana, o que reúna las condiciones exigidas para adquirir la condi-
ción de juez. El sometimiento a la ejecución inmediata sólo es eficaz a partir de la ratificación pol 
autoridad superior competente de la autoridad que celebró el contrato. La ratificación no es neco 
saria cuando el sometimiento es declarado por o ante la autoridad suprema de la Federación o c:k 
los Estados. (2) A los contratos de Derecho público en el sentido del parágrafo 1, punto 1 de este 
artículo es de aplicación la Ley de Ejecución Administrativa (Verwaltungs-Vollstreckungsgesetz: 
de la Federación cuando la parte contratante sea una autoridad en el sentido del parágrafo 1 
número 1. Cuando una persona física o jurídica de Derecho privado o una asociación sin perso 
nalidad jurídica quieran ir a la ejecución de un crédito pecuniario, debe aplicarse el parágrafo 170 
párrafos 1 a 3 de la Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa (\brwaltungsgerichtsord 
nung). Cuando la ejecución se dirija contra una autoridad en el sentido del parágrafo 1, párrafo 1 
número 1, para exigir la obligación de hacer, no hacer o soportar, debe aplicarse lo dispuesto el 
el parágrafo 172 de la Ley de la Jurisdicción contencioso-administrativa». BoSSE, W., Der subo' 
dinationsrechtliche ... , cit., p. 91; SPANNOWSKY, W., Grenzen. .. , cit., p. 72. 
539 DELGADO PIQUERAS, E, La terminación ... , cit., p. 179. 
536 MAURER, H., «Der Verwaltungsvertrag ... », cit., p. 803. 
537 SPANNOWSKY, w., Grenzen ... , cit., pp. 209 Y 210; KONIG, K, «Rechtliche und tatslicbli 
che Formen des Verwaltungshandelns», VR, 1990, p. 406. Estas medidas se encuentran recogida 
en Derecho alemán, como ha sido expuesto en nota anterior, en el parágrafo 61 BVwVfG. 
encontrándose sujeta a la causa de toda actuación pública: la consecución del 
interés públi~ 538. Como ya fue explicado en el capítulo segundo, la utilización 
de las transaCCIOnes sólo supone una alternativa a la actuación unilateral pero en 
ambos casos la finalidad a la que se encuentra sujeta y dirigida dicha a~tuación 
es la satisfacción del interés público, tal y como establece expresamente el arto 88 
~RJAPyPAC. Por ello, la Hacienda Pública, aun cuando ejerza sus competen-
CIas de forma concordada, no se encuentra totalmente desposeída de las potesta-
des que le atribuye el ordenamiento jurídico cuando actúa sin la participación del 
ciudadano, pues la concesión de dichas potestades se justifica en su carácter de 
protectora del interés común; carácter que no pierde por el mero hecho de per-
mitir la colaboración del obligado tributario. El ejercicio de dichas potestades se 
ve, eso sí, modulado cuando la cuestión se resuelve concordadamente. En con-
clusión, esta tesis provoca la posibilidad de ejecución forzosa de los contratos 
tributarios, así como la aplicación de los mecanismos de impugnación propios 
de los actos administrativos 539. 
En realidad, esta polémica no tiene gran relevancia en relación a las transac-
ciones que se ubican en el procedimiento de liquidación, ya que, en estos casos, 
la Hacienda Pública no necesita compeler nunca al particular para que ejecute 10 
pactado, porque a lo que se vincula éste es a reconocer y soportar la regulación 
538 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 210 Y ss. En el mismo sentido, BETANCOR 
RODRíGUEZ, A, De las disposiciones y actos ... , cit., pp. 138 Y ss. En Derecho Tributario, SERRA-
NoANTÓN,La terminación ... , cit., p. 87. El Tribunal Supremo ha situado el origen de las prerro-
gativas de la Administración en la protección del interés público (SsTS 2.7.1979, 18.5.1981 Y 
22.2.1982). La última sentencia citada manifiesta expresamente que «un factor importante que 
todo particular que contrate con la Administración no debe perder de vista, es el de que, aún en 
el terreno contractual, la misma no se ve desposeída de su posición de supremacía respecto del 
administrado; supremacía justificada -que por eso existe- no para sí, sino para por medio de 
ella asegurar la realización de las obras paccionadas y la prestación de los servicios». 
539 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 205 Y ss. En el mismo sentido se pronuncia 
SÁNCHEZ MORÓN, M., La terminación convencionaL, cit., p. 84, en relación a la terminación 
convencional de los procedimientos de otorgamiento, modificación y extinción de autorizaciones 
(Real Decreto de 5 de agosto de 1994). Sin embargo, no hay que olvidar que aparte de que la atri-
bución de los efectos propios de los actos a los contratos viene expresamente determinada en el 
arto 5.4, en nuestra opinión no se trata en realidad de un contrato, ya que el órgano competente 
para dictar el acto administrativo no se encuentra vinculado al acuerdo. PAREJO ALFONSO expli-
ca cómo la solución adoptada en nuestro Derecho se aparta de la establecida en Derecho alemán, 
pues para el ordenamiento jurídico germánico la utilización de fórmulas convencionales signifi-
ca la exclusión de cualquier prerrogativa por parte de la Administración. Sin embargo, tal y como 
e~~~ este autor, el resultado es muy similar ya que si bien se niega por el Derecho alemán la 
POSIbilIdad de emplear las potestades propias de actuaciones unilaterales, se concede a la 
Administración la posibilidad de dar instrucciones en el curso de la ejecución del contrato, así 
COmo la facultad de adaptar e, incluso, rescindir, el contrato cuando la circunstancias se hayan 
alterado de tal modo que su mantenimiento condujera a graves perjuicios para el bien común 
(p. 212, nota 11). Véase, respecto al Derecho alemán, MAYER, F., Y Kopp, E, Allgemeines 
. Verwaltungsrecht ... , cit., pp. 275 y ss. 
de la obligación tributaria que lleve a cabo el órgano encargado reflejando el 
contenido de la transacción. De la única manera que el ciudadano puede incum-
plir el contrato de Derecho público transaccional es recurriendo el acto de liqui-
dación que 10 recoja; ante 10 cual la Administracjpn no necesita acudir a ningún 
medio de coacción, sino que sólo deberá aclarar ante el Tribunal que el conteni-
do del acto de liquidación se corresponde con el de la transacción y será el pro-
pio juez el que declare infundado el recurso 540. 
Por su parte, cuando los acuerdos se celebran al margen del procedimiento 
de liquidación, como ocurre con los acuerdos previos sobre precios de transfe-
rencia (art. 16.6 LIS), la Administración puede compeler al particular a tributar 
por 10 pactado. Es decir, si el obligado tributario no tributa según 10 acordado, el 
órgano administrativo competente puede dictar un acto unilateral determinando 
la imposición según las pautas negociadas. 
De todas maneras, es importante dejar sentada nuestra postura favorable a la 
conservación por parte de la Hacienda Pública de ciertas prerrogativas propias 
de la actuación unilateral incluso cuando actúa de forma concordada, como con-
secuencia de su carácter de defensora del bien común. Manifestaciones de estos 
privilegios son las posibilidades de interpretar los contratos unilateralmente o de 
resolver y modificar la transacción cuando el interés público así 10 reclame. 
Estas prerrogativas se encuentran atribuidas a la Administración cuando celebre 
contratos administrativos por la LCAP (arts.60 y 102, entre otros). 
Cuando sea la propia Administración la que incumple su obligación de reco-
ger el contenido de la transacción en el posterior acto fmalizador del procedi-
miento o, en las transacciones ubicadas fuera del procedimiento de liquidación, 
ante la modificación por el órgano administrativo de la autoliquidación presen-
tada por el particular ateniéndose a 10 convenido, el obligado tributario debe acu-
dir a la jurisdicción contencioso-administrativa para compeler a la Hacienda 
Pública al cumplimiento de 10 pactado 541. El «petitum» del particular consiste en 
la anulación del acto de liquidación y la determinación de la deuda tributaria de 
acuerdo con 10 pactado con el órgano competente. Así, la pretensión del ciu-
dadano tiene una doble variante, es decir, carácter mixto: por un lado, solicita la 
anulación del acto de liquidación como consecuencia de la infracción que tal 
acto ha supuesto al ordenamiento jurídico (art. 63 LRJAPyPAC); y, por otro, 
reclama el reconocimiento de la situación jurídica a la que se comprometió la 
Administración (art. 42 UCA) 542. 
540 SONTIIEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 208. 
541 Art. 1 UCA. 
542 Véase, GIMENO SENDRA, v., y otros, Derecho Procesal Administrativo ... , cit., pp. 309 
Y ss. 
V. INVALIDEZ 
El incumplimiento de los requisitos que acaban de ser examinados provoca 
el nacimiento de una sanción, consistente en la invalidez del contrato. De otro 
modo el principio de legalidad se convertiría en una máxima teórica desprotegi-
da, cuya infracción se encontraría libre de consecuencias. 
La invalidez de un contrato consiste en la «falta de producción de conse-
cuencias o, cuando menos, de aquellas consecuencias que normalmente debe-
rían haberse producido y que pueden ser razonablemente esperadas en virtud de 
la celebración del contrato» 543. 
El único precepto que en Derecho español hace mención de forma directa a 
la ilicitud de los contratos de Derecho público es el arto 88 LRJAPyPAC, con la 
escueta fórmula «las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos ( ... ), 
siempre que no sean contrarios al Ordenamiento Jurídico, ni versen sobre mate-
rias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés públi-
co que tienen encomendado ... ». Pero este precepto deja sin contestar cuándo tal 
negocio jurídico infringe el Derecho y los efectos jurídicos de tal incumpli-
miento, delegando su regulación a las disposiciones concretas posteriores. 
Es necesario reiterar que el régimen jurídico de las transacciones tributarias 
ha de ser estructurado desde la base de su pertenencia a la categoría contractual. 
Ello excluye, en nuestra opinión la aplicación directa de la regulación propia de 
los actos administrativos 544, a la vez que exige la construcción de un régimen 
jurídico propio. 
El régimen jurídico de las transacciones procedimentales ha de reconstruirse 
en términos unitarios respecto del conjunto de contratos públicos, pues no res-
ponde a principios diferentes en los diversos ámbitos, al igual que no tendría sen-
tido la existencia de regímenes diversos respecto de la nulidad o anulabilidad de 
los actos administrativos según en qué campo del Derecho público se desarro-
llaran. 
Como explica PARIDO ALFONSO 545, la entrada en vigor de la LCAP ha supues-
to una simplificación de la cuestión pues, como consecuencia de la naturaleza 
contractual de los convenios que estudiamos y de la claúsula de subsidiariedad 
establecida en el arto 3.1 LCAP, resulta aplicable aquella ley en 10 relativo a su 
régimen de invalidez (arts.62 y ss.). 
En este momento es preciso diferenciar dos cuestiones. En primer lugar, las 
causas de invalidez; y, en segundo, los mecanismos de impugnación. 
543 DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos del Derecho civil ... , cit., pp. 423 Y ss. 
544 PAREJO ALFoNSO, L., Eficacia ... , cit., p. 206, entre otros. Véase la bibliografía citada en 
la nota 438. 
545 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 207. 
Respecto a estos últimos, la LCAP se remite a lo establecido en la LRJAPyPAC 
para la impugnación de los actos administrativos (art. 65 LCAP). En las 
transacciones que se ubican en el procedimiento de liquidación esta traslación 
es consecuencia de la naturaleza preparatoria que las transacciones tienen sobre 
el acto de liquidación, de forma que lo que el obligado tributario estará recu-
rriendo formalmente es dicha actuación unilateral, aunque el motivo derive del 
contenido fijado transaccionalmente. Por su parte, cuando el contrato se celebra 
fuera del procedimiento, se plantean diversas posibilidades: a) que sea impugna-
ble directamente la transacción; b) que sea recurrible el acto de liquidación pos-
terior; o c) que la Administración dicte una resolución recogiendo el pacto y sea 
este acto unilateral el objeto del recurso. El ordenamiento tributario parece 
decantarse por las dos últimas opciones; en concreto, por la segunda, en relación 
a los acuerdos previos sobre precios de transferencia (art. 23 RIS). Por otra parte, 
hay que tener en cuenta que, como ya fue explicado, la Hacienda Pública sigu.e 
siendo titular de la protección del interés público, aun cuando desarrolla su actI-
vidad concordadamente, por lo que no se desprende totalmente de las potestades 
que el ordenamiento jurídico le confiere cuando actúa unilateralmente. 
En consecuencia, los recursos a disposición de las partes serán los previstos 
para la impugnación de las actuaciones unilaterales. 
Por el contrario, en cuanto al establecimiento de motivos de impugnación no 
resulta posible esa traslación puesto que, en palabras de PAREJO ALFONSO 546, «el 
recurso al régimen de invalidez de los actos administrativos implicaría una ina-
ceptable defraudación de la específica participación en el ejercicio de las potes-
tades administrativas que institucionaliza la terminación convencional, por la vía 
de su desnaturalización a través de la creación de una figura mixta convencio-
nal-unilateral insusceptible de adecuado encaje y sistematización». 
La LCAP parece establecer un régimen autónomo de los contratos de 
Derecho publico respecto de los actos administrativos. Los arts. 62 Y ss. de esta 
norma no remiten a la LRJAPyPAC, sino que realizan un listado de causas de 
invalidez. Sin embargo, en realidad equipara los regímenes correspondientes a 
ambas formas de exteriorización de la voluntad de la Administración. 
En nuestra opinión 547 resulta insostenible una equiparación de los regímenes 
de validez de ambas actuaciones, debido a los diferentes presupuestos en que se 
sustentan. Así, mientras el acto administrativo constituye una manifestación de 
voluntad unilateral expresión del poder de soberanía de su emisor, cuyo m~t~­
nimiento ha de garantizarse en aras de la seguridad jurídica y del efecto ObJetI-
vo de la apariencia jurídica de tales actos, el contenido del contrato de Derecho 
público es el resultado de unas actuaciones donde ambas partes se encuentran 
situadas en una posición de igualdad. 
546 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 206. 
547 Véase la literatura citada en la nota 438. 
En contra de esta postura, se ha mantenido 548 el enjuiciamiento de la validez 
de las transacciones y, en general, de los contratos de Derecho publico, con las 
mismas directrices que respecto a los actos administrativos, por lo que, a título 
de ejemplo, las causas de nulidad serían las mismas. Los defensores de esta tesis 
se basan en que tanto la ponderación entre los principios de legalidad y seguri-
dad jurídica como la protección de la confianza del ciudadano en la validez de 
la voluntad administrativa tienen el mismo valor con independencia de que la 
actuación sea unilateral o concordada. 
Sin embargo, la teoría de la validez de las transacciones tributarias debe res-
ponder no sólo a la naturaleza jurídico-pública de esta figura, sino asimismo a 
los principios jurídicos que corresponden a su naturaleza contractual y que se 
enmarcan en el Derecho privado. 
En el contrato, la protección de la confianza no deriva de la búsqueda de la 
seguridad del ordenamiento jurídico y del efecto objetivo de la apariencia jurí-
dico de los actos de soberanía, sino de la voluntad de salvaguardar los contactos 
jurídicos individuales, a través del principio de buena fe. En este sentido, la cues-
tión no se plantea en tomo a la salvaguardia de la existencia y la capacidad fun-
cional del ordenamiento jurídico, sino sobre la valoración de intereses indivi-
duales 549. 
y desde este punto de vista, el amparo otorgado al ciudadano no puede ser el 
mismo en los supuestos en los que la responsabilidad de la regulación llevada a 
cabo reside completamente en la Administración (actos unilaterales), que en los 
casos en que el particular comparte la responsabilidad en la fijación del conteni-
do de la actuación (contrato de Derecho público) 550. En consecuencia, la dife-
rente intervención del obligado tributario en el acto y en el contrato provoca una 
necesidad de protección de la confianza del particular en el contenido de la 
actuación cualitativamente distinta. Mientras que mediante el acto unilateral no 
deriva ninguna responsabilidad para el ciudadano, con independencia de su posi-
ble participación en el contenido de aquélla 551, en la formación del comporta-
miento derivado del contrato sí ha tenido una responsabilidad que influirá de 
forma decisiva en la eficacia de la actuación. Esta distinta salvaguardia habría de 
reflejarse en el diferente tratamiento jurídico de las causas de invalidez de las 
actuaciones negociales, en el sentido de que la infracción del ordenamiento jurí-
dico fuera motivo de nulidad y no de mera anulabilidad. 
548 Véase la literatura citada en la nota 437. 
549 RENCK, L., «Bestandskraft vetwaltungsrechtlicher Vertriige?»,NJw, 1970, p. 739; BüCHNER, v., 
Die Bestandskraft ... , cit., p. 50. 
550 BÜCHNER, v., Die Bestandskraft ... , cit., pp. 98 Y ss.; SONfHElMER, J., Der verwaltungs-
rechtliche ... , cit., p. 198. 
m Incluidos los actos administrativos necesitados de consentimiento, en los que la respon-
sabilidad de la actuación también recae por completo sobre la Administración; SONfHElMER, 1., 
Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 198, nota 30. 
La constatación de las diferentes esencias a que responden el acto y el con-
trato debería provocar tanto la independencia de regulación de regímenes jurídi-
cos, como la imposibilidad de la transmisión de la teoría de la eficacia jurídica 
de los primeros a los segundos de forma absoluta. 
Por todo ello, en nuestra opinión hubiera sido más conveniente que la LCAP 
no hubiese equiparado en la práctica ambos regímenes. Dicha traslación tendría 
que haber sido filtrada a través de los diferentes principios o realidades exis-
tentes en uno y otro ámbito. Este es el caso, por ejemplo, de las causas de inva-
lidez, respecto de las cuales hubiera sido recomendable no realizar una aplica-
ción inmodificada de las previstas para los actos a los contratos, pues ello da 
lugar a situaciones que no casan con la naturaleza contractual de las transaccio-
nes, como la calificación como causa de anulabilidad de una actuación negocial 
contraria al ordenamiento jurídico. Del mismo modo, frente al reconocimiento 
de actos administrativos eficaces a pesar de su ilicitud, no puede afIrmarse la 
validez de los contratos de Derecho público ilícitos, pues la seguridad jurídica 
protegida en cuanto a los primeros no puede hacerse valer de igual forma en rela-
ción a los contratos, como ya hemos expuesto reiteradamente. 
Resumiendo, es necesario reconstruir una teoría de la validez del contrato de 
Derecho público independiente de la que versa sobre el acto administrativo, en 
la que han de conjugarse los principios de Derecho público así como las normas 
privadas relativas al negocio contractual y, en 10 que a nuestro estudio interesa, 
la transacción. Pero esta propuesta no está recogida en la ley, que considera equi-
parables a los actos y a los contratos en 10 que respecta a su régimen jurídico, y 
a esta regulación nos atendremos a partir de este momento en el desarrollo de la 
explicación. 
Es necesario aclarar, por otra parte, que la normativa de la LCAP no recoge 
la totalidad de las causas de invalidez de la terminación transaccional. A las esta-
blecidas en ella, hay que añadir las propias de las fIguras contractuales y, en con~ 
creta, de las transacciones. 
Junto a la diferenciación entre las causas de invalidez y los mecanismos de 
impugnación, resulta imprescindible distinguir entre la invalidez de la propia 
transacción y la del acto de liquidación. En este punto se plantea la cuestión de 
si la invalidez del contrato conlleva la del acto administrativo finalizador 
del procedimiento. Para contestar a esta pregunta es necesario contemplar a la 
transacción como una actuación administrativa más, incardinada en el proce-
dimiento que, al igual que las cuestiones que son fijadas de forma unilateral por 
la Hacienda Pública, prepara el acto administrativo donde se recoge. Por 10 
tanto el acto de liquidación no es más que una forma de exteriorización, 
un «ropaje» en el que pueden diferenciarse dos contenidos: aquellas cuestio-
nes que la autoridad fiscal ha fijado unilateralmente y aquéllas para cuyo es-
tablecimiento ha considerado conveniente la colaboración del obligado tribu-
tario. 
~ ~gua~ que no existe ninguna controversia respecto a la invalidez del acto 
de .liqwdaclón cuando alguno de los elementos que recoge y que fueron fijados 
unilater~e~te se~ nulo o anulable, tampoco ha de existir ninguna duda en afir-
mar su mvalidez SI la causa recae en una cuestión contenida en él y a la que se 
ha llegado de forma concordada. Sin perjuicio de este somero avance el tema de 
la influencia de la invalidez de la transacción sobre el acto de liquidación será 
expuesto en un apartado posterior (epígrafe V.C.2). 
Nosotros v~os a centrar el es~dio de las causas de invalidez en las propias 
de las transaCCIones, puesto que la meficacia del acto de liquidación como con-
secueD:cia de u~a irregularidad en su contenido unilateral no difiere de aquellas 
actuaCIOnes unilaterales que no contemplan en su seno ninguna regulación deter-
minada de forma concertada. 
Co~o e~oníam~~ al comienzo de este apartado, la invalidez provoca la 
ausenCIa de vmcu1acIOn de los contratantes a la transacción (<<quod nullum est, 
nullum producit effectum»). 
Sin embargo, debido al principio de buena fe una transacción tributaria que 
contenga alguna causa de nulidad o anulabilidad puede ser eficaz. Así, si una de 
las partes ha realizado disposiciones como consecuencia de su confianza en la 
actuación de la otra, esta buena fe se protege mediante la atribución de una efi-
cacia vinculatoria a 10 pactado 552. 
. Por últ~o, es nece~ario diferenciar entre la invalidez originaria y la poste-
nor, es decIr, entre aquella que se produce ya en la celebración de la transacción 
o la que se desarrolla tras ese momento debido a modificaciones en las circuns-
tancias fácticas o, en más escasas ocasiones, en la situación jurídica. Este último 
as~to será estudiado más adelante, junto a la existencia de circunstancias pos-
tenores a la celebración del contrato que si bien no provocan su ineficacia, dan 
lugar a modificaciones. Por el momento, analizaremos la concurrencia de cau-
sas de invalidez de la transacción en su formación y celebración y sus efectos 
jurídicos. 
552 .SEER, R., Contratos, transacciones ... , cit., p. 153, expresa esta idea del siguiente modo: 
«Una vmculación jurídica según la buena fe presupone que uno de los contratantes ha confiado 
en la conducta del otro y, basándose en ese crédito, ha llevado a cabo disposiciones. Por lo tanto 
el rtamí' d ' compo ento e una de las partes debe haber conducido a la formación de la confianza de 
la otra, que, a su vez, ha conllevado la actuación de ésta en un determinado sentido». Del mismo 
modo, Sentencias del BFH de 14-9-1978 IV R 89174 (BStBl. 197911, p. 121) Y 5-10-1990 III R 
19/88 (BStBl.1991 II, p. 46). 
A) VICIOS QUE PROVOCAN LA INVALIDEZ 
DE LA 1RANSACCIÓN 
La invalidez de las transacciones se bifurca en la nulidad y en la anulabili-
dad, cuyas respectivas causas se recogen parcialmente en los art~.62 y 6~ LCAP, 
Y que, como esta misma Ley dispone 553, pueden derivar ?e dos tIpos de lIT~gula­
ridades: en primer lugar aquéllas que conciernen al propIO contrato, y 9ue ~gual­
mente se producirían si el negocio jurídico fuera celebra~o ,e~ el ~~ItO de 
Derecho privado; y aquellas causas que afectan al aspecto JundI~-publIco d~l 
contrato, es decir, que están arraigadas en la circunstancia de. que. ?Icho negocIo 
jurídico se desarrolla en el marco de una relación de subordma~lO.n 554. En con-
secuencia las causas de invalidez de los contratos de Derecho publIco han de ser 
estudiada~ desde la perspectiva del Derecho civil y de las especi~dades que 
provoca la ponderación entre la protección de la confianza que SUSCIta la cele-
bración de un contrato y las exigencias e intereses que de un Estado de Derecho 
surgen del Derecho público. 
Como ya ha sido expuesto, junto a las causas de inv~dez esta~l~c~das en la 
LCAP aplicables a las transacciones tributarias por el caracter SubSIdIarIO de esta 
Ley, hay que añadir las propias de este tipo de contratos de Derecho publico 555. 
1. Causas de nulidad 
Las causas de nulidad de las transacciones que se celebran entre la 
Administración y el obligado tributario son las establecidas en el arto 63 LCAP 
y en la normativa propia de las transacciones 556. 
553 El arto 62 establece que «los contratos regulados en la ~resente Ley serán ~~álidos (oo.) 
cuando concurra alguna de las causas de Derecho administratIvo o de Derecho Civil a que se 
refieren los artículos siguientes». . 
554 SALZWEDEL, J., Die Grenzen ... , cit., pp. 103 Y ss., quien remarca que la concordanCia de 
las causas de ineficacia entre los contratos privados y los de Derecho público no se traduce en una 
igualdad de sus efectos jurídicos. . 
555 BACHOF, O., y otros, Verwaltungsrecht ... , cit., p. 806. Como señala, SALZWEDEL, J., Dze 
Grenzen. .. , cit., p. 194, la ineficacia del contrato de Derecho público derivada de su naturaleza 
jurídico-pública (es decir, de los intereses que en Derecho público es necesario proteger) hace 
referencia directa al objeto del negocio jurídico. 
556 El Derecho alemán ha esquematizado las causas de nulidad de los contratos de Derecho 
público en el parágrafo 59 BVerwVerfG que se compone de dos apartados. El primero d~ ~llos 
está destinado a la totalidad de los contratos de Derecho público, mientras el segundo se limita a 
los de subordinación: . 
(1) Un contrato de Derecho público es nulo cuando resulte de la aplicación de lo dispuesto 
en el Código civil. . 
(2) Además, un contrato en el sentido del parágrafo 52.2, es decrr, contrato de Derecho 
público de subordinación, es nulo cuando: . 
1. Un acto administrativo con el mismo conterudo fuera nulo. 
En concreto, el arto 62 LCAP dispone la nulidad de los contratos que incu-
rran en alguna de estas causas: A) los supuestos indicados en el arto 62.1 
LRJAPyPAC, y B) la falta de capacidad de obrar 557. 
a) El arto 62.1 LR/APyPAC: Causas de invalidez de los actos administrativos 
Toda transacción tributaria que incurra en alguna de las causas de nulidad 
propias de los actos tributarios será nula (art. 62.1 LCAP). 
Los supuestos de nulidad de los actos administrativos incardinados en el pro-
cedimiento tributario se encuentran recogidos en el arto 153 LGT558. Sin embar-
go, como consecuencia de la imposibilidad de que la existencia de un procedi-
miento especial, como el tributario, signifique una disminución de las garantías 
que debe gozar el ciudadano en toda la actividad administrativa, se considera que 
aquellas causas de invalidez se han visto ampliadas por el arto 62 LRJAPyPAC 
a los siguientes supuestos 559: 
2. Un acto administrativo que tuviera el mismo contenido fuera anulable por vicios distintos 
a los de simple defectos de procedimiento o de forma a que se refiere el parágrafo 46, y esta cir-
cunstancia sea conocida por los contratantes. (Como manifiesta MEYER-HESEMANN; W., «Die 
Zuliíssigkeit gesetzesinkongruenter ... », cit., p. 872, esta causa no es aplicable a las transacciones, 
debido a la exclusión que se produce por la existencia del siguiente número, más específico.) 
3. No se den los presupuestos para la celebración de una transacción y un acto administrati-
vo que tuviera el mismo contenido fuera anulable por vicios distintos a los de simples defectos 
de procedimiento y de forma a que se refiere el parágrafo 46. 
4. La autoridad estipule una contraprestación ilícita según el parágrafo 56. 
(3) Aun cuando la nulidad sólo afecte a una parte del contrato, éste es nulo en su totalidad, 
salvo que puede suponerse que se hubiera celebrado prescindiendo de la parte nula. 
557 De las causas de nulidad establecidas en el arto 63 LCAP sólo son trasladables a los COn-
venios procedimentales el apartado a) y la falta de capacidad de obrar. Véase, PARErOALFoNSO, L., 
Eficacia ... , cit., p. 207, nota 101. Tampoco será aplicable a las transacciones tributarias la causa 
establecida en el apartado c): la carencia o insuficiencia de crédito, por el propio carácter de aquel 
negocio que no implica ninguna exigencia de crédito por parte de la Administración. 
558 El arto 153 LGT fue redactado en los mismos términos que el arto 47.1 de la ya derogada 
Ley de Procedimiento Administrativo (con la excepción de los actos de contenido imposible, 
cuya exclusión respondió segtrramente a su escasa trascendencia real, según exponen MARTÍN 
QUERAL, J., Y LoZANO SERRANO, c., Curso ... , cit., pp. 541 Y 542), lo que demuestra la intención 
del legislador de establecer unas causas comunes de nulidad en ambos sectores del ordenamien-
to jurídico. 
559 MARTÍN QUERALT, l, «La aplicación de la Ley 30/1992 ... », cit., p. 42; P AIAO TABOADA, c., 
«La posición del contribuyente frente a la Administración tributaria», CT, n.O 69, 1994, p. 55; 
MARTíN QUERALT, J., Y LoZANO SERRANO, c., Curso ... , cit., pp. 541 Y 542; PÉREZ Royo, E, 
Derecfw financiero y tributario. Parte genera~ 6.~ ed., Ed. Cívitas, Madrid, 1996, p. 314; REBO-
LLO ALvAREz-AMANoI, A, «Las relaciones entre el Derecho Administrativo y el Derecho 
Tributario. Análisis de la ejecutividad de los actos de la Administración», Gaceta fisca~ n.2 133, 
1995, p. 149; CALDERÓN OYA, c., Los procedimientos derivados ... , cit., p. 208. En este sentido, 
a) Los que lesionen el contenido esencial de los derechos y libertades sus-
ceptibles de amparo constitucional. 
b) Los dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la 
materia o del territorio. 
c) Los que tengan un contenido imposible. 
d) Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten como conse-
cuencia de ella. 
e) Los dictados prescindiendo total y absolutamente del procedimiento legal-
mente establecido o de las normas que contienen las reglas esenciales para la for-
mación de la voluntad de los órganos colegiados. 
1) Los actos expresos o presuntos contrarios al ordenamiento jurídico por los 
que se adquieren facultades o derechos cuando se carezca de los requisitos esen-
ciales para su adquisición. 
g) Cualquiera otro que se establezca expresamente en una disposición de 
rango legal. 
No consideramos conveniente analizar cada uno de estos motivos de nulidad, 
aunque sí vamos a referirnos a dos de ellos, que resultan ~e interé~. En p~mer 
lugar, la incompetencia del órgano 560 que da lugar a la nulidad se clfcunscnbe a 
la relativa a la materia y al territorio, siempre que tal vicio fuera evidente561• Por 
el contrario, la derivada del grado jerárquico es subsanable por el órgano supe-
rior (STS 17-4-1989). 
Por otra parte, el problema de la interpretación del término «manifiestamen-
te incompetente» se muestra más complejo en la celebración de los contratos d.e 
Derecho público que en la emisión del acto administrativo, pues en aquellos P!1-
meros entra en juego la voluntad del ciudadano, quien puede aceptar voluntana-
mente una prestación para cuya imposición de forma unilateral no esté autoriza-
da la Administración. Sin embargo, la influencia del principio «volenti non fit 
iniura» no puede acarrear la subsanación de un vicio como el de incompetencia, 
ya que la vigencia o eficacia de los contratos de Derecho público no pu~de que-
dar a expensas de los intervinientes, al protegerse en ellos no sólo los mteresefl 
de las partes (sobre los que éstas pueden disponer), sino también el interés gene-
CAAMAÑo ANIDo, M. A, La tasación. .. , cit., p. 78, explica que «aunque la Disposición adicional5~ 
de la misma (LRJAPyPAC) remite a los arts. 153 a 171 la regulación de la revisión de ~os el 
vía administrativa en materia tributaria, entendemos que tal remisión es meramente procedimett 
tal, esto es, que la Ley 30/92 no puede alterar los citados procedimientos de revisión, pero ~ 
entendemos aplicables supletoriamente las causas -materia sustantiva, no procedimental- de nuli 
dad y de anulabilidad de aquélla». . 
560 Véase, sobre esta cuestión, PEDRAZA BornONS, J. V., Incompetencia de los órganOj 
administrativos tributarios, en Comentarios a la Ley GeneraL, cit, pp. 1323 Y ss. 
561 En este sentido, la S1'S de 23-2-1989 ha recalcado la imposibilidad de anular un acta d 
inspección, si se firmó de conformidad, debido a la ausencia de claridad en la existencia de estl 
vicio. 
ralo ~or otr~ l~do, e~ caso de duda ante una actuación respecto de la cual la 
HaCIenda PúblIca es mcompetente, ha de presumirse la ausencia de voluntarie-
dad por parte del particular en su asunción 562. 
~n lo que se refiere al vicio de procedimiento, ha de ser total y absoluto, es 
declf, trascen~er. a algún trámite sin el cual dicho procedimiento sea inidentifi-
cable o constItulf una merma de las garantías del particular 563. Este será el 
supuesto, por eje~plo, de l~ ausencia de algún requisito del arto 49 RGIT, ya que 
como la.s .transaccI.ones se msertan en el acto de liquidación, han de cumplirse 
los reqUIsitos propIOS de éstos 564. 
b) Ausencia de los requisitos propios de los contratos: art.l.261 Cc 
El arto .1~61 Cc, que dispone la exigencia de que en todo contrato concurra 
el consentlIlliento de los contratantes, el objeto cierto y la causa de la obligación 
que se establezca, es aplicable a los contratos de Derecho público. 
El c~ntenido concreto de cada uno de estos requisitos de validez fue expues-
to antenormente. La ausencia de cualquiera de ellos provoca la nulidad de la 
transacción; así la falta ~e capacidad jurídica, procesal o de obrar, o la ausencia 
de poder de representacIón, la ausencia e ilicitud del objeto o de la causa, o la 
falta de forma 565• 
Supuest~s en los que se puede plantear la nulidad por ausencia de causa son 
las transaCCIOnes que se celebran con posterioridad a haber recaído sentencia 
frrme o a otra transacción en relación a las mismas partes, así como las llevadas 
a cabo como ~onse~uencia del «temor litis». En el primer supuesto, el convenio 
puede haber mcumd~ en un mero vicio del consentimiento y, por lo tanto, ser ~~able. En efecto, SI las partes desconocen la existencia de la Sentencia exis-
trra una ~a~sa ~n el momento en que se celebra la transacción, pues aquéllas bus-
can la eliminacIón de una incertidumbre a través de la concesión de prestaciones 566. 
Lo que ~urre es que esta voluntad está viciada de error, porque esa incertidum-
bre no eXIste en la realidad 567. Sí será, por el contrario, un caso de nulidad por 
falta ~ causa la .trans~cción celebrada tras sentencia frrme cuando ambas partes 
conocIeran.l,a eXIstencIa de pronunciamiento judicial, así como en el supuesto de 
la celebracIon de una transacción existiendo ya otra previamente acordada. 
562 SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., p. 331. 
:: MARTíN QUERALT, l, Y LoZANO SERRANO, e., Curso ... , cit., p. 541. 
VéaseARruETAMARTiNEz DE PIsÓN, 1, Las actas ... , cit., pp. 232 Y ss. ~6~ A es~ respecto, véase con carácter general, LUNA SERRANO, A., La ineficacia de la tran-
sacclOn ... , Cit., pp. 121 Y ss. 
566 Si sólo una de las partes desconoce la existencia de una sentencia flrme se tratará de un 
supuesto de dolo. ' 
567 GULLÓN BALLESTEROS, A., La Transacción, en Tratado .... cit., pp. 39 Y ss. 
Por lo que corresponde al «temor litis», también hay que mantener la exis-
tencia de la causa transaccional, pues no es más que un mero motivo que lleva 
las partes a convenir 568. 
Junto a la inexistencia de causa, se añade como motivo de nulidad del con-
trato la ilicitud de aquélla. Por otra parte, a la ausencia de causa se equipara su 
falsedad, que da lugar a la figura del contrato simulado. 
En el negocio simulado existe una desconexión entre la realidad y la apa-
riencia negocial creada por las partes. La simulación puede afectar al consenti-
miento, al objeto y a la causa, aunque será en este último ámbito donde se mani-
fieste en sentido propio (art. 1.276 CC)569. Existe, por lo tanto, un negocio mera-
mente aparente, que no coincide con la verdadera voluntad de los contratantes y, 
en ocasiones, un negocio subyacente, que es el verdaderamente querido por las 
partes. Si este último negocio existe la simulación se califica de relativa; en otro 
caso se la denomina absoluta. 
Si bajo la apariencia del negocio simulado no existe uno querido por las par-
tes, el contrato es nulo, por falta de causa. Si, por el contrario, debajo de aquel 
primero, existe una verdadera voluntad dirigida a la existencia de otro, éste será 
válido, si cumple con los requisitos de licitud propios de los contratos 570. 
En el ámbito del procedimiento tributario se producirán supuestos de simu-
lación cuando la Administración y el obligado tributario encubran un contrato de 
contraprestación bajo la apariencia de una transacción, para así eludir la aplica-
ción del principio de legalidad. Sin embargo, tanto el negocio simulado (el de 
contraprestación), como el subyacente (el de transacción) serán nulos. El prime-
ro por infringir el principio de legalidad y la transacción por ausencia de causa, 
ya que faltará la incertidumbre. Por otra parte, no será un supuesto de simulación 
cuando sobre la base de una cuestión incierta las partes transigen, ampliando sin 
embargo el ámbito de sus contraprestaciones fuera de dicha cuestión. En este 
caso no existirá tal ilicitud de la causa, pues ésta será simplemente inexistente en 
lo que respecta a las cesiones que tuvieron lugar fuera de aquel ámbito; podrá 
convertirse la transacción ilícita en un contrato de contraprestación, como poste-
riormente analizaremos. 
568 PELAEZ, E J., La transacción ... , cit., p.45. . 
569 GARCÍA AMIGO, M., Instituciones de Derecho civil. Parte General, Ed. Revista de 
Derecho Privado, Madrid, 1979, p. 755. 
570 En este sentido se pronuncia el arto 25 LGT en relación a la simulación de actos o nego-
cios jurídicos que constituyen el presupuesto de hecho de una obligación tributarla. Véase la crí-
tica que expone a este precepto PAIAO TABOADA, c., «Notas a la Ley 25/1995 ... », cit., pp. 13 
Y ss. 
c) Ausencia de los requisitos propiós de las transacciones 
En este apartado es necesario diferenciar la ausencia de los presupuestos de 
la transacción y el incumplimiento de los requisitos que le otorgan la legitimi-
dad 571, como ya fue explicado en un capítulo anterior. 
Desde el primer punto de vista, dicho negocio ha de reunir las notas caracte-
rísticas que han sido analizadas: incertidumbre, ánimo de sustituirla por una rela-
ción cierta y contraprestaciones. En otro caso la transacción será inexistente. 
Una vez que se producen estos presupuestos, el negocio jurídico transaccio-
nal puede ser inválido debido al incumplimiento de alguna exigencia de legali-
dad, como el carácter objetivo de la incertidumbre, la relación de las contra-
prestaciones con la propia incertidumbre, la infracción del principio de equiva-
lencia o de proporcionalidad o el empleo de la discrecionalidad de forma correc-
ta 572. Pero el contrato ya no es nulo, sino meramente anulable. Ello es conse-
cuencia de la remisión que efectúa la LCAP a las causa de invalidez de los actos 
administrativos recogidas en la LRJAPyPAC, cuyo arto 63 establece como causa 
de anulabilidad la infracción del ordenamiento jurídico, por lo que cualquier 
transacción que suponga una violación de la ley será anulable 573. 
2. Causas de anulabilidad 
Al igual que las causas de nulidad, las que dan lugar a la anulabilidad se 
encuentran recogidas en el ordenamiento jurídico administrativo y en el Derecho 
civil 574. 
571 SCHIMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 274, el cual se opone a la interpretación 
del parágrafo 59.2.3 BVerwVerfG como la contemplación de la ausencia de presupuestos de la 
transacción como causas de nulidad. En su opinión, dicho precepto presupone la existencia de tal 
negocio jurídico, y prevé su nulidad cuando incumpla los requisitos de licitud. 
572 El problema que se plantea en Derecho administrativo alemán es la ausencia de previsión 
de estas causas de nulidad por la BVerwVerfG, pues ésta se limita a recoger en su parágrafo 50.2.3 
como causas de nulidad el incumplimiento de los presupuestos de la transacción, pero no con-
templa las consecuencias de un contrato de este tipo que si bien reúne todas aquellas notas, os-
tenta un vicio de discrecionalidad o de ilegalidad de las prestaciones prometidas por la falta 
de relación con el objeto controvertido. En este sentido, BÜCHNER, v., Die Bestandskraft ... , cit., 
p.33. 
573 Como ya ha sido explicado, a nuestro parecer sería más conveniente calificar tales infrac-
ciones como causas de nulidad. Sin embargo, éste no es el criterio mantenido por el legislador. 
574 En este sentido se manifiestan la doctrina y jurisprudencia alemanas.; Sentencia del RFH 
de 20-10-1925 (RFHE 18, 92); SoNlHEIMER, 1, Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 207 y ss.; 
WEDELSTÁDT, A. VON, «Tatsiichliche Verstiindigung ... », cit., p. 517; IWANEK. S., «Aufhebung 
der ... », cit., p. 1398. En España, en relación a los contratos administrativos, GARRIDO FALLA, E, 
Tratado ... , cit., p.51. 
a) Infracción del ordenamiento jurídico 
El arto 64 LCAP se remite en este punto a lo dispuesto en la LRJAPyPAC, 
cuyo arto 63 determina la anulación de los actos de la Administración que incu-
rran en cualquier infracción del ordenamiento. Al igual que aclar~os cuando 
expusimos las causas de nulidad, el contenido de este precepto es directamente 
aplicable a los actos (y, por remisión, a los contratos) que se desarrollen en el 
procedimiento tributario 575. 
En concreto el arto 64 LCAP establece que «son causas de anulabilidad de 
Derecho administrativo las demás infracciones del ordenamiento jurídico y, en 
especial, de las reglas conteni~ :n la presente Ley, .de ~nformi~d .con el arto 
63 de la Ley de Régimen Jundlco de las AdminIStraCIOnes Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común». Por su parte, el arto 63 LRJAPyPAC 
dispone la anulabilidad de «los actos de la Administración que incurran en cual-
quier infracción del ordenamiento, incluso la desviación de podeD>. 
Como ya ha sido expuesto, la regulación contenida :n la LC~ .cierra en un 
sentido afirmativo la polémica en tomo a la procedencia de atnburr a los con-
tratos de Derecho público un régimen jurídico autónomo respecto del de los 
actos administrativos. Sin embargo, la clasificación de las causas de invalidez 
que ha efectuado es muy discutible, pues en la realidad las equipara a las exi~­
tentes para las actuaciones unilaterales. Frente a ello, a nuestro entender, habna 
sido más conveniente que los negocios jurídicos de Derecho público que viola-
sen la ley fuesen nulos de pleno derecho. 
Mientras el ordenamiento jurídico privado establece la nulidad de los actos 
contrarios al Derecho (art. 4 Ce) como regla general, en el ámbito administrati-
vo rige la presunción de validez de los actos administrativ~s, que pr~voca que 
sólo los supuestos considerados de mayor gravedad se consideren radicalmente 
nulos 576. 
La tesis tradicionalmente defendida por la doctrina alemana, y asumida por 
la LCAP, ha considerado aplicables los mismos criterios a los supuestos de actos 
administrativos ilicitos y a los casos en que la ilicitud se refiera a contra~os de 
Derecho público 577, de forma que éstos últimos serán anulables en los ID1~mos 
casos en que un acto lo sea, y nulos en los mismos supuestos en que un acto mcu-
575 CALDERÓN QyA, c., Los procedimientos derivados ... , cit., p. 210. 
576 . GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Y FERNÁNDEZ, T.-R., Curso ... , cit., T. 1, pp. 585 Y ?86. 
577 Véase la literatura citada en la nota 437. En opinión de algunos autores, como BuCHNER, v., 
Die Bestandskraft. .. , cit., p. 35, esta tesis ha sido la adoptada por el par. 59 n 2 BV~rwVerfG, que 
limita el número de supuestos de nulidad, derivándose implícitamente la e~t~ncla de contratos 
que si bien son ilícitos, son eficaces, o de negocios meramente anulables (cnticado, entre otrOS, 
por BARING, M., «Zur Problematik eines Verwaltungsverfabrensgesetzes», DVB~ 1965, p. 180; 
OOTZ, v., <<Der rechtswidrige ... », cit., p. 298; del mismo, «Das nene Verwaltungsverfahrensgesetz», 
NJW, 1976, p. 1435; MAURER, H., «Das Verwaltungssverfabrensgesetz ... », cit., p. 485). 
rra en tal vicio. Tal similitud se basa en la equiparación que según estos autores 
existe desde el punto de vista de su protección entre la confianza depositada por 
el ciudadano en el contrato y en el acto, y desde la perspectiva del interés del 
Estado en el mantenimiento de la seguridad jurídica, así como en la contradic-
ción que supondría para la esencia del contrato (la vinculación necesaria) que 
toda ilicitud condujera a la ineficacia de la transacción. En consecuencia, no toda 
infracción al ordenamiento jurídico dará lugar a la nulidad de la transacción. 
Sin embargo, es muy discutible 578 que, debido a la diferente influencia de la 
voluntad del particular en la formación del acto y del contrato en las relaciones 
tributarias, que implica una diversa responsabilidad sobre su contenido, se le 
atribuya la misma protección frente a una actuación ilicita, con independencia de 
la forma que adopte. 
En efecto, la anulabilidad constituye un beneficio para el ciudadano, por 10 
que su aplicación cuando éste tiene la misma responsabilidad que la Adminis-
tración en la actuación contraria al Derecho es dudosa. 
La atribución de eficacia a actos unilaterales ilícitos se fundamenta en que 
tales actuaciones son decisiones autoritarias, reflejo de un poder de soberanía, 
que contienen una interpretación o aplicación del Derecho objetivo en la que el 
ciudadano ha de poder confiar, en aras de la seguridad jurídica. Esta finalidad -la 
posibilidad de que el ciudadano pueda confiar en una decisión autoritaria sobre 
la interpretación y la aplicación del Derecho objetivo- no se encuentra en los 
contratos, pues en ellos la voluntad del particular ha influido. En consecuencia, 
la confianza del obligado tributario no es igualmente protegible en los contratos 
que en los actos administrativos, ya que en aquéllos los efectos jurídicos han sido 
construidos por ambas voluntades, que aceptan en la misma medida los riesgos 
de validez del contrat0 579• 
La contradicción que supone la proclamación de la eficacia de una actuación 
ilícita queda justificada en los actos unilaterales a través de la salvaguardia de 
los principios de seguridad jurídica y de protección de la confianza. Como con-
secuencia de los argumentos arriba expuestos, ninguno de estos motivos legiti-
ma la existencia de contratos ilícitos eficaces. 
Por todo ello y como consecuencia del predominio del principio de legalidad 
sobre los de seguridad jurídica y protección de la confianza en el ámbito con-
tractual, el tratamiento jurídico de la validez de las actuaciones negociales no 
sólo debería gozar de un régimen autónomo (del que disfruta con la LCAP), sino 
578 Véase la literatura citada en la nota 438. 
579 SALZWEDEL, J., Die Grenzen ... , cit., p. 108; KO'ITKE, J., System des ... , cit., p. 77. 
SONTHElMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 196, quien también se opone a otro argu-
mento utilizado para justificar el carácter vinculante de algunos contratos ilícitos, la aplicación 
del principio <<pacta sunt servanda». En opinión de este autor, dicha máxima tiene aplicación 
exclusivamente respecto de las consecuencias jurídicas de un contrato lícito, pero nada dice sobre 
los efectos jurídicos de contratos ilícitos. 
que dicho régimen debería ser diferente al de los actos unilaterales. Esto se refle-
ja en que toda actuación negocial jurídico-pública ilícita debiera ser nula y nunca 
meramente anulable, y en la ausencia de una presunción de validez respecto a 
las actuaciones administrativas incardinadas en las relaciones contractuales 
públicas. Así, por ejemplo, una transacción que se apoyara en una incertidumbre 
meramente subjetiva o que no respetase los principios de proporcionalidad o 
equivalencia o incurriese en arbitrariedad y debería ser nula de pleno derecho. 
Por otro lado, el carácter meramente anulable de las transacciones que infrin-
jan el ordenamiento jurídico no puede derivar del principio «pacta sunt servan-
da», pues éste hace referencia exclusivamente a la vinculación que respecto a las 
partes originan los contratos válidos, sin tener ninguna incidencia en la determi-
nación de la eficacia de aquellos negocios jurídicos 580. Sólo en el supuesto con-
creto podría nacer una eficacia vinculante de un contrato inválido, cuando la 
confianza del particular fuera especialmente digna de protección, como conse-
cuencia del principio de buena fe. 
En definitiva, el legislador español ha asimilado las causas de anulabilidad de 
los contratos a la de los actos unilaterales, de forma que toda infracción al orde-
namiento jurídico provoca la mera anulabilidad de la transacción. Manifestacio-
nes de tal infracción son, por ejemplo, la ausencia de objetividad de la incerti-
dumbre, la falta de relación entre las contraprestaciones y la propia incertidum-
bre, la inobservancia de los principios de equivalencia y de proporcionalidad o 
la utilización incorrecta de la potestad discrecional, así como la consecución de 
un resultado abiertamente disconforme con la realidad. Esto último ocurre cuan-
do aquel resultado choca contra las reglas de la lógica o los principios generales 
de la experiencia 581. 
El mayor problema en este punto se plantea respecto a la arbitrariedad de la 
Administración, que puede quedar reflejada en el mal uso de la discrecionalidad 
que la ley le concede para apreciar si es conveniente llevar a cabo la actuación 
de forma unilateral o concordada 582 o en el tratamiento desigual e injustificado 
en la celebración de transacciones que responden a iguales situaciones 583• 
Como ha sido estudiado en el capítulo segundo, correspondiente a la licitud 
de las transacciones, no existe unanimidad en la doctrina respecto a la ubicación 
580 SCHOLLER, H., «Selbstbindung und Selbstbefreiung der VerwaltwIg», DVB~ 1968, 
p. 411; MAURER, R, «Das VerwaltwIgsverfahrensgesetz ... », cit., p. 495; BÜCHNER, v., Die 
Bestandskraft ... , cit., p. 51; SONTHElMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 197. 
581 En este sentido se pronuncia la jurisprudencia alemana: Sentencia del BFH de 11-12-1984 
-BStB11985 11, p. 354-- Y la doctrina: PuMP, H., «Vorteilhafte Gestaltungen durch sog. tatsiich-
liche Verstiindigungen im Steuerrecht», Inf, 21/90, p. 486; WEDELSTADT, A., «Tatsiichliche ... », 
cit, p. 516; IWANEK, S., «Aufhebung der ... », cit., p. 1396. 
582 SCHIMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit, p. 249. 
583 STELKENS, P., Y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., comentario al par. 59, nota 
marginal 20, p. 1329. 
de dicha potestad discrecional. Así, algunos autores consideran que ha de incluir-
se en el presupuesto de la propia transacción 584, mientras otros rechazan -más 
acertadamente, en nuestro opinión- la posibilidad de que una actividad discre-
cio~al se ubique dentro de ese ámbito, proclamando que sólo una vez que se ha 
realIZado el presupuesto de este negocio jurídico la Hacienda Pública ostenta 
discrecionalidad para apreciar la conveniencia de utilizar tal contrato para eli-
minar la incertidumbre existente 585. La diversidad de posturas se refleja, obvia-
mente, en el juicio sobre las consecuencias que tendría el mal uso de esta potes-
tad. Mientras para la primera tesis expuesta 586 dicha infracción se ubica dentro 
de las causas de nulidad correspondientes a la ausencia de los presupuestos de la 
transacción -por lo tanto, junto a la ausencia de incertidumbre o de contra-
prestaciones-, la consecuencia del mantenimiento de la otra postura es la mera 
anulabilidad del contrato (art. 63 LRJAPyPAC). 
b) Defecto de forma 
Si la infracción del ordenamiento jurídico consiste en un defecto de forma, 
el contrato sólo es anulable cuando «carezca de los requisitos formales in-
dispensables para alcanzar su fin o dé lugar a la indefensión de los interesados» 
(art. 62 LRJAPyPAC). 
Este precepto dispone, asimismo, que «la realización de actuaciones admi-
nistrativas fuera del tiempo establecido para ellas sólo implicará la anulabilidad 
del acto (léase, contrato) cuando así lo imponga la naturaleza del término o 
plazo». 
e) Vicios del consentimiento 
Conforme al arto 1817 Ce la transacción que incurra en un vicio del consen-
timiento está sujeta a lo dispuesto en el arto 1.265 del mismo texto legal. Este 
584 El argumento más importante que aportan aquellos primeros autores es que sólo la inclu-
s~ón de la discreci.onalidad en los presupuestos de hecho de la transacción permite el control judi-
c~al sobre su posIble abuso, pues el juez ha de limitar su enjuiciamiento a la concurrencia de 
~chos presupuestos (SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., p. 210). Sin embargo, a este punto de 
vIsta puede.o?onérsele que del control judicial está excluido el contenido de la transacción, pero 
no sus reqwsItos de legalidad que engloban la concurrencia de los presupuestos así como la lega-
lidad de la actuación. 
585 E te últ' 'd n.es lffiO ~entI o, MEYER, H., Y BORGS-MAcIEJEWSKI, H., Verwaltungsverfahrens-
gesetz. .. , clt, comentano al par. 59, nota marginal 40. 
S86 GóTZ, v., «Der rechstwidrige ... », cit., p. 299; TSCHANCIllNG, Die Nichtigkeit ... , cit., p. 86; 
BoNK, comentario al par. 55, nota margo 22 y como al par. 59, nm.20, en STELKENS, P., y otros, 
Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit. 
precepto enumera como vicios del consentimiento 587 el error, la violencia, 
la intimidación o el dolo, de los que se deriva la nulidad de aquel consenti-
miento 588. A pesar de la terminología adoptada por el legislador, la doctrina in-
terpreta de forma unánime la naturaleza de la sanción jurídica atribuible 
al consentimiento viciado como meramente anulable, en el sentido del artícu-
lo 1.300 Ce 589. 
Sin embargo, no toda voluntad viciada da lugar a la anulabilidad del contra-
to; el legislador sólo permite la declaración de invalidez en los supuestos en los 
cuales resultaría injusto mantener la vinculación de las partes. «En defmitiva, la 
decisión no recae tanto sobre si el consentimiento aparece o no viciado cuanto 
sobre si es o no justo que el contratante quede o no vinculado o continúe están-
dolo» 590. Un supuesto en el que, a pesar de existir un vicio del consentimiento, 
no se considera injusto que ambos contratantes queden vinculados al contrato es 
cuando ha habido dolo recíproco. 
Conviene advertir que la doctrina de los vicios del consentimiento y la regu-
lación que de ellos se efectúa en el Código civil es plenamente trasladable al 
ámbito de las transacciones tributarias 591. 
a') El error 
Una situación de error, como vicio del consentimiento, se produce «cuando 
la ignorancia o la defectuosa representación de una situación de hecho (error de 
hecho) o de derecho (error de derecho) que haya de ser considerada para la con-
clusión del acuerdo induzca al sujeto a estipular el contrato» 592. 
De esta forma, el contratante sufre un error en la formación interna de su 
voluntad, que le lleva a adoptar una decisión diferente de la que hubiera asumi-
do si el desarrollo de su voluntad hubiera transcurrido sin aquel vicio. 
587 La locución «vicio del consentimiento» expresa, como ha explicado GALGANO, E, El 
negocio jurídico ... , cit., p. 294, que, a pesar de la existencia de al menos la voluntad de la parte 
que ha deseado el contrato, el proceso formativo de esta voluntad se encuentra alterado. 
588 Los vicios del consentimiento pueden categorizarse en dos ámbitos, según hagan referen-
cia a la falta de conocimiento (error y dolo), o tengan relación con la falta de libertad (intimida-
ción o violencia). LA CRUZ BERDFJO, J. L., ManuaL.., cit., p. 622, reduce dicha sistematización 
a las categorías del error y el miedo, tras constatar que el error puede ser provocado por el dolo. 
589 Entre otros, LA CRUZ BERDFJO , J. L., Manual ... , cit., p. 623. 
590 DíEZ-PICAZO, L., Fundamentos ... , cit., T. 1, p. 159. 
591 GARGlULO, U., Il concordato ... , cit., pp. 198 Y ss.; QUARTA, Commento alla legge 
sull 'imposta di ricchezza mobile, 1920, 11, pp. 505 Y ss. (citado por BERLlRl, A, Principios ... , cit., 
p. 254); BEINHARD, G., «Der 6ffentlich-rechtliche ... », cit., p. 255; SClDMPF, c., Der verwal-
tungsrechtliche ... , cit., pp. 293 Y ss. 
592 LA CRuz BERMFJO, J. L., ManuaL.., cit, p. 623, 
La remisión que realiza el arto 1817 Ce a la teoría de los vicios del consen-
timiento en el negocio jurídico hay que entenderla matizada en cuanto al 
error, pues la estructura y naturaleza de la transacción impiden una traslación 
automática de la doctrina general de esta causa de invalidez a aquel contrato espe-
cífico 593. Esta especialidad se refleja, como será estudiado, en la imposibilidad 
de anular la transacción por el descubrimiento de nuevos documentos si no ha 
habido mala fe y en el tratamiento de las consecuencias de la falsedad de docu-
mentos. 
Por otra parte, la eficacia del error debe limitarse teniendo en cuenta que 
cuando l~s partes ~ransigen asumen ~ riesgo, en el sentido, por ejemplo, de que 
no es posIble que Impugnen el negOCIO por una errónea valoración económica de 
la situación. 
a") El error propio y el obstativo o en la declaración 
Junto al error que, como se acaba de explicar, influye en la formación de la 
,:olunta~ . (denominados errores-tipo o vicios del consentimiento) coexiste otro 
tIpo calificado como «error obstativo», el cual consiste en una divergencia entre 
la voluntad interna, correctamente formada, y la declaración de voluntad emiti-
da, de forma que el contratante que lo sufre no exterioriza su verdadera volun-
tad 594. Como se aprecia, tiene lugar en la emisión de la voluntad. 
Ante la ausencia de referencia alguna por parte del Código civil, la doctrina 
y la jurisprudencia se bifurcan entre la tesis que proclama la naturaleza de vicio 
de anulabilidad del error obstativo 595 y aquélla según la cual lo que se deriva es 
la nulidad del contrato, debido a la ausencia de consentimiento, pues el contra-
yente no pudo dar a conocer su verdadera voluntad 596. 
b") Ambito de relevancia del error 
Debido a la finalidad de la transacción -la eliminación de una situación 
incierta-, el error sobre la circunstancia controvertida es irrelevante (error «in 
593 GULLÓN BALLESTEROS, A, La Transacción, en Tratado ... , cit., p. 166. 
594 Por ejemplo, porque se equivoque al redactar el documento. La doctrina señala como un 
subti~ .del error obstativo los supuestos en que el error no lo sufre el contrayente, sino los medios 
que utilIZa para la transmisión de su voluntad (el documento es redactado o transmitido errónea-
mente por una tercera persona). LACRUZ BERMFJO, J. L., Manual ... , cit., p. 623. 
595 DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos ... , cit., T. 1, p. 179. 
-596 LUNA SERRANO, A, La ineficacia ... , cit., p. 137; LACRUZ BERMFJO, J. L., ManuaL.., cit., 
p. 624. En opinión de este autor, sin embargo, cuando el error se haya producido por culpa del 
que lo sufre o haya provocado la confianza de un tercero, la nulidad se encuentra suavizada. 
caput controversum») 597. Sólo es digno de consideración el error cuando incide 
en aquellas premisas que las partes consideran fundamento firme y que son ante-
riores y ajenas a la transacción (error «in caput non controversum»). 
En consecuencia, si tras la fijación de una cuestión de hecho o de derecho de 
forma transaccional la Administración o el particular descubren que sufrieron un 
error sobre la propia circunstancia controvertida, no podrán impugnar este con-
trato, siempre que haya habido buena fe por parte del otro contrayente 598. En 
otro caso se estaría permitiendo el replanteamiento de la controversia, dejando 
sin eficacia la finalidad de la transacción, esto es, la eliminación definitiva del 
litigio. 
Por 10 tanto, el error como vicio del consentimiento queda limitado al que se 
proyecta sobre «caput non controversum», del cual son manifestaciones: A) el 
error que tiene su origen en la falsedad de documentos (art. 1817.1), y B) la cele-
bración de una transacción desconociendo la existencia de Sentencia anterior 
firme 599. 
Como explica GULLÓN BALLESTEROS 600 el fundamento del defecto de invali-
dez que deriva de un error «in caput non controversum» es diverso. En algunos 
supuestos la producción de ese vicio tendrá como consecuencia la ausencia de 
controversia 601 y en otros casos constituirá un mero motivo de anulabilidad, 
como en los supuestos contemplados en los arts. 1817.1 Y 1819. 
597 GULLÓN BAlLESlEROS, A, La Transacción, en Tratado ... , cit., pp. 167 Y SS.; ENNECERUS, L., 
Tratado de Derecho ... , cit., vol. 11, p. 502; SCHRODER, J., Der Prozessvergleich ... , cit., p. 174; 
SONTHElMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 206; ROSSLER, G., «Nochmals: Tatsiich-
liche ... », cit., p. 2458; FROTSCHER, Comentario al par. 162, nota marginal llb, en SCHWAR, 
Knmmentar zur Ao. .. , cit.; EssER/WEYER, Schuldrecht. .. , cit., p. 366; STELKENS, P., y otros, 
Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 1285; IWANEK, S., «Aufhebung der ... », cit., p. 1398; Senten-
ciadel FG Berlín de 13-1-1987 (EFG 1987, p. 439). Encontra,ALBADADEJo, M., Derecho civiL, 
cit., p. 448, quien otorga eficacia anulante a ambos tipos de error, pues en su opinión la ley no 
hace distinciones; por otra parte, continúa este autor, no es argumento suficiente para impedir la 
eficacia anulatoria del error sobre la cuestión controvertida la afirmación de que ello supondría 
reabrir la discusión sobre la propia transacción. En opinión de Albadadejo, este razonamiento 
identifica el error que eventualmente puede sufrir una de las partes de la transacción con la incer-
tidumbre que se solventa mediante la celebración del este contrato. Mediante la alegación del 
error no se reincide en la duda que ya quedó resuelta. Según el autor, la característica que lleva-
rá a admitir o no el error como causa de anulación será su esenciabilidad. 
598 En otro caso, se tratará de un supuesto de dolo, que examinaremos a continuación. 
599 Como establece GULLÓN BALLESTEROS, A, La Transacción, en Tratado ... , cit., pp. 174 Y 
ss., los arts. 1817.1 Y 1819 son meras manifestaciones del principio general recogido en el arto 
1917 en relación a la admisión de la relevancia del error «in caput non controversum». 
600 GULLÓN BALLESTEROS, A, La Transacción, en Tratado ... , cit., p. 176. 
601 Así, por ejemplo, la Administración y el obligado tributario pactan sobre el valor incierto 
de un terreno propiedad del segundo. Si posteriormente se descubre que la finca pertenece a un 
tercero, la transacción será nula. 
Sin embargo, el Código civil ha recogido excepciones a esta eficacia anula-
toria del error que recae sobre cuestiones no controvertidas: A) el arto 1817.2: la 
falsedad de los documentos no puede ser opuesta por una parte a la otra cuando 
ésta última se haya apartado de un juicio ya comenzado como consecuencia de 
la celebración de la transacción, y B) el arto 1818 establece la imposibilidad de 
anular la transacción por el descubrimiento de nuevos documentos, siempre 
que no haya existido mala fe. En relación a este último supuesto, GULLóN 
BALLESTEROS 602 matiza varios puntos. En primer lugar aclara que la mera ocul-
~ción de documentos por una parte, aun cuando exista mala fe, no es causa sufi-
CIente para apreciar un vicio del consentimiento; es necesario «un enlace causal 
Y. preciso entre las cuestiones controvertidas y el documento encontrado poste-
normente, de tal modo que su conocimiento hubiera tenido como efecto plan-
tear sobre nuevas bases la controversia». Es decir, el documento ha de ser tras-
cendente. En otro caso no existe vicio del consentimiento. Junto a este supues-
to, aquel autor plantea las consecuencias de la ocultación por una de las partes 
de un documento, por considerar que no tenía ninguna relevancia respecto al 
planteamiento de la controversia. No existe mala fe, por 10 que ha de negarse 
también en este supuesto la posibilidad de anular el contrato. En resumen, el arto 
1818 exige, para considerar anulable la transacción, que haya existido mala fe y 
que los documentos ocultados sean relevantes en relación a la controversia. 
Tampoco es relevante el error cuando tanto la Administración como el obli-
gado tributario conocían la existencia de los documentos con anterioridad a la 
celebración de la transacción, aunque sólo tras la perfección del contrato se den 
cuenta del carácter decisivo de esos documentos. 
e") El error de hecho y el error de derecho 603 
Si bien la existencia de error es siempre una cuestión de hecho, aquél puede 
haberse originado en la falsa representación de un hecho o de una regulación 
legal. Por ejemplo, un error de derecho es la inclusión dentro de la base imponi-
ble de una renta no sujeta al impuesto. 
A pesar del tenor literal del arto 1.266 Cc y de la opinión tradicionalmente 
mantenida por la doctrina y la jurisprudencia, que manifestaban la ausencia de 
transcendencia anulatoria del error sobre el Derecho 604 debido al principio por 
el cual la ignorancia de las leyes no exime de su cumplimiento (art. 6.1 Cc), 
actualmente se aboga por su relevancia invalidante. 
602 GUlLÓN BALLESTEROS, A, La Transacción, en Tratado ... , cit., pp. 181 Y ss. 
603 Ver ALBIÑANA GARCÍA-QUlNTANA, c., Los problemas de hecho ... , cit., p. XXIII. 
604 SsTS 20-3-1951 Y 16-12-1953; RUGGIERO, R. de, Instituciones de Derecho ... , cit., 
p.521. 
Como explica DfEz-PICAZ0605, hoy día se ha extendido la necesidad de dife-
renciar entre la inobservancia de las leyes y la formación de un vicio de la volun-
tad por desconocimiento del ordenamiento jurídico. El contratante que alega 
error de derecho no pretende eludir la aplicación del ordenamiento jurídico. Por 
el contrario, se ha vinculado voluntariamente, y sólo arguye haber manifestado 
un consentimiento que hubiera sido otro distinto (incluida la posibilidad de no 
haber celebrado contrato alguno) de haber conocido las normas exactamente 
aplicables. 
La relevancia o irrelevancia del error depende de que recaiga «in caput con-
troversum» o «in caput non controversum», con independencia de que constitu-
ya error de hecho o de derecho 606. 
d") La falsedad de documentos 
El arto 1.817 Ce añade a los vicios del consentimiento comunes la falsedad 
de documentos que constituye una manifestación del principio general de rele-
vancia del error «in caput non controversufID> 607. Esta causa anulará el contrato 
siempre que exista una relación entre la falsedad y la transacción. 
La falsedad del documento puede dar lugar no ya a un error, sino a un 
supuesto de dolo en la formación de la voluntad si aquélla es producida por una 
de las partes del contrato, normalmente el obligado tributario. 
605 DíEz-PICAW, L., Fundamentos ... , cit., T. 1, p. 180. En el mismo sentido, ALBALADEJO, M., 
Derecho civiL.., cit., pp. 390 Y 391. En el ámbito tributario italiano, la aceptación del error de 
Derecho en el concordato se produjo, curiosamente, a través de las teorías que rechazaban la con-
sideración de estas actuaciones como transacciones y, en consecuencia, no se sentían obligados a 
trasladar el régimen jurídico de tales contratos a los concordatos (en este sentido, BERLIRl, A., 
Principios ... , cit., p. 255; COcIVERA, B., Jl Concordato ... , cit., p. 529). Sin embargo, actualmente 
puede defenderse la relevancia del error de derecho en los convenios tributarios incluso mante-
niéndose la naturaleza transaccional de éstos, pues, como hemos examinado, la doctrina civilista 
ya admite el error en aquel ámbito para las transacciones como concepto general. 
606 En efecto, en «caput no controversum» puede producirse tanto un error de hecho como 
de derecho. En palabras de GULLÓN BALLESTEROS, A., La Transacción, en Tratado ... , cit., p. 177: 
«Cuando se transige sobre el contenido de una determinada relación obligatoria puede partirse de 
la premisa de que exista como tal dicha relación, discutiéndose su extensión, demostrándose «a 
posteriori» que no tiene tal existencia (error de hecho), o bien las partes han considerado que el 
hecho causativo de la relación obligatoria es apto para generarla jurídicamente, siendo verdad lo 
contrario (error de derecho)>>. 
607 Por ello, si la falsedad fue el objeto mismo de la transacción no podrá alegarse el error 
sobre este dato como vicio del consentimiento, pues será «in caput controversum». DÍEZ-PICAW, L., 
Y GULLÓN, A., Sistema ... , cit., T. n, p. 499. 
e") Ignorancia de la inexistencia de incertidumbre por haber recaído 
sentencia firme 
. El arto 1.819 Ce est~~l~ un supue~to de error específico para las transac-
CIones, al prever la pOSIbilidad de «rescmdir» una transacción si su celebración 
tuvo origen en la ignorancia de la existencia de una sentencia firme. 
A pesar del término empleado -«rescisión>>- la sanción establecida en el 
arto 1~9 consis.te en la anulabilidad, y no, en contra de lo mantenido por algún 
autor ,de nulidad por falta de causa. Como explica GULLÓN BALLESTEROS 609 
tal ca~sa.existe en la celebr~ció~ del contrato; en ese momento las partes desea-
ban .elimmar una controversia, sm conocer que ésta ya estaba resuelta. Se ha pro-
d~Cldo un error sobre los presupuestos básicos del objeto que motivó la celebra-
CIón del contrato. 
~te vicio del consentimiento no puede producirse en las transacciones pro-
~dII?ental~s, pues la A~mini~tración tiene la obligación de conocer el Derecho, 
mcl~Ida la JurIsprudencIa ~plicable al caso concreto. En consecuencia, la igno-
ranCIa puede versar exclUSIvamente en el obligado tributario, que puede impug-
nar el contrato, pero no por un error, sino por dolo 610. 
. La transacción es nula, y no meramente anulable, cuando ambas partes cono-
c~~ran que se había pronunciado una Sentencia en tomo al objeto de la transac-
ClOn, pues en este supuesto faltaría la incertidumbre, causa de este tipo de con-
tratos. 
1") Requisitos del error 
N? todo error da lugar a. !a anulación del contrato. Como ya hemos explica-
do, solo tras una ponderaclOn del conflicto de intereses que se plantea en el 
supues~o. concreto,. que determine en qué casos es justo que la parte que ha sufri-
d? el VICIO se desvmcule del pacto, puede establecerse la relevancia o irrelevan-
CIa del error 611. 
1. Esencialidad 
El e.rror sólo provoca la anulabilidad del contrato cuando recaiga «sobre la 
sustan~Ia de la cosa que fuere objeto del contrato, o sobre aquellas condiciones 
de la mISma que principalmente hubiesen dado motivo a celebrarlo» (art. 1266 Ce). 
608 LAsARrE ÁLVAREZ, c., Principios ... , cit., T. I1I, p. 383. 
:: Guu.óN .B~os, A., La Transacción, en Tratado ... , cit., pp. 38 Y ss. 
El conocmuento por uno solo de los contratantes es un supuesto de dolo ruDO . IEZ-PICAZO, L., Fundamentos ... , cit., T.I, pp. 176 Y 177. 
Si el vicio recae sobre la persona «sólo invalidará el contrato cuando la consi-
deración a ella hubiera sido la causa principal del mismo» 612. 
Frente al carácter objetivo de la esencialidad del error en relación a la gene-
ralidad de contratos, cuando se trata de una transacción esta esencialidad es sub-
jetiva. Ello significa que no basta con probar que el error es considerado esen-
cial en el tráfico jurídico, sino que la parte que lo alegue habrá de demostrar que 
precisamente esa creencia errónea le indujo de manera determinante a transigir 
en el supuesto concreto. 
Como expone GALGANO, la esencialidad del error se produce cuando recae 
en alguno de las situaciones previstas por el arto 1529 del Código civil italiano 613: 
a) sobre la naturaleza o sobre el objeto del contrato; b) sobre la identidad del 
objeto; c) sobre las cualidades del objeto, que según la común apreciación y 
dadas las circunstancias deben entenderse determinantes del consentimiento; 
d) sobre la identidad o las cualidades personales del otro contratante; e) sobre los 
motivos del contrato, siempre que se trate de un error de derecho. 
En relación al error en los motivos, parte de la doctrina señala su irrelevan-
cia debido a la ausencia de esencialidad, a no ser que dicho motivo sea compar-
tido por ambos contrayentes y constituya el único determinante de la vo-
luntad 614. 
Por otra parte, «el simple error de cuenta sólo dará lugar a su corrección» 
(art. 1.266 Ce). En este sentido, el TS ha circunscrito la relevancia de este vicio 
sólo a los errores de carácter material o de cuantificación, excluyendo «el que no 
consiste en un error de cálculo u operación aritmética, sino en la inexactitud de 
los factores, que dan lugar a un error de concepto» (STS 26-2-63). 
612 La mayoría de los errores sobre la persona que dan lugar a la anulabilidad del negocio se 
producen en los contratos «intuito personae», es decir, aquéllos que implican una relación de con-
fianza entre los contratantes. Sin embargo, como admite actualmente la doctrina, también en el 
resto de contratos, que no ostentan los caracteres propios de los «intuito personae», como la tran-
sacción, se puede deducir un error sobre la persona, de tal entidad que provoque la iI}eficacia del 
negocio, aunque ciertamente estos supuestos serán escasos. En este sentido, LAsARTE ALvAREZ, c., 
Principios ... , cit., T. I1I, p. 27. 
613 GALGANO, F., El negocio ... , cit., pp. 294 Y ss. Aunque, como él mismo reconoce, dicha 
lista es meramente ejemplificativa. 
614 LACRUZ BERMEJO, J. L., ManuaL.., cit., p. 625, quien relaciona esta anulabilidad con los 
arts. 1.276 y 767 Ce. Sin embargo, como ya ha sido mencionado, GALGANO, F., El negocio ... , cit., 
p. 300, explica la relevancia en Derecho civil italiano del error en los motivos cuando sea un error 
de derecho y no de hecho, es decir, cuando el motivo «esté afectado por la ignorancia o por el 
falso conocimiento de una norma legal o reglamentaria, y constituyen la razón principal o exclu-
siva del contrato». 
2. Excusabilidad 
. . Para que e~ error determine la anulación del contrato se exige que no sea 
Imputable a 9.~Ien l? padece, es decir que demuestre no haber podido solventar-
lo con una dilIgenCIa normal 615 • 
E? este, se~ti~o, no será excusable el error de derecho cuando el obligado tri-
butano .e~te aSI.S!Ido por un letrado 616. Por su parte, debido a la exigencia de que 
la AdmI~IstracIon conozca el ordenamiento jurídico, es imposible que sufra un 
error de derecho excusable. 
3. Reconocibilidad 
. A las notas ante?ores se ,añade, con la finalidad de proteger la seguridad jurí-
dIca, que el error. solo p~a dar lugar a la impugnación del contrato cuando la 
parte que ha ~~do. el VICIO demuestre que la otra hubiera podido reconocerlo ~ando una diligencIa normal 617. Basta, por lo tanto, la prueba de la reconocibi-
lidad abstracta, esto es, no es necesario que se demuestre el conocimiento con-
cret0 618• 
E~t~ ex~~encia se muestra desnivelada según la prueba ataña a la ~dmImstraclOn o al obligado tributario, pues lógicamente la Hacienda Pública 
tI.ene un deber y unas potestades de conocer la situación mucho mayores que el 
CIUdadano. 
4. Determinabilidad 
Por úl~imo, ha de e~stir un nexo de causalidad entre el error y la celebración 
del negocIo, en el sentIdo de que si el contratante no hubiera sufrido esta falsa 
representación no habría realizado la transacción 619. 
614 A pesar de que este requisito no se encuentra contemplado en el art 1266 Ce la· . prude· 1 doct· 1 - . ,Juns-
. ~~a ya. nna o señalan como requisito de eficacia invalidante. !AsARlE ÁLvAREZ, C Pr~nclpzos ... , Cl~., T. I1I, p. 27 Y SsTs 18-4-1978 Y 16-12-1957. Una situación contraria es l~ 
eXlS~~te en Italia, según expone GALGANO, F., El negocio ... , cit., p. 303. 
LACRUZ BERMEJO, J. L., Manual ... , cit., p. 626. 
617 El requisito de la reconocibilidad del error no es exigible cuando éste es sufrido por 
ambas. parte~, COmo expone LACRUZ BERMEJO, J. L., Manual ... , cit., p. 626. GALGANO F El 
negocIO ... , Clt., p. ~03. ' ., 
a 618 Sin .e~bargo, la prueba d~l cono~~iento efectivo absuelve la del abstracto, de forma que 
unque el VICIO no fuera reconosClble objetivamente, si se prueba que el contratante lo conoció el con~~to será anul~ble. GALGANO, F., El negocio ... , cit., p. 302. 
!AsARlE ALvAREz, C., Principios ... , cit., T. I1I, p. 28. 
b') El dolo 
El arto 1.269 determina la existencia de dolo «cuando, con palab.ras o maqui-
naciones insidiosas de parte de uno de los contrayentes, es mducldo el otro a 
celebrar un contrato que, sin ellas, no hubiera hecho». 
Con otras palabras, el dolo provoca un error determinante en. la pers~~a que 
10 sufre, de forma que sin las maquinaciones insidiosas. no ~ublera emItido su 
consentimiento en ese sentido. A diferencia del error nacIdo sm dolo, provoca la 
anulabilidad del contrato aunque no se den los requisitos del error 620. 
Como explica LACRUZ BERMEJO 621, est~ vicio d~l, consentimiento no sólo se 
produce cuando es causado activamente, smo tamblen en los casos en que uno 
de los contrayentes se aprovecha del error en el que la otra p~e se encue?tra y 
no le aclara la verdadera situación; más aún si existe un especIal deber de ~or­
mación fidedigna. Este dolo, denominado omisivo, es admitido por la doctnna y 
por la jurisprudencia 622. 
Este sería el supuesto en que el obligado tributario ~culta datos a ~a 
Administración 623 que, ante la imposibilidad de conocer, .~or ejemplo, la ~uantía 
de los ingresos del particular lleva a cabo una trans~CClOn con la ~alid.ad de 
fijar dicha cantidad. Podría alegarse una causa de nu~dad: la ausenCia de mcer-
tidumbre por parte de uno de los contrayentes, el partIcular, cuya conducta con-
duce a la Hacienda Pública a utilizar la estimación indirecta, ya que se en~en~a 
incapaz de solucionar a través de los medios normales de prueba una mc:ertl-
dumbre causada por el propio obligado tributario que co~o~ su verdad~ra Sl~­
ción impositiva. Sin embargo, si admitiéramos esta poslb~lidad el obligado. tn-
butario se vería favorecido por su propio ánimo defraudat~no, entre otros motivos 
porque las causas de nulidad son alegables por todos los mteresa~~s. Por el con-
trario, si se considera que se ha producido ~n.a caus~ de anul~~ilIdad del dolo, 
exclusivamente la Administración puede solIcItar la lffipugnaclOn del contrato. 
a") El ánimo de engañar 
La conducta que provoca el error en la contrapart: ha de re~se con el 
ánimo consciente y deliberado de engañar, por 10 que solo determmar~ la anula-
bilidad del contrato el «dolus malus» y no el «dolus bonus», que consIste en «la¡ 
620 AsI' por eJ'emplo si el error es inexcusable, pero ha sido provocado por dolo de la otraJ 
" L' 626 627 parte determinará la anulabilidad. LACRUZ BERMFJo, 1. L., Manua .. , Clt., pp. y . 
6;1 LACRUZ BERMEJO, J. L, Manual ... , cit., p. 627. . . . . 
622 SsTS de 15.6.87,28.9.89,27.10.90 Y 21.6.93: «El ~olo como VICIO del consen~en~ 
contractual (es) comprensivo no sólo de la insidia directa e mductora de la. conduct~ erronea ~a 
otro contratante, sino también de la reticencia dolosa del que calla 51 no adVierte de~l~ente a. 
otra parte ... aprovechándose de ello». Entre los autores, lAsARTE ALVAREZ, C., Pnnelpws ... , CIt.,' 
T. I1I, p. 33. ,. d 1 d ber de infi ciÓn. 
623 Por supuesto, en este punto surge el problema de los lúnites e e orma 
simple ponderación de las ventajas de la conclusión del contrato» 624 o, en pala-
bras de DÍEz-PICAZO 625, en el «margen de engaño tolerado por los usos y por hi 
moral». 
En este sentido se pronuncia el arto 1.818: «El descubrimiento de nuevos 
documentos no es causa para anillar o rescindir la transacción, si no ha habido 
mala fe». 
b") Dolo causante (<<dolus causam dans») y dolo incidental (<<dolus incidens») 
La diferencia entre ambos tipos de dolo consiste en la ausencia de efectos 
anuladores del contrato cuando es incidental, pues el que 10 ha sufrido hubiera 
concluido el negocio jurídico en todo caso 626. No existe, por 10 tanto, la relación 
de causalidad entre la conducta engañosa de la otra parte y la conclusión del con-
trato, que es uno de los requisitos exigidos para que dolo sea considerado vicio 
del consentimiento (art. 1269 Cc). 
Así 10 dispone el arto 1.270 Cc: «Para que el dolo produzca la nulidad de los 
contratos deberá ser grave ( ... )>>, junto a la determinación de las consecuencias 
meramente reparadoras del «dolus incidens», que «solo obliga al que 10 empleó 
a indemnizar daños y peljuicios». 
Sin embargo, como expone DÍEz-PIcAZo627, el criterio divisorio entre el dolo 
causante y el incidental es muy difuso. Si se utiliza la característica de que el 
dolo haya sido o no causa del contrato nos encontraremos con meras hipótesis, 
pues resultará muy difícil determinar si éste se hubiera o no celebrado si el vicio 
del consentimiento no se hubiera producido. La tesis empleada por algunos auto-
res, y también expuesta por aquel autor civilista, consiste en atender a la natura-
leza de la parte afectada del negocio, de forma que si el dolo recae sobre ele-
mentos esenciales será causante y si recae sobre elementos secundarios será inci-
dental. Sin embargo esta última tesis plantea el problema de determinar qué ele-
mentos son principales. 
e") La esencialidad 
Al igual que el error, el dolo sólo anula la transacción cuando sea esencial. 
Así, el contratante que haya incurrido en este vicio del consentimiento debe pro-
bar simplemente el dolo cuando éste recae sobre la naturaleza del contrato o 
sobre el objeto o la identidad del objeto; si, por el contrario, el vicio se ha pro-
ducido respecto de la cualidad del objeto o la identidad o cualidad de la contra-
624 lAsARTE ÁLVAREZ, C., Principios ... , cit., T. I1I, p. 32. 
625 DIEZ-PICAZO Y PONCE DE LEON, L, Fundamentos ... , cit., T. 1, p. 172. 
626 OGAYARAYllON, T., Comentario a los arts. 1809 a 1821 del Código civil, enALBADA-
DEJO, M., dir, Comentarios al Código civil ... , cit., p. 67. 
627 DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEoN, L, Fundamentos ... , cit., T. 1, pp. 172 Y 173. 
parte se debe probar que el dolo fue determinante de la celebración de la tran-
sacción 628. 
d") El dolo re~íproco 
También se dispone en el arto 1.270 Ce que el dolo sólo produce efectos inva-
lidantes si no ha sido empleado por las dos partes contratantes. En otro caso, el 
contrato no es anulable pues la intención antijurídica de los intervinientes exclu-
ye la protección derivada del principio de buena fe 629. 
e") Descubrimiento de nuevos documentos retenidos u ocultados 
Como expusimos con anterioridad, si en el desconocimiento de los docu-
mentos no ha existido mala fe se trata de un caso de error, que además no anula 
la transacción. 
Sin embargo, si en dicha ignorancia ha intervenido la mala fe nos encontra-
remos ante un supuesto de dolo (art. 1.818 Cc), anulable si esta circunstancia fue 
decisiva para la celebración del contrato 630. 
En el mismo sentido ha de resolverse la situación en que uno de los contra-
tantes conociera la existencia de un sentencia previa a la transacción (art. 1.819 
Ce), así como cuando sabía la falsedad de los documentos que condujeron a 
error a la contraparte o hubiese sido, incluso, el autor de esa falsedad 631. 
f") La «litis temeraria» 
La «litis temeraria» se produce cuando la Administración o el obligado tri-
butario mantienen en el desarrollo de la controversia posturas y exigencias total-
mente infundadas, con la única finalidad de obligar a la contraparte a celebrar 
una transacción para evitar un litigio. 
Frente a la doctrina que 10 califica como violencia moral o causa ilícita, 
GULLóN BALLESTEROS considera que es irrelevante 632, debido a la consecuencia 
negativa que supondría para la transacción, pues sería anulable con sólo alegar 
uno de los intervinientes el temor al litigio o la acertada fundamentación de su 
628 GALGANO, E, El negocio ... , cit., p. 307. 
629 !ASARTE ÁLvAREZ, C., Principios ... , cit., p. 33. 
630 DíEz-PrCAZo, L y GULLÓN BAlLESTERos, A, Sistema. .. , cit., T. ll, p. 499. 
631 GUUÓN BALLESTEROS, A, La Transacción, en Tratado ... , cit., p. 183. 
632 Con excepción del supuesto del arto 1.818 Ce. 
633 DÍEz-PrcAW, L, y GUlLÓN BALLESTEROS, A, Sistema ... , cit., T. ll, pp. 499 Y 500, quienes 
apoyan su postura, igualmente, en la posibilidad de que uno de los contratantes quisiera celebrar la 
transacción a pesar de su certidumbre respecto al carácter erróneo de la postura de la otra parte. Sin embar-
go, esta argumentación no es trasladable al Derecho público, pues se exige que la duda de las partes sea 
fundada Ni laAdministrnción ni el particular pueden transigir si tienen seguridad respecto a su posición. 
postura 633. Como mantiene LAsARTE 634, toda la cuestión queda reducida a la 
existencia de dolo y a su prueba. 
g") El dolo de tercero 
Del arto 1.269 (<<Hay dolo cuando con palabras o maquinaciones insidiosas 
de parte de uno de los contratantes ... ») parece desprenderse la irrelevancia del 
dolo producido por un tercero. 
Si~ embargo, la ?O~tri~~ 635 afirma la eficacia vinculante del dolo de una per-
sona ajena al negocIo Jundico cuando uno de los contrayentes conocía aquella 
intención maliciosa y se ha aprovechado de ella, aunque no la haya provocado. 
El dolo d.el ter. cero también puede ser omisivo, como por ejemplo cuando el 
retenedor sIlenCIe datos que provoquen una situación de error en la 
Administración respecto de la situación tributaria del retenido 636. 
Si el dolo es producido por un tercero totalmente ajeno a la relación con-
tractual y ninguna de las partes se ha confabulado con ese sujeto ni, tan siquie-
ra, te~ía con~cimiento de la situación que provocó el dolo, este vicio no produ-
ce la meficacIa del contrato. Sin embargo, el negocio jurídico puede ser anulado 
por error cuando el dolo del tercero haya provocado un error esencial en alguno 
de los contratantes. 
e') La intimidación 
La intimidación, regulada en el arto 1267 Ce, consiste en la ausencia de liber-
tad en la formación de la voluntad de un contratante, debido a «un temor racio-
nal y fundado de sufrir un mal inminente y grave en su persona y bienes, o en la 
persona o bienes de su cónyuge, descendientes o ascendientes»637. 
634 !ASARTE ÁLvAREZ, c., Principios ... , cit., T. 1lI, p. 384. 
635 DÍEZ-PrcAZo, L., Fundamentos ... , cit., T. 1, pp. 174 Y 175; !ASARTE ÁLvAREZ C. 
Princip,ioS ... , cit., T. 1lI, p. 34, quien expone la tesis mantenida por la jurisprudencia en se~tid~ 
contrano.' pues declara la ausencia de efectos anulatorios del dolo de un tercero aunque una parte 
lo conocl~se, SsTS 8-3-29 y 2-2-88. Así, igualmente, GALGANO, E, El negocio ... , cit., p. 306, el 
cual precisa que basta con que la parte contratante tenga conocimiento del engaño del tercero, 
aunque no lo haya provocado él mismo. Por supuesto, si el dolo ha sido provocado por uno de 
los contratantes, será considerado vicio del consentimiento, pues la intervención del tercero es 
puraTIlente material. 
636 GALGANO, E, El negocio ... , cit., p. 311, acepta el dolo omisivo del tercero en el ámbito 
civilista. 
637 Aunque el arto 1817 no recoge expresaTIlente la intimidación como vicio del consenti-
miento de las transacciones, hay que entenderlo incluido por la remisión que efectúa dicho pre-
cepto a las normas sobre invalidez de los contratos. Así, OGAYAR AYLLON, T., Comentario a los 
arts
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·1809 a 1821 del Código civil, enALBADADEJO, M., dir, Comentarios al Código civiL.., cit., 
p. . 
Como requisitos de la intimidación como vicio del consentimiento se seña-
lan los siguientes 638: a) la amenaza ha de ser considerable 639 y antijurídica, y b) la 
coacción ha de inspirar en quien la sufre un temor racional y fundado, que le 
obligue a prestar un consentimiento no deseado. 
LACRuz BERMFJ0640, tras señalar que no constituye intimidación la amenaza 
del ejercicio legítimo de un derecho como, por ejemplo, la provocación de un 
procedimiento judicial, debido a la ausencia de la nota de antijuridicidad de la 
amenaza, destaca que, sin embargo, sí constituiría amenaza antijurídica -y, por 
lo tanto, dará lugar a un vicio del consentimiento-, el anuncio de acudir a los 
Tribunales «si se utiliza con el fin ilegítimo de obtener ventajas o de mejorar 
convenios ya concertados)), o, como expresa GALGANO 641 una ventaja no debida 
o superior a la debida o un resultado que no es inherente al derecho que se ame-
naza con ejercitar. Esta puntualización tiene importancia respecto a los vicios del 
consentimiento que se produzcan en el desarrollo de la transacción entre la 
Administración tributaria y el contribuyente, pues determina la anulabilidad de 
tales negocios jurídicos cuando la Hacienda Pública utilice el muy convincente 
argumento de una inspección intensiva o «exponga)) al ciudadano la retalnla de 
medios públicos de que dispone y que la colocan en una situación de superiori-
dad. Es decir, la Administración no podrá hacer uso de las potestades que el 
ordenamiento jurídico le concede como medio de intimidación al particular para 
que asienta a la celebración de la transacción o para que otorgue a ésta el conte-
nido deseado por el funcionario cuando no exista una relación entre el resultado 
y el ejercicio del derecho que se anuncia realizar 642• 
Si, por el contrario, la Administración no ha utilizado sus potestades de forma 
intimidante, pero el contribuyente llega a la conclusión de que prefiere fijar las 
cuestiones inciertas de forma consensuada para evitarse una inspección duradera, 
no puede éste impugnar el contrato, pues el deseo de acortar el procedimiento o 
de impedir posteriores inspecciones no es un supuesto de intimidación 643. 
638 LACRUZ BERMFJO, J. L., Manual ... , cit., p. 629 Y LAsARTE ÁLVAREZ, c., Principios ... , cit., 
T. 1lI, p. 30. 
639 Como señala la jurisprudencia, la intimidación ha de ser «de tal entidad que ... influya en 
su ánimo induciéndole a emitir una declaración de voluntad no deseada y contraria a sus propios 
intereses» (SsTS 27-2-1964, 21-3-1970, 31-12-1979 Y 21-6-1993). 
640 LACRUZ BERMEJO, J. L., Manual ... , cit., p. 630. 
641 GALGANO, F., El negocio ... , cit., p. 313. 
642 Véase la Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, de 27 de febrero de 
1980, que en relación al procedimiento sancionador reconoce la licitud de acuerdos amistosos 
que conlleven la renuncia del particular a su derecho de acceso a los Tribunales, siempre que ello 
no se consiga mediante la exposición por parte de la Administración de argumentos coactivos. Un 
estudio de este pronunciamiento, OlU'EGA ÁLVAREZ, L., «La coacción institucional para desistir 
del acceso al juez», RAP, n.2 100-102, vol. 11, 1983, pp. 1437 Y ss. 
643 Sentencia del FG Berlín de 13-1-1987 (EFG 1987, p. 440); IWANEK, S., <<Aufhebung der ... », 
cit., p. 1398; FROTSCHER, Comentario al par. 162, en ScHwAR, Kommentar zur AO ... , cit., p. 13. 
d') La violencia 
El arto 1.265 Ce establece como último vicio del consentimiento la violencia, 
que se define como la utilización de «fuerza irresistible)) con la finalidad de 
«arrancar el consentimiento)) (art. 1.267 CC). En opinión de LACRuz BERMEJO 644, 
esta catego~a sólo puede hacer referencia a la violencia moral, pues la física 
-en el sentido del arto 1.267 ~ constituye un supuesto de completa falta de 
voluntad, que comporta la nulidad de la transacción. 
En los supuesto de intimidación y violencia moral, la parte que los sufre con-
trata voluntariamente; su consentimiento no se encuentra eliminado, sino viciado. 
Por otra parte, la violencia puede provenir tanto de un interviniente en el con-
trato como de un tercero ajeno al negocio jurídico (art. 1.269). En este último 
supuesto, a diferencia del dolo, existe un vicio invalidante aunque el contratan-
te que se ha beneficiado de ello no lo conociera. 
B) VICIOS QUE NO PROVOCAN lA INVALIDEZ 
Existen supuestos que, a pesar de suponer una lesión al bien común su inci-
dencia no es lo suficientemente grave como para declara su invalidez. ' 
En estos casos, hay que examinar el grado de importancia de la infracción 
ju~dica que el contrato supone, así como el sentido y fmalidad del precepto 
leSIOnado. Si se estima, de forma objetiva, que aquella violación es esencial 
!enie~do en cuenta ~a fin~dad de la norma en cuestión, se producirá siempre l~ 
mvalidez del negOCIO. SI, por el contrario, el ordenamiento jurídico no ha sido 
dañado de forma considerable, la transacción será válida y eficaz 645. 
En concreto, la lesión será insustancial cuando consista en un mero vicio de 
p~ocedimiento o de forma subsanable o en la inobservancia de plazos no esen-
CIales (art. 63.2 y 3 LRJAPyPAC). También se considera válido el contrato sus-
ceptible de varias interpretaciones, aunque una de ellas dé como resultado la 
lesión al ordenamiento jurídico por parte del negocio público 646. 
Tampoco provocará la nulidad del procedimiento la insuficiencia de poder de 
representación del particular firmante del acta o interviniente en las actuaciones 
inspectoras si tal vicio es atribuible al propio obligado tributario (art. 28.3 
RGIT). 
644 LACRUZ BERMEJO, J. L., ManuaL.., cit., pp. 623 Y 629. 
645 B"" V. D UCHNER, ., ie Bestandskraft ... , cit., pp. 112 Y ss.; STELKENS, P., y otros, Verwaltungs-
verfahrensgesetz ... , cit., comentario al par. 59, nota marginal 31. 
646 GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Curso ... , cit., T. 1, p. 625. 
C) EFECfOS DE LA INVALIDEZ 
Cuando el negocio es nulo se encuentra privado de sus consecuencias nor-
males, sin que pueda ser sanado. Se produce una restauración de la situación 
anterior al contrato, que además no exige el pronunciamiento expreso de un juez 
y que puede ser reclamado por cualquier sujeto (incluyendo a la Administra-
ción), incluso por aquél que produjo la causa de nulidad. 
Por el contrario, el contrato meramente anulable deviene eficaz si ellegiti-
mado para ello no 10 impugna ante los Tribunales en un plazo determinado. 
Como expone RUIZ SAMALLERA 647, las situaciones que van produciéndose son 
las siguientes: 1. desde la celebración del contrato hasta que prospera la acción 
de anulación el contrato es eficaz, produciendo todos sus efectos; 2. una vez que 
se declara su anulación, el contrato se considera nulo desde su celebración; 3. si 
ninguna de las partes reclama su anulación, el negocio jurídico devendrá total-
mente eficaz, y 4. durante el plazo en el que puede interponerse la acción, la 
parte que sufre el vicio puede confirmar el contrato. Si así fuera, se entenderá 
como perfecto desde su celebración. 
La diversidad principal entre la nulidad y la anulabilidad, en 10 que a nues-
tros efectos interesa, consiste en que ante una causa de nulidad el obligado tri-
butario no puede compeler a la Administración a cumplir con 10 pactado, esto es, 
a recoger en el acto de liquidación las cuestiones fijadas de forma concordada, 
ni la Hacienda Pública puede evitar la presentación de un recurso por el particu-
lar; y, en 10 supuestos de transacciones celebradas con anterioridad a la realiza-
ción del presupuesto de hecho, la autoridad fiscal no puede compeler al sujeto 
pasivo a tributar según el pacto viciado de nulidad. Por el contrario, cuando la 
causa es de anulabilidad, la parte (la Administración o el ciudadano) que ha 
sufrido el vicio sí puede reclamar dicho cumplimiento, pues está en su mano 
subsanarlo. 
1. La divisibilidad de la transacción 
El Código civil recoge, mediante la remisión a la teoría general de la nulidad 648, 
la divisibilidad de la transacción, de forma que la nulidad de una de las partes de 
dicho contrato no anula el negocio en su totalidad. Para ello han de cumplirse los 
647 RUlZ SARAMALLERA, R., Derecho civiL.., cit., vol. n, p. 93. 
648 El legislador no se expresa sobre esta cuestión. Sin embargo, el principio de divisibilidad 
de la transacción se infiere de la remisión que el arto 1817 ce hace al arto 1265, esto es, a la teo-
ría general de nulidad de los contratos, donde se encuentra plenamente admitido que la nulidad 
de una parte del negocio jurídico no conlleva la de todo el negocio, salvo que sin esa parte cuyo 
contenido se anula los contratantes no hubiesen celebrado el contrato. En este sentido, GuILÓN 
BAllESTEROS, A., La Transacción, en Tratado ... , cit .. , pp. 134 Y ss. 
re9uisitos ~encionados por DÍEZ-PICAZO 649: a) que la irregularidad pueda deli-
mItar~e y aIslarse en una p~ de la transacción y no en la propia estructura o 
esenCia d~l C?~~ato; b) que sm la parte anulada el negocio pueda satisfacer el fin 
al que está dmgIdo. 
Si concurren es~os presupuestos la nulidad de una cláusula de la transacción 
no acarreará la nuhdad de todo el.negocio jurídico, siempre que de la voluntad 
de l~~ partes no se desprenda que sm aquella parte no hubiesen celebrado la tran-
sacclOn 650. 
P?r.lo que respect~ a los s~p~estos en que diversos obligados tributarios han 
transIgido con la HacIenda Pub~ca, es conveniente seguir el criterio expuesto 
por GULLÓN B~:STEROS.651, qUIen establece que «si en una transacción relati-
va a la. C?~POSICIon de dIversas controversias, las partes las han considerado 
~mo diVIdIdas, ~e m.odo que la solución adoptada para una de ellas hubiera sido 
Ig~1mente quenda SI la otra u otras controversias no se hubiesen transigido la 
nulidad ~ una parte o cláusula no implica la nulidad del acto transaccional. Por 
el contrano, ello.se producirá cuando en la composición de cada controversia las 
partes hayan terudo en cuenta las demás. Lo primero se producirá generalmen-
te, cuand~ en cada composición del ~~ic.to exista un "aliquid datum et aliquid 
retentum , y 10 segundo cuando ese aliqmd" se indique de un modo complejo 
de. tal manera, que resulte imposible individualizar aquella fracción que deb~ 
aSIgnarse a cada controversia resuelta». 
2. Influencia de la invalidez de la transacción sobre el acto administrativo 
finalizador del procedimiento 
Al se.r la.s tr~acciones procedimentales tributarias siempre preparatorias del 
acto de hqmd~c~on, ~e plantea la cuestión relativa a la incidencia que tiene sobre 
este acto. ~dmIrustratlvo que el negocio jurídico incurra en una causa de nulidad 
o anulabihdad. 
~te todo es nec~s~io ~eiterar que aunque el acuerdo tenga carácter prepa-
ratono del ~cto de hqmdacIón, esto no significa que en todo caso se dicte tal 
acto. Es pOSIble que la Hacienda Pública y el obligado tributario fijen de forma 
convenCional el v~or de un bien c.on ::mterioridad a que el propio presupuesto de 
hecho se haya reallZéldo, con la finahdad de que el sujeto pasivo tribute según 
649 DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEaN, L., «Eficacia e ineficacia del negocio jurídico» ADe ~. XIV, p. 829. Respecto al ámbito administrativo se pronuncian en Dereho alemán el ~ar.59.3 Verwye~G. MAYER, F., Y KOPP, F.,Allgemeines Verwaltungsrecht ... , cit., p. 273; OBERMAYER K 
«Der lllchtige ... », cit., p. 289. ' , 
d. 650 Esta voluntad ha de ser la que existía en el momento de la celebración del negocio jurí-lCO. 
651 GULLóN BALLESTEROS, A., La Transacción, en Tratado ... , cit., p. 138. 
los criterios acordados. La autoliquidación realizada por el particular basándose 
en el acuerdo puede no ser revisada por la Inspección. 
En caso de que tal acto de liquidaeión se produzca, el vicio que rec~e ~obre 
la transacción se «traslada» al acto admitilittrativo finalizador del proced~ento 
en todo caso. Esta afirmación se basa en el hecho de que el contrato se mtegra 
de forma absoluta en el acto de liquidación, al igual que las cuestiones que la 
Administración haya fijado de forma unilateral. 
Esquematizando, podríamos clasificar los motivos de inv~dez de un acto de 
liquidación cuyo contenido hubiese sido establecido parcIalmente de forma 
concordada con el ciudadano de la siguiente forma: 
A) La regulación unilateral que recoge el acto administrativo in~rre e? una 
de las causas de nulidad o de anulabilidad propias de los actos admIDlstrabvos. 
B) La regulación transaccional cuyo co~tenido recog~ ~l acto administrati-
vo incurre en alguna causa de invalidez (nulidad o anulabilidad). 
C) El acto de liquidación se aparta. ~el con~e~d? de la tran~acción. 
Constituye un motivo de nulidad por infraccIOn del pnncIpIo contractuahsta «lex 
inter partes». 
Respecto al primer supuesto no es neces~o extendemos pues~o qu~ no o~e­
ce ninguna singularidad en relación al objeto de nuestro trabaJO. SI SUSCItan 
muchos problemas los otros dos casos. Por lo que se refiere al último, hay ~~e 
afirmar la clara ilicitud del acto de liquidación que se aparte de la regulacIOn 
establecida concordadamente, puesto que al ser la transacción «lex inter partes» 
no puede una de ellas apartarse unilateralmente. 
Cuando es la propia transacción la que sufre una irregularidad, ésta ~a de ser 
estudiada según la normativa propia de los contratos, aunque los mecanIsmos ~e 
impugnación sean los propios de los actos ~dmi~strativos, c:~mo C?nse~encIa 
de su inserción en uno de ellos. En este sentldo, SI la transaCCIOn ha mcurndo en 
una de las causas de nulidad o de anulabilidad propias que acabamos de expo-
ner, el acto de liquidación es impugnable mediant~ los recursos previstos para 
los actos administrativos nulos o anulables, respectIvamente. 
En el procedimiento de liquidación, el inspector-jefe puede percatar~e con 
anterioridad a la emisión del acto de liquidación de la existencia de una rrre~­
laridad en la transacción propuesta por el actuario. En este supues.to, el funCIO-
nario puede eludir la perfección de dicho contrato, s~gún lo prev~sto e~ el arto 
60.2 RGIT. Asimismo, si el vicio es subsanable, este organo supenor e.sta capa-
citado para proceder a su subsanación, siendo la transacción a partir de ese 
momento válida. 
Por otro lado la nulidad o anulabilidad de la transacción no provocan en todo 
caso la invalide; del acto de liquidación. Al igual que ocurre en relación al con-
tenido unilateral de tal acto, la invalidez de cualquiera de las p~e~ del acto 
administrativo sólo provocará la invalidez de la totalidad del acto SI dicha parte 
es esencial (principio de conservación de los actos). En este sentido es aplica-
ble lo dispuesto en el arto 64.2 LRJAPyPAC: «La nulidad o anulabilidad en parte 
del acto administrativo no implicará la de las partes del mismo independientes 
de aquélla salvo que la parte viciada sea de tal importancia que sin ella el acto 
administrativo no hubiera sido dictado». Esta regla es aplicable tanto si la parte 
viciada ha sido establecida unilateralmente por la Administración como si es el 
resultado de un contrato con el particular. 
D) VALIDEZ DE LA TRANSACCIÓN ILÍCITA 
En determinados supuestos, la transacción puede resultar válida a pesar de 
incurrir en alguna irregularidad. Ello es consecuencia de la aplicación de diver-
sos principios, que enumeramos a continuación. 
l. InOuencia del principio «volenti non fit iniura» 
La pregunta que plantea la aplicación de este principio es si la voluntad del 
obligado tributario, manifestada en el contrato, puede subsanar los vicios de 
invalidez en que dicho negocio jurídico incurra. 
El problema consiste, fundamentalmente, en un conflicto entre el principio 
«volenti non fit iniura» y los criterios de determinación de la competencia. 
Desde este punto de vista se cuestiona, por ejemplo, si el ámbito de competen-
cia de la actuación administrativa puede verse ensanchado, al crearse relaciones 
jurídicas cuya imposición unilateral estaría fuera del ámbito competencial de la 
Administración. 
Como ha sido expuesto en el capítulo correspondiente al estudio de la lici-
tud, la aplicación de esta máxima se encuentra limitada ~, incluso en opinión 
de algunos autores652, eliminada- en el Derecho administrativo, frente a su gran 
eficacia en las relaciones jurídico-privadas. Ello es debido a la fmalidad 
del Derecho público, que no sólo se encamina a la protección de los intere-
ses individuales, sino al mantenimiento del respeto al ordenamiento jurídico y a 
los intereses de los terceros. En conclusión, la voluntad del particular no puede 
subsanar la existencia de una causa de invalidez del contrato de Derecho pú-
blico. 
652 l'HIEME, W., «Der verfassungswidrige ... , cit.», pp. 2201 Y ss.; BÜCHNER, Y., Die 
Bestandskraft ... , cit., pp. 40 Y ss.; SACHS, M., «Yolenti non fit..., cit.», pp. 398 Y ss. En contra 
SPANNOWSKY, W., Grenzen. .. , cit., pp. 393 Y ss. 
2. Interpretación conforme a la ley 
S· contrato es susceptible de varias interpretaciones que respeten el prin-
cipio
I efe buena fe y la confianza en el tráfico jurídico, suponiendo una d~ e.llas 
una infracción al ordenamiento jurídico, mientras otra condu.~e al mantenImIen-
to de la voluntad normativa, ha de interpretarse la transaCClOn de acuerdo con 
esta última. 
3. Conversión 
El arto 65 LRJAPyPAC contempla la conversión de lo~ ,act.os ~~los y anula-
bles 653 que consiste en la posibilidad de que una actuaclOn Illva~Ida y, por lo 
tanto ineficaz, que contenga los elementos constitutivos de otro tIpo de actua-
ción ~roduzca los efectos de ésta última. , . . 
Co e GARcíA DE ENTERRÍA 654 el acto no se vuelve válido, SInO mera-mo expon .. ·t 1 t 
mente eficaz, aunque, eso sí, y a diferencia de la convalidacI~n, perm! e a re ro-
acción de efectos (<<ex tunc»). Y ello puede suceder en vanos sentIdos, como 
veremos a continuación. 
a) Conversión en otro tipo de contrato de Derecho público 
Así en primer lugar, es posible la conversión de una transacción en otro ~ipo 
de con~ato de Derecho público cuyos elementos contenga y que pue~a C?n~I~e­
rarse válido al no adolecer de los vicios en que incurría la transaCCIón InICIal-
mente pactada. . , 
Este será fundamentalmente el supuesto de la ~~vers~~n de la tr~saCClO? 
en un contrato de contraprestación cuando la AdminIstracIo~ '! ~l ~b~Igado tn-
butario hayan intercambiado prestaciones en tomo a una relaclOn Jundica q~e no 
es incierta. Hay que tener en cuenta que tal negocio deberá resp~t:rr l~ eXIgen-
cias de legalidad establecidas para él; en con~reto, y'a no estara Justificado ~n 
desconocimiento de las disposiciones normatIVas, SIlla que, por el contrano, 
regirá plenamente el principio de legalidad. . 
Naturalmente, dicha conversión habrá de ser bilateral, debido a la propIa 
naturaleza contractual de la transacción. 
653 La figura de la conversión no se encuentra prevista por la LG~. Sin ~mbargo, la diSP?~~ 
ción contenida en el arto 65 LRJAPyPAC es extendible a los a~tos. tnb~~IOS. En este senti , 
MA1ITÍN QUERALT, J., «La aplicación ... », cit., p. 42. Respecto al amMo Clvil, véase DÍEZ-PlCAZO, 
L., Y GULLÓN, A, Sistema ... , cit., 11, p. 115. . 624 
654 GARCÍA DE ENTERRÍA, E., Y FERNÁNDEZ, T.-R., Curso ... , cit., T. 1, p. . 
Ante la existencia de cualquier causa de invalidez común a todos los contra-
tos de Derecho público (ilicitud de la forma, nulidad de un acto con el mismo 
contenido y estipulaciones inadmisibles) la transacción «desaparecerá» del 
mundo jurídico, pues su conversión en otro tipo de contrato de Derecho público 
sería imposible. Sólo cuando el negocio transaccional contenga una causa de 
nulidad o anulabilidad propia (esto es, por ejemplo, si la Administración y el 
particular han llevado a cabo una fijación de la obligación tributario de for-
ma transaccional en un supuesto donde no existía incertidumbre) se plantea la 
posibilidad de transformarlo en un contrato de contraprestación. Resulta con-
vincente la interpretación de KOPP de que una «transacción fracasada» debi-
do a la inexistencia de la exigida incertidumbre es nula como contrato transac-
cional, pero nada impide que pueda convertirse en otro contrato de Derecho 
público 655. 
b) Conversión en un acto administrativo 
Cuando la utilización de la forma contractual esté prohibida se plantea la 
posibilidad de convertir una actuación negocial cuyo contenido es lícito en un 
acto unilateral eficaz, por ejemplo en una contestación vinculante a consulta. 
En contra de ello se manifiesta SCHIMPF 656 porque, en su opinión, supondría 
una infracción al principio relativo a las conversiones según el cual el negocio 
que suplante al otro no puede rebasar los efectos de éste. Esto sucedería en 
Derecho administrativo, a su parecer, si se permitiera la conversión que trata-
mos, pues el acto administrativo constituye, a diferencia del contrato, un título 
de ejecución. Sin embargo, como ya hemos analizado, en Derecho público espa-
ñolla Administración no pierde sus prerrogativas (a diferencia de 10 manteni-
do por los autores alemanes), aun cuando actúa de forma consensuada 657. 
Es más, incluso siguiendo la tesis de SCHIMPF, la transacción ilícita sí podría con-
vertirse en una consulta, ya que estos actos no son ejecutables. En consecuen-
cia, los efectos del acto administrativo no rebasan los del contrato de Derecho 
público. 
655 Kopp, F. O., Verwaltungsgerichtsordnung ... , cit., par. 59, nota marginal 22; GÓTZ, V., 
«Der rechtswidrige ... », cit., pp. 299; TSCHASCHNIG, Die Nichtigkeit ... , cit., p. 77. En este supuesto 
se aplicará el par. 59.1.3 BVerwVerfg que establece la nulidad de las transacciones «cuando no se 
den los presupuestos ( ... ) y cuando un acto administrativo que tuviera el mismo contenido fuera 
anulable por vicios distintos a los de simples defectos de procedimiento y de forma a que se refie-
re el parágrafo 46». Respecto a la posibilidad de reconvertir todo contrato de Derecho público 
nulo, ya sea en otro tipo de contrato, en un acto administrativo o, incluso, en un contrato priva-
do, véase, SCHIMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 300 Y ss. 
656 SCHIMPF, C., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 302. 
657 Véase, PAREJO ALFONSO, L, Eficacia ... , cit., pp. 210 Y SS., en especial nota 111. 
P r otra parte la conversión supondría una eliminación de l.a vinculación del ciuda~ano a la a~tuación, que ya no se vería ob~~ad~ a cumplnnentar su actua-
ción. Por el contrario, la Administración sí seguma vmculada 658. 
c) Conversión en un contrato de Derecho privado 
La imposibilidad de esta conversión deriva de la falta d~ potestad PO! parte 
de la Administración para decidir si una determinada matena es susceptIble de 
constituir el objeto de un contrato público o privado. 
En efecto el carácter público o privado de un contrato deriva de la naturale-
za del objeto: que sólo puede ser definida por la ley. 
4. Convalidación 
La convalidación consiste en la declaración de voluntad realizada por la parte 
titular de la acción de anulabilidad (art. 1.312 Ce). Co~o exp~ne el arto 1.~lO Ce 
sólo son convalidables los contratos anulables, es declf, aquellos que reunan el 
consentimiento, el objeto y la causa. . . 
En consecuencia, cuando el contrato sea ~eramente anulable laAdmi~-tra; 
ción podrá subsanar los vicios que haya sufrido (art. 67 LRJAPyPAC) .. AsI, po 
ejemplo, el inspector-jefe puede convalidar el defecto de competencIa de un 
actuario. . , . 
Del mismo modo, si la irregularidad de que adolece la ~ansaC:CIO? consISte 
en un vicio del consentimiento que ha sufrido ~l ob~g~do tnbutano, este podrá 
convalidar el contrato, según dispone la normatIva CIvil. 
El contrato convalidado es oponible «erga omnes», pues se han sanado los 
vicios de que adoleciera desde el mome~to d~ su celebración (art. 1.313 Ce), por 
lo que la acción de anulación queda extmguIda (art. 1.309 Ce). 
5. Principio de buena fe 
Por último, en determinados supuestos puede admit~~ ~a producció: :: 
efectos de un contrato inválido como consecuencia del pnncIpIo de buena e . 
1 . l·ó ue-
658 Sin embargo, si la conversión se hiciera a una consulta no vinculante a VIDCU aCl n q 
daría eliminada para ambas partes. Al . SCHIMPF e 
659 ZORNOZA PÉREZ J. J., ¿Qué podemos aprender. .. , cit., p. 164. En emarua, htl' he. ., 
. ' . 317 318' SONTHEIMER J Der verwaltungsree le .• ¡ 
Der verwaltungsrechtllche ... , clf., pp. y, tir ., d d d cir la eficacia de 
cit p 201 El principio «pacta sunt servanda» no puede ser u 1Za o p.ara e. u 
un'~~tra~, pues sólo se refiere a las consecuencias jurídicas de negOCiOS válidos. 
En este sentido se pronuncia -aunque con bastante confusión-- la STS de 
16-11-1993 en relación a un contrato de contraprestación. Por su parte, el 
Tribunal Administrativo Federal alemán (Bundesverwaltungsgericht) ha admiti-
do su aplicación cuando la propia Administración sea el ente creador de la norma 
jurídica que permitió la celebración de la transacción, siempre que dicha norma 
no sea nula: 
«La demandante reclama la prestación convenida a pesar de que le era cono-
cido que había provocado la declaración de obligación del demandado mediante 
la promulgación de un reglamento ilegal. Aquella quiere aprovecharse de su poder 
sobre la otra parte debido a su condición de creador normativo ... Esto es abuso de 
podeD) 660. 
E) CIRCUNSTANCIAS POSTERIORES A LA CELEBRACIÓN 
DE LA TRANSACCIÓN QUE AFECTAN A SU VALIDEZ: 
LA DESAPARICIÓN DE LA BASE DEL NEGOCIO 
Como se ha analizado, los efectos vinculantes de la transacción dependen de 
que en el momento de su celebración ésta cumpla los requisitos propios de vali-
dez de todo contrato. 
Sin embargo, no sólo las situaciones que se producen en aquel instante son deci-
sivas para enjuiciar la existencia de una eficacia vinculante. Un suceso posterior a 
la conclusión del acuerdo puede significar una modificación esencial de la rela-
ción, de tal forma que el mantenimiento de las cláusulas contractuales tal y como 
fueron pactadas resulte desproporcionado para uno de los contratantes o inade-
cuado para el interés público. En estos supuestos se limita la eficacia del principio 
«pacta sunt servanda», en el sentido de que tanto el obligado tributario como la 
Administración podrán reclamar la adaptación o la rescisión de la transacción. 
La doctrina civilista admite actualmente la posibilidad de que uno de los con-
trayentes pida la adaptación del contrato a la nueva realidad -(), de ser ésa impo-
sible, su resolución- cuando las circunstancias existentes en el momento en que 
las partes celebraron el contrato se han modificado de tal manera que desapa-
rezca la base del negocio 661. Este principio es, en opinión de la mayoría de la 
doctrina, aplicable a los contratos de Derecho público 662. 
660 BverwG, Sta. de 18-12-1973 (NJW 1974, p. 2250). 
661 Como explican DÍEZ-PICAZO, L., Y GUlLÓN BAILES1EROS, A, Sistema ... , cit., vol.II, p. 271. 
Esta tesis vino a sustituir la aplicación de la cláusula «rebus sic stantibus». El autor alemán más 
representativo de esta corriente es lARENz, K., Base del negocio y cumplimiento del contrato, 
Fernández Rodríguez, c., tr., Ed. Revista de Derecho privado, Madrid, 1956. 
662 Entre muchos, APELT, W., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 222; IMBoDEN, M., Der 
verwaltungsrechtliche ... , cit., pp. 207 Y ss.; SALZWEDEL, J., Die Grenzen. .. , cit., p. 105; BEIN-
HARDT, G., «Der offentlich-rechtliche Vertrag. .. », cit., p. 158; LóWER, K., «Der verwaltungsgerich-
Es necesario resaltar, en primer lugar, que la constatación de la desaparición 
de la base contractual no da lugar directamente a la ineficacia del negocio jurí-
dico, sino que en primer lugar ha de intentarse su adaptación a las nuevas cir-
cunstancias, como consecuencia del principio de confianza contractual. 
Exclusivamente cuando esta modificación dé lugar a resultados irrazonables se 
declarará la extinción del contrato 663. 
Este efecto jurídico sólo puede producirse, naturalmente, respecto de las 
transacciones que se celebran con anterioridad a que se realice el hecho imponi-
ble o que tienen eficacia en períodos impositivos futuros. Es decir, si el pacto 
tiene como objeto una cuestión perteneciente a un período ya devengado, la 
modificación de las circunstancias fácticas o jurídicas no lo altera, aunque se 
trate de una reforma legislativa con efectos retroactivos. Así, por ejemplo, si la 
Administración firma una transacción con el obligado tributario para resolver 
una controversia sobre una cuestión, de hecho o jurídica, perteneciente a un pre-
supuesto de hecho ya transcurrido, la desaparición posterior de dicha incerti-
dumbre (un Tribunal dicta una resolución firme respecto a esa cuestión) no afec-
ta a la validez del negocio jurídico 664. 
tliche Prozessvergleich als materielles Rechtsgeschafh>, VerwArch, n.2 56, 1965, p. 268; 
SCHRÓDER, J., Der Prozessvergleich ... , cit., p. 117; FIEDLER, W., «Zum Wirkungsbereich der 
clausula rebus sic stantibus irn Verwaltungsrecht», VerwArch, 1976, p. 125; SON1HEIMER, 1., Der 
verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 202; KREBS, W., «Contratos y convenios ... », cit., pp. 75 Y ss.; 
BoNK, H.J., Comentario al par. 60, en STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit.; 
SEER, R., Verstiindigungen. .. , cit., pp. 531 Y ss. Estos autores alemanes encuentran un fundamen-
to irrefutable a su tesis en el arto 60 BVerwVerfG: «Cuando con posterioridad a la celebración del 
convenio se hubieran modificado relevantemente las condiciones determinantes de la fijación de 
su contenido, de tal forma que no pueda exigirse a la contraparte el cumplimiento de lo conveni-
do, la parte contratante puede exigir la adaptación del contenido del convenio a las nuevas con-
diciones, y cuando no sea posible una adaptación o sea inexigible a una de las partes, puede res-
cindir el convenio. La autoridad también puede rescindir el convenio para evitar o eliminar gra-
ves perjuicios al bien común». En España, ha admitido la aplicación del «ius variandi» respecto 
a los convenios de colaboración entre la Administración y los ciudadanos BASSOLS CoMA, M., 
«Consideraciones sobre los convenios ... », cit., pp. 103 Y ss. 
663 IMBODEN, M., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 107; EcKERT, L., «Leistungsstorun-
gen in verwaltungsrechtlichen Schuldverhiiltnissefl», DVB~ 1962, p. 17; BEINHARDT, G., «Der 
offentlich-rechtliche Vertrag ... », cit., p. 258; KOTTKE, 1., System des ... , cit., p. 128; REDEKER, K., 
«Die Regelung ... », cit., p. 542; PIEPER, «Zulassigkeit und Funktion ... », cit., p. 17; BIsEl<, N.-Z., Der 
offentlich-rechtliche Vertrag ... , cit., p. 152; SCHRÓDER, J., Der Prozessvergleich. .. , cit., p. 172; 
BoSSE, w., Der subordinationsrechtliche ... , cit., p. 86; SCHIMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , 
cit., pp. 303 Y ss.; LrrrBARSKI, S., Der Wegfall der Geschiiftsgrundlage im offentlichen Recht, 
Peter Lang, Frankfurt A. M., 1982, pp. 21 Y ss.; MEYER, H., Y BORGS-MACIFJEWSKI, H., 
Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit., p. 564; RÓSSLER, G., «Tatsachliche Verstiindigung ... », cit., 
p.1075; STELKENS, P., y otros, Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., Comentario al par. 60, nm. 7. 
664 Así lo prevé en el Derecho norteamericano, la Rev. Rul. 56-322, 1956-2 CB 963; y en 
Derecho alemán, véase BUCHNER, V., Die Bestandskraft ... , cit., p. 125. 
Si se aprecia la desaparición de la base del negocio se modificará el contra-
to con efectos «ex nunc», esto es, se despliega desde el momento en que surge 
la circunstancia relevante. En consonacia con este criterio, el arto 5.8 RIS dispo-
ne que el sujeto pasivo debe instar la modificación del plan de amortización 
«dentro de los tres primeros meses del período impositivo en el cual deba surtir 
efecto dicha modificación». 
Cuando la transacción está sujeta a una condición de eficacia adicional -
como es la aprobación por el Consejo de Ministros (art. 39 LGP)-, las modifica-
ciones que se produzcan con anterioridad al cumplimiento de este requisito, pero 
con posterioridad a la celebración de la transacción, también pueden dar lugar a 
la aplicación del principio de desaparición de la base negocial, puesto que desde 
el momento mismo de la celebración ni la Administración ni el obligado tribu-
tario pueden revocar libremente de forma unilateral el contrato 665• 
Por su parte, las situaciones producidas con anterioridad a la celebración de 
la transacción resultan indiferentes con posterioridad a este momento. En efec-
to, si los contrayentes no las tuvieron en cuenta en el instante de la configura-
ción del negocio, no podrán alegarlas posteriormente como justificadoras de una 
alteración de su contenido por modificación de una situación que ya existía cuan-
do los contratantes llevaron a cabo su pacto. 
Por otro lado, las circunstancias que justifican la aplicación del principio de 
desaparición de la base negocial pueden ser tanto fácticas como jurídicas. En 
este sentido, una modificación en la legislación aplicable o en la jurisprudencia 
relativa al objeto de la transacción puede provocar la reclamación por parte de la 
Administración o del particular de la variación --e, incluso, rescisión- del con-
trato 666. Así ocurre en el caso de las actuaciones unilaterales por via de consul-
tas, en relación a las cuales el ordenamiento jurídico español recoge la claúsula 
«rebus sic stantibus» y «legisbus sic stantibus» en el arto 107.4 LGT: «Salvo en 
el supuesto de que se modifique la legislación o que exista una jurisprudencia 
aplicable al caso, la Administración tributaria estará obligada a aplicar al con-
sultante los criterios expresados en la contestación ( ... )>>667. Y parece lógico que 
lo mismo ocurra en el ámbito contractual. Sin embargo, hay que admitir que el 
arto 16.6 LIS, al regular los acuerdos previos sobre precios de transferencia, sólo 
prevé la modificación por variación de las circunstancias económicas, y, en el 
mismo sentido, el RIS, que desarrolla la claúsula de aquel precepto, también re-
duce la posibilidad de modificar el acuerdo a la alteración en la situación eco-
nómica (art. 28). 
665 MEYER, H. Y BORGS-MACIEJEWSKI, H., Verwaltungsverfahrensgesetz ... , cit., p. 563. 
666 En este sentido, MEYER, H. Y BORGS-MACIEJEWSKI, H., Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , 
cit., p. 562. 
667 Sobre este tema, véase ZoRNOZA PÉREZ, 1. 1., Las consultas a la Administración. .. , cit., 
pp. 1402 Y ss. 
Como expone LARENZ 668, la base del negocio t~ene dos vertient~s: una su~ 
jetiva, que consiste «en la representación mental eXIstente al conclUIr el negocIo 
que ha influido grandemente en la .formació~ de los mo~vos»: y una v~rtien~e 
objetiva, que es «el conjunto de CIrcunstancIas cuya eXIStencIa o perSIstencIa 
presupone debidamente el contrato -sépanlo o no los contratantes- ya que, de 
no ser, no se lograría el fin del contrato, el propósito de las partes contratantes y 
la subsistencia del contrato no tendría "sentido, fin u objeto"». 
En Derecho público, la apreciación de esta máxima .no d:pende, sin emb~­
go, de las representaciones que tengan los contratantes, SIDO solo de que se ~OdI­
fique «el conjunto de circunstancias y estado general de las cosas cuy~ eXISt~n­
cia o subsistencia es objetivamente necesaria para que el contrato, segun el SIg-
nificado de las intenciones de ambos contratantes, pueda subsistir como regula-
ción dotada de sentido» 669. Esta modificación puede producirse de dos maneras: 
en primer lugar, que destruya la relación de equivalencia en~re las. p~~staciones 
de la Administración Y el particular; o, en segundo lugar, que ImpOSIbIlIte la con-
secución del fin del contrato. En cualquier caso, la alteración de la situación fác-
tica o jurídica ha de ser sustancial, no bastando los meros motivos. 
1. Destrucción de la relación de equivalencia 
Respecto al primer supuesto, LARENz 670 manifiesta que «un contrato "bilateral" 
presupone siempre que cada uno obtenga por su prestación un equivalente' ( ... ). 
Si esto pertenece a la "esencia" del contrato bilateral en sí, constituyendo su 
peculiaridad específica y, por tanto, su "naturaleza" jurídica, un contrato cele-
brado ~mo "bilateral" pierde su sentido y carácter originarios cuando, a conse-
cuencia de una transformación de las circunstancias, la relación de equivalencia 
se modifica tanto, que ya no puede hablarse de "contraprestación", de un equi-
valente que pueda considerarse como tal. En semejante supuesto ha de afrrmar-
se que la "base" de todo el contrato ha desaparecido». 
En nuestra opinión, dentro de este supuesto podría encajarse una alt~ración 
en la determinación de precios de transferencia de forma concordada, SI poste-
riormente algún factor con incidencia esencial en la cuantificación de estos ele-
mentos se modifica (suben o bajan los márgenes o costes de beneficios del sec-
tor de forma remalcable e impredecible), de manera que el particular o la 
Administración queden en una situación de absoluta falta de equivalencia res-
pecto a la contraparte. Así lo ha recogido el arto 16.6.4.º párr. LIS: «En el supues-
668 LARENZ, K, Base del negocio ... , cit., p. 37. 
669 lARENZ, K, Base del negocio ... , cit., pp. 225, 130 Y ss. Véase también, SCHRÓDER, l, Der 
Prozessvergleich ... , cit., pp. 81 Y 171; BOSSE, W., Der subordinationsrechtliche ... , cit., p. 8; 
MEYER, H., Y BORGS-MAClEJEWSKI, H., Verwaltungsverfahrensgesetz. .. , cit., p. 563. 
670 lARENZ, K, Base del negocio ... , cit., p. 131. 
to de variación significativa de las circunstancias económicas existentes en el 
momento de la aprobación de la propuesta, la misma podrá ser modificada para 
adecuarla a las nuevas circunstancias económicas» 671. Desde este punto de vista, 
se produce una modificación significativa de las circunstancias que altera la rela-
ción entre las partes cuando la autoridad fiscal y una empresa fijan un precio de 
transferencia de forma concordada a efectos de la tributación de una determina-
da operación entre empresas vinculadas, pero cuando tal operación mercantil se 
realiza, la situación económica ha experimentado un retroceso tal que el valor 
pactado ya no se corresponde con el valor de mercado. En tal caso no se puede 
exigir al sujeto pasivo que se considere vinculado a un valor que se muestra tan 
alejado de la realidad, lo que además infringiría el principio de capacidad eco-
nómica. 
2. Imposibilidad de conseguir la finalidad del contrato: 
prevención de graves perjuicios al bien común 
La finalidad o causa del contrato de Derecho público es, en todo caso, la con-
secu~ión del interés público, por lo que cuando éste sea puesto en peligro puede 
modificarse o rescindirse el negocio jurídico. Lógicamente, la Hacienda Pública, 
como exclusiva garante de dicho bien común, es la única competente para ale-
gar esta causa de alteración. 
El arto 102 LCAP establece que «una vez perfeccionado el contrato, el órga-
no de contratación sólo podrá introducir modificaciones por razón del interés 
público en los elementos que lo integran, siempre que sean debidas a necesida-
des nuevas o causas imprevistas, justificándolo debidamente en el expediente». 
Este precepto es aplicable a los contratos de Derecho público, debido a la cláu-
sula de subsidiariedad del arto 3.2 de la misma Ley. 
Aunque el artículo citado sólo prevea la potestad de modificación del 
contrato, el arto 150.e LCAP dispone la posibilidad de rescindirlo cuando tal 
~t:ración sea excesivamente gravosa para el contratista o para la Administra-
ClOno 
Por su parte, tanto la Ley alemana de procedimiento administrativo (pará-
grafo 60.1) como la Ley italiana de 7 de agosto de 1990 (art. 11.4) contemplan 
671 Pié?sese, por eje~plo, que el obligado tributario y la Hacienda Pública fijan un precio de 
transferencIa en 100, temendo en cuenta la situación que el producto en cuestión ocupa en el mer-
~do, ~í ~mo las posible alteraciones de dicha situación, las condiciones fiscales, etc. La poste-
~or v~aclón. de l~ precios en el mercado de forma imprevisible o un cambio inesperado en la 
s~tuaclón patrimo~al de la s~ciedad pueden dar lugar a que, en caso de mantenimiento del pre-
CIO pac!ado, .el sUjeto d~ba .tnbutar por una cantidad muy superior o inferior a la que le corres-
pondena aphcando el cnteno general de los precios de mercado. 
expresamente la posibilidad de que la a~tori?ad, ~ca1 r~scin~~ unil~teralmen­
te el contrato de Derecho público cuando el mteres publico asIlo eXlJa672• Sm embar-
go, en opinión de la mayoría de los autores, la necesidad de proteger el bien 
común no tiene por qué llevar necesariamente a una eliminación del contra-
to, sino que habrá que realizar una adaptación de su contenido cuando sea po-
sible 673• 
A diferencia del anterior epígrafe, ya no se reclama una modificación en la 
relación contractual. No se trata aquí de una concordancia entre la voluntad de 
las partes y la relación contractual, sino de una concordancia entre el contrato y 
el bien común. 
Es cierto que la atribución a la Administración de una potestad de modificar 
o rescindir la transacción unilateralmente puede resultar discutible debido a la 
igualdad de posiciones entre las partes, que parece excluir que una de ellas goce 
de tales prerrogativas sobre la otra. Sin embargo, no hay que olvidar que, en rea-
lidad, en los contratos de Derecho público no se produce dicha equiparac~ón en 
lo que respecta a los intereses que cada interviniente representa, en el sentIdo de 
que mientras el obligado tributario defiende su interés particular, la Administra-
ción es la titular del interés público, a cuya protección ha de dirigir toda su actua-
ción (art. 103 CE) 674. 
Por ello, el ordenamiento jurídico concede a la Hacienda Pública potestades 
o prerrogativas para que proteja de la manera más eficaz posible el bien común, 
incluso en los supuestos en que no actúa unilateralmente, sino de manera 
concordada (STS 18-5-1981), en concreto, la posibilidad de modificar y rescin- . 
dir el contrato administrativo 675. A esta conclusión llega ZoRNOZA PÉREZ676 en 
672 BASSANI, c., Comentario al arto 11, en ITALIA, V. y BASSANI, M., coord., Procedimiento 
amministrativo ... , cit., p. 253; PETRILLO, A. M., «Gli accordi amministrativi ... », cit., p. 1618. En 
Alemania, MENGER, C.-E, «Hochstrichterliche Rechtsprechung zum Verwaltungsrecht», 
VerwArch, 52, 1961, p. 210; BEINHARDT, G., «Der offentlich-rechtliche Vertrag ... », cit., p. 159; 
PIEPER, «Zulassigkeit und Funktion ... », cit., p. 18; SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , 
cit., p. 205. 
673 KOPp, E, «Dieci anni di legislazione sul procedimiento administrativo. Aspettative e rea-
litá. Un bilancio», Problemi di Amministrazione pubblica, n.2 2,1989, pp. 179 Y ss. (citado por 
DELGADO PIQUERAS, E, La terminación. .. , cit., p. 55, nota 63); REDEKER, K., «Die Regelung ... », 
cit., p. 547; SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche. .. , cit., p. 205; PAlANT, Bürgerliches 
Gesetzbuch, 53 .. ed., C.H.Beck'sche Verlagsbuchhandlung, Munich, 1994, Comentario al par. 242. 
674 En este sentido se pronuncia GIANNIANI, M. S., El poder. .. , cit., pp. 150 Y 151. 
675 GARCÍADE ENTERRÍA, E., Y FERNÁNDEZ, T.-R., Curso ... , cit., 11, p. 709; PAREJO ALFON-
SO, L., Eficacia ... , cit., p. 212. Fuera de nuestro país, BISEK, N.-Z., Der offentlich-rechtliche 
Vertrag ... , cit., p. 156; SCHIMPF, c., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 307. 
Como explica la STS 22-2-1982, en relación a los contratos administrativos, «la primacía del 
fin del contrato respecto de su objeto y su inexticable conexión con el giro o tráfico de la Ad-
ministración contratante definen la teleología de las prerrogativas administrativas en la contrat~ 
ción». 
676 ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Significado y funciones ... », cit., p. 223. 
relación a las contestaciones vinculantes a consultas, respecto de las cuales «la 
vinculación ~dminist!ati,:a ~ ... ) no supone, bajo ningún concepto, la inalterabili-
dad de los mISmos, smo umcamente la garantía de que no van a ser modificados 
de forma injustificada ( ... ). La vinculación de la Administración a los criterios 
reflejados en las contestaciones a consultas no tiene, pues, importa subrayarlo, 
carácter absoluto, ni supone la inmovilización de las situaciones subjetivas». 
La procedencia de establecer una cláusula específica en relación a la lesión 
del interés público es un tema controvertido en la doctrina. Así, en opinión de 
algún autor 677 la previsión del surgimiento de graves perjuicios al bien común 
como claúsula justificativa de alteraciones en el contrato o incluso su rescisión . .. '" 
es mnecesana. Esta teSIS se basa en el argumento de que tal perjuicio viene en 
todo caso provocado por una modificación en las condiciones de la transacción 
de forma que su continuación no resulta razonable para la Administración por 
lo que la modificación o anulación del negocio podría conseguirse medi~te la 
m~ra apelación a la desaparición de la base negocial. 
~n. contra de este razonamiento se manifiesta BISEK 678. A su parecer, ambas 
prevIsIOnes hacen referencia a dos aplicaciones distintas de la supresión de la 
base, del. negocio, por ~o que la existencia de la referente al perjuicio al bien 
comun ue~e pleno sentl~o. Por un lado, tal principio tiene una vertiente subjeti-
va, e?cammad~ a corregrr la voluntad de las partes que se ha visto superada por 
las clfcuns~ancIas y que corresponde a la teoría civilista de la supresión de la 
base negocIal. Junto a ello, en Derecho público coexiste un segundo aspecto de 
la claúsula, «la base administrativa» 679, aplicable cuando lo que se ha alterado 
ha sido el interés público. La Administración está compelida a salvaguardar en 
todo momento el interés común, incluso en las relaciones contractuales en las 
que ella sea parte. Como señala BISEK la supresión de la base administrativa no 
puede equipararse con la del fundamento negocial pues aquélla no tiene como 
soporte el principio de buena fe, sino la máxima de que «el interés individual -
aquí el interés del ciudadano en la continuidad del contrato- ha de ceder ante el 
preponderante interés general». 
.~,imismo, BISEK 680 e~pone otra diferencia entre ambos aspectos de la desa-
p~Clon de la base negocIal, que hace referencia a sus consecuencias jurídicas. 
~Ientras q~e la modificación o rescisión de la transacción por alteración en las 
CIrcunstancIas no da lugar a la obligación de indemnizar, pues las dos partes con-
tra~te~ ostent~n el misI?~ ries~o, si aqu~llos efectos se producen por razones 
de mteres comun la AdministracIón debe mdemnizar al ciudadano, pues éste se 
encuentra en una posición especial de perjuicio. 
677 REDEKER, K, Y otros, Verwaltungsgerichtsordnung ... , cit. 
678 BISEK, N.-Z., Der offentlich-rechtliche ... , cit., pp. 153 Y ss. 
679 Según expresión de BISEK, N.-Z., Der offentlich-rechtliche ... , cit., p. 155: «Verwaltungs-
grundlage». 
680 BISEK, N.-Z., Der offentlich-rechtliche. .. , cit., p. 156. En el mismo sentido BEINHARD G 
«Der offentlich-rechtliche ... », cit, p. 259; SON1HElMER, 1, Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 205: 
Otro matiz apreciable en relación a la modificación del contrato por altera-
ción en las circunstancias determinantes resulta de la indiferencia que respecto a 
aquél tiene el factor temporal de las situaciones, es decir, dichas circunstancias 
pueden incidir tanto si se han producido antes como después de la celebración 
de la transacción 681. 
La propia LCAP dispone que la modificación y resolución de los contratos 
por razones de interés público ha de realizarse «dentro de los límites y con suje-
ción a los requisitos y efectos señalados en la presente Ley» (art. 60.1). Como 
consecuencia de la concurrencia, junto a la salvaguardia del interés público, del 
principio «lex inter partes» tal prerrogativa de la Administración ha de enten-
derse tasada «y su interpretación recibir un tratamiento marcadamente restricti-
vo, ya que, de no ser así, se infringiría uno de los principios básicos de nuestro 
ordenamiento jurídico, cual es el recogido por el arto 1256 Ce, relativo a que el 
cumplimiento de los contratos no pueden quedar al arbitrio de una de las partes» 
(SsTS 30-4-1977 y 30-3-1978). 
En este sentido, la mera modificación posterior de las ventajas, los inconve-
nientes de la transacción efectuada o el cambio de interpretación sobre la opor-
tunidad de dicho negocio no justifica el ejercicio de esta potestad que, al ser uni-
lateral, representa una excepción al sistema jurídico contractual en el cual ambas 
partes deben tener las mismas posibilidades de extinguir su relación 682. En con-
secuencia, sólo en supuestos verdaderamente excepcionales podrá apreciarse la 
existencia de un bien común para cuya protección se justifique la modificación 
o rescisión de un contrato de Derecho público. En todo caso, el acontecimiento 
que desencadena esta posibilidad ha de ser imprevisible y, en ningún caso, pro-
vocado por la propia Hacienda Pública. 
Como explicábamos anteriormente, la aparición de nuevas circunstancias 
que lesionen el interés público no provoca de forma directa la rescisión del con-
trato. La Administración y el obligado tributario pueden ponderar la posibilidad 
de conservar la transacción, adecuándola a las nuevas circunstancias fácticas o 
jurídicas. Por otra parte, aquélla no podfá imponer al particular la conservación 
del negocio en todo caso. En este punto sería conveniente seguir los criterios que 
la LCAP establece respecto a los contratos administrativos, en el sentido de que 
el acuerdo de modificación sólo sería obligatorio para el particular cuando, cual-
quiera que sea este importe, la modificación no represente una alteración sustan-
cial de la prestación inicialmente pactada o cuando el importe de las variaciones 
no suponga un aumento o disminución del 20 % de la cuota tributaria inicial-
681 SCHIMPF, e., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 303. 
682 EcKERT, L,Leistungsst6rungen. .. , cit., p. 17; REDEKER, K, «Die Regelung. .. », cit., p.547; 
FIEDLER, W., «Zum Wirkungsbereich ... », cit., p. 145; ULE, C.H., y LAUBINGER, H.-W., 
Verwaltungsverfahrensrecht ... , cit., p. 305; BÜOINER, v., Die Bestandskraft. .. , cit., p. 129; SoNT-
HEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 205. 
mente pactada 683. En otro caso, si dicho porcentaje se altera de forma sustan. 
cial 684 el ?blig~do tributario podrá solicitar la rescisión del contrato, aunque ello 
no es obligatono ya que el CIUdadano puede no desear la eliminación de la tran-
sacción, aceptando su vigencia con las modificaciones realizadas. 
Por último, hay que destacar una nota que tiene validez respecto a todos los 
supuest?s de aplicación de la supresión de la base negocial (con independencia 
d~l. ?IOtI~O que la p~ovoc:a), y 9u~ ~nsiste en la necesidad de conocer con pre-
ClSlon como era la SItuaCIón ongmana para poder determinar si ha sufrido o no 
alguna modificación, ya que el presupuesto de la eliminación de la base del 
negocio es la alteración de determinadas circunstancias existentes en el momen-
to en qu~/ se celebró el co~trato. Para. ello será imprescindible que, aparte de la 
plasmacIOn de la transaCCIOn por escrIto, en la formalización de este contrato se 
realice una descripción del supuesto de hecho a que se refiere 685. Cuando se trate 
de un~ transa~ión llevada a ~bo dentro del procedimiento de liquidación, la 
cumpbmen~~cIOn de este. reqUISIto vendrá dada por la inclusión de la propuesta 
de celebracIOn del negocIO dentro del acta de inspección (art. 49.d RGIT). 
En cuanto al procedimiento, el RIS ya lo ha regulado en relación a los acuer-
do~ previo~ ~o?r~ precios de transfe~encia (art. 28). Siguiendo esta norma, se 
atn~uye la ImClat~va .tanto a la Admimstración como al contribuyente. Si ha sido 
aquella la que ha mCltado el procedimiento, el sujeto pasivo debe ser oído antes 
de que ~: dicte resolución. Con carácter expreso, el arto 28.5 establece que la 
aprobacIOn de la prop~esta de m~cación tendrá efectos vinculantes para 
~bas partes ~? relacIOn a las operaCIOnes que se realicen con posterioridad a 
dicha aprobaClon. Por su parte, la revocación de la resolución por la cual fue 
aprobada la propuesta de valoración determina la extinción de la eficacia vincu-
lan~~ respecto d: l~ operaciones que se realicen con posterioridad a dicha revo-
cacIOn. En este ultImo caso, las operaciones efectuadas entre las partes vincula-
das se valorarán de acuerdo con lo previsto en el arto 16 liS (art. 28.6). 
• ~3 El arto 150.e LCAP dispone que es causa de resolución del contrato de obras «las modi-
ficacIO~es en el pres.upuesto, aunque fuesen sucesivas, que impliquen, aislada o conjuntamente, 
alteraCIOnes del precl~ del co~trato en el momento de aprobar la respectiva modificación, en más 
o en menos, en cuanha supenor al 20 por 100 del importe de aquél o representen una alteración 
sustancial del proyecto inicial». 
• 6¡j4 Por alteración sustancial la LCAP entiende «la modificación de los fines y características 
básicas del proyecto inicial» (art. 151.1). 
685 En este sen?~o, en relación a las contestaciones a consultas, ZORNOZA PÉREZ, J. J., Las 
consultas a laAdrmmstración. .. , cit., p. 1397. . 
F) IMPUGNACIÓN 
1. Objeto de impugnación 
En este campo es importante diferenciar las transacciones según se celebren 
dentro de algún procedimiento de gestión o fuera de él. 
En el primer supuesto el contrato será incluido en un acto administrativ.o ~os­
terior, como por ejemplo en el acto de liquidación al fin~ar el pro~dimIen­
to de liquidación. El objeto de impugnación será el propIO acto, aplIcando el 
arto 38.l.a) RPREA. 
Sin embargo, si la transacción se celebra fuera de un procedimiento -10 que 
sucederá normalmente con anterioridad a que se realice el presupuesto de hecho 
de la obligación tributaria- se plantea el problema de la ausencia de un acto 
administrativo que recurrir. Ante esta situación, el ordenamiento jurídico adopta 
dos posturas. Por una parte, en unos supuestos obliga a esperar a que la Hacienda 
Pública dicte el acto de liquidación para poder recurrir, como en los acue.r~~s 
previos sobre precios de transferencia respecto de los que se rechaza la pOSIbili-
dad de impugnar la resolución que apruebe o deniegue la propu~sta de ~alora­
ción del precio de transferencia (art. 23 RIS); en otros casos, conSIdera objeto de 
impugnación a la resolución administrativa que recoge la transacción (art. 5.10 
Proyecto de RIS, en relación a los planes de amortización). 
La exigencia de esperar a que se dicte el acto de liquidación nos parece dudo-
sa, por la injusticia que provoca para el sujeto pasivo que t!ene que esp~~ar a qu.e 
se emita un eventual acto de liquidación para poder recurnr una actuaclOn admI-
nistrativa en la que concurre un vicio de nulidad o anulabilidad y que, sin embar-
go, está obligado a respetar. 
En este mismo sentido podría alegarse la aplicación analógica del arto 107.7 
LGT para el supuesto genérico de transacciones que se celebren co~ ~teri~?da~ a 
la realización del hecho imponible, debiendo esperar a que la AdministraclOn di~­
tase un acto unilateral de acuerdo con los criterios manifestados en el acuerdo. Sm 
embargo, no hay que olvidar que este precepto está dirigido a un caso en qu~ sólo 
nace una vinculación respecto de la Administración; pero si admitimos la eXISten-
cia de una transacción, habrá que tener en cuenta que el ciudadano también se 
encuentra obligado a cumplir sus obligaciones fiscales según, 10 a~rdado? p<?r 10 
que sería injusto que tributara de acuerdo con un pacto que el consIdera ilíCItO y 
hacerle esperar a que la autoridad tributaria dicte un acto que en la mayor parte de 
los supuestos nunca se producirá. 
Una vez clarificados ambos supuestos, los analizaremos por separado. 
Por 10 que respecta a las transacciones que se insertan en el procedimiento de 
liquidación, es necesario, a su vez, diferenciar dos momentos: 
1. Desde la formalización de la transacción hasta que es dictado el acto de 
liquidación, el órgano encargado de emitir este acto administrativo es com-
petente para apreciar la concurrencia de una causa de invalidez de la transac-
ción. 
Así, por ejemplo, en el procedimiento de liquidación como consecuencia de 
actuaciones inspectoras, la transacción no se perfecciona hasta que el inspector-
jefe no emite su consentimiento, estando obligado además a examinar la licitud 
del contrato que le propone el actuario. Si aprecia la concurrencia de una causa 
de invalidez no celebrará el negocio jurídico. 
En consecuencia, en este plano procedimental sólo le corresponde a la 
Administración -a través del órgano competente- el enjuiciamiento de la licitud 
de las actuaciones preparatorias de las transacciones. El particular que participó 
en dicha negociación no podrá incitar a la Hacienda Pública a llevar a cabo ese 
examen, debiendo esperar a que se emita el acto de liquidación para poder 
impugnar la transacción (art. 107.2 LRJAPyPAC). 
2. Tras la emisión del acto de liquidación que recoge la transacción. Lo que 
formalmente se impugna es aquella forma de exteriorización 686, aunque el moti-
vo puede ser cualquier acto de trámite 687. 
Por 10 tanto, las causas alegables serán las propias de las transacciones, que 
han sido analizadas en un apartado anterior. Esto significa que la licitud de dicho 
negocio jurídico ha de ser examinada de forma aislada a su inserción en un acto 
administrativo. La circunstancia de que se recoja en el acto de liquidación afec-
ta a syS.lJlecanismos de impugnación, pero no al enjuiciamiento de su ilicitud. Si 
la transacción es declarada inválida, el acto de liquidación será inválido. 
Por otro lado, si 10 que se desea impugnar es una transacción que no está inte-
grada en ningún procedimiento, el ordenamiento jurídico mantiene, como hemos 
explicado, dos posturas. La primera, que consiste en obligar al ciudadano a espe-
rar a que la Administración dicte el acto de liquidación (acuerdos previos sobre 
precios de transferencia), no tiene lógica. Pero la otra solución (la posibilidad 
de impugnar la resolución administrativa que aprueba la transacción; como, por 
ejemplo, los planes de amortización) tampoco es muy convincente, pues no 
puede intentarse salvar el problema estableciendo el procedimiento de tal forma 
que parezca que se reduce a la presentación de una propuesta por parte del ciu-
dadano y a su aprobación por el órgano competente. En nuestra opinión, la medi-
da correcta sería permitir la impugnación directa y autónoma de la transacción. 
2. Mecanismos de impugnación 
Tanto si la transacción se encuentra incardinada en el acto de liquidación, 
como si ha sido celebrada fuera de un procedimiento, los mecanismos de rec1a-
686 GIANNINI, M. S., Diritto amministrativo ... , cit., p. 152. 
687 ARRIETA MARríNEZ DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., p. 347. 
mación serán los que corresponden al acto unilateral, aunque tenien~o en cuen-
ta las limitaciones derivadas del principio que prohIbe ir contra los propIOS actos 688, 
tal y como establece el arto 65 LCAP. 
En consecuencia, podrán ser utilizados en cada caso los recursos de nulidad 
(art. 153 LGT) Y de anulación y revisión .de oficio (art. 154 LGT)689, el ~~oce­
dimiento de rectificación de errores matenales (art. 156 LGT), la declaraclOn de 
lesividad (art. 159 LGT), así como el recurso de reposición (art. 160 LGT) Y la 
reclamación económico-administrativa (Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo). 
Por lo que respecta al control judicial, el orden j~sdiccional competente 
será el contencioso-administrativo, como consecuenCIa del hecho de que los 
contratos públicos versan sobre relaciones jurídico-públicas y están dirigidos a 
la satisfacción del interés público 690. 
3. Causas de la impugnación 
Es necesario reiterar que mientras que los mecanismos de impugnación son 
los propios de los actos unilaterales, las causas deben fundamentarse en las de 
los contratos. 
Como hemos expuesto, no puede recurrirse la transacción con la in.te~ción 
de replantear su contenido. Es decir, la impugnación, tanto en el procedimIento 
administrativo como ante la jurisdicción, debe limi~se a los s~pu~st~s .de con-
currencia de una causa de invalidez propia de este tIpo de negOCIOS ]undICOS. En 
688 GoNZÁLEZ PÉREZ, J., Y GoNZÁLEZ SALINAS, P., Procedimiento administrativo loca~ T. 1, 
2.ª ed. El consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados, Madrid, 1993, p. 904; GoNZÁLEZ 
PÉREZ: J., y GONZÁLEZ NAVARRO, F., Régimen jurúlico de laAdministración ... , cit., p. 970; PARE-
JO ALFONSO, L., Eficacia. .. , cit., pp. 179, 207 Y ss. 
689 Hay que destacar que mientras el arto 154 LGT permite ~a revisi~~ ~e oficio d~ l?s actos 
que infrinjan «manifiestamente» la ley, la LRJAI)'PA~ p~~é dIcha poSIbilidad de r:vIsIón para 
los actos que infrinjan «gravemente» el ordenamIento Jundico (art.l03). Como explIca ~ 
R. FORNO, A., «La Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas del Proc~diffile?to 
Administrativo Común: Printera aproximación», Tribunafisca~ 1993, n.2 29, p. 58, «la infraccIó~ 
grave, manifiesta o no, será la producida por vulneración de normas que, sin llevar a causar nulI-
dad radical ( ... ) implique lesión sustancial o esencial, ateniéndose a la gravedad de los efectos del 
acto sobre los intereses públicos o sobre los derechos de los ciudad~os. Probablem~nte caben en 
ella los casos de abuso o desviación de poder y, en general, aquellos rncursos en la formula gene-
ral de nulidad del arto 6 del Código civil». 
690 Entre muchos, CoRDÓN EZQUERRO, T., «Los acuerdos ... », cit. (1), p. 11; I?ELGADO PI.Q~­
RAS, F., La terminación. .. , cit., pp. 173 Y 212. La satisfacción del interés públI~ e~ el cnteno 
empleado por el TS al interpretar el arto 3.a VCA; SÁNCHEZ MORÓN, M., La ~ermlnaclón conven-
cional..., cit., p. 85; SERRANO ANTÓN, F., La terminación ... , cit., p. 88. En ItalI~, ~a Ley 241/1990, 
de 7 de agosto, declara expresamente la competencia exclusiva del }uez adrnrnIStrativo respect.o 
a las controversias en materia de preparación, conclusión y ejecuClón de los acuerdos procedi-
mentales (art.11.5). . 
pocas palabras, sólo podrá impugnarse la transacción cuando sea contraria al 
ordenamiento jurídico 691. 
Ante la pretensión de una de las partes de la transacción de impugnar su con-
tenido, la otra podrá esgrimir la «exceptio litis per transactionem finitae» (art. 
1464.9 LEC), pues de otro modo se estaría impidiendo la realización de la fma-
lidad de la transacción, la eliminación de la controversia. 
En efecto, el órgano jurisdiccional no puede revisar la regulación pactada en 
la transacción, sino sólo si se cumplen los presupuestos de licitud de ésta. Si la 
transacción es lícita, el Tribunal debe basar su decisión en ella 692. 
4. La impugnación de actos de liquidación basados 
en transacciones ineficaces 
El obligado tributario no impugna la transacción, sino su aplicación, debido 
a la ausencia de cumplimiento de los requisitos de eficacia, como es el caso del 
Decreto del Consejo de Ministros. 
5. La impugnación de actos administrativos que desconocen la transacción 
Las partes no sólo pueden acudir ante el juez para impugnar la transacción, 
sino también con la finalidad de exigir el cumplimiento de lo pactado por el otro 
contratante. 
El incumplimiento por parte de la Hacienda Pública de la transacción puede 
consistir en la emisión de un acto de liquidación que no se corresponde con el 
contenido de la transacción (tasación pericial contradictoria) o en la modifica-
ción de la autoliquidación que realizó el obligado tributario basándose en un 
acuerdo previo (acuerdo previo sobre precios de transferencia). Ante el recurso 
del ciudadano, el Tribunal contencioso-administrativo hará respetar el negocio 
jurídico, fijando la obligación tributaria en la cuantía resultante de la regulación 
concertada, siempre que ésta sea eficaz. 
691 En EE.UU. se afirma la vinculación de las partes al «closing agreement» y, en conse-
cuencia, se rechaza la posibilidad de impugnarlo por otras causas que no sean el fraude o dolo. 
Véase, SALTZMAN, M.I., fRS ... , cit., p. 9-57. 
692 KRAUSHAAR, R., Bindung der Finanzverwaltung an Vereinbarungen über Sachverhalts-
beurteilungen in Rahmen einer steuerlichen Aussenprüfung, en Steuerberaterkongressreport ... , 
cit., p. 156; WEDELSTÁDT, A., «Tatsachliche ... », cit., p. 517. SONTHEIMER, J., Der verwaltungs-
rechtliche ... , cit., pp. 26 Y 27; REDEKER, K., Y otros, Verwaltungsgerichtsordnung ... , cit., p. 549. 
Sentencia del FG de Hamburgo de 4-12-1991 (EFG, 1992, p. 381). 
La exigencia de cumplimiento es el único remedio que posee el particular 
que desea ver realizada su pretensión. La posibilidad, existente en el Derecho 
contractual, de que la parte afectada por el incumplimiento de la otra solicite al 
juez la rescisión del negocio jurídico es rechazada por la mayoría de la doctrina 
cuando este negocio es una transacción 693. Esta postura se basa en la equipara-
ción establecida por el arto 1816 entre transacción y Sentencia, que provoca la 
imposibilidad de que la cuestión controvertida vuelva a plantearse. De otro modo 
se vería infringida la propia causa de la transacción. 
VI. LA INTERPRETACIÓN 
Como consecuencia de la conservación por parte de la Administración de las 
prerrogativas necesarias para adecuar su actuación a la causa establecida por el 
ordenamiento jurídico --el interés públic(}-, ha de afirmarse la posibilidad de 
que la Hacienda Pública interprete unilateralmente la transacción llevada a cabo, 
tal y como establece el arto 60 LCAP respecto a los contratos administrativos. 
Sin embargo, y como explica PAREJO ALFONSO 694, esta prerrogativa ha de 
modularse debido a la naturaleza contractual de los contratos de Derecho públi-
co. Esta modulación se concreta en la exigencia de que la Administra<:i~reali. 
ce la interpretación en trámite contradictorio. 
Los criterios a los que la Hacienda Pública debe sujetarse en la interpretación 
de las transacciones tributarias son los generales, establecidos en los arts. 1281 
Y ss Cc, puesto que no se contienen reglas interpretativas de los contratos en el 
ordenamiento jurídico-público. En consecuencia, la interpretación se atendrá 
siempre al principio de buena fe. 
A través de la interpretación puede concluirse en un supuesto determinado 
que, lo que en apariencia era un acto unilateral, en realidad tiene naturaleza con-
tractual. Para ello sólo pueden tenerse en cuenta las voluntades de los funciona-
rios que hayan tratado directamente con el particular, siendo irrelevante la inten-
ción de otras autoridades que no hayan participado en las conversaciones 695. 
693 GULLÓN BAlLESTERos, A, La Transacción, en Tratado ... , cit., p. 154; ÜGAYAR yA YILON, T., 
Comentario a los arts. 1809 a 1821 del Código civil, en ALBADADEJO, M., dir., Comentarios ... , 
cit., pp. 64 Y ss. Por el contrario, la jurisprudencia se ha mostrado favorable a la admisión de la 
rescisión de la transacción por incumplimiento, SsTS. 26-4-1963; 29-9-1930; 15-6-1957, entre 
otras, así como parte de la doctrina, !ASARTE ÁLVAREZ, C., Principios ... , cit., T. 111, p. 374. La 
negación de la posibilidad de rescisión por incumplimiento de los convenios tributarios es defen-
dida incluso por los autores que niegan una equiparación entre dicho negocio jurídico y la tran-
sacción civil, como PuGl1ESE, M., Instituciones ... , cit., p. 296. 
694 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 212. 
695 K01TKE, J., System ... , cit., p. 64. 
VII. EFICACIA DE LA TRANSACCIÓN EN 
UN PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
O EN UN PROCESO PENAL 
A) LAAPRECIACIÓN DE COMPORTAMIENTOS CONSTITUTIVOS 
DE FALTAS O DELITOS 
La posibilidad de sancionar a un sujeto tomando como base para apreciar la 
irregularidad de su comportamiento la diferencia entre la cuota que efectiva-
mente satisfizo y la resultante de la transacción constituye un tema muy polémico. 
En primer lugar, en la mayoría de estos supuestos no concurre culpabilidad 
por parte del obligado tributario. Si la Hacienda Pública rechaza la fijación rea-
lizada por el particular de una determinada cuestión fáctica o jurídica, pero recu-
rre a la celebración de un convenio para realizar esa fijación porque considera 
que existe una incertidumbre objetiva, será difícil que pueda apreciarse culpabi-
lidad por parte del ciudadano. Imaginemos, por ejemplo, que el obligado tribu-
tario se deduce en su autoliquidación correspondiente al IRPF unas compras que 
él considera necesarias para el desarrollo de su actividad profesional. Sin embar-
go, el sujeto no puede justificar la totalidad de ellas con factura, aunque sí 
mediante otros medios de prueba; y respecto de los gastos que tiene factura ésta 
es incorrecta pues no se encuentra especificado el domicilio social del estableci-
miento donde se produjeron. La Administración inicia el procedimiento de com-
probación e investigación, en el curso del cual detecta la posible irregularidad del 
comportamiento anteriormente descrito, ya que el arto 8.1 R.Decreto 2402/1985 
exige la existencia de factura completa para justificar los gastos necesarios. Pero, 
ante la defensa por parte de autorizada doctrina 696 de la posibilidad de enten-
der cumplimentado el requisito de la justificación cuando existen otros medios 
de prueba fehacientes, el inspector constata la existencia de una incertidum-
bre objetiva. Ante ello, y apreciando discrecionalmente la conveniencia de esta-
blecer un criterio de forma concordada con el sujeto pasivo, decide transigir 
sobre la cuestión. Así, pactan el establecimiento como gasto deducible de las 
adquisiciones que puedan ser justificadas con factura, aunque éstas se encuen-
tre cumplimentadas de forma incompleta, y el rechazo del resto de gastos como 
deducibles. Si como consecuencia de ello la cuota resultante es mayor a la de-
clarada por el particular, el inspector no podrá formalizar en la propuesta 
de liquidación la apreciación de la infracción establecida en el arto 79 LGT, pues 
es. evidente la imposibilidad de estimar culpabilidad en el comportamiento del 
sUJeto. 
696 PÉREZ ROYO, l., Manual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas Marcial 
Pons, Madrid, 1992, pp. 158 Y 159.· ' 
En consecuencia, es necesario diferenciar dos comportamientos del obligado 
tributario: 
1. En primer lugar, el supuesto ya descrito, esto es, que el elemento sobre el 
que se ha transigid6 y que ha provocado la elevación de la cuota comprobada 
sobre la declarada fuera declarado por el sujeto si es una cuestión de hecho o, si 
es de derecho interpretado de forma razonable. En este caso no será posible apre-
ciar culpabilidad. Así, la STS 21-12-1987 señala que «cuando el declarante ( ... ) 
expone todos los datos y factores que, a su juicio, han de ser tenido en cuenta 
para cuantificar la base imponible y obtener así la cuota, no cabe calificar tal 
conducta como constitutiva de contravención alguna. La complitud y veracidad 
eliminan la malicia» 697. En el mismo sentido, el arto 77.4.d LGT dispone la exen-
ción de responsabilidad «cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el 
cumplimiento de las obligaciones y deberes tributarios». 
2. Que el obligado tributario no haya declarado el hecho o no llevara a cabo 
una interpretación razonable de la norma. Entonces, sí cabrá apreciar culpabili-
dad en la realización de la infracción del arto 79.a) LOT, que comprende al com-
portamiento descrito en la letra d) 698. 
En resumen, si la Administración transige con un particular sobre la fijación 
de una cuestión, la apreciación de un comportamiento sancionable dependerá de 
la concurrencia de culpabilidad. Cuando la declaración originaria realizada por 
el sujeto se mantenga dentro de un ámbito razonable de incertidumbre no podrá 
apreciarse la existencia de dicho requisito subjetivo. 
Una vez que ha sido aclarado la posibilidad de que en base a la transacción 
se aprecie la realización de irregularidades, es necesario analizar la licitud de 
dichos contratos cuando su celebración pueda dar lugar a la apreciación de una 
infracción. 
En este punto, hemos de diferenciar según tal irregularidad sea constitutiva 
de una infracción administrativa o de delito fiscal. 
En relación a las faltas, en nuestra opinión cabe admitir la celebración de 
transacciones aunque como consecuencia de las mismas se aprecie una falta 
administrativa, 10 que sucederá en todo caso cuando exista culpabilidad. 
Cuestión diversa será su eficacia probatoria en el procedimiento sancionador 
correspondiente, que analizaremos en el siguiente apartado. 
Por 10 que respecta a la fijación concordada de un elemento sobre el cual, a 
pesar de recaer una incertidumbre, el inspector dispone de indicios para deducir 
que el comportamiento del sujeto respecto a él puede ser constitutivo de delito, 
697 En relación al principio de culpabilidad y al elemento subjetivo en las infracciones tribu-
tarias, véase ZoRNOZA PÉREZ, J. J., El sistema de infracciones y sanciones tributarias (Los prin-
cipios constitucionales del derecho sancionador), Cívitas, Instituto de Derecho Financiero y 
Tributario, Madrid, 1992, pp. 204 Y ss. 
698 ZoRNOZA PÉREZ, J. J., El sistema ... , cit., p. 247. 
la doctrina niega la posibilidad de su celebración 699. Para fundamentar esta pos-
tura se alega que el presupuesto de hecho del delito fiscal consiste en la discor-
dan.~ia entre 10 declarado por el sujeto y la cuota resultante de la correcta apli-
caclOn de la ley (art. 305 CP), pero en ningún caso la discordancia entre 10 decla-
r~do ! la cuota que resulta de una transacción, donde no se fija la verdad mate-
nal sm~ la formal; así como la indisponibilidad por parte del ciudadano de sus 
pretensIOnes con relevancia penal si no es delante del juez 700. 
En este sentido se decanta expresamente la legislación tributaria italiana. El 
~ecreto-Ley de 30 de septiembre de 1994, n.!! 564 (convertido, con modifica-
CIOnes, en la Ley de ~O de .~oviembre de 1994, n.!! 656) ha implantado en ese país 
la figura de l~ «rectificacIOn con conformidad», en relación a la que establece, 
en su arto 2 bls.2, que «no se admitirá la definición cuando sobre la base de los 
elementos, datos ~ noticias que conozca la Administración pueda configurarse el 
deber de denunCIa ante la autoridad judicial por los delitos de los arts.1-4 del 
Decreto-Ley de 10 de julio de 1982, n.!! 429» 701. 
Por otro lado, aun si admitiéramos la posibilidad de realizar tales transaccio-
nes, ~s~ n~ tendrían más eficacia que la de iniciar el proceso penal, pero la 
Admmlstr~clón no quedarí~ ~ximida de su obligación de probar sus alegaciones, 
aunque eXIsta una transacclOn que las confirme, pues incluso la confesión del 
procesa?o no dispensa al Juez de Instrucción de practicar todas las diligencias 
necesanas a fin de adquirir el convencimiento de la verdad de la confesión y de 
la existencia del delito. 
699 ZoRNOZA PÉREZ, J. J., ¿Qué podemos aprender. .. , cit., p. 173. Fuera de España, STREcK, M. 
Y SCHWEDHELM, R., «!atsachliche Verstiindigung und paragraph 370 AO», DStR, 1986, pp. 713 
Y ss.; STRECK. M., «DIe tatsachliche Verstiindigung ... », cit., p. 369; del mismo autor, Die Steuer-
fahndung, 2.1 ed., Dr. Otto Schmidt, Colonia, 1993, p. 196; así como el OFD de Hanover de 2-7-
1992 (Stbg.1993, p. 34). 
A favor de la cele~ración de transacción sobre hechos con posible relevancia penal, IwANEK, S., 
«A~ebung der ... ~>: clf., p. 1396, basándos~ en ~a incertidumbre existente en estos supuestos en 
relac1ón a la cuestion sobre la que se negoc1a, asI como en la posibilidad de que en el propio pro-
ceso penal se produzcan estimaciones. 
• 700 As~ sólo cabe que el ciudadano disponga de sus pretensiones de defensa mediante el acto 
unilateral de allanamiento ante el juez, que supone la institución de la conformidad en el proce-
so penal, según explica GIMENO SENDRA, v., y otros, Derecho Procesal Penal, Colex, Madrid, 
1996, pp. ~27 Y ss. 
701 Asimismo, el arto 2-bis 5 de la citada Ley italiana determina la ausencia de relevancia 
~nal -y extratributaria--:- de los hechos fijados mediante la transacción; RIZZARDI, R., «Gran 
n~om~ del concor~to per tmprese e autonomi», Le novita fisca~ dic. 1994, p. 11; LoNGONI, M., 
L adeslOne del con~buyente, en ~ome fare Pace con il fisco, Italia Oggi, 27.11.1994, quien expli-
ca que e~ta ausenCla de relevancla se basa en que la fijación concordada de un hecho tipificado 
como delito no presupone automáticamente la culpabilidad del obligado tributario' MOSCHEITr F 
L ib'lidade de . , , ., 
as pos l • s acuerdo ... , Clt., p. 128, que expone cómo sí es posible negociar sobre hechos 
con relevanCIa penal en .la «conciliación judicial», debido a la garantía que otorga la intervención 
aunque sea formal, del Juez.. ' 
Muy diferente a las situaciones española e italiana es la norteamericana. En 
EE.UU. sí se admite la negociación en el procedimiento tributario so?re hechos 
constitutivos de delito fiscal. Para hacerlo efectivo se establecen cmco filtros 
desde que los Servicios de inspección o los órganos de recaudación ~een apre-
ciar un indicio delictivo hasta que se inicia el proceso penal; estos tamICes garan-
tizan la certeza de la sospecha y consisten en entrevistas con el contribuyente 
que son verdaderas negociaciones. En concre~o,. el p~ocedimie~to se desru:olla 
en las siguientes fases: 1. Si los órganos admImstratlvos antenormente ~enala­
dos aprecian señales de delito fiscal el caso se adjudica. ~ un agente especI~I, qu~ 
finaliza la investigación o bien mediante la devoluclOn del asunto o bIen, ~l 
constata la existencia de indicios, con la recomendación de procesar al contrI-
buyente. En el caso de que el agente especi~ ~~!da el proce~ami.~nto d~l ~n~ 
tribuyente, éste pue?e entrevistarse. con l~, DlVlSlon de ~nv~,StlgaclOn Cn~n~, 
esta fase suele termmar con la conflrmaclon de la apreclaclOn de aquellos mdl-
cios, por lo que traslada el expediente al Consejero Jefe de la~esoría Jurídica 
del Distrito donde se realizaron las actuaciones; 2. Este Consejero Jefe nombra 
un abogado que revisa el expediente y mantiene con .el sujeto pasivo una n~eva 
entrevista, donde el particular puede alegar los motIvos por los .que ~nsldera 
improcedente la continuación del proc~dimiento. El abogad? .emIte un mforme 
en el que puede recomiendar al Consejero una de estas .d~c~~lOnes: a) d~vol~~r 
el expediente a la vía administrativa; b) devolv~rlo a l.a DI,"lslon de InveS!I~aClOn 
Criminal, para que realice o complete la mvestIgaclón; .y c) remIbrl~ al 
Departamento de Justicia para el procesamiento del. contnbuye~!e. 3 .. S~ el 
Consejero toma esta última resolución, el caso. se re~te a la S.e.cclon CnmI?~ 
de la División de Impuestos. En esta fase, el sUjeto pasIVO tambl~n.puede SOlICI-
tar una conversación con el abogado del Departamento de JustICIa encargado, 
con la intención de persuadirle sobre la continuación del procesamiento; tras esta 
entrevista, la División de Impuestos decide la devolución del expediente al 
Servicio de Rentas Interiores o su envío al Ministerio Fiscal. 4. El fiscal encar-
gado del expediente celebra una nueva reunión ~n el p~icul~r, tras la cual 
puede adoptar dos posturas: a) remitir el caso a la VI~ a~~1ll1~tratIva para que la 
Hacienda Pública reconsidere el procesamiento, o b) ImClar drrectamente el pro-
cesamiento. 5. En este último supuesto, ya dentro de la vía penal, el contribu-
yente puede llegar a un acuerdo sobre los cargos (<<plea bargain») 702. 
702 Véase, para más detalle sobre las distintas fases del procesamiento, AP~CIO PÉREZ, J., 
La lucha contra el fraude fiscal en U.SA.: Los agentes especiales, Ibídem, Madrid, 1993, pp. 65 
Y ss. 
B) EFICACIA PROBATORIA DE LA TRANSACCIÓN EN 
EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 
En este punto nuestro interés reside en determinar si los datos integrados en 
la propuesta de liquidación fijados de forma consensuada con el obligado tribu-
tario tienen la misma eficacia probatoria en el procedimiento sancionador que el 
resto de cuestiones contenidas en tal documento, una vez que se constata la rea-
lización de una conducta sancionable. 
Nuestro estudio se centra en la eficacia en el procedimiento sancionador, 
puesto que al encontrarse excluida la posibilidad de celebrar transacciones res-
pecto a hechos con relevancia penal es superfluo plantearse su influencia en el 
proceso penal. 
Hasta el momento tanto la doctrina como la jurisprudencia han tratado el pro-
blema de la eficacia probatoria de las actas de la Administración partiendo de 
que su contenido se encontraba fijado de forma unilateral por el órgano inspec-
tor en toda su extensión. Sin embargo, la aceptación de la posibilidad de fijar 
aquellas cuestiones inciertas mediante la celebración de un negocio jurídico con 
el particular y su consiguiente formalización en la propuesta de liquidación plan-
tea la pregunta de si este contenido tiene el mismo valor probatorio que el resto 
de elementos del acta o, por el contrario, se encuentra sujeto a un reforzamiento. 
El arto 145.3 LGT establece que «las actas y diligencias extendidas por la 
Inspección de los tributos tienen naturaleza de documentos públicos y hacen 
prueba de los hechos que motiven su formalización, salvo que se acredite lo con-
trario» 703. El TC, en su Sentencia 76/1990, de 26 de abril, declaró la adecuación 
constitucional del precepto, aclarando que no significa una quiebra del principio 
de igualdad ni de la presunción de inocencia, ya que le atribuye un mero valor 
probatorio 704: 
«El correspondiente precepto no otorga a aquéllas (las actas) una veracidad 
absoluta e indiscutible, lo que no sería constitucionalmente admisible, sino que 
puede ceder frente a otras pruebas que conduzcan a conclusiones distintas, pues 
nada impide que frente a las actas se puedan utilizar los medios de defensa opor-
tunos, lo cual no supone invertir la carga de la prueba sino actuar contra el acto 
de prueba aportado por la parte contraria ( ... ). Si en el acta se consignan hechos 
que podrían ser constitutivos de infracción tributaria y ello obliga al actuario a 
incluir la propuesta de sanción que estime procedente, el alcance de aquélla en la 
vía administrativa no es otro que el de permitir la incoación del oportuno proce-
dimiento sancionador, en cuya tramitación el contribuyente podrá alegar lo que a 
su derecho convenga y aportar los medios de prueba que combatan la prueba fun-
703 ~especto a la diferencia entre normas de valor probatorio y presunciones, con especial 
referenCIa al arto 116 LGT, véase MARíN-BARNUEvO FABO, D., Presunciones y técnicas ... , cit., 
p.203. 
704 Esta doctrina ha sido recogida en el arto 137.3 LRJAPyPAC. 
damental presentada por la parte contraria y en virtud de la cual se le imputa la 
infracción tributaria merecedora de sanción» 705. 
Como explica N. GONZÁLEZ-CuÉLlAR SERRANO 706, frente a la inadmisibili-
dad de que las actas de la Inspección puedan tener algún valor probatorio en el 
proceso penal, sino el de simples denuncias, en el procedimiento sancionador se 
admite una presunción «iuris tantum» de las afirmaciones del inspector en deter-
minados casos; en concreto, en los supuestos en que la prueba no pueda repetir-
se, ya sea porque el hecho es irrepetible, ya sea porque la única forma de demos-
trar dicho hecho es la propia declaración del funcionario. Esto es, sólo es admi-
sible la atribución de un valor probatorio privilegiado a las actas cuando la prue-
ba de su contenido sea irreproducible. 
Una vez sentado el criterio respecto al valor probatorio de las propuestas de 
liquidación, es necesario examinar si esta eficacia sufre alguna modificación 
cuando las cuestiones con relevancia sancionadoras han sido fijadas de forma 
concordada con el obligado tributario. En nuestra opinión, la participación del 
ciudadano en ese establecimiento provoca la necesidad de plantearse un refor-
zamiento de su valor probatorio. En efecto, la limitación de esta eficacia proba-
toria a los hechos irrepetibles se encuentra suavizada cuando el contenido de la 
propuesta de liquidación que da lugar a la apertura de un procedimiento sancio-
nador es consecuencia de una transacción con el obligado tributario. Y ello no 
porque se considere una confesión, ya que en ningún caso la transacción supone 
una declaración de certeza o una admisión de los hechos fijados 707, sino como con-
secuencia de la incertidumbre que concurre en el caso concreto, que provoca la 
imposibilidad por parte de los órganos sancionadores de conocer la realidad de 
forma cierta. 
En consecuencia, en un procedimiento sancionador la Administración no 
necesita probar la cuestión negociada con el obligado tributario, teniendo mayor 
valor probatorio que los elementos del acta fijados unilateralmente. Así, mien-
tras la cuestión fijada unilateralmente por el inspector sólo se halla investida de 
valor probatorio cuando sea irrepetible, si ha sido fijada fruto de un acuerdo con 
el obligado tributario, el órgano administrativo sancionador puede basarse en tal 
cuestión para imponer la sanción correspondiente. 
705 Véase, ZORNOZA PÉREZ, J. J., El sistema ... , cit., p. 123 Y ss. 
706 GoNZÁLEZ-CUÉUAR SERRANO, N., La prueba en el proceso administrativo (objeto, 
carga y valoración), Ed. Colex, Madrid, 1992, pp. 68 Y ss. En este sentido, STS 6-7-1988, res-
pecto a la veracidad de las actas extendidas por los inspectores de trabajo. 
707 La mayoría de la doctrina alemana rechaza la concepción de la transacción tributaria 
como una confesión EICH, A., Die tatsiichliche ... , cit., pp. 66 y SS.; STRECK, M., «Die tatsiicbliche 
Verstiindigung ... », cit., p. 369, pues, en su opinión, sólo pueden servir de base a una confesión los 
hechos determinados legalmente. 
. Por otra parte, la existencia de una transacción no excluye, en nuestra opi-
món, el requisito de la audiencia al obligado tributario en el procedimiento sari-
cionador 708, ni ningún otro trámite procedimental. 
708 Véase, en relación a la regulación de las actas de conformidad, la crítica de ZoRNOZA 
PÉREZ, J. J., El sistema ... , cit., p. 122. . 
CAPÍTULO IV 
MANIFESTACIONES DE 




DE OTRAS FIGURAS AFINES 
l. INTRODUCCIÓN 
El estudio de las manifestaciones de la finalización transaccional del proce-
dimiento tributario es susceptible de desarrollarse desde dos clasificaciones dife-
rentes. Por un lado, estos convenios pueden dividirse tomando como referencia 
el momento en el que se realice el presupuesto de hecho generador de la obliga-
ción tributaria; así, algunos pactos se celebran con anterioridad a ese instante (los 
acuerdos previos sobre precios de transferencia, arto 16.6 LIS) Y otros con pos-
terioridad (la tasación pericial contradictoria, arto 52.2 WT). Junto a ello, es 
posible catalogar las transacciones dependiendo de la fase del procedimiento de 
aplicación de los tributos en la que se formalicen; en efecto, como exponíamos 
en el capítulo tercero (epígrafe 11), los contratos preparatorios del acto de liqui-
dación pueden ubicarse en distintos momentos procedimentales 709, tanto fuera 
del procedimiento de gestión, como en cualquier fase de éste e, incluso, en el 
desarrollo de un recurso administrativo. 
Ambos criterios se conjugan de forma que las transacciones que tienen como 
objeto cuestiones pertenecientes a presupuestos todavía sin realizar no se inser-
tan en ningún momento del procedimiento de aplicación de los tributos. Por el 
contrario, los contratos que se celebren tras la realización del hecho imponible 
pueden ubicarse en cualquiera de las fases del procedimiento o fuera de él. Nota 
común a todos ellos, con independencia de cuándo se produzcan y en qué fase 
se formalicen, es su carácter preparatorio del acto que da fin al procedimiento, 
normalmente el acto de liquidación, incluso cuando se celebren con posteriori-
dad a la emisión de este acto unilateral. En estos últimos supuestos la transacción 
no sustituye al acto, sino que constituye una obligación de la Administración que 
deberá emitir un segundo acto unilateral 710. 
709 En este sentido, P ARruO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., pp. 180, nota 68, y 183. Repetimos 
las palabras de este autor: «si bien es cierto que el artículo 88 LRjAP Y PAc limita la capacidad 
de la Administración para acordar por razón del desarrollo formalizado o procedimental de su 
actividad, no lo es menos que ---con carácter general-la LCAP (art. 3.l.d) habilita a aquélla a 
concluir con personas incluso privadas todo tipo de convenios de colaboración, por lo que éstos 
pueden tener por objeto también la colaboración en el ejercicio por la Administración de sus com-
petencias». Fuera de España, STRECK, M., «Die tatsachliche Verstandigung ... », cit., p. 367; Y las 
Resoluciones del BFH 11-12-1984 VlII R 131/76 (BStBl.II, p. 354); 5-10-1990-111 R 19/88 
(BStBl. 1991 11, p. 45) Y de 6-2-19911 R 13/86 (BStB1.199111, p. 673); FG Saarland de 11-12-
19851215/84 (EFG 1986, p. 214); BFH de 5-10-1990 111 R 19/88 (BStB1.1991 11, p. 45). 
710 RICKLI, P., Die Einigung ... , cit., pp. 10 Y ss. 
El presente capítulo se ha sistematizado tomando como principal referencia 
la est~ctura del pro~di~iento de aplicación de los tributos. Sin embargo, como 
es sabIdo, tal procedImIento no se desarrolla de forma invariable en todos los 
s~puestos, sino que. en él se producen modificaciones que obedecen a causas 
~I;ersas; Como exp,bca RUI:~, GARCÍA 711, «la estructura del procedimiento de ges-
tIon vana en funclOn del tnbuto cuya aplicación se pretende», lo que provoca 
q~e «la natural~za y la función de los actos integrantes del procedimiento de ges-
tlOn, y, en partIcular, del acto de liquidación varían según el esquema procedi-
mental en que se insertan». 
Teniendo en cuenta la anterior constatación, consideramos conveniente acu-
dir a una división convencional o didáctica, que nos permita esquematizar de un~ 
forma C<?h~r~nte el estu~io. de las posibles transacciones que se manifiestan 
desde e~ mI~~o del procedImIento de aplicación de los tributos, y aún antes, hast.a 
la termmaCIOn de la fase de resolución de reclamaciones. Para ello diferenciare~ 
mos tres momento~ 71:: en pri~~~ lugar, son e~pl~cadas las transacciones que s~ 
celebran con antenondad al ImClO del procedImIento de gestión, entre las que 
podemos encontrar algunas en las cuales todavía no se ha realizado el presu~ 
puesto de hecho. En la segunda parte, tratamos las manifestaciones que se ubi-
ca~ en .~l seno ~el proc~d~mie?to de gestión, es decir, en el procedimiento ~ 
apbcacIO~ del tn~ut~, dlstmgmendo en sus dos fases, la de liquidación y la de 
recaUd~CI?n. Por ultImo, ~alizaremos las transacciones que se desarrollan en el 
procedImIento de resoluclon de reclamaciones, cuya separación respecto del de 
gestión es proclamada por el arto 90 LGT. ' 
El legislador español ha optado por establecer habilitaciones singulares para 
cada tra~~acción, rech~ando la posibilidad de admitir, con carácter general, hi 
celebracIOn de transaCCIOnes en el Derecho Tributario mediante el estableci~ 
miento de unos criterios mínimos y un régimen jurídico básico. En este último 
caso, la necesidad de una habilitación específica para cada supuesto en concre-
to d~pendería de la c?~~reci?n. utiliza~a por el legislador en aquella norma pri-
marIa. E~ nue~tra opI~on? ,SI bIen es CIerto que una autorización general otorga 
coherenCIa y sIstematízacIOn en cuanto al concepto, licitud y régimen jurídico
1 r~sulta muy complicado que contemple los supuestos en que la transac-
CIón puede darse con la suficiente precisión requerida por la reserva de ley del 
arto 105 c) CE. 
El establecimiento de una habilitación genérica es el modelo por el que se ha 
d~~antado el ordenamiento jurídico estadounidense, que en el capítulo 74, sec-
Clon 7121 del Internal Revenue Code (en adelante, IRC) recoge la habilitación 
al Secretario de Servicio para acudir a acuerdos en la gestión tributaria: «El 
711 Rurz GARCÍA, J. R., La liquidación. .. , cit., pp. 47, 67 Y ss. Véase, asimismo, BERI1RI, A, 
Principios ... , cit., I1I, pp. 178 Y 198; MARTÍN QUERALT, J., Y otros, Curso ... , cit., pp. 357 
Y 358. 
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Secretario o su delegado está autorizado para llegar a un acuerdo por escrito con 
cualquier persona en relación con sus obligaciones en relación con cualquier 
impuesto y para cualquier período». Esta habilitación constituye la base jurídica 
de la mayoría de los acuerdos tributarios; en concreto, los denominados «closing 
agreement» se formalizan en dos documentos: el Formulario 866 (<<Agreement 
as to Final Determination of Tax Liability») y el Formulario 906 (<<Closing 
Agreement as to Final Determination Covering Specific Matters»). La diferen-
cia fundamental entre estas dos manifestaciones de acuerdo reside en que el 
Formulario 866 contiene un pacto sobre la totalidad de las deudas del obligado 
tributario relativas a períodos impositivos ya transcurridos, mientras, por su 
parte, el Formulario 906 constituye un convenio sobre materias concretas de las 
obligaciones impositivas ya devengadas o futuras 713. Junto a estos tipos de «clo-
sing agreement» existe un tercero, que combina la fijación de la deuda tributaria 
en su conjunto con la determinación de cuestiones específicas. A pesar de esta 
habilitación general hay acuerdos concretos que se encuentran regulados al mar-
gen de ella, como los pactos que se celebran en el procedimiento de inspección 
(Formulario 870) que, en realidad, no son verdaderos contratos sino renuncias 
unilaterales por parte del obligado tributario. Asimismo están excluidos del ca-
pítulo 74 IRC los convenios que se ubican en el procedimiento revisor (Formula-
rio 870-AD). 
Como decíamos, éste no es el modelo adoptado por el legislador español, que 
establece habilitaciones concretas de transacciones. Así, el arto 16.6 liS en rela-
ción a los acuerdos previos sobre precios de transferencia; el arto l1.d liS que 
contempla los planes de amortización; los arts.52.2 LGT, 47 Y 48 TRITPAJD, 
91 RlTPAJD Y 98 RlSD, reguladores de la tasación pericial contradictoria, etc. 
Uno de los problemas que acarrea la falta de sistematización que se produce 
en Derecho español, como consecuencia de la ausencia de una norma de aplica-
ción general, es la dispersión de instituciones que, a pesar de tener notas comu-
nes, se denominan de formas diversas, lo que hace suponer, a primera vista, su 
falta de similitud. En efecto, no existe en nuestro ordenamiento positivo un 
«tipo» (la transacción tributaria) dentro del que se puedan englobar las institu-
ciones que tienen unas características comunes. Como hemos intentamos justi-
ficar en la introducción, esta circunstancia provoca que resulte más claro a efec-
tos expositivos la descripción de un concepto general de transacción tributaria 
creado desde la observación de las características esenciales de cada figura. 
713 SALTZMAN, M. I.,IRS ... , cit., pp. 9.48 Y ss, donde pueden encontrarse los formularios 866 
y 906; GARBIS, M. 1, Y otros, Tax procedure ... , cit., pp. 149 Y 150. Según citan CLAvuo 
HERNÁNDEZ, F., y MAZORRA MANRrQUE, S., La gestión tributaria ... , cit., p. 344, el Treasure 
Regulation sección 301.7121 (a) estos acuerdos finales (<<Closing agreements») pueden celebrar-
se en cualquier supuestos en que exista una probable ventaja para la Administración tributaria en 
cerrar el caso de forma definitiva o cuando el sujeto pasivo alegue razones suficientes para su 
solicitud y el Comissioner del IRS considera que los Estados Unidos no sufrirán un perjuicio en 
la celebración de dichos acuerdos. 
y ello, porque, en primer lugar, una vez sentado este concepto general es fácil la 
determinación de qué instituciones son transacciones y cuáles no, a través de la 
comparación entre la institución concreta y el tipo general, y, en segundo lugar, 
porque, en caso afirmativo, en la medida en que estas figuras constituyan 
supuestos de contratos transaccionales su régimen jurídico, en lo no previsto 
expresamente en las leyes, habrá de deducirse del que es propio de la categoría 
a la que pertenecen y que ha sido configurado, a su vez, a partir de las regula-
ciones concretas de cada figura jurídica. 
Partiendo de la metodología que nos propusimos seguir desde el principio de 
nuestra investigación, resulta evidente la remisión del régimen jurídico de las 
concretas instituciones transaccionales al régimen general de todas las transac-
ciones expuesto en el capítulo tercero. En efecto, si hemos elaborado este régi-
men común desde la observación de la regulación positiva establecida para cada 
figura transaccional tributaria, parece obvio dicho reenvío. Y ello es así en tanto 
no surjan matices específicos de cada figura que, por supuesto sin alterar su natu-
raleza transaccional, supongan una modulación del régimen jurídico aplicable. 
y resulta muy importante recalcar que la especificidad de la materia puede 
justificar una regulación particular de la institución en cuestión; así, por ejem-
plo, la necesidad de tener en cuenta la incorporación de un segundo Estado al 
procedimiento en los acuerdos previos sobre precios de transferencia (en ade-
lante, APAs), o la participación de un tercero independiente dada la complejidad 
de la materia también en los APAs, o, como último ejemplo, la existencia en 
algunos casos de un acto impugnable -los planes de amortización- y no en 
otros en los que hay que esperar al acto de liquidación -losAPAs-. Esta posi-
bilidad se justifica dogmáticamente en la constatación de que la categoría gene-
ral de transacción es un tipo abierto, según expresión de LARENZ 714, lo que sig-
nifica que «las características que lo forman no constituyen un número cerrado, 
en el sentido de que sólo se puede dar cuando concurran todas estas caracterís-
ticas en el caso concreto. Expresado de otra manera: el tipo no está "defmido" 
en sentido estricto. De los rasgos que son considerados "típicos", es decir, carac-
terísticos para este tipo, pueden faltar en el caso concreto uno u otro o estar limi-
tado en su significación, sin que por ello haya que poner en duda la pertenencia 
de este individuum al tipo». 
Por supuesto, si la peculiaridad del régimen jurídico de una institución llega 
al punto de suponer un alejamiento o una contradicción al régimen general de las 
transacciones, ello significa que no nos encontramos ante una verdadera tran-
sacción. Tal es el caso de la conformidad a la propuesta de liquidación, respecto 
de la cual el ordenamiento jurídico establece una regulación tan diversa a la pro-
pia de las transacciones que, a pesar de su substrato indudablemente transaccio-
nal, conduce a la negación de dicha naturaleza jurídica. 
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Resulta fundamental aclarar que, como puede apreciarse mediante la lectura 
del índice, el presente capítulo no se limita al estudio de las manifestaciones de 
terminación transaccional del procedimiento tributario. Un afán de exhaustivi-
dad aconseja exponer también las instituciones que, aun sin serlo, pueden pare-
cer transacciones, y las razones que llevan a negar su naturaleza transaccional. 
Así, por ejemplo, la exclusión de nuestro análisis de la conformidad a la pro-
puesta de liquidación o de los convenios concursales bajo el argumento de su no 
pertenencia a la figura que es objeto de nuestro trabajo (la terminación transac-
cional) sería justificable desde un punto de vista dogmático, pero iría en detri-
mento de la comprensión global de dicha figura que, sin duda, se entiende mejor 
conociendo su delimitación negativa. Por otra parte, en ocasiones una misma 
institución puede tener naturaleza transaccional o no, dependiendo del conteni-
do que integre. Ejemplos de este último fenómeno son la tasación pericial con-
tradictoria y los acuerdos previos sobre precios de transferencia, que tienen dis-
tintas naturalezas jurídicas según se hayan fijado de una forma unilateral por la 
Administración o negociadamente con el ciudadano. 
Es importante, por otro lado, señalar que la regulación de cada institución se 
obviará en la explicación en tanto no se aparte del régimen general, como suele 
ocurrir en relación a las causas de invalidez. 
II. TRANSACCIONES CELEBRADAS CON ANTERIORIDAD 
AL PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN 
La celebración de transacciones preparatorias del acto de liquidación al mar-
gen de cualquier procedimiento tributario es perfectamente admisible, tal y 
como se deriva de la tesis que expone PAREJO ALFONSO en relación al procedi-
miento administrativo común 715. Esta aceptación se reduce a los ámbitos en los 
que el ordenamiento jurídico prevea actuaciones previas en el supuesto concre-
to 716, esto es, cuando el ámbito sectorial correspondiente permita la realización 
de actuaciones anteriores al eventual procedimiento administrativo. 
Por lo que se refiere a la materia tributaria, el procedimiento de gestión se 
inicia normalmente con la presentación de la liquidación del obligado tributario, 
aunque también puede abrirse de oficio o por la acción investigadora de los ór-
ganos administrativos (art. 101 LGT) 717. En consecuencia, cualquier actuación 
715 PARFJO ALFONSO, L., Eficacia. .. , cit., pp. 180, nota 68, y 183 Y ss. 
716 P ARFJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 183. 
717 El arto 101 LGT no contempla expresamente las declaraciones-liquidaciones. Ello es debido 
al diferente esquema de liquidación existente en el momento de la promulgación de esta Ley, que se 
basaba en una intervención de la Administración a efectos de la liquidación. La autoliquidación 
no se incorporó, y sólo parcialmente, a nuestro Derecho Tributario hasta la Ley de Reforma del Sistema 
Tributarlo de 11 de junio de 1964. Sin embargo, es opinión unánime en la doctrina que la autoli-
quidación inicia el procedimiento de gestión; MARTÍN QUERALT, J., Y otros, Curso ... , cit., p. 375. 
previa a dichos actos de iniciación está ubicada fuera del procedimiento de ges-
tión. 
Entre las manifestaciones que se producen con anterioridad al inicio del pro-
cedimiento de gestión pueden encontrarse transacciones relativas a presupuestos 
de hecho no realizados, como los acuerdos previos sobre precios de transferen-
cia. Ya explicamos en el capítulo segundo (epígrafe II.C.1.c) nuestra opinión 
favorable a la conclusión de transacciones que recaigan sobre un presupuesto de 
hecho futuro. En efecto, la naturaleza contractual se limita a exigir, a los efectos 
que ahora importan, que el objeto del convenio sea determinado, pero no actual. 
y, por 10 que respecta al carácter jurídico-público, nada conduce a justificar una 
restricción de los pactos de Derecho público en ese sentido. Es exclusivamente 
un problema de dificultad de prueba en relación a la existencia de una incerti-
dumbre objetiva respecto a los hechos o a las consecuencias jurídicas que la rea-
lización del presupuesto de hecho provocará. 
Junto a los APAs (art. 16.6 LIS), se presentan como probables manifesta-
ciones de la terminación transaccional del procedimiento tributario español, 
en principio, las consultas del arto 107 LGT, los acuerdos previos sobre los 
gastos en concepto de contribuciones a actividades de investigación y desarro-
llo realizados por una sociedad vinculada (art. 16.4 LIS), los acuerdos pre-
vios sobre los gastos en concepto de apoyo a la gestión prestados entre em-
presas vinculadas (art. 16.5 LIS), los acuerdos previos de subcapitalización 
(art. 20.3 LIS), así como -aunque también pueden celebrase con posteriori-
dad a que se produzca el presupuesto de hecho- los planes de amortización 
(art. l1.1.d LIS), los planes de reinversión (art. 21.1 LIS), los planes sobre la 
imputación temporal (art. 19.2 LIS), los planes sobre la dotación de reparacio-
nes extraordinarias (art. 13.2 LIS) Y la propuesta de porcentaje provisional del 
régimen especial de determinación proporcional de bases imponibles en el IVA 
(art. 152 LIVA). 
Es previsible que el uso de las transacciones previas al propio presupuesto de 
hecho se extienda, como recomienda la Orden de 5 de julio de 1996, la cual dis-
pone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de julio de 1996, 
donde se aconseja a la Secretaría de Estado de Hacienda el desarrollo y ejecu-
ción de un Plan Bianual para la mejora del cumplimiento fiscal y la lucha con-
tra el fraude tributario y aduanero, creando una Comisión para su coordinación 
y seguimiento. En esta Orden se ordena que «sin perjuicio de las medidas ope-
rativas generales plasmadas en el presente Acuerdo, con carácter específico se 
abrirán y potenciarán líneas y medios humanos y materiales de investigación. En 
concreto, se prestará especial atención: i)Desarrollo del sistema de acuerdos pre-
vios con la Administración tributaria» (art. 8). 
A) LAS CONSULTAS TRIBUTARIAS 
En Derecho Tributario español podría plantearse la naturaleza transaccional 
de los escasos supuestos en que se admite la eficacia vinculante de las contesta-
ciones a las consultas 718. Pero, incluso, en esos casos en que la Administración 
queda vinculada a respetar el contenido de la contestación se trata de una figura 
jurídica diferente, como se extrae del estudio de su régimen jurídico, en especial, 
de la constatación de que la sujeción nace aquí del poder interpretativo de la 
Hacienda Pública, y no de la voluntad concordada de ambas partes 719, no que-
dando, en consecuencia, vinculado el obligado tributario. 
La diferenciación entre la consulta y el contrato de Derecho público ya fue 
realizada en el primer capítulo de este trabajo (I1.C.4.b), por 10 que no conside-
ramos necesario entrar por el momento en más detalles. 
Y como también fue explicado, en nuestra opinión resulta más beneficiosa, 
con carácter general, la utilización de convenios en vez de las contestaciones 
vinculantes a consultas, por la participación que suponen del obligado tributario 
y, sobre todo, por la vinculación que se origina respecto al mismo. Sin embargo, 
existen supuestos en los que dichas contestaciones encuentran un ámbito muy 
propicio de actuación, que son aquéllos en los que no existe ninguna incerti-
dumbre objetiva, sino que es sólo el obligado tributario el que sufre una duda que 
la Administración fiscal está en condiciones de aclarar. En consecuencia, la exis-
tencia de transacciones tributarias no anula la eficacia de las contestaciones vin-
culantes a consultas, ya que ambas instituciones están previstas para supuestos 
diversos, siendo su finalidad distinta. En este último sentido, mientras el pacto 
se dirige a la resolución de un conflicto, originado por una incertidumbre, a tra-
vés de la fij ación pactada de la cuestión controvertida de forma que no se esta-
blece la realidad acaecida, sino una verdad formal, en las contestaciones vincu-
lantes 10 que el ciudadano busca es el conocimiento exacto de la regulación jurí-
dica aplicable al caso y la certeza de que la Hacienda Pública no cambiará su cri-
terio. 
718 La vincu1atoriedad de las consultas con carácter general fue suprimida de la LGT median-
te la Ley 10/1985, de 26 de abril. Véase, ZORNOZAPÉREZ, 1. 1., «Significado y funciones ... », cit., 
pp. 217 Y ss. Una regulación genérica de esta figura está prevista en el Proyecto de Ley de 
Derechos y Garantías de los contribuyentes (art. 7). En el Real Decreto 404/1997, de 21 de marzo, 
se establece el régimen aplicable a las consultas cuya contestación deba tener efecto vinculante 
para la Administración tributaria. 
719 En este sentido, ZoRNOZA PÉREZ, J. 1., «Interpretación administrativa y consulta ... », cit., 
p. 498. Fuera de nuestro país, WEISENSEE, c., <<Auskunft, Zusage ... », cit., p. 180; SONTHEIMER, J., 
Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 23; SPANNOWSKY, W., Grenzen ... , cit., pp. 46 Y 57. 
B) LOS ACUERDOS PREVIOS SOBRE PRECIOS 
DE TRANSFERENCIA 
La Ley 43/1995, de 27 de diciembre, reguladora del Impuesto sobre 
Sociedades, ha introducido en el Derecho español los acuerdos previos sobre los 
precios de transferencia que se producen en las operaciones entre personas o 
entidades vinculadas, así como los pactos que tienen como objeto la deducción 
de los gastos que se hayan realizado en concepto de contribuciones a activida-
des de investigación y desarrollo realizadas por una entidad vinculada o de ser-
vicios de apoyo a la gestión prestados entre entidades vinculadas (art. 16.6). 
Estos últimos serán analizados en el siguiente epígrafe del presente capítulo. 
Por lo que respecta a los precios de transferencia, aquella norma establece que 
la Administración podrá valorar a precios de mercado las operaciones efectuadas 
entre personas o entidades vinculadas cuando la valoración que los sujetos intervi-
nientes hayan convenido «hubiera determinado, considerando el conjunto de las per-
sonas o entidades vinculadas, una tributación en España inferior a la que hubiere 
correspondido por aplicación del valor normal de mercado o un diferimiento de dicha 
tnbutación» (art. 16.1)720. Esta regla de valoración 721, conocida internacionalmente 
como «arm's length price» «<principio del precio de plena concurrencia»), se en-
cuentra recogida en el Modelo de Convenio de la OCDE de 1992 para evitar la doble 
imposición (art. 9)722 y en el Informe del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE 
de 1979 «Rapports sur prix de transfer et enterprises multinationales» (par. 11)7'23. 
720 Como explican PALAO TABOADA, c., y BANACLOCHE, J., «Operaciones vinculadas y 
valores de mercado después del nuevo Impuesto sobre Sociedades», Impuestos, 1996, n.2 7, p. 48, 
mediante la expresión «la Administración podrá valorar» no se otorga a la Hacienda Pública una 
potestad discrecional, sino condicionada a que constate que la valoración convenida ha determi-
nado una tributación menor en España a la que hubiere correspondido por aplicación del valor 
normal del mercado o un diferimiento de dicha tributación, considerado el conjunto de personas 
o entidades vinculadas. 
721 Así lo califican SANZ GADEA, E., Impuesto sobre Sociedades, T. 1, 3.1 ed., Ed. Estudios 
Financieros, Madrid, 1991, p. 303; MARÍN-BARNUEvo FABo, D., Presunciones y técnicas ... , cit., 
pp. 175 Y 176; FALCÓN y TEUA, R., «La libertad de pactos y los precios de transferencia: efectos 
de las propuestas de valoración previa», Quincena fisca~ n.O 11, 1997, p. 5, rechaza que, tras la 
aprobación de la LIS de 1995 estemos ante una regla de valoración. En su opinión, se trata de una 
presunción «iuris et de iure». 
.722 Este precepto se encuentra comentado por TOVILlAS MORÁN, J. M., Estudio del Modelo 
de Convenio sobre Renta y Patrimonio de la OCDE de 1992, Marcial Pons, Madrid, 1996. El art. 9 
del Convenio Modelo establece textualmente: «Cuando a) una empresa de un Estado contratante 
participe directa o indirectamente en la dirección, el controlo el capital de una empresa del otro 
Estado contratante, o b) unas mismas personas participen directa o indirectamente en la dirección, 
el control o el capital de una empresa de un Estado contratante; y en uno y otro caso las dos 
empresas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas por condiciones aceptadas o 
impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas independientes, los beneficios 
que habrían sido obtenidos por una de las empresas de no existir estas condiciones y que de hecho 
no se han producido a causa de las mismas, pueden ser incluidos en los beneficios de esta empre-
sa y sometidos a imposición en consecuencia». 
723 Precios de transferencia y empresas multinacionales (Dos Informes del Comité deAsuntos 
Fiscales), J. M. Villa Gil, tr., Instituto de Planificación Contable, Madrid, 1986, pp. 14 Y ss. 
Sin embargo, la tasación de una operación según la estimación que de ella 
hubieran realizado en condiciones normales de mercado partes independientes 724 
encierra en sí misma una gran inseguridad, que se refleja a su vez en los méto-
dos aplicables para la determinación de dicho valor (art. 16.3 LIS)725. 
Por otra parte, hasta la LIS de 1995 el ordenamiento jurídico contemplaba el 
problema de los precios de transferencia desde un enfoque exclusivamente 
int~rno (art. 16 LIS de 1978 y arts. 39 y 168 R.O. 2631/1982). En efecto, el cri-
teno que tradicionalmente se ha utilizado para evitar que las entidades vincula-
~as tribu!aran en menor medida tomaba como única referencia el Derecho espa-
nol, obvIando la concurrencia de una o más legislaciones extranjeras en los 
supuestos en que las empresas vinculadas residían en distintos Estados. 
Todo ello conducía, como expone MARTÍN QUERALT726, a una pérdida de con-
tacto con la realidad, a una inoperancia de la regulación «por su nula aptitud para 
resolver lo que las normas jurídicas deben resolver, un conflicto social». 
Conflicto social que, sigue explicando este autor, se manifestaba en diversos 
frentes: así, para los sujetos pasivos se traducía en la necesidad de pleitear para 
hacer valer su pretensión; respecto a la Administración tributaria significaba el 
r~traso en el c.obro del impuesto; y, por último, el mismo Estado se veía perju-
~cado por la Imagen que daba de «impotencia de su propio ordenamiento jurí-
dICO para dar respuesta apropiada a un conflicto social que progresivamente 
adq~iría una mayor entidad y afectaba a un mayor número de contribuyentes». 
PreCIsamente en el convencimiento de la imposibilidad de mantener esta situa-
ción, el Libro Blanco de Reforma del IS manifiesta la necesidad de que el suje-
724 Como puntualiza COMBARROS, V. E., Régimen tributario de las operaciones entre socie-
dades vinculadas en el Impuesto sobre Sociedades, Tecnos, Madrid, 1988, pp. 71 Y ss., el crite-
~o determinante par.a la fijación d~l valor de la operación no es el precio de mercado objetivo, 
smo «el comportamlento de la sOCledad con un tercero independiente bajo circunstancias inde-
pendientes». Es decir, es necesario tener en cuenta las circunstancias que rodean a la operación, 
excepto las que deriven de la existencia de una vinculación entre las partes del contrato. 
725 Así lo reconoce el propio Informe del Comite de Asuntos Fiscales de la OCDE de 1979 
en su par. 11: «Para determinar si un precio de transferencia concreto es conforme al principio de 
plena concurrencia sería preciso, teóricamente, poder referirse directamente al precio que se esta-
blecería en transacciones comparables.,,~tre empresas independientes o entre una empresa de un 
grupo y urta empresa independiente. Este método se denomina frecuentemente «método compa-
rable del m~rcado de plena concurrencia»; en principio es el más adecuado para usar, y en teoría, 
e~ ,más sencillo. Pero en la práctica y con frecuencia ocurre que falta tal elemento de compara-
Clon, que no puede ser obtenido, o incluso que cabe preguntarse si los precios en cuestión son o 
no comparables. Por ello para determinar un precio de plena concurrencia se precisa acudir a 
?tros m~todos». Traducción de VILLA GIL, J. M. de la, op. cit., p. 27. En la doctrina apuntan esta 
msegundad, entre otros, GoNZALEZ POVEDA, V., Tratados y Convenios internacionales CISS 
Valencia, 1988, pp. 533 Y ss.; ZORNOZA PÉREZ, J. J., «Determinación de los precios de ~ransfe~ 
rencia en ausencia de precios de mercado comparables», CT, n.2 67, 1993, pp. 126 Y ss.; CORDÓN 
EzQUERRo, T., «Los acuerdos previos sobre precios ... », cit. (1), p. 5. 
726 MARTíN QUERALT, J., «Algo más que una reforma: los acuerdos previos sobre precios de 
transferencia», Tribuna fisca~ n.2 66, 1996, p. 3. . 
to pasivo conozca con antelación a la realización de la operación comerc~a1 el 
criterio que la Administración considera adecuado, 10 que se a1canza a traves d~ 
la celebración de un APA: 
«Los acuerdos previos en materia de precios de transferencia constituyen una 
novedad de la máxima importancia y su objetivo consiste en procurar al sujeto 
pasivo una seguridad acerca de la posición de la Administraci~n Tributaria res-
pecto de los precios que serán aplicables para valorar las operaCIOnes entre partes 
vinculadas. En el ámbito de los grupos multinacionales esta seguridad cobra un 
valor destacado, por cuanto que el ajuste positivo realizado por la Administración 
Tributaria de un Estado no va necesariamente seguido por el ajuste de signo con-
trario realizado por la Administración Tributaria del otro Estado aun cuando 
medie un Convenio para Evitar la Doble Imposición. Por consiguiente, teniendo 
en cuenta la apertura de nuestros mercados al exterior y el volumen e importan-
cia de la inversión directa en actividades empresariales de personas o entidades no 
residentes, la introducción de acuerdos previos en materia de precios de transfe-
rencia constituye una medida que, inspirada en el principio de transparencia, con-
tribuirá ampliamente a dar seguridad a los sujetos pasivos. 
El procedimiento para llegar a acuerdos previos exigirá un importante esfuer-
zo de la Administración Tributaria, habida cuenta de la inexistencia de preceden-
tes y de que buena parte de los acuerdos previos requerirán entrar en relación con 
Administraciones Tributarias de otros países. 
Teniendo en cuenta la novedad que supone enfocar de la forma descrita las 
relaciones entre la Administración Tributaria y los contribuyentes en una materia 
tan delicada como la relativa a los precios de transferencia, el ámbito objetivo de 
los supuestos sobre los que puedan realizarse acuerdos previos debe delimitarse 
con criterios de ajustada selectividad». 
En efecto los APAs se consideran instrumentos adecuados para proporcio-
nar a1 sujeto ~asivo seguridad respecto a1 tratamiento fisca1 que sus operaciones 
tendrán en España, así como para evitar una doble imposición intemaciona1 de 
los grupos multinaciona1es. Desde este último punto de vista, ha de seña1arse q~e 
el pacto puede limitar sus efectos a la Administración española y a1 sujeto paSI-
vo (acuerdo unilatera1), o suponer el compromiso de otro u otros Estados (acuer-
do bi- y multilatera1) donde la empresa multinaciona1 tenga a1guna sede. M~ 
recomendable es, sin duda, este segundo tipo -el bi- y multilateral-, pues eli-
mina en mayor medida la doble imposición y proporciona más garantías ~ equi-
dad y certidumbre, como explica CORDÓN EZQUERRO 727. En este sentIdo, el 
arto 16.6 LIS establece que «la Administración tributaria podrá establecer acuer-
dos con las Administraciones de otros Estados a los efectos de determinar el 
va10r norma1 de mercado». 
727 CORDÓN EzQUERRO, T., «Los acuerdos previos sobre precios de transferencia (A.I~A.) 
(y II)>>, Carta Tributaria. Monografías, n.º 250, 1996, p. 2. 
Ha de destacarse que los APAs no son el único mecanismo para eludir la 
doble imposición provocada por la aplicación de diferentes ajustes fisca1es sobre 
los precios de transferencia por parte de dos Estados en los que se encuentre ubi-
cado un grupo de empresas. Como seña1a CAVESTANY MANZANEDO 728, existen 
cuatro procedimientos: los ajustes correlativos y el procedimiento amistoso; el 
arbitraje; las comprobaciones simultáneas; y los APAs. El más recomendable de 
todos ellos es este último, sobre todo porque resuelve defmitivamente la contro-
versia antes de que se produzca la operación mercantil y porque posibilita la 
incorporación del obligado tributario a la fijación del precio. 
Los APAs existen ya en diversos países, como Estados Unidos, donde se 
encuentran regulados en el Revenue Procedure 96-53 729• Se trata de una norma-
tiva muy completa 730, en la que parece basarse el RIS, por 10 que las referencias 
a su contenido serán continuas a 10 largo de nuestro estudio 731, en el que será 
irremediable la mezcla de referencias a Derecho norteamericano, al RIS y a las 
propuestas rea1izadas por nuestra doctrina. 
También se ha ocupado de estos pactos la OCDE, cuyo Comité de Asuntos 
Fisca1es ha introducido un capítulo sobre los convenios previos sobre precios de 
transferencia en la última versión del Informe relativo a las directrices generales 
a seguir por las empresas multinaciona1es y las Administraciones fiscales en 
materia de precios de transferencia de 27 de junio de 1995 732• 
728 CAVESTANY MANZANEDO, M. A., «Aspectos procedimentales de los ajustes fiscales sobre 
los precios de transferencia», Cuadernos de Formación, n.º 30, 1995. 
729 Esta nonna puede encontrarse en Tax Management, vol. 6, n.O 4, 1997, pp. 61 Y ss. 
730 Hasta tal punto se considera acabada su regulación que dichos APAs son calificados como 
las figuras más desarrolladas de las nuevas técnicas de resolución alternativa de controversias 
(ADR) existentes en el IRS. En este sentido, WRAPPE, S. c., «The IRS Expands Use of 
Alternative Dispute Resolution», Tax Notes, vol. 67, n.º 6, 1995, p. 804. 
731 En Alemania, por su parte, los precios de transferencia se encuentran regulados en la 
Circular 23.2.1983, que no contempla la celebración de acuerdos (Esta Circular se encuentra 
recogida en JACOB, F., Transfer Pricing in the Federal Republic of Gennan, en The Tax 
Treatment ofTransfer Pricing ... , cit., T. 11, pp. 53 Y ss.). Respecto a la situación legislativa en dis-
tintos países europeos (Bélgica, Francia, Alemania y Suiza) en relación a la base legal existente 
para acoger los acuerdos previos sobre precios de transferencia, véase SIZEMONE, L., «Prospects 
for Advance Pricing Agreements in Europe Rated High», Tax Notes International, vol. 8, n.º 26, 
1994, pp. 1690 Y 1691. En Canadá también existen 10sAPAs, regulados en la Circu1aire d'infor-
mation 94-4, «Prix de transfert internationaux: Ententes anticipées en matiere de prix de transfert 
(EAPT)>>, de 30-12-1994, como explica VINCENT, F., «Prix de transfert au Canada: Aspects juri-
diques du prograrnme d'ententes anticipées», Canadian Tax JournallRevue Fiscale Cannadienne, 
1995, vol. 43, pp. 39 Y ss. Un estudio sobre Japón, EE.UU., Canadá y Australia, ha sido realiza-
do por CORDÓN EZQUERRO, T., «Los acuerdos previos ... », cit. (y 11)>>, p. 5. 
732 Este Infonne fue aprobado por el Consejo de la OCDE para su publicación el 13 de julio 
de 1995 bajo el nombre «Principes applicables en matiere de prix de transfert a l'intention des 
enterprises multinationales et des administrations fiscales». 
1. Naturaleza jurídica: Contrato de Derecho público transaccional 
En relación a esta cuestión importa señalar que los APAs no tienen una natu-
raleza única, sino que la resolución administrativa que pone fm al procedimien-
to de valoración previa de operaciones efectuadas entre personas o entidades 
vinculadas puede fundamentarse en varios negocios jurídicos de fijación, de 
entre los cuales nosotros nos centraremos en los transaccionales. 
Como se aprecia mediante la lectura del arto 22 RIS, aquel acto administra-
tivo puede integrar distintos contenidos, 10 que determina una naturaleza dife-
rente. En concreto, la Hacienda Pública puede tomar una de las siguientes pos-
turas: 
a) Aprobar la propuesta fonnulada por los sujetos pasivos. 
Se trata de un negocio jurídico compositivo unilateral, por el que la Hacienda 
Pública se adhiere al valor propuesto por el obligado tributario. Esta figura se 
compone de una propuesta del particular y una aceptación de la autoridad fiscal, 
10 que puede llegar a inducir a la afrrmación de su naturaleza contractual. Sin 
embargo es necesario aclarar que no es suficiente para apreciar un contrato com-
positivo la mera concurrencia de esas actitudes, sino que ha de constatarse la 
existencia de contraprestaciones, que en el supuesto aquí recogido no se dan por-
que el ciudadano no cede en su posición. Sin el otorgamiento de dichas cesio-
nes, el negocio de fijación es meramente unilateral, según explicamos en el capí-
tulo primero y, como se recordará, la constatación de la exacta naturaleza jurídi-
ca del negocio resulta de importancia porque detennina su licitud, en el sentido 
de que la Administración sólo puede adherirse a la postura del contribuyente 
cuando considere que ésta fija el valor de mercado de fonna correcta. Es decir, 
en estos supuestos el principio de legalidad se impone con toda su frrmeza, sin 
que la Hacienda Pública pueda justificar un alejamiento de la nonnativa en una 
pretendida incertidumbre. 
b) Aprobar otra propuesta alternativa fonnulada por los sujetos pasivos en 
el curso del procedimiento. 
En este tipo de resolución administrativa centraremos nuestro estudio, pues, 
en nuestra opinión, constituye una verdadera transacción. Frente al supuesto 
recogido en la letra a), se fundamenta en un proceso negociador que se inicia con 
la presentación de la propuesta por parte del interesado, que no convence a la 
Administración, la cual, sin embargo, se ve incapaz de llegar unilateralmente a 
una valoración objetivamente cierta. En este caso 10 más conveniente es que, en 
el plazo de alegaciones (art. 21.3 RIS), las partes lleguen a un valor concordado, 
que se aparte del inicialmente propuesto. Si no alcanzan ningún acuerdo, se pro-
duce el supuesto recogido en la siguiente letra e). Es a esta figura, contempla-
da en la letra b) a la que ha de llamarse APAs, pues las resoluciones admi-
nistrativas que se producen en los otros dos supuestos no son fruto de ningún 
acuerdo. 
e) Desestimar la propuesta fonnulada por los sujetos pasivos. 
Puede ocurrir que la Hacienda Pública no sólo no se convenza de la correc-
ción del valor fijado por el obligado tributario, sino que considere que el valor 
de mercado aplicable a la operación concreta es un valor cierto y detenninable 
~ ~anera segura. En estos supuestos, la autoridad fiscal está obligada a pres-
cmdrr del valor declarado por el particular y establecer el correcto unilateral-
mente. 
Especial importancia tiene la manifestación transaccional de la resolución 
q~~ pone fm al procedimiento de valoración previa, en cuanto da lugar a la fija~ 
Clon concordada de un valor. Esto es, el valor de mercado del bien se establece 
de fonna negociada a través del otorgamiento de mutuas prestaciones, con la 
fmalidad de eliminar la incertidumbre que provoca ese establecimiento. Se trata 
de los conocidos co~o acuerdos previos sobre precios de transferencia, cuya 
naturaleza es transaCCIOnal, como mtentaremos razonar a continuación. 
Así, empezando desde la base conceptual más elemental, la naturaleza con-
tractual de estos acuerdos 733 es consecuencia de la eficacia vinculante que deri-
v~ de s~ celebración tanto para la Administración como para el propio obligado 
tnbutano. 
. En la Memoria del Proyecto de RIS se menciona explícitamente la eficacia 
vmculante para ambos intervinientes del APA: «El principio de indisponibilidad 
de las obligaciones tributarias, que deriva del principio constitucional de reser-
va de ley, impide calificar, en sentido estricto, la aprobación de la propuesta 
com~ ~n c??ve~io, s~ bien, c~:msider~do los efectos vinculantes para la 
AdministracIOn tnbutaría y el sUjeto paSIVO, su naturaleza se aproxima notable-
mente a la de ~ acuerdo preparatorio del acto administrativo de liquidación». 
Tales efectos vmculantes se reflejan, sin dejar lugar a dudas, en el arto 24.1 RIS: 
«La Administración tributaria y los sujetos pasivos deberán aplicar 10 que resul-
te de la propuesta aprobada» 734. En concreto, el obligado tributario no podrá tri-
?utar de fonna div~rsa a la pactada cuando surja la obligación de liquidar el 
Impuesto y la autondad fiscal no podrá modificar dicha autoliquidación si se ha 
adecuado al acuerdo. 
733 Admiten el carácter contractual de esta figura, GóMEZ-POMAR RODRIGUEZ, 1., Los acuer-
dos previ?s sobre precios de trasferencia. Una reflexión desde la experiencia americana, Papeles 
de Traba!o delIEF, n.º 14, Madrid, 1994, p. 3; MARTÍN QUERALT, 1., «Algo más que una refor-
ma ... », Clf., p. 5; RAMALLO MASSANET, 1., La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 237; ZORNOZA 
~, 1., ¿Qué podemos aprender. .. ?, cit., pp. 170 Y 171; SERRANO ANTÓN, F., La terminación ... , 
Clf., p. 84. Así se reconoce expresamente en la legislación norteamericana, en el Revenue 
Procedure 91-22 (sección 9). Destaca esta nota HORST, T.O., Transfer Pricing in the United 
States, en The Tax Treatment ... , cit., T. 11, p. 76. 
734 E te'do . b 
n es sentI se pronuncla a el arto 24.1 del Proyecto RIS, pero en términos más cla-
ros: «la Administración tributaria y los sujetos pasivos deberán valorar las operaciones de acuer-
do con la propuesta aprobada. Los sujetos pasivos deberán contabilizar las operaciones de con-
formidad con la propuesta aprobada». . 
Teniendo en cuenta su causa, los APAs se manifiestan como verdaderas tr~­
sacciones 735. En efecto, estos pactos se dirigen al establecimiento por los proP.I?S 
intervinientes (convenio autocompositivo 736) de los tén.ninos de una cuestIon 
controvertida (contratos de fijación) mediante el otorgamIento de mutuas conce-
siones. Hay que tener en cuenta que los intervinientes se mueven en ~n halo de 
incertidumbre provocado por la propia inseguridad del concepto «preCIO de mer-
cado» dentro del cual Y' en cada caso concreto caben varias posibilidades. El resul~do fmal será el producto de una negociación en la que a través de mutuas 
cesiones prevalece una postura intermedia. ~sí es, a ~sa: ?e que el valor .de 
mercado parece basado en factores bien defirudos, su ObjetivIdad se ve reducIda 
como consecuencia de las apreciaciones subjetivas que se producen e~ toda ope-
ración mercantil 737, convirtiéndose en un concepto jurídico indetermmado. 
Las notas esenciales que acaban de ser expuestas diferencian clar~en~e los 
APAs de las contestaciones a consultas vinculantes, a pesar del parecIdo mdu-
dable que ambas instituciones presentan. A diferencia del acuerdo, cuando el 
ciudadano dirige una consulta a la Administración n? existe ninguna con~over­
sia sobre la cuestión, sino que es sólo el particular qUIen desea.con~er que com-
portamiento tendrá la Hacienda Pública respecto a su obhg~c~~n fiscal. La 
Administración, por su parte, se encarga de aclarar su futura posIcIon, de la cual 
puede no haber dudado en ningún momento. Po~ el. contran~, e~ los acuerd~s 
sobre precios de transferencia existe ~ ele~ento m~I:~o en SI mIsmo: el preCIO 
de mercado de un bien o de un servicIo. Sera muy difIcIl concretar en ~ada caso 
cuál es la cuantía de esa magnitud, por no decir imposible. Además, mIentras en 
los APAs se deriva siempre una eficacia vinculante para ~?as partes, en.las con-
sultas el sujeto pasivo no queda vinculado a la c~ntestaclOn. de la autondad .fis-
cal en ningún caso, y ésta última se encuentra sUjeta a seguIr el comportamIen-
to descrito en dicha contestación sólo en supuestos concretos (art. 107.4 y 5 
735 En contra, FERNÁNDEZ PÉREZ, J. R., Reglas de valoración: Operaciones vincula~ y 
otros supuestos especiales, en El nuevo Impuesto de Sociedades,. vol. I1I, tomo 5, ExpansIón, 
Madrid, 1995, p. 322, quien aduce la imposibilidad de calificar dIChos ac~erdo~ como transac-
ciones debido a su celebración con anterioridad a que nazcan los derechos trIbutario~. A este. autor 
puede oponérsele que, como ya fue explicado en un capítulo anterior, las transaCCIOnes tributa-
rias pueden recaer sobre un objeto futuro. . . . . 
736 También existen contratos de fijación heterocomposItIvOS sobre preCIOS de transfe~en~Ia. 
Por ejemplo, en EE.UU. se ha implantado el arbitraje en la Regla 124, Voluntary Bmding 
Arbitration, Tax Court Rules of Practices, vo1.l2, C.C.H. Standard Federal Tax Reports :1, 207. 
Esta normativa permite a las partes acudir a un árbitro cuando se plantee una controversIa .sob~ 
un hecho relativo a un precio de transferencia. Véase, NAVARRINE,. S. C.-ASO.REY.' R. O., Ar~ltr~Je, 
Ed. La Ley, Buenos Aires, 1992, pp. 74 Y ss. En Españ~ ha estudIado la aplIcacIón de~ ar~ItraJe ~ 
las disputas internacionales sobre precios de transferenCia SIMÓN MA:-AIX, M., (~El arbItraje com 
técnica de resolución de conflictos de doble imposición consecuenCia de precIOS de transferen-
cia», Impuestos, septiembre 1996, pp. 25 Y ss. . ' 
737 Véase WRAPPE, S. c., «Advance Pricing Agreements ... », cit., p. 134~, qUIen h~bla de la 
«ausencia de un modelo objetivo reconocible»; SEER, R., Contratos, transaCCIOnes ... , Cit., p. 144. 
LGT) , siendo la regla general la ausencia de vinculación también para la 
Hacienda Pública (art. 107.2 LGT). 
La correcta delimitación entre los APAs y las contestaciones vinculantes a 
consultas es muy importante, como consecuencia de la facilidad de su confusión. 
Y, justamente, en esta equivocación incurre el RIS al regular la presentación por 
el contribuyente de la propuesta de valoración de un precio de transferencia con 
la fmalidad de celebrar un AP A. En concreto, el arto 16.2 dispone que junto a los 
sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades «también podrán formular las 
propuestas a que se refiere el apartado anterior las personas o entidades no resi-
dentes en territorio español que proyectaren realizar inversiones en el mismo a 
través de establecimientos permanentes o de entidades con las que se hallarán 
vinculadas». Frente al tenor literal de este precepto, en nuestra opinión la previ-
sión que acabamos de trascribir es un supuesto de consulta vinculante del arto 
107.4. a) LGT. Si no fuera así, y el Gobierno hubiera querido otorgarles a estos 
supuestos una naturaleza contractual, el arto 16.2 rus sería una mera reiteración 
del apartado primero del mismo artículo, puesto que en este último ya se men-
ciona a todos los sujetos pasivos del Impuesto de Sociedades, lo que incluye 
a los de obligación real 738. La constatación del carácter de consulta vinculante 
del supuesto recogido en el arto 16.2 es importante, por el efecto que de ello de-
riva, y que es la ausencia de vinculación a su contenido por parte del contri-
buyente. 
Para fmalizar con la delimitación conceptual de los APAs sólo nos resta 
por destacar que la institución descrita en el arto 16 LIS coincide con la defi-
nición que la OCDE da de los acuerdo sobre los precios de transferencia en 
su Recomendación de 13.7.1995 (punto 4.124): «Un acuerdo sobre precios 
de transferencia es un acuerdo que fija, con carácter previo a que se realicen 
las transacciones entre empresas asociadas, un conjunto de criterios apropia-
dos (concernientes, por ejemplo, a la metodología del cálculo, los elementos 
de comparación y los ajustes que podrían ser necesarios en la evolución de 
los precios) para la determinación de los precios de trasferencia aplicables 
a esas transacciones con una vigencia para un período de tiempo determi-
nado». 
2. Licitud de los APAs como forma de actuación administrativa 
Por lo que respecta a la licitud de la utilización de esta forma de exteriori-
zación de la voluntad administrativa, en nuestra opinión la reserva de ley del 
738 Véase, en este sentido, las observaciones presentadas por el Instituto de Fiscalidad 
Internacional al Proyecto de RIS, publicadas en Quincenajiscal, Qº20, 1996, p. 41. 
arto 105.c CE ha quedado cumplida dado el carácter de ley. formal7~e la norma 
donde se recogen los APAs: la Ley del Impuesto sobre SOCIedades . 
Por lo tanto, la celebración de APAs cuenta con la habilitación legal del ~. 
16.6 LIS; y sus concretas celebraciones no requieren una nueva norma auton-
zante. 
3. Contenido lícito de los APAs: Objeto del acuerdo 
Es necesario delimitar los supuestos en que podrán cele~rar~ 10~APAs, p.ues 
el Libro Blanco circunscribe el ámbito de estos pactos segun cntenos de «ajus-
tada selectividad». 
A pesar de esta recomendación, la LIS no ha especifica~o ninguna ~auta al 
respecto, por lo que habrá de entenderse qu~ toda operacIón mercantIl. e~~e 
sociedades vinculadas es susceptible de ser objeto de un ~uerdo par~ la fijacIon 
del precio de mercado que le corresponde. En e~~ sentIdo ya habIa apuntado 
GÓMEZ-POMAR, con anterioridad a la promulgaclOn .~e la Ley 43/19?,5, que la 
celebración de APAs no debe estar limitada en funclOn.d~ la operacI~n ~e se 
realice, sino por la naturaleza del ente ejecutor de la actIVIdad com~rcIal . En 
consecuencia tales convenios deben poder extenderse a todos los tIpoS d~ ope-
raciones vin~adas (esto es, las transferencias de mercancías, trasferenCIas de 
. d . . re tamos 741) tecnología y marcas, transferenCia e servICIOS y p s . 
En esta misma tendencia, el IRS norteamericano ha indicado qu~ los APAs 
están dirigidos no tanto a supuestos. d~nde se produzc~ tr~acclOnes con-
cretas, sino a entes determinados, SI bien matIza que estos. ~enen que rea~ 
lizar alguna de las siguientes operaciones para ~er sU,scnbrr un acuerdo. 
A) distribución de bienes terminados. La SOCIedad filIal actúa como una comer-
cializadora/distribuidora de productos terminados fuera del país en que se PT<: 
ducen las actividades de marketing/distribución; B) gastos generales de admi-
739 La OCDE explica, en su Informe de 1995 (punto 1.142) cómo en aquellos países donde 
el ordenamiento jurídico interno no contemple la celebració~ de APAs, estos pact~s ~ueden desa-
rrollarse si han ftrmado un convenio internacional donde se mcluya una cláusula slIDilar ~ arto 25 
del Modelo de Convención ftscal de la OCDE y en el supuesto concreto se p~antea el n~go de 
una doble imposición o un problema de interpretación o aplicación del propIO tratado ~te~ 
cional Como sigue manteniendo el Informe, «en la medida en que los tratados de.doble lIDpoSl-
ción priman sobre el Derecho interno, la ausencia de base jurí?ica en el Der~h~ mtern~ para la 
Conclusión de un APA no impide la aplicación de un APA mediante el procedImIento amIga~le». do . . 14' Dado que el mte-740 GÓMEZ-POMAR RODRÍGUEZ, J., «Los acuer s preVIOS ... », cit., p. . « . .. 
res está centrado en la empresa y no en la operación, puede ser conveniente des~ un P~CIPdeIO 
. . . . de las empresas que entranen precIOS 
extender los acuerdos preVIOS a las distintas operaCIones 
transferencia y no limitarlo a una única categoría.» . . 
.. OCDE aliz6 de 1 transacciones entre operacIOnes VID-
741 Según la clasiftcacIón que la re . as .. 
culadas (Informe de 1979 sobre Precios de TransferenCIa; reVISIón de 1993). 
nistración y dirección; C) servicios técnicos; D) venta de materias primas o pie-
zas y componentes; E) acuerdos sobre los gastos en concepto de contribuciones 
en transferencia de tecnología e investigación y desarrollo 742. 
Una vez aclarados los supuestos en que puede celebrarse un APA, es nece-
sario advertir que, por supuesto, requisito ineludible de licitud en cuanto a su 
contenido es la existencia de una incertidumbre relativa a la cuestión objeto del 
acuerdo. Este presupuesto concurre en la mayoría de las operaciones mercanti-
les entre empresas vinculadas debido a la dificultad de determinar en cada 
supuesto concreto el ámbito de fijación de «valor de mercado». Por el contra-
rio, en los supuestos en que el valor de mercado de una operación sea cierto 
(debido, por ejemplo, a la frecuencia con que se realiza dicha operación entre 
empresas independientes con un valor unívoco) la celebración de un APA no 
tiene sentido, pues su contenido no podría ser otro que la fijación de ese valor; 
en tales casos, si el contribuyente solicita la incoación de un procedimiento de 
valoración previa, éste sólo podrá finalizar mediante la adhesión de la 
Administración a la valoración realizada por aquél cuando ésta sea correcta o 
mediante la desestimación de la propuesta del sujeto pasivo y el establecimien-
to unilateral del valor cierto por la propia autoridad fiscal. 
Por otra parte, el APA puede englobar la totalidad de las operaciones de la 
entidad vinculada o sólo una parte de ellas. En este sentido, es posible que la 
compañía sujeta al pago del Impuesto sobre Sociedades prefiera comprobar la 
eficacia del pacto en relación a un solo producto antes de someter todas sus tran-
sacciones a acuerdo y, según resulte aquella negociación, decidir ampliarlo 
posteriormente a otras áreas. Esta cuestión -es decir, el objeto del contrato y su 
ubicación en la actividad empresarial del obligado tributario- se clarifica en la 
reunión preliminar que, como posteriormente analizaremos, es conveniente que 
lleven a cabo el contribuyente y la Administración con anterioridad a la propia 
solicitud de acuerdo. 
4. Alcance del acuerdo 
Junto a la determinación de qué operaciones pueden ser objeto de un APA, 
también resulta problemático el grado de especificación de dichos pactos. En 
742 Según expone BERQUlST, P. l, «Experience concerning advance pricing agreements», 
Intertax, 1992, n.º 6-7, p. 391. BAKERAND McKENZIE, «The Temporary Section 482 Treasury 
Regulation», North American Tax Practice Group, Kluwer, 1994 (citado por CASERO BARRON, R., 
«Los acuerdos previos sobre precios de transferencia y su regulación en la futura legislación espa-
ñola del Impuesto sobre Sociedades», REDFHP, 1995, n.º 238, p. 996, nota 6), opina que no pue-
den ser objeto de un acuerdo sobre precios de transferencia las distribuciones de costes, excepto 
las distribuciones de gastos de investigación y desarrollo; la ftjación de precios de servicios; y las 
transferencias de propiedad industrial e intelectual difícil de valorar o con un valor único. 
este último sentido, la discusión versa en tomo a la inclusión en ellos sólo del 
método de valoración o a la extensión de la negociación también a los precios 
fmales que serán el resultado de aplicar aquel método. 
El arto 16.6 LIS se encuentra redactado de forma muy genérica por 10 que res-
pecta al alcance de los acuerdos: «Los sujetos pasivos podrán someter a la 
Administración una propuesta para la valoración de operaciones efectuadas 
entre personas o entidades vinculadas». De este párrafo no se deriva si se deben 
determinar precios fmales (esto es, resultados) o únicamente la metodología 
apropiada para concretar esos precios. 
El rus parece decantarse por la inclusión en todo APA tanto de un método 
de valoración como de un intervalo de resultados, según se desprende del arto 
19.2.c) y d). En concreto, dicho precepto dispone que se deberá presentar como 
documentación complementaria a la solicitud de acuerdo: a) descripción desde 
un punto de vista técnico, jurídico, económico y fmanciero de las operaciones a 
las que se refiere la propuesta; b) descripción del método de valoración que se 
proponga, destacando las circunstancias económicas que deban entenderse bási-
cas en orden a su aplicación; c) justificación del método de valoración que se 
proponga; d) valor o intervalo de valores que se derivan de la aplicación del 
método de valoración; e) identificación de las empresas que operan en los mis-
mos mercados y de los precios que las mismas aplican en operaciones idénticas 
o similares a las que son objeto de la propuesta, realizadas entre partes indepen-
dientes, si dichos precios debieran ser racionalmente conocidos por el sujeto 
pasivo; f) distribución del resultado de la operación entre las partes intervi-
nientes, que se deriva de la aplicación del método de valoración propuesto, etc. 
A nuestro parecer la previsión del RIS relativa a la inclusión en el pacto de 
los resultados concretos resulta criticable puesto que no siempre es posible rea-
lizar una previsión de los precios fmales que se obtendrán. Como explica el 
Instituto de Fiscalidad Internacional en las observaciones presentadas al 
Proyecto rus 743, «no en todos los supuestos será posible realizar una predicción 
razonable de los valores o intervalo de valores o de la distribución del resultado 
de la operación entre las partes intervinientes, como consecuencia, por ejemplo, 
de las funciones cambiantes de las empresas que participan en la transacción 
objeto del acuerdo previo sobre precios de transferencia». 
Como aconseja la OCDE (Informe de 27 de julio de 1995, puntos 4.125 Y 
ss.), resulta más conveniente que se acuerden los métodos de determinación y no 
resultados de valoración concretos. Ello es debido a que de otro modo, como los 
acuerdos se basan en meras previsiones de hechos que sólo ocurrirán en el futu-
ro, un mayor número de conclusiones dependería de una predicción incierta 744. 
743 Publicadas en Quincena fiscal ... , cit., p. 43. 
744 En este sentido, entre los autores españoles, CASERO BARRON, R., «Los acuerdos pre-
vios ... », cit., p. 993; CAVESTANY MANzANEDO, M. A., «Los precios de transferencia en la nueva 
Ley del Impuesto sobre Sociedades desde la perspectiva de las Directrices de la OCDE de julio 
de 1995», Carta tributaria, Monografías, 1996, n.º 245, p. 9. 
~sq~ematizando, los elementos básicos que deben incluirse en un APA 
los sIgwentes 745: son 
A. .El método d~ valor~ción de los precios de transferencia aplicable a las 
operaCIOnes mercantiles objeto del APA. 
C~mo ya hemos expue~~o, se considera que el establecimiento de una meto-~~!o;~~~torga mayor fiabIhdad a la predicción que la fijación de un resultado 
En este punto ~e plante~ la cuestión de si en unAPA debe establecerse siem-
pre uno de los meto?os fiJa?os en el arto 16.3 LIS o si los intervinientes en el ~cU~~do puede~ elegrr un metodo diferente. En nuestra opinión, la necesidad de 
Jush Icar el ~etodo ~actado (art. 19.2.c ruS) deriva de la posibilidad de ue se 
fate de un met~do ajeno a los contemplados en la ley con carácter gener~ Por 
o tanto, ~ual~wer método será válido siempre que, evidentemente, se justifique 
su proc~ enCIa en el caso concreto y no atente contra el principio de libre con-
currenCIa. 
B. Las c~cunstancias de las transacciones que llevan a cabo las compañías 
y que son objeto de un procedimiento de APA. 
. Entre e~tos elementos se incluye la llamada «base del negocio» esto es las 
crrc~stan~Ias de hec~o y de derecho que si se alteran pueden supo~er la m~di­
ficacIOn o, mcluso, la mvalidez del acuerdo. El RIS las califica de «hipo'te . fu 
damentales» (art 192 b) . SIS n-
, , : .., que pueden defmrrse como los criterios objetivos de 
caracter economICO y empresarial que son fundamental 1 
fijación del método de determinación. es para as partes en la 
~a ;er~cidad de una previsión se encuentra condicionada a la fiabilidad de ~:~~~;~s ~~~ue( esté fundada. Como ejemplos de esta premisa, el Informe de 
e puntos ~.126 y ss.) expone la irrazonabilidad de fijar una fór-mul~ de reparto de benefiCIOS entre sociedades vinculadas si la distribución de 
funCIOnes entre las empresas va a ser modificada y '.. . 
P . tan m sIqwera eXIsten pautas que 
. erroI . conocer .el papel de cada una. Con carácter general ese o anismo 
n:ttern:Ional manIfies~ reticencias frente a la utilización de ~revisio~es rela-cIO~ad s con.la evoluclOn futura de los beneficios o con los beneficios de empre-
sas m ependIentes. 
C. El intervalo de resultados esperado. 
d' <;?m~ 7 que~do dicho, el rus parece obligar a incluir en el pacto una pre-
!CCIOn e os ~es tados que las partes esperan alcanzar aplicando a las o era-
ClOnes mercantIles la metodología pactada. p 
met!:~l un, contribu~ente que desea proponer a la Administración española una 
ogla de preCIO de transferencia ha de aclarar los resultados que median-
745 A '1 l' SI os c asIficaba el Revenue Procedure 91-22 ( . 
normativa vigente, el Rev. Proc. 96-53. . sección 3.03), que fue derogado por la 
te la aplicación de ésta espera alcanzar. ~jempl~c~do este req~isito, aquella 
sociedad fija el intervalo de resultados segun el cnteno ~ l~s analIStas, que esta-
blecen que distribuidoras independientes de productos slffi~ares gan~ un mar-
gen bruto entre 22 % Y 25 % por realizar operaciones sem~Jantes. SIempre que 
los resultados obtenidos por aquel sujeto pasivo cuando realice el presupuesto de 
hecho se mantengan dentro de estos porcentajes se con.siderarán adecuados al 
«arm's lengh» y, en consecuencia, no necesitarán ser ajustados; es el.llamado 
Margen Delimitado (<<Designated Range»). Jun~~ a este marge~, eXIsten los 
Límites Específicos (<<Specific Limits»), que tamblen d.eben ser senalados por el 
contribuyente (en nuestro ejemplo, estarían comprendIdos .del 19 % al.22 % y 
del 25 % al 28 %). Si el resultado fmal recae en un p~rcentaJe comprend~do den-
tro de los Límites Específicos, dicho resultado será ajustado al punto mas cerca-
no al Margen Delimitado. 
En resumen, el intervalo de resultados esperado se disgrega en: 
1. El Margen Delimitado (<<Designated Range»). Si los res~ltados se man-
tienen dentro de este margen se consideran adecuados al «arm s length» y no 
necesitan ser ajustados. 
2. Los Límites Específicos (<<Specific Limits»), dentro de lo~ ~uales los 
resultados deben ser ajustados al punto más cercano al Margen DelimItado. 
Los resultados que caigan fuera de los Límites Es~cífi~?s no podrán ser 
ajustados y provocarán la resolución del acuerdo. Esta SItuaCIOn pu~e ser con-
secuencia de la incorrección de los documentos en que se baso el.APA o 
de una modificación en las circunstancias que dará lugar,. como postenormen-
te será estudiado, a la aplicación del principio de la supresIón de la base del ne-
gocio. ., . 
Por último, hay que señalar que, junto al contenido reClen descnto, .los ~As 
también pueden referirse a los gastos realizados en co~cepto.de contnbucIOnes 
a actividades de investigación y desarrollo por una ~~tldad vmculada (art. 1?;4 
LIS), a los gastos producidos en concepto de servIcIos de ap.oyo a la gesu0!l 
prestados entre entidades vinculadas (art. 16.5 LIS) '! al co~ficlent~ de subcapI-
talización (art. 20 LIS). Los APAs con este contemdo seran analIzados poste-
riormente con más detenimiento. 
5. Ventajas de la celebración de un APA 
La ventaja principal que los acuerdos previos. sobr~ p~~ios de transfer~n­
cia ofrecen se centra principalmente en la segundad ~~dica. que p~oporcIO­
nan al obligado tributario sobre el :espeto de ~a AdminIstracIón haCIa .la va~ 
loración de las operaciones que realIce con entIdades o personas a él vmcula 
das 746. Asimismo, mediante la celebración de estos pactos el contribuyente con-
sigue un ahorro considerable de tiempo y costes 747. 
Desde el primer punto de vista, la certeza jurídica proporcionada consiste en 
el conocimiento que el sujeto pasivo tendrá tanto de la metodología que debe 
aplicar para fijar el precio de transferencia en cuestión y que no puede ser revi-
sada por la Hacienda Pública, como de los datos que debe conservar. Este bene-
ficio no sólo recae sobre el sujeto pasivo, sino también en la economía nacional, 
pues las empresas tendrán más confianza en sus inversiones en España dada la 
seguridad explicada que los APAs aportan respecto a la tributación 748. 
Por otro lado, el contribuyente se protege contra sanciones si cumple con los 
términos del acuerdo, como consecuencia de la ausencia de culpabilidad en el 
comportamiento, a parte de que es imposible apreciar una omisión de ingreso, al 
estar vinculada también la Administración. 
Además, si el acuerdo no llega a concluirse la empresa conocerá, al menos, 
que la metodología propuesta por ella al solicitar la iniciación del APA no será 
aceptada en una eventual inspección. 
Por lo que respecta al ahorro de tiempo y de gastos, éste se alcanza como 
consecuencia de la comunicación que se desarrolla entre el obligado tributario Y 
la Administración a lo largo del procedimiento establecido para fijar el valor con 
746 Como explica MARTÍN QUERALT, J., «Algo más que una refonna ... », cit., p. 6, «en eco-
nomías abiertas a los mercados exteriores y en empresas con fuertes ramificaciones en el merca-
do interior las transacciones entre los diversos agentes económicos no pueden quedar paralizadas 
por el fantasma de las operaciones vinculadas ni los intercambios económicos pueden quedar ate-
nazados por la sombra de la legislación fiscal. Ni la Administración respetuosa con el principio 
de legalidad, ni el contribuyente respetuoso con la Ley tienen nada que teme!: Justamente los con-
trario». Sobre el principio de seguridad jurídica, con carácter general, RODRÍGUEZ BEREUO, A, 
«El sistema tributario ... », cit., pp. 35 y ss. 
747 Sobre las ventajas e inconvenientes de los APAs, véase ellnfonne de la OCDE de 1995 
(puntos 4.143 y ss.); «Intemational Chamber of Commerce, Statement Cornments on Advanced 
Pricing Agreements», Documento 180/381, Rev., París, 1994, paJ: 9, citado por CASERO BARRON, R., 
«Los acuerdos previos ... », cit., p. 995, nota 5; BERGQUIST, P. J., «Experience ... », cit., pp. 387 y 
ss.; DEVOY, A, Y SPARKES, K., «Recent Developments in Transfer Pricing», Tax Planning 
International Review, vol. 20, n.º 8, 1993, pp. 18 y 19; WRAPPE, S. C., «Advance Pricing 
Agreements ... », cit., pp. 1354 Y ss.; SCHWARTZ, M. N., Y otros, «Working With the APA Process», 
Tax Notes International, 1994, vol. 8, n.º 23, pp. 1519 Y ss. En la literatura española, GóMEZ-
POMAR RODRÍGUEZ, J., «Los acuerdos previos ... », cit., p. 12; CASERO BARRON, R., «Los acuer-
dos previos ... », cit., pp. 994 y ss.; MARTÍN QUERALT, J., «Algo más que una refonna ... », 
cit., p. 6; CORDÓN EzQUERRO, T., «Los acuerdos previos ... », cit. (y II)>>, pp. 3 Y ss.; PAS-
CUAL PEDREÑO, E., Impuesto sobre Sociedades y contabilidad, Lex Nova, Valladolid, 1996, p.2l3. 
748 Así lo manifestó en 1995 el propio Director del Programa de Acuerdos sobre Precios de 
Transferencia norteamericano. Recogido por SHAUGHNESSY, S., «Officials Promote APA 
Program as 'One-Stop Shopping' Sucess», Tax Notes, 1995, vol. 68, n.º 9, pp. 1027 Y ss. 
carácter previo, donde además hay una ausencia de rivalidad entre las partes 749. 
Como manifestó Robert E. Ackerman 750, director del programa de APAs en 
EE.UU., este pacto reduce las cargas de los contribuyentes, a la vez que facilita 
el acuerdo de una forma cooperativa. Las palabras de este funcionario se inscri-
ben en el criterio general de la Administración, abogados y contribuyentes esta-
dounidenses, que consideran a los APAs como el método más efectivo de solu-
cionar los problemas de los precios de transferencia 751. 
Por su parte, la Hacienda Pública también se ve beneficiada porque alcanza 
el fm encomendado por el ordenamiento de una manera más eficaz y rápida que 
mediante la fijación unilateral, esto es, la tributación de un beneficio acorde con 
los precios de mercado. Junto a ello, consigue una mayor paz jurídica, evitando 
una controversia sobre un valor que en la mayoría de los casos acabaría esti-
mando incorrectamente, debido a su incertidumbre, a la vez que se liberan recur-
sos que ya no serán necesitados para alcanzar un precio de transferencia tras 
años, sino que podrán ser utilizados en la realización de otra actividad adminis-
trativa 752. 
Junto a todos estos argumentos, también puede destacarse que los APAs elu-
den la doble imposición con mayor eficacia que la aplicación de los convenios 
internacionales para evitar la doble imposición ajustados al Convenio Modelo de 
la OCDE o que la aplicación del Convenio de 23 de julio de 1990 en el supues-
749 CORDÓN EzQUERRo, T., «Los acuerdos previos ... », cit. (y 11), p. 3. En EE.UU., WRAPPE, S. C., 
«The IRS expands ... », cit., p. 804, quien confmna la aceptación que 10sAPA tienen entre los con-
tribuyentes estadounidenses a través de la exposición del número de solicitudes de acuerdos: en 
1992, 25; en 1993, 43; en 1994, 78 (todos estos años los datos fueron cogidos a 30 de septiem-
bre); yen 1995 (a 31 de marzo), 96. Un ejemplo del ahorro que la celebración de acuerdos supo-
ne para el sujeto pasivo lo demuestra el menor número de datos y documentación que en la prác-
tica el IRS le exige frente a la voluminosa información que ha de presentar cuando la 
Administración realiza una comprobación del precio de transferencia por el que el sujeto ha tri-
butado, como explica BRUNORI, D., «Advance Pricing Agreement Program Is Getting High 
Marks», Tax Notes, vol. 63, n.º 2, 1994, p. 14l. 
750 Intervención recogida por BRUNORI, D., «Advance Pricing ... », cit., p. 139. 
751 Véase las opiniones de diversos estamentos recogidas por BRUNORI, D., «Advance 
Pricing ... », cit., pp. 139 y ss. 
752 El procedimiento de acuerdos previos sobre precios de transferencia tiene en EEUU una 
duración media de nueve meses, según recoge BRUNORI, D., «Advance Pricing ... cit.», p. 14l. 
La OCDE plantea en su Informe de 1995 (punto 4.153) un punto de discusión en tomo a la 
eficacia de los APAs, debido a que la mayoría de los sujetos pasivos que desean celebrar un acuer-
do cumplirían de todas formas sus obligaciones fiscales de forma correcta. En estos supuestos no 
se consigue una mayor justicia en la tributación; la diferencia entre la realización de unAPA y la 
fijación unilateral no reside en el contenido del precio de transferencia, sino en un mero ahorro 
de tiempo. Por otra parte, se estarán destinando a una actividad muy específica medi~ materia-
les y humanos, que quizás deberían utilizarse para evitar el fraude fiscal de otros contnbuyentes 
menos cumplidores. 
to de los países pertenecientes a la Unión Europea 753. Por este motivo son pre-
feribles los acuerdos bi- y multilaterales, en los que participan varios Estados, 
que los unilaterales, que se realizan entre el sujeto pasivo y un sólo Estado. En 
efecto, en estos últimos sólo participan un Estado y el contribuyente y la incor-
poración de un segundo país se hace a través de la celebración de un acuerdo 
bilateral dentro del marco del procedimiento amigable, como ha explicado la 
OCDE en su Informe de 1995 (punto 4.130 y 4.146) 754. Afortunadamen-te, en 
nuestro país, el arto 16 LIS acepta la celebración de acuerdos bi- y multilaterales 
sobre precios de transferencia, por lo que es aconsejable en todo caso que la 
Administración española utilice dichos pactos, pues evitan en mayor medida 
el riesgo de la doble imposición y, en consecuencia, ofrecen a los sujetos pasi-
vos una mayor seguridad jurídica 755. En este sentido se pronunciaba el Informe 
sobre la Reforma del Impuesto sobre Sociedades, que señala en el capítulo IV 
que «las correcciones por operaciones vinculadas generan excesos de impo-
sición difícilmente corregibles aún en el marco de los procedimientos estable-
cidos en los Convenios bilaterales para impedir la doble imposición o en el 
procedimiento todavía inédito del Convenio de arbitraje en la Unión Europea. 
Por esta causa conviene establecer la figura de los Acuerdos Previos en mate-
ria de precios de transferencia entre la Administración Tributaria y los contribu-
yentes». 
La mayor eficacia en todos estos puntos del acuerdo frente a la determina-
ción unilateral se basa en la cooperación que se desarrolla entre autoridades fis-
cales y contribuyentes, que aumenta la comprensión por parte de las autoridades 
753 Cuando la Administración corrige unilateralmente el precio de transferencia declarado 
por el sujeto pasivo, el arto 16.1 LIS prevé el ajuste bilateral. Así se intenta evitar la doble impo-
sición que podría suponer la aplicación del principio «arm's length» a una sola de las sociedades 
vinculadas y no a las demás, ya residan éstas últimas en el extranjero o en España. Este ajuste se 
realizará siguiendo las directrices del Convenio Modelo de la OCDE de 1977, cuyo arto 9.2 se 
expresa en los siguientes términos: «Cuando un Estado contratante incluye en los beneficios de 
una empresa de este Estado y somete, en consecuencia, a imposición los beneficios sobre los cua-
les una empresa de otro Estado contratante ha sido sometida a imposición en este otro Estado, y 
los beneficios así incluidos son beneficios que habrían sido realizados por la empresa del primer 
Estado si las condiciones convenidas entre las dos empresas hubieran sido las que se hubiesen 
convenido entre empresas independientes, el primer Estado procederá al ajuste correspondiente 
del montante del impuesto que ha percibido sobre esos beneficios.» También hay que mencionar 
el convenio para evitar la doble imposición en caso de corrección de los beneficios de empresas 
asociadas, firmado en Bruselas el 23 de julio de 1990 (90/436/CEE). 
754 Textualmente el Informe dispone que «los APP bilaterales o multilaterales reducen muy 
sensiblemente o eliminan la posibilidad de doble imposición ( ... ). Por el contrario, los APP uni-
laterales no aportan certeza respecto a la reducción de la doble imposición, porque las 
Administraciones fiscales que conocen de las transacciones regidas por el acuerdo pueden consi-
derar que el método adoptado no otorga un resultado conforme al principio de plena concurren-
cia» (punto 4.146). 
755 CORDÓN EzQUERRO, T., «Los acuerdos previos ... », cit. (y 11), pp. 2 y 3. 
fiscales de las complejas operaciones inte~aciona1es, y pe~ite soluciones in?i-
viduales para casos específicos. La ausenCIa de confrontacIón favorece la_?bJe-
tividad en el estudio de la contabilidad y demás documentos de la compama 
Por otro lado en los APAs se elimina la ventaja con que cuenta la 
Administración c~ando actúa de forma unilateral, que se refleja en su incorpo-
ración a la fijación del precio de transferencia con posterioridad a que la opera-
ción comercial se haya producido. En estos últimos supuestos, ~ empresa esta-
blece la metodología aplicable a tales precios con .caracte: p~evlO a que la op~ 
ración se realice y sin conocer el criteno de la .HacIenda Públ~c~ a es~~ res~cto, 
si su autoliquidación es comprobada e inspeccIonada, la A~mIstraclOn tributa-
ria tiene el privilegio de la visión posterior, 10 que le permIt,e enfocar el tema 
tomando como referencia lo que ocurrió frente a la perspectIva de la empresa 
que se basó en meras previsiones. Por otra parte, c~ando, con~do con esa ven-
taja, el inspector modifica el precio de transferenCI.a por consIderar qu~ el esta-
blecido por el sujeto pasivo no se adecua a los preCIOS de merca~o habran trans-
currido varios años desde la realización de la operac~ón comercIal" por l~ que ~a 
empresa no podrá corregir la tributación correspon~Iente a los pe~odos lffipOSI-
tivos inspeccionados sin preocuparse acerca de ajustes correlatIvos en otros 
entes pertenecientes al grupo vinculado y ubi~ados en te~ceros E~tados. En este 
sentido, explica BERGQUIST 756 cómo el APA tI~ne ~~ cualIdad de mco11?orar ~ la 
Administración dentro del proceso de determmaclOn de la metodologIa aphca-
ble forzándola a dar su criterio con anterioridad a que la operación se haya rea-liz~do, a que «se ponga el dinero encima de la mesa», en ?alabras de este autor; 
solucionándose las incertidumbres que en otro caso tendría que afrontar el con-
tribuyente a solas. 
Por último la celebración de APAs tiene la ventaja de disminuir los riesgos de 
inspecciones; de pleitos costosísimos, lo que no sólo beneficia al contribuyen-
te, sino también al Estado que reducirá su actividad al respecto a compr.obar el 
cumplimiento de aquél con los términos del acue~do .. Ello es con.s~~uenCIa de la 
vinculación que deriva de dichos acuerdos y que lffi~I~ una revI~~on del conte-
nido, al igual que también es consecuencia de la meJ~: informaclOn con que ha 
contado la Hacienda Pública. En realidad, la celebraCIon de un APA no excluye 
la posibilidad de inspecciones tributarias, pero sí limita. su ámb~t~. COI?o, y,a 
expusimos en el capítulo tercero y concretaremos al ~xammar el r~gImen JundI-
co de estos acuerdos, la Administración no puede reVIsar el conteru~o del acuer-
do, debiendo limitarse a la comprobación de los presupuestos de ~~hdez. ~ que 
en todo caso sí se elimina mediante la conclusión de esta transaCClOn ~s la .Imp<: 
sición de sanciones en relación a las entidades y operaciones mercantiles mclUl-
das en el acuerdo si se ha respetado el contenido del APA. 
756 BERGQUIST, P. J., «Experience concerning ... », cit., p. 388. 
6. Inconvenientes de la celebración de un APA 
La constatación de las ventajas que se derivan de la celebración de un 
APA no debe hacer obviar sus inconvenientes, pues sólo mediante su análisis· 
se pueden afrontar y proponer medidas que los eliminen o, al menos, reduz-
can. 
En primer lugar hay que destacar los problemas que presentan los APAs uni-
laterales, tanto para el obligado tributario como para otras Administraciones fis-
cales diferentes a aquélla con la que el particular ha celebrado el pacto 757. Como 
explica CORDÓN EZQUERRO 758, el contribuyente tiende a asignar mayor parte de 
su renta hacia el país con el que negocia el APA, con el efecto de que se reduce 
artificialmente la renta declarada en el Estado donde está ubicada la empresa 
vinculada. Esto provoca que este segundo país no acepte la asignación de gastos 
e ingresos pactados entre el contribuyente y el primer Estado, con lo que se pro-
duce una doble imposición. 
Pero además, con independencia de su carácter unilateral o bilateral, 
los APAs presentan diversos riesgos, sobre todo para el particular. En primer 
lugar, la negociación del acuerdo requiere que la empresa facilite a la Admi-
nistración informaciones necesarias para fijar la metodología aplicable, cuya 
utilización a otros efectos puede resultar muy perjudicial para la firma, tanto 
desde un punto de vista comercial como respecto a eventuales inspecciones tri-
butarias. Por otra parte, el contribuyente desconoce qué información de la soli-
citada por la Hacienda Pública es relevante o no en la formación del acuerdo. 
Este miedo es el que ha provocado mayor reticencia de las empresas vinculadas 
para instar el procedimiento de fijación consensual de los precios de transferen-
cia 759. 
Para evitar dicho peligro se propone la confidencialidad y la estanqueidad de 
la información obtenida en el desarrollo del acuerdo, de forma que la 
Administración tributaria sólo pueda utilizarla para valorar la operación vincu-
lada objeto del pacto y no esté legitimada para transferirla a otro Estado sin auto-
rización del sujeto pasivo. En este sentido, el arto 20.1 rus establece que la doc~ 
mentación que debe ser presentada por el sujeto pasivo en el procedimiento para 
la valoración previa de operaciones efectuadas entre sujetos vinculados única-
mente tendrá efectos en relación a tal procedimiento y será exclusivamente uti-
lizada respecto del mismo. La Memoria del Proyecto rus menciona como fun-
damento de la medida la garantía de los derechos del sujeto pasivo, «de tal 
manera que, bajo ningún concepto, pudieran quedar desmerecidos los mismos 
por causa de la presentación de documentación que puede referirse a aspectos 
757 Infonne de la OCDE de 1995 (puntos 4.148 y 4.149). 
758 CORDóN EzQUERRo, T., «Los acuerdos previos ... », cit. (y II), p. 4. 
759 DEVOY A., y SPARKES, K., «Recent developments ... », cit., pp. 17 Y ss. 
básicos de su actividad económica» 760. Esta confidencialidad se podría poner en 
peligro si se satisficieran las reclamaciones de algunos autores norteamericanos 
que reclaman la publicación de los APAs; frente a ello, el IRS considera sufi-
ciente la publicación de una «Notice» donde se recojan las líneas generales del 
razonamiento seguido para alcanzar conclusiones en relación a un número con-
siderable de acuerdos, pero en los que no se revela ninguno de los datos propor-
cionados por las empresas parte del convenio, ni el impacto que la conclusión de 
éste tiene en ellas 761. 
En el caso de que el contribuyente retire su solicitud de APA o si ésta es 
rechazada tras la presentación de la información requerida, la documentación 
será devuelta al particular que la aportó (art. 20.4 ruS). El Informe de la OCDE 
de 1995 (punto 4.157) establece que, en tal supuesto, los órganos de la Inspección 
sólo podrán utilizar en una comprobación posterior de la situación tributaria del 
sujeto los datos fácticos que éste aportó con la intención de celebrar un acuerdo, 
que consisten en la información sobre los hechos que es presentada normalmen-
te para apoyar los resultados de la auto liquidación. El resto de los datos, tales 
como las proposiciones de regulación, las observaciones, opiniones y juicios de 
valor, no pueden ser tenidos en cuenta en procedimientos de inspección 762. 
Junto a ello, la OCDE (Informe de 1995, punto 4.155) plantea como medida 
de control a este respecto que las exigencias de documentación al contribuyente 
no deben ser más exhaustivas en un APA que cuando la Administración fija de 
760 Infonne de la OCDE de 1995 (punto 4.158). En la doctrina española, GóMEZ-POMAR 
RODRíGUEZ, J., «Los acuerdos previos ... », cit., p. 13. Con carácter general, el Proyecto de Ley de 
Derechos y Garantías de los Contribuyentes intenta garantizar el carácter reservado de la infor-
mación obtenida por la Hacienda Pública; en concreto, el arto 18 dispone que «los datos, infor-
mes o antecedentes obtenidos por la Administración tributaria tienen carácter reservado, sin que 
puedan ser cedidos o comunicados a terceros, salvo en los supuestos previstos en las leyes. 
Cuantas autoridades o funcionarios tengan conocimiento de estos datos, infonnes o antecedentes 
estarán obligados al más estricto y completo sigilo respecto de ellos, salvo en los casos previstos 
en las leyes». 
761 Explicado por SCHWAR'IZ, M. N., Y otros, «Working With ... », cit., p. 1522, que mencio-
nan la primera que se produjo, la Notice 94-40. 
762 En el mismo sentido, la sección 9.ª Rev. Proc. 91-22 dispone que salvo que se haga cons-
tar lo contrario, ni el acuerdo ni ninguna de las infonnaciones que se hayan presentado con oca-
sión del mismo, salvo las que versen sobre cuestiones de hecho, pueden ser utilizadas por el con-
tribuyente o por la Administración tributaria como prueba o justificación en procedimientos judi-
ciales o administrativos en relación a ejercicios fiscales, operaciones o entidades que no estén 
cubiertas por el acuerdo. Asimismo, salvo que se haga constar expresamente lo contrario, en el 
caso en el que no se alcanzara un acuerdo, o alcanzado éste, se revoque o cancele, ni el acuerdo 
ni la propuesta fonnulada para aplicar un método concreto de fijación del precio de transferencia 
ni las cuestiones no de hecho que se hayan presentado o elaborado con ocasión de aquél, podrán 
ser consideradas por el contribuyente o por la Administración tributaria como una declaración de 
la otra parte en cualquier procedimiento judicial o administrativo, para los ejercicios tributarios 
para los que se solicitó el acuerdo o fue ejecutado. 
forma unilateral el precio de transferencia. Sin embargo, hay que tener en cuen-
ta que, en el marco de un acuerdo, la Hacienda Pública debe disponer de datos 
rela.tiv.os a las pre~i~ion~s y a su.s fundamentos, que no son necesarios en los pro-
cedumentos adrnmIstratIvos urulaterales de fijación que versan sobre operacio-
nes que ya han tenido lugar. En opinión de los expertos de aquel organismo, la 
documentación que la autoridad tributaria puede pedir en el desarrollo de los 
a~uerdos ha de ~tarse a los elementos relacionados con las prácticas indus-
tnales y comercIales del contribuyente. Por otra parte, los Estados deben tener 
en cuenta ql!e las info~~iones accesibles al público relativas al mercado y a 
sl!~ transaccIO~es son hn~l~?aS; que no todos los contribuyentes tienen la posi-
bIhdad de realIzar un análISIS profundo del mercado y que sólo las sociedades-
madres están perfectamente informadas de la política de fijación de precios de 
su grupo. 
Al mar~en de estas cautelas, algunos autores proponen que se atribuya la 
competencIa p~a celebrar el acuerdo a un órgano distinto de aquél que ostenta 
la competencIa mspectora sobre la persona o entidad vinculada 763. Esta postura 
será tratada posteriormente, al analizar el órgano competente. 
Además, la Administración debe evitar universalizar los resultados alcanza-
d.os en un A!'~ celebrado con. una parte de las sociedades vinculadas y no con-
SIderarlos válIdos para cualqUIer acuerdo posterior en otras condiciones de mer-
cado. 
. ~s~i~mo, e~ .necesario .mencionar la imposibilidad de aplicar el convenio ~ 
eJercIcIOs ImpOSItIVOS antenores a la fecha de su celebración. En este sentido, el 
arto 16.6 LIS establece expresamente que «la aprobación de la propuesta surtirá 
efecto respecto de las operaciones que se inicien con posterioridad a la fecha en 
que ~e r~alice la citada aprobación siempre que las mismas se efectúen según 
~os te~os de la propuesta aprobada, y tendrá validez durante tres períodos 
ImpoSItIvOS» . 
Frente a esta última prescripción, la OCDE (Informe de 1995, punto 4.137) 
abog~ porque los métodos de fijación convenidos puedan extenderse a períodos 
antenores al de su celebración no prescritos 764. En apoyo de esta postura CASERO 
BARRON 765 expone tres argumentos: a) si las circunstancias económicas de las 
operacione~ ,realizadas en pe~?dos anteriores al acuerdo, pero que son objeto de 
comprobacIOn por la InspeccIOn tras él, son las mismas que las examinadas res-
pecto a las operaciones sobre las que se llega a un convenio, el inspector que 
llev~ a cabo aquella comprobación debería asumir el mismo método que el esta-
bleCIdo en el pacto; b) un razonamiento de coordinación, pues si existiendo un 
acuerdo con el obligado tributario celebrado con fecha 1-1-1996, el inspector 
763 A '1 Gó P , SI o propone MEZ- OMAR RODRIGUEZ, J., «Los acuerdos previos ... », cit., pp. 1 Y 13. 
7~ La retroactividad de la metodología pactada en un APP también se admite por el IRS esta-
dourndense, tal Como explica BERGQUlST, P. J., «Experience conceming ... », cit., pp. 389 y 390. 
765 CASERO BARRÓN, R., «Los acuerdos previos ... », cit., pp. 1001 Y 1002. 
aplica un criterio diverso del contenido en el pacto para determina: un precio ~e 
transferencia correspondiente a una operación entre ese sujeto pasIvo y una ent~­
dad a él vinculada realizada en 1993, en la mayoría de los supuestos se producI-
rá una doble imposición, por lo que el sujeto pasivo podrá instar el procedi-
miento amistoso previsto en el arto 25 del convenio Modelo ?~ la C?~DE de 
1977. Y en ese procedimiento, el órgano competente de la AdmIDlstracIOn espa-
ñola, que será a su vez el encargado de concluir la celebración de acuerdos del 
arto 16.6 LIS, propondrá con toda seguridad al Estado con el que desarrolla el 
procedimiento amistoso aplicar los mismos. criterio.s met~dológicos que los co~­
tenidos en el acuerdo celebrado con el obhgado tnbutarIO en 1996; c) la finali-
dad de los acuerdos no se centra sólo en evitar la doble imposición, sino que tam-
bién abarca el establecimiento de métodos de determinación que sean fáciles de 
ejecutar por parte del contribuyente. Por otra parte, la ap~icación ~etroactiva ~e 
la metodología pactada beneficiará especialmente a los sUjetos pasIvos que estén 
siendo sometidos a una inspección por períodos impositivos anteriores. Si no 
existe ningún procedimiento de inspección, la retroactividad puede no favorecer 
a la empresa si, por ejemplo, acaba de introducirse en una nueva línea de nego-
cios 766. 
Otra desventaja que presenta la celebración de un APA reside en la incerti-
dumbre que sufren los sujetos pasivos acerca de la culm~ación del ~cuerdo. En 
efecto, es posible que tras haber soportado una preparacIOn compleja ~o ~legue 
a celebrarse el pacto, habiendo padecido en este caso la empresa una p~rdlda de 
tiempo y trabajo innecesaria. Este inconveniente se s~va a través ?e la ~.staura­
ción de conversaciones informales con carácter prevIO a la propIa SOhCltud de 
acuerdo donde la Administración se pronuncie sobre las posibilidades de cul-
minació~ del pacto. Así el sujeto pasivo podrá ponderar la conveniencia de in~­
ciar el procedimiento de acuerdo o no. Esta fase ha sido incorporada al procedI-
miento en el arto 18.2 RIS. 
Hay que mencionar el desplazamiento que sufren los contribuyentes con 
menos recursos. La celebración de un APA requiere un procedimiento costoso 767 
y largo, sobre todo si se requiere la intervención ?e un experto ~depe~die~~e. 
Esta discriminación debe ser evitada, pues dos partIculares en la mIsma sltuacIOn 
tributaria tienen que disfrutar de las mismas posibilidades de celebrar el acuer-
do' esto se conseguiría estableciendo un procedimiento simplificado para los 
pequeños contribuyentes, en el que se adecue la información solicitada a la 
importancia de la operación internacional objeto del APA 768. 
766 SCHWARTZ, M. N., Y otros, «Working With ... », cit., p. 1523. . 
767 SCHWARTZ, M. N., Y otros, «Working With ... », cit., p. 1523, cuanti~can el cos~e de los pn-
meros acuerdos que se realizaroó en cientos de miles de dólares y, en ocasIOnes, en mIllones. Ello 
era debido, en parte, a la inexperiencia de la Administración en este campo. 
768 Infonne de la OCDE de 1995 (punto 4.164). 
Los contribuyentes que se acogerán, sin duda, en mayor medida a los APAs 
son los que desarrollen un número considerable de transacciones vinculadas. 
Entre ellos, la fijación de la metodología mediante acuerdo puede beneficiar 
especialmente a aquéllos que deben aplicar como metodología «el precio deri-
vado de la distribución del resultado conjunto de la operación de que se trate, 
teniendo en cuenta los riesgos asumidos, los activos implicados y las funciones 
desempeñadas por las partes relacionadas» (art. 16.3.c LIS). En efecto, este cri-
terio resulta más impreciso que el resto de los establecidos en el arto 16.3, por lo 
que su examen y aprobación a través de un convenio resultará más flexible que 
si es fijado unilateralmente por el contribuyente y comprobado por la Adminis-
tración. 
Por supuesto, el acuerdo es recomendable a las empresas que sean flexibles 
en la determinación de la metodología aplicable para hallar el precio de transfe-
rencia. Si el sujeto pasivo sólo está dispuesto a fijar el criterio preestablecido por 
él mismo, será mejor que no solicite la formación de un APA, pues es improba-
ble que la Administración admita sin modificaciones su propuesta 769. 
Desde un punto de vista práctico, quizás resulte desaconsejable la celebra-
ción de APA a las empresas que no estén siendo objeto de inspección en ese 
momento. La razón estriba en que también para la conclusión de estos pactos es 
competente el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la AEAT, 
por lo que existe el riesgo de que se interese por la actividad mercantil de la 
sociedad, iniciando el procedimiento de comprobación e inspección sobre las 
operaciones no sometidas al acuerdo. Frente a esto, si ya existe un procedimien-
to de inspección sobre la adecuación de los precios de transferencia fijados por 
la empresa al precio de mercado puede resultar recomendable que ésta solicite 
la celebración de un APA, con la fmalidad de convencer al órgano inspector de 
que aplique la metodología pactada a los ejercicios anteriores objeto de investi-
gación. Como expone SCHWARTZ 770 no es infrecuente en la práctica americana 
que el órgano inspector --que se encuentra incluido a la vez en la comisión que 
examina el APA- se convenza de la conveniencia de aplicar la metodología 
propuesta por el contribuyente antes de que el resto de los miembros de la comi-
sión se persuadan de ello. Esto beneficiará al sujeto pasivo, cuya tributación no 
quedará a expensas del criterio unilateral del inspector, así como al propio ins-
pector, pues su adscripción al criterio pactado le supondrá un ahorro del tiempo 
que hubiera empleado en alcanzar un criterio que, dada la inseguridad reinante 
en torno a los precios de transferencia, no habría sido el correcto. 
769 Así lo explican en relación a la situación norteamericana SCHWARTZ, M. N., Y otros, 
«Working With ... », cit., p. 1522. 
770 SCHWARTZ, M. N., Y otros, «Working With ... », cit., p. 1522. 
7. Régimen jurídico 
En este apartado se abordan cuestiones pertenecientes al régimen jurídico 
que o bien no han sido expuestas a lo largo del estudio de los APAs o bien exi-
gen realizar precisiones, porque aunque hayan sido expuestas en el desarrollo del 
régimen general necesitan alguna matización. El resto de temas que, aun perte-
neciendo a este epígrafe desde un punto de vista sistemático, ya han sido anali-
zados con anterioridad o no presentan ninguna especialidad respecto al régimen 
general de todos las transacciones --como, por ejemplo, las causas de invali-
dez- no volverán a ser expuestos para evitar una reiteración que no aportaría 
nada a su entendimiento. 
a) Procedimiento 
El procedimiento de valoración previa ha sido desarrollado reglamenta-
riamente, tal y como prescribía el arto 16.4 LIS. El RIS contempla una regula-
ción al respecto, que en gran medida copia el procedimiento establecido en 
EE.UU. para estos acuerdos (Rev. ProC. 96-53) 771. 
El procedimiento se inicia con la presentación de la propuesta de valoración 
por parte de los sujetos pasivos del Impuesto, acompañada de una documenta-
ción inicial (art. 18 RIS)772. Para poder fundamentar su propuesta de metodolo-
gía, el sujeto pasivo habrá tenido que realizar un estudio económico, ya que la 
decisión de si un precio de transferencia cumple con el principio «arm 's length» 
es fundamentalmente económica. Sólo así estará en condiciones de decidir 
varios factores: si le conviene iniciar un procedimiento de APA, la metodología 
que en su opinión más se adecua al valor de mercado, así como de asegurar que 
el criterio que se fije fmalmente en el acuerdo le permita una flexibilidad sufi-
ciente en el mercado para actuar en condiciones competitivas 773. 
Una vez formulada la propuesta, pero con carácter previo a la tramitación 
formal de dicha solicitud, se ha instaurado un trámite de enjuiciamiento por parte 
771 Literatura americana al respecto, HORST, T. O., Transfer Pricing ... , cit., pp. 72 Y ss.; 
BERGQUlST, P. J., «Experience ... », cit., pp. 391 Y ss.; SCHWARTZ, M. N., Y otros, «Working 
with ... », cit., pp. 1519 ss.; del mismo autor, «Advance PricingAgreements: Starting the Process», 
Tax Notes, vol. 65, n.º 2, 1994, pp. 235 ss. y «APAs: Successful1y Reaching Agreement», Tax 
Notes, vol. 66, n.º 8,1995, pp. 1181 ss. 
772 Junto a esto, el arto 17.1 del mismo Reglamento establece la obligación de que la pro-
puesta de valoración sea suscrita «por la totalidad de las personas o entidades vinculadas que rea-
lizarán las operaciones objeto de la misma». 
773 Sobre el papel y contenido del estudio económico, véase ÜLSON, L.S., y otros, «Advance 
PricingAgreements: The Role ofthe Economic Study», TaxNotes, 1994, vol. 63, n.º 13, pp. 1755 
Y ss.; SCHWAlITZ, M. N., Y otros, «Advance pricing agreements ... », cit., pp. 235 Y 236. 
de la Administración sobre la procedencia de llevar a cabo el procedimiento de 
valoración previa (art. 18.2 RIS). La realización de este trámite evita al sujeto 
pasivo el gasto inútil de tiempo y trabajo en la elaboración de una propuesta de 
valoración, siempre costosa, cuando no existe ninguna posibilidad de que las 
negociaciones culminen en acuerdo. Igualmente, ofrecen a la Administración la 
oportunidad de evitar que se cursen solicitudes de APAs improcedentes. Esta 
fase, como decimos, se contiene en el arto 18 RIS, aunque con un carácter más 
bien unilateral. En efecto, según está regulado en dicho precepto, el obligado tri-
butario aporta una documentación a los órganos competentes que la examinan y 
se pronuncian sobre la conveniencia de iniciar el procedimiento de APA. Sin 
embargo, en nuestra opinión, el sentido del arto 18 podría reconvertirse a un diá-
logo mediante el que se llegaría a una conclusión más correcta, como será justi-
ficado a continuación. 
a') Conversaciones preliminares informales 
La fmalidad de este contacto previo se ramifica en la búsqueda de claridad 
sobre: a) los datos, documentos y análisis que deberán acompañar la solicitud del 
acuerdo; b) la necesidad de un experto independiente; c) la oportunidad del 
método de determinación del precio de transferencia propuesto; d) las posibili-
dad de que se incorpore al acuerdo una autoridad extranjera; e) las propuestas de 
la Administración tributaria y los procedimientos que se seguirán para evaluar la 
solicitud de acuerdo 774. 
La Memoria del Proyecto de RIS establece expresamente que el procedi-
miento para la resolución de las propuestas de valoración de operaciones vincu-
ladas «sin antecedentes en nuestro Derecho tributario, se caracteriza por exigir, 
tanto de la Administración tributaria como del sujeto pasivo un considerable 
esfuerzo que se materializa en una amplia documentación y en un detenido exa-
men de la misma. Por esta razón, al objeto de evitar costosos trámites a los suje-
tos pasivos, y teniendo en cuenta la diversa naturaleza de las operaciones a valo-
rar, se establece una fase previa en la que, a través de una documentación de 
carácter preliminar, la Administración tributaria pueda valorar la justificación de 
continuar con el procedimiento». 
Pero, sobre todo, este examen previo permite a la Hacienda Pública el enjui-
ciamiento de la justificación de iniciar un procedimiento de valoración conjunta 
de operaciones vinculadas, lo que deberá realizar bajo el parámetro de la ausen-
cia de «un mercado organizado referido a las mismas (las operaciones)>>, tal y 
como se recogía en el arto 19.1 Proyecto RIS. Esta exclusión de los supuestos en 
que exista un mercado organizado está basada en la idea de que en esos casos no 
774 En Estados Unidos estas conversaciones están previstas en la sección 4 del Revenue 
Procedure 96-53. HORST, T. O., Transfer Pricing ... , cit., p. 72 
es necesario el procedimiento previo de valoración concordada, debido a la con-
currencia de elementos comparables que permiten el conocimiento del valor de 
mercado con exactitud. 
Aunque la redacción defInitiva del RIS h~ variado, y se ~a elim~ado toda 
referencia a la existencia de un mercado orgarnzado que haga mnecesana la con-
clusión de un APA, en nuestra opinión el sentido es el mismo, como demuestra. la 
Memoria del Proyecto RIS: «en un procedimiento tan novedoso en nuestro SIS-
tema tributario como el que nos ocupa, es muy conveniente establecer una espe-
cie de contacto previo con el sujeto pasivo. a fm ,de. orientarle e~ r~lación a ~as 
particularidades del mismo y, en su caso, eVItar tramtt~s y molestIas mnecesan~s 
si la pretensión de dicho sujeto pasivo no es subsumIble en el marc? del ref~n­
do procedimiento. En este sentido puede apuntars~ que la fas~ preVIa de c~c­
ter informativo diseñada por la norma reglamentana se asemeja a la denomma-
da "conferencia previa" de las prácticas administrativas anglosajonas». 
Las cuestiones concretas que se abordarán en estas reuniones son, principal-
mente (art. 18 RIS) 775: 
A. IdentifIcación de las personas o entidades que vayan a realizar las opera-
ciones a las que se refiere la propuesta, señalando las principales relaciones 
comerciales y fmancieras establecidas o que se establecerán entre ellas así como 
aquellas de las que resulte la relación de vinculación. 
El Rev. Proc. 96-53 permite que el sujeto pasivo guarde anonimato cuando 
considere que las posibilidades de que las conversaciones culminen en un acuer-
do son escasas y teme que los datos suministrados puedan utilizarse en una even-
tual inspección. Sin embargo, la determinación de ~i .el acue~do p~ede prosperar 
o no sólo será válida cuando la empresa facIhte su IdentIdad, pues la 
Administración puede cambiar su criterio al respecto una vez que conozca quién 
es el contribuyente. 
B. Descripción sucinta de las operaciones a las que se refIere la propuesta . 
Esto significa la posibilidad de que el APA no englobe la totalidad de las opera-
ciones realizadas por el sujeto pasivo. 
C. Identificación de otras operaciones realizadas entre las entidades vincu-
ladas, a las que no afectará la propuesta de valoración. 
D. Descripción sucinta del método de valoración que se proponga. 
E. Existencia de propuestas de valoración estimadas o en curso de tramita-
ción ante Administraciones tributarias de otros Estados. 
Junto a esta documentación, el Rev. Proc. 96-53 (sección 4) prevé la presen-
tación de información sobre la fundamentación de la solicitud de APA, como por 
775 El objeto y la finalidad de estas conversaciones preliminru::es .son expuestos con claridad 
por HORST, T. O., Transfer Pricing ...• cit., pp. 72 Y ss. Véase, aSImIsmo, SCHWARTZ, M. N., Y 
otros, «Advance pricing agreements ... », cit., pp. 237 Y ss. 
ejemplo, información sobre competidores, sobre calendarios 776 o sobre la incor-
poración de un experto independiente. 
Por 10 tanto, mediante el examen de la propuesta, la Hacienda Pública debe 
decidir sobre la idoneidad de intentar culminar un acuerdo. La decisión que 
tome se comunicará a los sujetos pasivos en un plazo de treinta días contados 
desde el que se formule la propuesta (art. 18.2 RIS). y conviene señalar que la 
existencia de discrecionalidad administrativa respecto de la conveniencia de ini-
ciar el procedimiento concordado ha sido objeto de crítica. En este sentido, el 
Instituto de Fiscalidad Internacional propone, en sus observaciones al Proyecto 
de RIS 777, la inclusión en el Reglamento de una lista de supuestos en que el pro-
cedimiento se considere inadecuado, entre los que pueden citarse los casos en 
que 10 que el sujeto pasivo persigue es una política agresiva de precios con la 
fInalidad de aminorar su carga fIscal o cuando se intenta alcanzar un acuerdo 
previo en operaciones donde una de las empresas vinculada reside en un paraí-
so fIscal. 
Es importante, por otro lado, hacer hincapié en la conveniencia de instaurar 
el llamamiento a un experto independiente. El papel de este tercero se reduciría 
al de un mero mediador, que persigue el acuerdo sobre el método de valoración 
entre las partes, opinando de una forma técnica y objetiva sobre los propuestos 
por cada una de ellas. 
b') Contenido de la solicitud 
Una vez notificado el resultado del examen previo (o, en su defecto, a partir 
del transcurso de treinta días), el particular interesado debe presentar una docu-
mentación complementaria (art. 19 RIS), que se disgrega en cinco apartados, a 
saber: 1. información general; 2. justifIcación del método de valoración pro-
puesto del precio de transferencia; 3. intervalo de valores que se derivan de la 
aplicación del método de valoración; 4. circunstancias que se consideran base 
del negocio; 5. otras circunstancias. 
1. INFORMACIÓN GENERAL 778: 
En el RIS se recoge la exigencia de que se presente una «descripción desde 
un punto de vista técnico, jurídico, económico y fInanciero de las operaciones a 
776 En EE.UU., la media de tiempo para la culminación de los APAs es de tres años. 
777 Publicadas en Quincena ... , cit., p. 42. 
778 En la legislación norteamericana, el contenido de la solicitud viene establecido en la 
Sección 5 del Rev. Proc. 96-53. 
que se refiere la propuesta» (art. 19.2.a). Consideramos conveniente detallar 
más exactamente la documentación que debería integrarse en este apartado. 
El sujeto tendría que presentar datos relativos a muy diversos asuntos, ade-
más de los que se hayan acordado en las conversaciones preliminares: 
1. La identificación de los obligados tributarios partes en el acuerdo. 
2. Las organizaciones, actividades, negocios y transacciones que serán 
objeto del acuerdo. 
3. Una breve descripción de las operaciones, estructura organizativa mun-
dial, propiedad, capital, acuerdos fmancieros, operaciones principales y 
lugares donde se desarrollan y los principales flujos de transacciones 
entre las partes. 
4. Datos fiscales y fmancieros de las partes representativos de los tres últi-
mos años, incluyendo información pertinente y declaraciones tributarias, 
estados fmancieros, informes anuales, acuerdos sobre precios de transf~ 
rencia entre las diferentes entidades o personas vinculadas, estudios de 
mercado y fmancieros, procedimientos de contabilidad del grupo, los pla-
nes de operaciones y líneas mundiales del producto o informes sobre la 
rentabilidad de las áreas del negocio. 
5. La moneda funcional de cada parte y la moneda en la que se realizan los 
pagos entre partes por operaciones cubiertas por la propuesta de acuerdol 
6. Una descripción de los métodos significativos de contabilidad financiera, 
así como cualquier diferencia destacable entre los métodos de contabili-
dad fmanciera y tributaria que tengan una relevancia directa en la solich 
tud del acuerdo. 
7. Un relato de cualquier previsión estatutaria relevante, tratado tributario, 
decisión jurisdiccional y normativa que tenga relación con la solicitud. I 
8. Una explicación de las respectivas posiciones del contribuyente y de lá 
Administración tributaria sobre objetos que estén en la actualidad siendo 
objeto de una auditoría, un recurso administrativo o un juicio. 
2. JUSTIFICACIÓN DEL MÉTODO DE VALORACIÓN PROPUESTO: 
Junto a esos datos el contribuyente debe aportar una información justificati-
va de la elección del método de valoración realizada (art. 19.2.c ruS), que puede 
disgregarse en los siguientes elementos: 
1. Estimaciones adecuadas de la rentabilidad y el rendimiento de las inver-
siones (por ejemplo, margen bruto de beneficio, rentabilidad sobre los 
activos, etc). 
2. Un análisis funcional de cada parte interviniente en el acuerdo, descri-
biendo las actividades económicas realizadas, los activos empleados, los 
costes económicos y los riesgos asumidos. 
3. Un análisis económico de las políticas de precios del sector económico 
en el que se inserte el sujeto pasivo y de las funciones económicas desa-
rrolladas dentro de los mercados y de las áreas geográficas que se propo-
ne incluir en el acuerdo. 
4. Listado de estimaciones de los beneficios del sector de la industria eco-
nómico donde se ubica el obligado tributario. 
5. Una presentación detallada de los criterios empleados para identificar 
transacciones comparables u operaciones similares. 
Como ha sido explicado, el método de valoración propuesto no tiene por qué 
ceñirse a los establecidos en el arto 16.3 LIS. Por el contrario, el ciudadano puede 
presentar otro método diverso, siempre que justifique su conveniencia y su apli-
cación no infrinja el principio de libre concurrencia. 
3. INTERVALO DE RESULTADOS 
El RIS parece exigir, en todo caso, que se incluya una previsión sobre los 
resultados esperados. Esta afmnación deriva del contenido del arto 19.2.d), que 
no contempla ningún supuesto en que se exceptúe la aportación de dicho dato. 
En nuestra opinión, sin embargo, hubiera sido conveniente recoger la eventuali-
dad de que en determinadas circunstancias no fuera necesaria la fijación del 
intervalo de valores, pues puede resultar imposible hacer una predicción de los 
resultados a los que conduce la aplicación del método de valoración propuesto. 
Como explicamos anteriormente, el intervalo de valores se divide en un mar-
gen delimitado y en los límites específicos. El primero es el ámbito de resulta-
dos esperado y dentro del cual los resultados se consideran adecuados al princi-
pio de libre concurrencia y no necesitan, en consecuencia, ser ajustados. Así, 
siguiendo el ejemplo expuesto al tratar este tema, el contribuyente propone un 
margen delimitado que se comprende entre el 22 % y el 25 %, pues es este por-
centaje el que obtienen normalmente empresas independientes que aplican el 
método de valoración propuesto a sus operaciones mercantiles. Junto a este dato, 
también han de indicarse los límites específicos, que serían, en el caso que nos 
ocupa, los porcentajes comprendidos del 19 al 22 % y del 25 al 28 %. Si los 
resultados fmales caen dentro de estos ámbitos se ajustarán al punto más cerca-
no del margen delimitado. Si, por el contrario, caen fuera de ellos el APA se con-
sidera resuelto, por modificación de las circunstancias base del acuerdo. 
4. CIRCUNSTANCIAS CONSIDERADAS BASE DEL NEGOCIO 
En efecto, en la solicitud debe incluirse una serie de presupuestos esenciales 
(<<Critical assumptions»), que consisten en cualquier circunstancia acerca del 
contribuyente, un tercero o del mercado cuya modificación afectaría a la sustan-
cia del acuerdo (art. 19.2.b ruS). Entre dichas situaciones se encuentra la altera-
ción de las circunstancias de tal manera que provoca que los resultados espera-
dos (margen delimitado) no se obtengan y por el contrario deriven unos resul~~s 
que o bien caen dentro de los límites específicos (l.o que 'provoca la adapt~cIOn 
de dichos resultados a los esperados) o bIen se mantIenen mcluso fuera de dichos 
límites (que da lugar a la resolución delAPA). !" 
Como posteriormente estudiaremos, se trata de una aplicación de la supre-
sión de la base del negocio, que conduce a su modificación o resolución. 
5. OTRAS CIRCUNSTANCIAS 
La Administración puede solicitar al sujeto pasivo cualquier información o 
dato que considere relevante en relación a la propuesta de valo~ión. Y, del 
mismo modo, el particular está habilitado para presentar, en cualqUIer momento 
del procedimiento anterior al trámite de audiencia, las alegaciones y datos que 
estime importantes a esos efectos (art. 21.1 RIS). 
Con carácter obligatorio, deben incluirse en dicha propuesta las cuestiones 
que habrán de ser tratadas en el informe que, en caso de aprobarse el acuerdo, 
tendrá obligación de redactar el sujeto pasivo anualmente (art. 27 RIS). 
Asimismo, sería conveniente que expresara si alguna de las entidades vincula-
das es residente en un Estado extranjero con el que España tenga un Convenio 
de doble imposición y, si es así, si desea que se alcance un acuerdo entre la 
Administración nacional y la autoridad extranjera competente. 
En EE. VV. el particular debe indicar un término de duración del acuerdo. Sin 
embargo, en el Derecho español no podrá incluirse este elemento en la propues-
ta, pues el arto 16.6 LIS fija un plazo taxativo de tres períodos impositivos de 
vigencia del acuerdo. 
e') Tramitación 
Por lo que respecta al órgano competente para celebrar los acuerdos p~evios, 
es la Inspección de los Tributos. En efecto, siguiendo el criterio establecIdo en 
el capítulo tercero de este trabajo sobre las reglas de competencia (epí~afe 
ID.B.1.b), el encargado de concluir el APA ha de ser el competente para fijar el 
precio de transferencia de forma unilateral si dicho pacto no se hubiera produ-
cido 779• 
n9 Como explica ZoRNOZA PÉREZ, 1 l, «Detenninaci6n de los precios ... », cit., p. 127, la 
competencia para comprobar los precios de transferencia establecidos por el sujeto pasivo -y, 
en su caso, sustituirlos por otro-- recae en la Inspecci6n de los Tributos, en el marco de las actua-
ciones de valoraci6n previstas en el arto 13 RGIT. 
En contra, algunos autores recomiendan deslindar la competencia inspectora 
y la de conclusión del acuerdo. Hay que tener en cuenta que en 10sAPAs el suje-
to pasivo proporciona a la Administración una información muy relevante no 
sólo para la determinación del método de fijación del precio, sino también a 
otros efectos tributarios. De esta forma, excluyendo del conocimiento de los 
órganos inspectores la información facilitada en el curso del procedimiento de 
APA se garantiza al contribuyente la confidencialidad. En este sentido, GóMEZ-
p.o~ ROD~G~ 780 propone que el encargado de llevar a cabo las nego-
CIacIOnes esté ubIcado en el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria 
de la AEAT, pues deberá gozar de facultades inspectoras. Dada la complejidad 
de la materia y la necesidad de entrar en contacto, en ocasiones, con un Estado 
extranjero, todas las negociaciones de APA deben centralizarse en un órgano de 
ámbito estatal, la Comisión para la Determinación de los Precios de 
Transferencia, donde hubiese representación de la Oficina Nacional de 
Inspección, la Unidad de Fiscalidad Internacional, la Subdirección General de 
Ordenación Legal y el órgano con competencia inspectora sobre la sociedad vin-
culada cuando sea distinto de la ON!. Sin embargo, esta comisión no tendría 
potestad para concluir el acuerdo, que descansará en el Presidente de la AEAT o 
en su Director General. 
No ha sido éste el criterio escogido por el RIS que atribuye la competencia 
tanto para instruir como para resolver, por lo que respecta a los acuerdos unila-
terales, al órgano inspector que en otro caso hubiera fijado unilateralmente el 
precio de transferencia. Si se considera que tiene los suficientes conocimientos 
como para realizarlo de forma unilateral, también estará capacitado desde un 
punto de vista técnico para establecer dicho precio de forma consensuada. Por 
otro l~o, la estanquei?ad de la información no fáctica suministrada por el suje-
to paSIVO, que garantIza que el inspector no pueda utilizarla a otros efectos 
podría quedar salvaguardada mediante la consideración de estos datos com~ 
c~entes de. eficaci~, probatoria, incluso para justificar la apertura de un procedi-
mIento de mspeccIOn al respecto, ya que no pueden ser considerados confesio-
nes, al recaer sobre elementos no fácticos. En concreto, el arto 25 RIS otorga la 
competencia para instruir y resolver el procedimiento unilateral al Departamento 
de ~spección .Financiera y Tributaria de la AEAT, a cuyo jefe corresponderá 
deSIgnar a los mspectores que se harán cargo del examen de la documentación 
presentada por el sujeto pasivo en el curso del procedimiento. 
Frente a esto, cuando se trate de acuerdos en que intervenga otro u otros 
~stados, ya no tendrá sentido que sea la Inspección la competente para perfec-
CIOnar el APA, porque ello supondría dislocar la competencia en el ámbito inter-
no y en el ~ternacional. Lo lógico será que cuando el sujeto pasivo comunique 
al organo mspector, en el curso de las conversaciones preliminares, la conve-
780 GóMEZ-POMAR RODRÍGUEZ, l, «Los acuerdos previos ... », cit., pp. 15 Y 18. 
niencia de incorporar a un segundo Estado, aquél dé trámite a los órganos com-
petentes para celebrar los acuerdos internacionales. En este sentido, el arto 26.7 
RIS atribuye la competencia para la celebración de acuerdos con las 
Administraciones de otros Estados al Director General de Tributos, que es el 
competente según los tratados para evitar la doble imposición para celebrar los 
procedimientos amistosos con esa fmalidad. 
Siguiendo con el procedimiento, tras recibir la documentación necesaria, 
pero antes de redactar la propuesta de resolución, el órgano competente conce-
derá a los sujetos pasivos un plazo no inferior a diez días ni superior a quince 
para formular las alegaciones y presentar los documentos que consideren perti-
nentes (art. 21.3 ruS). Es este el momento en que se puede llevar a cabo la nego-
ciación, en los supuestos en que la Administración rechaza la valoración pro-
puesta inicialmente por el ciudadano, pero se encuentra incapaz de fijar unilate-
ralmente de forma correcta el valor de mercado de la operación en cuestión. 
Para entender con claridad esta idea hay que reiterar la diferenciación entre 
las varias alternativas, pues sólo en los supuestos en que se produce una tran-
sacción se hace necesario el trámite de alegaciones: 
1. En primer lugar puede ocurrir que la Administración rechace la propuesta 
de valoración realizada por el contribuyente porque considere que no fija el 
valor de mercado exacto, que además es posible determinar con certeza. En 
este caso, la Hacienda Pública puede rechazar la tramitación del procedi-
miento de valoración en el momento de las conversaciones preliminares, 
como establecía con más claridad que la regulación vigente (contenida en el 
arto 18.2 ruS) el arto 19.3 Proyecto ruS: «la Administración tributaria comu-
nicará a los sujetos pasivos, motivadamente, el resultado del examen previo 
antes de transcurridos treinta días naturales contados a partir del siguiente al 
que se formule la propuesta. Transcurrido dicho plazo sin haberse produci-
do la comunicación se entenderá que está justificado el procedimiento de 
valoración». Sin embargo, es posible que sólo tras la tramitación del proce-
dimiento el órgano competente se dé cuenta de la incorrección del valor pro-
puesto, en cuyo caso dictará resolución administrativa rechazando la pro-
puesta formulada por los sujetos pasivos (art. 22.1 RIS). El momento en el 
que se rechaza la propuesta, al inicio del procedimiento o en su fmalización, 
depende de la claridad con que se aperciba la Hacienda Pública de la ausen-
cia de correspondencia entre el valor propuesto y el de mercado. 
2. En segundo lugar, es posible que la Administración se convenza de la 
corrección de la propuesta del obligado tributario. En este caso, dictará 
resolución administrativa adheriéndose a aquélla, que es un negocio jurí-
dico compositivo unilateral (art. 22.a ruS) 781. 
781 En estos supuestos el art. 20.3 Proyecto RIS pennitía prescindir del trámite de audiencia: «Se 
podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuen-
ta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por los sujetos pasivos.» 
3. Por último, la Administración puede llegar a la conclusión, mediante el 
examen de .la docume~tación aportada, de que la valoración presentada 
por el contn~u~ente es mcorrecta, pero considera que la fijación del valor 
correcto es mCIerta. Este es el supuesto en el que, como ya advertimos, 
hemos centrado nuestro estudio, porque presenta naturaleza contractual. 
En ~stos casos, l~ autoridad fiscal continuará con el procedimiento, con-
c,?(h~?do al partIcular un plazo de alegaciones en el que se llega a una 
fijaCIOn acordada, como ?emuestran los términos del arto 22.b RIS que 
concede ':ffi .tercer contemdo a la resolución administrativa que pone fin 
al prOCedlI~l1ento: «Aprobar otra propuesta alternativa formulada por los 
sUjetos p~IVOS en el.curso del procedimiento». El otorgamiento de con-
traprestacIOnes es eVIdente, tanto por parte del ciudadano (que abandona 
e~ p~e o tota1~ente su propuesta inicial) y por parte de la Hacienda 
PúblIca. que no Impone, estando legitimada para ello, una valoración 
alternatIva. 
., El pl~~ de alegaciones ~?nsiste, en defmitiva, en una fase previa a la redac-
CIOn defmIt1va de la resolucIOn que consiste en la elaboración de un borrador de 
prop~esta. del precio de trans~erencia de común acuerdo entre el particular y el 
funcIo~~o encargado de reVIsar la documentación, es decir, del instructor del 
pr~ced!~ento, donde se incluyen los términos del acuerdo, así como las hipó-
teSIS basIca y el contenido del informe anual. 
En todo caso, el contribuyente puede retirar la propuesta en cualquier 
momen.to anterior a la conclusión del pacto con la Administración o al posterior 
convemo con el Estado extranjero. 
Una. vez transcurrido~ 15 días desde la puesta de manifiesto del expediente a 
los partIculares, la autondad fiscal dicta la resolución administrativa que pone 
fin al procedimiento. 
En este acto administrativo fmalizador del procedimiento se consignan el 
lugar y la fecha de su formalización; la identificación de los sujetos pasivos y la 
descripción de las operaciones a las que se refiere la propuesta; los elementos 
es~ncIales del, método de valoración e intervalo de valores que se derivan del 
nusmo; e.l penod~ de tiempo al que se refiere la propuesta; la expresa aceptación 
de los sUjetos paSIVOS afectados por los efectos que se derivan de la aprobación 
de la propuesta y las razones o motivos por los que la Administración tributaria 
conside~a co~veniente la ~probación de la propuesta (art. 22 rus 782). Asimismo 
deberí~,mclu~se referenCia a los hechos que constituyen la base del negocio y la 
extensIOn del informe anual que debe presentar el contribuyente junto a las futu-
ras declaraciones del IS. 
782 E~ est~ precepto también se prevén los datos que deberán consignarse en los supuestos 
de desestunaclón de la propuesta. 
Por último, señalar que el arto 16.6 LIS establece el silencio negativo para los 
supuestos en que la Administración no dicta resolución respecto de la propuesta 
fonnulada. Este criterio ha sido recogido por el arto 22.6 RIS: «El procedimien-
to deberá fmalizar antes de seis meses contados desde la fecha de presentación 
de la propuesta de valoración ( ... ). Transcurrido dicho plazo sin haberse produ-
cido una resolución expresa, la propuesta podrá entenderse desestimada». No 
entendemos la razón que ha llevado al legislador a atribuir un carácter denega-
torio al silencio en relación a las APAs cuando, por el contrario, se ha decanta-
do por el silencio positivo en la regulación de otras instituciones transacciona-
les, como los planes de amortización (art. 5.7 RIS) o los planes de reinversión 
(art. 37.7 RIS). Esta misma crítica es realizada por PASCUAL PEDREÑ0783, quien 
alega que el establecimiento del silencio negativo en los APAs puede dejar a 
estas figuras sin relevancia práctica. 
d') Intervención de un segundo Estado 
Como hemos expuesto, en el acuerdo para fijar el precio de mercado de la 
operación realizada entre entidades o personas vinculadas pueden intervenir, 
frente al obligado tributario, varias Administraciones tributarias 784. De esta 
fonna se consigue que los Estados donde residen las diversas entidades vincula-
das apliquen los mismos criterios de valoración, evitando así la doble impo-
sición. 
Para ello se establece un procedimiento especial, que se inicia mediante la 
solicitud del sujeto pasivo de incorporar a otro Estado a la propuesta. En efecto, 
ha de ser la propia empresa sujeta al tributo la encargada de promover la incor-
poración de un segundo país al acuerdo. El momento procesal oportuno es el ins-
tante de presentar la propuesta (art. 26.1 RIS). La Hacienda Pública valorará este 
requerimiento mediante una decisión, que en caso de ser desestimatoria no 
puede ser impugnada. ElIo no impide que, una vez que la Administración espa-
ñola y el particular hayan acordado un método de valoración, aquélla tramite un 
procedimiento amistoso con la finalidad de evitar la doble imposición (art. 26.1 RIS). 
El instrumento jurídico mediante el que se celebra el convenio entre los 
Estados con los que España tiene suscrito un convenio de doble imposición es 
el procedimiento de acuerdo amistoso de consulta conducente a resolver de 
fonna negociada los problemas de doble imposición regulado en el Convenio 
Modelo de la OCDE de 1992 (art. 25) e incorporado por nuestro país a los 
783 PASCUAL PEDREÑO, E., Impuesto sobre Sociedades ... , cit., p. 214. 
784 GÓMEZ-PoMAR RODRÍGUEZ, J., «Los acuerdos previos ... », cit., p. 16, recomienda que los 
acuerdos sean bilaterales, esto es, que participen sólo dos Estados en la fijación del precio de mer-
cado. En estos casos, la incorporación de una tercera Administración tributaria al convenio será 
posterior a su conclusión. 
Convenios para evitar la doble imposición (art 26 2 RIS) 785 E 
art 25 d· .... n concreto, aquel 
. Ispone en su apartado pnmero: 
«Cuando una per~ona. considere que las medidas adoptadas por uno o ambos 
Estados contratantes. Impl.lc.an o pueden implicar para ella una imposición ue no 
sea conforme.a las dISpoSICIones del presente convenio, con independencia~ los 
recursos ~revlstos en el Derecho interno de esos Estados, podrá someter su caso ~::~~t~~:!:dá c~m~tente ddel Estado contratante del que sea residente o nacional 
ficación de l~ ! :¿ar;e en~o de un p~o de ~~~o años desde la primera noti~ 
. e . etermmante de la Imposlclon no conforme a las dis osi-~~nes del C?nvemo». ( ... ) 3.-«Las autoridades competentes de los Estados ~on-~te~ h;an lo pOSIble para. resolver de común acuerdo las dificultades o disi-
par. as u as q.ue plantea la mterpretación del Convenio mediante un acuerdo ~IStOSO. TambIén podrán ponerse de acuerdo para tratar de evitar la doble im :Ic~ón ~n /os ~asos no previstos en el Convenio», 4.-«Las autoridades com~ 
en es e os stados contratantes pueden comunicarse directamente entre sí a fin d~ llegar a un acuerdo según se indica en los apartados anteriores Cuand ~Ide~~ q~e este acuerdo.puede facilitarse mediante contactos per~onales,oe~~~~~= 
am 10 e puntos de VIsta puede tener lugar en el seno de una comisión com-
i~~!~> ~~~ representantes de las autoridades competentes de los Estados contra-
zar Por su parte, l~ l!nión Euro~ea ha establecido una vía específica para alcan-
C una .mI~ma fiJac!ó~ de preCIOS de trasferencia entre Estados miembros El 
on~emo, d e 23 de J?ho de 1990, relativo a la supresión de la doble imposi~ión 
en e caso e correCCIón de los beneficios de empresas asociadas dispone: 
«Cuando un Es!ado. contratante tuviere intención de corregir los beneficios de 
una empresa en ~phcaclón de los principios enunciados en el art 4 ( tr 1 
se encuentra la vmculación), informará con la debida antela .,. ;n e os que 
su inte~ción y le dará ocasión de informar a la otra empres~~o~e afo~~p::~: 
pueda Informar a su vez al otro Estado contratante ( ) SI· tr 1 q.. , 
.... , as a comumcaclon 
• 785 In~orme de la OCDE de 1995 (punto 4.140). Como ex lica SIMÓN Mi\: . 
trllje ... », Clf.,~. 2~, la utilización del procedimiento amistoso !el art 25 d 1 ModTAIrOMC·'D«El arbl-
acuerdos prevIos mtroduce·. . e e o E en los 
precios de transferencia. E~~ie~e~;z :cho p~ocedimd~n~o antes d~ cualquier corrección de 
como forma de solución de conflic~os d: do:ea .e pr~~, Imlento amistoso ha sido empleado 
habí~6actuado, comprob~d~ y modificando los p:J~:~~o;;~~~::i~~e la Administración ya 
Sobre este procedimiento amistoso v' 1 Int . la OCDE de 1984 Pr . d .' ease e orme del Comité de Asuntos Fiscales de 
« eclOS e transferenCia y emp 1 . . (capítulos II y IV) trad·d V resas mu tmaclOnales. Tres estudios fiscales» 
, UCI o por ILLA GIL J M dI· Informe la OCDE doc t ,. . e a, op. Clf., pp. 117 Y ss. En este mismo 
, umen a acerca del recurso post . b··· 
alcanza un acuerdo entre los Estados re tI. enor a un ar ItrllJe oblIgatorio si no se re~ci~, cuyo ~stablecimiento desaconsejic;a;í~l~sIri'~~:~:~la!vos de l~s pre~ios de transf~ 
trllje mternaclOnal sobre la fiíación de lo . d ti ~ convemo amistoso y al arbl-
R O b· . ~ s precIOS e trans erencla NAVARRINE S C A 
. ., Ar uraJe ... , cit., pp. 63 Y ss.· SIMON MATAIX M El b.'. . .., y SOREY, 
, , ., « ar Itrllje ... », cu., pp. 28 Y ss. 
de dicha infonnación, las dos empresas y el otro Estado contratante aceptasen la 
corrección, no serán de aplicación los arts. 6 y 7 (Procedimiento amistoso y arbi-
tral)>> (art. 5)187. 
Un ejemplo específico del mecanismo de establecimiento de precios de mer-
cados concordados se encuentra en el Convenio entre España y Canadá, cuyo 
arto 25.3 regula que «especialmente las Autoridades competentes de los Estados 
contratantes podrán consultarse a fm de llegar a un acuerdo ... b) Para que las ren-
tas de un residente en un Estado contratante y de cualquier persona asociada, 
según el artículo 9 (empresas asociadas), sean atribuidas de manera idéntica». 
Respecto a los países no pertenecientes a la Unión Europea con los que 
España no haya suscrito un Convenio para evitar la doble imposición la cele-
bración de acuerdos respecto a la fijación de los precios de transferencia se 
puede negociar mediante la vía diplomática (arts. 26.2 y 26.7 RIS). 
Hay que aclarar que la incorporación de una Administración extranjera al 
convenio no es obligatoria, pues el arto 16.6 se limita a establecer una potestad 
del Estado español. Esto significa que caben los acuerdos cuyas únicas partes 
sean la Hacienda Pública española y el obligado tributarlo (acuerdo unilateral). 
Sin embargo, la OCDE aconseja que cuando el Estado o Estados donde las 
empresas vinculadas tengan su sede haya suscrito con otro país un convenio para 
evitar la doble imposición, la autoridad correspondiente les informe del acuerdo 
celebrado con la empresa residente, para que puedan incorporarse a este acuer-
do si lo consideran adecuado. 
Si los dos o más Estados llegan a un acuerdo, lo pondrán en conocimiento 
del sujeto pasivo, quien puede oponerse a él en un plazo de diez días, transcu-
rrido el cual se considera que da su aprobación (art. 26.4). La negativa del par-
ticular a dicho acuerdo provoca la desestimación de la propuesta (art. 26.5). 
Cuando, por el contrario, el ciudadano dé su aprobación el acuerdo se formali-
zará en un documento con el contenido establecido en el arto 26.6 RIS. 
Si, finalmente, ambos Estados son incapaces de culminar el acuerdo, éste 
puede concluirse entre el Estado donde reside y el propio obligado tributario 
(art. 26.9). 
Por último, es necesario destacar la conveniencia de que la reglamentación 
de los APAs no se limite a contemplar los supuestos en que es el Estado español 
el que solicita a otro la incorporación a un acuerdo que se negocia con una 
empresa situada en nuestro país, sino que se prevean y regulen los casos en que 
España es reclamada para unirse a un acuerdo celebrado entre otro Estado y una 
empresa ubicada en ese país, aunque con filiales en el nuestro 788. En este senti-
do se pronuncia el arto 26.10 RIS, que extiende el procedimiento previsto a los 
casos en que la Hacienda Pública de otro Estado solicite al español la iniciación 
787 DOCE 20-8-90. 
788 Así lo recomienda GóMEZ-POMAR RODRÍGUEZ, J., «Los acuerdos previos ... », cit., p. 18. 
d de un p~ocedimiento dirigido a suscribir un acuerdo sobre métodos de valoración e preCIOS de transferencia. 
b) Vinculación 
b Una v~z concluido el acuerdo, todos los intervinientes quedan obligados a su ~ serv~cIa (art. ~ ,RIS) 7~9. Esto se traduce en que la empresa deberá valorar la 
peracIon en ~estIo~ segun .el precio fijado en el pacto y las Administraciones 
partes ~o podran modIficar dIcha autoliquidación si la sociedad se ha aJ'ustado al 
convemo. 
. Para qu~ la Hacien~ Pública pueda comprobar si los precios de transferen-~Ia que realIza el ~ontnbuyente se adecúan a los métodos de fijación estableci-
.os en el APA, aSI como ~onstatar la continuidad de los presupuestos que cons-~Ituy~ ~a bas~ de~ ,negocIO, .~s conveniente imponer al particular, como deber 
orm , a o~hg~~IOn de faCIlItar un informe cada período impositivo sobre la 
cor:
ecta 
aphcacIOn ~el precio convenido 790. Así lo prevé el RIS (art. 27), ue 
obhga .adPresentarlo.Junto a la declaración del Impuesto sobre Sociedades 791qEl 
cont.em o de este mforme se precisa en el art 27 RIS D t l' • 1 Ha 1 da Públ' . . e es a 10rma a 
. l' C en lca constatará el cumplimiento del acuerdo a través de dichos 
mlormes anuales. 
, J~to a esta verificación. a través de los informes anuales, la Hacienda Pú~hca p~ede ~on~~lar al sUjeto pasivo utilizando sus potestades de com ro-
bacIón e mvestIgacIOn ordinarias. Como ya expusimos al e . 1 P jas de los APA 1 1 b . , xammar as venta-
ti . dad . s, a ce e raCIOn de estos pactos no excluye la realización de a~ VI es mspecto~s que, eso sí, en ningún caso podrán replantear el conte-
mdo d~l 'pact~" debIdo a la v.inculación que nace del acuerdo también ara 
la AdmmIstracIOn. En este sentIdo se pronuncia el art 24 3 RIS' La In p. , d 1 T 'b '. . « speccIOn :ro. ~s ~ ~tos, en su~ actuaciones de comprobación e investigación reali-~rito as SIgUIentes funCIones: a) Comprobará que los hechos y operacion~s des-
s en la propuesta aprobada se corresponden con los efectivamente habi-
789 El efecto vinculante que d' de I . 
EE.UU (Rev.Proc. 96-53, secció:~~a 01)' o: preCIOS de transferencia se afirma tajantemente en 
With ... », cit., p. 1520. En nuestro aís Ció' er, por todos, SCHWARlZ, M., y otros, «Working 
cit., p. 18. P , MEZ-POMAR RODRÍGUEZ, J., «Los acuerdos previos ... », 
790 La p ta'ó d . 
Punto 4 138)reEsenEEcI UUn e este mforme anual es recomendada por la OCDE (Informe de 1995 
. . n . . se encuentra expres t Id'(sección 11.01). amen e regu a o en el Revenue Procedure 96-53 
791 BERGQUlST P J E' . 
informe aisladam 'te 'ai'ó« xpenence ... », Cit., p. 399, se cuestiona la procedencia de presentar el 
quidación anual d:nforma rq~~~e~ompettrenlteadaPara celleb~ar el acuerdo o su inclusión en la autoli-
a con o por os organos de la Inspección. 
dos; b) Comprobará que la propuesta aprobada ha sido correctamente apli-
cada» 792. 
Por otra parte, si los resultados de aplicar la metodología pactada difieren de 
los establecidos en el Margen Delimitado, que son los que se alcanzarían valo-
rando el precio de transferencia a precios de mercado, debe permitirse que el 
contribuyente realice un ajuste, siempre que esos resultados se encuentren den-
tro del margen de los Límites Específicos. 
c) Período de vigencia 
El arto 16.6 US establece expresamente un período de vigencia del acuerdo 
de tres años. Sin embargo, en nuestra opinión podría aceptarse que, una vez 
transcurrido ese tiempo, el obligado tributario solicitase una renovación ya sea 
previa renegociación de sus términos o con el mismo contenido 793. En este sen-
tido, el Revenue Procedure 96-53 (sección 11.08) prevé la posibilidad de que el 
acuerdo se renueve una vez transcurrido su plazo de vigencia, siempre que 
el contribuyente y la Administración estén satisfechos con el resultado obte-
nido. 
La solicitud de renovación debería ser hecha por el sujeto pasivo, ajustando, 
si 10 considerara necesario, las hipótesis básicas, los hechos y cálculos conteni-
dos en el acuerdo inicial. 
792 En el mismo sentido, la sección 11.03 del Revenue Procedure 96-53 dispone que a) Si la 
Inspección lleva a cabo una comprobación sobre un ejercicio incluido en el acuerdo previo, no 
podrá modificar el método para la determinación del precio de trasferencia acordado. b) Sólo se 
podrá comprobar: 1. El cumplimiento de buena fe del contribuyente con los términos y condi-
ciones del acuerdo. 2. Si las cuestiones materiales incluidas en el acuerdo y el informe anual 
siguen siendo válidas y reflejan fielmente las operaciones del contribuyente. 3. Si los datos y los 
cálculos realizados al aplicar el método son correctos desde el punto de vista puramente material 
o de hecho. 4. Si las hipótesis básicas (<<critical assumptions») sobre las que se asienta el acuer-
do siguen siendo válidas. 5. Finalmente, si el contribuyente ha aplicado de forma consistente el 
método y las hipótesis básicas incluidas en el acuerdo. 
En parecidos términos, CASERO BARRÓN, R., «Los acuerdos previos ... », cit .. p. 996, expone 
los supuestos tasados en los que la AEAT puede realizar trabajos de investigación y comproba-
ción sobre los APAs: que los elementos fácticos y circunstanciales tomados en cuenta para llegar 
al acuerdo son los que se producen en la realidad. Que los presupuestos determinantes y circuns-
tancias económicas que sirvan de premisa al acuerdo no se han modificado o variado. Que el 
método de determinación de los precios de transferencia establecido en el acuerdo se ha aplica-
do correctamente por el contribuyente. Que los resultados o precios previstos en la conclusión de 
un acuerdo han sido alcanzados en la realidad. 
793 En este sentido se pronuncia la OCDE en su Informe de 1995, punto 4.143. Como explica 
PALAO TABOADA. c.. Los precios de transferencia. en PALAO TABOADA, c., Y otros, Temas pendien-
tes de Derecho Tributario. Cedecs. Barcelona, 1997, p. 28, la limitación a tres años obstaculiza 
la efectiva aplicación de las APAs. 
d) Invalidez 
El APA sigue, lógicamente, en este aspecto las directrices propias de todos 
los contratos de Derecho público transaccionales a los que pertenece. Por ello 
respecto de las causas de nulidad y anulabilidad nos remitimos al capítulo terce~ 
ro de este trabajo (epígrafe V) 794. 
Por 10 ql!e respecta a la impugnación del APA por los motivos establecidos 
para ello e, rnc1uso, a la impugnación de la decisión de la Hacienda Pública de 
no llevar a c~bo el ~ro~ed~iento de acuerdo, el sujeto pasivo habrá de esperar 
a que l~ ~~cIenda Púbh~a dIcte el acto de liquidación (art. 23 RIS). Ello supone 
un perJwCI? para el particu!ar que cree apreciar en el acuerdo sobre precios de tr~sferencIa la concurrencI~ de ~a causa de nulidad o anulabilidad, o que no 
esté conforme con la desestImacIOn de la solicitud de inicio del procedimiento 
de acuerdo 795. 
IrnJ?orta destacar que, al. igual que la Administración no puede replantear el ~onte~do de un ~A medIante el ejercicio de sus facultades inspectoras, es lffiPOSIbl~ que el CIUdadano fundamente su recurso en una discrepancia con 
el conterudo del acuerdo, como consecuencia de la naturaleza transaccional de 
10sAPAs. 
. C.onsideramos conveniente examinar con un poco más de detenimiento la ~va1idez del ~~~rdo. Po! supresión de la base negocial, esto es, cuando se oca-
SIOna una vanaCIOn sI~ficativa de las circunstancias económicas existentes en 
el momento de aprobacIOn de la propuesta En este sentido, el arto 16.6 US sólo 
contemp~a el sup~es~o de que se produzca «una variación significativa de las cir-
cunstanCIas e~~noffilcas existentes en el momento de la aprobación de la pro-
puesta», permItIen~o entonces que la misma sea modificada para adecuarla a las 
nuevas ClfCunstanCIaS. 
794 El Informe de la OCDE de 1995 prevé expresamente la anulación, incluso retroactiva del a~u~rdo en casos de fraude o ~ manipula~ión de la información en el desarrollo de las n~go­
ClaClOnes o en los supuestos de mobservancla por el contribuyente de las condiciones prevista en 
el APA (punto 4.139). 
Del mismo modo, el Rev. Proc. 96-53 (sección 11.05) impone la revocación del acuerdo 
cuando el IRS determine q~~ ha habido fraude por parte del contribuyente en relación con los hec~~: declarados. en la SOh~ltu~, del acuerdo previo o mala fe en el cumplimiento del pacto. 
La ausencia de .expbcaclOn de esta postura se veía incrementada en el Proyecto de RIS 
ya que .el ~ 16.2 de dicho Proyecto preveía la posibilidad de impugnar directamente el acto d~ det~~maclOn del valor n~rmal de mercado emitido por la Administración en el curso de un pro-ced~llliento de comprobac.lón. Esta regulación fue criticada por el Instituto de Fiscalidad Inter-
naclon:u. en su~ ~bservaclones al proyecto de RIS. publicadas en Quincena ...• cit. p. 47 En la 
redacCión definitlv~ del RIS se prevé que «el acto de determinación del valor normal de ~erca­
do podrá ser recumdo por ~~ ~~es vinculadas al ejercitar los recursos y reclamaciones que procedan.con~ el acto de hquldaclOn correspondiente al período impositivo en el que se realizó 
la operación vmculada» (art. 15.2). 
Esta cláusula da cabida, con carácter general, a la regla de la supresión de la 
base del negocio cuando la modificación provoque bien la destrucción de l~ rela-
ción de equivalencia entre las prestaciones de la Administr~ci~n ~ ~l oblIgado 
tributario o bien la imposibilidad de alcanzar el fm del negOCIo JundICO, esto es, 
el interés público. Como puede apreciarse, sin embargo, dicha m~~a ~eneral 
se ve limitada en los APAs en dos sentidos. Por un lado, la LIS solo Justifica su 
aplicación cuando se hayan alterado las circunstancias económicas, pero no las 
normativas. Por otro, sólo se prevé la modificación del contrato y nunca su reso-
lución; aunque el Reglamento del hnpuesto sobre Sociedades sí recoge la ~osi­
bilidad de rescindir la resolución por la que se aprobó la propuesta de precIo de 
transferencia (art. 28.3 y .4). En concreto, el arto 28.6 establece q~e «la rev~ca­
ción de la resolución por la que se aprobó la propuesta de valoracIOn deterrnma-
rá la extinción de los efectos previstos en el artículo 24 de este reglamento (efi-
cacia vinculante), en relación a las operaciones que se realicen con posteriori~ad 
a dicha revocación. En este caso, las operaciones realizadas entre las partes vm-
culadas se valorarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 16 de la Ley del 
hnpuesto» . 
Se plantea, en este punto, la cuestión del sentido de «variación signific~tiva 
de las circunstancias económicas». Para dilucidarla, consideramos convemente 
fijarnos en el criterio del Revenue Procedu:e 96-53 (secció~ 11.07), que hace 
depender la vigencia del acuerdo sobre preCIOS de transferencIa de la pe~an~n­
cia de las «hipótesis básicas» (<<critical assumptions»), esto es, de los cntenos 
objetivos de carácter económico y empresarial que ~uer~~ fundame~ta1es para la 
fijación por el contribuyente del método de determmacIOn de~ prec~o .de trasfe-
rencia en cuestión y sobre las que existe un consenso entre los mtervmIentes res-
pecto a la necesidad de que perduren durante e.l período ~e vi~encia del APA. 
Estas hipótesis deben ser propuestas por el contribuyente ~ mcl~l1das en el acu~r­
do. Como contenido imprescindible del acuerdo deben mclulfse aquellas Clf-
cunstancias fácticas o jurídicas que sirven de base a la metodología pactada exis-
tentes en el momento del contrato y cuya alteración provoca que dicha metodo-
logía se despegue del valor de mercado (arm's length). 
La «variación significativa» del arto 16.6 debe dar lugar a una discordancia 
entre el precio de transferencia al que se llega aplicando la metodología pacta~ 
y el que corresponde a los verdaderos precios de mercado, lo que provocara 
siempre un perjuicio al contribuyente? a.la Hacienda ~blic~. El Rev.Proc. con-
sidera como supuestos tanto las vanaCIOnes que están baJO el control de la 
empresa (una modificación en la estrategia empresari~ o el cese d~ una rama de 
la actividad cubierta por el acuerdo), como las alteraCIOnes que estan fuera de su 
control (una disminución significativa de la cifra de ven~as presupue~t~das). 
Como ejemplos de «hipótesis básicas» BERGQUIST 7% menCIOna las condICIOnes 
796 BERGQUlST, P. , «Experience conceming ... », cit., p. 399. 
económicas en el país extranjero donde opere o en las específicas de la actividad 
empresarial del contribuyente y la posición relativa del contribuyente en el mer-
cado exterior; así como que los ajustes que realiza la empresa caigan dentro del 
~arg~n ~elimitado (<<Designated Range») o de los Límites Específicos (<<Speci-
fIed LlffiItS»). Como hemos reiterado, si los resultados caen dentro de estos últi-
mos Límites serán ajustados a través de la modificación del APA. Sin embargo, 
si caen fuera, el acuerdo debe resolverse. 
El procedimiento que ha de seguirse para modificar la propuesta por la alte-
ración de las circunstancias se encuentra recogido en el RIS (art. 28). En este 
precepto se otorga competencia para iniciar el procedimiento tanto a la 
Administración tributaria como al sujeto pasivo y se prevé una tramitación 
diversa según el. expediente haya sido suscitado por una u otro. El procedimien-
to puede conclulf de tres formas: 1. aceptando la propuesta de modificación de 
la resolución que aprobó el método de valoración, que tendrá los efectos vincu-
lantes regulad~s en el arto 24 del mismo Reglamento, en relación a las operacio-
nes que se realIzan con posterioridad a la aceptación (art. 28.5); 2. revocando la 
r~solución, lo qu~ dará lugar a la ausencia de efectos vinculantes de las opera-
CIOnes que se r~alIc~~ con posterioridad a la revocación; 3. desestimando la pro-
puesta ~~ modIficacIOn y confrrmando la resolución que aprobó la propuesta de 
valoracIOn. 
Por último, sólo destacar que cuando la Administración de un Estado consi-
dera inválido un acuerdo debe informar al resto de países contratantes. La modi-ficac~ón de la resolución que aprobó la valoración requiere que se modifique 
tambIén el acuerdo con las Administraciones extranjeras (art. 28.9). 
C) CONCLUSIÓN: EXTENSIÓN DE LOS ACUERDOS 
PREVIOS SOBRE LOS GASTOS EN CONCEPTO 
DE CONTRIBUCIONES A ACTIVIDADES DE INVESTIGACIÓN 
Y DESARROLLO, SOBRE LOS GASTOS EN CONCEPTO 
DE APOYO A LA GESTIÓN Y SOBRE EL COEFICIENTE 
DE SUBCAPITALIZACIÓN 
En resumen, los acuerdos previos sobre precios de transferencia regulados en 
el arto 16.? LIS son verdaderos contratos de Derecho público transaccionales, 
cuya finahdad central consiste en la fijación de la metodología que ha de apli-
carse para cuantificar dicho precio. 
Sería conveniente que se realizara una armonización de las prácticas relati-
vas a los APAs entre los diversos países que utilizan esta forma de actuación. De 
esta manera se fijarían las directrices que habrían de seguirse en el procedi-
miento amigable para alcanzar un acuerdo entre los Estados cuando un sujeto 
pasivo solicitase en uno de ellos la celebración de un APA 797. 
En este sentido, conviene resaltar la tendencia actualmente existente en 
EE.UU, en base al éxito obtenido con esos pactos, que reclama la posibilidad de 
celebrar acuerdos previos no sólo respecto a los precios de transferencia 798. Así, 
deberían extenderse a la resolución de todas las incertidumbres que el obligado 
tributario crea conveniente presentar ante la Hacienda Pública y respecto de las 
cuales ésta no encuentre una solución clara y unívoca. 
En esta línea de tendencia se encuentra el Proyecto de Ley de Derechos y 
Garantías de los contribuyentes, cuyo arto 8 contempla la posibilidad genérica, 
sin implicar una habilitación, de «acuerdos previos de valoración»: «Los contri-
buyentes podrán solicitar a la Administración tributaria, cuando las Leyes o 
Reglamentos propios de cada tributo así 10 prevean, que determine con carácter 
previo y vinculante cuál será la valoración, a efectos fiscales, de rentas, produc-
tos, bienes, gastos y demás elementos del hecho imponible». Tal Y como está 
redactado este precepto, caben dos interpretaciones de la figura jurídica que 
recoge: o bien se trata de un supuesto de contestación vinculante a consulta, pues-
to que sólo prevé la vinculación por parte de la Administración; o se considera 
como la previsión de un régimen jurídico muy básico de las transacciones que 
se celebren sobre valores inciertos con anterioridad a que se realice el presu-
puesto de hecho. Lo más recomendable sería, sin duda, que el arto 8 se decanta-
ra en este segundo sentido, para 10 cual sería imprescindible que el legislador 
matizara su redacción, estableciendo expresamente la vinculación del particular 
al contenido de la resolución administrativa, de forma que se encuentre obliga-
do a otorgar el valor pactado al bien o derecho en cuestión cuando surga la obli-
gación de liquidar el tributo. 
Es deseable sustituir la decisión unilateral de la Hacienda Pública por un 
convenio en los supuestos en que la valoración sea incierta. Como ha sido expli-
cado, en tales casos el acto administrativo no garantiza una mayor justicia y, ade-
más, no provoca la vinculación del ciudadano a la val~ra~ión, 10 que va en ~!­
juicio de la paz jurídica. Si la figura del arto 8 se reconvrrttera en una transaCCIon 
-para 10 que sería imprescindible establecer la vinculación del particular a la 
valoración y restringirla a los supuestos en que concurrieran los presupuestos 
797 Así lo propone la OCDE en su Infonne de 1995 (punto 4.165). Un ejemplo de esta co~a­
boraci6n se puede encontrar en el acuerdo que los miembros de la Asociaci6n de.Administracl~­
nes Fiscales del Pacífico (EEUU, Canadá, Australia Y Japón) han celebrado relatIvo al estableCI-
miento de unas directrices comunes en el tratamiento de los APAs, de fonna que los contribu-
yentes ya no tengan que realizar una solicitud de acuerdo en cada país, a la vez que recibe el 
mismo tratamiento con independencia de en qué Estado se desarrolle el procedimiento de APA. 
Sobre este acuerdo véase, TuRRO, J., «Tax Administrators Reach Consensus on APA Guidelines», 
Tax Notes, 1994, vol. 65, n.º 7, pp. 813 y ss. 
798 Expuesto por WRAPPE, S.C., «The lRS expands use ... », cit., p. 804. 
legitim~ores de est~ tipo de contrato: incertidumbre, contraprestaciones, etc.-
recordaría los «closI?g agreement» existentes en EE.UU., en su vertiente de 
acu~rdo sobre ma~enas concretas. Como ya ha sido analizado en este mismo 
~apItulo, los «c~osmg a~~~ent» se manifiestan en tres tipos, dos de los cuales 
tlenen co~o objeto la fiJacIon de cuestiones específicas con relevancia tributaria 
con eficacI~ sobre períodos impositivos ya transcurridos o futuros (Formulario 
906 -«Closmg Agreeme~t on Final Determination Covering Specific Matters»). 
A estos efectos resulta mteresante señalar que el Rev Proc 68 16 . 7 03 . . - ,seCCIOnes 
. y 7.06 establecen ~a pro~bició~ de que la Administración realice ningún 
contrato sobre.el tratamIento tnbutano de una materia en años posteriores cuan-
do ese tratamIento dependa de circunstancias que sólo se producirán tras el 
acuerdo y cuando dicho tratamiento dependa de una actuación futura del contri-
buyente 799. 
También en Alemania se han admitido las transacciones sobre valoraciones 800 des~~do a este respecto la llamada «tributación global» (<<Pauschalbesteuerung»)' ~sta ul.ttma ~gura ,se enc~entra profusamente regulada en el ordenamiento jurí~ 
dICO tnbut~o? aSI por ~Jemplo, el par. 12 de la Ley reguladora del Impuesto 
sobre transrntsIOnes patnmoniales (Grunderwerbsteuergesetz --GrEStG-) es~blece ~ue «l.a Ad~is~ación tributaria puede, con el consentimient~ ~~ 
o~hgado.tnbutano, prescmdir de la averiguación exacta del importe del tributo y 
fijar ~l,tnbuto en una cuantía global, cuando de esta manera se simplifique la tri-
butacIon y los resultados fiscales no se modifiquen de forma esencial», o el par. 
50.7 de la Ley regula~ora. de~ ~puesto sobre los ingresos de las personas físi-
cas y ?e los empresanos I~dIvIdu~es (Einkommensteuergesetz -EStG-), el 
c~ dIspone que «las autondades tnbutarias superiores de los Lander, o la auto-
nda~ fiscal en la que hayan delegado, pueden, con acuerdo del Ministro Federal 
de Fmanzas, condonar todo o parte del Impuesto a los obligados tributario e 
supuestos tasa~os o fijar. dicho impuesto en una cuantía global, cuando :11~ 
resul~ proporcI?n~do temendo en cuenta razones de economía nacional o sea 
e~pecIa1mente dIfícIl el cálculo individual de los ingresos» 801. Como puede apre-
CIarse, la ~<Pa~~chalbesteue~ng» s~ encuentra prevista para los supuestos en que 
la determmaCI?n ~e la base Impomble presenta dificultades importantes, y tiene 
como. fi? .la fiJac~on de es~e .elemento del presupuesto de hecho con la mayor 
verosImih~~ poSIble. Por ultImO, queremos señalar que en los casos en que esta 
fi?w:~ se uttl~za por razone~ de econo.mía n.acional, no se trata de un negocio de 
fiJacIon, debIdo a la ausenCIa de una mcertIdumbre, sino de una subvención 802. 
799 V' S ease ALTZMAN, ¡Re ... , cit., pp. 9-48 y ss. 
800 BFH de .1l-12-1984 -BStBl. 11 1985,345. DStR 1985,283-' FG Saarland EFG 1986 214 
801 En el mI m fd 1 3 ' , . 
.. s o sen 1 o, e par. 1 de la Ley reguladora del Impuesto sobre el Patrimonio 
(Vennogensteuergesetz -VStG-), entre otros. 
802 En este sentido, SEER, R., Verstiindigungen ... , cit., p. 253, nota 380. 
Volviendo a la situación española, la legislación ha implantado otras figu-
ras que responden claramente al espíritu negociador de los APAs, y son los 
acuerdos previos sobre gastos en concepto de contribuciones a actividades de 
investigación y desarrollo, los acuerdos previos sobre gastos en concepto de 
apoyo a la gestión y los acuerdos previos sobre el coeficiente de subcapitali-
zación. 
En efecto, dentro de la tendencia existente en torno a la implantación de 
acuerdos previos en las operaciones que tienen lugar entre empresas vinculadas, 
la LIS amplía a los siguientes campos la posibilidad de valorar concordadamen-
te: los gastos en concepto de contribuciones a actividades de investigación y 
desarrollo realizados por una entidad vinculada (art. 16.4), los gastos en con-
cepto de servicios de apoyo a la gestión prestados entre empresas vinculadas 
(art. 16.5) Y el coeficiente de subcapitalización aplicable a la cifra del capital fis-
cal en los supuestos de endeudamiento neto remunerado de una entidad con otras 
empresas no residentes en España con las que esté vinculada (art. 20 LIS). 
Como puede apreciarse, se trata de acuerdos previos con un objeto distinto 
al tratado hasta ahora, por lo que la licitud de su utilización ha de provenir de 
una habilitación propia. Dicha autorización legal se encuentra en los preceptos 
ya citados: arts.16.4, 16.5 Y 20 LIS. 
Sin embargo, la normativa aplicable a todos ellos es la contenida en el arto 
16.6 LIS. En este sentido, en el supuesto de los acuerdos previos sobre gastos 
(arts. 16.4 y 16.5) es el propio arto 16.6 el que engloba dentro de los APAs a estas 
materias (<<La propuesta también podrá referirse a los gastos a que se refieren los 
apartados 4 y 5»). Mientras, por lo que respecta al coeficiente de subcapitaliza-
ción, el arto 20.3 LIS remite expresamente a aquel artículo 16.6 (<<Cuando medie 
un convenio para evitar la doble imposición y a condición de reciprocidad, los 
sujetos pasivos podrán someter a la Administración tributaria, en los términos 
del arto 16.6 de esta Ley, una propuesta para la aplicación de un coeficiente dis-
tinto del establecido en el apartado 1»). 
Merece detenernos brevemente en los acuerdos previos de subcapitalización. 
Como explica TOME 803, las sociedades vinculadas realizan, con la fmalidad de 
reducir sus bases imponibles, operaciones de endeudamiento que provocan una 
deuda superior a la que se hubiera producido en condiciones normales de mer-
cado entre partes independientes. Para evitar esta situación, las normas sobre 
subcapitalización establecen que «cuando el endeudamiento neto remunerado, 
directo o indirecto, de una entidad con otra u otras personas o entidades no resi-
dentes en territorio español, excluidas las entidades fmancieras, con las que esté 
vinculada exceda del resultado de aplicar el coeficiente 3 a la cifra de capital fis-
cal, los intereses devengados que correspondan al exceso tendrán la considera-
ción de dividendos». 
803 TOMÉ, B., Operaciones vinculadas y subcapitalización, en AA.VV., Guía del Impuesto 
sobre Sociedades, CISS, Bilbao, 1996, p. 372. 
Sin embarg~, el mis~o arto 20.3 LIS otorga la posibilidad de celebrar un 
pact? que tendr~ como objeto la determinación de un coeficiente distinto al esta-
b~~CIdo co~ caracter general (3) cuando el sujeto pasivo se encuentre en la situa-
CIOn .descnta en el aparta~o primero del mismo precepto. Este porcentaje puede 
m~~carse c~and~, medIando ~n convenio para evitar la doble imposición y 
eXIstiendo. reCIprocIdad, ~l contnbuyente considere que no corresponde con el 
endeudamIento que ha~na ~canzado en condiciones normales de mercado 804. 
En este caso, la d~te~macIOn. d~l, coeficiente que se ajuste al mercado se inte-
gra dentro de ~ ambIto de fijaCIOn, muy incierto, cuya resolución se hará de 
form.a transaCCIOnal. Los presupuestos y procedimiento de estos pactos son los 
p~~pIOS d~ los APAs, por remisión expresa del arto 20.3. En consecuencia tam-
bIen habran de celebrase c~n anterioridad a que se realice el presupue~to de 
hecho, que en este caso conSIste en la operación que genera el endeudamiento 805. 
. Por último, y respecto al contenido de la solicitud que debe presentar el con-
tnbuye.nte, la propuesta debe contener una documentación diversa según tenga 
por objeto ga.st?s de investigación y desarrollo (art. 19.3 RIS), gastos en con-
cep~o ~e S~r;ICIOS de apoyo a la gestión (art. 19.4 RIS) o el coeficiente de sub-
capItalIzacIOn (art. 19.5 RIS) 806. 
D) LOS PLANES DE AMORTIZACIÓN 
Previ~tos .~n el arto 11.I.d LIS, su objeto es el establecimiento de un sistema 
~e amort~acIOn para. u~ elemento del activo del contribuyente, con caracterís-
tIcas ~ropI~~ y no comcIdentes en todos sus términos con los otros métodos de 
cuantIficaCIOn legal y r~glamentariamente establecidos, y que es aplicable 
«cuando en base a unas cIrcunstancias de carácter permanente que concurran en 
804 L 'd'ó a conSI eracI. n. como abono de intereses como remuneración por la fmanciación pres-
tado o co~o pago.de dlVldendo.s ~onlleva muy diferentes consecuencias jurídicas, pues mientras 
qu~ los prmIeros tIenen la condICIón de gastos deducibles para la entidad pagadora los segundo 
se mtegran en su base imponible. ' s 
805 Este aspect~ temporal es criticado por RODRÍGUEZ, J. F., Subcapitalización en El nuevo Impues~o ~obr~,SoCledad~s, T. 5, Expansión, Madrid, 1995, pp. 336 y 337, pues en'su opinión la 
s~bcapItalIzaclOn ~o es. SIempre producto de una operación puntual, como en el caso de los pre-
CIOS de transferencIa; smo q~e puede ser el resultado de una serie de pérdidas, que se manifiesta 
d
una vez que hayan transcurndo las operaciones de financiación realizadas con entidades no resi-
entes. 
• 806 En EE.UU. la documentación exigible a las propuestas que versen sobre «R&D cost sha-
nng agreements» se encuentra en la sección 5 05 Rev Proc 96 53 Y es la &echa ' 1 d d d' . . , .. . - e 11 en que comenzo 
~ acu~r ~, e Is~b~cI~n; ~l texto del acuerdo; la naturaleza de la investigación; qué gastos de 
mvestIgaclOn ser~ dIStnbuIdos y la manera de distribuirlos; los márgenes de beneficio bruto 
neto de c~da p~cIp~te ~orrespondientes a los últimos cinco años y los proyectados para los d:S 
períodos ImpOSItIvos SIgUIentes en relación al área cubierta por el acuerdo de dI'stn'b 'ó d 
tes' los té in b' 1 al UCI n e cos-
, rm os aJo os cu es podrán unirse al acuerdo nuevas partes y retirarse las existentes. 
la actividad por ellos desempeñada, los elementos amortizables estén some~idos 
a una depreciación física o técnica superior a la normal, como puede ocurnr en 
los casos de explotaciones con tumos de trabajo, etc., que no contempla la nor-
mativa general» 807. Las cantidades fijadas en dicho plan se conside~a que ~~rres­
ponden a la depreciación efectiva que ha sufrido un elemento del rnmovIliza?o 
material o inmaterial, debido a funcionamiento, uso, disfrute u obsolescencIa, 
por lo que serán deducibles en la determinación de la base imponible del IS 808. 
Los planes de amortización pueden celebrarse no sólo en relación a la tribu-
tación de los sujetos pasivos del IS, sino también en otros ámbitos en que la 
amortización es un concepto relevante para la determinación de la base imponi-
ble, como ocurre en ellRPE Más en concreto, los planes de amortización p0?rán 
celebrase en los siguientes supuestos: a) tributación de las sociedades sUjetos 
pasivos del Impuesto de Sociedades en todo caso; ?) tributación d.e las ~rsonas 
físicas profesionales y empresarios cuando deterrmnen sus bases lffipom?l~s en 
régimen de estimación directa (Impuesto sobre la Renta de las Personas FlSlCas); 
c) tributación de los inmuebles arrendados o los bienes cedidos cuando su depre-
ciación sea mayor del 1 '5 % o de los porcentajes establecidos por el Ministro de 
Economía y Hacienda, respectivamente 809. 
1. Naturaleza jurídica: contrato de Derecho público transaccional 
En opinión de parte de la doctrina 810, que compartimos, los pl~es de amor-
tización son verdaderas transacciones tributarias. En efecto, medIante su cele-
807 POVEDA BLANCO, F., «Tratamiento fiscal de las amortizaciones», CT. 1982, n.Q 42, p. 163. 
808 Los planes de amortización ya estaban previstos en el derogado Reglamento del IS. 
809 En relación a este supuesto, el RlRPF establece que el cálculo de la amortización para el 
primero no puede exceder del 1'5 % sobre el valor computable por el Impuesto sobre el Patrimo-
nio, y respecto a los bienes muebles cedidos con el inmuebl~, no. pueden ex~eder del resul~d? de 
aplicar a los valores de adquisición los coeficientes de amortizaCIón determIna~os ~or el Mlffis~ 
de Economía y Hacienda (art. 8.Dos). El contribuyente puede fijar una amortizacIón por debajO 
de estos porcentajes. Junto a esto PÉREZ Royo (PÉREZ Royo, l., Manual de/.Impuesto sobre fa 
Renta ... , cit .• p. 111), entiende que también puede fijarla por encima de ellos, SIempre que e~ su~e­
to pasivo pruebe que la depreciación así amortizada ha sido efectiva, pues ~o. que el arto 8 ~I~fi­
ca es que por debajo de los porcentajes fijados se entiende probada el reqUiSIto de la efechvI~. 
Sobre esta base, nosotros opinamos que será posible la realización de un plan cuando el sUjeto 
pasivo considere que el bien inmueble que arrienda o los bienes muebles cedidos con él se depre-
cian en mayor medida que la establecida por el RIS. 
8\0 GARDE ROCA, J. A., Presentación. enAA.VV, Convenci6n .... cit .. p. 14; RAMALLO ~s­
SANET, l, Prólogo al libro de ARRIETA MARTINEZ DE PISÓN, l, Las actas ... , cit., p. 21; del mIsmo 
autor, La eficacia de la voluntad ...• cit .• p. 238; ZoRNOZA PÉREZ, l l, ~Qué podemos apr~n­
der ... ? cit .• p. 170; MALVAREZ PASCUAL, L. A., La nueva regulaci6n de/Impuesto so~re ~oCle­
dades: el régimen general. CEF, Madrid, 1996, p. 235; SERRANO ANTÓN, F., La tennmacI6n ...• 
cit., pp. 85 Y 97. 
braci?n se busc~ la eliminación de una controversia en tomo a la depreciación 
efectIva de un ~Ien, estableciendo concertadamente en su lugar el gasto deduci-
ble de f~a vrnculante para la Hacienda Pública y el contribuyente a través de 
mutuas ceSIOnes en sus posturas iniciales. 
. Debi~~ a la causa de fijación que tienen los planes de amortización es un cri-
teno unarnme en la doctrina el alejamiento por parte de los planes así concebi-
dos de los llamado~ ~<planes de amortización acelerada» regulados en la Ley 
95/1960, ~ 22 ~ dIcIembre, sobre modificaciones tributarias. El arto 1 de esta 
Ley recogIa dos hpo~ de .~lanes de amortización: los planes especiales (art. 1.1) 
Y los ~lanes de amortIzaCIOn acelerada. Estos últimos constituían en realidad un 
rncent.Ivo ~scal a la inversión 811, Y no fueron integrados dentro de los plane~ de 
amo~lZacIOn ~egulados en el arto 55 del derogado R.D. 2631/1982 812, pues como ~xpl~~a GARCIA NOV?A, «la amortización según plan no es, por tanto, una amor-
tlzaCIOn acelerada, srno un medio de fijar un porcentaje de amortización distin-
to ~ de las tablas, pero que también es amortización efectiva, siendo los planes 
la VIa para concretar la depreciación» 813. 
~l igual que ~ciI!l0s al ~atar los acuerdos previos sobre precios de transfe-
renCIa, es necesano. dif~rencIar tres .tipos de resolución administrativa que aprue-
ba el plan de amortlZaC~?n, en funCIón del contenido que integra, porque sólo en 
un ~aso es una transaccIOn. En este sentido, el arto 5.6 RIS establece que «la reso-
lUCIón que ponga fin al procedimiento podrá: 
a) Aprobar el plan de amorti~ación formulado por el sujeto pasivo. 
b) Ap~obar un plan alternativo de amortización formulado por el sujeto 
paSIVO en el curso del procedimiento. 
c) Desestimar el plan de amortización formulado por el sujeto pasivo». El Proy~~o RIS se expresa de una forma más clara, permitiendo esta última P~Sl~lhdad «cuando dicho plan no justifique adecuadamente la depre-
CIaCIOn que pueda tener el elemento patrimonial de que se trate». 
81~ En concn~to, el m: .. 1.2 de la Ley 95/1960 establecía que «cuando se trate de elementos maten~~s d~ ,actlvo adqumdos a partir de primero de enero de mil novecientos sesenta y uno 
cuya UtlhzaclOn .en los procesos industriales o de transporte haga necesaria su renovaciÓn, y s~ 
hallen co.mpren~dos en ~os apartados E) a K) del artículo ciento de la Ley de veintiséis de diciem-
bre de mIl noveCIentos CIncuenta y siete, podrá admitirse, previa formulación por el contribuyente 
de un plan .aceptado po~ la Administración, un sistema de amortización acelerada de tales ele-
mentos, aphcable a los. SIstemas de evaluación individual y global de las bases impositivas, aun-
que las cuotas o coeficle~tes que se establezcan en él sobre pasen la depreciación efectiva expe-nme~~da por los re.spectl~os elementos, pero siempre dentro de los siguientes límites: ( ... )>>. 
En este ~entld?, PÉREZ DE AYALA, J. L., «Sugerencias para una interpretación funcional 
de las no~as .tributarias sobre amortizaciones», Impuestos. 1986,1, p. 51; GARCÍA NOVOA, C., 
Las amortizaCIOnes en el Impuesto sobre Sociedades. Marcial Pons Madrid 1994 172 
813 GARCÍA No C La '. " , p. . VOA, ., s amortizacIOnes ...• cit .• p. 172. 
De entre estos tres supuestos sólo el segundo es el res~ltado de ~~ proceso 
negociador. Frente a ello, el primero constituye un ne.goclO composItIvo, pero 
unilateral, mediante el cual la Hacienda Pública se adhiere a 10 propuesto por el 
obligado tributario, porque es convencida por el plan fo~ulado. Por su parte, ~ 
letra c) manifiesta un claro rechazo por parte de la autondad fisc~ a la ~OrtI­
zación propuesta, no habiéndose llegado a ningún ~cue:~o satlsfactono 814. 
Nuestro estudio se reduce, lógicamente, a la amortIzaCI?n q~~ se ~can~a 
mediante la colaboración de ambas partes, que ante una sItuaclOn .de mcertI-
dumbre ceden en sus respectivas posiciones. A este respecto, resulta mteresante 
señalar que el rus no contempla la posibilidad que sí preveía el arto 56.5 
Reglamento 2631/192 de que la resolución altere el plan presentado por el con-
tribuyente sin contar con la intervención de éste. 
En primer lugar, el carácter contractual de los planes se~alados deriva ?e la 
vinculatoriedad que originan para las partes. Este dato ha SIdo negado de?Ido a 
los términos del arto 57 del ya derogado Reglamento del IS, cuyo conterudo ha 
sido recogido por el arto 5.8 RIS: «Los pl~es de amo~zación aprobados podrán 
ser modificados a solicitud del sujeto paSIVO ( ... )>>. Sm embargo, como expon-
dremos posteriormente, en nuestra opinión este precepto recoge un su~~esto de 
alteración significativa de la relación jurídica que provoca una supreslOn de la 
base del negocio; por 10 tanto, no puede alegarse como argumento en contr~ de 
la naturaleza negocial de los planes de amortización. pue.s es una nota comun a 
todos los contratos la posibilidad de que su eficaCIa vmculante se encuentre 
matizada ante el juego de la claúsula «rebus sic stantibus». 
Es cierto que, al contrario de lo que explicábamos en relación a los APAs, la 
normativa propia de los planes de amortización no conte~pla expresamente la 
vinculación de las partes a su contenido. En efecto, no eXIste a es. te. resp~~to u.n 
precepto como el arto 24 RIS que establece la sujeción de la A~straclOn tn-
butaria y de los sujetos pasivos a la propuesta aprobada de pre~l(~ ?e rr:ansferen-
cia cuando valoren el bien objeto de la operación. En nuestra opmlOn, sm emb~­
go la naturaleza vinculante de los planes se manifiesta, justamente, en .la POSI-
bilidad recogida en el arto 5.8 en tomo a la modificación de d~cho plan. SI el plan 
no tuviera efectos vinculantes no haría falta que, para amortIzar de .otra ~anera 
el bien, el sujeto pasivo solicitara la aprobación de la Haci~nd~ PúblIca, s~o ~~e 
sería suficiente con que el interesado justificara el nuevo cnteno de amortlZaCI?n 
que sólo «a posteriori» es revisable po~ la Administración de acuerdo con el SIS-
tema de depreciación justificada recogIdo en el arto 11.1 LIS. 
Además, y estos argumentos nos parecen concluyentes, ~l, RIS h~ eliminado 
la posibilidad de que el contribuyente renuncie a la resoluclOn fmahzadora del 
814 La RTEAC de 3-11-1992 confirma la Resolución de la Dirección General de Tributos d~ 
3 de junio de 1988 que rechazaba la aprobación del plan de amort~zación solicitado por~ue el s?li-
citante no alegaba en la Memoria razones que justific~an sufiCientemente un tratamiento dife-
rente al resultante de la aplicación de los coeficientes fijados por la ley. 
procedimiento que altera la propuesta presentada inicialmente, que sí recogía el 
RD. 2631/1982 que le concedía un plazo de quince días a partir del siguiente 
a aquél en que le fuere notificado el correspondiente acuerdo. Además, tam-
bién ha dejado de recoger el poder que disfrutaba la autoridad fiscal en orden 
a la alteración unilateral del plan propuesto por el contribuyente (art. 56.5 
RD.2631/1982). 
A este respecto, resulta muy interesante la observación que hace GARCÍA 
NovOA 815 en relación a la regulación de los planes de amortización ya deroga-
da, en la que razonaba que la configuración de estos planes como transacciones 
estaba eliminada debido a la posibilidad de que el sujeto pasivo renunciara al 
plan si la resolución administrativa lo alteraba y a la facultad de la 
Administración de modificar unilateralmente el plan para ajustarlo a la verdade-
ra depreciación (art. 56.5 RD. 2631/1982). Actualmente, constatada la desapa-
rición de estas notas características, nada impide afirmar la naturaleza contrac-
tual de los planes de amortización. 
En segundo lugar, y una vez clarificada su naturaleza contractual, considera-
mos que los planes son verdaderas transacciones, pues en ellos concurren los 
presupuestos típicos de estos negocios jurídicos. En ellos el elemento más con-
trovertido es la existencia de una incertidumbre. Así, parte de la doctrina defien-
de que mediante el plan el sujeto pasivo prueba la depreciación efectiva de un 
bien, que no coincide con la resultante de la aplicación de las tablas, por lo que 
es calificado como un expediente de prueba apriorística 816. Sin embargo, y como 
estos mismos autores reconocen, esta concepción no otorga a los planes ningu-
na ventaja frente al resto de sistemas de amortización 817, en especial, teniendo 
en cuenta la posibilidad de que el obligado tributario justifique anualmente la 
efectividad de una depreciación que no coincide con la que deriva de los otros 
métodos. 
La regulación del rus establece la posibilidad de que la causa del plan de 
amortización no sea la prueba de una depreciación diferente a la derivada de la 
aplicación de las tablas previstas, como consecuencia de la introducción por pri-
mera vez en nuestro ordenamiento jurídico de la posibilidad de que la resolución 
administrativa que aprueba el plan no recoja la postura inicial del contribuyente 
ni la unilateral de la Administración, sino una conjunta formulada en el curso del 
procedimiento (art. 5.6.b). Ello se producirá cuando la autoridad fiscal constate 
que, siendo incorrecta la depreciación del bien establecida en la propuesta del 
sujeto pasivo, es objetivamente imposible fijarla con certeza teniendo en cuenta 
815 GARCÍA NOVOA, c., Las amortizaciones ... , cit., p. 174. 
816 En este sentido, SANZ GADEA, E., Impuesto sobre ... , cit., p. 450; GARCÍA-TORRES 
FERNÁNDEZ, M. J., La Amortización en el Impuesto sobre Sociedades yen el I.R.PF., Granada, 
1995, p. 214; DÍAZ YANES, l., Amortizaciones, en AA.VV, Guía del Impuesto sobre Sociedades, 
CISS, Valencia, 1996, p. 154. 
817 GARCÍA-ToRRES FERNÁNDEZ, M. J., La Amortización ... , cit., p. 214. 
el resto de métodos de amortización. Por lo tanto, el sujeto pasivo sí deberá rea-
lizar, en todo caso, una actividad probatoria dirigida a dejar sentada la ausencia 
de correspondencia entre la depreciación efectiva del bien y el resultado de apli-
car las tablas 818. Una vez probado lo anterior, pueden ocurrir tres situaciones, 
como ya hemos explicado. En primer lugar, que el obligado tributario consiga 
probar, también, la correlación entre la depreciación efectiva y la amortización 
por él propuesta; en segundo lugar, que tras el análisis de los datos, la Hacienda 
Pública se considere capaz de fijar una amortización distinta a la propuesta y que 
responda a la efectiva depreciación; y, por último, la Administración puede lle-
gar a la conclusión de la imposibilidad objetiva de fijar la depreciación efectiva 
del bien. En este último caso, el plan de amortización no fijará la verdadera 
depreciación del bien, que se desconoce, sino un criterio consensuado y que, por 
ello, devendrá indiscutible. 
El establecimiento de esta última posibilidad presenta la ventaja de que la 
amortización negociada deberá ser seguida por el obligado tributario en su tri-
butación. Además, de otro modo, la Hacienda Pública tampoco habría conse-
guido el establecimiento exacto de la depreciación. 
En apoyo de nuestra tesis puede citarse la SAN de 12 de marzo de 1996 que 
justifica la solicitud de un plan de amortización en la incertidumbre que concu-
rría en el supuesto concreto: «dada la continua y rápida evolución de la tecnolo-
gía informática y electrónica el coeficiente máximo fijado por la Orden 7 junio 
1978 (RCL 1978, 1320), quedó claramente desfasado y ante la dificultad que 
plantea la prueba de la efectiva depreciación es lógico que la interesada propug-
ne un Plan de Amortización». Del mismo modo se pronuncia, de una forma más 
genérica, la contestación a consulta, dada por la DGT de 5 de abril de 1984, la 
cual establece que «la fIlosofía de los planes de amortización está concebida para 
cubrir posibles diferencias que pueden surgir a través de la aplicación de los coe-
ficientes aprobados de forma general por las vigentes tablas de amortización sin 
entrar en el análisis de la utilización concreta de los bienes y el coeficiente de 
depreciación real al que se encuentren sometidos dichos bienes». 
818 En este sentido, la RTEAC de 22-4-1992 establece que se «exige que el sujeto pasivo jus-
tifique la existencia de unas causas técnicas o económicas, determinantes de una depreciación dis-
tinta de la derivada de la aplicación de las tablas de amortización oficialmente aprobadas, tal y 
como se indica en el apartado lº del artículo 55 del Reglamento, limitándose el interesado, en el 
escrito de solicitud del Plan, a hacer manifestaciones tan generales como que los elementos se van 
a ver afectados con gran celeridad por el fenómeno de la obsolescencia, rapidez en los cambios 
tecnológicos, carestía de los servicios de mantenimiento que obliga a nuevas adquisiciones, nue-
vas modalidades de fabricación, invocaciones todas ellas que no cumplen con lo establecido en 
el artículo 56.1 B) del Reglamento desde el momento en que no se justifica que los bienes inclui-
dos en el Plan tengan una depreciación más rápidamente en los primeros años de su puesta en 
funcionamiento, todo ello sin perjuicio de que el interesado, al amparo de lo dispuesto en el artícu-
lo 45.2.º g) del reglamento citado, puede deducirse como gasto una determinada depreciación 
efectiva probando año a año su realidad». 
El sistema de ~ortización de planes especiales constituye una excepción al 
~ t.abl~s o CoefiCIentes (art. 11.1.a LIS). Este carácter excepcional deriva de las 
lImItaCIOnes que s~fre la ~ti~izac~ón de aquellos planes, entre otras, el requisito 
formal de aprobac~on admmIs-:ratI~~ 819. A ~ste respecto, es necesario reiterar que 
el hecho de que dicha determmacIOn conjunta tenga que estar contenida en un 
acto ~~strativo no constituye más que un requisito formal (art. 5.6 RIS), que 
no des~rrtúa la naturaleza transaccional del plan de amortización. Es más, como 
ya ha sId~ ~xpu~sto, las transacciones tributarias se integran en todo caso en un 
acto adminIstratIvo: el de liquidación. La exigencia de que el plan sea incluido 
en un acto administrativo es innecesaria, pues, aunque la transacción no se con-
tuviera en ningún acto, el sujeto pasivo seguiría quedando vinculado a tener en 
cuen~, al realizar su autoliquidación, el porcentaje acordado y la Hacienda 
PúblIca a r~~petar~~ en caso de que comprobara la declaración del contribuyen-
te. El req~IsIto cntIcado se ha establecido como consecuencia de la exigencia 
que se denva del arto 38 RPREA en relación a la necesidad de un acto adminis-
trativo como objeto de la impugnación. Teniendo en cuenta el mandato del tal 
artí~ulo, si los plan~s de amortización ~o se aprobaran mediante acto unilateral, 
el CIUdadano debena esper~ a q~e se dictase el acto de liquidación para impug-
nar ,el plan en caso de ~ue mcumera en las causas de invalidez explicadas en el 
capItulo tercero o para Impugnar la decisión de la Administración en orden a no 
aprobar el plan. 
La condición de método especial que hemos mencionado anteriormente no 
se mani~~sta en una restricción en cuanto a los sujetos que pueden solicitar la 
celebr.acI~~ de un p~an. En efecto, en cuanto a su eficacia subjetiva los planes de 
amortIzaCIOn se califican como de aplicación genérica 820. 
Por su parte, la concurrencia de las contraprestaciones queda recogida en el 
art. 5.6 RIS que, en relación al contenido de la aprobación administrativa no 
contempla la posibilidad de que la autoridad fiscal lo fije de forma unilat~ral. 
Esto supone un alejamiento muy significativo del arto 56.5 del derogado 
~eglamento del Impuesto sobre Sociedades, el cual establecía que «si la resolu-
CIón alterase el plan pretendido por el contribuyente, éste podrá renunciar a él, 
dentro del plazo de ~uince días a partir del siguiente a aquél en que le fuere noti-
ficado el correspondiente acuerdo». El obligado tributario ya no puede renunciar 
al p~an aprobado, porque éste no puede integrar un contenido en el que el propio 
partIcular no haya tenido intervención. 
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819 
En este sentido, PÉREZ DE AYALA, 1. L., «Sugerencias para una interpretación ... », cit., p. . 
820 Así, PÉREZ DE AY ALA, J. L., «Sugerencias para una interpretación ... », cit., p. 50. 
2. Licitud de los planes de amortización como forma 
de actuación administrativa 
La reserva de ley establecida en el arto 105 CE en relación a la forma de las 
actuaciones administrativas queda cumplimentada respecto de los planes de 
amortización en el arto ll.1.d LIS, el cual establece expresamente que «se con-
siderará que la depreciación es efectiva cuando: d) se ajuste a un plan formula-
do por el sujeto pasivo y aceptado por la Administración tributaria». 
3. Contenido lícito de los planes de amortización 
De entre los tres contenidos posibles de los planes de amortización que 
hemos expuesto, sólo el que se fundamenta en la concurrencia de una incerti-
dumbre sobre la depreciación efectiva del bien constituye un supuesto de tran-
sacción. Dicho de otro modo, solamente en cuanto exista una controversia irre-
soluble por otros medios en torno a la efectividad de la depreciación podrá la 
Administración celebrar un plan de amortización cediendo en su posición y vin-
culándose a lo acordado. 
4. Régimen jurídico 
El RIS establece, como característica del procedimiento, que sólo puede ini-
ciarse a instancia del obligado tributario. La solicitud del sujeto pasivo debe rea-
lizarse en el período de construcción de los elementos patrimoniales o en los tres 
meses siguientes a su puesta en condiciones de funcionamiento y debe contener 
una serie de datos: a) descripción de los elementos patrimoniales objeto del plan 
especial de amortización, con indicación de la actividad a la que se hallen afec-
tos y su ubicación; b) el método de amortización que se propone, indicando la 
distribución temporal de las amortizaciones que se deriva del mismo; c) la justi-
ficación del método propuesto; d) precio de adquisición o coste de producción 
de los elementos patrimoniales; e) fecha de puesta en condiciones de funciona-
miento de los elementos patrimoniales. A este respecto el TEAC ha manifesta-
do, en su Resolución de 22 de abril de 1992, que el plan no puede ser aceptado 
en ningún caso por la Administración si no contiene la exposición detallada del 
plan propuesto y una Memoria justificativa del plan, donde se razonen las cau-
sas que provocan una depreciación distinta de la que deriva de la aplicación de 
las tablas mediante un estudio técnico y económico, no siendo suficiente la mera 
alegación de situaciones genéricas como la obsolescencia o la rapidez de cam-
bios tecnológicos 821. 
821 PASCUAL PEDREÑO, E., Impuesto .... cit .• pp. 352 Y 353. 
~~ .embargo, el órgano competente, que es la delegación de la AEAT del 
domIcIh~ fiscal del suje~o pasivo o la Oficina Nacional de Inspección si se trata 
de con.tnbuyentes. ~dscn~os a la.misma, puede recabar información adicional y 
el partIc~ar tambIen esta capacItado para presentar las alegaciones o los datos 
que consIdere convenientes. Si la autoridad fiscal no resulta convencida de la 
propues~ del obligado tributario mediante el mero análisis de los datos aporta-
dos por este, le ?torga un plazo no inferior a diez días ni superior a quince para 
fo~ular alegacI~nes. Se trata ~e un trámite de audiencia, en el que el sujeto 
paSIVO puede re~~ar las alegacIOnes que estime pertinentes a la vista de la pro-
puesta.de.~esolucIOn y que es el momento procedimental oportuno para fijar la 
depr~cI.acIO": de forma consensuada si el contribuyente logra convencer a la 
Ad~stra~IÓr;t de la ~correc~ión de aplicar el resto de sistemas legales y la 
HaCIenda Púbhca consIdera, dIscrecionalmente, la proporcionalidad de llegar a 
un ~cuerdo al respecto. Tras esta fase, la Administración dicta el acto adminis-
trativo, que puede dirigirse en tres sentidos: A) aprobar el plan de amortización 
formulado por el sujeto pasivo; B) aprobar un plan alternativo de amortización 
formulado po~ el ~~jeto pasivo en el curs~ del procedimiento; C) desestimar el 
plan de amortIzaCIOn formulado por el sUjeto pasivo (art. 5 RIS). 
Una di~e~encia muy notable entre la vigente LIS y la derogada Ley 61/1978 
de 27 de dIcIembre, es la limitación que la primera supone respecto del conteni~ 
d.o del Reglame?t~. Éste ya no está autorizado para establecer reglas materiales, 
smo que ha de lImitarse a las normas procedimentales (<<Reglamentariamente se 
aprobarán las tablas de amortización y el procedimiento para la resolución del 
plan a que se refiere la letra d)>>, arto 11.1 último párrafo). Por el contrario el 
I?ecreto ~631!1982 establecía dos condiciones de fondo, relativas a la imposibi-
lIdad de mclulf en el plan elementos usados o no situados en territorio español 822 
A1.~0 quedar incluidas en el arto 11 Ley 43/1995 Y no contener ésta una habili~ 
tacIOn para que. se. establezcan previsiones materiales en el Reglamento 823 hay 
que entender ehmmados los anteriores requisitos. ' 
. !ranscurrid~ ~l plazo de tres meses contados a partir de la fecha de presen-
tacIOn .de la soliCItud de plan o desde la recepción de la información adicional 
requend~, se ent~nd~rá aprob~do el plan formulado por el sujeto pasivo (art. 5.7 
RIS~. EXIste una JunsprudencIa abundante en torno al silencio positivo que esta-
blecIa ~l,art. 56.4 R.D. 2631/1982 Y cuyas conclusiones pueden trasladarse a la 
regulacIOn actual. Según la STS de 14-10-1992, la fecha fmal de cómputo del 
822 E? concret~, el arto 55 RIS establecía: 2. En todo caso, los planes de amortización habrán 
de cum~llf ne~~sanamente los siguientes requisitos: a)Que se refieran exclusivamente a elemen-
tos ~el mmovili~do material que sean nuevos, es decir, que sean utilizables y entren en funcio-
na¡~llento.por'pnmera vez, o a elemento~ del inmovilizado inmaterial provenientes de programas 
de mveSti~aclón y desarrollo; b)Que dichos elementos estén situados o que los programas se 
hayan realIzado en territorio español. 
823 ASOC_lACIÓN EsPAÑOLA DE ADMINISTRACIÓN PúBLICA, «Breve apunte ... », cit .• p. 93; PAS-
CUAL PEDRENO, E., Impuesto ...• cit .• p. 353. 
plazo hace referencia al momento de la notificación de la resolución administra-
tiva, y no al de la fecha del acuerdo (en el mismo sentido, RfEAC de 8.5.1991). 
Por otra parte, la STS de 21.4.1995 dispone que la solicitud por parte de la auto-
ridad competente de documentación o información cuya aportación no venga 
exigida por el arto 56.1 no interrumpe el plazo para que se entienda producido el 
silencio positivo, pues «en otro caso, el silencio administrativo quedaría a mer-
ced de cualquier petición que a su libre albedrío formulara la Administración». 
En relación a la impugnación, el arto 5.10 Proyecto RIS establecía la recurri-
bilidad de la resolución administrativa que pone fin al procedimiento. Aunque la 
redacción defmitiva del Reglamento ya no contempla esta nota, se mantiene la 
impugnación directa de dicho acto administrativo. Esto es debido a que si no hay 
previsión en contra de la norma (como ocurre en el caso de los APAs), el acto 
administrativo es recurrible. 
Sin embargo, es necesario reiterar que en los supuestos en que este acto uni-
lateral recoja el criterio fijado mediante una transacción (art. 5.6.b), el sujeto 
pasivo no puede recurrir el contenido, esto es, la valoración establecida de mutuo 
acuerdo, sino que el objeto de la impugnación debe reducirse a las causas de 
invalidez que explicamos en el capítulo tercero. La limitación de motivos de 
recurso es nota característica de toda transacción, que por su propia fmalidad 
veda el replanteamiento del contenido pactado. 
Por último, el arto 5.8 RIS contempla la posibilidad de que los planes de 
amortización sean modificados a instancia del particular, recogiendo la previsión 
que realizaba el arto 57 R.D. 2631/1982. Se trata d~ un supuesto de .supresión .de 
la base del negocio, establecida para casos excepcIOnales en que crrcunstanclas 
especiales posteriores a la celebración del pacto modifiquen sustancialmente la 
relación, de forma que el mantenimiento de la amortización en los términos pac-
tados dé lugar a una desproporción para el contribuyente. El arto 5.8 RIS supone 
una limitación en relación al contenido general de la regla de supresión de la 
base del negocio en dos sentidos. En primer lugar, posibilita sólo la modifica-
ción del plan, pero no su eliminación. Y en segundo lugar, no legitima a la 
Hacienda Pública a alterar el contrato cuando la nueva situación suponga una 
desventaja para ella o en los supuestos en que dicha situación pone en peligro el 
interés público. Según dispone el arto 5.8 RI~ el sujeto pasivo de~e in~tar a l.a 
modificación del contrato dentro de los tres pnmeros meses del penodo lffipoSI-
tivo en el cual deba surtir efecto dicha modificación. La carga de la despropor-
cionalidad corresponde al particular 824• 
824 En este sentido, PASCUAL PEDREÑO, E., Impuesto ...• cit., p. 351, quien califica a los 
supuestos que dan lugar a la modificación del plan como excepcionales. 
E) LOS PLANES ESPECIALES DE REINVERSIÓN Y LOS PLANES 
SOBRE LA IMPUTACIÓN TEMPORAL 
El agrupamiento de estos planes en un mismo epígrafe responde a la seme-
janza. que presentan entre sí en cuanto a su estructura y naturaleza jurídica y, 
tambIén, con los planes de amortización y con los acuerdos previos sobre pre-
cios de transferencia. 
Como j~stificaremos al exponer sucintamente cada figura jurídica, su carác-
ter transaCCIOnal deriva de la vinculación que se origina del acuerdo sobre una 
cuestión controvertida al que llegan el particular y la Administración tributaria 
tras una negociación cuyo contenido queda recogido en un acto administrativo. 
1. Los planes especiales de reinversión 
En la base imponible del IS se realizan determinadas reducciones, entre las 
que se. encuentra el diferimiento de gravamen de «las rentas obtenidas, una vez 
corregIdas en el importe de la depreciación monetaria, en la transmisión onero-
sa de elementos patrimoniales del inmovilizado, material o inmaterial, y de valo-
res representativos de la participación en el capital o en fondos propios de toda 
clase de entidades que otorgue una participación no inferior al5 por 100 sobre 
el capital social de las mismas y que se hubieren poseído, al menos, con un año 
de antelación, siempre que el importe de las citadas transmisiones se reinvierta 
en cualquiera de los elementos patrimoniales antes mencionados, dentro del 
plazo comprendido entre el año anterior a la fecha de la entrega o puesta a dis-
posición del elemento patrimonial y los tres años posteriores» (art. 21.1 LIS) 825. 
Sin embargo, este criterio temporal de carácter general, que prevé que el 
plazo de reinversión se extienda desde el año anterior a la fecha de la entrega o 
pues~ a disposición del elemento patrimonial y los tres años posteriores, puede 
modIficarse a través de la celebración de un plan «cuando concurran circunstan-
cias especiales que lo justifiquen» (art. 21.2 LIS). Tales circunstancias se entien-
den producidas «cuando se pruebe que, por sus características técnicas la inver-
sión debe efectuarse necesariamente en un plazo de tiempo superior ai previsto 
en el apartado 1 del artÍCulo 21 de la Ley del Impuesto» (art. 37.1 RIS). 
825. Esta nonna no supone una exención, sino un diferimiento en el tiempo, ya que el impor-
te de dicha renta se integrará en la base imponible de posteriores períodos impositivos (art. 21.3 
LIS). Ello constituye una modificación en relación al tratamiento de la reinversión de los benefi-
cios extraordinarios con respecto a la regulación anterior, que establecía una exención (art. 15.8 
de la Ley 61/1978). Si bien es cierto que este régimen de exención se mantiene con la nueva LIS 
para las empresas de reducida dimensión (art. 127). 
A diferencia de la regulación anterior desarrollada por el arto 149 R.D. 
2631/1982 el RIS otorga a la Administración la posibilidad de pactar el conte-
nido de la ;esolución que aprueba el plan. En efecto, mientras aquella norma sólo 
contemplaba la posibilidad de que la Hacienda Pública aprobara o rechazar~ la 
propuesta presentada por el particular, el ~:glamento prevé un te:cer contemdo 
del acto administrativo, que es la aprobacIOn de un plan alternativo formulado 
por el sujeto pasivo en el curso del procedimiento (art. 37 .6.b). Por .10 ~to, al 
igual que explicamos en relación a los APAs y a los pl~es de amortI~acIOn, los 
planes de reinversión pueden pronunciarse ~n tres sentidos: a) en pnmer lugar, 
adheriéndose al plazo propuesto por el partIcular; b) en segun?o lugar, r~cha­
zando la propuesta cuando el obligado trib.ut~o no haya ac:e~Itado suficIente-
mente las circunstancias específicas que lo justifican; y c) en Ul~lffiO lugar, el acto 
administrativo puede recoger el plazo de tiempo que hayan fijado ambas partes 
en el transcurso del procedimiento, en el momento que el Reglamento les o~or­
ga para discutir. Desde este último punto de vista, el arto 37.5 establece que «ms-
truido el procedimiento, e inmediatamente an~es de :eda~tar la ~ropuesta de 
resolución, se pondrá de manifiesto al sujeto pasIvo, qUIen dIspondra de .un ~lazo 
de 15 días para formular las alegaciones y presentar los documentos y justIfica-
ciones que estime pertinentes». En el Proyecto RIS se encon?"a?a un dato que 
daba a entender el substrato negocial que fundamenta este tramIte y que era la 
posibilidad de prescindir del trámite de audiencia .~uando no figuren. en el pro-
cedimiento ni sean tenido en cuenta en la resolucIOn otros hechos m otras ale-
gaciones y pruebas que las aducidas por el interesado (art. 36.5). , 
La vinculación que deriva del plan de reinv~rsión queda pat~nte en los ter-
minos del arto 36.8 RIS: «En caso de incumplimIento, total o parcIal,.del plan?e 
reinversión, el sujeto pasivo regularizará su situación tributaria, debIendo satis-
facer los correspondientes intereses de demora.» 
Por su parte, el procedimiento para la conclusión de los pl~es espe~iales de 
reinversión se encuentra en el arto 37 RIS y presenta, como venlffiOS re~terando, 
profundas similitudes con la regulación prevista pa:a l~s, acuerdos prevIOs sobre 
precios de transferencia o para los planes de amortIzaCIOn. 
Es remarcable que ni la LIS ni el RIS limitan los planes de reinversión en el 
sentido que lo hacía el derogado Reglamento 2631/198_2, cuyo arto 14~ ~stab!e­
cía la posibilidad de solicitar un plazo de h~st~ c~atro anos, c~n.el reqUIsIto ana-
dido de que en los dos primeros años se remvrrt~era: como mlnImo, el 25 ~ d:l 
total. Por el contrario, el arto 37 RIS expresa en termmos muy generales el.am?I-
to de dichos planes: «cuando concurran circunstancias ~specífica~ que l?, justIfi~ 
quen, los sujetos pasivos podrán presentar planes e~pecIales de remverSIOn, par 
realizar la misma en un plazo distinto de los prevIstos en el a~artad~ 1 del ar-
tículo 21 de la Ley del Impuesto. Se entenderá que co?c~en dIC?aS cu:~unstan­
cias cuando se pruebe que, por sus carac~erístIcas te~mcas, la J?versIOn debe 
efectuarse necesariamente en un plazo de tiempo supenor al prevIsto en el apar-
tado 1 del artículo 21 de la Ley del Impuesto». 
Los planes de diferimiento por reinversión se inician en todo caso por soli-
citud del interesado, a través de la presentación de una instancia con un conteni-
do predeterminado en el arto 37.2 RIS y dentro de los plazos fijados en el arto 37.3 
del mismo Reglamento. Tras esta solicitud, la Administración puede recabar del 
sujeto pasivo cuantos datos, informes, antecedentes y justificantes considere 
necesarios, con la fmalidad de determinar la corrección de la propuesta del 
particular o la conveniencia de fijar unos plazos distintos de forma consensuada 
(art. 36.4). 
Si llega a la primera conclusión, esto es, la concurrencia de circunstancias 
específicas que justifican el establecimiento de un plazo diverso para la reinver-
sión al legalmente previsto y considera que los plazos presentados por el ciu-
dadano se ajustan correctamente a estas situaciones dicta directamente un acto 
administrativo, por el que se adhiere al contenido de la solicitud (art. 37.6.a). Si, 
por el contrario, la Administración estima que no existen aquellas circunstancias 
peculiares que legitiman que la reinversión se lleve a cabo en un plazo superior 
al marcado por la ley, desestimará la propuesta y el contribuyente estará obliga-
do a reinvertir en el plazo establecido en el ordenamiento jurídico. 
Sin embargo, es posible que la autoridad fiscal considere que, dándose aque-
llas circunstancias especiales que justifican un apartamiento del plazo del 
arto 21.1 LIS, el término inicialmente propuesto por el ciudadano tampoco se 
ajusta a aquellas circunstancias. En estos supuestos intentará alcanzar una terce-
ra vía por la cual fije de común acuerdo con el interesado el plazo que provoque 
un diferimiento adecuado de la tributación teniendo en cuenta las especiali-
dad que concurren en el caso concreto. Y para llegar a este acuerdo concede el 
arto 37.5 RIS, como decíamos, un momento procedimental en el que ambas par-
tes ceden en sus posiciones para alcanzar unos plazos adecuados de inversión. 
Por último, sólo reiterar que, debido a su naturaleza contractual, la ausencia 
de cumplimiento de los plazos fijados en el plan de mutuo acuerdo da lugar a un 
supuesto de incumplimiento, en cuyo caso el sujeto pasivo debe regularizar 
su situación tributaria, satisfaciendo los correspondientes intereses de demora 
(art. 37.8). 
2. Los planes sobre la imputación temporal 
Los planes sobre la imputación temporal constituyen una novedad de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades (art. 19.2 LIS). En efecto, si bien es cierto que la 
Ley 61/1978 ya contemplaba la posibilidad de que el contribuyente utilizara cri-
terios de imputación distintos al establecido con carácter general (art. 22.Dos), 
se trataba de una clara manifestación de voluntad unilateral. Este último pre-
cepto establecía la posibilidad de que los sujetos pasivos utilizaran criterios 
de imputación distintos al de devengo que debían especificar en la declara-
ción correspondiente al primer ejercicio en el que debiera surtir efectos. Si la 
Administración tributaria no estaba de acuerdo con el criterio determinado por 
el particular debía practicar una liquidación provisional. Como puede apreciar-
se, tal configuración respondía a dos actuaciones unilaterales que en ningún 
momento se unían para producir efectos jurídicos. 
Frente a esta situación, el arto 19.2 LIS y, más específicamente, el RIS, regu-
lan la posibilidad de establecer criterios distintos al devengo mediante un acuer-
do entre la Hacienda Pública y el particular. En primer lugar, la propia LIS esta-
blece la necesidad de que se apruebe un plan para que el ciudadano pueda impu-
tarse temporalmente los gastos e ingresos de una forma distinta al devengo. Pero 
la constatación de este dato por si solo no sería concluyente respecto de la aflf-
mación de transacción, porque podría consistir en dos actuaciones independien-
tes: la solicitud del particular y la autorización, que no fundamentaran de mane-
ra conjunta el criterio establecido y, por 10 tanto, no surtieran efectos respecto de 
ambas partes. Junto a esta característica, ha de tenerse en cuenta la estructura del 
procedimiento que es igual a la prevista para los planes analizados hasta ahora. 
La solicitud debe presentarse por el sujeto pasivo con, al menos, seis meses de 
antelación a la conclusión del primer período impositivo respecto del que se pre-
tenda que tenga efectos (art. 29.3 RIS). La Administración tributaria recaba las 
informaciones que estime pertinentes para enjuiciar la necesidad de establecer 
un criterio de imputación diverso al devengo y analizar la corrección de la impu-
tación temporal propuesta por el obligado tributario. Tras este estudio la 
Hacienda Pública puede llegar a tres conclusiones (art. 29.6 RIS): 
a) «Aprobar el criterio de imputación temporal de ingresos y gastos formu-
lado por el sujeto pasivo», pues se ha convencido tanto de la imposibili-
dad de utilizar el momento del devengo como criterio como de 10 ade-
cuado de utilizar el propuesto por el particular. 
b) «Desestimar el criterio de imputación temporal de ingresos y gastos for-
mulado por el sujeto pasivo», cuando la Administración se encuentre 
capacitada para llegar a un criterio exacto, que no coincide con el pro-
puesto por el particular. 
c) Para los supuestos en que la Administración llega a la conclusión de la 
incorrección del criterio propuesto por el interesado, pero reconoce la 
necesidad de establecer un criterio peculiar debido a la incertidumbre 
objetiva que concurre en la determinación de un criterio que fije correc-
tamente la imputación temporal de los concretos ingresos y gastos, se 
posibilita la negociación, para la cual se establece un momento procedi-
mental (art. 29.5 RIS). 
A pesar de este substrato transaccional que impregna la regulación de los pla-
nes sobre imputación temporal de gastos e ingresos, ha de reconocerse que ni la 
LIS ni el RIS establecen expresamente el carácter vinculante del criterio fijado, 
tal como sí hace el Reglamento en relación a los APAs (art. 24), ni, tan siquiera, 
de man'eraindirecta, como ocurre con los planes de amortización (art. 5.8) o con 
los planes especiales de reinversión (art. 37.8). 
Por. úl~o, sólo ~es~c,ar que el órgano competente para instruir y resolver el 
procedlIlliento, la DrreccIOn General de Tributos (art. 30 RIS), debe resolver en 
el plazo de tres meses desde la fecha de presentación de la solicitud o desde la 
recepción de la información adicional requerida (art. 29.6 RIS). Transcurrido 
este plazo se entiende aprobado el criterio de imputación temporal de ingresos y 
gastos presentado por el sujeto pasivo (art. 29.7). 
F) LOS PLANES SOBRE LA DOTACIÓN 
DE REPARACIONES EXTRAORDINARIAS 
.Por 10 que respecta a los planes sobre la dotación de reparaciones extraordi-
nanas, el arto 13.2 LIS establece una serie de excepciones a la no deducibilidad 
de las dotaciones a provisiones para la cobertura de riesgos previsibles, pérdidas 
eventuales, gastos o deudas probables. Entre estas salvedades se encuentran las 
dota~iones .p~a la cobertura de reparaciones extraordinarias de elementos patri-
momales dIstmtos de los previstos en la letra c) de este precepto, y de los gastos 
de abandono de explotaciones económicas de carácter temporal, siempre que 
corre~~on~, a ~n pl~ formulado por el sujeto pasivo y aceptado por la 
Adm1ll1straclOn trIbutana (art. 13.2.d LIS). 
., A diferenci~ de los planes analizados hasta el momento, el plan sobre dota-
CIOn de reparaCIOnes extraordinarias no se dirige a resolver una incertidumbre 
p.ues ésta. puede no existir. ~n efecto, la causa de dicho plan reside en la provi~ 
sIón del, unporte ~ determm~das reparaciones, que en un plazo de tiempo se 
cono~era con exactItud. No eXIste una incertidumbre irresoluble, que sí podemos 
apreCIar en el caso de los planes de amortización sobre la efectividad de la 
amortización en determinados casos; o en los plane~ de reinversión, en relación 
al pl~? de reinversión, debido a la concurrencia de circunstancias peculiares; o, 
por ultuno, en los planes de imputación temporal. 
.una prueba ~equ~voca de la ausencia de configuración de los planes de repa-
rac~ones extraordmanas como un negocio de fijación era la previsión que se con-
tem~ en ~l Proyecto RIS en el sentido de que si las reparaciones efectuadas fue-
ran inf~nores a las dotaciones establecidas en el plan, esta situación debería 
regulanzarse en el período impositivo en el que se realizaran dichas reparacio-
~es, devengándose los correspondientes intereses de demora. En el mismo sen-
tIdo se pronunciaba el Proyecto en relación a los planes de dotaciones para la 
cobertura de los gastos de abandono de explotaciones económicas de carácter 
temporal (art. ~3), respect.o al cual establecía el arto 14.1 Proyecto que «el exce-
so de las dotacIO~es pract~cadas respecto del importe de los gastos de abandono 
efec~os debera regulanz?Ise en el período impositivo en el que la explotación 
econórmca hubo de conclulf, de acuerdo con lo previsto en el plan devengán-
dose los correspondientes intereses de demora». Frente a esta p~puesta, la 
redacción defInitiva del rus no contempla expresamente la regularización de la 
situación tributaria para adecuarla a la realidad, sin que entendamos los motivos 
que han llevado al legislador a suprimir dich~ previsión. ~sta incomprensión 
deriva de que la esencia de los planes que estudIamos es la mIsma --conocer con 
exactitud el importe de las reparaciones o de los gastos de ab~dono-, com.o 
prueba la Exposición de Motivos del ruS: «El capítulo JII c~ntI~ne el procedI-
miento para la resolución de planes de reparaciones extraordmanas y de gastos 
de abandono de explotaciones económicas de carácter temporal ( ... ). Así se esta-
blece un procedimiento que tiene como objeto constatar la realidad e importe de 
las dotaciones que deban efectuarse para cubrir los gastos correspondientes». 
G) LA PROPUESTA DE PORCENTAJE PROVISIONAL 
DEL RÉGIMEN ESPECIAL DE DETERMINACIÓN 
PROPORCIONAL DE BASES IMPONIBLES EN EL IVA 
El arto 152.Uno UVA establece que los sujetos pasivos acogidos al régimen 
especial de determinación proporcional de las bases imponibles fIj~án ~as ba~~s 
imponibles globales a las que resulten aplicables cada uno de los tipos I~pOSlti­
vos de acuerdo con un procedimiento determinado, en el que los porcentajes pro-
visionalmente aplicables cada año natural son los determinados en base a las ope-
raciones del año precedente. 
Sin embargo, puede haber supuestos en que resulte imposible hallar el por-
centaje provisional, ya sea porque el sujeto pasivo comienza a des~ollar la acti-
vidad al por menor este período impositivo, ya sea porque no realizó durante el 
año anterior entregas de bienes gravadas a un tipo impositivo determinado. E~ 
estos casos, el arto 152.Dos permite que el contribuyente proponga a la AdmI-
nistración un porcentaje en el momento de presentar la solicitud de opción al 
régimen especial o, en su caso, durante el mes de diciembre anterior al año. natu-
ral en que dichos porcentajes deban ser aplicados. En los casos en que la Im~o­
sibilidad de determinar los referidos porcentajes esté ocasionada por una vana-
ción legal de los tipos impositivos aplicables, la propuesta deberá pres~ntarse 
en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente al de entrada en VIgor de 
los nuevos tipos impositivos (art. 57 ruVA). En el término de dos meses, la 
Hacienda Pública debe dictar una resolución aprobando el porcentaje propuesto 
por el interesado o modificándolo en atención a las características de las co~s­
pondientes actividades empresariales. Si no se pronuncia en ese plazo se entIen-
de aprobada la solicitud del particular (arts. 152 UVA Y 57 RIVA). 
Teniendo en cuenta esta escueta regulación ha de descartarse la naturaleza 
contractual de esta fIgura, a pesar de que existe una incertidumbre objeti,:a que 
justifIcaría la celebración de un transacción, pues como establece el propIO arto 
152 UVA, la propuesta está prevista para los supuestos en que «no se pueda cal-
cular dicho porcentaje». Sin embargo, como decimos, no existe ningún indicio 
en la normativa establecida respecto a la propuesta de porcentaje provisional del 
régimen especial de determinación proporcional de bases imponibles en el IVA 
que nos lleve a concluir la posibilidad de que la Hacienda Pública y el interesa-
do, partiendo de criterios diferentes, lleguen a una solución concordada y uní-
voca con efectos vinculantes. Se trata, en defInitiva, de una secuencia de pro-
puesta del obligado tributario más aceptación, en su caso, por parte de la autori-
dad fIscal. Pero no existe negociación entre ambas partes para fIjar un porcenta-
je conjunto, sino que o bien se aplica el propuesto por el particular o bien el de 
la Administración que rectifIca unilateralmente el anterior. 
Es conveniente insistir en que la naturaleza unilateral de esta institución deri-
va de su regulación, pero no de su propia esencia. Es más, sería conveniente que 
la fIjación del porcentaje provisional se realizase de forma transaccional debido 
a la incertidumbre que concurre en su determinación, y que lleva a que la impo-
sición del criterio de la Hacienda Pública no provoque una tributación acorde 
con la realidad. Esta recomendación también deriva de la necesidad de dar una 
cobertura jurídica a negociaciones que quizás se estén realizando en la práctica 
y que no pueden ser controladas jurídicamente. Desde este último punto de vista, 
la regulación actual de la propuesta de porcentaje provisional plantea la existen-
cia de acuerdos informales, aplicados en la actividad administrativa cotidiana, 
pero negados en la teoría legislativa. 
DI. TRANSACCIONES CELEBRADAS EN 
EL PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN 
Como ha sido adelantado en la Introducción de este capítulo, en el presente 
a~artamos an~zamos las transacciones que se producen en el seno del procedi-
mIento de gestIón, que comprende tanto el procedimiento de liquidación como 
el de recaudación (art. 90 LGT). 
La función del procedimiento de liquidación consiste en fIjar «en cada caso 
concreto .la cuantía exacta del tributo, lo que presupone comprobar en qué medi-
da ha temdo lugar la realización del hecho imponible y las circunstancias y suje-
tos que han concurrido en su realización». Por su parte, el procedimiento de 
recaudación «se dirige a ejecutar y hacer efectivo el cobro de esas cantidades 
liquidadas en la fase anterior, integrándose por procedimientos de ejecución en 
los que normalmente ya no cabe discutir la cuantía previamente establecida» 826. 
Antes de ~ntrar en e~ estudi? de cada procedimiento, es necesario reiterar que 
a pesar de la ImportancIa que tIenen los pactos sobre cuestiones formales dentro 
826 MARTÍN QUERALT, J., Y otros, Curso ... , cit., p. 347. 
del procedimiento de gestión (por ejemplo, los acuerdos sobre el tiempo y lugar 
de las comparecencias), no constituyen el objeto de nuestra estudio, que se cen-
tra exclusivamente en los contratos que tienen incidencia en la cuantificación de 
la obligación tributaria 827. 
A) TRANSACCIONES EN EL PROCEDIMIENTO 
DE LIQUIDACIÓN 
Por 10 que respecta al procedimiento de liquidación, es importante desta-
car en primer lugar que, partiendo de que su estructura actual tiene muy poco 
que ver con la plasmada en la LGT, en este trabajo se ha tenido en cuenta 
el esquema más común hoy día. Según éste, el inicio de dicho procedimiento 
se produce normalmente mediante la presentación de una declaración por 
parte del sujeto pasivo, en la que además liquida el tributo; a continuación 
pueden seguirse las siguientes actuaciones 828: a) la comprobación formal, efec-
tuada por los órganos de comprobación (art. 1 RGIT); b) las actuaciones de com-
probación abreviada, que en su caso darán lugar a una liquidación provisio-
nal de oficio (arts. 121 y 123 LGT), ambas actuaciones llevadas a cabo por 
los órganos de gestión; c) la comprobación e investigación a cargo de los órga-
nos de la Inspección, que concluye, en su caso, con la regularización de la si-
tuación tributaria del sujeto pasivo y la práctica de la correspondiente liquida-
ción. 
Como puede apreciarse, las dos grandes funciones que se desarrollan en el 
procedimiento de liquidación son la comprobación y la liquidación, que, ade-
más, y resulta conveniente reiterarlo, pueden ser ejercidas tanto por los órganos 
de comprobación (arts. 121 Y 123 LGT) como por los de inspección (art. 140 
LGT) 829. Partiendo de esta base, no consideramos adecuado a nuestros efectos, 
sin embargo, reflejar en la estructura de este capítulo la distinción entre ambas 
funciones. Y ello porque, normalmente, la comprobación se subsume en la liqui-
dación, integrándose en un mismo acto administrativo, el de liquidación; piénse-
se, en este sentido, que el inspector actuario propone una liquidación a la que el 
obligado tributario puede adherirse o no y en la que se contienen tanto las cues-
tiones fácticas comprobadas o inspeccionadas como la aplicación a ellas de la 
norma correspondiente. A pesar de esto, hay que tener en cuenta que existen 
supuestos en que la comprobación tiene autonomía propia frente a la liquidación, 
827 Respecto a la delimitación entre los elementos fonnales y los materiales, RAMALLO MAs-
SANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 238. 
828 MARTÍN QUERALT, l, Y otros, Curso ... , cit., p. 358. 
829 Junto a estos órganos, también gozan de facultades de comprobación los órganos recau-
dadores (art. 133 LGT). Véase, al respecto, MARrfN QUERALT, J., Y otros, Curso ... , cit., p. 357. 
como los casos en que la comprobación de valores se notifica de forma autóno-
ma 830• 
Sin embargo, que no consideremos conveniente realizar un análisis separado 
de las transacciones que se producen en las actuaciones de comprobación y en 
las de liquidación, no significa que no existan diferencias entre ambas funciones. 
Como expone PALAO TABOADA 831 «en el caso de que en el procedimiento de 
liquidación se dé la presencia de un acto de comprobación no es plenamente 
riguroso hablar de un solo procedimiento, sino que es más exacto afirmar que 
existen, al menos, dos procedimientos, el de comprobación y el de liquidación, 
cada uno de ellos integrado por sus propios actos preparatorios o de trámite, 
carentes, por tanto, de propia autonomía y realizados en vista del acto fmal del 
procedimiento concreto en el que se enmarcan». En efecto, su unidad procedi-
mental no significa una igualdad de contenido. Así, mientras la liquidación 
determina la cuantía de la obligación tributaria, la comprobación «fija algunos 
elementos relevantes para la cuantificación de esa deuda pero, y en ello consis-
te la diferencia, no comprende la determinación de la cifra concreta que el con-
tribuyente debe a título de impuesto» 832. 0, como explica NÚÑEz PÉREZ 833, se 
distinguen en que la actividad de comprobación «se centra en la determina-
ción/estimación de los hechos, mientras que la actividad de liquidación supone 
la aplicación a tales hechos de las normas jurídico-materiales que establecen y 
defmen el régimen de determinación de la base imponible a cada caso aplicable». 
Sin duda, el procedimiento de liquidación en sentido amplio (comprendien-
do comprobación y liquidación) es el ámbito más propicio para la realización de 
transacciones, pues es en esta fase donde se produce un mayor acercamiento 
entre la Administración tributaria y el ciudadano, y donde, en consecuencia, 
resulta fácil la resolución mutua de las incertidumbres que se planteen en la com-
probación e inspección de los hechos y en la aplicación del Derecho. En efecto, 
es muy frecuente que se produzcan controversias en el transcurso de cualquiera 
de las actividades que desarrollan los órganos de gestión y de inspección dentro 
de esta fase y que se dividen, desde un punto de vista material, en la constata-
ción del supuesto de hecho y en la aplicación de la norma. Como explica 
ALBIÑANA GARCÍA-QUlNTANA 834, la aplicación de las normas fiscales no presen-
ta especialidades que la diferencien del resto de sectores del ordenamiento jurí-
dico. Por 10 que respecta a la actividad de comprobación del supuesto de hecho, 
se divide en tres vertientes: a) comprobación de su existencia y dimensión; 
830 RuiZ GARdA, 1 R., La liquidación ... , cit., p. 158. Como manifiesta aquel autor, la dife-
rencia entre acto de comprobación y acto de liquidación se ha visto muy reducida por la trans-
fonnación de las actas de la inspección de «paradigmas» de actos de comprobación a «incorpo-
rar verdaderas liquidaciones tributarias» (pp. 161 Y 162, nota 349). 
831 PALAO TABOADA, C., Naturaleza y estructura ... , cit., p. 51. 
832 RUIZ GARCÍA, 1 R., La liquidación ... , cit., p. 161. 
833 NÚÑEZ PÉREZ, G.G., «La actividad administrativa ... », cit., p. 94. 
834 ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA, C., Los problemas de hecho ... , cit., pp. XVI Y ss. 
b) valoración de sus elementos integrantes; c) calificación a efectos de aplica-
ción de la norma. 
Ya SAINZ DE BUJANDA 835 admitió las fórmulas contractualistas, siempre que 
se desarrollaran únicamente dentro de la fase liquidatoria del tributo, a condición 
de que se asegurara, en todo caso, el imperio de las normas sustantivas regula-
doras de los elementos esenciales de la obligación y de que, como consecuencia 
de lo anterior, la verdad material tuviera posibilidades de prevalecer sobre la ver-
dad formal pactada en los acuerdos. 
En conclusión, en el desarrollo de su deber de comprobación e investigación, 
los órganos de gestión y de inspección se encuentran con hechos cuya fijación, 
valoración o calificación resulta incierta y con cuestiones jurídicas respecto de 
las que resulta objetivamente imposible conocer su sentido. La resolución de 
estas incertidumbres sólo podrá hacerse mediante la colaboración del obligado 
tributario, con el que la Administración debe formar una «comunidad de traba-
jo», de forma que el procedimiento tiene un «carácter dialogante» 836. La con-
cepción doctrinal tradicional atribuía a esta colaboración un efecto de esclareci-
miento mutuo, que era utilizado por el inspector en una posterior fijación unila-
teral; sin embargo, este esquema, aparte de ir contra la realidad, reduce la efica-
cia de la participación del obligado tributario, que se vería maximizada si éste 
supiera que la resolución de la incertidumbre en la que están trabajando queda 
fijada finalmente según la han establecido mutuamente; por su lado, la Hacienda 
Pública se beneficiaría de la vinculación que nace para el ciudadano y que impo-
sibilita que éste impugne el contenido del pacto. 
A continuación vamos a analizar dos instituciones que, integradas en el pro-
cedimiento de liquidación, presentan rasgos que hacen suponer su carácter tran-
saccional: la tasación pericial contradictoria y la conformidad a la propuesta del 
inspector actuario. Ambas figuras jurídicas se encuentran encaminadas a resol-
ver incertidumbres, aunque en ámbitos diversos; así, mientras la primera se limi-
ta a la valoración de un elemento de la base imponible, el campo de la confor-
midad es más amplio, pues abarca tanto la fijación de la existencia, dimensión y 
valoración del presupuesto de hecho que dio lugar al nacimiento del tributo, 
como su calificación jurídica a efectos de aplicación de la norma o la resolución 
de cualquier duda de Derecho que sufra el inspector actuario en relación a la 
concreta obligación tributaria. Junto a ello, la diferencia esencial, a nuestros 
efectos, entre la tasación pericial contradictoria y la conformidad reside en su 
propia naturaleza, pues mientras la primera es una verdadera transacción tribu-
taria, la segunda consiste en una mera adhesión del sujeto a lo establecido por la 
Administración. Pasemos a razonar, en primer lugar, el carácter contractual de la 
tasación pericial contradictoria. 
835 SAINZ DE BUJANDA, F., Hacienda ... , cit., T. IV, p. 250. 
836 En expresiones de SEER, R., Contratos, transacciones ... , cit., p. 138. 
1. La tasación pericial contradictoria 
Como ~a ha s~do expuesto, en la valoración de los elementos configuradores 
de la base Impomble es donde se plantean mayores incertidumbres, como con-
secuenci~ de la dispersión de valores por todo el sistema tributario, sin ninguna 
coherenCia entre ellos y con un alto grado de indeterminación en su propia defi-
nición 837. Por. ello, el ámbito d~ la valoración es el más propicio para llevar a 
cabo transaCCIOnes, con la fmalIdad de fijar un valor incontrovertido y seguro 
para las partes. 
. A esta constat~ci?? ha respondido el ordenamiento jurídico español estable-
CIendo una negoCIaCIOn dentro del procedimiento de liquidación en este sentido: 
la tasación pericial contradictoria, regulada con carácter general en el art 52 LGT 
y, con más detalle, en los arts. 47 Y 48 TRITPAJD y los arts. 91 Y 98 RITPAJD Y 
RISD, respectivamente. 
La tasación pericial contradictoria se inserta en la actividad de comprobación 
de valores, esto es, en la actividad dirigida «a constatar la exactitud de las valo-
raciones de los diversos elementos del hecho imponible realizadas por el contri-
buyente» 838. 
En realidad, la tasación pericial contradictoria presenta una doble vertiente. 
Por 1:1I~ lad~" constituye un mecanismo de valoración que puede ejercer la 
AdmmIstracIOn para calcular algún elemento de la base imponible (art. 52.l.e 
LGT). Y, por otra parte, puede ser utilizado por los particulares como un méto-
do ~e com;cc~ón o impugnación contra la valoración ya realizada por la 
HaCIenda PúblIca (art. 52.2 LGT). En palabras de GARCÍA TORRES 839 a raíz de 
su estudio sobre la tasación pericial contradictoria regulada en ese m~mento en 
el Te~to Refundido de la Ley y Tarifas de los Impuestos Generales sobre 
SuceSIOnes y sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-
tados, aprobado por Decreto 1018/1967, de 6 de abril «el examen crítico de la 
disciplina legal y r~glamentaria de la t.p.c. y de su coriliguración en la jurispru-
denCia ~ en la doctrma d~l1?AC pe~te llegar a las conclusiones de que la t.p.c. 
d~, OfiCIO ( ... ) es un medio mstructono dentro del procedimiento de comproba-
cIon.de valores y de que la t.p.c. a instancia del contribuyente ( ... ) no es tanto un 
me?io"de p~eba ( ... ) como un. ~rocedimien~o de doble funcionalidad: "impug-
natIva en CIerto modo -funcIOn de garantIa del contribuyente- y de fijación 
de un valor». 
~omo será rei~:rado p~steriormen~e, ~unque l~ admisión del empleo de 
oficIO de la tasaCIOn pencIal contradictona constituye un tema controverti-
. 837 RAMALLO MASSANET, J., y PEÑUELAS REIXACH, Ll. Ponencia General. La determina-
CIón ... , cit., pp. 19 Y ss.; CARROBE GENE, M., Introducción, en Valoración en Derecho tributario 
IEF, Madrid, 1991, pp. 12 Y 13. ' 
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rnREZ DE YALA, J. L, Y GoNZÁLEZ, E., Curso ... , cit., T. TI, p. 109. 
839 GARCÍA ToRRES, J., Sobre un tema ... , cit., p. 733. 
do 840, en nuestra opinión se pued~ alegar dos datos que resul~ ~oncluyentes 
para mantener una postura permisiva .. En primer lu~~, su ~enclOn por el arto 
52.1 como uno de los medios de que disfruta la AdmIDlstracIon para comprobar 
el valor de las rentas, productos, bienes y demás elementos del he~h?imponible; 
y, en segundo lugar, los términos del arto 51.2 que establ~ce la posIbilI~d de que 
el sujeto pasivo solicite la tasación pericial contradictona «en correCClOn de los 
demás procedimientos de comprobación fiscal de val?res se~alados en el n~~e­
ro anterior». Siguiendo con este último argumento, SI el legIslador no admitIese 
la tasación pericial contradictoria como un método de comprobación de valores 
no habría redactado dicho precepto de esta forma, incluyendo «en corrección de 
los demás», en clara referencia a la exclusión de la tasación pericial contradic-
toria promovida de oficio. Además, frente a la crítica. 9ue podría re~izarse en 
contra de esta posibilidad, alegando que la comprobacIon de valores SIempre ha 
de recaer sobre valores ya fijados por el sujeto pasivo, por 10 que ?'~ se co~~ce 
el criterio de éste al respecto, puede oponerse que cuando la tasacIon se utIhza 
por el ciudadano también se conoce ya la p~stura de ~a A~stración, la cual, 
sin embargo, puede ser modificable a traves del pento. Lo Importante es. que 
ambas manifestaciones de tasación pericial contradictoria responden al mIsmo 
concepto, aunque su tramitación sea diversa. 
Por su parte, la tasación pericial con~adictoria inicia~~ a solicitud de~ ,obli-
gado tributario es, en realidad, un meCanIsmo de correCCIon de la valO!aClOn y.a 
realizada por la Hacienda Pública, por lo que quizás sería más convemente UbI-
car el estudio de esta figura dentro del procedimiento de revisión, sobre todo tras 
la nueva redacción dada por la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupues-
tos Generales del Estado para 1991, que separa este método de la actividad de 
comprobación, autorizando al obligado tributario a.qu~ 10 ~ste «dentro del plazo 
de la primera reclamación que proceda contra la bqmdacIon efectuada sobre la 
base de los valores comprobados administrativamente», excepto en los casos en 
que esté prevista la notificación del acto de comprobació? de valores en los que 
sí es impugnable dicho acto. A pesar de ello, hemos co~sIderado adec.uado estu-
diar también la tasación pericial contradictoria promovI~a por el partIcular d~n­
tro del procedimiento de gestión por dos motivos. En pnmer lug~, dado lo. dis-
cutible de la regulación establecida por la Ley 31/1990, pues sena aconsejable 
que el interesado pudiera solicitar la tasación al tener conocimiento de. la valo-
ración realizada por la Administración, esto es, al serie puesto d~ manIfies~o el 
expediente, y concederle un plazo de alegaciones al acta de disconfOrmIdad 
840 A favor de la posibilidad de que sea promovida de oficio, SsTS de 22 de julio de 1989, 3 
de abril de 1990, 10 de diciembre de 1990, 17 de junio de 1994 y 19 de junio de 1994, entre otras. 
y en la doctrina, AGULLO AGÜERO, A., La comprobación de valores .... cit .• p. 864; GARcíA-
MONCA, A., La tasación ...• cit .• p. 9; PERIS GARCfA, P., La comprobación de valores y las garan-
tías del contribuyente. Cuadernos Cívitas, Madrid, 1996, p. 71. ~n conn:a, MARTÍN QUERALT, J., 
Y otros, Curso .... cit .• p. 428; CAAMAÑO ANIDO, M. A., La TasacIón .... Cit .• p. 68. 
cuando la valoración tiene lugar en un procedimiento de inspección, 10 que 
podría provocar su conversión en acta de conformidad 841. Y, en segundo lugar, 
porque constituye la manifestación más clara de un procedimiento contradicto-
rio que, con independencia de su posible naturaleza revisora, se ubica material-
mente en el subprocedimiento de comprobación, admitiendo la confrontación 
entre la Administración y el ciudadano no a través del trámite de audiencia, sino 
mediante la redacción de hojas de aprecio alternativas 842. 
Antes de entrar en el estudio del concepto, licitud y régimen jurídico de la 
tasación pericial contradictoria, resulta de gran importancia puntualizar que esta 
figura se manifiesta con cuatro distintas naturalezas jurídicas dependiendo de la 
fase en la que se concluya. Y de entre todas ellas, a nosotros sólo nos interesa la 
que presenta caracteres contractuales. Efectivamente, una vez que los órganos 
administrativos consideran oportuna la tramitación de una tasación pericial con-
tradictoria (art. 51.1 LGT) o admiten su tramitación a instancia del obligado tri-
butario, el perito de la Administración lleva a cabo su valoración en un plazo de 
quince días, que se plasma en las hojas de aprecio. Y es justamente a partir de 
este momento procedimental, de la traslación de la valoración administrativa al 
particular, cuando pueden producirse cinco situaciones: 
A. La falta de nombramiento de perito por parte del particular, 10 que supo-
ne la aceptación tácita de la valoración realizada por la Administración (art. 
98.4.ª RISD). Consiste en un allanamiento o conformidad 843, que provoca la 
confirmación de la liquidación realizada por la Administración. 
841 Si bien es cierto que con la nueva regulación se evita en mayor medida la utilización de 
la tasación pericial contradictoria como fórmula dilatoria en manos de los obligados tributarios, 
que con anterioridad a la Ley de Presupuestos de 1990 derivaban del momento procedimental en 
el que podía solicitarse y de sus efectos suspensivos de la liquidación, como explica CAAMAÑO 
ANIDO. M. A., La Tasación .... cit .• p. 61. Sobre la desnaturalización de la tasación pericial con-
tradictoria, EsEVERRI, E., «La tasación pericial contradictoria: pasado, presente y lo que puede ser 
en el futuro», Gaceta fiscal, n.º 94, 1991, p. 186, quien ataca su utilización como un medio 
impugnatorio. 
842 CAAMAÑO ANIDO, M. A., La Tasación ...• cit .• p. 16. 
843 Véase la STSJ de Castilla y León de 13-10-1993. GARCÍA-ToRRES, Sobre un tema ...• cit .• 
p. 769, califica este supuesto de determinación por acuerdo de las partes. Sin embargo, en nues-
tra opinión, no llega a ser un negocio bilateral, sino unilateral; un allanamiento que produce que 
la fijación que prevalece sea la realizada de forma aislada por el funcionario (RfEAC 8.11.1963). 
El. propio GARcÍA-TORRES explica que el llamado desistimiento «no es en puridad, tal desisti-
mIento (en la medida que "effectum iuris" de la inactividad del privado es la valoración de esa 
inactividad como "conformidad" con la tasación del perito de Hacienda, lo que excede de los 
efectos propios del desistimiento), pero tampoco es simple "consentimiento" (en el sentido que 
se habla del acto "consentido y firme") porque la tasación del perito de la Hacienda no constitu-
ye resolución que pone fm al procediIniento --que es la consentible-. Por ese camino podría 
dudarse de la corrección de la calificación de "acuerdo" ya que la "conformidad" es, como se ha 
dicho, un "effectum iuris" ligado a la pasividad del interesado, independientemente de si existe, 
o no, voluntad concreta de aceptación de aquél (aspecto normativamente irrelevante). De modo 
que, más que de valor fijado por "acuerdo", lo que habría (podría decirse) sería una verdadera fic-
B. El segundo supuesto, nó contemplado de fo~a expresa e~ ~a regulac~ón. ~ 
la tasación pericial contradictoria dentro del procedimiento de gestIon, es la fijaClOn 
negociada, en la que interviene sin lugar a dudas la voluntad de.las dos parte~ e~ la 
determinación del valor. La posibilidad de que se lleve a cabo dicho establ~cm.n~n­
to consensuado reside en los términos del arto 52.2, 2.º párrafo LGT: «SI eXIstIe-
ra disconformidad de los peritos», 10 que da a entender la admisión ~e que estos 
expertos se pongan de acuerdo sobre la controversia. A pesar de la clandad con ~.e 
se expresa la LGT, las normas regul~,oras del ISD '!, del ITPAJD, que s~ las ~­
cas que llevan a cabo la reglamentaclOn de la tasaClon, no contemplan di~ha POSI-
bilidad. En efecto, el arto 98 RISD sólo prevé el supuesto de que e.l partIc~lar ~o 
nombre un perito o, si 10 nombra, prevalezca la tasaci~n d~l aquél SI no es infenor 
a la de la Administración en más de un 10 % Y no es infenor en 20.000.000 pese-
tas. En otro caso se contempla el recurso a un perito te~cero .. S~ embar~?, el. ~alor 
superior de la LGT :frente a esta regulación ~gl~entan~ po~~bilita la utilizaclOn de 
la valoración conjunta o pactada, 10 que eVItaría la aplicaclOn de lW? reglas sobre 
prevalencia de una u otra tasación, así como el acudir al terce~. Es justamente en 
esta valoración negociada en la que centraremos nuestro estudio. 
C. Si no se alcanza dicha valoración conjunta preval~e .el av~úo del parti-
cular cuando la tasación practicada por el perito de la AdmmIstrac~ón no ~xc~~e 
del 1 O % Y no es superior en 20.000.000 ptas a la hecha por el sUje~o 'p~IVO , 
siempre y cuando el avalúo del particular sea superior al valor mlcla1m~nte 
declarado 845. Este supuesto es calificado por GARCÍA TORRES 846 de «determma-
ción de acuerdo (en cuanto "aequiparatio" de una conducta pasiva -yen sí sola no significativa 
de aceptación- a la aceptación). Ficción que fundaría la fijación de un valor,comprobado. No 
obstante si cabe hablar de acuerdo (mejor que de ficción), se debe a que aqUI estamos ante un 
caso de 'aplicación del principio "qui siluit" y, por tanto, unas hipóte,sis que p~ede paragonarse 
con el caso del "silencio como declaración de voluntad" al menos segun la doctnna más co~ún». 
Por último sólo señalar que la no presentación de la hoja de aprecio por parte del pento ~el 
administrado n~ puede equipararse con la ausencia de nombramiento de ~~o. En cons~uencIa, 
aquel comportamiento omisivo no puede ser considerado como una.~ceptaclOn de.la tasaCIón rea-
lizada por la Administración, sino que dará lugar a una par~izaclOn del expedIente por causa 
imputable al administrado que puede desembocar en su c.aducIda~ (Rf~AC 1.-2-1995). . 
844 La doctrina admite la posibilidad de que el oblIgado tnbutano realIce una valoraCIón 
superior a la de la Administración, por ejemplo cuando se esté cuantificando a efectos del ~F 
el valor de adquisición de un inmueble enajenado. En estos .supuestos, el ~. 52.2 LGT se rem-
terpretaría en la siguiente fónnula: «Si existiera disconfonm~ ~e los. ~tos s~bre ~l valor de 
los bienes o derechos y la tasación practicada por el de la AdmImstra~lOn no es, ~enor e~ más 
del 10 % ni en más de 20.000.000 de ptas a la hecha por el sujeto pa~I~o, es~~ ultI~a s~rvlfá de 
base para la liquidación. Si la tasación hecha por el perito de la AdmlillstracI~n es I~fenor a los 
límites indicados, deberá designarse un perito tercero». Véase en este sentIdo, PÉREZ-EMBID 
WAMBA, C. M., «La tasación pericial contradictoria tras la refonna del arto 52 de la LGT por la 
Ley 31/90, de P.G.E. para 1991», Tribunafiscal, 1995, n.º 5:, p. 55. 
845 Si el avalúo es inferior al inicialmente declarado se Impondrá éste. 
846 GARcÍA-ToRRES, J., Sobre un tema ... , cit., p. 770. 
ción por acuerdo de las partes», pues «la norma aquí configura la conformidad 
de la Administración a la tasación del perito del interesado como "acto debido"; 
es decir: impone a la Administración el deber de aceptar el valor, la vincula a su 
aceptación. Al igual que ciertos autores admiten que en los casos de "obligación 
-o deber-legal de contratar" ( ... ) sigue existiendo contrato, aquí cabria afIr-
mar que, pese a que la Administración venga vinculada a aceptar la valoración 
del perito del interesado, se puede seguir reputando fijado el valor mediante 
"acuerdo"». 
D. Si la tasación practicada por el perito de la Administración excede en más 
de un 10 % o es superior en más de 20.000.000 ptas. a la hecha por el obligado 
tributario, deberá designarse un perito tercero. La intervención del tercero exper-
to es un arbitrio. Se trata de supuestos en que la intervención del tercero se diri-
ge a completar o integrar una relación jurídica aún no definida totalmente, 
incompleta 847. Constituye un supuesto de contrato heterocompositivo, por 10 que 
excede del ámbito de nuestro estudio, centrado exclusivamente en los métodos 
de composición de controversias sin intervención de un tercero (métodos auto-
compositivos) 848. 
E. El último supuesto se produce cuando una de las partes no realiza el 
depósito requerido por el perito tercero del importe de sus honorarios previa-
mente al desempeño de su cometido. Esta actitud supone la aceptación de la 
valoración realizada por el perito de la contraparte. 
Como decimos, el presente estudio se reduce al análisis de la valoración 
alcanzada por los dos peritos de manera conjunta (supuesto B), que es el resul-
tado, en nuestra opinión, de un proceso negociador 849, en el que ambas partes 
ceden con la fmalidad de alcanzar el verdadero valor del bien o derecho en cues-
tión o, si ello no es posible, un valor incontrovertido para ambos. 
a) Naturalezajurídica: contrato de Derecho público transaccional 
Si, como nosotros mantenemos, la tasación pericial contradictoria --en el 
sentido en el que la hemos delimitado-- es un contrato, sus efectos deberán ser 
vinculantes tanto para el órgano encargado de liquidar como para el interesado. 
847 Según establecía textualmente el arto 2.2 de la ya derogada Ley sobre Régimen Jurídico 
de los Arbitrajes de Derecho Privado de 22 de diciembre de 1953. 
848 Sobre la diferencia entre la tasación pericial contradictoria y el arbitraje, véase mi traba-
jo «El arbitraje en el Derecho Tributarlo», Estudios Financieros, n.º 167, 1997, p. 14, en donde 
se concluye que, en los casos en que interviene un tercero experto, la tasación pericial contradic-
toria es un supuesto de arbitrio de tercero como consecuencia de la ausencia de un verdadero 
litigio. 
849 Reconocen su naturaleza negociadora, GARDE ROCA, J. A., Presentación ... , cit., p. 14; 
RAMALLO MASSANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 239; SERRANO ANTÓN, F., La ter-
minación ... , cit., p. 92. 
La configuración de esta tasación como una figura distinta, de la que no emana-
ran efectos vinculantes para las partes, produciría una «desnaturalización» Y 
«pérdida de eficacia» de la figura. 
Quizás podría interpretarse la voluntad del legislador en los términos por 
nosotros defendidos mediante la lectura del arto 52.2 LGT, el cual determina que 
«entregada en la Delegación de la Agencia Estatal de la Administración 
Tributaria competente u órgano equivalente de la Comunidad de Madrid la valo-
ración por el tercer perito, se comunicará al interesado y, al mismo tiempo, se le 
concederá un plazo de quince días para justificar el pago de los honorarios a su 
cargo». De este precepto podría extraerse la imposibilidad de que el órgano 
liquidador se aparte de la valoración recogida en la tasación pericial contradic-
toria y de que el particular recurra. Sin embargo, reconocemos que la simple ale-
gación de esta base sería un escaso argumento a favor de la vinculación. Junto a 
ello, resulta un apoyo decisivo el estudio histórico de la figura, que a continua-
ción exponemos en los que interesa a nuestro trabajo. 
Por lo que se refiere a la vinculación del órgano liquidador, la redacción del 
arto 98.8.ª RISD no resulta demasiado clarificadora. Los términos de aquel pre-
cepto (<<A la vista del resultado obtenido de la tasación pericial contradictoria, la 
oficina confrrmará o rectificará la liquidación inicial») pueden dar lugar a diver-
sas interpretaciones. El estudio de la evolución histórica de la regulación relati-
va a esta cuestión lleva a defender la vinculación de la Hacienda Pública a la 
tasación 850, de forma que debe integrar el contenido de este convenio no finali-
zador del procedimiento dentro del acto de liquidación, limitándose su control 
sobre la tasación pericial contradictoria al enjuiciamiento de los presupuestos de 
legalidad y eficacia 851. 
850 Como explicaba GARCÍA TORRES, Tasación pericial..., cit., p. 424, el estudio de la evolu-
ción nonnativa es muy importante para «esclarecer considerablemente algunos de los puntos esen-
ciales de la actual disciplina jurídica de aquélla (la tpc)>>. En contra de la vinculación, AGULLO 
AGÜERO, A., La valoración de inmuebles en la imposición patrimonial. Valor catastral y valor real 
en la Contribución Territorial Urbana. Impuesto sobre Bienes Inmuebles e Impuesto sobre 
Sucesiones, en AA.VV., Valoración en Derecho Tributario, lEE Madrid, 1991, pp. 260 Y 261; 
GARCÍA-MoNCO, A.M., La tasación ... , cit., p. 35; CAAMAÑoANIOO, M.A.,La tasación ... , cit., p. 99, 
en opinión del cual la ausencia de eficacia vinculante de la tasación pericial contradictoria se 
encuentra justamente en la expresión utilizada por el arto 98.8ªRISD «a la vista de ... ». Junto al argu-
mento gramatical, CAAMAÑO ANIoo también utiliza como fundamento de su rechazo al carácter 
vinculante de la tasación pericial contradictoria que la tasación de tercer perito no constituye un acto 
administrativo, frente a lo que puede oponerse --en nuestra opinión- que la exigencia de sujeción 
a la tasación pericial contradictoria deriva de la naturaleza compositiva de ésta. Aquellos últimos 
autores otorgan a la tasación la cualificación de «presunción reforzada de acierto». 
851 En este sentido también GARCÍA TORRES, J., Sobre un tema ... , cit., p. 775: «Así pues, si 
el órgano gestor ( ... ) advierte ilegalidad de procedimiento ( ... ) o ilegalidad en los requisitos sub-
jetivos (titulación indebida de los peritos) y en general, cualquier infracción jurídica, salvo -pre-
cisamente- la de que la valoración no constituye el "verdadero valor" podrá, con toda corrección, 
negar el "exequator" y, aún más, dispone la anulación de actuaciones». 
El ~. 96, del Reglam~nto del Impuesto de Derechos Reales de 10 de abril de 
1900 di~porua que, «en VIsta de lo alegado por el contribuyente, del resultado de 
la t~sac.lOn y demas prue~a~ pro~~estas, que se apreciarán en conjunto, la ofici-
na liqmdadora ~ la. A~ffils~ac!on de Hacienda a quien corresponda en cada 
caso aprobar la hqmdaclOn, fiJ~ ?efmi~~amente el valor». Como se aprecia, en 
el Regl~e~to ?~ 1900 l~ tasaClOn pencIal contradictoria no era determinante 
para l~ hq~~daclOn postenor, lo que excluía su naturaleza contractual. Frente a 
esta sItuaclOn, el arto 99 del Decreto 176/1959, de 15 de enero de 1959, por el 
que se aprueba el Reglamento para la aplicación de la Ley de los Impuestos de 
Der~~ho Reales ~ sobre Transmisiones de Bienes de 21 de marzo de 1958, esta-
blecI~ que <~en VIsta del resultado de la tasación, la Oficina liquidadora fijará la 
base Impomble», lo que ha sido interpretado por la doctrina administrativa co~o explica la ~TS de 19 de enero de 1996, «en el sentido de que dicho~ 
Tnbunales, es decrr l~, propi~ ~dministración Pública, puede revisar los aspectos 
fo~~es de l~ tasa~~on pencIal, .0 sea el procedimiento seguido, así como los 
reqmsI~os de tltulac~on de los pentos, la motivación de los avalúos o aprecios, y 
otra~ ~ver~as cuestlones de derecho, susceptibles todas ellas de revisión en vía 
a~IrustratlVa, pero. a la vez ha dejado claro la naturaleza dirimente de la actua-
ClOn .~l te~cer pento y la imposibilidad de que los Tribunales Económico-
Admm~stratlvos puedan revisar l~ IX:ricia y el avalúo llevado a cabo por el ter-
c~r pent~~. Aunque es~e, pron~~cIarruento jurisdiccional se dirige a establecer la 
vmculaclOn. de la tasaclOn pencIal contradictoria realizada por un perito tercero, 
su r~onamIento es trasladable a los su~uestos en que tal tercero no llega a inter-
venrr porq~~ las p~s arreglan ellas mIsmas la controversia. Y la posibilidad de 
esta ~sl~clOn denva de la base del razonamiento de la Sentencia que se apoya 
para J~stl?c:rr.la vinculación, en la naturaleza compositiva del perito tercer~ 
(negOCIO JundICO heterocompositivo), carácter que también encontramos cuan-
do el arreglo. ~s realizado por el interesado y la Administración (negocio jurídico 
autocomposItlvo ). 
En el mismo sentido que el Decreto 176/1959 se pronuncia el art 988 ª 
RISD que, frente al Reglam~nto del Impuesto de Derechos Reales de 10 de abril 
de 1900, redu~~ las refere~c¡as del órgano liquidador exclusivamente al resulta-
do ~e la .tasaclOn: :<A la VIsta del resultado obtenido de la tasación pericial con-
~adIctona, la ofi~ma confrrmará o rectificará la liquidación inicial· ( ... )>>. Y, de 
I~Ual modo, los vIgente~ arts. 121.7 RITPAJD Y 98.8 RISD disponen que «a la 
VISta d~l re~ult~do .<:bt~mdo de la tasación pericial contradictoria, la oficina con-
frrmara la hqmdaclOn micial o girará la complementaria que proceda con intere-
ses de ~em~ra» y qu~ «a la vista del resultado obtenido de la tasación pericial 
c.ontradictona, la oficma confrrmará o rectificará la liquidación inicial» respec-tlv~e~te. A nuestro parecer, el mantenimiento de la expresión «a la vista del» 
~o sIgn~~ca qll:e .el órgano ~iqui~ador pueda tener en cuenta otros datos fuera de 
a tasaClOn pencIal contradIctona, pues es la misma que empleaba el art 96 del Re~lame~1t~. del Impuesto de Derechos Reales de 1900 y no se puede d~dar de 
la ImposIbIhdad de que la Hacienda Pública recurriera a informaciones que no 
fueran los elementos descritos en aquel precepto 852. La diferente eficacia de la 
tasación pericial contradictoria en el Reglamento de 1900 y en la regulación 
actual reside en la distinta función asignada a esta figura en uno y otro momen-
to. En efecto, frente a su configuración hoy día como único medio impugnato-
rio en manos del obligado tributario contra la valoración fijada por la 
Administración en la comprobación de valores, en el derogado Reglamento la 
tasación pericial contradictoria era uno más de los instrumentos probatorios de 
los que disponía el particular para oponerse al acto adm~st:rativo de ~om~roba­
ción. Como explica ESEVERRI 853, «el resultado de la pencIa contradIctona era 
apreciado y valorado conjuntamente con los distintos medios de prueba qu~ ~e 
hubieran empleado, pues no en vano todos esos instrumentos para la .valoracIOn 
de bienes estaban al servicio de ese fm que no era otro que el deterrnmar el ver-
dadero valor del bien transmitido, y a cuyo efecto podría ser útil el desgajado de 
la pericial contradictoria, pero igualmente útil podría resultar cualesquiera otros 
de los que señalaban los textos legal y reglamentario». 
En consecuencia, actualmente el órgano liquidador no puede fijar una valo-
ración diferente de la pactada en la tasación pericial contradictoria; en este sen-
tido recuérdense los términos del art 121.7 RITPAJD: «a la vista del resultado obt~nido de la tasación pericial contradictoria, la oficina confirmará la liquida-
ción inicial o girará la complementaria», lo que parece indicar que si la tasación 
no recoge el mismo valor que el señalado por la Administración ést~ no tien~ una 
tercera vía que posibilite el desconocimiento del valor establecIdo medI~te 
aquel mecanismo. La Administración se limita a realizar un. control ?~ legalIdad 
externa de la tasación pericial y, si aprecia que se ha producIdo un VICIO de lega-
lidad, dicho órgano no dictará el acto de valoración o el de liquidación donde se 
integre y anulará las actuaciones hasta el momento de la comisión del vicio. Será 
el caso, por ejemplo, de defectos de forma, de un ~ejamiento total de l~ r~alidad 
que conduce al establecimiento de un valor desorbItado o, lo que es mas Impor-
tante, la ausencia de una incertidumbre, cuestión esta última imposible de apre-
ciar al estar basada la tasación pericial contradictoria siempre en valores de mer-
cado, inciertos por su propia defmición. Pero, repetimos, por lo que respecta a la 
valoración en sí, no puede entrar a enjuiciar su certeza. 
Por su parte, la vinculación del interesado al resultado de la tasación pericial 
contradictoria tampoco es una cuestión incontrovertida, aunque a nues!-rD entender 
sí se produce. Si bien es cierto que las normas reguladoras de la tasaCIón ~o m.en-
cionan esta cuestión y, por el contrario, establecen expresamente su pOSIble Im-
pugnación en reposición o en vía económico-administrativa (ru:t .. 1.21.7 RITPAJD, 
arto 98.8 RISD), con esta referencia se intenta resaltar la posIbIhdad de recurso 
852 GARCÍA TORRES, J., Sobre un tema ... , cit., p. 774, quien menciona expresamente como «el 
cambio de redacción vale tanto como ordenar al órgano de gestión que se atenga sólo y nada más 
que al "resultado de la tasación"». 
853 ESEVERRI, E., «La tasación pericial contradictoria ... », cit., p. 186 
cu~do existan causas de invalidez. Para llegar a esta conclusión partimos de 
l? dIspuesto en el <rr!. 52.2 último párrafo LGT, que no contempla la posibi-
lIdad d~ qu~ el partIcular se opon.ga al valor fijado en la tasación pericial 
contradIctona y que, en consecuencia, supone un alejamiento de lo establecido 
históricamente en las leyes reguladoras de dicho expediente, que sí mantenían 
expresamente la impugnación del valor de la tasación pericial contradictoria 
por parte del particular. Así, el arto 97 del Reglamento de 10 de abril de 1900 
disp?nía que «en .el ~aso de no conformarse el contribuyente con el mayor va-
lor fIJad? por e~ hqmdador o por la Administración (mayor valor que se había 
estableCIdo temendo en cuenta, entre otros datos, el resultado de la tasación 
p~ricial contradictoria), podrá entablar su reclamación en el término de quince 
dIas ante el Delegado de Hacienda. Si la resolución del Delegado de Hacien-
da fuera confirmatoria del valor señalado por la Administración, se procede-
rá desde luego a practicar por dicha base la liquidación ( ... )>>. La ausencia 
de carácter vinculante para el ciudadano derivaba, lógicamente, de la libertad 
que tenía la Administración para recoger el valor de la tasación o para sepa-
rarse de él. 
Como apoyo a nuestra postura, favorable a la vinculación del interesado 
podemos exponer la doctrina jurisprudencial recogida en algunas Sentencias' 
como la STSJ de ~sturias de 19 de enero de 1996 en la que se establece expre~ 
s~ente. que «es CIerto que el resultado de la tasación pericial contradictoria, a 
dIferenCia que cuanto sucede con la Administración, no vincula a los deman-
dant~s, toda vez que los mismos no tuvieron participación en el expediente», lo 
q~,e, mte~retado «sensu contrario», da a entender la vinculación a aquella actua-
c~on conJun~a tanto ~~r p~e de la Hacie~da Pública como de los interesados que 
SI hayan temdo p.articIpacIOn en el expedIente. De forma más clara se pronuncia 
la ~TSJ de Astuna~ de 11-1-1995: «El resultado de la prueba pericial contradic-
tona no es susceptIble de nueva impugnación, toda vez que obedece al resulta-
d~ de una prueba, a.la que se sometieron voluntariamente las partes para deter-
~m~ el valor del bIen gravado», excepto, puntualiza el pronunciamiento juris-
dICCIonal, en los casos en que se haya incurrido en error, lo que no invalida su 
naturaleza contractual. 
Dentro de la ca~egoría ~ontractual, la tasación pericial contradictoria perte-
?ece ~ las transaccIOnes. DIcha naturaleza viene dada por la existencia de una 
mcertIdu~bre que las partes intentan resolver a través del otorgamiento de con-
traprestacIOnes respecto a sus posiciones con la fmalidad de sustituir una valo-
ración incierta por una cierta. 
. Como hemos expuesto, la posibilidad de que la tasación pericial contradic-
tona se configure como un procedimiento de fijación de valores concordado se infi.e~ de los té.rm~os del arto 52.2 LGT: «Acordada la práctica de la tasación 
pe?-C.Ial CO?tradIcton.a en los términos que reglamentariamente se determinen, si 
eXIstIer~,dIsconf?rmIdad de los peritos sobre el valor de los bienes o derechos y 
la tasacIOn practIcada por el de la Administración no excede en más del 10 por 
100 Y no es superior en 20.000.000 de pesetas a la hecha por el del sujeto pasi-
vo, esta última servirá de base para la liquidación.» 
En nuestra opinión, resulta indudable que el empleo de la tasación pericial 
contradictoria, tanto la provocada directamente por la Administración como a 
instancias del interesado, queda reducido a los supuestos en que concurre una 
incertidumbre en relación al valor del bien. Esta afIrmación se infIere, en primer 
lugar, del estudio histórico: desde la Ley de 2-4-1900, que reformó los Impues-
tos de Derechos Reales y Transmisión de Bienes, hasta el Decreto 176/1959, de 
15 de enero, por el que se aprueba el Reglamento para la aplicación de la Ley de 
los Impuestos de Derechos Reales y sobre Transmisiones de Bienes, de 21 ~e 
marzo de 1958, el legislador mantuvo una visión de esta figura como un medIO 
extraordinario de comprobación, que sólo resultaba aplicable cuando el resto de 
medios de comprobación no permitieran conocer el valor del bien. En este sen-
tido, el arto 81 del citado Reglamento de los Impuestos de Derechos Reales y 
sobre Transmisiones de Bienes de 1959, sienta, en nuestra opinión, la verdadera 
esencia de la tasación pericial contradictoria, al dividir los medios de compro-
bación de valores en ordinarios (el padrón, los Registros ofIciales, etc) yextra-
ordinario (la tasación pericial contradictoria). Este último se aplicaba de forma 
supletoria al resto de medios de valoración, esto es, a los casos en que se plan-
teaba una incertidumbre objetiva, de forma que era imposible llegar al valor real 
a través de la utilización de aquellos medios. 
En concreto, el Real Decreto 176/1959 disponía en su arto 81 que: «La t~sa­
ción pericial será medio extraordinario de comprobación, debiendo acudirse 
a ella: 
1.0 En los casos en que, siendo susceptible de utilización alguno de los 
medios ordinarios de comprobación, no produzcan éstos el resultado de 
conocer a juicio de la Administración el verdadero valor de los bienes y 
derechos reales. 
2.0 En el supuesto de que no sea aplicable al caso ninguno de los medios 
ordinarios de comprobación. 
3.0 Cuando expresamente se preceptúe en algún artículo de este Reglamento 
como indispensable para fIjar la base de liquidación 854. 
854 Según explica GARCíA TORRES, J., Tasación pericial contradictoria, comprobaci?n de 
valores y "verdadero valor": Notas para una aproximación crítica, en Impuestos sobre SuceSIOnes, 
Transmisiones Patrimoniales Y Actas Jurídicos Documentados, vol. 1, IEF, 1977, po 416, no 61, el 
arto 119.3 del Decreto 10 18/1967 , de 6 de abril, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley 
de los Impuestos sobre las Sucesiones y sobre Transmisiones Y Actos Jurídicos Documentados, 
que es una copia del arto 81.3 del Reglamento de los Impuestos de Derechos Real~s ~ s~bre 
Transmisiones de Bienes de 1959, constituía un «reenvío al vacío», puesto que no eXIstIa ru un 
sólo supuesto en que una ley preceptuara como obligatorio el recurso a la tasación pericial con-
tradictoria. 
4.° En el. c~so d~ ,que los ~teresados lo soliciten y no acepten el valor que la 
AdmmIstracIOn haya fIjado como resultado de la comprobación» 855. 
~ de ello se deduce claramente que la tasación pericial contradictoria estaba 
~revIsta para los supuestos en que la propia Hacienda Pública sufriera una incer-
tIdumbre en relación al valor de un bien, que no pudiera resolverse mediante el 
empleo de los otros ~edios?e valoración (art. 81.1.º, 2.º y 3.º), o para los casos 
en que la controverSIa surgIera de la oposición del interesado a la valoración 
alcanzada por la Administración (art. 81.4.º). 
En.el mismo sentido se pronunciaba el arto 119 del Decreto 1018/1967, de 6 
de abril, por el que se aprobó el Texto Refundido de la Ley y Tarifas de los 
Impuestos Generales sobre las Sucesiones y sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados. 
Sin em~go, tras la derogación del Decreto de 15 de enero de 1959, que 
estu~o en VIgor hasta la promulgación del Real Decreto 1629/1991, de 8 de 
nOVIembre, por el que se aprobó el RISyD, la normativa no ha vuelto a mencio-
nar el carácter extraordinario de la tasación pericial contradictoria. Basándose en 
esta cons~tación, algunos autores la interpretan como una voluntad clara de 
der?~ar dicho ~. 1.19, esto es, los supuestos en que cabía acudir a la tasación 
pencIal contradIctona 856, sobre todo teniendo en cuenta que el legislador de 1980 
855C h °ad omo emos menCIOn o en el texto, ya la Ley de 2 de abril de 1900, que reformaba los 
I~pu~stos de Derechos Reales y Transmisión de Bienes, consideraba la tasación pericial contra-
dIctOria com~ un «medio e~~aordinari?» para comprobar los valores en los supuestos en que el 
resto de medIOS de valoracIOn no arrojaban el verdadero valor del bien en cuestión (arto 7)0 El 
Reglamento del ,Impuesto de Derec~os Re~es ~e 10.401900 fijaba los supuestos en que podía desa-
rrollarse en aquellos en que los medIOS ordmanos de comprobación «no produzcan el resultado de 
con?cer :1 verdadero valor de los bienes ~ d~rechos reales; cuando expresamente se preceptúe en 
al~ artIculo de este Reglamento como mdIspensable para fijar la base de liquidación, o cuando 
l~s mteresados no acepten el ovalor q~e la Administración señale como resultado de la comproba-
CIón, salvo !o que con excepcIón se dIspone en el artículo 86 (Esta excepción hacía referencia a las 
comprobacIOnes de valores realizadas mediante la capitalización del líquido imponible amillara-
do)>> (art. 78). A pesar de que parecían cumplirse en el Reglamento de 10 de abril 1900 (aprobado 
por Real Decreto de 10 de abril de 1990) los presupuestos de la transacción, concurrían dos datos 
que llevan ~ rech~ar ~ue esta norma configurara la tasación pericial contradictoria como un con-
trato: a) el o~gano hqUIdador no estaba vinculado al resultado de la tasación pericial contradictoria 
(en este sentI~~, el arto 96 establecía que «en vista de los alegado por el contribuyente, del resulta-
do de la tasa~I?n y ~emás pruebas propuestas, que se apreciarán en conjunto, la oficina liquidado-
r~ o la A~straCIón de Hacienda a quien corresponda en cada caso aprobar la comprobación, 
fiprá defirut~vamente elovalor que haya de servir de base para la liquidación (.0.)>»; b) el particular 
podía r~umr el ,valor fijado en la tasación pericial contradictoria ante los Tribunales (art097)0 Así 
lo e~hca ~ARCIA TORR~S, Jo, ~a~ación .. o, cito, ppo 429 Y sSo Por este último motivo -la ausencia 
de vmculacIón a la tasaCIón penCIal contradictoria por parte del obligado tributario-, también ha 
de d~!cartarse que el ~reto 176/19590 la concibiera como un contrato (arto 99)0 ACOSTA ES~AN~, R., Comentano al arto 51 del Texto Refundido de la Ley del ITPy AID 
(~eal Decreto Leg~slatIv~ 3050/1980, de 30 de diciembre), en AMORÓS RICA, No, diro, Comenta-
nos a las Leyes Tnbutanas y Financieras, Edo de Derecho Financiero, Madrid, po 14060 
sí trasladó los arts.120, 121 y 123 del Decreto 3050/1980 (arts. 50 y 51), mien-
tras que no hizo lo mismo con el arto 119, donde se recogían, como decimos, las 
causas que legitimaban el recurso a aquel mecanismo de corrección de valores. 
Sin embargo, en nuestra opinión, dicha ausencia no puede traducirse en la 
posibilidad de utilizar la tasación pericial contradictoria en todo caso, sino que 
sigue siendo requisito la existencia de una incertidumbre. En realidad, se produ-
cirá siempre dicha incertidumbre, pues no debe olvidarse que este método sólo 
puede emplearse cuando la ley reguladora de un tributo tome como referencia 
para estimar un bien o derecho su verdadero valor, que se identifica con el de 
mercado. Ello se traduce en una gran inseguridad respecto al valor buscado en 
la mayoría de los supuestos. Aunque la Administración haya fijado uno en la 
comprobación de valores, es muy frecuente que ante las alegaciones del obliga-
do tributario se plantee la certeza de aquél 857. Por otro lado, el carácter extraor-
dinario de la tasación pericial que estudiamos se deriva directamente de la LGT, 
tal y como reconoció GARCÍA TORRES 858: por lo que respecta a la solicitada por 
el obligado tributario, su carácter extraordinario proviene de la función correcti-
va que asume respecto de los demás medios de impugnación; en relación a la 
adoptada «de oficio» (art. 52.l.e LGT), dicha característica deriva tanto de su 
naturaleza contradictoria, como de la relación vertical -y no horizontal- que 
tiene con el resto de medios de valoración, en especial con la tasación pericial. 
La tesis aquí mantenida, en tomo a la necesidad de que concurra una incer-
tidumbre, parece ser admitida por la STS de 8-6-1992: 
«En el supuesto de autos, el TEAP, ante la contradicción de los infonnes y cer-
tificados aportados por la reclamante (ahora apelada) y los tipos reflejados en los 
índices, y ante la conclusión de que los medios ordinarios de comprobación ( ... ) 
no son utilizables o no penniten concretar el verdadero valor de los bienes o dere-
chos transmitidos, opta, declarando la nulidad de la liquidación originaria, por 
acudir, de oficio, al medio extraordinario de comprobación del arto 52.l.e antes 
citado, es decir, la "tasación pericial contradictoria"». 
857 Junto a este argumento, quizás también podría alegarse que la incertidumbre no tiene por-
qué plantearse exclusivamente respecto a la cuantía del valor en sí mismo, sino en relación al 
éxito que la postura de la Administración tendría en un posterior proceso. Por ello, las causas 
recogidas en el arto 81 del Reglamento de los Impuestos sobre Derechos Reales y sobre 
Transmisiones de Bienes pueden dividirse en dos. En un primer grupo se encuentran las tres pri-
meras cláusulas, que responden a la imposibilidad de determinar el valor del bien mediante los 
medios de comprobación ordinarios. El segundo se integra por la última cláusula, para el supues-
to de que a pesar de haber podido la Hacienda Pública fijar el valor que ella considera correcto, 
el obligado tributario discrepa. En este último supuesto, la Administración es consciente de las 
dificultades que tendría en un posterior proceso para hacer triunfar su valoración (MEYER, H., Y 
otros, Verwaltungsveifahrengesetz ... , cit., p. 518). Pero, de todas formas, no creemos que sea 
necesario entrar en este debate que cobra mayor importancia respecto de otras figuras, como los 
convenios concursales, puesto que en la tasación pericial contradictoria sí se produce una tran-
sacción respecto del valor en sí mismo debido a la utilización de esta figura sólo en relación a 
valores que se fijan de acuerdo a precios de mercado. 
858 GARCÍA TORRES, J., Sobre un tema ... , cit., pp. 781 Y ss. 
E~ este punto también pueden transcribirse las palabras de la STSJ de C~~as de 2-1 ~-1994 cuando establece el limitado campo que tiene la tasación 
pencIal contradIctoria en relación a los valores catastrales: 
., «Dada la n~ralez~ eminentemente técnica del procedimiento de determina-
Clon de ~~ bases l~po~bles en la Contribución Territorial Urbana ( ... ), el sistema 
de t~~lon contradlctona que nonnaImente se propone por el contribuyente tiene 
~ hml~~o.campo de aplicación, pues no puede operar sobre los módulos que se 
fijan pe~ódlcamente por el Centro de Gestión Catastral, y que con su aplicación 
~at~máttca ~~o sobre el suelo como sobre las construcciones, impiden apre-
CIacIOnes subJettvas de carácter especulativo». 
Por último, sólo destacar, a través de la mención a la STS de 10 d d" _ 
bre de 1990, la conexión que existe entre valor a precios de mercado : ~~::_ 
dumbre: 
«Al po~erse de .m~ifiesto la imposibilidad de la fijación del valor exacto y ~al del objeto y eXIstIr, por tanto.' una contradicción entre las diferentes valora-
c~ones concurrentes, se ha prodUCIdo una desvirtuación de la presunción de vera-
c~dad de los valores indic~~os y. ~rocede, por ello, por haberlo instado así el pro-
pIO reclamante, una tasacIOn penclal contradictoria» 859. 
Esta p~stura ~~nlleva, obviamente, la posibilidad de que la Administración 
rechace la mcoaCIOn de la tasaci?n pe~cial contradictoria requerida por el parti-
c,ular ~uando constat~ que no eXIste nmguna incertidumbre respecto de la cuan-
tIa .. Sm embargo, ~elte~amos, como la tasación pericial contradictoria sólo es 
pOSIble frente ~ es~acIOnes basadas en valores de mercados, y el valor de mer-
cado es. por SI mIsmo un concepto jurídico indeterminado siempre que la 
referenCIa de valoración lo sea al valor de mercado existirá un~ incertidumb 
por lo tanto, la Hacienda Pública deberá aceptar su tramitación 860. re y, 
Por otra ¡;>arte, . esta limitación de la tasación pericial contradictoria a los 
s?puestos de mcertIdumbre conlleva una consecuencia muy importante en rela-
cI~n a las causas por las que el obligado tributario puede impugnar ante los Tnbunale~ un valor resul~te de u~a ~omprobación de valores y que se opone a 
l? ~~tenldo p~r la may~~a de .la junsprudencia y la Administración. El crite-
~o junsp~d~nc~al ~ adrnlDlstratIvo ha establecido que el ciudadano sólo puede 
Impugnar junsdiccIOnalmente la comprobación de valores en los supuestos en 
859 En 1 . 
de 1 8 e mismo.sentido, la STS de 16-9-1991 y la SsTSJ de Cataluña de 29 de noviembre 
9 9 (que fue objeto de un recurso de apelación que desestimó la STS de 17 de marzo de 19~i~' lT~ ;3 de fe~ro de 1990 (que también fue recurrida en apelación, recurso desestimado 
::01 1 e 5 de di~iembr~ de 19~4) las cuales establecen que «como la actividad probatoria 
e. rec amante prov.oco que dicho Tnbunal Económico-Administrativo dudase ue los ti os uni-
dtanos dalel valor comente en venta fijados por el Ayuntamiento demandante con~vieran ! verda ero v or en venta del terreno di' -
Valía) a la tasació . . ,s~uso ~ue se acudiera (ante el desconocimiento de la real Plus 
. n pencial contradictona como medio corrector que es de los ordinari d' de comprobaCión de valores». os me lOS 
860 So~esta base p~ede admitirse la obligatoriedad que el TSJ, en su Sta. de 7-2-1994 t 
ga a la admiSión de tasaCión pericial contradictoria. ' o or-
los que concurra una causa de ilegalidad, debiendo solicitarse la incoación de 
una tasación pericial contradictoria si lo que desea es recurrir la valoración en sí 861 . 
Frente a ello la reducción del uso de la tasación pericial contradictoria a los su-
puestos de ~certidumbre provoca la necesaria admisión del recurso ante los Tri-
bunales cuando el particular desee impugnar un valor resultante de una compro-
bación de valores realizada por cualquiera de los medios ordinarios del arto 52.1 
LGT Y que él considera manifiestamente falso, esto es, cuando no se plantee nin-
guna duda sobre su postura. 
Frente a la doctrina jurisprudencial expuesta, que imposibilita la impugna-
ción del valor ante los Tribunales, en nuestra opinión debe admitirse la defendida 
por la STS de 4-2-1995, donde se mantiene la ausencia de razones que permitan 
negar la impugnación de la valoración de la Administración ante el juez, lo que 
por otra parte infringiría el arto 24 CE862. En otro caso, si centramos la verdade-
861 SAN de 17 de septiembre de 1996; STSJ de Baleares de 12-9-1995; STSJ de Murcia 
de 28-6-1995; RTEAC de 22-11-1979, de 6-2-1991, 4-12-1991, 28-1-93, 9-9-1993,10-2-1994; 
6-10-1994, de 21-7-1994, de 5-5-1994, de 10-2-1994, RfEAR de Valencia de 28-5-1992. Como 
gráficamente expresa la RfEAC de 28-1-1993, «la vía económico-administ:ativa queda para los 
defectos formales, la tasación pericial contradictoria para los defectos matenales o de f~ndo». ~a 
RTEAC de 21-7-1994 establece que «en materia de valoración, los Tribunales económIco-admI-
nistrativos sólo pueden hacer control de legalidad, estándoles vedado enjuiciar el acierto o desa-
cierto de las tasaciones por tratarse ya de una materia eminentemente técnica. Esa legalidad que 
los tribunales económico-administrativos pueden y deben controlar se concreta en cuatro requi-
sitos: idoneidad de los peritos, coetaneidad de las valoraciones, notificación previa y separada 
(hoy desaparecida) Y notificación suficiente». En el mismo sentido, RfEAC 7 .. 1?197?;. 8.4.1987. 
En la doctrina, URTASUN AMANN, R., «Cuestiones prácticas acerca de la tasaClOn penclal contra-
dictoria», CT, n.º 72, 1994, pp. 129 Y 130. Junto a ello, también se ha previsto por la jurispru-
dencia que estos órganos administrativos de revisión rectifiquen los errores ma~eriales o, de hecho 
y los aritméticos, de acuerdo con el arto 156 LGT (RTEAC de 5-5-1994). Doct~n~ con:un a todas 
estas Resoluciones es que los Tribunales jurisdiccionales y econónuco-admimstratlvos deben 
limitarse a comprobar la legalidad del procedimiento del expediente de comprobación de valores, 
sin que pueda entrar a conocer de la certeza de la valoración. . 
862 «No se alcanza a ver las razones por las que se quiere privar de fuerza a una prueba,pen-
cial practicada ante un órgano jurisdiccional, que h~ d~ val~rm: ~icha prueba, p~~ dar ~~eferen­
cia a otra prueba pericial practicada fuera del procedlnuento JUdiCial, ante laAdm1llls?"~clOn Y con 
arreglo a unas normas ajenas a las procesales que rigen la práctica de la prueba pen~l~.de ~ntre 
las cuales tiene especial significación lo dispuesto en el artículo 628 de la ~y de EnJUl~lam~ento 
Civil que permite que las partes, por medio del juez, exijan del Perito o Pentos las exphcaclOnes 
oportunas para el esclarecimiento de los hechos ( ... ). . 
Pero es que, en todo caso, no existe un precepto de Ley que prohíba l~ práctlca de la prueba 
pericial dentro del proceso Contencioso-Administrativo, para contradeClf lo valorado por el 
Perito de la Administración, prohibición que sería necesario hacer por norma con rango de Ley 
[en el supuesto de que ello no fuera inconstitucional por infring~ ~l artículo. 24.2 de la 
Constitución e .. ), al limitarse los medios de prueba] y no por meras OpllllO~e.s do~trmale~. 
Aparte de ello, la prueba pericial a practicar en ~ía C:0ntenc.ios.~-A~~str~~IVO se nge por 
las sencillas normas de la Ley de Enjuiciamiento Civll y sm restncclOn o hmlta~lOn ~guna, fren-
te al complejo procedimiento que establece el artículo 52.2 de la ~y General Tn~u.tana, que ad<;-
más, limita la tasación pericial contradictoria -apartado 2 del numero 2-, eXigiendo, ademas 
ra función de la t~saci~n pericial contradictoria, lo que conlleva su limitación a 
los supuestos de mcertldumbre del valor, y restringimos el recurso judicial a las 
causas de .invalid~z, se .dejarían fuera de todo control aquellos supuestos en los 
q~e ~l oblIgado trtbutano no esté de acuerdo con el valor fijado por la Hacienda 
PúblIca pero esté .seguro de la corrección de su postura por lo que no está dis-
puest.<: a hac~r. ceSIOnes e.n ell~. En conclusión, la reclamación jurisdiccional y la 
t~saclOn ~en~Ial c~ntradIc.tona no son excluyentes entre sí, sino que la primera 
tiene un ambto mas amplIo, aceptando la impugnación de toda cuestión inclu-y~~do ,la que tenga por objet.o el verdadero valor de un bien, mientras que ia tasa-
clOno solo puede serprom?vIda cu~do no se esté de acuerdo con el valor fijado. 
El ~I~dadanO podra elegrr entre Impugnar la valoración ante los Tribunales o 
solic~tar una tasación pericial contradictoria. Frente al criterio aquí mantenido ~O(lría alegarse el vaciamiento de sentido de esa tasación, pues si también pued~ 
Impug~arse la certeza del valor ante los jueces, no se alcanza a comprender 
en que supuestos el particular acudirá a aquel método. Para resolver esta ra-
z?nable crí~ica ~ay ~~~ partir .de la función negociadora de la tasación peri-
CIal co~tradIcto?-~: dmgIda a eVItar el proceso. El ciudadano, aun pudiendo optar 
p?! la mterposI~IO~ de un recurso, quizás estime más favorable la composi-
ClOn de la poler~uca de forma autocompositiva, decantándose por solicitar 
un proceso negOCiador con la Hacienda Pública, en un intento de evitar el litigio. 
unos dese~b?~sos de los sujetos pa:'ivos -apartado 2 párrafos 5, 6 Y 7- que hacen práctica-
mente prot:Ubltlva o al menos muy dificultosa esta impugnación. 
~~ eXls~,n, por lo tanto, .razones, que impidan combatir las valoraciones de los peritos de la 
AdmllllstraclOn en los ,expedientes ~e comprobación de valores, mediante prueba pericial solici-
tada y ac~~dada en penodo probatono ~~l recurso contencioso-administrativo en que se impugne 
la valoraclOn re~ultant~ de la co~probaclOn, ya que los términos del apartado 2 del artículo 52 de la 
Le.y Gene~al Tnbu~ana no autonzan a sostener los contrario, puesto que se limita a decir que el 
s~Jet? pasiVO podra, en todo caso, promover la tasación pericial contradictoria ( ... ). Frente a estos 
termmo.s; deben pre~alecer lo~ de la Ley de la Jurisdicción, que modula la admisión de la prueba 
en ~clOn de dos clfcunstanclas: la conformidad o discrepancia de las partes sobre los hechos y 
que estos sean o no trascendentes para el fallo. Es, precisamente esa prueba lo que (al igual que 
lo que antecede so~ palabras de la Exposición de Motivos de la Ley de la Jurisdicción) confiere 
al pr~~so C??tenclOso ~a:' garantías necesarias para que constituya un perfecto instrumento de la 
Admmls~aclOn de Justlcla, que no puede impartirse con la mediatización de las posibilidades 
probatonas de las partes ante el órgano jurisdiccional. 
. Sería, ~or lo tanto, contrario al espíritu que informa la Ley de la Jurisdicción e incluso con-
tr~o al ~lculo 24 de la Constitución, limitar los medios de prueba del ciudadano, convertido en 
sUJet? paslV?, fre~te a la Administración, y entender que la comprobación de valores por la 
"':dml~straclOn solo puede ser combatida mediante prueba pericial contradictoria en vía admi-
lllstrahva» (Fundamento de Derecho cuarto). 
En.la doctrin~ mantiene la posibilidad de acudir a los Tribunales para discutir la certeza de la 
valoración GARCIA TORRES, J., Tasación pericial ... , cit., pp. 462 Y ss: CERVERA TORREJÓN F Y 
MAGRANER MORENO F J El l" . ' , ., 
, . .,« contro JudiCial del valor comprobado: una cuestión abierta» 
REDF, 1995, n.º 87, pp. 459 Y ss.; GóMEZ CABRERA, C., «Alcance de la revisión judicial del valo; 
comprobado por la Administración: ¿sustitución o simple anulación?» Impuestos 1996 n º 13 
pp. 8 y ss. ' "., 
Corresponde a la Administración decidir si ~oncurre el presupuesto. de incerti-
dumbre que legitima el recurso a la transaCCIón, en ~~te c.~so formalIZada ~ tra-
vés de la tasación pericial contradictoria, y la determmacIOn de la proporcIOna-
lidad del uso de este mecanismo convencional. 
Por último es importante destacar que la naturaleza transaccional de la figu-
ra que estudiamos es palpable también en el supuesto ~l ~. 139.3 RGR, 9~e 
recoge la posibilidad de llegar a un acuerdo en el procedlffilento de recaudacIOn 
mediante la utilización de este método. A diferencia del arto 52, en el RGR la 
negociación no se prevé con anterioridad a la apli~ación d~ la regla del 10 %, 
sino con posterioridad. Es decir, sólo cuando la discrepancia entre la s~a de 
valores asignados a los bienes por ambas partes exceda de un porcentaje con-
creto (20 %) se convocará al deudor para dirimir la divergencia de valorac~ón y, 
si se logra el acuerdo, hacer una sola. Esta diversidad según la fase procedlffien-
tal en que se desarrolle la tasación pericial contradictoria deriva, justamente, de 
que el procedimiento de comprobación tiene un carácter dialogante del q~e ~~ 
ce el de recaudación, y que permite que el acuerdo se logre de forma pnontarIa 
a la aplicación de cualquier otra regla. 
b) Licitud de la tasación pericial contradictoria como forma 
de actuación administrativa 
El ámbito de aplicación de la tasación pericial contradictoria. se extiende a 
todos los tributos, como lo demuestra el hecho de hallarse recogIda en la LGT 
bajo la expresión «en todo caso» y de la extensión por l~ misma LC!T de la com-
probación de valores a todos los tributos 863. En este sentido deterrnma el arto 109 
LGT que «la comprobación podrá alcanzar a todos los actos, elementos y vale:: 
raciones consignados en las declaraciones tributarias y podrá comprender la esti-
mación de las bases imponibles, utilizando los medios a que se refiere el artícu-
lo 52 de esta Ley». 
Hasta la LGT de 1963, la tasación pericial contradictoria sólo se encontraba 
contemplada en normas reguladoras de tributos, como el Reglamento ~e 
Derechos Reales de 1959 (arts. 90 a 99)864. La generalización de este mecams-
mo respondió, como explica ZABALA RODRÍGUEZ-FORNOS 865, a dos motivos: en 
863 En este punto existe unanimidad entre la jurisprudencia y la doctrina. Véase, SsTS de 22 
de julio de 1989,3 de abril de 1990,4 de abril de 1990, 10 de diciembre de 1990, 15 de febrero de 
1991, 20 de enero de 1993 y 17 de junio de 1994, entre otras; RfEAC 2?-6-1989; GARcíA 
TORRES, l, Tasación pericial..., cit., p. 356; del mismo autor, Sobre un tema ... , Clt.,.~. 735;.GARcíA~ 
MONeo, A M., La tasación ... , cit., p. 19; CAAMAÑO ANIDO, M. A., La tasaclOn ... , cit., p. 40, 
MARTÍN QUERALT, l, Curso ... , cit., p. 428. . 
864 Este fenómeno fue común a toda la comprobación de valores, como explIca AGULLO 
AGüERO, A., La comprobación ... , cit., p. 835. .... 
865 ZABALA RODRÍGUEZ-FoRNO, A., La tasación pericial contradictona en el Impuesto mum-
cipal de plusvalía y en la Contribución Territorial Urbana, Ciss comunicación, n.º 51, 1987, p. 20. 
primer lugar, a la consecución de la defensa y la participación del contribuyente 
en el procedimiento tributario de gestión y, en segundo lugar, a la conveniencia 
de que las prestaciones del ciudadano se sometan a la Administración, para que 
ésta pueda rectificar sus posibles errores o tener conocimiento de aquellas pre-
tensiones con anterioridad a la acción contencloso-administrativa. 
En consecuencia, el arto 52.1 y 52.2, en relación a la tasación de oficio o a 
instancia del particular, respectivamente, constituye habilitación suficiente para 
llevarla a cabo respecto al cálculo de un valor en cualquiera de los tributos exis-
tentes. Ello a salvo, claro está, de que la propia ley reguladora del tributo, exclu-
ya total o parcialmente su aplicación, como es el caso del arto 27 LIP, que limi-
ta el uso de este mecanismo a las joyas, pieles de carácter suntuario, vehículos, 
embarcaciones, aeronaves, objetos de arte, antigüedades, así como a los bienes 
y derechos de contenido económico. 
Sin embargo, a pesar de este espíritu generalizador, la LGT no recoge el régi-
men jurídico de la tasación pericial contradictoria, para cuya determinación es 
neces~o acudir a los arts.47 y 48 TRITPAJD Y 91 Y 98 RlTPAJD Y RISD, 
respectivamente 866. Y aun en estos preceptos, la regulación queda limitada a la 
tasación incitada por el particular. En efecto, como analizaremos al tratar el régi-
men jurídico, la tasación de oficio no tiene actualmente ningún contenido mate-
rial. Ello ha llevado a algunos autores a negar su existencia; sin embargo, reali-
zando la separación entre forma y contenido propuesta durante todo este traba-
jo, se llega a la conclusión de que el empleo de la tasación pericial contradicto-
ria es lícito, aunque no exista regulación respecto al modo concreto de su reali-
zación. 
El problema que se plantea a este respecto es qué hacer cuando se quiere 
desarrollar la tasación pericial contradictoria en la aplicación de un tributo 
cuya ley reguladora no contempla esta figura. En estos supuestos ha de exten-
derse la regulación llevada a cabo en los arts. 47 Y 48 TRITPAJD, los arts. 91 Y 
98 RlTPAJD Y RlSD, respectivamente, como explica la Exposición de Motivos 
de la.L.GT, ~n su apartado 7: «Es objeto de regulación la comprobación por la 
AdmimstracIón de los valores de la renta, productos, bienes y demás elementos 
que han de integrar la base del respectivo tributo. En esta materia se generalizan 
~os procedimientos de comprobación de valor vigentes para determinados 
lffipuestos ( ... )>>. De ello se deduce claramente la necesidad de considerar como 
arquetipo la regulación de la tasación contenida en los preceptos anteriormente 
señalados. 
Por otra parte, como ya explicamos, la tasación pericial contradictoria tiene 
una doble vertiente, ya que por un lado constituye un método de corrección a 
. .866 La tradicional ~tación de la tasación pericial contradictoria a los Impuestos sobre Trans-
miSIOnes y sobre Sucesiones responde, como explica CAAMAÑO ANIDO, M. A., La Tasación ... , 
cit., p. 40, a que las bases imponibles de estos tributos no se fijaban por los Jurados Tributarios. 
disposición de los particulares contra la valoración ya realizada por la 
Administración y, por otro, es un medio de comprobación de valores. 
Por lo que respecta a los supuestos en que la tasación es solicitada por los 
interesados, es importante señalar que constituye presupuesto ineludible la exis-
tencia de una actuación administrativa de valoración en el sentido del arto 13 
RGIT: la valoración de bienes, rentas, productos, derechos y patrimonios en 
general, de personas y Entidades públicas o privadas por cualquiera de los 
medios admitidos por el ordenamiento jurídico vigente y, en particular, por el 
artículo 52 LGT867. Así se desprende del propio arto 52.2 LGT (<<el sujeto pasi-
vo podrá, en todo caso, promover la tasación pericial contradictoria, en correc-
ción de los demás procedimientos de comprobación fiscal de valores [ .. ,]») y de 
los arts. 98 Y 62 RISD Y RITPAJD, respectivamente, los cuales determinan que 
los interesados podrán promover dicha tasación «en corrección del resultado 
obtenido en la comprobación de valores». En conclusión, se exige la preexisten-
cia «de una decisión administrativa, acto defmitivo, que establece un valor com-
probado» 868. 
c) Contenido lícito de la tasación pericial contradictoria 
La anterior constatación parece excluir de la calificación de actuaciones de 
valoración aquéllas en las cuales el valor de los bienes, rentas, etc. resulte direc-
tamente de la aplicación de reglas legales o reglamentarias. En consecuencia, la 
tasación pericial no puede aplicarse para discutir un valor que derive de un cri-
terio establecido de forma fija e invariable por el ordenamiento jurídico, como 
el valor de rescate para calcular el valor de los seguros de vida a efectos de su 
integración en la base imponible del IP (art. 17 LIP) o la cuantía del alquiler de 
vivienda arrendada que se pone a disposición del sujeto pasivo y se considera 
retribución en especie (art. 21 LIRPF). Esto es, la tasación pericial contradicto-
ria no puede emplearse para fijar valores que resulten ciertos. Dicho de otro 
modo, este mecanismo de corrección sólo está previsto en supuestos en que la 
Administración haya realizado una valoración no sujeta a criterios predetermi-
nados, fijos, sino basados en precios de mercado (por ejemplo, el cálculo del 
valor de los objetos de arte, que se computan por su valor de mercado, puede rea-
lizarse mediante tasación pericial contradictoria, arts.19 y 27 LIP). 
En efecto, tanto en los supuestos en que la tasación pericial contradictoria se 
realiza de oficio (art. 52.1) como en los que es solicitada por el interesado (art. 
52.2), sólo se encuentra prevista por el ordenamiento jurídico cuando los valo-
res a determinar se basan en precios de mercado. En este sentido, la LIP exclu-
ye la tasación para la valoración de todos los bienes excepto los que se funda-
867 GARCÍA ToRRES, J., Sobre un tema ... , cit., p. 789. 
868 GARCÍA ToRRES, J., Tasación pericial contradictoria ... , cit., p. 443. 
mentan en precios de mercado (art. 27). La razón por la que se limita el ámbito 
de dich? exped~e~te a los precios de mercado es la incertidumbre que éstos, por 
su propIa defmlclon, plantean. En conclusión, la tasación pericial contradictoria 
sólo es posible ante valores inciertos, lo que se justifica en que para la fijación 
de estos valores resulta más conveniente la participación del ciudadano, pues de 
este mod~ ,se garantiza un mayor acercamiento al valor verdadero, gracias a la 
colaboraclon de ambas partes, así como la paz jurídica, al evitar el posterior 
recurso contra el valor fijado. 
Teniendo esto en cuenta, cuando la Administración deba realizar una com-
probación de valores, tendrá que decidir si la tasación pericial contradictoria 
res~lta ~?ecuada para resolver el valor incierto, porque sólo así se respetará la 
obligaclon de que el «verdadero valor» sea el parámetro para la elección del 
medio de comprobación más adecuado. En efecto, el órgano administrativo debe 
elegir el método que, por comparación al resto, pueda conducir mejor al verda-
dero valor 869. El mismo razonamiento discrecional sobre la oportunidad del uso 
de la tasación debe hacer la Hacienda Pública cuando dicho mecanismo sea soli-
citado por el interesado. 
Existen ~jempl.os. co~~retos, aparte.?e los ya mencionados, en los que se 
puede apreCIar la limltaclOn de la tasaclOn que estudiamos a los casos de incer-
tidum?re. Así, el art. 87.3 del Decreto 176/1959, de 15 de enero, por el que se 
aprobo el Reglamento para la Aplicación de la Ley de los Impuestos de 
Derechos Reales y sobre Transmisiones Patrimoniales de Bienes, de 21 de 
~arzo de 1958, disponía que «si los bienes no estuvieren inscritos en el Registro 
FI~Cal o en el Catastro .y no fuere posible verificar la comprobación por cual-
q~era de los otr?s medIOS establecidos en el artículo 80, se procederá a la tasa-
Clon a costa del mteresado»; la doctrina ha interpretado que este precepto hacía 
referencia a la tasación pericial contradictoria 870. 
En defmitiva, el acotamiento de la tasación pericial contradictoria a los 
sup~~stos de inse~~,ad en tomo al valor en cuestión se refleja en el Derecho 
pOSItIVO en la aSOClaClOn que el legislador realiza entre dicha tasación y el valor 
de mercado que por defmición plantea inseguridades en su fijación. En todos los 
casos en que el ordenamiento jurídico prevé la tasación pericial contradictoria 
ésta ~~ emplea par.~ dilucidar un v~or de mercado 871, lo que esconde una con~ 
cepclOn de la tasaclon como mecamsmo compositivo para dilucidar valores inse-
~r~~, pues s?l? en. ~stos caso~ existe una incertidumbre que justifica la nego-
claclon o partlclpaclOn del partIcular en la fijación. Es por ello por lo que la tasa-
869 GARcíA TORRES, J., Tasación pericial contradictoria ... , cit., pp. 394 Y ss. 
::~ En este sentid~, GARdA TORRE~, J., Tasación pericial contradictoria ... , cit., p. 417, n. 64. 
ACOSTA E~PAN~, R., Comentano al arto 51 del Texto Refundido de la Ley del ITP y AJD 
(Real Decreto LegislatiVO 3050/1980, de 30 de diciembre) en AMORÓS RICA N dir e _ 
. " ., a, omen t~nos a las Leyes ... , cit., Tomo VII-2.º, p. 1410; PÉREZ-EMBID WAMBA. C. M., «La ta~ación peri-
Cial ... », cit., p. 49. 
ción pericial contradictoria se ha desarrollado de fonna predominante en el ISD 
yen el ITPAJD (arts. 18 LISD, 98 RISD, 47 TRITPAJD, 91 Y 120 ss RITPAJD). 
Pero este medio de valoración no es exclusivo de estos impuestos, sino que se 
extiende a todos aquellos que prevean una valoración según precios reales o de 
mercado (por ejemplo, arto 27 LIP, que expresamente relaciona la tasación peri-
cial contradictoria con los supuestos en que dicho valor se basa en el de merca-
do; arts. 8,27.Uno,f, 42, 46.Tres LIRPF; arto 16 LIS; arto 66 LRHL). 
A pesar de la claridad de este punto de partida, existe un supuesto respecto 
al cual parte de la jurisprudencia y de la doctrina admite la utilización de la tasa-
ción pericial contradictoria a pesar de que s~ basa en criterios de valoración pre-
fijados: los valores catastrales. En nuestra opinión, es admisible la utilización de 
aquel expediente para valorar bienes cuyo valor viene detenninado en el catas-
tro, siempre que se justifique la incorrección del valor catastral, esto es, cuando 
se prueba que el valor reflejado en el catastro no se corresponde con el valor real 
del bien, aunque se desconozca la cuantía exacta de éste, para cuya fijación se 
propone la tasación. Es importante dejar claro que la postura mantenida por 
nosotros no constituye una excepción a la exigencia de que la tasación surja con 
la finalidad de resolver una incertidumbre, porque es posible que, aunque el 
valor esté establecido en el catastro, éste sea incorrecto y el establecimiento del 
verdadero valor resulte objetivamente imposible. La regla general que excluye 
de la utilización de la tasación pericial contradictoria a las actuaciones de valo-
ración realizadas por la Hacienda Pública basándose en un criterio legalmente 
predetenninado, encuentra excepciones que muestran que, en detenninadas cir-
cunstancias, ese criterio puede no adecuarse ya a la realidad, lo que hace surgir 
la incertidumbre que es presupuesto de la tasación. Así quedan desvirtuados los 
ténninos de la RTEAC de 9 de junio de 1986, la cual negaba la posibilidad de 
emplear el expediente que estudiamos ante un valor catastral con el argumento 
de que frente a «los procedimientos individualizados de valoración llevados a 
cabo de oficio por la Administración Tributaria, (donde) la participación de los 
interesados encuentra su cauce en la tasación pericial contradictoria ( ... ) en los 
procedimientos colectivos de valoración ( ... ) la tasación pericial contradictoria 
no tiene sentido en la fase de aplicación individualizada, porque previamente se 
han aprobado los valores básicos y los criterios técnicos de carácter general, de 
fonna que la valoración individualizada se limita a la aplicación a cada caso con-
creto de los valores y criterios ya fijados, no existiendo, pues, campo alguno para 
la fonnulación de tasaciones discrepantes» 872. Sin embargo, como decimos, la 
doctrina contenida en esta Resolución es rechazada tanto por el TS como por 
872 Existen autores que no sólo excluyen la tasación pericial contradictoria de los valores pre-
fijados, sino la totalidad de la actividad de comprobación. En este sentido, MARTÍNFZ LAFuENTE, A, 
«La comprobación de valores a efectos tributarios: Aspectos sustantivos», HPE, 1983, n.º 80, 
p. 40, quien limita dicha actividad exclusivamente a la estimación directa. 
autores tri~utaristas, co~o .~GULLO AGÜERO 873 Y CAAMAÑo ANIDO 874, que justi-
fican; ,medIante .la .exposIcIOn de determinados argumentos, la utilización de la 
tasacIOn en la fijaCIÓn .de. valores catastrales. Dichos argumentos se centran, por 
lo que a nuestro estudIO ~t~resa, ~n l~ ~usencia de diferenciación por parte del 
arto 5~ LGT en~~ proc~~lffiIentos mdIvIduales y colectivos de valoración, pues 
pennIte ~a tasacI~n .pencIal contradictoria «en todo caso», y en la incorrección 
de defrnrr la actIVIdad de aplicación de los valores catastrales como mera 
subsunción. En este se~ti.do ha es~blecido la STS de 10 de octubre de 1990 que 
«es perfectamente admiSIble acudIr a la tasación pericial contradictoria prevista 
en el art. 52 de l~ Ley General Tributaria, cuyos preceptos no debe olvidarse -a 
pesa: ~el c?nterudo de ap. 3- que son aplicables a todos los tributos, sin deber-
se dISt~guIr en. c~anto a ello entre los estatales y los locales, para así, en la vía d~ ~estIón mu~cIpal, detenninar cuál es el verdadero valor del bien cuya trans-
mISIón es motIvo de la correspondiente liquidación»; y la STS de 20 de enero de 
1993, l~ cual, ~ec?giendo la doctrina del pronunciamiento descrito, añade que 
«una reIterada Junsprudencia ~ ... ) tie~e e~tablecido que los índices Municipales 
del ~r,es~n!e. Impuesto'! los TIpOS unItanos en ellos contenidos tienen una pre-
SUn~I?? 1ll1CIal de legalIdad y de veracidad como todo acto administrativo o dis-
P?,SICIOn ?eneral regl~~ntaria, dicha doctrina legal puntualiza que tal presun-
c~on es s~mplemente lUns tantum y puede ser desvirtuada, bien de un modo 
dIrecto, bIen de una fonna indirecta, cuando se impugna una liquidación girada 
con b~se en ellos, mediante una prueba plena y completa de la inadecuación de 
tales tIpos o valores al corriente en venta». y, por último, resulta fundamental 
destacar que el propio ordenamiento jurídico pennite la modificación de los valo~~s catastrales para adecuarlos a la realidad; así, el arto 66 LRHL dispone, en relac~on al ~puesto sobre Bienes Inmuebles, que «para la detenninación de la 
base Imporuble se tomará como valor de los bienes inmuebles el valor catastral 
de l?s mis~os, que se. fij~á tomando como referencia el valor de mercado de 
aquellos, sm que, en run~ caso, pueda exceder de éste», lo que se ve comple-
tado con el arto 71 de la mIsma ley al posibilitar la modificación de los valores 
catastral~s «de ofici~ ~ a instancia ~e la entidad local correspondiente, cuando el p~aneamIent? urbanIStICO u otras cIrcunstancias pongan de manifiesto diferen-
CIaS s~stancIales entre aquéllos y los valores de mercado de los bienes inmue-
bles .sItuados en el ténnino municipal o en alguna o varias zonas, polígonos dis-
contmuos o fmcas del mismo». 
Dicha ~t.eraci~? se realizará mediante tasación pericial contradictoria cuan-
do la A~1ll1straCI?n constate la inadecuación a la realidad de los valores catas-
trales. SI es el p~Icula: el que solicita dicha tasación, la Hacienda Pública tiene 
que adoptar medIdas diferentes: en primer lugar, debe denegar la modificación 
873 AGULLO A?ÜERO: A., La comprobación de valores ... , cit., pp. 866 y 867; de la misma 
autora, La valoraCión de mmuebles ... , cit., p. 258. 
874 CAAMAÑO ANIDo, M. A., La Tasación ... , cit., pp. 42 Y ss. 
del Catastro cuando considere que sí corresponde al valor de mercado del bien; 
en segundo lugar, si llega a la conclusión de que el valor fijado catastralmente es 
incorrecto debe conceder la incoación de la tasación para conocer dicho valor, 
que al estar basado en precios del mercado resultará controvertido. Como expli-
ca CAAMAÑo ANIDO 875, el plazo para solicitar la tasación en estos supuestos es 
de quince días desde la notificación individual de los valores catastrales que se 
produce, «a partir de la publicación de las ponencias, ( ... ), antes de la fmaliza-
ción del año inmediatamente anterior a aquel en que deban surgir efecto dichos 
valores» (art. 70.4 LRHL). 
Por otra parte, del razonamiento utilizado anteriormente para admitir el uso 
de la tasación pericial contradictoria en cuanto a los valores catastrales (la ausen-
cia de diferenciación entre procedimiento de valoración individuales y colecti-
vos) también se extrae la posibilidad de utilizar dicha tasación para valorar no 
un solo bien, sino un conjunto de bienes 876. Junto a esto, no hay que olvidar el 
requisito de legitimación de los particulares, que deben ostentar una vinculación 
directa con el objeto de la transacción, 10 que imposibilita la celebración de tasa-
ciones periciales contradictorias por un colectivo de ciudadanos 877. 
Por último, es necesario aclarar la posibilidad de utilizar la tasación pericial 
contradictoria contra la valoración que ha sido determinada a través de la esti-
mación indirecta. Se trata de una cuestión controvertida, que tiene su origen 
en la propia concepción de la estimación indirecta. Para los autores que le atri-
buyen el carácter de régimen de determinación de bases, la Administración fija 
directamente los valores, y, por 10 tanto, no controla valores declarados por el 
obligado tributario, 10 que elimina la aplicación de la comprobación de valores 
878. Por el contrario, en opinión de otra parte de la doctrina, la estimación indi-
875 CAAMAÑO ANIDO, M. A., La Tasación ... , cit., p. 44. 
876 En este sentido se ha pronunciado, en relación a la generalidad de los métodos de com-
probación de valores, AGULLO AGÜERO, A., La comprobación ... , cit., p. 838. Por el contrario, el 
TEAC ha negado el empleo de la tasación pericial contradictoria con la finalidad de determinar 
el rendimiento neto de una actividad, para lo cual lo relevante era la cifra de ventas de la empre-
sa (Resolución de 23-11-1993). 
877 Véase el capítulo tercero epígrafe 1II.B.l.a. 
878 AGULLO, AGÜERO, A., La comprobación ... , cit., p. 861. En este sentido, la RTEAC de 23-
11-1993 considera que no es aplicable la tasación pericial contradictoria a la estimación indirec-
ta, pues «según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua, el término tasación significa 
"justiprecio o avalúo de las cosas", por lo que aquélla sólo es susceptible de utilización en los 
casos en que se trate de valorar una o varias cosas y no en aquellos otros, como el presente, en 
que lo relevante no es lo que valen los inmuebles vendidos, sino la cifra de ventas de la empre-
sa, que puede no coincidir con el justiprecio o avalúo de éstas, y precisamente por ello el legisla-
dor recurre a un procedimiento específico para determinar la base imponible como es el de esti-
mación indirecta ( ... ), sin que sea factible por la naturaleza del objeto a cuantificar, el recurso a la 
tpc, propia ( ... ) de los casos en que se trata de conocer el valor de las cosas (el "valor real del bien 
transmitido" en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales, según el arto 10 de su Texto 
Refundido, por ejemplo)>>. 
recta es una modalidad de comprobación tributaria, mediante la cual la Hacienda 
Pública no se limita a aplicar automáticamente la ley, 10 cual provoca la admi-
sión de la tasación pericial contradictoria en corrección de los valores estableci-
dos por la Administración 879. A nuestro parecer, resulta muy convincente la ter-
cera alternativa, planteada por CAAMAÑo ANIDO 880, según la cual la admisión de 
la tasación pericial contradictoria en la estimación indirecta está en función 
del medio de estimación que se haya usado. Así, no cabrá este expediente cuan-
do el órgano administrativo utilice, por ejemplo, los signos, índices o módu-
los que se den en los respectivos contribuyentes (art. 50.c LGT), debido a la in-
existencia de incertidumbre; pero sí será admisible en los supuestos en que el 
cálculo del valor haga referencia a una base en sí misma incierta, como el valor de 
mercado. En este sentido, explica CAAMAÑo ANIDO cómo «no nos parece difícil 
imaginar supuestos de estimación indirecta donde estén presentes valores revi-
sables en forma contradictoria. Sería el caso en que la Administración estimase 
en régimen indirecto los rendimientos de operaciones entre sociedades vincula-
das sirviéndose de los datos y antecedentes que obrasen en su poder (v.gr. decla-
raciones y autoliquidaciones presentadas por el sujeto), o el de una estimación 
indirecta de las bases imponibles del IVA por operaciones de autoconsumo, o, en 
fin, el de la estimación indirecta de rendimientos del trabajo en especie (p. ej. 
mediante la entrega de bienes inmuebles). En estos supuestos, aunque resulte 
sobradamente justificada la aplicación del régimen de estimación indirecta de 
bases, esto es, aunque haya "incongruencia probada" en los registros contables 
del sujeto pasivo o se hayan dejado de presentar en tiempo y forma las corres-
pondientes declaraciones tributarias, sí podrá discutirse mediante tpc cuál es "el 
precio que sería acordado en condiciones normales de mercado entre partes 
independientes", o "el valor real" de los bienes en el momento del tránsito al 
patrimonio personal para el autoconsumo o, por último, el "valor normal de mer-
cado" para calcular la retribución en especie. En definitiva, pensamos que sí será 
admisible promover una tasación pericial contradictoria contra los valores deter-
minados indirectamente cuando éstos, en los términos del arto 13 RGIT, lejos de 
"resultar directamente de la aplicación de reglas legales o reglamentarias", se 
presenten en forma de cualquiera de los conceptos jurídicos indeterminados que 
hemos visto». 
d) Régimen jurídico 
Al igual que explicamos al estudiar las otras manifestaciones de terminación 
transaccional del procedimiento tributario, en el epígrafe del régimen jurídico de 
la tasación pericial contradictoria sólo haremos referencia a cuestiones que o 
879 NúÑEZ PÉREZ, G. G., «La actividad administrativa ... », cit., p. 96. 
880 CAAMAÑO ANIDO, M. A., La Tasación ... , cit., pp. 58 Y 59. 
bien precisan de una reiteración debido a su importancia o presentan una mati-
zación frente al régimen general expuesto en el capítulo tercero que, como 
hemos reiterado incesantemente, no es más que una construcción genérica a par-
tir del análisis de las concretas transacciones tributarias, entre las que se encuen-
tra evidentemente la figura que estudiamos en este momento. 
En primer lugar, resulta de interés destacar que la regulación de la tasación 
se ajusta correctamente a las normas de legitimación de los contratos de Derecho 
público que, como explicamos en el capítulo tercero, recae sobre los interesados 
en el procedimiento. A esta idea responden los Reglamentos de los ISD y del 
ITPAJD donde, a pesar del tenor del arto 52 LGT (<<Corresponde al sujeto pasi-
vo promover ... »), extienden la legitimación a los interesados (arts.98 y 91, res-
pectivamente) 881. En este sentido se ha pronunciado la SAN de 17 de septiem-
bre de 1996, la cual discute el criterio de la Administración que excluyó la legi-
timidad de los donantes para solicitar la tasación pericial contradictoria de los 
bienes donados a efectos del ISD porque consideraba que cuando el arto 119 del 
Texto Refundido regulador del Impuesto General sobre Sucesiones otorgaba este 
mecanismo a los interesados que 10 solicitaran estaba haciendo referencia al 
sujeto pasivo o responsable del impuesto, «y los recurrentes son los donantes, 
que no los donatarios y, en consecuencia, no son los sujetos pasivos o interesa-
dos» (Informe de la Oficina Liquidadora de 19 de mayo de 1984). La Audiencia 
Nacional replica que no puede compartir esta postura «dado que la atribución de 
un mayor valor por la donación efectuada, no sólo afecta a los donatarios, en 
cuanto que se incrementa su obligación tributaria derivada del Impuesto General 
sobre Sucesiones, sino que también afecta a los donantes en tanto en cuanto les 
supone un mayor valor de trasmisión a efectos de determinar el incremento (o 
disminución) de patrimonio a efectos del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, con las consiguientes repercusiones tributarias, 10 que les con-
vierte igualmente en "interesados" a la hora de atacar la adecuación de la valo-
ración efectuada. Es más, esta interpretación se ve corroborada, por ejemplo, con 
la vigente Ley reguladora del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y 
Actos Jurídicos Documentados (Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de sep-
tiembre ( ... ), que, aun no siendo aplicable al caso de autos, sí sirve como criterio 
de interpretación y que permite expresamente a los "interesados" promover la 
tasación pericial contradictoria, encontrándose entre tales "interesados" "los 
transmitentes" cuando "los nuevos valores puedan tener repercusiones tributa-
rias" para los mismos (así, los artículos 46 Y 47)>>. 
Por su parte, el órgano administrativo competente son los órganos de gestión, 
aunque el RGIT también le atribuye la potestad al respecto a la Inspección de los 
Tributos (arts. 9, 13 y 70). 
881 Véase, en este sentido también, CAAMAÑoANIDo, M. A., La Tasación ... , cit., pp. 71 Y SS.; 
ALONSO GoNZÁLEZ, L. M., Y otros, La Reforma de la Ley General Tributaria (Análisis de la Ley 
25/1995 de 20 de julio), Cedecs, Barcelona, 1995, p. 72. 
. Como ya .hemos explicado, el presupuesto de la tasación pericial contradic-
tona promOVIda por el particular es una actuación de comprobación de valores 
por parte de la Hacienda Pública. Sin embargo, y a pesar del tenor del arto 70.2 
R~~, no. es el mo~ento de la notificación de la actuación el previsto para 
sohcItar dIcha tasaclOn contradictoria en la mayoría de los casos. El arto 52.2 
LGT hace necesario diferenciar, a efectos del plazo de solicitud de la tasación 
perici~ co~~dictoria, entre los supuestos en que el ordenamiento jurídico prevé 
la no~~ficaclOn del acto de comprobación de valores y los casos en que tal noti-
ficaclOn no se produce, englobándose el contenido de la comprobación de valo-
res dentro del acto de liquidación 882. En concreto, el arto 52.2 LGT identifica el 
plazo para promover esta figura y el de «la primera reclamación que proceda 
c?ntra.la liquidación efectuada sobre la base de los valores comprobados admi-
ms~a~~ament~» 883, excepto en los supuestos en que se prevea expresamente la 
posIbIhdad de rmpugnar el acto de comprobación. Por 10 tanto, la tasación con-
n:adictoria debe solicitarse en diferentes momentos según el ordenamiento jurí-
dICO establezca la notificación individual del acto de comprobación de valores o 
no; en el primer caso, la tasación ha de solicitarse en el plazo de reclamación 
c?ntra dicho ~cto, mie~tras que en el segundo dicho plazo corresponde al pre-
VIstO para la ImpugnacIón del acto de liquidación. Las normas tributarias reco-
gen determinados supuestos en los que la comprobación de valores se notifica 
autónomamente y es susceptible de recurso, así, por ejemplo, el arto 46.21RI1PAJD: 
«cuando los ~uevo~ valores puedan tener repercusiones tributarias para los transrni-
ten~~s se notific.ru::a? a éstos por separado para que puedan proceder a su impug-
naClOn en reposIclOn o en vía económico-administrativa o solicitar su corrección 
mediante tasación pericial contradictoria»; y el arto 47.2 del mismo Texto legal 
• • 8~2 A este respecto es importante puntualizar que la ausencia de previsión de la notificación 
mdiv~~ual d~l acto de comprobación de valores no significa que dicho acto no exista. Como expli-
ca N~ PÉREZ, G. G., «La actividad administrativa ... », cit., p. 72, «la circunstancia de que en 
la mayona de los supuestos de aplicación de los tributos no se articule a nivel normativo la 
~pugnación autónom~ del llamado "acto de comprobación", no significa que tal acto sea ine-
xistente; por el contrano, lo que sucede en realidad es que "el denominado 'acto de liquidación' 
engloba, además ~e~ acto de liquidación en sentido estricto, un acto de comprobación, constitu-
yendo ambos un urnco acto, sólo a efectos de notificación y recursos"» (Nuñez Pérez cita a su 
vez, ~3CLAV~0 HERNÁN~EZ, F., El procedimiento de .l!quida~ión, La Laguna, ,1983, inédito,~. 11). 
ExplIca CAAMANOANIDO, M. A., La TasaclOn ... , Clf., pp. 64 y ss., como el objetivo de la 
r~forma ef~tu~a por la Ley de Presupuestos para 1993 en realidad era integrar la tasación peri-
CI~ co.ntr~~ctona dentro de la propia reclamación económico-administrativa interpuesta contra 
l~ !lqUldaClOn ~ue resulta de la ~omprobación de valores. En opinión de este autor dicha regula-
c~on no se l.l~vo a ca?o. por motIvos recaudatorios, ya que mientras que con el régimen actual de 
dicha tasa~lOn la s.o~lcltud de ésta suspende automáticamente el pago de la liquidación (art.98 
RISyD), SI se conCibiera como fundamento de una reclamación económico-administrativa la sus-
pensión estaría condicionada a la presentación de un aval. 
. I:a ausenci~ de ?freci~ento al obligado tributario de la posibilidad de promover la tasación 
penclal contradlctona constItuye un defecto formal, que provoca la anulación del acto de com-
probación de valores (STSJ de Galicia de 22-6-1995). 
dispone que en dichos supuestos «el escrito de solicitud deberá presentarse den-
tro de los quince días siguientes a la notificación separada de los valores resul-
tantes de la comprobación». En realidad, en los casos en que la comprobación 
de valores se integra dentro del acto de liquidación el término para solicitar la 
tasación es también de quince días, ya que este es el plazo tanto del recurso de 
reposición y del económico-administrativo. 
La normativa que regula la tasación pericial contradictoria sólo la contempla 
desde la perspectiva de su solicitud por el ciudadano. Por el contrario, no regu-
la el procedimiento cuando es la propia Administración quien la utiliza de ofi-
cio como método de comprobación de valores. Ello no imposibilita, en nuestra 
opinión, el empleo de esta tasación por la Hacienda Pública, sino que obl~g.a a 
trasladar las normas procedimentales previstas para los casos en que es sohcIta-
da por el interesado. En apoyo de esta postura puede citarse el arto 92 del dero-
gado Real Decreto 176/1959, de 15 de enero, por el que se aprobó el Reglamen-
to para la aplicación de la Ley de los Impuestos de Derechos Reales y sobre 
Transmisiones Patrimoniales, que se pronunciaba en los siguientes términos: «El 
procedimiento señalado en el artículo anterior sobre el nombramiento de Peritos, 
se seguirá tanto en el caso de que la tasación se practique a instancia del contri-
buyente cuanto si se hubiera acordado por la Administración». 
Es importante señalar que, ya se trate de un acto de comprobación de valo-
res notificado autónomamente, ya sea una liquidación fundada en valores com-
probados, la notificación de la actuación debe señalar necesariamente la posibi-
lidad de que el interesado promueva la tasación pericial contradictoria. 
La solicitud se presentará ante la Oficina liquidadora 884, que será el órgano 
encargado de aceptarla o denegarla. Si el obligado tributario promueve la 
tasación pericial contradictoria dentro del término legalmente fijado, la Adminis-
tración debe apreciar si concurren los presupuestos de aquella figura, en espe-
cial la preexistencia de una actuación administrativa valorativa, así como 
la constatación de que el valor que se pretende fijar se basa en criterios de va-
loración de mercado o real. Una vez llevada a cabo esta operación, decidirá 
discrecionalmente si resulta conveniente la resolución de la incertidumbre 
mediante la tasación pericial contradictoria o si es más adecuado la determina-
ción del valor de forma unilateral, sin contar con la participación del interesado. 
La decisión a la que llegue es susceptible de reclamación económico-adminis-
trativa. 
Como señala CAAMAÑO ANIDO, existe un vacío de regulación respecto a los 
efectos de la falta de contestación por parte de la Hacienda Pública a la solicitud 
884 CAAMAÑO ANIDO, M. A., La Tasación ... , cit., p. 83, expone los datos que deben constar 
en el escrito de solicitud: a) las circunstancias personales del solicitante; b) el órgano ante quien 
se formula la impugnación; c) el acto administrativo de impugnación que se recurre; d) mención 
expresa de que se solicita el acuerdo de la tasación pericial contradictoria; e) domicilio fiscal o 
domicilio a efectos de notificaciones; t) lugar y fecha de la solicitud. 
del particular, así como una ausencia de mención del plazo que tiene para con-
testar. En opinión del autor, este término será de un máximo de tres meses, salvo 
disposición en contrario (arts. 42 y 43 LRJAPyPAC) y, en caso de no cumplirse, 
el silencio será positivo, ya que se trata de un supuesto del arto 43.b LRJAPyPAC, 
esto es, de una «solicitud cuya estimación habilitaría al solicitante para el ejer-
cicio de derechos preexistentes» 885. 
Por otra parte, hubiera sido conveniente que la Ley General Tributaria se pro-
nunciara sobre la suspensión del acto de liquidación cuando se solicita la tasa-
ción pericial contradictoria y de los plazos de impugnación de este acto. Esta 
cuestión está resuelta por el RISD (art. 98) y por el RITPAlD (art. 120.3) los cua-
les establecen que la presentación de la solicitud de tasación contradictoria 
«determinará la suspensión del ingreso de la liquidación practicada y los plazos 
de reclamación contra la misma». Esta previsión es extensible a todos los 
supuestos en los que el interesado promueva la tasación, aunque no se produzca 
en el seno de estos dos tributos; sin embargo, como decimos, sería recomenda-
ble que 10 recogiera la propia LGT. 
Una vez admitida la solicitud, la valoración se realiza en un plazo de quince 
?ías por un perito ~e la Administración si la comprobación de valores que se 
Impugna se ha realIzado por cualquiera de los otros medios enumerados en el 
arto 52.1 LGT886. Tras la presentación de las hojas de aprecio -que tendrán que 
respetar los requisitos del arto 62 del RITPAlD y del arto 98 RISD, y en especial, 
valorar cada bien o derecho de forma individual y fundamentada 887_, se dará 
traslado al interesado 888, el cual tendrá un plazo de quince días para nombrar un 
perito, quien a su vez deberá dictar la hoja de aprecio en el término de otros quin-
ce días arto 62 RITPAlD y 92 RISD). Desde el momento de la traslación de la 
valoración realizada por la Hacienda Pública al particular se pueden dar varias 
situaciones, como ya ha sido explicado; tres de ellas dan lugar a la terminación 
irregular del expediente, y son la falta de nombramiento de perito, en cuyo caso 
prevalece la valoración de la Administración; la prevalencia del avalúo del par-
ticular; y, por último, la falta de depósito de los honorarios del perito tercero por 
una de las partes que supone la aceptación de la tasación realizada por el perito 
de la parte contraria. Junto a éstas, existen formas de terminar regularmente el 
expediente, que son la consecución de una negociación que dé lugar a un valor 
concordado y el dictamen vinculante del perito tercero. Como venimos hacien-
do a 10 largo de este epígrafe, nosotros nos centramos exclusivamente en la tasa-
ción que se sustenta en un acuerdo autocompositivo. 
885 CAAMAÑO ANIDO, M. A., La Tasación ... , cit., pp. 83 Y 84. 
886 Sobre la competencia del perito de la Administración, véase CAAMAÑO ANIDO, M. A., La 
Tasación ... , cit., pp. 77 Y ss. 
887 GARcÍA-MoNCO, A. M., La Tasación ... , cit., p. 25. 
888 La comunicación de la valoración del perito de la Administración es un acto de trámite 
que no decide directa ni indirectamente sobre el fondo del asunto ni pone [m a la vía de gestión: 
por lo que no es susceptible de ningún recurso (TEAC de 10-3-1994). 
El resultado de dicha negociación, como es característica común a todas las 
transacciones sobre la obligación tributaria, se incorpora al acto de liquidación 889. 
También forma parte del acto de liquidación la negociación cuando la tasa-
ción pericial contradictoria ha sido iniciada de oficio por la Administración. En 
nuestra opinión, es perfectamente admisible que la Hacienda Pública utilice este 
expediente a pesar de las críticas que ello produce, entre las que se encuentra la 
expresada por CAAMAÑo ANIDo 890, quien considera imposible que tal tasación 
sea utilizada como un medio de comprobación en base a dos razones: en primer 
lugar, la ausencia de mención de esta figura por parte de la norma y, en segundo 
lugar, en la imposibilidad de concretar un plazo para promoverla. Según nuestro 
parecer, ambos argumentos son incorrectos. El primero, porque si bien es cierto 
que ni el RISD ni el RITPAID regulan la tasación pericial contradictoria de ofi-
cio, la LGT la contempla en su arto 51.1; una cosa es que no exista regulación 
expresa aplicable y otra que el ordenamiento jurídico no recoja la figura. Por lo 
que respecta a los plazos, el órgano administrativo promoverá la tasación con-
tradictoria en los plazos y con las condiciones establecidas para la totalidad de 
los medios de comprobación de valores. 
Anteriormente hemos analizado la vinculación que se deriva de la tasación 
pericial contradictoria para la Administración -que está obligada a incorporar-
la al acto de liquidación- y para el obligado tributario -que no puede impug-
nar su contenido--. Junto a estos efectos, también surge de su naturaleza con-
tractual la vinculación a su contenido por parte de los Tribunales económico-
administrativos y contencioso-administrativos. En este sentido, la STSJ de As-
turias de 11-1-1995 establece que «el resultado de la prueba pericial contradic-
toria no es susceptible de nueva impugnación, toda vez que obedece al resulta-
do de una prueba, a la que se sometieron voluntariamente las partes para deter-
minar el valor del bien gravado» 891. 
889 El carácter vinculante de la comprobación de valores unilateral respecto del acto de liqui-
dación ha sido tratado por AGULLO A, A., La comprobación de valores ... , cit., p. 846. 
890 CAAMAÑO ANIDo, M. A., La Tasación ... , cit., pp. 68 Y 68. 
891 En contra de la posibilidad de impugnar el valor contenido en la tasación pericial contra-
dictoria, SsTS 15-2-1973 y 28-5-1973, aunque estos pronunciamientos autolimitan el enjuicia-
miento a la legalidad externa de la tasación con un argumento alejado del mantenido por noso-
tros, pues basan la imposibilidad de control sobre el valor en el carácter técnico de la cuestión. 
En la doctrina, URTASUN AMANN, R., «Cuestiones prácticas ... », cit., p. 131. A favor de la revisión 
por los Tribunales del valor fijado en la tasación contradictoria, GARCÍA-MoNCO, A. M., La tasa-
ción ... , cit., pp. 35 Y 36, quien niega, al igual que hace respecto del órgano liquidador, eficacia 
vinculante de la tasación pericial contradictoria para los Tribunales. A parecer de este autor, si la 
Hacienda Pública fundamenta su liquidación en dicho mecanismo de corrección de valores, la 
resolución administrativa será recurrible ante los Tribunales pues «si la oficina gestora no queda 
vinculada por la valoración del Perito tercero, hasta el punto de que puede dictar otra aunque 
carezca de criterios técnicos específicos y además la eficacia de la aludida valoración tiene sólo 
frente a otros medios de comprobación una presunción reforzada de acierto, la conclusión inevi-
table a la que se llega es que la reiterada valoración del Perito tercero y la liquidación posterior 
En conclusión, cuando la valoración se haya realizado de forma transaccio-
nal no podrá revisarse su contenido. Eso sí, el recurso podrá basarse en la con-
currencia de causas de nulidad o anulabilidad propias de este tipo de contratos 
de I?er~ch~ ?úblico o en la d~screpan~ia. entre dicha valoración pactada y el acto 
de hqmdacIOn, esto es, en el mcumplumento por parte de Administración de sus 
obligaciones contractuales. La razón de la vinculación reside en la calificación 
de la tasación pericial contradictoria como transacción, lo que le lleva a asumir 
los efectos de este contrato. Partiendo de esta base conceptual, no es necesario 
acudir a otras razones para justificar la exclusión del conocimiento de los tribu-
nales sobre .el fondo del asunto, como intentan hacer el TS y el TEAC, que fun-
damentan dIcha consecuencia en una supuesta «presunción de mayor acierto» de 
la tasación pericial contradictoria que impide a los órganos revisores su com-
probación por carecer éstos de criterios técnicos suficientes para contradecir a un 
perito (SsTS 15-2-1973 y 28-5-1973; RTEAC de 4-12-1991). Además, este 
argumento ~s falso pues, como ya ha sido expuesto, si no fuera por la naturale-
za transaCCIOnal de la tasación pericial contradictoria los Tribunales estarían 
capaci~d?s Par:~ entrar a conoc~r de la certeza del asunto, ya que una cosa es que 
la AdmmIstracIOn deba determmar un concepto técnico y otra muy distinta es 
que goce, de potestad discrecional 892. En este punto son importantes las palabras 
de GARCIA-TORRES 893, que, aunque referidas a la tasación pericial contradictoria 
en los supuestos en que interviene un perito tercero, resultan aplicables a nues-
tros efectos ya que la vinculación en ambos casos (en los que interviene un peri-
to tercero yen los que el valor se fija negociadamente por las partes) se basan en 
su ~~alez~ ~ompositiv.a: «I?ado ~l carácter de arbitrio de tercero que tiene la 
tas~cIOn pencI~ contradIctona, se Impone respetar el contenido del juicio del 
arbItrador (pento tercero) en la medida en que no resulte manifiestamente ino-
cuo, esto es, manifiestamente desviado del "verdadero valor"». Esta afirmación 
~s perfectamente coherente con l~ postura mantenida por nosotros en tomo a la 
Ilegalidad de las transacciones que resulten manifiestamente disconformes con 
la realidad. 
Como dos últimos argumentos en tomo al carácter vinculante de la tasa-
ción pericial contradictoria se pueden alegar, en primer lugar, los términos del 
arto 98.6.ª RISD que expresamente establece, respecto de la tasación del perito 
tercero: «Realizada la designación se remitirá a la persona o entidad designada 
aún vincularán menos .a ~~s tribunales, ya sean económico-administrativos o contenciosos, lo que 
sUp?n: la ~lena rec.~bIlIdad ante los mismos en la forma y el fondo de la aludida tasación y de 
l~ lIqUIdacIón subSIgUIente girada por la oficina gestora». La STS de 19 de enero de 1996 tam-
b~én admite.la posibilidad de que los Tribunales revisen el valor fijado mediante la tasación peri_ 
CI~ ~~n~~ct~ri~, pues, en su opinión, «no hay peculiaridad, ni limitación alguna respecto a la 
reVISIon JUflsdIccIonal del valor señalado mediante la tasación pericial contradictoria»' sin embar-
go, esta Sentencia, a diferencia de GARCÍA-MoNCO sí considera a la Administración ~inculada al 
resultado de la tasación contradictoria. 
892 GóMEZ CABRERA, c., «Alcance de la revisión judicial ... », cit., p. 13. 
893 GARcÍA-ToRRES, J., Sobre un tema ... , cit., p .. 816. 
la relación de bienes y derechos a valorar y copia de las hojas de aprecio de los 
Peritos anteriores, para que en el plazo de quince días proceda a confmnar algu-
na de ellas o realice una nueva valoración que será DEFINITNA». Y, en segun-
do lugar, este carácter vinculante también se infiere del arto 98.5.º último inciso 
del RISD, que reconoce la posibilidad de impugnar la tasación pericial contra-
dictoria sólo cuando haya error. En el supuesto contemplado por la STSJ de 
Asturias de 11-1-1995, el error surgió de que el perito tercero partió de un módu-
lo ponderado fijado por el Ministerio para 1991 cuando se valoraba una trans-
misión realizada en 1990 894• 
2. La conformidad 
Como comentábamos en el epígrafe inicial sobre las transacciones que se 
desarrollan en el procedimiento de liquidación, la conformidad a la propuesta del 
inspector actuario no constituye una manifestación de terminación transaccional 
del procedimiento. Su naturaleza jurídica es la terminación convencional, eso sí, 
pero no mediante la celebración de un negocio bilateral, sino como consecuen-
cia de la adhesión del contribuyente a lo propuesto por la Administración tribu-
taria. Esta diferenciación resulta muy importante, porque los efectos jurídicos 
que se derivan de la atribución a la conformidad de un carácter compositivo uni-
lateral o bilateral son radicalmente diversos. Y no sólo en cuanto a los requisitos 
de licitud, sino también en relación a la impugnación de su contenido, como 
posteriormente analizaremos. 
Para comprender la constatación realizada es necesario conocer en primer 
lugar el concepto de conformidad a la propuesta del actuario. A falta de un con-
cepto legal, la conformidad es definida como «la aceptación total o parcial del 
contenido de un acta expresada formalmente, bien por el sujeto pasivo, retene-
dor o responsable solidario, o bien por el representante legal o voluntario de 
cualquiera de ellos» 895. 
La naturaleza jurídica de la conformidad ha sido una cuestión muy debatida 
desde los orígenes de esta figura y de su antecesora, el acta de invitación 896. La 
894 La impugnación de la tpc es admitida por la STSJ de Baleares de 12-9-1995 cuando con-
curre en la valoración realizada por el perito tercero un error de hecho o de derecho o una ausen-
cia de motivación. 
895 ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., p. 351. 
896 La posibilidad de que el contribuyente se conforme con la propuesta de la Administración 
se conoce desde el Real Decreto de 13 de octubre de 1903, que establecía en contraprestación a 
la actitud del particular la condonación automática de la multa en su tercera parte. La institución 
de la conformidad continuó con el Real Decreto de 30 de marzo de 1926, por el que se aprobaron 
las bases por las que había de regirse la inspección de los Servicios de la Hacienda Pública y la 
de los Tributos. Esta última norma señalaba en su base 31.2. º párrafo que si el interesado acepta-
ba el acto administrativo en el que la Administración señalaba su nueva clasificación tributaria, 
le sería condenada «ipso facto» una parte de la multa si el expediente no era calificado de defrau-
doctrina se ha dividido tradicionalmente entre la defensa de la naturaleza tran-
saccional o de su carácter de confesión extrajudicial, siendo mayoritario el 
número de autores que comparten esta última postura, que goza además del 
apoyo del propio legislador 897. Junto a estas tesis, se ha mantenido la inserción 
de la conformidad en otras categorías, como los acuerdos 898. 
En nuestra opinión, la conformidad no se identifica con ninguna de las 
figuras anteriores, sino con el allanamiento o resignación 899. Así lo demuestra 
el tenor del arto 55.1 RGIT al disponer que el obligado tributario presta su 
conformidad «a la propuesta de liquidación», o el arto 61.2.2.º párra-
fo: «Procederá la aplicación de lo dispuesto en la letra h) del citado artículo 82 
cuando se dicte acto de liquidación en cuanto acepte las alegaciones del intere-
sado o éste se allane a la propuesta contenida en el acta de prueba preconsti-
tuida». 
dación. Por su parte, el Reglamento para la ejecución de dicho Real Decreto (R.O. de 13 de julio 
de 1926) dispuso en su arto 61 que en los supuestos en que resultara una diferencia entre lo decla-
rado por el contribuyente y lo observado por el inspector, éste debería hacer constar en el acta los 
orígenes de la discrepancia e invitar al interesado a firmarlo. Si éste así lo hacía, le serían condo-
nadas automáticamente las dos terceras partes de la multa impuesta. El acta de invitación fue cre-
ada por la Real Orden de 23-9-1927 (que puede encontrarse en la Sección Legislativa de la obra 
AA.VV., Régimen de Inspección de la Hacienda pública, Gráficas Osca, Madrid, 1948, pp. 233 
Y ss.). Véase, al respecto, ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA, C., «La llamada acta ... », cit., pp. 1 Y ss.; 
SAURA PACHECO, A., El acta de invitación, en AA.VV, Régimen de Inspección de la Hacienda 
Pública ... , cit., pp. 7 Y ss.; FERREIRO LAPAlZA, J. J., «Las funciones liquidadoras ... », cit., pp. 404 
Y ss.; GoNZÁLEz MÉNDEZ, A., «La conformidad al acta inspectora como criterio de graduación 
de las sanciones tributarias», REDF, 1988, n.º 57, pp. 63 Y ss. 
El acta de invitación fue sustituida por el acta de conformidad por el Decreto de 8 de julio de 
1965. Como explica PALAO TABOADA, C., «Naturaleza y efectos ... », cit., p. 165, ambas institu-
ciones responden a la misma esencia, no siendo la conformidad más que una continuación de las 
otras. 
897 En efecto, la Exposición de Motivos del RGI señala en su punto IV que «la conformidad 
del obligado tributario constituye un pronunciamiento procesal acerca de la certeza de los hechos 
imputados por la Inspección, pudiendo comprender en cierto modo una confesión». En la doctri-
na, CARRETERO PÉREZ, A., Derecho Financiero, Ed. Santillana, Madrid, 1968, p. 524; SÁINz DE 
BUJANDA, F., Notas de Derecho Financiero, T. 1, Vol. 3.º, Ed. Publicaciones Facultad de Derecho, 
1975, pp. 197 ss.; ARIAS VELASCO, J., Y otros, Procedimientos tributarios, 6.ª ed., Marcial Pons, 
Madrid, 1996, p. 299; PÉREZ DE AYALA, J. L., Derecho Financiero, vol. 1, Ed. de Derecho 
Financiero, Madrid, 1986, p. 285; MANTERO SAENZ, A., Procedimiento en la Inspección Tribu-
taria, Escuela de Hacienda Pública, Ministerio de Economía y Hacienda, 3.ª ed., Madrid, 1987, 
p. 554; de este mismo autor, Inspección. Documentación ... , cit., p. 1712. También en este senti-
do la RTEAC de 9-3-1994 (CT n.º 72, 1994, pp. 159 Y ss.). 
898 PALAO TABOADA, c., «Naturaleza y efectos ... », cit.; del mismo autor, «El nuevo proce-
dimiento de Inspección ... », cit., pp. 13 y ss.; del mismo autor, «El Reglamento de la Inspec-
ción ... », cit., pp. 126 Y ss. 
899 ALCALA-ZAMORA y CASTILLO, N., Proceso, autocomposición ... , cit., p. 80, admite la 
posibilidad de que se realicen allanamientos dentro del procedimiento administrativo. 
En efecto, mediante la confonnidad, el sujeto se adhiere a la totalidad de la 
propuesta del inspector: cuestiones fácticas y jurídicas 900, en una declaración de 
voluntad de resignación a la pretensión del demandado 901, como es defInición 
del allanamiento 902. En ningún momento el particular desea dar certeza del con-
tenido del acta 903. No se trata de una confesión de los hechos alegados por el 
actor, sino una aceptación de lo que éste piq.e, con una fInalidad autocompositiva. 
Desde este punto de vista se entiende, por ejemplo, el arto 9.3 R.O. 2631/1985, 
regulador del procedimiento para sancionar las infracciones tributarias, que 
excluye la audiencia posterior en la tramitación de las actas de conformidad 
cuando no se inicie un expediente sancionador distinto e independiente. El obli-
gado tributario da su conformidad a la propuesta de liquidación en su conjunto, 
comprendiendo dentro de su ámbito la califIcación de su conducta como infrac-
ción tributaria; califIcación que el particular conoce al fIrmar el acta pues debe 
estar especifIcada en la propuesta de liquidación (art. 49.e RGIT). 
A pesar de este punto de partida el legislador ha desvirtuado el carácter com-
positivo de la conformidad al negarle efIcacia vinculante respecto de las cues-
tiones jurídicas. Por ello, el estudio de la naturaleza jurídica de la confonnidad 
se vuelve muy confuso y para aclararlo es preciso, tal y como indica ARRIETA 
MARTÍNEZ DE PISON, distinguir entre el ámbito objetivo de la conformidad y los 
efectos que de ella derivan 904. Así, aunque la conformidad se otorga a cuestio-
nes de hecho y jurídicas 905, el legislador sólo atribuye efIcacia vinculante res-
pecto a las primeras (art. 61.3 RGIT, a sensu contrario), seguramente por el 
miedo a que el particular y la Administración fIjen el Derecho de una forma erró-
nea, sin la posibilidad de que el juez pueda entrar a conocerlo. Sobre esta consta-
900 ARRIETA MARlÍNEZ DE PISÓN, J., Finalización convencional del procedimiento, en 
AA.VV, Convención ... , cit., p. 194. 
901 En este sentido, la Resolución de 27-5-1986 de la Secretaría General de Hacienda mani-
festaba que «el obligado tributario presta su conformidad a la propuesta de liquidación que ante-
cede extendiéndose su aceptación a los hechos recogidos en el Acta y a todos los demás elemen-
tos determinantes de dicha liquidación», citada por SOBREVALS BELLET, J., «Fundamentos jurí-
dicos de la posible impugnación de las actas con descubrimiento de deuda y conformidad del 
sujeto pasivo a tenor del ordenamiento tributario vigente», RDFHP, 1987, n.º 192, p. 1266. 
902 GlMENO SENDRA, V., en MORENO CATENA, V,. y otros, Introducción al Derecho ... , cit., 
p. 25; CORTES DoMíNGUEZ, v., en CORTÉS DoMINGUEZ, V., y otros, Derecho procesal civil, 
Colex, Madrid, 1996, pp. 323 Y ss. 
903 El allanamiento, descrito por la doctrina civilista, no supone en ningún caso reconoci-
miento de hechos. 
904 ARRIETA MARlÍNEZ DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., pp. 355 Y ss., propone la diferenciación 
entre tres aspectos: «El contenido del acta, el ámbito objetivo de la conformidad --esto es, a lo 
que se da la conformidad- y los efectos que produce la conformidad o el vínculo obligacional 
que tal conformidad produce en el aceptante» (p. 389). 
905 La incorporación a las actas de cuestiones jurídicas se produjo a partir de la Real Orden 
de 23.9.1927. Con anterioridad, en el Real Decreto de 30-3-1926, sólo se reflejaban los hechos. 
Al respecto, FERREIRO LAPATZA, J. J., «Las funciones liquidadoras ... », cit., pp. 412 Y 413. 
tación podría oponerse a la postura por nosotros defendida la falacia que supo-
ne afIrmar la naturaleza compositiva de una fIgura a la que se ha cercenado la 
vinculatoriedad de una parte, aunque dicha «amputación» sea artifIcial. Sin 
embargo, en nuestra opinión es importante indagar la verdadera naturaleza de las 
instituciones, lo que hay que realizar desde su régimen jurídico; sobre todo 
teniendo en cuenta que la posibilidad de impugnar el acta de Inspección por dis-
crepancias con la interpretación y aplicación del Derecho se encuentra en el 
RGIT y no en la LGT, lo que demuestra que esta nota no pertenece a la esencia 
de la conformidad. 
Según se encuentra regulada en aquel Reglamento, la conformidad consiste 
en una adhesión a la totalidad de la propuesta de liquidación, que engloba tanto 
cuestiones de hecho como jurídicas. Sin embargo, la vinculación a unas y otras 
es diversa: en cuanto a los hechos, el acto de adhesión conserva la vinculación 
propia del allanamiento 906; por lo que respecta a las cuestiones de Derecho, 
dicha adhesión se desvirtúa al permitir su impugnación por el particular 907 , cons-
tituyendo un vehículo para obtener un benefIcio fIscal a la vez que una simplifI-
cación y celeridad del procedimiento de gestión. 
Ya en 1948, ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA 908 criticaba la ausencia de vincu-
lación del obligado tributario a la califIcación jurídica: «El contribuyente suscri-
tor por sí o por mandatario del acta modelo 14, da la conformidad a algo más 
que a los hechos desnudos de toda califIcación jurídico fIscal (. .. ). La base tri-
butaria implica, como he dicho, clasifIcación, encaje, adscripción a un determi-
nado y concreto supuesto tributario». Como este mismo autor razona, poco sen-
tido tendría que el acta de invitación (actual acta de conformidad) sólo tuviera 
906 Si bien es cierto que el RGIT permite la impugnación de las cuestiones fácticas por error 
de hecho (art.61.3 RGIT), consideramos correcta la tesis de PALAO TABOADA, C., «Naturaleza y 
efectos ... », cit., p. 175. Este autor interpreta dicho error como un vicio del consentimiento, por lo 
que la admisión de esta causa de impugnación no desvirtúa la esencia de la conformidad como 
un negocio jurídico autocompositivo, como posteriormente explicaremos con más detalle. 
907 La jurisprudencia ha admitido sin fisuras la impugnación de las actas por rechazo de las 
cuestiones jurídicas; SsTS 3-12-1987; 5-9-1991; 10-12-1992; 22-1-1993; 1-2-1993; 7-10-1993; 
STSJ de Cataluña de 28-12-1995; STSJ de Cataluña de 7-2-1990; RTEACde 9-3-1994 (CT n.º 72, 
1994, pp. 159 Y ss.). El TS entiende que también puede recurrirse el acta de conformidad en los 
supuestos en que el inspector actuario no refleje en la propuesta de liquidación los hechos y cir-
cunstancias fundamento de la imposición: «tal incorrección y ambigüedad del acta, asimismo, 
impide que el inspeccionado pueda impugnarla siendo de conformidad, por el único motivo que 
sería viable hacerlo, es decir, probando su manifiesto error al aceptar los hechos, que, al no apa-
recer consignados determina su indefensión» (SsTS de 10-12-1992 y de 7-10-1993). En el mismo 
sentido, SsTSJ de Valencia de 23-12-1991 y 7-2-1992. 
Por supuesto, cuando hacemos referencia a la impugnación del acta de Inspección se da por 
entendido que el objeto del recurso es el acto administrativo definitivo. La propuesta de liquida-
ción podrá ser sólo el motivo de la reclamación (art. 61.1 RGIT). 
908 ALBIÑANA GARCfA-QUlNTANA, C., «La llamada acta ... », cit., pp. 3 Y ss. 
eficacia respecto de los hechos, pues el contribuyente puede reconocer los 
hechos en cualquier momento del procedimiento. Junto a ello, ALBIÑANA 
GARCÍA-QUINTANA constata que el desacuerdo del obligado tributario al acta 
hace referencia casi siempre a la calificación jurídica. 
En los próximos epígrafes intentaremos sistematizar las distintas afirmacio-
nes que hemos realizado, con la fmalidad de fundamentarlas. 
a) Naturalezajuridica: Negociojuridico compositivo unilateral 
Determinar si la conformidad es un negocio bilateral o unilateral tiene gran 
importancia desde el punto de vista de sus efectos jurídicos. En el primer caso, 
tendría efectos vinculantes tanto para la Administración como para el particular 
en relación a las cuestiones fácticas y jurídicas. 
En nuestra opinión, la conformidad consiste en una manifestación unilateral 
del obligado tributario dirigida a aceptar la posición del inspector actuario, como 
expresa el arto 55 RGIT: «Cuando ante los criterios expuestos y pruebas aporta-
das por la Inspección de los Tributos el sujeto pasivo, retenedor o responsable 
solidario preste su conformidad a la propuesta de liquidación practicada en el 
acta de la Inspección ... » 
La regulación ya derogada de la conformidad (Decreto de 8 de julio de 1965) 
sí atribuía a ésta naturaleza bilateral, tal y como reconocía acertadamente en 
aquel momento PALAO TABOADA, quien la calificó como «acto de comprobación 
consensual de las bases imponibles y demás elementos necesarios para su pos-
terior liquidación». Efectivamente, en aquellos momentos, la conformidad con-
sistía en un acuerdo integrado por una declaración del obligado tributario y otra 
del inspector, en el que se fijaban de forma defmitiva los elementos fácticos fun-
damento de la imposición con eficacia vinculante para ambas partes 909. 
Pero actualmente no existe acuerdo de voluntades, lo que determina que la 
conformidad no sea un contrato. No existe una fijación mutua de los hechos y 
909 PALAO TABOADA, c., «Naturaleza y efectos ... », cit., pp. 163 Y ss.; del mismo autor, «El 
nuevo procedimiento ... », cit., pp. 22 Y ss.; Y «El Reglamento ... », cit., p. 133. 
La jurisprudencia ha mantenido la naturaleza contractual de la conformidad del contribuy~n­
te bajo la regulación del Decreto 8-7-1965, que establecía la vinculación al acta de Inspección 
tanto del sujeto como de la Administración. En este sentido, RTEAC de 11-2-1967 (Resoluciones 
del Tribunal Económico-Administrativo Central, Servicio de Publicaciones del Ministerio de 
Hacienda, 1967, n.º 322); 17-12-1968 (Idid., n.º 174); 11-3-1969; 10-6-1969; 19-11-969 (Idíd., 
1969, n.º 66,139 Y 319, respectivamente) (todas ellas citadas por PALAO TABOADA, C., «Natura-
leza y efectos ... », cit., pp. 166 Y 167). Sin embargo, dicho carácter negocial también puede ser 
puesto en duda dados los términos del Decreto que excluía la vinculación del inspec~or-j~fe a la 
aplicación de derecho contenida en el acta de conformidad. Si hubiera sido un negocIo bilatt:ral, 
el inspector-jefe no hubiera podido apartarse de la propuesta en ninguno de sus aspectos fáctIcos 
o jurídicos. 
las cuestiones jurídicas, sino que el contenido del acta de Inspección lo integra 
exclusivamente la voluntad de la Administración a través de sus criterios y prue-
bas, sin dar cabida a la voluntad del obligado tributario, que en nada puede modi-
ficar aquellos criterios y pruebas. La conformidad constituye una declaración de 
voluntad unilateral de adherirse a lo dispuesto por el actuario; un acto unilateral 
de disposición de la pretensión por el contribuyente 910. Como consecuencia lógi-
ca de la consideración de la conformidad como un negocio unilateral sólo una 
de las partes queda vinculada a respetarlo: el obligado tributario. Por el contra-
rio, la Administración no está obligada a trasladar el contenido de la propuesta 
de liquidación al acto administrativo fmalizador del procedimiento, como esta-
blece el arto 60.2 RGIT911. 
Bien es cierto que la naturaleza unilateral de la conformidad viene estableci-
da en el RGIT, no conteniéndose ninguna disposición al efecto en la LGT o en 
cualquier otra norma con rango formal de ley. En consecuencia, sería perfecta-
mente posible la derogación de la previsión de aquel Reglamento y el estableci-
miento de la vinculación del inspector jefe a la propuesta de liquidación confor-
mada 912, acercándose a la figura italiana de la comprobación con adhesión. En tal 
caso, la conformidad podría considerarse como un negocio autocompositivo bila-
teral. En Italia, el DL de 30.9.1994 (convertido en Ley 30.11.1994, nº656) regu-
la la «comprobación con adhesión», a través de la cual se determinan las bases 
imponibles de algunos impuestos y que sí supone un negocio jurídico bilateral a 
pesar de su presentación como un acto unilateral del obligado tributario. Su natu-
raleza bilateral se refleja en la vinculación que nace tanto para el particular como 
para la Administración, que no puede modificar el contenido de aquel acto 913. 
910 En este sentido, CALERO RODRÍGUEZ, J. R., La conformidad ... , cit., pp. 1441 Y ss., Y 1447 
Y ss.; ARruETA MARTÍNEZ DE PISON, J., Las actas ... , cit., p. 378. 
911 La ausencia de vinculación por parte de la Comisión al concordato celebrado entre el par-
ticular y la Oficina de los impuestos fue una de las razones que llevó a BERLIRI, A., Principios ... , 
cit., T. I1I, p. 228, a negar naturaleza contractual a dicha figura. Como ya ha sido expuesto, en 
opinión de este autor el concordato consistía en un acto administrativo bilateral. 
912 ZORNOZA PÉREZ, J. J., ¿Qué podemos aprender. .. ?, cit., p. 172. 
913 En concreto, el arto 2 bis de la Ley 30-11-1994 establece que «a efectos de los impuestos 
sobre la renta y del impuesto sobre el valor añadido, puede llevarse a cabo la rectificación de las 
declaraciones, en un único acto, en virtud de controversia y con adhesión del contribuyente ( ... ). 
La comprobación realizada con adhesión no es impugnable, ni integrable ni tampoco modifica-
ble por parte de la Administración y no es relevante a efectos penales y extratributarias». Véase, 
MOSCHETIl, F., Las posibilidades de acuerdo ... , cit., pp. 126 y ss. Este autor expone la evolución 
que ha sufrido la legislación italiana en relación al concordato (pp. 118 y ss.). De ella podemos 
resaltar el Texto Único de los Impuestos Directos de 29-1-1958, n.º 645, que, a diferencia de la 
regulación actual, concebía la adhesión al contribuyente como un acto que vinculaba sólo a éste, 
pero no a la Administración. El arto 34 de dicho texto establecía que «cuando la base imponible 
haya sido fijada con adhesión del contribuyente, éste no puede recurrir contra la comprobación»; 
el arto 35 disponía que «la comprobación, aunque haya mediado la adhesión del contribuyente, 
puede ser integrada o modificada en virtud del conocimiento posterior de elementos nuevos 
mediante notificación del oportuno aviso». 
Sobre la base de la regulación vigente ya no haría falta entrar en el estudio 
de los presupuestos de la transacción, que de todas formas no se darían aún si la 
confonnidad fuera considerada un contrat0914• En primer lugar, mediante la con-
fonnidad no se intenta resolver una incertidumbre, que en realidad no existe. El 
obligado tributario da su confonnidad a datos sobre los que el inspector puede 
tener la más absoluta certeza. Mientras que en la transacción se exige que exis-
ta una incertidumbre, en la confonnidad la incertidumbre fundamento del nego-
cio de fijación puede ser reducida a una mera controversia subjetiva, ya que el 
peligro que su realización supone para la Administración es menor, al no existir 
ninguna contraprestación por parte de la Hacienda Pública en relación a la obli-
gación tributaria. En efecto, el inspector no cede nada en cuanto a la obligación 
tributaria en sí, no la reduce; el otorgamiento de un beneficio respecto a la san-
ción es un elemento ajeno al negocio de fijación de la deuda y que, además, no 
es concedido discrecionalmente por la Administración, sino que viene impuesto 
por la ley. La concesión de una reducción del 30 % de la sanción en ningún caso 
podría constituir una contraprestación de la transacción, pues no se encuentra 
relacionada con el objeto de este negocio, esto es, con la fijación del elemento 
de la obligación tributaria. La rebaja de la sanción de que disfruta el particular 
que se conforma es un beneficio que no tiene ninguna incidencia en la naturale-
za transaccional de la confonnidad. Por ello, su licitud no quedará justificada 
bajo una supuesta incertidumbre, sino que habrá de ser estudiada desde la pers-
pectiva del principio de legalidad. Y bajo el análisis del respeto a esta máxima 
hay que afirmar su licitud, pues el ordenamiento jurídico lo pennite. Lo mismo 
ocurre con la renuncia al recurso por parte del obligado tributario, que ya no es 
efecto jurídico del convenio, sino contraprestación pactada 915. 
Para apoyar nuestra tesis puede citarse la SAT de Valencia de 25-5-1984 que 
se expresa en los siguientes términos: «Que el primer problema es solventar cuál 
fuere la naturaleza jurídica del acta de confonnidad, suscrita por el recurrente, 
particular sobre el cual se han formulado tres teorías: una que la toma como una 
confesión extrajudicial, otra que la considera como un acuerdo transaccional 
entre la Administración de Hacienda y el sujeto pasivo, y una tercera, bastante 
más defendible, que la considera como un documento en el que el órgano de la 
Inspección de Hacienda hace constar el conocimiento a que ha llegado de la 
existencia de elementos de hechos que pueden ser supuesto normativo de la rela-
914 En la doctrina ha aftnnado la naturaleza transacción de la confonnidad ALBIÑANA 
GARdA-QUINTANA, C., «La llamada acta ... », cit .• pp. 4 Y ss. Su postura era defendible en aquel 
momento, en el que la Real Orden de 23-9-1927 conftguraba el acta de invitación como un con-
trato, que en consecuencia vinculaba a ambas partes. En opinión de este autor, la voluntad de la 
Administración y del contribuyente iba dirigida a resolver una controversia mediante el otorga-
miento de recíprocas concesiones. También ha mantenido que la conformidad es una transacción 
FRIAS MARRERO, B., Inspección. Documentación, en AA.VV., Comentarios a la Ley General..., 
cit., n, p. 1697. 
915 RAMALLO MASSANET, J., La eficacia de la voluntad .... cit., pp. 233 Y 234. 
ción jurídico-tributaria, así como una propuesta de cuantificación de la corres-
pondiente deuda tributaria, previa determinación de la base imponible, teniendo 
todo la categoría de un acto de trámite, y si puede ser objeto de recurso sólo lo 
es en cuanto lo que verdaderamente se impugna es la liquidación, por lo que la 
confonnidad indicada sólo presenta una manifestación de voluntad basada en la 
actitud objetiva de los datos reflejados en el acta». 
Al no estar fundamentada la conformidad en la resolución de una incerti-
dumbre, sino en el allanamiento del obligado tributario al criterio de la 
Administración, se eliminan las críticas que había recibido la posibilidad de con-
formarse con el acta con prueba preconstituida 916. Distinguiendo la confonnidad 
de la transacción, surge la admisión de la primera en ese acta, sobre la que sin 
embargo no cabría una transacción justamente por la ausencia de incertidumbre. 
Es necesario dejar sentado que nuestro rechazo a la naturaleza transaccional 
de la confonnidad no se basa en la ilicitud de las transacciones sobre el crédito 
tributario como alega parte de la doctrina y de la jurisprudencia 917. Como inten-
tamos aclarar en el capítulo tercero, consideramos muy aconsejable la celebra-
ción de tales contratos en dicha fase procedimental, pero una cosa son las pro-
puestas que puedan hacerse al legislador en orden a mejorar nuestro sistema tri-
butario y otra el análisis de la realidad actual. Y este análisis nos lleva a negar 
que la confonnidad sea configurada en el RGIT como una transacción. Como 
decíamos, otra cuestión es la conveniencia de instaurar en el procedimiento de liqui-
dación la posibilidad de transigir; tema que será analizado posteriormente. 
En definitiva, a nuestro parecer la confonnidad a la propuesta de liquidación 
es un allanamiento. Sin embargo, la exclusión de efectos vinculantes que reali-
zael RGIT en cuanto a las cuestiones jurídicas integradas en dicha propuesta 
obliga a matizar esta afirmación en cuanto a las cuestiones jurídicas integradas 
en esta institución. En efecto, la ausencia de efectos vinculantes de la confonni-
dad en relación a las cuestiones jurídicas lleva a determinar, a este respecto, su 
mera función de vehículo para un intercambio de beneficios. 
b) La adhesión a los hechos: Resignación 
Como decimos, a pesar del substrato compositivo de la confonnidad, la regu-
lación que realiza el RGIT de los efectos de este figura, en orden a excluir la vin-
culación del obligado tributario a las cuestiones jurídicas fijadas en el acta, pare-
ce acercarla más a la confesión. 
Sin embargo, en nuestra opinión, esta ruptura de la vinculación por parte del 
ciudadano no tiene por qué llevarnos a destruir toda la construcción compositi-
916 Rufz GARdA, J. R., La liquidación ... , cit., p. 181, nota 405. 
917 En este sentido, CALERO RooRÍGUFZ, J. R., La coriformidad ... , cit .• pp. 1444 Y 1445. STS de 
Castilla-La Mancha de 7-2-1990. 
va. Para ello aprovechamos la construcción de ARruETA MARTÍNEz DE PISON, que 
distingue entre ámbito objetivo y efectos, para defender que, a partir de una fma-
lidad claramente compositiva, el RGIT ha desvirtuado esta naturaleza de la con-
formidad exclusivamente en cuanto a las cuestiones jurídicas. Pero este «vicio» 
o desvío que ha realizado a conciencia el legislador no debe llevar a desnatura-
lizar toda la figura. 
La conformidad no implica una declaración de certeza de los hechos esta-
blecidos en el acta 918. El obligado tributario no confiesa, no reconoce o admite 
ningún hecho. No realiza su declaración con una función probatoria, sino con la 
esperanza de acortar el procedimiento, mediante la fijación defmitiva de los 
hechos comprobados por la Administración 919. Ello le permite obtener un bene-
ficio o ventaja consistente en la reducción de la sanción y, eventualmente, el 
mantenimiento de un presupuesto de hecho o de una aplicación del Derecho que 
él cree más ventajoso que el que el inspector jefe fijaría si el acta fuera firmada 
de disconformidad y el procedimiento continuara. Se trata, en consecuencia, de 
un acto de fijación unilateral (porque se produce por la sola voluntad del obli-
918 Según parte de la doctrina y de la jurisprudencia, la confonnidad es una confesión de las 
cuestiones fácticas contenidas en el acta, esto es, una «declaración de ciencia» consistente en «un 
reconocimiento de la exactitud del contenido del acta; SAINZ DE BUJANDA, E, Notas de Derecho 
Financiero ... , cit., tomo 1, vol. 3.º, pp. 959 Y ss. Esta tesis se encuentra basada en la «radical 
incompatibilidad de la concepción negocial del acta --<¡ue tiende a ver en ella la expresión de un 
acuerdo de voluntades- con la naturaleza de la obligación tributaria como vínculo ex lege, que 
repudia, por tanto, el imperio de cualquier voluntad distinta a la de la Ley por que se rige»; 
CARRElERO PÉREZ, A., Derecho Financiero ... , cit., p. 524; ARIAS VELASCO, J., Procedimientos ... , 
cit., p. 299; MARlÍNEZ LAFUENTE, A., La condonación ... , cit., p. 180; PONT MEslRES, M., «Los 
documentos de la Inspección: Diligencias, comunicaciones, infonnes y actas», RDFHP, n.º 171, 
1984, p. 697; LANAU VIÑALS, R., «La fmalización del procedimiento inspector: las actas», 
Impuestos, 1987, vol. 11, pp. 899 Y 900; MANlERO SAENZ, Procedimiento de la Inspección ... , cit., 
p. 554; del mismo autor, Inspección. Documentación ... , cit., p. 1712; VELÁZQUEZ CUETO, E A., 
«La prueba en el procedimiento de gestión tributaria», Carta Tributaria. Monografías, n.º 187, 
1993, p. 8; ARRIETA MARlÍNEZ DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., pp. 389 Y ss.; del mismo autor, 
Finalización convencional ... , cit., p. 195. En la jurisprudencia, SsTS de 26-11-1979, 30-5-1981, 
2-4-1992, RTEAC de 21-11-1990 (Gaceta fiscal, n.º 84), 23-1-1991 (Gaceta fiscal n.º 86), 10-6-
1992 (Gaceta fiscal n.º 104), 12-12-1995 (Gaceta fiscal n.º 142). También parece decantarse por 
esta última postura el RGIT, que señala en su Exposición de Motivos que «la confonnidad del 
obligado tributario constituye un pronunciamiento procesal acerca de la certeza de los hechos 
impugnados por la Inspección, pudiendo comprender en cierto modo una confesión» (punto IV); 
sin embargo, el RGIT contradice esta conclusión cuando, a renglón seguido, establece que «la 
confonnidad no restringe además evidentemente la posibilidad que tiene el interesado de impug-
nar la liquidación correspondiente». Respecto a la confesión como medio de prueba en el proce-
dimiento tributario, MAruN-BARNUEVO FABo, D., Presunciones y técnicas ... , cit., pp. 45 Y ss. 
919 Junto a las tesis que defienden la función de confesión y de fijación, GoNZÁLEZ MÉNDEZ, A., 
«La confonnidad ... », cit., p. 73, mantiene que la confonnidad tiene una fmalidad meramente 
recaudatoria, ya que hace nacer directamente la obligación de pago de la deuda tributaria, al evi-
tar el expediente administrativo, como establece el arto 55.2 RGIT. 
gado tributario, resultando sólo él vinculado) de las cuestiones fácticas y jurídi-
cas que darán lugar a una determinada imposición 920. 
Como explica ARruETA MARTÍNEz DE PIsON 921, el origen de la atribución a la 
conformidad de carácter confesorio puede encontrarse en una errónea interpre-
tación del arto 1.3 del Decreto 2137/1965, de 8 de julio, sobre simplificación del 
procedimiento de gestión de los tributos. Este precepto disponía que «en todo 
caso, la conformidad prestada por el sujeto pasivo tendrá la eficacia probatoria 
prevenida en el artículo 117 de la LGT». Como tal artículo establecía que «la 
confesión de los sujetos pasivos versará exclusivamente sobre supuestos de 
hecho», se relacionó la conformidad con los efectos de la confesión, cuando en 
realidad el arto 1.3 se limitaba a identificar el objeto de la conformidad con el de 
la confesión 922: el supuesto de hecho. Es decir, lo que el legislador quiso deter-
minar era que los efectos de la conformidad, al igual que la confesión, se referí-
an exclusivamente al supuesto de hecho 923. 
Dejando al margen el criterio histórico, PALAO TABOADA 924 ha criticado la 
tesis confesoria mediante dos argumentos: A) la confesión sólo puede hacer 
referencia a los hechos 925; la conformidad se proyecta sobre los hechos y el dere-
cho; y B) la confesión sólo hace prueba de los hechos desfavorables (art. 1232 
Cc); el valor probatorio en la conformidad también se extiende a los hechos 
favorables. 
Frente al primer argumento, ARruETA MARTÍNEZ DE PIsON ha opuesto la dis-
tinta vinculación que deriva de la conformidad para las cuestiones fácticas y para 
las jurídicas. Así, distinguiendo en contenido del acta entre el ámbito objetivo de 
la conformidad y los efectos que derivan de ella, este autor afirma que mientras 
el acta contiene hechos y cuestiones jurídicas y el obligado tributario da su con-
formidad a ambos elementos, sólo queda vinculado respecto de los hechos. En 
consecuencia, se cumple el anterior requisito de la confesión negado por P ALAO 
TABOADA. Por lo que respecta a la conformidad dada a las cuestiones jurídicas, 
aquel autor defiende su carácter de «acto jurídico de adhesión». 
920 En este sentido, PALAO TABOADA, C., «Naturaleza y efectos ... », cit., p. 173; del mismo 
autor, «El nuevo procedimiento ... », cit., p. 23; NÚÑEZ PÉREZ, «La actividad administrativa ... », 
cit., pp. 52 y ss. 
921 ARRIETA MARlÍNEZ DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., pp. 353 y 354. En el mismo sentido, 
CALERO RODRÍGUEZ, J. R, La conformidad ... , cit., p. 1443. 
922 En este sentido, STS 26-11-1979. 
923 El arto 1.3 no fue incorporado al posterior RD. 1920/1976. Véase, CALERO RODRÍGUEZ, J. R, 
La confonnidad del sujeto pasivo con los actos de inspección, enAA.VV, Estudios de Derecho 
tributario ... , cit., pp. 1442 Y 1443. 
924 PALAO TABOADA, C., «Naturaleza y efectos jurídicos ... », HPE, n.º 21, p. 167; CALERO 
RODRÍGUEZ, J. R, La conformidad del sujeto pasivo con los actos de inspección, en AA.VV, 
Estudios de Derecho tributario ... , cit., pp. 1441 Y ss. 
925 DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEON, L., La doctrina de los actos propios, Ed. Bosch, 
Barcelona, 1963, pp. 177 Y ss.; CORTÉS DOMÍNGUEZ, v., en CORTÉS DoMÍNGUEZ, V., Derecho 
procesal civil ... , cit., pp. 256 Y 257. 
En relación al segundo argumento de PALAO TABOADA su tesis se encontraba 
plenamente justificada en la época en que la desarrolló, pues en ese momento la 
Administración quedaba vinculada a los hechos conformados por el particular, 
de forma que estaba obligada a dictar el acto de liquidación sobre las bases fija-
das en el acta. Sin embargo, tras la RGIT la situación ha sido modificada, no 
naciendo del acta de conformidad ningún efecto vinculante respecto a la 
Hacienda Pública 926. 
A nuestro parecer, la explicación principal en contra del carácter confesorio 
reside en la fmalidad de la conformidad, que no va dirigida a acreditar unos 
hechos, sino a reconocer la procedencia de la pretensión de la Administración. 
La voluntad del particular no es declarar que esos hechos son ciertos, sino evi-
tar, de forma unilateral, la controversia aceptando la pretensión de la Inspección 
en su conjunto, esto es, la imposición de una determinada deuda tributaria. Por 
ello, se trata de un negocio unilateral autocompositivo: el allanamiento 927. En 
concreto, el allanamiento es definido como una admisión de la pretensión del 
actor, nunca como una declaración positiva sobre los hechos alegados por la con-
traparte 928. 
Piénsese, y éste es un argumento central a favor de nuestra postura, que la 
conformidad ni siquiera tiene la ubicación propia de la confesión, que es el perío-
do de prueba, ya transcurrido cuando el obligado tributario da su conformidad a 
la propuesta. La fijación de los elementos de la obligación tributaria es la fun-
ción de la actuación inspectora, que ya ha fmalizado cuando el particular suscri-
be el acta929• 
Mediante la conformidad el obligado tributario no desea dar por probado un 
hecho, sino fmalizar el procedimiento de gestión. Esta es la diferencia entre la 
confesión y el allanamiento; el primero es un medio de prueba, mientras que el 
segundo es un acto de finalización del procedimiento o del proceso 930. En este 
926 ARRIETA MARTíNEz DE PISÓN. J .• Las actas ... , cit .• p. 365. El arto 2.4 del Decreto de 8 de 
julio de 1965 limitaba el poder de modificación del acta de conformidad por parte de la 
Administración a los supuestos en que apreciase error aritmético o aplicación indebida de las nor-
mas legales. Como puede advertirse. la Hacienda Pública estaba vinculada al contenido fáctico 
del acta en lo favorable y en lo desfavorable. Frente a esta regulación. el arto 60.3 RGIT estable-
ce que «si el Inspector-jefe observase en la propuesta de liquidación formulada en el acta error en 
la apreciación de los hechos en que se funda o indebida aplicación de las normas jurídicas. acor-
dará de forma motivada la iniciación del correspondiente expediente administrativo ( ... )>>. En base 
a esta norma. el inspector-jefe puede apartarse de los hechos conformados tanto si favorecen 
como si perjudican al obligado tributario. 
927 GlMENO SENDRA. Y .• en MORENO CATENA. Y .• Introducción ... , cit .• p. 25. 
928 MÁR.QUEZ ROMERO. P. • El allanamiento en el proceso civil. Ed. Comares. Granada. 1992. 
pp. 63 Y ss .• expone la confusión que históricamente ha existido en la jurisprudencia y en la doc-
trina en tomo a la distinción entre el allanamiento con la admisión de hechos y la confesión. 
929 GoNZÁLEZ MÉNDEZ. A.. «La conformidad ... ». cit .• p. 73. 
930 GIMENO SENDRA. v.. en GIMENO SENDRA. v.. y otros. Derecho procesal penal ...• cit .• p. 329. 
que mediante este criterio califica la conformidad regulada en la LECrim como allanamiento. 
sentido, PALAO TABOADA 931 expone que «conviene distinguir a este respecto 
entre "manifestación" y "aceptación" de hechos. Manifestar un hecho es, según 
el Diccionario de la RAE, declararlo o darlo a conocer. Por el contrario, se acep-
ta una declaración o propuesta de otra persona. En consecuencia, en la manifes-
tación, el hecho era conocido necesariamente por el declarante, aunque pudiera 
serlo también por la otra parte o el fedatario, mientras que en la aceptación 10 era 
al menos por el proponente. La primera es, pues, fácilmente encuadrab1e en el 
concepto de confesión ( ... ). La aceptación plantea, en cambio, mayores proble-
mas. Cabe plantearse, en primer lugar, en relación con las actas, si la aceptación 
a que se refiere el arto 62.2 RGIT es o no una figura distinta de la confoFmidad 
con la propuesta de liquidación prevista en los arts. 49.2 t) Y 55. En favor de la 
identificación entre ambas, por la que nos inclinamos, pueden aducirse varias 
razones: 1.ª) La utilización del término "aceptar" en relación con la conformidad 
en los arts. 50.2.a) y 54 RGIT. 2.ª) El hecho de que el RGIT, al igual que las nor-
mas precedentes, únicamente prevea un momento procedimental para que el 
interesado manifieste su conformidad o disconformidad, manifestación que 
reviste un cierto carácter formal y determina el curso ulterior del procedimiento. 
3.a) La conformidad se refiere a la propuesta inspectora en su conjunto y, por 
tanto, a la totalidad de los hechos que le sirven de fundamento 932. La aceptación 
sólo parcial da lugar, en su caso, de acuerdo con el arto 50.2.a) RGIT, a la exten-
sión de un acta previa ( ... )>>. 
Por 10 que respecta a su impugnación ante los Tribunales, no cabe el recurso 
para replantear su contenido, como es característica común a todo negocio com-
positivo. Si los jueces reciben un recurso en este sentido no podrán modificar los 
hechos fijados por el inspector. Una vez que se ha producido el allanamiento, los 
hechos quedan admitidos sin más 933. Esta afirmación no se deriva de la doctri-
na de los actos propios. En efecto, constatada la naturaleza negocial (unilateral) 
de la conformidad no es necesario acudir a la doctrina de los actos propios para 
justificar la vinculación para el particular. Este expediente es utilizado por la 
jurisprudencia 934 y por algún autor, como CALERO RODRÍGUEZ 935, que niega a la 
conformidad carácter confesorio y negocial, aunque admite que ello «no impide 
que el sujeto pasivo quede vinculado por su conformidad, pues a la postre, no 
deja de ser un acto propio». Sin embargo, si la conformidad es un allanamiento 
su vinculación no deriva de la doctrina de los actos propios pues, como explica 
DiEz-PICAZO, no es preciso acudir a este expediente para derivar una vinculación 
de los negocios jurídicos que la extraen de ellos mismos 936. Su eficacia en el pro-
931 PALAO TABOADA. C .• «El Reglamento ... ». cit .• p. 132. 
932 Y, añadiríamos nosotros. también a las cuestiones jurídicas. 
933 CORTÉS DoMíNGUEZ, Y .• en CORTÉS DOMíNGUEZ. Y .• Derecho procesal civil ... , cit., 
pp. 323 Y ss. 
934 STSJ de Madrid de 1-4-1996; RTEAC 2-10-1962. 
935 CALERO RODRÍGUEZ, J. R.. La conformidad ... , cit .• p. 1449. 
936 DfEZ-PICAZO y PONCE DE LEON. L.. La doctrina de los actos ... , cit .• pp. 144 Y ss 
ceso contencioso-administrativo está relacionada con su incorporación a un 
documento público, el acta de Inspección (art. 145.3 LGT). En este punto, RUIZ 
GARCÍA 937 se pregunta qué añade al valor probatorio del acta la confonnidad del 
obligado tributario. 
Esta afmnación no conlleva que puedan darse por probados los hechos con-
tenidos en el acta de confonnidad en un procedimiento de gestión autónomo a 
aquél en el que se ha otorgado la confonnidad. No hay que olvidar que el alla-
namiento no implica confesión, por lo que los hechos reflejados en el acta ten-
drán que ser valorados como datos inspeccionados por la Inspección en un pro-
cedimiento de gestión concreto, pero sobre los que no recae ninguna declaración 
de certeza por parte del particular. Como explicaba gráficamente ALCALÁ-
ZAMORA, «la confesión se contrae a las afmnaciones de hecho y el allanamien-
to, a la pretensión jurídica. Puede darse el caso de que confesando una de las par-
tes todos los hechos afmnados por la contraria, no se allane, sin embargo, bien 
por aducir a su vez otros, que el adversario discuta, bien porque aun estando ple-
namente acordes en los hechos, extraigan de ellos distintas derivaciones jurídi-
cas. Por el contrario, el allanamiento no implica necesariamente confesión de los 
hechos afmnados por el demandante, sino renuncia a continuar la contienda, que 
de iure se considera como reconocimiento de que la pretensión del actor es 
fundada, aunque de ¡acto pueda responder a otros motivos» 938. 
Entre estos motivos se encuentra el deseo de acortar el procedimiento de ges-
tión, pues la conformidad evita los trámites de alegaciones y de notificación 939. 
Incluso, el obligado tributario puede querer aprovecharse de una errónea califi-
cación hecha por el inspector actuario y que tiene más posibilidades de mante-
nerse en el acto de liquidación si el inspector jefe actúa sobre un acta de confor-
midad 940 y, por supuesto, de la reducción de la sanción en un 30 % prevista en 
el arto 82.3 LGT. 
La vinculación de los Tribunales al contenido del acta conformada no quie-
re decir que el juez no pueda entrar a conocer de ningún aspecto del allana-
miento, sino que está excluido de su conocimiento el contenido de la conformi-
937 RUIZ GARCÍA, J. R., La liquidación ... , cit., p. 182. 
938 ALCALA-ZAMORA y CASTILLO, N., Proceso, autocomposición ... , cit., p. 89. En el mismo 
sentido, MÁRQUEZ ROMERO, P., El allanamiento ... , cit., p. 66: «El allanado se confonna con la 
pretensión, sin hacer referencia necesariamente a los hechos que, incluso, puede negar. El deman-
dado puede confonnarse con ser condenado a la entrega de las cien mil pesetas que le reclama el 
actor porque efectivamente los adeuda, aunque no sean ciertos todos los hechos alegados en la 
demanda sobre la génesis de la deuda reclamada ( ... ). El allanado está confonne con 10 que pide 
el actor, sin pronunciarse sobre la verdad de los hechos alegados. En cambio, el que admite cier-
tos hechos o reconoce ciertas posiciones, no por ello está confonne con la sentencia suplicada en 
la demanda, ni afinna que ésta sea fundada en Derecho». 
939 PALAO TABOADA, c., «El reglamento ... », cit., p. 133, nota 9. 
940 Así lo explicaALcALA-ZAMORA y CASTILLO, N., Proceso, autocomposición ... , cit., p. 82, 
en el ámbito penal. 
dad, pero no así la concurrencia de una causa ilícita o el interés público para 
actuar 941 . En este sentido, el arto 89.2 UCA-aplicable por analogía- dispone 
que allanado en el proceso contencioso-administrativo el demandado, «el 
Tribunal, sin más trámites, dictará sentencia, de conformidad con las pretensio-
nes del demandante, salvo si ello supusiere una infracción manifiesta del 
Ordenamiento Jurídico o fuere demandada la Administración pública, en cuyo 
caso dictará la sentencia que estime justa» 942. 
Teniendo en cuenta lo anterior se llega a la conclusión de que la admisión del 
error de hecho como motivo de impugnación de la liquidación resultante del acta 
no es obstáculo para la consideración de la confonnidad como una resignación 
por lo que respecta a los hechos. Como explica PALAO TABOADA 943, el arto 61.3 
RGIT no ha de ser interpretado como una causa de invalidez de las declaracio-
nes confesorias 944, sino como un vicio del consentimiento. Esto significa que el 
obligado tributario no puede alegar inexactitud objetiva del contenido del acta. 
«Por el contrario, partiendo del carácter de declaración de voluntad de la con-
formidad, ha de admitirse que el error relevante es el error-vicio y, por tanto, que 
la discordancia de lo aceptado con la realidad determinará la nulidad del acta en 
tanto en cuanto dicha voluntad se forme viciadamente como consecuencia de 
este error» (p. 175). 
Por otra parte, la conformidad no vincula al resto de obligados tributarios que 
no hayan suscrito el acta. Esto es una característica de todo negocio compositi-
vo, que sólo afecta a las partes que lo realicen (art. 89.3 UCA)945. 
Un último argumento que nos lleva a rechazar la naturaleza confesoria de la 
conformidad es la posibilidad, prevista en el arto 27.3 RGIT, de que las actas sean 
suscritas por un representante 946. Como es sabido, la confesión tiene que ser 
emitida directamente por la parte, no por su representante 947. Según ha estable-
941 CORTÉS DOMÍNGUEZ, v., en CORTES DoMÍNGUEZ, V., Derecho procesal civil ... , cit., 
p.324. 
942 Sobre la posibilidad de que el juez se separe de la pretensión del demandante confonna-
da por el demandado, cuando éste último fuera la Administración, véase la crítica de GIMENO 
SENDRA, V., en GlMENO SENDRA, V., y otros, Derecho Procesal Administrativo ... , cit, p. 508. 
943 PALO TABOADA, c., «Naturaleza y efectos ... », cit., p. 175. En el momento de escribir su 
artículo, el error en la confonnidad como motivo de impugnación estaba contemplado en el arto 2.5 
del Decreto de 8-7-1965. 
944 Cuya afinnación ha llevado a la jurisprudencia a entender que si el ciudadano podía fun-
damentar su recurso en la inexactitud, ello significaba que la confonnidad a la propuesta de liqui-
dación constituía una declaración de exactitud, una confesión. STS 7-10-1993; STSJ de Cata-
luña 28-12-1995 -Gaceta fiscal 1996, n.º 142-; RTEAC 6-11-1995 -Gaceta fiscal 1996, 
n.º 143-, pp. 50 Y ss. 
945 GIMENO SENDRA, V., en GIMENO SENDRA, v., Derecho Procesal Administrativo ... , cit., 
pp. 508 y 509. 
946 PALAOTABOADA, c., «Naturaleza y efectos ... », cit., p. 174. 
947 CORTÉS DOMÍNGUEZ, v., en CORTÉS DOMÍNGUEZ, v., Derecho procesal civil ... , cit., 
p.255. 
cido la STSJ de Valencia de 5-9-1995 948 es necesario que el representante osten-
te un poder especial para dar la conformidad al acta, tal y como exige el arto 43.2 
LGT: «Para interponer reclamaciones, desistir de ellas en cualquiera de sus ins-
tancia y renunciar derechos en nombre de un sujeto pasivo deberá acreditarse la 
representación con poder bastante mediante documento público o privado con 
firma legitimada notarialmente o comparecencia ante el órgano administrativo 
competente ( ... )>>. La aplicación de este precepto surge de la consideración por 
el TSJ de Valencia como un acto de renuncia de derechos, lo que sirve de apoyo 
a nuestra tesis relativa a la identificación de la conformidad con el allanamiento. 
c) La adhesión a las cuestiones jurídicas: Vehículo para un intercambio de 
benefidos 
En nuestra opinión, la adhesión del ciudadano a las cuestiones jurídicas se 
traduce en un allanamiento, lo que implica la aceptación de la pretensión de la 
Administración en su conjunto, incluyendo también las cuestiones jurídicas. En 
consecuencia, al obligado tributario debería estarle vedado el recurso tanto en 
cuanto a las cuestiones fácticas como en cuanto a las jurídicas contenidas en el 
acta 949. En este sentido, la propia Exposición de Motivos del RGIT afirma que 
«la conformidad del obligado tributario constituye un pronunciamiento procesal 
acerca de la certeza de los hechos imputados por la Inspección, pudiendo com-
prender en cierto modo una confesión, y de la corrección de la propuesta de 
liquidación. A la conformidad llega el interesado como consecuencia de las 
pruebas aportadas por la Inspección y del juicio que le merece la calificación 
jurídica que la Inspección efectúa ( ... )>>. 
Sin embargo, el RGIT ofrece al particular la posibilidad de impugnar las 
cuestiones de Derecho a las que previamente ha dado su conformidad 950. Esta 
postura se basa, sin duda, en la creencia de que la Administración y el ciudada-
948 Tribuna fiscal n.º 65, 1996, pp. 48 Y 49. En el mismo sentido, de fonna no tan explícita, 
STS de 12-2-1996. 
949 El DL italiano de 30-9-1994, n. º 564, que instaura la comprobación con adhesión, otorga 
a este instituto efectos vinculantes respecto de las cuestiones fácticas y también jurídicas. El 
arto 2 bis.3 establece que «la rectificación tiene por objeto la existencia, la estimación, la cone-
xión entre sí y la imputación a un período de los componentes positivos y negativos de la renta 
empresarial o del trabajo independiente ( ... )>>. La «existencia» y la «estimación» son cuestiones 
de hecho, mientras que la «conexión» y la «imputación a un período impositivo» son cuestiones 
jurídicas. Véase, MOSCHETIJ, F., Las posibilidades de acuerdo ... , cit., pp. 124 Y ss. 
950 La ausencia de vinculación del obligado tributario a la aplicación del Derecho contenida 
en el acta de conformidad parece ser ~ constante en la legislación desde que se estableció la 
inimpugnabilidad de las actas de invitación en la Ley de 28-3-1941. Así, el Decreto de 8-7-1965 
disponía expresamente que «no podrán ser objeto de impugnación por parte del sujeto pasivo las 
circunstancias de hecho a las que hubiere prestado confonnidad ( ... )>> (art. 2.5). 
no no pueden disponer sobre el Derecho, excluyendo su conocimiento al órgano 
apropiado para fijarlo: el juez. En este sentido, la jurisprudencia deriva la impug-
nabilidad de las cuestiones jurídicas de la competencia de los Tribunales en 
orden a decidir sobre la interpretación jurídica en última instancia 951, mante-
niendo que en otro caso se infringiría el derecho constitucional a la tutela judi-
cial efectiva en virtud del cual corresponde a los Tribunales de Justicia decidir 
en último instancia. Esta cautela no es privativa del Derecho Financiero sino 
que también se produce en el seno del Derecho procesal civil, como expone 
V. CORTÉS DoMíNGUEZ952: «Dn sector importante de la doctrina ha seguido pen-
sando en el allanamiento más como un reconocimiento de los hechos de la parte 
actor que como una declaración de voluntad vinculante para el juez y referida a 
la pretensión del actor, afirmándose que la aplicación de la norma jurídica es 
siempre misión privativa del juez que no puede verse de ningún modo vincula-
do con la calificación jurídica que pueda hacer el demandado en razón del alla-
namiento». A este recelo puede oponérsele que, como hemos explicado en el 
apartado anterior, el allanamiento no supone la exclusión total del criterio jurí-
dico del juez; por el contrario, el arto 89.2 UCA prevé el apartamiento de la pre-
tensión cuando el juez aprecie una infracción manifiesta del ordenamiento jurí-
dico. Del mismo modo, la LECrim salva la competencia judicial en orden a 
conocer el Derecho cuando dispone que, a pesar de la conformidad de la defen-
sa, el Tribunal puede ordenar la continuación del juicio oral cuando existiendo 
error en la calificación efectuada por las partes acusadoras, el hecho punible, que 
debía haber sido subsumido en una norma penal con una pena superior a prisión 
menor, haya sido calificado mediante un título de condena igual o inferior a 
dicha pena (art. 655.3.º). 
Por otra parte, no llegamos a ver el peligro que supone la vinculación del 
obligado tributario a las cuestiones jurídicas. En nuestra opinión, es lo mismo 
que el sujeto se allane voluntariamente a la propuesta de liquidación del inspec-
tor porque calibre que la renuncia al recurso que este acto provoca le aporta una 
serie de ventajas, al supuesto en que ese mismo particular no recurre un acto 
administrativo al que no se ha conformado. En ambos casos decide no discutir 
el acto; la única diferencia radica en que mediante la conformidad lo hace de 
forma previa a que el acto se emita, a cambio de contraprestaciones explícitas. 
No hay que olvidar que la limitación al recurso no existe cuando el inspector jefe 
dicta un acto de liquidación apartándose de la propuesta conformada; en este 
sentido, la Ley de 28-3-1941, de modificación de determinados puntos en mate-
ria de inspección relativos al acta de invitación, disponía expresamente la posi-
bilidad de impugnar los acuerdos dictados por la Administración como efecto 
951 STS de 10-12-1992, 15-12-1995; STSJ de Cataluña de 28-12-1995; STSJ de Madrid de 
1-4-19%. En la doctrina expone este miedo PALAO TABOADA, c., «El nuevo procedimiento ... », 
cit., pp. 22 Y 27. 
952 CoRTÉS DoMÍNGUEZ, V., en CoRTÉS DoMÍNGUEZ, v., Derecho procesal civil..., cit., 
~3~. . 
del acta de invitación «en cuanto no sean consecuencia de dicho documento» 
(art. 2). 
Resulta de gran importancia la constatación de que la conformidad es un alla-
namiento por el que el obligado tributario acepta la propuesta en su conjunto. 
Por 10 que respecta a la calificación jurídica que se haya dado a las cuestiones 
fácticas, el particular no debería poder considerarla posteriormente errónea. Ello 
quiere decir que si se ha conformado a una deuda tributaria determinada, a una 
determinada imposición, no cabe su oposición en el procedimiento sancionador 
que derive de esa calificación. No hay que olvidar que el inspector actuario debe 
consignar en el acta que se presenta a la conformidad del sujeto las infracciones 
que aprecie (art. 49.2.e RGIT). 
En la legislación actual se ha optado por la solución drástica, eliminando la 
vinculación del obligado tributario en cuanto a las cuestiones jurídicas. Ello nos 
lleva a plantearnos -al margen de las consideraciones anteriores sobre la posi-
bilidad de mantener el respeto a la competencia del juez- el uso abusivo que 
los ciudadanos pueden realizar de la conformidad. En efecto, éstos pueden con-
formarse a los hechos, que les son beneficiosos, y a la aplicación del Derecho, 
que le resulta perjudicial, con la esperanza de que el inspector jefe no modifique 
el contenido del acta 953. Si es así y el inspector jefe emite un acto de liquidación 
integrando la propuesta en su totalidad, la Administración ya sólo podrá modifi-
car su criterio mediante los medios extraordinarios de revisión, mientras que el 
particular tendrá la oportunidad de, conservando los hechos -que seguramente 
el inspector jefe no habría conservado si no llega a mediar la conformidad a 
todo--, impugnar el resultado jurídico. De forma muy clara explicaba esta 
incongruencia ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA 954: «Resultaría absurdo que la 
Administración creara el acta 14 como benévolo instrumento de cordial acerca-
miento al contribuyente ofreciéndole la exención de penalidad si, parejamente, 
no aceptase el contribuyente la promesa de fallo que por medio de la Inspección 
le hace. Promesa de fallo a la que no le falta nada más que la material liquida-
ción ajustada a las bases tributarias que el acta refleja, para que sea eficaz el acto 
administrativo 955 ( ••• ). Y ello es así porque interpretar de otro modo el acta de 
invitación significa, como a veces ocurre, que el contribuyente se acoja a un 
régimen sin penalizaciones, pero sin merma de discutir y alegar sobre 10 único 
que en la inmensa mayoría de los casos puede ser discutido: la calificación jurí-
dico-fiscal de los hechos». 
953 Y aunque el inspector jefe decida modificar la propuesta, el obligado tributario sabe que 
tendrá una nueva oportunidad de conformarse a la liquidación practicada por aquél (art. 60.3 
RGIT). 
954 ALBIÑANA GARCÍA-QUINTANA, C., «La llamada acta ... », cit., p. 4. 
955 No hay que olvidar que en los momentos en que ALBIÑANA GARCÍA-QUlNTANA escribió 
este artículo estaba vigente la Ley 28-3-1941, que establecía la vinculación de la Administración 
al acta de conformidad. 
El RGIT intenta mantener el respeto del obligado tributario a las cuestiones 
de Derecho fijadas en el acta mediante la obtención de un beneficio fiscal refle-
jado en la sanción si no recurre la liquidación resultante del acta en base a una 
discrepancia jurídica con ella. 
Así, el sentido de la adhesión del obligado tributario a las cuestiones jurídicas 
recogidas en el acta se centra en la obtención de la reducción de la sanción en un 30 % 
(art. 82.3 LGT) 956. De este modo se aleja la conformidad a las cuestiones jurídicas 
de su verdadera esencia, la autocomposición, para convertirse en un mero <<vehículo 
de una transacción sobre la sanción», en palabras de ARruETA MARTÍNEZ DE PISON. 
Según este autor, mediante aquella manifestación de voluntad del ciudadano 
se recoge un «acuerdo o intercambio de beneficios que para ambos sujetos supo-
ne dar la conformidad. El acto de adhesión es el instrumento jurídico por el cual 
se permite que ambas parten fijen los extremos de un comportamiento y de sus 
resultados o efectos». De esta forma, el contribuyente consigue una reducción en 
su sanción y la Administración una simplificación del procedimiento a través de 
la eliminación de los trámites de audiencia y notificación y, fundamentalmente, 
de la renuncia del obligado tributario al recurso 857. 
Es necesario aclarar que el intercambio de beneficios que se alcanza median-
te la conformidad en ningún caso ha de entenderse como una transacción, pues 
no existe ninguna incertidumbre. No se trata de una concesión de ventajas a 
ambas partes para resolver una duda, sino para alcanzar una mayor agilidad en 
el procedimiento. Por otra parte, aun en el caso de que pudieramos encontrar una 
controversia en el fundamento de la conformidad, las contraprestaciones que 
realizan la Hacienda Pública y el obligado tributario se refieren a elementos aje-
nos al ámbito objetivo de la conformidad, por lo que su licitud no derivaría de la 
necesidad de resolver aquella incertidumbre. En concreto, los beneficios afectan a 
956 La evolución histórica de la aceptación por el obligado tributario del acta de Inspección 
como condonación automática (que se incorporó al ordenamiento jurídico mediante el Real 
Decreto de Bases de la Inspección de 30-3-1926) y posterior criterio de graduación de sanciones 
(que se incorporó con la Ley 10/1985), puede estudiarse por CASANA MERINO, F., «Graduación 
de sanciones en el ilícito tributario», Impuestos, 1986, T. 1, pp. 905 y 906; MARTÍNEZ LAGO, M. A., 
«Consideraciones de un criterio de graduación de las sanciones tributarias. La conformidad del 
sujeto pasivo, del retenedor o del responsable a la propuesta de liquidación que se le formule», 
Gaceta Fiscal, n.º 63, 1989, pp. 131 ss.; y por MAGRANER MORENO, F., «Antecedentes y estado 
actual de los criterios de graduación de las sanciones tributarias», CT, n.º 59, 1989, pp. 123 y ss. 
Actualmente, tras la promulgación de la Ley 25/1995, de 20 de julio, de reforma parcial de 
la LGT, la conformidad ya no constituye un criterio de graduación de las sanciones, sino una 
reducción legal automática, lo que resulta acertado desde un punto de vista técnico, como man-
tiene PALAO TABOADA, C., «Notas a la Ley 25/1995, de 20 de julio, de modificación parcial de 
la Ley General tributaria», Estudios Financieros, n.º 153, 1995, p. 22: «pues dicha conformidad, 
es ajena a la valoración jurídica que el ordenamiento hace de la infracción misma y de la culpa-
bilidad del infractor, así como de las consecuencias de la acción sancionadora, que son las mag-
nitudes en función de las que es adecuado graduar la sanción». 
957 RAMALW MASSANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., pp. 233 y ss. 
la relación jurídica procesal (la no impugnación del acta por el contribuyente) 958 Y 
a la relación jurídica del ilícito (la reducción de las sanciones por la Admin:istración) 959. 
La licitud de la reducción de la sanción proviene de su reconocimiento legal, pre-
visto en el arto 82.3 LGT. La renuncia al recurso no es más que una consecuencia 
lógica de la naturaleza compositiva de la conformidad. Como explica RAMALLo 
MAssANEf9ro, «no es ( ... ) el acuerdo de voluntades el que produce el efecto de manera 
directa e inmediata sino sólo de manera indirecta ya que al adoptar las partes las posicio-
nes que la ley delimita recíprocamente se produce el efecto que ella también prevé». 
Mayores problemas presenta el aumento de la sanción cuando el obligado tri-
butario recurre la liquidación, tanto desde el punto de vista de la legalidad como 
del derecho a la tutela judicial efectiva En efecto, tal medida no se encuentra reco-
gida en ninguna norma con rango legal, sino en un reglamento. Por lo que se refie-
re al art. 24 CE, su infracción ha sido un argumento utilizado por la doctrina 961 para 
rechazar la previsión del arto 61.2 RGIT Y del arto 13.2 Real Decreto 2631/1985. 
Frente a esta postura, el TC, en su Sentencia 76/1990, de 26 de abril, procla-
ma la constitucionalidad del art. 82.h LGT (actualmente, 82.3 LGT) Y de su desa-
rrollo reglamentario. El Alto Tribunal se apoya en el carácter voluntario de la con-
formidad, que «es una facultad -no una obligación, ni siquiera un deber- para 
conservar el beneficio de su consideración como un elemento más en la gradua-
ción in melius de la cuantía de la sanción pecuniaria»; beneficio al que el obliga-
do tributario no tiene derecho 962. Por otra parte, la ley no excluye la posibilidad 
de interponer recurso, por lo que no puede entenderse infringido el arto 24.1 CE. 
958 En opinión de ZORNOZA PÉREZ, J. J., El sistema de infracciones ... , cit., pp. 152 Y SS., esta 
rebaja puede ser entendida como una coacción al ejercicio de la facultad de recurrir. 
959 RAMALLo MASSANET, l, La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 233. 
9(j() RAMALLO MASSANET, l, La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 233. 
961 RUFIAN LIZANA, D., «La constitucionalidad de la regulación de las infracciones y sancio-
nes tributarias en la LGT», REDF, 1988, n.º 58, p. 243; FERREIRo LAPATZA, 1 J., Curso de Derecho 
Financiero español, 1O.ª ed., Bosch, Madrid, 1988, p. 570; MARTíNEz LAGO, M. A., «Considera-
ciones de un criterio ... », cit., pp. 149 Y ss.; GARCÍA DE LA MORA, L., y MARTíNEzLAGO, M.A., «La 
sanción de las infracciones tributarias y su graduación», en Comentarios a la Ley General ... , cit., T. n, 
p. 1245; BAYONA DE PEROGORDO y SOLER ROCH, Derecho Financiero ... , cit., T. n, p. 381. 
962 Como puntualiza el Alto Tribunal, sí sería inconstitucional la agravación de la sanción tribu-
taria en los supuestos en que el particular no prestase su conformidad: <<No puede admitirse que dicho 
criterio -o, por mejor decir, su contrario: la disconformidad- pueda jugar también im peius para 
agravar la sanción al sujeto pasivo, retenedor o responsable, pues ello conllevaría un injustificable efec-
to intimidatorio que menoscabaría el derecho de defensa de los interesados dentro de un procedimiento 
sancionador de carácter contradictorio. En consecuencia, no puede entenderse el arto 82 h) como norma 
impeditiva del recurso a la jurisdicción, en cuyo caso sería inconstitucional por contrario al art. 24.1 de 
la Constitución, sino como un beneficio ofrecido al contribuyente conforme con la liquidación para 
graduar in medius la sanción que, según la Administración tributaria, le corresponde». Este mismo es 
el criterio del Tribunal Europeo de Derechos Humanos que en la Sentencia de 27 de febrero de 1980 
-caso Deweer, declara la licitud de los mecanismos jurídicos que posibiliten la renuncia a obtener la 
tutela jurídica, siempre que no utilicen instrumentos de coacción que condicionen tal renuncia 
(Sentencia comentada por ÜRfEGA ÁLVAREZ, L., <<La coacción institucional ... », cit., pp. 1437 Y ss). 
En consecuencia, es perfectamente constitucional la reducción de la sanción 
cuando el particular se conforme, así como su reestablecimiento si recurre, pues 
«es lógico, aunque la Ley no lo diga, que si se impugna la autoliquidación y la 
correspondiente multa, en cuya determinación se ha tenido en cuenta por la 
Administración la conformidad a la propuesta de liquidación de la deuda tribu-
taria, deje entonces de operar ese criterio y su efecto de disminución de la cuan-
tía» 963. 
Tras la Sentencia 76/1990, ZoRNOZA PÉREZ964 alega que con esta medida se 
desvirtúa el procedimiento sancionador, que se convierte en «un simple instru-
mento al servicio de la gestión e inspección. La minoración de las sanciones en 
base a la conformidad del sujeto pasivo no puede concebirse como un premio en 
atención a su colaboración o actitud de arrepentimiento, ni cumple en modo 
alguno fmalidades de adecuación de la sanción al grado de culpabilidad del 
infractor o a la gravedad de la infracción cometida, sino que tiene como único 
designio el de "lograr una simplificación y celeridad en los procedimientos tri-
butarios" (STC 76/1990, FJ 7-A) y, por tanto, atiende a objetivos distintos y aje-
nos a los que son propios de los criterios de graduación de las sanciones tributa-
rias, orientados como es sabido a alcanzar la necesaria proporcionalidad en la 
imposición de las sanciones« (pp. 157 Y 158). En conclusión, la conformidad 
consiste en un «mecanismo al servicio de la simplificación y celeridad en los 
procedimientos tributarios», que se encuentra totalmente ajena a su concepción 
como circunstancia para la graduación de las sanciones 965. 
963 Se ha planteado la posibilidad de que el obligado tributario preste su conformidad a la 
liquidación resultante de la ejecución de la Sentencia dictada por el Tribunal económico-admi-
nistrativo o por el Tribunal contencioso-administrativo que resuelve un recurso interpuesto por el 
particular contra la liquidación originaria. A favor se pronuncian GoNZÁLEZ MÉNDEZ, A., .«La 
conformidad ... », cit., p. 85. En contra FERNÁNDEZ LÓPEZ, «La condonación automática de san-
ciones tributarias», CT, n.º 9, 1974, pp. 53 Y ss., Y MARTíNEZ LAFUENTE, La condonación ... , cit., 
pp. 204 Y 205, en opinión de los cuales es la rapidez y celeridad que imprime al procedimiento 
lo que justifica la reducción de la sanción, junto a la voluntad de solucionar indeterminaciones 
que surgen en el procedimiento. Ninguna de estas fmalidades se cumple si la conformidad se da 
a la liquidación resultante de una sentencia. La conformidad perdería su razón de ser. 
964 ZORNOZA PÉREZ, J. l, El sistema de infracciones ... , cit., pp. 155 Y ss. Con anterioridad 
se habían manifestado en contra de la condonación automática de la sanción por la conformidad, 
argumentando el debilitamiento del sistema de sanciones y la limitación del derecho de impug-
nación por parte del particular, PÉREZ Royo, Infracciones y sanciones tributaria, IEF, Madrid, 
1972, pp. 135; FERREIRO LAPATZA, 1 J., «La funciones liquidadoras ... », cit., pp. 407 Y ss. 
96S Junto a la crítica relativa a la desnaturalización del procedimiento sancionador que supo-
ne la consideración de la conformidad como un factor interventor en la cuantía de la sanción, 
MARTíNEZ LAGO, M. A., «Consideraciones de un criterio ... », cit., pp. 152 Y ss., señala la inco-
rrección de fundamentar aquella medida en el arrepentimiento del obligado tributario. En efecto, 
cuando el particular presta su conformidad ya se ha producido la actuación administrativa conse-
cuencia de su comportamiento infractor. «Lo único que se puede argumentar, desde el punto de 
vista del sujeto infractor que presta su conformidad, para fundamentar dicha circunstancia de gra-
duación, es que aquél aceptará los hechos descubiertos, reconocerá la infracción cometida, sólo 
3. Conclusión 
Con independencia de las figuras que actualmente ostenten carácter transac-
cional en nuestro ordenamiento tributario, la licitud -y conveniencia- de la 
realización de estos negocios jurídicos en el procedimiento de liquidación se 
extiende a todas aquellas situaciones, tanto jurídicas como fácticas, sobre las que 
exista una incertidumbre. 
En esta fase es donde surgen en mayor medida las dudas sobre la detennina-
ción de las cuestiones de hecho y la aplicación de derecho y en la que, por otra 
parte, se produce un proceso de esclarecimiento que se desarrolla de fonna coo-
perativa entre la Administración y el particular. El procedimiento de inspección 
posee, en palabras de SEER, «un carácter dialogante» 966. 
En concreto, el ámbito donde se producen más a menudo inseguridades es la 
comprobación de valores, debido a la frecuente imprecisión de los términos en 
los que se basan %7. Frente a valores tan seguros como el valor de rescate (art. 17 
en los casos en que prestar tal confonnidad, sin impugnación posterior de la liquidación practi-
cada, le represente un beneficio constituido por la reducción en 50 puntos porcentuales de la san-
ción que correspondiera aplicar. Es decir, estamos ante una clara muestra de contradicción con la 
necesaria neutralización fmanciera de comportamientos infractores, pues sólo aquel sujeto que 
está dispuesto a no recurrir la liquidación, sin duda porque eso le interese, podrá prestar su con-
fonnidad y beneficiarse de la reducción de la sanción» (p. 154). 
966 SEER, R., Verstándigungen ... , cit., p. 11. Esta afinnación, que resulta evidente en el 
Derecho Tributario alemán, ha de matizarse en nuestro sistema jurídico. Ello es debido a la exten-
sión en España del sistema de autoliquidaciones, que provoca que la deuda tributaria se fije uni-
lateralmente por el ciudadano, ostentando la Administración un mero papel controlador. Muchas 
de las incertidumbres ya habrán sido resueltas por el obligado tributario, de fonna unilateral o 
mediante acuerdos previos con la Hacienda pública. 
967 CAYÓN GALlARDO, A., «La interdicción de la discrecionalidad en la gestión tributaria», 
REDF, n.º 36, pp. 386 y ss.; en relación a la valoración de bienes inmuebles, RAMALLO MAsSA-
NET, J., Y PEÑUELAS REIxACH, Ll. Ponencia General. La determinación de la base ... , cit., pp. 19 
y ss. La doctrina ha criticado la ubicación de las nonnas de valoración entre las nonnas de la base 
imponible, defendiendo su inclusión dentro de la regulación del procedimiento de comprobación 
al que, a pesar de su sustantividad, pertenecen. La diferencia entre los regímenes de detenninación 
de la base imponible y la comprobación de valores reside en que aquéllos constituyen nonnas de 
Derecho material, y la comprobación de Derecho formal. En palabras de AGULLO AGÜERO, A., La 
comprobación de valores ...• cit .• p. 841, «aunque su objeto sea un elemento de la base imponible, 
la comprobación de valores, como cualquier otro tipo de comprobación tributaria, no detennina 
jamás el contenido de la base imponible; de ahí la enonne distancia entre ambos tipos de nonnas. 
Los regímenes de estimación de bases, excepción hecha de la estimación indirecta, son nonnas 
materiales respecto de las que la comprobación de valores desempeña una función instrumental. 
El contenido de la base imponible viene en cualquier caso determinado por las nonnas que la defi-
nen y, en todo caso, por la regulación de sus regímenes de detenninación o estimación. La com-
probación de valores, además de ser eventual, sólo se desempeña cuando se produce una función 
instrumental respecto al cumplimiento de tales nonnas, siendo los efectos de la comprobación de 
valores en el seno del procedimiento de gestión los mismos que los de cualquier otro tipo de com-
probación». Unas páginas más adelante profundiza en esta distinción: «La comprobación de valo-
LIP) o el importe total de la contraprestación (art. 78 UVA), otras veces las leyes 
remiten al valor real (art. 9 USD; arto 10 TRITPAJD), que constituye un con-
cepto jurídico indetenninado, sobre el cual es totalmente lícito y hasta recomen-
dable la realización de una transacción %8. 
Esto no significa que la negociación quede limitada, a las valoraciones que 
se basan en conceptos jurídicos indeterminados. También es posible que la tran-
sacción se produzca sobre valores ciertos, aunque la incertidumbre no se encon-
trará en la propia valoración, sino en otra cuestión: así, cuando la ley establece 
como valor el importe total de la contraprestación el valor es seguro, pero puede 
ocurrir que la Hacienda Pública no pueda probar cuál fue la cantidad efectiva-
mente convenida por las partes; en base a esta duda podrá pactarse no sobre la 
valoración misma, sino sobre el precio que se satisfizo y que le sirve de funda-
mento. También puede ocurrir, por ejemplo, que la duda recaiga sobre la cifra de 
ventas de la empresa. 
Es necesario destacar que la comprobación de valores no puede confundirse 
con la fijación de un valor que fonna parte de la base imponible en los impues-
tos en que la liquidación se realiza por la Administración. Mientras en la prime-
ra el órgano de comprobación o el de inspección valoran un bien ya declarado 
por el obligado tributario o que debería haber sido declarado; en la fijación ori-
ginaria la autoridad fiscal determina el valor de un elemento que ni ha sido valo-
rado con anterioridad por el particular ni debería haberlo sido, liquidando el 
impuesto sobre dicha valoración 969. En estos supuestos, como el Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles, también deberían admitirse las transacciones para fijar valo-
res sobre los que puede caer muy a menudo una incertidumbre, máxime cuando 
la Administración no cuenta con ningún dato previo. 
res sólo se ocupa de contrastar y verificar el valor de un bien que fonna parte de una concreta 
base imponible, pero no se ocupa de comprobar si es o no correcta la configuración de dicha base. 
Incluso en el caso paradigmático de una base imponible definida como el valor de un bien deter-
minado, no existe confusión alguna entre comprobación del valor y comprobación de la base. Si, 
por ejemplo, la base de un impuesto está constituida por el valor de los bienes de naturaleza urba-
na, la comprobación de valores verificará si la valoración del bien es la adecuada, pero no si el 
bien es o no, realmente, a efectos del impuesto, un bien de naturaleza urbana. Y ello porque así 
lo establece el artículo 52 de la LGT. La comprobación de valores no verifica la base, sino uno 
de sus elementos: el valor de un bien que, correcta o incorrectamente, ha sido incluido en la 
misma. Y siempre será así dado que los valores, por definición, no son más que cualidades que 
se predican de un objeto, por lo que no tienen una existencia autónoma ni son capaces, en este 
sentido, de configurar por sí solos bases imponibles», (art. 109.2 LGTy arto 13 RGIT). En efec-
to, la comprobación e inspección pueden abarcar, junto con la detenninación de la existencia de 
los hechos relevantes desde un punto de vista tributario, la valoración de estos hechos (PÉREZ DE 
AYALA, J. L., Y GoNZÁLEZ, B., Curso ...• cit .• T. 11, pp. 109 y ss.). 
968 Una crítica a la utilización de conceptos indetenninados en la valoración tributaria la 
encontramos en CAAMAÑO ANIDO, M. A., La tasación ...• cit., pp. 17 y ss., quien expone cómo en 
el resto de países europeos el valor de mercado es un valor registral o catastral, no detenninable 
para cada supuesto de tributación. 
969 MARIiN QUERALT, J., Y otros, Curso ... , cit., p. 424. 
Tanto en la detennmación de un valor primario por la Hacienda Pública 
como en la actividad de comprobación de valores, la posibilidad de transacción 
con el obligado tributario se plantea a dos niveles. En primer lugar, respecto al 
establecimiento de un método de valoración. Si las opciones que se consideran 
en el pacto se reducen a las mencionadas en el arto 52 LGT no existirá ningún 
límite en cuanto a esta transacción, pues si la ley concede a la Administración un 
poder discrecional de elección de uno u otro método 970, aquélla podrá resolver 
la opción que más conviene al interés público de forma unilateral o concordada. 
Por el contrario, si las partes desean establecer un método no contemplado en la 
LGT, deben limitarse al elenco de medios de valoración previstos en una ley, 
debido a la reserva de ley prevista en el arto 52.f LGT971, consecuencia del carác-
ter detennmante de los criterios de valoración respecto a uno de los elementos 
configuradores del tributo, la base imponible 972. En cualquier caso, la determi-
nación del medio de valoración ha de «ser coherente o adecuada a la naturaleza 
del valor tributario que se desea comprobar en cada caso» 973. 
El segundo nivel en el que se plantea la transacción se centra en la aplicación 
del método ya elegido, ya sea de forma unilateral o concordada. Frente a los cri-
terios contenidos en las letras a, b, c y d del arto 52 LGT, que constituyen valo-
res exactamente detennmables 974, la tasación pericial contradictoria se basa en 
valores inseguros, en conceptos jurídicos indetennmados, cuya resolución no es 
posible mediante la aplicación del resto de medios de valoración. 
La legislación actual no prevé ninguna posibilidad de acuerdo sobre el valor 
de un bien tras la realización del presupuesto de hecho, al margen de la tasación 
pericial contradictoria. Pero es posible cuestionarse la ausencia de consideración 
del dictamen del perito del particular aunque no se inserte en la tasación pericial 
contradictoria. Al margen de la cuestión del mero valor de testimonio extrapro-
cesal que ostenta la tasación del propio contribuyente si se realiza en el procedi-
miento de reclamaciones económico-administrativas, donde prevalece el valor 
detennmado por la Administración 975, cabe preguntarse sobre la conveniencia de 
970 En este sentido, MARTÍN QUERALT, J., Y otros, Curso .... cit .• p. 426. También lajurispru-
dencia, SsTS 9-7-1984 y 26-5-1989. 
971 RTEAC 7-6-1973 (RDFHP, n. º109, p. 74) 
972 CARROBE GERE, M., Introducción ... , cit., p. 17. 
973 GARCÍA ToRRES, J., Tasación Pericial Contradictoria ...• cit .• p. 391. 
974 A pesar de que se basen en valores seguro y no se pueda decir que sea «innato» a dichos 
métodos el surgimiento de una duda de determinación, si esta incertidumbre se planteara cabría 
la negociación. Hay que tener en cuenta que la delimitación entre conceptos jurídicos determina-
dos e indeterminados es una cuestión muy difusa, llegando a mantenerse incluso la opinión de 
que todos los conceptos jurídicos son indeterminados, en mayor o menor grado, porque respecto 
a todos ellos puede albergarse alguna duda interpretativa. Así se manifiesta SAINZ MORENO, F., 
Conceptos jurídicos ...• cit .• quien mantiene que «la indeterminación es una característica conna-
tural a todo concepto» (p. 212). Será un problema de mayor dificultad de prueba de la existencia 
de dicha incertidumbre que cuando se trata de otros medios, como el valor de mercado. 
975 Sobre este tema, véase CAAMAÑO ANIDo, M. A., La Tasación ... , cit .• p. 38. 
permitir la relevancia de la tasación presentada por el perito del sujeto pasivo en 
el propio procedimiento de gestión 976. Ello sería una primera base sobre la que 
fundamentar posiciones en una transacción. 
Esta negociación se obtendría reinstaurando la tasación pericial contradicto-
ria dentro del procedimiento de liquidación, tras el acta de disconformidad. De 
este modo podría conseguirse en algunos supuestos, en los que el obligado tri-
butario sólo disienta en lo relativo a la valoración, dejar zanjadas todas las polé-
micas antes de que pase el expediente al Inspector-jefe y convertir, fácilmente, 
un acta de disconformidad en un acta de conformidad. 
Por lo que se refiere a los supuestos en que la incertidumbre ha sido creada 
por el propio obligado tributario, la Administración debe proceder a la estima-
ción indirecta. Sólo es admisible el acuerdo sobre los medios empleables en la 
determinación de la base imponible cuando la estimación indirecta sea conse-
cuencia de que las declaraciones presentadas a la Hacienda Pública no permitan 
a ésta el conocimiento de los datos necesarios para la estimación completa: En 
el resto de casos el particular ha sido el «creador» de la duda, lo que elimina la 
incertidumbre objetiva 977. 
Junto a las incertidumbres sobre valoraciones, la indeterminación también es 
inherente a conceptos tales como las provisiones (arts. 72, 77, 78, 81, 82 Y 94 
R.D. 2631/1982, que aprobó el Reglamento del Impuesto de Sociedades ya dero-
gado), la noción de elemento patrimonial afecto a una actividad empresarial o 
profesional (art. 6.1 LIRPF) o las partidas deducibles en los rendimientos empre-
sariales (art. 42 LIRPF). 
Como ya fue explicado en el capítulo tercero (epígrafe m.B.b), aunque el 
órgano competente para celebrar las transacciones en el procedimiento de liqui-
dación es el inspector-jefe, la casi totalidad de las incertidumbres surgen en el 
transcurso del procedimiento de comprobación e investigación. Por ello, será el 
inspector actuario el que tome parte en el desarrollo de las negociaciones, aun-
que sin capacidad para vincular a la Administración. 
Es importante establecer un momento procedimental en el que se documenten 
las negociaciones que se hayan producido entre el inspector y el particular a lo 
largo del procedimiento de inspección 978. Lo más conveniente sería que ello se 
produjera en la emisión de la propuesta de liquidación, en la extensión del acta, 
pues en este momento el inspector ya sabe si necesita fijar consensuadamente los 
hechos o elementos de derecho con el obligado tributario por falta de pruebas o 
de claridad de la ley. En este punto, el inspector actuario ha de formalizar moti-
vadamente las soluciones a que haya llegado tanto unilateralmente como 
976 En este sentido, CAAMAÑO ANIDo, M. A., La Tasación ... , cit .• pp. 37 y 38. 
977 RAMMALLo MASSANET, J., La eficacia de la voluntad ...• cit., pp. 242 y 243. En el mismo 
sentido, SERRANO ANTóN, F., La terminación ... , cit., p. 93. 
978 Así lo señala ZORNOZA PÉREZ, J. J., ¿Qué podemos aprender. .. ? cit" p. 175. 
mediante transacciones. También expondrá al particular las incertidumbres sobre 
cuestiones fácticas o jurídicas que quedan por resolver para así poder llegar a 
acuerdos en ese mismo momento de la redacción del acta, donde también se for-
malizarán los pactos que en ese instante se realicen. El arto 49 RGIT defme a las 
actas como actos administrativos de trámite, que recogen los resultados de las 
actuaciones de la Inspección de comprobación e investigación, incorporando la 
propuesta de regulación que estime pertinente de la situación tributaria del suje-
to pasivo o retenedor, con la fmalidad de preparar el acto administrativo ftrme 
de liquidación que llevará a cabo el Inspector-Jefe. 
Sería así una especie de «Schlussbesprechung» alemana, en la cual en interés 
de la Administración y del obligado tributario se conversa sobre los resultados de 
la inspección, con la fmalidad de conseguir acuerdos sobre los fundamentos de la 
liquidación. Se encuentra regulada en el parágrafo 201 AO, que establece: 
«Acerca del resultado de la inspección deberá mantenerse una entrevista (entre-
vista ftnal), a menos que de acuerdo con dicho resultado no se produzca ninguna 
modiftcación en los fundamentos de la imposición o el obligado tributario renun-
cie a la entrevista. En la entrevista ftnal se discutirán especialmente los hechos 
controvertidos, así como la califtcación jurídica de los datos comprobados en la 
inspección y sus consecuencias tributarias.» Esta entrevista fmal cumple dos 
objetivos; por un lado, garantiza el derecho de audiencia y, junto a ello e, inclu-
so, en mayor medida, cumplimenta una función autocompositiva 979. 
En la legislación española actual, el RGIT contempla la necesidad de que el 
obligado tributario esté presente en el momento de formalizar el acta de 
Inspección. Ese instante es el pertinente para que el particular preste su confor-
midad o disconformidad a la propuesta y éste sería, igualmente, el momento 
oportuno para que se formalizaran las transacciones que eventualmente se hubie-
ran producido. 
También en EE.UU. se prevé la posibilidad de que el informe del inspector 
actuario (<<Revenue Agent Report»), emitido tras la investigación, integre un 
acuerdo con el obligado tributario. En estos supuestos, el inspector emite el 
Formulario 870 (<<Waiver of Restrictions on Assessment and Collection of 
Deftciency in Tax and Acceptance of Overassessmen» 980), que provoca la liqui-
dación y recaudación de la cuota convenida, sin necesidad de emitir la carta de 
los noventa días (<<Ninety-day letter») o notiftcación formal de descubrimiento 
de deuda (<<Notice of deftciency») (sección 6213 a IRC)981. 
979 Zurr, J.,«Die Bindung der FinanzbehOrde an Ergebnisse der Schlussbesprechung», DB, 
1961, p. 653; SEER, R., Contratos, convenios ... , cit., p. 139; del mismo autor, Verstiindigungen ... , 
cit., pp. 11 Y ss. La entrevista regulada en el par. 201 es interpretado por la jurisprudencia como 
una invitación a la celebración de convenios. 
980 «Renuncia a las restricciones de la liquidación y cobro de una cuota adicional y acepta-
ción de la liquidación en exceso.» 
981 CLAVUO HERNÁNDEZ, F., y MAZORRA MANRIQUE, S., «La gestión tributaria en el orde-
namiento ... », cit., pp. 336 Y ss.; GARBIS, M. J., Y otros, Tax procedure ... , cit., pp. 140 Y ss. 
Por su parte, en Francia se detecta un espíritu de colaboración en las relacio-
nes tributarias a lo largo del procedimiento de comprobación, como muestra la 
regulación de un procedimiento contradictorio (arts.L55 y ss Livre des procédu-
res ftscales). Y dentro de él, la posibilidad de que el particular acepte la liquida-
ción presentada por la Administración e, incluso, que ésta modiftque su criterio 
ante las alegaciones fundadas del obligado tributario en contra de aquella liqui-
dación notiftcada (arts.L57 y ss. Livre des procédures fIscales). Si el desacuerdo 
persiste, puede ser reclamada, siempre con anterioridad a la fmalización del pro-
cedimiento de gestión, la intervención de dos instancias de conciliación: la 
Comisión Ministerial de Impuestos Directos y sobre el Volumen de Ventas 
(arts.1651 a 165lf Code Général des Impóts) y la Comisión Ministerial de 
Conciliación (art. 667 Code Général des Impóts); en concreto, el arto L59 Livre 
des procédures ftscales establece que «cuando el desacuerdo sobre comproba-
ción notiftcada persista, la Administración, si el contribuyente lo demanda, 
someterá el litigio al parecer, bien de la Comisión Ministerial de Impuestos 
Directos y sobre el Volumen de Ventas prevista en el artículo 1651 del Código 
General de Impuestos, bien a la Comisión Ministerial de Conciliación prevista 
en el artículo 667 del mismo Código. Las Comisiones pueden igualmente ser 
reclamadas a iniciativa de la Administración» 982. Como explica LAMBERT 983, 
la Administración francesa ha ideado, con la finalidad de provocar una mayor 
aceptación del sistema ftscal entre los ciudadanos, una estrategia participa-
tiva, que se basa en la integración de los particulares al control ftscal. Para 
ello se ha creado el procedimiento contradictorio, que «organiza el diálogo 
y regula el debate». Junto a estas manifestaciones de composición, el Livre 
des procédures ftscales recoge, en su arto L247 , una ftgura que denomina 
«transacción», y que consiste en un acuerdo entre la Hacienda Pública y el 
contribuyente sobre la cuantía de las sanciones impuestas. Este pacto pue-
de tener lugar en tanto la imposición no sea deftnitiva, esto es, hasta que los pla-
zos de recursos no hayan expirado o se haya producido sentencia judicial. 
Los términos de esta última ftgura se centran, por parte del ciudadano en el cum-
plimiento de la obligación tributaria y en la renuncia al recurso contra ella y, 
por lo que respecta a la Administración en la imposibilidad de modiftcar la liqui-
dación y las sanciones; en base a estas características se aftrma por la doctri-
na francesa la concurrencia de contraprestaciones y, consiguientemente, su na-
turaleza transaccional 984. Sin embargo, a nuestro parecer, la institución regula-
da en el arto L247 no es una transacción debido a la ausencia de incertidumbre 
982 Véase BRURON, J., Droits et garanties du contribuables vérifié, Librairie Generale de 
Droit et de jurisprudence, París, 1991, pp. 52 Y ss.; RlCHER, D., Les procédures fiscales, «Que 
sais-je?», París, 1990, pp. 41 Y ss. 
983 LAMBERT, T., Contentieux et controle fiscal: exam des practiques, enAA.VV., Contróle 
fiscal (Principes et Practiques), Economica, París, 1988, p. 202. 
984 En este sentido, LAMBERT, T., Contróle fiscal (Droit et practique), Puf, París, 1991, 
pp. 200 Y 201. 
en relación al objeto del acuerdo: la sanción, cuya cuantía se conoce con exacti-
tud 985• 
De nuevo en España, sólo en los supuestos de acta de comprobado y confor-
me (art. 52 ROIT) y acta con prueba preconstituida (art. 59 ROIT) se excluye la 
exigencia de que el obligado esté presente en el momento de la incoación del 
acta. En el caso de las actas con prueba preconstituida no cabe, por su propia 
esencia, la transacción, pues el inspector actuario se limita a recoger una prueba 
preexistente. «La prueba no podrá ser ( ... ) una simple convicción o un puro 
conocimiento, sino que, para que pueda ser considerada prueba preconstituida, 
ha de implicar, tanto un conocimiento exacto que demuestre haberse realizado el 
hecho imponible, como una evidencia incuestionable e incontestable de los ele-
mentos esenciales del mismo y de los datos necesarios para la cuantificación de 
la obligación tributaria» 986. No hay lugar, en consecuencia, para la incertidumbre. 
Respecto a las actas de comprobado y conforme, el ROIT establece un plazo 
de 15 días tras la notificación al obligado tributario del acta de Inspección para 
que éste preste su conformidad o disconformidad. Si no lo hace, se presume que 
está conforme. Sería este plazo de 15 días el momento propicio para llevar a 
cabo una transacción. Esto es, frente a la ubicación de la formalización de las 
transacciones en el momento de la incoación del acta de Inspección que se pro-
duce en el resto de tipos de actas 987 (con excepción de la de prueba preconsti-
tuida), en las actas de comprobado y conforme, ante la ausencia de exigencia de 
que el particular presencie aquella incoación, la formalización de las transaccio-
nes deberá efectuarse en ese plazo de 15 días. Sólo entonces puede el ciudada-
no mostrar sus discrepancias frente a la liquidación que él mismo presentó ante 
la Hacienda Pública, por lo que sólo entonces es posible la celebración y forma-
lización de los pactos. 
En el resto de actas, el inspector actuario reflejará en la propuesta de liqui-
dación los hechos y las cuestiones jurídicas que haya fijado de forma negociada 
con el obligado tributario, con independencia de que el acta de Inspección sea de 
conformidad o de disconformidad. El inspector actuario habrá de motivar en 
dicho acta las razones por las que consideró conveniente la celebración de una 
transacción con el particular en el caso concret0 988• 
985 Resulta interesante resaltar que, con la finalidad de asegurar una cierta imparcialidad en 
el procedimiento «transaccional», el legislador ha creado el «Comité du Contentieux fiscal, dova-
nier et des changes», por la Ley 29-12-1977 (art. 20). Esta institución elabora un informe anual 
sobre los convenios más significativos. Véase, BRURON, 1., Droits et garanties ... , cit., pp. 68 Y ss. 
986 ARRIETA MARTÍNEZ DE PISÓN, J., Las actas ... , cit., p. 331. 
987 La audiencia es obligatoria cuando la Administración no haya ajustado las liquidaciones 
a los datos consignados en las declaraciones presentadas por los sujetos pasivos, según establece 
el arto 121.2 LGT. 
988 Así lo prevé el arto 65 RGIT respecto a la utilización de métodos indiciarios por el ins-
pector. 
Respecto a la propuesta que abarque cuestiones fijadas de mutuo acuerdo, 
hay que recalcar que la Administración no se encuentra vinculada a dicha tran-
sacción hasta que el inspector-jefe otorgue su aprobación. El actuario habrá 
constatado la existencia de los presupuestos de una transacción, la conveniencia 
de su celebración y habrá establecido con el interesado los términos de dicho 
acuerdo, naciendo incluso la vinculatoriedad respecto a éste desde el momento 
de la formalización del pacto en el acta de Inspección. Sin embargo, la validez 
del convenio no se produce hasta que el inspector-jefe no se pronuncia a favor, 
pues el actuario no tiene potestad para vincular a la Administración a la fijación 
que propone en el acta ni cuando dicho establecimiento es realizado de forma 
unilateral ni cuando es producto de la cooperación del ciudadano 989. 
Sin embargo, el inspector-jefe no podrá apartarse arbitrariamente de la pro-
puesta del actuario, ya se trate de elementos fijados de forma unilateral o 
concordada. Sólo estará justificado un rechazo a la conclusión de la transacción 
cuando no se produzcan los presupuestos de este negocio jurídico o se haya incu-
rrido en un vicio de nulidad o anulabilidad. 
En relación a los elementos que han sido determinados unilateralmente por 
la Administración 990, el sujeto debe emitir en el momento de la extensión del 
acta su conformidad o disconformidad. 
Si el particular dio su conformidad, el acta será tramitada en lo que respecta 
a estos elementos como de conformidad --con la consiguiente reducción del 30 % 
de la sanción. 
Admitiendo la transacción, se aprecia claramente su diferencia con la confor-
midad, ya que para que ésta última se produzca no es necesario que exista una incer-
tidumbre. La Administración y el obligado tributario --o, al menos, aquella prime-
ra-, conocen la situación objetivamente. A la vista de los datos el inspector actua-
rio emite una propuesta a la que el particular se adhiere, pero en ningún momento 
se funden ambas voluntades. A diferencia de la transacción, en la conformidad exis-
989 Asimismo, en el Derecho norteamericano la firmeza del acuerdo celebrado entre el con-
tribuyente y el inspector actuario no se produce hasta que no ha sido revisado por los órganos 
administrativos superiores (el Supervisor del grupo -«Supervisor of the Group>>- y el Personal 
de revisión de calidad -«Quality Review Staff>>-). El Personal de revisión de calidad envía el 
expediente ya revisado al Servicio central (<<Service center») para la liquidación de la cuota y los 
intereses y su notificación al sujeto pasivo (CLAvuo HERNÁNDEZ, E, Y MAZORRA MANRIQUE, S., 
«La gestión tributarla ... », cit., pp. 337 y 338; GARBIS, M. 1., Y otros, Tax procedure ... , cit., p. 127). 
Sin embargo, en la regulación americana se produce una circunstancia que elimina la naturaleza 
contractual del Formulario 870 y que consiste en que la Administración puede modificar poste-
riormente la cuota convenida, incluso tras haber sido revisada por los órganos superiores antes 
descritos. Esta nota reduce la figura a una simple renuncia a la notificación formal de descubri-
miento de deuda, como explican GARBIS, M. J., Y otros, Tax procedure ... , cit., pp. 141 Y ss. 
990 Como ya ha sido expuesto, la determinación contractual del contenido del acto de liqui-
dación sólo puede producirse de forma parcial, siendo ilícito que todos los elementos de la obli-
gación tributarla hayan sido fijados de forma transaccional. Ello significaría la admisión tácita de 
las transacciones finalizadoras del procedimiento. 
ten dos voluntades independientes y aisladas entre sí que no se unen para dar lugar 
a un nuevo acto jurídico del que se deriven efectos vinculantes para las partes. El 
particular se adhiere a la conclusión a la que ha llegado la Inspección, calibrando 
las circunstancias y decide que le resulta más beneficioso allanarse con la solución 
a la que el inspector ha llegado y renunciar al recurso, por 10 que recibe una bonifi-
cación, cuya licitud habrá de ser estudiada por el principio de legalidad. 
Por 10 tanto, la conformidad y la transacción no responden a los mismo fmes. 
Aquélla consiste en una adhesión del particular a una propuesta respecto de la 
cual no ha existido ninguna incertidumbre o, si ha existido, la Administración no 
ha considerado oportuna resolverla mediante un contrato 991. La fmalidad de la 
conformidad queda claramente reflejada en la Exposición de Motivos del RGIT, 
que establece la imposibilidad de concebir a dicha institución como una tran-
sacción puesto que «constituye un pronunciamiento procesal acerca de la certe-
za de los hechos imputados por la Inspección, pudiendo comprender en cierto 
modo una confesión, y de la corrección de la propuesta de liquidación» 992. 
991 FERREIRO LAPATZA, J. J., «Las funciones liquidadoras ... », cit., p. 425, reconoce un doble 
carácter en la confonnidad: «Las nonnas a las que ahora nos estamos refIriendo están pensadas 
para y dirigidas a eliminar estas situaciones de incertidumbre. Si el Inspector ha llegado, después 
de un examen minucioso, a un grado de certeza aceptable sobre los hechos imponibles realizados 
no tiene nada que "proponer" al administrador. Lo único que tiene que hacer es exponer a éste su 
situación y darle la posibilidad de evitar, en parte, mediante su confonnidad, las sanciones a las 
que se haya hecho acreedor. Pero el legislador sabe que la falta de medios personales y el gran 
número de casos que deben ser objeto de actuación inspectora hacen imposible un análisis meti-
culoso y detallado de cada uno de estos supuestos. Para eliminar estas situaciones de incertidum-
bre en las que el Inspector, al que por otra parte se le exige efIcacia y rapidez, se verá, sin duda, 
inmerso en muchas ocasiones, pennite o, mejor, ordena a la Inspección que haga propuestas de 
liquidación y sanciones, sobre hechos no claramente ciertos y exactamente comprobados. 
Propuestas a las que el administrado puede prestar su confonnidad (. .. ) Entiéndase bien. No deci-
mos que las actas de invitación o defInitivas reflejen siempre, en todos los casos, una transacción. 
En ocasiones reflejarán la confonnidad pura y simple del contribuyente con los hechos descu-
biertos y comprobados por el Inspector. Decimos sí, que nuestro ordenamiento jurídico pennite, 
y casi diríamos impone, a la Inspección, en aras de la rapidez, que, en ocasiones, las actas de invi-
tación o defInitivas reflejen en ellas una transacción.» 
992 Mediante esta diferenciación se supera la tesis de MARTÍNEZ LAFUENTE, A., La condona-
ción ... , cit., pp. 183 Y ss., relativa a la limitación de la confonnidad a las cuestiones de hecho sobre 
las que recaiga una incertidumbre pues, en su opinión, sólo en estos supuestos está justifIcada la 
reducción de la sanción por la colaboración prestada por el particular en el esclarecimiento de la 
cuestión: «En resumen si la condonación de sanciones está en función de la confonnidad presta-
da, y si ésta tiene su fundamento en la colaboración prestada por el contribuyente para eliminar la 
incertidumbre y conseguir así concretar la indetenninación que preside la fIjación de la base impo-
nible en numerosos impuestos, este esquema no es extensible a los supuestos en que no existe duda 
sobre el exacto importe de las magnitudes numéricas que se incorporan al acta inspectora, ya que 
en estos casos no existe razón para recabar la confonnidad, ni se justifIca la reducción de la san-
ción». El problema de este argumento es que parte de una premisa errónea: que la función de la 
confonnidad es eliminar una duda y que por esta causa se le concede al particular la reducción de 
la sanción si colabora en su resolución. La fmalidad de la confonnidad reside en la eliminación de 
la controversia, incluso cuando la cuestión sea cierta y segura para ambas partes. 
Sin embargo, la reducción de la sanción cuando el obligado tributario se con-
forma con la propuesta de liquidación debería extenderse a los supuestos en ~ue 
participa de una forma más activa en la resolución de la ~certidum~re me,duu;-
te la celebración de una transacción. En otro caso, el partIcular conSIderara mas 
conveniente no colaborar con el inspector actuario, y esperar a que éste resuel-
va unilateralmente la cuestión para luego adherirse a ella mediante la conformi-
dad. Entre el beneficio que obtiene el ciudadano transigiendo (la paz jurídica) y 
el que conseguirá si se conforma con la propuesta de la Administración. (reduc-
ción de la sanción en un 30 %), en la mayoría de los supuestos al partIcular le 
convendrá arriesgarse a que el inspector fije el elemento de hecho o de derecho 
incierto en una forma más perjudicial de 10 que habría resultado si hubiese par-
ticipado en dicha fijación, pero sabiendo que de esta forma obtendrá una reduc-
ción en la sanción que mediante la transacción no conseguiría. Por ello, resulta-
ría conveniente que también en los supuestos en que el obligado tributario tran-
sige con el inspector actuario se le concediese el beneficio de la reducción de la 
sanción en un 30 % (art. 82.3 LGT). Es necesario reiterar que dicho beneficio no 
forma parte del contrato transaccional, pues en materia jurídico-pública las con-
traprestaciones han de referirse siempre a la relación discutida (transacción 
pura). En consecuencia, la concesión de tal reducción en la sanci~n debe estar 
prevista por el ordenamiento jurídico de forma expresa, como cualqUIer otro bene-
ficio o exención. 
Si, por el contrario, el particular manifiesta su disconformidad respecto a las 
cuestiones fijadas unilateralmente, el acta será tramitada en 10 que atañe a estos 
últimos elementos como de disconformidad. El órgano actuante tramitará un 
expediente que será puesto a disposición del obligado para q~e presente las ~~­
gaciones oportunas (art. 56 RGIT). En este momento es pOSIble la celebraclOn 
de una transacción, que se trasladará al inspector-jefe, el cual podrá perfeccio-
narla o no de acuerdo con los criterios ya examinados. Si no ha sido así, se abri-
rá un trámite de alegaciones (art. 60.4 RGIT), en el que cabe que se llegue a tran-
sacciones con el interesado de nuevo. Tras ello, se dictará la resolución final, el 
acto de liquidación. 
B) TRANSACCIONES EN EL PROCEDIMIENTO DE RECAUDACIÓN 
Al igual que hemos admitido la posibilidad de celebrar transacciones prepa-
ratorias del acto de liquidación incluso con anterioridad a la apertura del proce-
dimiento de liquidación, consideramos factible que también tengan lugar una vez 
dictado aquel acto unilateral 993 , en concreto en el procedimiento recaudatorio. 
993 PAREJO ALFONSO, L., Eficacia ... , cit., p. 184. En Alemania, SCHICK, W., Vergleiche und 
sonstige ... , cit., p. 38; SONTHEIMER, J., Der verwaltungsrechtliche ... , cit., p. 5, nota 22a. 
Sin embargo, a diferencia de los convenios que se ubican dentro del proce-
dimiento de liquidación, los que se celebran en el de recaudación no se dirigen 
a determinar una deuda tributaria incierta, que ya ha quedado fijada en el acto de 
liquidación. Su fmalidad es o bien establecer el valor de los bienes con los que el 
obligado tributario quiere hacer frente a la deuda que tiene con la Hacienda 
Pública (el caso de la tasación pericial contradictoria del arto 139 RGR) o bien 
modular la exigencia de pago de dicha obligación tributaria debido a la imposi-
bilidad del sujeto pasivo de abonarla en su integridad en los plazos determina-
dos (el supuesto de los convenios concursales). 
Como ya expusimos en el apartado anterior, aquí también dejamos al margen 
de estudio los convenios sobre elementos formales sin ninguna incidencia res-
pecto a la cuantía de la obligación tributaria, como el fraccionamiento y aplaza-
miento del pago (arts.48 a 58 RGR). 
1. La tasación pericial contradictoria 
Recogida en el arto 139.3 RGR, constituye uno de los ejemplo más claros de 
transacción en Derecho español, junto a los acuerdos previos sobre los precios 
de transferencia. En efecto, el ordenamiento no se limita en este punto a entrea-
brir una posibilidad, sino que autoriza expresamente la celebración de acuerdos. 
A diferencia de la tasación pericial contradictoria del arto 52 LGT, la estable-
cida en vía de apremio prevé expresamente el acuerdo: «Si, por el contrario, la 
diferencia entre la suma de valores asignado a los bienes por ambas partes exce-
diese del 20 por 100, se convocará al deudor para dirimir las diferencias de valo-
ración y, si se logra acuerdo, hacer una sola» 994. A pesar de esta divergencia, la 
naturaleza jurídica y el régimen jurídico entre ambas manifestaciones de la tasa-
ción pericial contradictoria son sustancialmente iguales, por 10 que, en cuanto no 
sea necesario realizar matizaciones específicas, nos remitimos a 10 expuesto al 
tratar esta institución en el procedimiento de gestión. 
Su objeto es la valoración de los bienes embargados, que ha de calcularse de 
acuerdo con el valor de mercado. Esta cuantificación se realiza por los órganos 
de recaudación (art. 139.1 RGR), que la notifican al deudor, el cual puede pre-
sentar, en caso de discrepancia, una valoración contradictoria en el plazo de 
quince días. Si las diferencias entre ambas, consideradas por la suma de los valo-
res asignados a la totalidad de los bienes, no excede del 20 % de la menor, se 
estima como valor de los bienes el de la tasación más alta. Si, por el contrario, 
la diferencia entre la suma de valores asignados a los bienes por ambas partes 
excede del 20 %, se convoca al obligado tributario para dirimir las diferencias 
de valoración y, si se logra acuerdo, hacer una sola (art. 139.3 RGR). Como 
994 RAMALLo MASSANET, J., La eficacia de la voluntad ... , cit., p. 240. 
puede apreciarse, y al igual que expusimos respecto de la tasación pericial con-
tradictoria que se desarrolla en el procedimiento de gestión, cuando esta institu-
ción tiene lugar en el procedimiento de recaudación también se manifiesta a tra-
vés de diversos negocios jurídicos, entre los que destaca la transacción que se 
prevé cuando entre los valores que cada interviniente ha determinado hay una 
diferencia de más del 20 %. 
La naturaleza contractual de esta actuación deriva de la vinculación que pro-
voca respecto a la Administación tributaria y el deudor. En este sentido, el RGR 
establece que la cuantía a la que se haya llegado a través de cualquiera de los 
medios expuestos -10 que incluye la pactada- servirá de base para la subasta 
o concurso (art. 139.6). 
Por su parte, el carácter transaccional es claro, como consecuencia de los 
divergentes y constatables puntos de partida de cada interviniente. No ha de olvi-
darse que el acuerdo se permite en los supuestos en que la Hacienda Pública y 
el particular defiendan valores distintos en más de un 20 %. 
La habilitación legal para la implantación de esta figura dentro del RGR 
podemos encontrarla en el arto 52.2 LGT, aunque éste regula la tasación pericial 
contradictoria que se produce dentro del procedimiento de comprobación. 
A diferencia del arto 52 LGT, en el RGR la negociación no se prevé con 
anterioridad a la aplicación de la regla del tanto por ciento, sino con posteriori-
dad. Es decir, sólo cuando la diferencia entre la suma de valores asignado a los 
bienes por ambas partes exceda de un porcentaje concreto (20 %) se convocará 
al deudor para dirimir sus diferencias de valoración y, si se logra el acuerdo, 
hacer una sola. Esta diferencia deriva, como ya fue explicado, de la ausencia de 
carácter dialogante en el procedimiento de recaudación. 
2. Los convenios concursales 
Pese a que los convenios concursales están contemplados en los arts. 39.2 
LGP Y 129.4 LGT, Y mínimamente desarrollados en el arto 96.7 ~GR, es en l.a 
Circular de 25 de junio de 1990, de la Secretaría General de HacIenda y la DI-
rección General del Servicio Jurídico del Estado sobre actuaciones en los proce-
sos concursales de los órganos de la Administración Tributaria y del Servicio 
Jurídico del Estado (Circular 3/90), donde se efectúa una clara delimitación de 
los mismos. 
En la citada Circular se prevé la adopción de tres actitudes por parte de la 
Hacienda Pública 995 (Inst. 7.ª, 4.2): A) el ejercicio del derecho de abstención; 
99S Un estudio de las diferentes actuaciones posibles de la Hacienda Pública en un proceso 
concursallo realiza MUÑOZ MERINO, A., Privilegios del Crédito Tributario, Aranzadi, Pamplona, 
1996, pp. 201 Y ss. 
B) la suscripción de un convenio particular con el deudor sobre condiciones de 
pago del crédito de la Hacienda Pública; C) la fIrma del acuerdo general que es 
suscrito por la generalidad de los acreedores. Este último tiene lugar cuando la 
Administración renuncia a su derecho de abstención, pero no conlleva la pérdi-
da de la prelación del crédito de la Hacienda Pública; antes al contrario, la 
Circular de 25-4-1990 (Inst.7.ª, 4-2-1) impone al funcionario competente para 
celebrar el convenio el deber de mostrarse riguroso en el mantenimiento de la 
prelación a efectos del convenio. 
De entre estas opciones, la Administración tributaria debe elegir teniendo en 
cuenta los factores establecidos en la Instrucción del Departamento de 
Recaudación de la AEAT de 27-3-1995 (Sección sexta) 996: 1. mejor gestión 
recaudatoria; 2. la viabilidad empresarial y el mantenimiento del empleo y la 
actividad económica; 3. origen de la deuda, es decir, si es consecuencia de con-
dicionamientos económicos o de actuaciones cuya fmalidad haya sido eludir el 
pago a la Hacienda Pública. 
La opción por el derecho de abstención no precisa de ninguna matización. 
Supone el derecho a cobrar antes que los acreedores ordinarios. Como explica la 
Circular de 25-6-1990, este derecho se ejercita no compareciendo en forma en 
la Junta de acreedores. 
Sin embargo, la Administración puede apreciar la conveniencia (en orden a 
recuperar el crédito en la mayor extensión posible y al mantenimiento de la acti-
vidad productiva del deudor, lo que implica la conservación de puestos detra-
bajo) de renunciar a su derecho de abstención e involucrarse en el convenio 
general a todos los acreedores o celebrar un acuerdo en exclusiva con el deudor997. 
La posibilidad de convenir queda reducida a los supuestos en que no quepa la 
ejecución administrativa separada debido a la prevalencia del procedimiento de 
996 Esta Instrucción fue dictada debido a las innovaciones sustanciales acaecidas desde 
la fecha de emisión de la Circular de 25 de junio de 1990 de la Secretaría General de Hacienda 
y la Dirección General del Servicio Jurídico del Estado respecto al esquema organizativo en 
el ejercicio de la gestión recaudatoria como, por ejemplo, la creación de la Dependencia Cen-
tral de Recaudación por la Orden de 24-4-1992 y la distribución de competencias efectua-
da por la Resolución de 18-9-1992, modificada por la Resolución de 16-12-1994. Asimis-
mo, la Instrucción responde a la necesidad de dar respuesta a las dudas surgidas sobre el 
desempeño por los órganos de recaudación de sus funciones en materia de procesos concur-
sales. 
997 BETES DE TORO, J. M., «La recaudación ejecutiva y los procesos concursales», Tribuna 
fiscal. 1996, n.º 72, pp. 66 Y 67. señala que en los últimos años ha predominado el objetivo del 
mantenimiento de la actividad económica frente a la obtención de mayor recaudación. Junto a ello 
menciona dos supuestos en los que, en su opinión, no debería admitirse la negociación con el deu-
dor concursal: a) cuando el deudor haya tenido en el pasado una conducta incorrecta que haya 
generado su situación actual; b) cuando la continuación de la actividad económica que se preten-
de salvar sea inviable, de forma que suponga más pérdidas y deudas. 
apremio sobre el proceso concursal, pues en estos casos la Hacienda Pública 
tiene que seguir siempre el de apremio (arts. 93.1 y 96.1 y 3 RGR)998. 
En los supuestos en que el órgano de recaudación considere más favorable la 
suscripción de un convenio particular con el deudor, debe fIrmarlo dentro de la 
Junta de acreedores. Esta ubicación es consecuencia de la disposición contenida 
en el arto 899 C. de c.: «Los convenios entre los acreedores y quebrados han de 
ser hechos en la Junta de acreedores debidamente constituida. Los pactos parti-
culares entre el quebrado y cualquiera de sus acreedores serán nulos». Como 
explica MUÑoz MERINO 999, esta cláusula es trasladable a los supuestos en que en 
el proceso concursal interviene la Administración tributaria y, por lo tanto, cual-
quier acuerdo singular entre ésta y el deudor debe alcanzarse dentro de la Junta 
de acreedores. Según dispone la Circular 3/90, el convenio particular puede con-
sistir en un aplazamiento de la deuda, en una quita o en ambas cosas simultáne-
amente. En todo caso, debe integrar como contenido mínimo (sección 7.4.2.1): 
A. el reconocimiento explícito de la totalidad del crédito público y de su carác-
ter preferente I()()(); B. obligación expresa de pago del deudor al Tesoro público 
en las condiciones que se establezcan; C. cláusula general que, en caso de cual-
quier incumplimiento, deje en libertad a la Hacienda Pública para ejercer sus 
derechos en la forma prevista en el RGR 1001; D. obligación expresa del deudor 
de incluir en el convenio que ponga fm al proceso concursal una cláusula que dé 
efectividad jurídica indubitada al acuerdo suscrito 1002. Junto a estas disposicio-
nes de obligada inclusión, la Instrucción del Departamento de Recaudación 
de 27-3-1995 determina las cláusulas adicionales cuyo establecimiento en el 
acuerdo resulta conveniente: A) cláusulas que condicionen el contenido del 
Acuerdo al cumplimiento de las obligaciones corrientes 1003; B) cláusulas que 
supediten las quitas al mantenimiento de la actividad o a la no transmisión de la 
empresa 1004. 
998 Ver sobre este tema ZABALA R. FORNOS, A., «La intervención de la Hacienda pública en 
los procesos concursales», Tribuna fiscal. n. º 20, 1992, p. 36. Este autor destaca como incluso la 
Circular de 25 de junio de 1990 de la Secretaría General de Hacienda y la Dirección General del 
Servicio Jurídico del Estado establece que la preferencia del apremio sobre el proceso judicial 
obliga a continuar el primero, a pesar de la exigencia de una comunicación previa a los órganos 
del proceso por si deciden satisfacer la deuda (instrucción 6.ª-2). 
999 MUÑoz MERINo, A., Privilegios ...• cit .• pp. 205 y 206. 
1000 Incluyendo la satisfacción de retenciones y repercusiones (art. 96.3 RGR). 
1001 La Instrucción del Departamento de Recaudación de 27-3-1995 contiene en su anexo 11 
la forma que deberá contener esta cláusula. 
1002 La Instrucción del Departamento de Recaudación de 27-3-1995 contiene en su anexo I 
la forma que deberá contener esta cláusula. 
1003 La Instrucción del Departamento de Recaudación de 27-3-1995 contiene en su anexo III 
la forma que deberá contener esta cláusula. 
1004 La Instrucción del Departamento de Recaudación de 27-3-1995 contiene en su anexo IV 
la forma que deberá contener esta cláusula 
Como tercera alternativa, y mucho más común que las anteriores, la 
Hacienda Pública puede suscribir el Convenio concursal. Al respecto, el arto 39.2 
LGP establece que «la suscripción por la Hacienda Pública de los acuerdos o 
convenios en procesos concursales previstos en las secciones l.ª y 8.ª del título 
XII y en la sección 6.ª del título xm de la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la 
Ley de Suspensión de Pagos de 26 de julio de 1922, requerirá únicamente auto-
rización del órgano del Ministerio de Economía y Hacienda que se determine 
reglamentariamente» 1005. 
Esta previsión supone una simplificación respecto al supuesto general de las 
transacciones, contemplado en el arto 36.1, y que requiere para la suscripción de 
éstas Decreto acordado en Consejo de Ministros, previa audiencia del de Estado 
en pleno. La aplicación de este requisito a los acuerdos concursales provocaba la 
práctica inviabilidad de éstos, lo que motivó la incorporación de un segundo apar-
tadoporlaLey 37/1988, de 28 de diciembre, de Presupuestos para 1989 (art. 106). 
La Ley 25/1995 ha introducido en la LGT el siguiente párrafo: «El carácter 
privilegiado de los créditos tributarios otorga a la Hacienda Pública el derecho 
de abstención en los procesos concursales. No obstante, podrá, en su caso, sus-
cribir acuerdos o convenios concertados en el curso de los procesos concursales 
para los que requerirá únicamente autorización del órgano competente de la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria» (art. 129.4) 1006. 
1005 La Hacienda Pública ha llevado a la práctica la posibilidad de celebrar convenios con-
cursales, de lo que es ejemplo el Real Decreto 573/1988, de 29 de julio, por el que se autoriza el 
«Convenio Extrajudicial entre diversas Empresas públicas y Compañías Mercantiles y las 
Empresas I.S.A., C.S.A. y S.S.A.» (BOE de 4-8-1988). 
1006 El arto 96.7 RGR dispone que la autorización para la suscripción de los convenios con-
cursales será competencia de la Dirección General de Recaudación, de los Delegados de Hacien-
da Especiales y de los Delegados y Administradores de Hacienda con los límites que establezca 
el Ministro de Economía y Hacienda. En desarrollo de este artículo, la Orden de 25 de abril de 
1995 otorga dicha competencia para la autorización a los órganos siguientes (art. tercero): 
A) El Director del Departamento de Recaudación de la AEAT: 
a) Procesos en los que las deudas concursales a la Hacienda Pública excedan de 250.00ü.00ü 
de pesetas o los plazos de espera excedan de seis años, cualquiera que sea el órgano de gestión 
que tenga encomendada la gestión de la deuda. 
b) Procesos que afecten a personas o entidades a las que extiende su competencia la 
Dependencia Central de Recaudación. 
e) Procesos en los que, por su importancia, trascendencia o la dispersión de los bienes o ins-
talaciones, dicho Centro avoque la competencia para resolver. 
B) Delegados especiales de la AEAT: 
Procesos que afecten a personas o entidades a las que extienda su competencia la 
Dependencia Regional de Recaudación con excepción de los previstos en el apartado A. 
C) Delegados de la AEAT: 
Procesos que afecten a personas o entidades a las que extienda su competencia la Dependencia 
de Recaudación y las Administraciones con excepción de los previstos en el apartado A. 
De una fonna más concreta, el arto 96.7 RGR enumera cuatro tipos de acuer-
dos, según el procedimiento concursal en el que se desarrollen: a) acuerdo de 
quita y espera, regulado en la sección primera del título XII del libro n de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil; b) convenio entre los acreedores y el concursad~, regu-
lado en la sección octava del mismo título y libro de dicha Ley; c) convemo entre 
los acreedores y el quebrado, regulado en la sección sexta del título xm del libro 
n de dicha Ley; d) convenio entre los acreedores y el suspenso, regulado en la 
Ley de 26 de julio de 1922 de expedientes de suspensión de pagos y quiebras de 
comerciales y Sociedades no comprendidas en el artículo 930 del Código de 
Comercio. 
De este modo se posibilita la participación de la Hacienda Pública en la cele-
bración de los convenios concursales. Esta integración en el procedimiento con-
cursal es beneficiosa, pues evita un aislamiento de la ejecución administrativa 
que provocaba su paralización en la práctica, así como realiza el cumplimiento 
de la«vis atractiva» de la ejecución jurisdiccional frente a la administrativa 1007. 
La Circular 3/90 se limita a disponer que «los acuerdos o convenios pueden 
incluir rebajas del importe de las deudas, aplazamientos de pago de las mismas 
o ambas cosas simultáneamente» (Instrucción octava). Sin embargo, en nuestra 
opinión, esta previsión no es exhaustiva. Los arts. 39 LGP Y 96 RGR no reali-
zan ninguna acotación en cuanto al contenido de los convenios cuando participa 
la Hacienda Pública, por lo que hay que entender que pueden tener el mismo 
ámbito que el previsto en la LEC, en el C. de C. y en la LSP: a) quitas; b) espera; 
c) acuerdos de liquidación; d) traspaso de bienes para el pago de los créditos; e) 
daciones en pago; f) transmisión de la empresa directamente o mediante la de 
sus acciones 1008. 
ZABALA R. FORNOS 1009 señala los problemas que presenta la inclusión de una 
cláusula remisoria en el convenio concursal, en cuanto supone una condonación 
Los órganos anteriormente descritos son los encargados de dar la autorización posterior a la transac-
ción ya realizada Como fue examinado en el capítulo tercero de este trabajo (lII.B.3.b), se trata de un 
mero requisito de eficacia 
La competencia para celebrar el contrato recae en todo caso en la AEAT, dados los términos 
del arto tercero de la Orden de 25 de abril de 1995: «La Hacienda Pública, a través de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria, podrá suscribir los acuerdos o convenios ... » En concreto, 
los órganos competentes para la conclusión del acuerdo son los señalados en el arto 8 RGR, esto 
es, aquéllos que ostentan la potestad de llevar a cabo la recaudación. 
Por otra parte, el órgano competente puede delegar, autorizando al Abogado del Estado u otro 
funcionario a suscribir el acuerdo, según prevé la Instrucción octava de la Circular de 25-6-1990. 
En la autorización pueden contenerse los términos del convenio de forma fija o aproximada; en 
este última caso el habilitado puede admitir modificaciones en la junta de acreedores (donde cabe 
la alteración del acuerdo inicialmente propuesto; arts. 1139.4 Y 1390 LEC Y 2.4 Y 14 LSP) siem-
pre que éstas no supongan cambios sustanciales de los términos de la autorización. 
1007 En este sentido, ZABALA R. FORNOS, A., «La intervención de la Hacienda ... », cit., p. 34. 
1008 ZABALA R. FORNOS, A., «La intervención de la Hacienda ... », cit., p. 49. 
1009 ZABALA R. FORNOS, A., «La intervención de la Hacienda ... », cit., p. 51. 
de la deuda tributaria, sujeta a reserva de ley (arts.69 LGT y 69 RGR). Según el 
parecer de este autor, la quita debe afectar primero a las sanciones y accesorios 
y en último lugar a la cuota, como consecuencia de la mayor flexibilidad que el 
ordenamiento concede en la condonación de las sanciones (art. 89.2 LGT) Y de 
la distinción que el arto 58 LGT realiza entre el contenido esencial de la deuda 
tributaria (cuota) y el accesorio (recargos, intereses y sanciones). Junto a ello, 
ZABALA rechaza que la suscripción de una quita por parte de la Administración 
suponga la extinción defmitiva del crédito tributario. En efecto, resulta más ajus-
tado al ordenamiento tributario (arts. 70 LGT; 70 Y 163 Y ss RGR) Y al propio 
Derecho civil (art. 1920 Cc 1010) que la Hacienda Pública conserve su derecho a 
cobrar de cara a las futuras posesiones del deudor, 10 que se articula mediante la 
declaración de extinción provisional que permite la rehabilitación del crédito en 
el plazo de prescripción. En cualquier caso, se considera inaceptable la quita de 
la totalidad de la deuda si no existe una ley habilitadora. 
Por su parte, el establecimiento de una espera se integra en el régimen de los 
aplazamientos y fraccionamientos de pagos, presentando pocas dificultades su 
admisión 1011. 
El resto de cláusulas que pueden ser acordadas tampoco ofrecen problemas. 
ZABALA comenta alguna de sus facetas. En los supuestos de la liquidación, 
el traspaso de bienes para el pago de los créditos y las daciones en pago, la 
Hacienda Pública puede nombrar a un interventor propio para que fiscalice 
la ejecución del convenio (instr.7.ª-1 Circular 3/90). Por 10 que respecta a la con-
versión de créditos en acciones, la Administración no queda vinculada por el 
voto de la mayoría de los acreedores a favor porque se exige unanimidad. Y, por 
último, el acuerdo sobre la transmisión de la empresa activa el arto 72 LGT, rela-
tivo a la responsabilidad solidaria que nace para el adquirente respecto de las 
deudas tributarias derivadas del ejercicio de la explotación económica. 
Naturalezajurídica: renuncia por parte de la Hacienda Pública 
La naturaleza jurídica de los convenios concursales es muy controvertida. En 
los supuestos en que participa la Administración como acreedor dicha polémica 
no se ve aumentada porque aquella nota -la intervención de la Hacienda Pú-
blica- no afecta en la esencia de los acuerdos. En consecuencia, en este tema 
hay que remitirse a la doctrina civilista y mercantilista, donde existe una gran 
diversidad de opiniones. 
1010 El arto 1920 Ce establece que «no mediante pacto expreso en contrario entre deudor y 
acreedores, conservarán estos su derecho, terminado el concurso, para cobrar, de los bienes que 
el deudor pueda ulteriormente adquirir, la parte del crédito no realizada». 
1011 ZABALA R. FORNOS, A., «La intervención de la Hacienda ... », cit., p. 50 
Como iremos fundamentando, en nuestra opinión los convenios concursales 
son renuncias unilaterales por parte de la Hacienda Pública. Por 10 que respecta 
a su naturaleza negocial, el convenio en la quiebra es defmido por GARRIGUES 1012 
(de una manera extensible al resto de convenios concursales: suspensión de pa-
gos 1013, concurso de acreedores y quita y espera) como «un negocio jurídico fun-
dado en el acuerdo de voluntades entre el deudor y la colectividad de sus acree-
dores y sancionado por la autoridad judicial, y que tienen por objeto la satisfac-
ción de los acreedores por procedimiento diverso de la liquidación en el juicio 
de quiebra». 
De esta noción cabe extraer, por 10 que importa a nuestros efectos, la carac-
terización negocial del convenio concursal; «la génesis y el contenido son con-
tractuales. Como todo contrato, supone el convenio una proposición y una acep-
tación entre dos partes que quieren regular una cuestión de interés (forma de 
satisfacción de unos créditos)>> 1014. La exigencia de aprobación judicial no modi-
fica dicha naturaleza contractual, pues consiste en una mera garantía o control 
del cumplimiento por parte del deudor y de los acreedores de los requisitos for-
males y materiales 1015. Una vez aceptado el carácter contractual, GARRIGUES afrr-
ma que se trata de un pacto unilateral, debido a las notas específicas que domi-
nan el convenio concursal, y que se reflejan en su vinculatoriedad para todos los 
acreedores (salvo los que gozan de derecho de abstención), en la aprobación del 
convenio no por la voluntad de todas las partes sino por la concurrencia de las 
mayorías determinadas legalmente, en el carácter tasado de las causas y de las 
vías de impugnación y en la sanción por incumplimiento 1016. 
Por 10 que respecta al carácter transaccional, a nuestra parecer es rechazable 1017. 
Y ello porque no concurren los presupuestos propios de este negocio jurídico 
1012 GARRIGUES, J., Curso de Derecho mercantil, 5.ª ed., Imprenta Aguirre, Madrid, 1969, p. 458. 
1013 GARRIGUES remite, de manera expresa, sus opiniones respecto a la naturaleza juridica del con-
venio en la suspensión de pagos a lo expresado al tratar los convenios en la quiebra; op. cit., p. 493. 
1014 GARRIGUES, J., Curso ... , cit., p. 458. 
1015 GARRIGUES, J., Curso ... , cit., p. 459. 
Frente a la tesis contractualista se ha defendido la procesalista, según la cual el convenio con-
cursal es un procedimiento que se culmina por la resolución judicial, que es la causa de vincula-
ción del acuerdo. Por último, DiEz-PIcAZa y PONCE DE LEÓN, L., Fundamentos ... , cit., vol. 2, p. 789, 
defiende la teoría ecléctica, que concibe el convenio como «una institución sui géneris, con una con-
textura mixta». 
1016 Por lo que respecta a los acuerdos extrajudiciales, su naturaleza contractual y su consiguiente 
sometimiento a las reglas generales de los contratos son cU,estiones claras (DiEz-PIcAZa y PONCE DE 
LEÓN, L., Fundamentos.", cit., p. 787), ya que no se producen en ellos las especialidad de vincula-
ción, aprobación y resolución que se dan cuando el convenio se efectúa en presencia de un juez. 
1017 A favor de la consideración del convenio concursal como una transacción se ha pronun-
ciado la jurisprudencia (SsTS 25-11-1913, 20-11-1928,30-12-1932,30-5-1959, 15-2-1962,4-7-
1966 y, con especial énfasis Sta. Audiencia de Barcelona 20-5-1971) y el Consejo de Estado 
(Dictámenes de 7-7-1988 y de 31-5-1990). Sin embargo, hay que tener en cuenta que, como ex-
plica GULLóN BALLESTEROS, A., La transacción"., cit., p. 28, cuando estos pronunciamientos hacen 
referencia a la «transacción» en realidad emplean este término como sinónimo de «contrato». 
autocompositivo; en concreto, una situación de incertidumbre y las contrapres-
taciones 1018. 
En relación a la incertidumbre, es necesario reiterar brevemente el análisis 
que expusimos en el capítulo segundo. Como se recordará, constituye requisito 
constitutivo de la transacción la existencia de un litigio entre las partes, que 
cuando tal contrato se celebra en el seno de una relación de Derecho público 
debe manifestarse como una verdadera incertidumbre de los intervinientes en 
torno a la corrección de las posturas por ellos mantenidas. Sobre esta base, se 
llega a la conclusión de que en los convenios concursales falta el litigio, no ya 
en su vertiente de incertidumbre, sino incluso como mera controversia entre las 
partes. En efecto, el acreedor y el deudor no se enfrentan jurídicamente, no 
defienden posiciones diversas fundamentadas en el ordenamiento jurídico. En 
conclusión, no concurre en el convenio concursal el presupuesto esencial y pri-
mario de las transacciones: el litigio. 
En este sentido explica DÍEZ-PICAZO que «en el concordato preventivo 1019 no 
hay incertidumbre, no hay res dubia, ni por consiguiente nada que declarar o 
fijar. Es seguro que el deudor debe, cuánto debe yen que forma 10 debe» 1020. 
Si bien es cierto que en estos convenios fmalizadores del procedimiento con-
cursal sí es apreciable una incertidumbre, reflejada en la exigibilidad del crédi-
to, la concurrencia de esta nota no es suficiente para calificar un negocio jurídi-
co como transaccional, sino que es necesario igualmente la existencia de un liti-
gio 1021, esto es, la búsqueda de la tutela jurídica de intereses. Y es este último 
elemento el que no se produce en aquellos acuerdos, pues las partes no se 
encuentran enfrentados, sino que buscan un beneficio común 1022. 
Por 10 que se refiere a aquella incertidumbre sobre la exigibilidad resulta elo-
cuente el Dictamen del Consejo de Estado, de 7-7-1988, que califica, errónea-
mente, el convenio concursal como transacción por apreciar esa nota de insegu-
ridad, insuficiente a nuestro parecer: 
«Esta inseguridad, central en el proceso judicial de quiebra al que, como se 
repite, se llegaría indudablemente si no se formaliza convenio, no es sólo una 
inseguridad económica --que por sí sola bastaría para justificar la transacción, 
como reconocen los dictámenes 41.517 ó 41.876--, sino que adviene por el pecu-
liar juego de la intervención judicial, el reparto proporcional del activo insufi-
ciente y la necesaria liquidación y desaparición de las sociedades quebradas en la 
inseguridad jurídica de la exigibilidad limitada de los créditos a las cuantías de 
la masa activa. 
1018 GARRIGUES, J., Curso ... , cit., p. 463. 
1019 Bajo esta categoría se encuentran los convenios de suspensión de pagos y de quita y 
espera, entre otros. Ver DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., Fundamentos ... , cit., p. 787. 
1020 DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEÓN, L., Fundamentos ... , cit., p. 789. 
1021 DÍEZ-PICAZO y PONCE DE LEóN, L., El arbitrio ... , cit., pp. 77 y ss.; ROCA MARríNEz, J. M., 
Arbitraje ... , cit., p. 24. 
1022 GULLóN BALLESTEROS, A., La transacción, en Tratado ... , cit., p. 28. 
Al decretarse la quiebra de una sociedad mercantil, el acreedor -al que no se 
discute la procedencia del crédito, ni se afecta a su declaración- ve recortada por 
la norma una dimensión jurídica esencial en su derecho: su exigibilidad, puesto 
que sólo podrá esgrimirlo hasta donde alcance el patrimonio de la sociedad. 
Pues bien, esta exigibilidad es incierta: depende de lo que resta a la masa acti-
va después de separar los créditos y costas procesales, y seguidamente del orden 
de prelación de los créditos. El convenio judicial, y en mayor medida aún el extra-
judicial o preventivo dan certeza a la exigibilidad jurídica del crédito: que será 
limitada pero estará predeterminada y no dependiente de otras circunstancias. 
Esta inseguridad se desglosa en las siguientes manifestaciones más particulares: 
a) Específicas de los deudores: la peligrosa supervivencia de la deuda, que, 
en el caso de uno de ellos impide la posibilidad de continuar la actividad indus-
trial, por el lastre de responsabilidades futuras que le podrían ser exigidas por los 
acreedores públicos, no totalmente satisfechos en sus créditos. 
b) Específicas de todos o algunos acreedores: la limitación que supone la 
falta de comunicación de activos y pasivos en los procedimientos de quiebra sin 
convenio en el sentido explicitado anteriormente; o el juego siempre incierto de 
los órdenes de prelación en los cobros concursales de los créditos. 
c) Comunes a todos: la incertidumbre sobre cuál será la disminución del acti-
vo a repartir por la repercusión de las cargas y costas procesales; la depreciación 
por no uso de los bienes en un procedimiento necesariamente largo; la incerti-
dumbre de la valoración de los bienes sometidos necesariamente a los procedi-
mientos de subasta para su liquidación y adjudicación». 
Tampoco es apreciable, por otra parte, la concurrencia de contraprestaciones 
mutuas en los convenios concursales 1023. El deudor no realiza ninguna presta-
ción en relación al objeto del acuerdo: la deuda, «porque nada ha pretendido» 1024. 
En ningún momento ha negado el derecho de los acreedores a cobrar; sólo alega 
la imposibilidad material de satisfacer esas pretensiones. 
1023 En este sentido, GARRIGUES, J., Curso ... , cit., p. 463; GULLóN BALLESTEROS, A., La tran-
sacción, en Tratado ... , cit., p. 28. 
Por lo que respecta a la existencia de una voluntad de sustituir la situación litigiosa por una 
cierta en los convenios concursales que se celebran en el procedimiento de recaudación tributario, 
ha sido constatada por el Consejo de Estado: «Finalmente, por lo que respecta a la sustitución de 
la relación de incertidumbre en que este asunto se encuentra por otra relación cierta, es claro que 
se obtendrá con el convenio los dos objetivos que éste persigue: el cobro inmediato, incluso en 
parte en dinero en efectivo, de sus créditos por los acreedores, en la medida que permita su satis-
facción la situación de insolvencia del deudor, y la estabilización de la actividad empresarial de 
las entidades cuya reconversión trata de obtenerse. 
Interesa poner el acento en esta última finalidad, por ser en ella donde se encuentra también 
la "última ratio" del expediente, todo él inspirado en las mismas motivaciones de interés gene-
ral que constituyen el fundamento de la política de reconversión industrial, conceptuable como 
esencia en la actual situación económica y dentro de cuyo contexto (oo.) aquél debe ser si-
tuado.» 
1024 En palabras de GULLÓN BALLESTEROS, A., La transacción, en Tratado ... , cit., p. 28. 
No parece convincente en este sentido la explicación del Consejo de Estado 
en el citado Dictamen, que si bien refleja gráfica y correctamente las prestacio-
nes de los acreedores, no persuade por lo que respecta a los deudores: 
«La exigencia de que haya concesiones recíprocas no quiere decir que se 
cobre menos por los acreedores públicos. Ello sería así, en todo caso, incluso lle-
gando a la situación judicial que se trata de evitar. 
El núcleo de las concesiones se centra en la posibilidad de que todos los acre-
edores puedan hacerse pago -limitado ( ... }-- de cualquiera de los bienes de los 
deudores 1025. Como es sabido, en las situaciones de quiebra cada acreedor sólo 
puede actuar dentro de los límites que presenta la situación individual del propio 
deudor: esto es, sus relaciones jurídicas y su patrimonio. En el caso presente, las 
concesiones se efectúan principalmente entre los acreedores o, al menos, tanto 
entre ellos como entre acreedores y deudores. Los primeros consienten en que se 
haga un bloque de patrimonios de todos los deudores, el cual se constituye en 
masa activa para responder a su vez de todas las deudas. Consienten, además, 
entre sí la equiparación de jerarquía o prelación de créditos. Se produce la con-
versión de una de las sociedades, que es acreedora de otras sociedades del grupo, 
en deudora o mejor interviniente en el pago. Por fm, se establece un sistema por 
el que algunos acreedores reciben una cierta parte de su alícuota de crédito en 
dinero efectivo. En suma, el requisito legal de reciprocidad de las concesiones se 
muestra con singular relieve en el convenio que se proyecta por virtud de la mul-
tiplicidad de intereses y entidades que han concurrido al mismo». 
El Dictamen de la Dirección General del Servicio Jurídico del Estado de 25-
4-1990 trata el tema de las prestaciones por parte del deudor de una forma más 
clara, aunque tampoco nos induce a modificar nuestra postura contraria a la con-
sideración de concurrencia d~ esa nota en los convenios concursales. Según este 
dictamen, el deudor «aportaría tanto una simplificación real de la satisfacción de 
los créditos de las entidades acreedoras como la ya apuntada evitación del daño 
emergente que para alguna de dichas entidades supondría la quiebra y liquida-
ción del Grupo». A nuestro parecer, la constatación del beneficio que deriva para 
las partes y para la sociedad en general de la evitación de un pronunciamiento 
judicial a este respecto gracias a la postura favorable de los acreedores y del deu-
dor no conlleva la realización de una prestación, pues, como ya ha sido explica-
do, el deudor, aunque su postura beneficia, no hace dejación de nada en relación 
al objeto del negocio jurídico: la obligación tributaria. Ello a pesar del criterio 
erróneo del Servicio Jurídico al traer a colación la doctrina del TS (Sta.14-3-
1955) relativa a una supuesta matización del requisito de las contraprestaciones: 
«"La fmalidad de evitar un pleito o poner término al que ya estuviera inicia-
dO ... envuelve horizontes más amplios" que los estrictos de dar, prometer o retener 
1025 Es posible que sólo exista un acreedor, la Hacienda Pública. En estos supuestos no cabe 
el proceso concursal, debiendo acudirse al apremio singular. El convenio que eventualmente se 
celebrara no estaría comprendido dentro del arto 39.2 LGp, sino del apartado Uno de este precep-
to. En este sentido, ZABALA R. FORNOS, A., «La intervención de la Hacienda ... », cit., p. 38. 
cada parte alguna cosa, ya que puede ser designio de las partes, configurable a tra-
vés de una transacción, "soslayar discusiones y no extraer del olvido hechos y 
actos ya ocurridos", pudiendo aceptarse por las partes, en virtud del pacto tran-
saccional acuerdos "sin iguales alcance y paridad de concesiones, con sacrificios 
de orden moral o de tipo económico", siempre con la finalidad de evitar los 
inconvenientes que los pleitos traen consigo»I026. 
Junto a la crítica que puede hacerse a la tesis arriba transcrita por lo que se 
refiere a la posibilidad de que las contraprestaciones sean desiguales 1027, es 
rechazable de todo punto la interpretación que realiza el Servicio Jurídico del 
término «prestación», pues diluye las fronteras entre la transacción y la renuncia 
y el desistimiento donde sólo una de las partes realiza una prestación, aunque en 
el ánimo de ambas puede reinar la voluntad de «soslayar discusiones» 1028. 
En conclusión, el convenio concursal es un negocio jurídico mediante el que 
se finaliza el procedimiento concursal y que establece de forma vinculante el 
montante que el deudor pagará a la Hacienda Pública, que no coincide con la 
cuantía de la obligación tributaria, la cual es clara e incontrovertida y no ha sido 
objeto de litigio en ningún momento. Teniendo en cuenta las notas características 
de dicho acuerdo se llega a la conclusión de que se trata de una renuncia por 
parte de la Administración tributaria que, ante la imposibilidad de cobrar el total 
de la deuda, renuncia a la acción. Y consideramos que renuncia a la acción, y no 
al derecho de cobro, porque, aunque se pacte una quita esto no supone, normal-
mente, la remisión definitiva del crédito, sino que la Hacienda Pública puede 
cobrar la parte de deuda sobre la que estableció la quita, si el deudor recupera su 
1026 La jurisprudencia del TS es favorable, como ya ha sido indicado, a la consideración del 
convenio concursal como una transacción, en donde aprecia un sacrificio recíproco sobre la cuan-
tía de la deuda y sobre los términos de su efectividad en cuanto al tiempo. Ver, por todas, SsTS 
30-5-1959 y 4-7-1966. 
1027 Ya nos pronunciamos en su momento sobre la necesidad de que las prestaciones sean 
equivalentes en los contratos de Derecho público, como consecuencia del principio de legalidad 
(capítulo segundo, epígrafe II.C.3.c). 
1028 En este punto nos remitimos también al capítulo segundo de este trabajo, en el que se 
expuso el concepto de prestación y la exigencia de que esta nota fuera mutua, pues es su concu-
rrencia precisamente la que configura la transacción como un contrato que, como tal, vincula a 
ambas partes. 
Por otra parte, es interesante tener en cuenta la posible contradicción de los convenios con-
cursales en donde la Administración tome parte con el arto 92 del Tratado Constitutivo de las 
Comunidades Europeas, el cual declara «incompatibles con el mercado común, en la medida en 
que afecten a los intercambios comerciales entre Estados miembros, las ayudas otorgadas por los 
Estados o mediante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen falsear la 
competencia, favoreciendo a determinadas empresas o producciones». En efecto, la concesión de 
una quita o espera por parte de la Hacienda Pública al deudor no puede realizarse con la única fma-
lidad de otorgar una ayuda de forma encubierta. Véase, a este respecto, el dictamen de 25-4-1990 
de la Dirección General del Servicio Jurídico. Por ello resultante tan importante la exigencia de 
que dichas concesiones se basen en una situación de verdadera incertidumbre. 
capacidad económica (art. 1920 Cc). Sólo en los casos en que existe un pacto 
expreso (art. 1920 Cc) y una habilitación legal (art. 30.2 LGP) , puede la 
Administración tributaria pactar una remisión total de la deuda, lo que sí supo-
ne una renuncia de derechos. 
Para concluir, consideramos de interés transcribir los términos del reiterado 
Dictamen del Consejo de Estado de 7-7-1988: 
«Son dos los aspectos del conflicto jurídico que se plantea y que se trata de 
evitar. El primero de ellos es la concurrencia de acreedores, en su mayoría públi-
cos, pero en la que interviene también como acreedora una entidad mercantil pri-
vada. Acreedores que entran en concurrencia, por la escasez y limitación de los 
bienes existentes, para asegurar la satisfacción de sus créditos. El segundo es que 
este conflicto no se plantea en el orden de lo declarativo, es decir, de defmir los 
derechos de los acreedores que están, por supuesto, reconocidos aún en sus cifras 
totales. El problema está en que los diferentes patrimonios que deben hacer fren-
te a los créditos, individualmente considerados no bastan, en mayor o menor 
medida, según los casos, para cubrir tales débitos, siendo esta situación de limita-
ción del patrimonio e inexistencia de otras coberturas, con la consiguiente impo-
sibilidad de que todos los créditos se vean satisfechos, lo que obliga a entrar en 
una situación como la que ahora se informa ( ... ). 
C. Desde la perspectiva indicada adquieren sus justas dimensiones las obser-
vaciones críticas de los órganos informantes en el expediente, que atribuyen allla-
mado "pacto transaccional" una serie de desventajas que en modo alguno se 
deben a él, sino a la situación que lo provoca y que justamente trata de solucio-
nar. Tales aspectos negativos, según los informes de la Tesorería de la Seguridad 
Social o de la Intervención General de la Administración del Estado, consisten en 
que: primero, en definitiva lo que hace la Administración es una renuncia a sus 
derechos; segundo, se aparta de los sistemas de cobro establecidos por la legali-
dad administrativa, y tercero, se eluden asimismo los procedimientos concursales, 
pues parece que en ocasiones, como la presente, lo propio es entrar en un proce-
dimiento de ejecución general y concursal. 
Los dos primeros reproches no son, en rigor, sino la defmición de la situa-
ción de partida. Porque lo que ocurre no es que la Administración renuncie a 
cobrar, sino que se encuentra con que no hay bienes suficientes para pagar todas 
las deudas y, en todo caso, no hay dinero efectivo. Y, en segundo término, no 
es posible actuar los sistemas de cobro establecidos por la Administración, pues-
to que supondría un entorpecimiento y complicación entre los propios acreedo-
res públicos y los diferentes procesos de cobro de cada organismo administra-
tivo. 
En cuanto al tercer reparo, es cierto que el ordenamiento jurídico establece 
objetivamente un sistema de resolución de los conflictos de ejecución que se plan-
tean en situaciones como la que se examina en este expediente, cual es el proce-
dimiento de quiebra. Y a él se estaría inevitablemente destinado si el propio orde-
namiento no contuviera en sí algún otro remedio que, con carácter de medida 
alternativa y sólo aplicable a casos cuyas características así lo permitieran, hicie-
ra posible evitar una situación que se considera como negativa. 
Tal es el caso del convenio entre acreedores y deudor que, dentro de los pro-
cedimientos concursales, aparece objetivamente como un medio apto para evitar 
las desfavorables y evitables consecuencias extremas de este tipo de procedi-
mientos». 
IV. TRANSACCIONES CELEBRADAS EN 
EL PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN 
El establecimiento de medidas alternativas a los Tribunales constituye una 
necesidad reconocida dentro y fuera de nuestro país, una vez superada la creen-
cia de que el derecho a la tutela efectiva de los Tribunales sólo puede alcanzar-
se ªcudiendo a la vía jurisdiccional 1029. 
En el ámbito del procedimiento administrativo común, el arto 107.2 LRJAPyPAC 
contempla la posibilidad de que se sustituya el recurso ordinario por métodos 
compositivos, insertándose así en una tendencia dirigida a buscar nuevos modos 
de resolución de conflictos, que descongestionen los juzgados. La repercusión 
del citado precepto puede parecer menor que la del arto 88 de la misma Ley ya 
que se limita a nombrar tres tipos de contratos de Derecho público, mientras que 
el arto 88 realiza una previsión genérica en la que es más fácil encuadrar cual-
quier tipo de convenio. Sin embargo, a pesar de la ausencia de mención de la 
transacción como método de sustitución del recurso administrativo, en nuestra 
opinión se encuentra dentro del espíritu del precepto, el cual establece expresa-
mente que «las Leyes podrán sustituir el recurso ordinario ( ... ) por otros proce-
dimientos de impugnación o reclamación, incluidos los de conciliación, media-
ción y arbitraje». Como puede apreciarse, no se descarta ningún método com-
positivo, incluida la transacción, que es la forma de terminación convencional 
del procedimiento a la que limitamos nuestro estudio 1030. 
1029 Como expone TORNOS MAs, J., «La situación actual del proceso ... », cit .. pp. 103 Y ss., 
mediante el planteamiento de alternativas a la jurisdicción contencioso-administrativo no se 
busca su sustitución o desplazamiento, sino el descubrimiento de técnicas complementarias. En 
este sentido, este autor cita el trabajo Etude sur la presentation du contentieux administratif, pu-
blicado en Etude et Documents, n.Q 32,1980-81, en el que se proponen cuatro objetivos: impedir 
el nacimiento del conflicto; buscar soluciones alternativas a las jurisprudenciales; poner fm al1iti-
gio; y evitar un prolongamiento inútil del mismo (p. 127, nota 49). 
1030 Sobre la mediación, la conciliación y el arbitraje en el marco del arto 107.2 LRJAPyPAC, 
véase TORNOS MAs, J., «Medios complementarios ... », cit., pp. 173 Y ss.; SÁNcHEZMoRÓN, M., 
La apertura del procedimiento ... , cit., pp. 20 Y ss.; 'fRAYTER, J. M., El arbitraje en el Derecho .... 
cit .• pp. 29 Y ss. Entre los autores tributaristas, FALCON y TELLA, R., El arbitraje tributario, en 
AA.VV., Convención ... , cit., pp. 257 Y ss.; FERREIRO LAPAlZA, Arbitraje sobre relaciones tribu-
tarias, en AA.VV., Convención ... , cit .• pp. 263 Y ss.; SERRANO ANTÓN, F., La terminación .... cit., 
pp. 102 Y ss. Una manifestación de arbitraje es el Consell Tributari de Barcelona, sobre cuya natu-
El arto 107.2 LRJAPyPAC limita la utilización de los métodos sustitutivos 
del recurso ordinario a los supuestos en que la especificidad de la materia 10 
justifique. Esta expresión ha de entenderse en función de las necesidades 
cuantitativas o cualitativas de cada ámbito, que se reflejan en la sobrecarga de 
los órganos de revisión o en la complejidad de la materia \031. Por supuesto, 
en cuanto se trate de una transacción deberán respetarse los límites derivados 
de este contrato, los cuales fueron expuestos en el capítulo segundo de este tra-
bajo. 
En el ámbito tributario no se prevé la posibilidad de que la Administración y 
el particular transijan en la fase de las reclamaciones administrativas, si dejamos 
al margen la consideración del propio recurso previo a la vía judicial como un 
mecanismo de autocomposición \032. Sin embargo, los argumentos favorables a 
raleza y régimen jurídicos puede consultarse LECEA y LEDESMA, 1. de, El Consell tributari muni-
cipal, en AA.VV., Convención ... , cit., pp. 269 Y ss.; AGULLO AGÜERO, A., Recursos no formales ... , 
cit., pp. 284 Y ss.; TORNOS MAs, J., «El Consell Tributari del Ayuntamiento de Barcelona», 
Documentación administrativa, n.º 220,1989, pp. 207 Y ss. 
Tampoco entraremos en el estudio de la transacción en el proceso judicial, respecto de la que 
pueden encontrarse manifestaciones tanto dentro de España (art. 75 Proyecto de la Ley Reguladora 
de la Jurisdicción contencioso-administrativa), como fuera (en Alemania, el par. 79.1 FGO -SEER, R., 
Contratos, transacciones ... , cit., pp. 146 Y ss., Y Verstiindigungen ... , cit., pp. 54 Y sS.-; yen Italia 
el arto 20 bis del DPR de 26-10-1972, n.º 637, introducido por el arto 2 DI de 30-9-1994, n.º 564 
-MoSCHETI1, F., Las posibilidades de acuerdo ... , cit., pp. 128 Y ss.-). 
1031 ECHEVARRÍA, K., y FEREZ, M., Estudio sobre la incidencia de la nueva Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común en la orga-
nización y modernización de la Generalitat valenciana, Institut Valencia d' Administracio Pública 
Valencia, 1994, p. 65. 
1032 Han señalado la naturaleza compositiva del recurso administrativo, GARBERl LLoBREGAT, J., 
Los presupuestos procesales de la actividad (1), en GIMENO SENDRA, v., y otros. Derecho 
Procesal Administrativo ... , cit., pp. 328 Y ss.; TORNOS MAs, J., «Medios complementarios ... », cit., 
pp. 161 Y ss., quien explica cómo «el recurso administrativo no tiene por qué seguir siendo el pri-
vilege du prealable o la técnica de control jerárquico. Si ha funcionado como un auténtico privi-
legio que permitía a la Administración poder revisar su actuación antes de ser llevada a los tribu-
nales y conocer en ocasiones la decisión del inferior jerárquico, el recurso administrativo puede 
reconvertirse en una vía previa que constituya un mecanismo eficaz de garantía del administrado 
a la vez que técnica que descongestione los tribunales» (p. 168). En palabras de SÁNCHEZ 
MORÓN, M., El régimen de los actos y los recursos ... , cit., pp. 28 y ss., «los recursos administra-
tivos no pueden contemplarse ya única o prioritariamente como presupuesto de la vía judicial. Es 
necesario advertir el valor que en sí mismos pueden y deben tener como institución de garantía, 
tanto de los derechos e intereses individuales como de la legalidad objetiva». Sobre la situación 
del sistema de reclamación tributaria en distintos países, véase el Informe de la OCDE Droits et 
obligations des contribuables, OCDE, París, 1990, aprobado por el Consejo de la OCDE el 27-
4-1990, pp. 24 y ss. Sobre la conveniencia de revitalizar el recurso administrativo previo a lajuris-
dicción como mecanismo de conciliación, véase el Informe del Consejo de Estado francés, Régles 
autrement les conflicts ... , cit., pp. 32 y ss. 
la licitud \033 y conveniencia de implantar este mecanismo en el marco general 
de las relaciones entre la Administración y el ciudadano son trasladables al 
Derecho Tributario, sin que exista ninguna razón que lleve a limitar su aplica-
ción en este último campo. 
Antes al contrario, es patente en el ámbito de los Tribunales económico-
administrativos la sobrecarga de trabajo, que conlleva una prolongada duración 
de los procedimientos de revisión tributarios \034. 
En el Derecho comparado son varios los países que recogen la negociación 
entre la Hacienda Pública y el obligado tributario en la fase de la reclamación 
administrativa. Por ejemplo, la Ordenanza Tributaria alemana (parágrafo 364a) 
prevé la posibilidad de que la Administración fije un emplazamiento en el que 
ambas partes pueden volver a discutir y resolver su controversia de forma 
concordada (<<Erorterungstermin») antes de la emisión de la resolución del 
recurso. La celebración de esta reunión es obligatoria si el obligado tributario así 
lo solicita. Si se llega a una solución, el inspector corregirá el acto de liquidación 
impugnado \035. 
También la legislación norteamericana se pronuncia en este sentido. Así se 
prevé que si el obligado tributario no está de acuerdo con la liquidación pro-
puesta por el inspector actuario, contenida en la Carta de los noventa días, puede 
recurrir ante la Oficina de Apelaciones (<<Appeals Office»), que constituye la 
única instancia de reclamación dentro del procedimiento administrativo. En esta 
fase pueden celebrarse acuerdos para dirimir la controversia, que no serán efica-
1033 El TC, en sus Sentencias 217/1991, de 14 de noviembre, 335/1993, de 29 de noviembre 
y 174/1995, de 23 de febrero, se ha pronunciado a favor de la compatibilidad de los trámites pre-
vios al proceso con el derecho a la tutela judicial efectiva, siempre que cumplan dos condiciones: 
a) en ningún caso pueden suponer la exclusión del conocimiento jurisdiccional de la cuestión con-
trovertida; y b) el trámite ha de ser proporcionado y justificado. 
1034 ZORNOZA PÉREZ, J. J., ¿Qué podemos aprender ... ?, cit., pp. 176 Y ss. Sobre las causas 
del crecimiento de la litigiosidad en materia tributaria, véase ELORRIAGA PISARIK, G., La liti-
giosidad en materia tributaria (Una primera aproximación), Cuadernos de formación, n.º 31, 1996. 
1035 Este precepto fue incorporado porla Ley de 24-6-1994 -BGBlI.1994, pp. 1395, 1399 y 
ss., que entró en vigor elIde enero de 1996, y que suprime la hasta ahora vigente vía doble del 
procedimiento de recursos administrativos, esto es, el recurso de reposición (Einspruch) y la 
reclamación (Beschwerde), regulados en los par. 348 y 349 AO. La intención del Parlamento ha 
sido simplificar y agilizar dicho procedimiento, a la vez que se le otorga un mayor rigor. Véase, 
WEDELSTÁNDT, A., «Grenspendlergesetz: Anderungen der Abgabenomung», DB, n.º 25, 1994, 
pp. 1260 Y ss., que expresa significativamente la ausencia de carácter novedoso de la Ley res-
pecto al establecimiento de la posibilidad de discutir, pues en la práctica, a pesar de la ausencia. 
de regulación legal, ya se realizaban negociaciones y, lo que es más, eran fomentadas desde las 
más altas instancias de la Administración fmanciera, como lo demuestra la Orden del Ministro de 
Finanzas de la Baja Sajonia, de 18 de marzo de 1993 (DStR 1993, p. 764); SZYMCZAK, M., «Das 
aussergerichdiche Rechtsbehelfsverfahren ab 1996», DB, n.º 45,1994, pp. 2254 Y ss.; SEER, R., 
Contratos, transacciones ... , cit., pp. 146 Y ss.; del mismo autor, Verstiindigungen ... , cit., pp. 51 y ss.; 
MARÍN-BARNUEVO FABo, D., Y EHMCKE, T., «Der Rechtsschutz bei steuerrechdichen Streitigkeiten 
in Spaniell», Stuw, n.O 3, 1997, pp. 198 Y 199. 
ces hasta la aprobación por el Funcionario revisor (<<Reviewing Officer»). Si no 
se alcanza el convenio o el «Reviewing Officer» no aprueba el celebrado por la 
«Appeals Office» es posible la realización de una entrevista entre el propio 
Funcionario Revisor y el contribuyente con la fmalidad de alcanzar el acuerdo 
que se fonnalizará en el Fonnulario 870-AD 1036. Resultan elocuentes las tres 
reglas que se siguen en EE.UU. para llegar a cabo una negociación de fonna 
correcta 1037: en primer lugar, debe constatarse la existencia de buena fe en la pro-
puesta de negociación del contribuyente; asimismo, han de estudiarse las posi-
bilidades de éxito de las alegaciones del sujeto pasivo contenidas en aquella pro-
puesta en el caso de que no se llegara a un acuerdo y recurriera ante los 
Tribunales el acto de liquidación; y, por último, la Oficina de apelación tiene que 
redactar una propuesta de acuerdo alternativa para el caso de que el pacto plan-
teado por el particular no prospere. 
Por otra parte, la conveniencia de la transacción en la fase de reclamación no 
reside sólo en la eliminación del recurso dentro del que se desarrolla, sino tam-
bién en relación a posibles futuras reclamaciones que el obligado tributario inter-
pondría en relación a una materia idéntica en años sucesivos en caso de que la 
decisión de la Administración al resolver el recurso no le resultara satisfactoria. 
En definitiva, es importante retener que para comprender la función que la 
transacción puede cumplir en el procedimiento de reclamación ha de partirse 
de la propia causa de esta fase. En este sentido, como establece el Internal 
Revenue Manual norteamericano -secc. 8711 (2) (MT8-188)-, «la misión de 
los procedimientos de revisión es resolver las controversias tributarias, sin llegar 
a los Jueces y Tribunales, sobre las bases de imparcialidad y honestidad tanto 
para la Administración como para el contribuyente, de fonna que se aumente el 
cumplimiento voluntario y se genere una confianza en la sociedad de que el 
Servicio obra con la debida integridad y eficiencia». 
Sobre esta base hay que concluir señalando que en Derecho español concu-
rren las causas que han justificado la introducción de mecanismos transacciona-
les en otros países. La sumaria exposición de las regulaciones existentes en los 
ordenamientos jurídicos extranjeros muestra posibles vías para la solución de 
problemas que se presentan con mucha intensidad en España, como la sobrecar-
ga de trabajo de los Tribunales económico-administrativos. 
1036 El procedimiento es descrito por CLAVUO HERNÁNDEZ, F., Y MAZORRA MANRIQUE, S., 
«La gestión tributaria en el ordenamiento ... », cit., pp. 340 Y ss. Véase, con ejemplos prácticos, 
GARBIS, M. l, Y otros, Tax procedure ... , cit., pp. 143 Y ss. El éxito de la negociación es de un 
90%, según SERRANO ANTÓN, F., La terminación ... , cit., p. 53, sobre datos extraídos del Infonne 
anual del IRS para 1988. 
1037 Expuestas por SERRANO ANTÓN, F., La terminación ... , cit., p. 53. 
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